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A lüü» 

Actuaciones iniciadas por el apoderado de los ferroca- 
rriles del Estado para que se extiendan en el registro 
que lleva el secretario del juzgado federal de Santiago 
del Estero, las escrituras de transferencia, a favor de 
aquellos, de terrenos que ocupan las vías en dicha pro- 

.»..••••••••••■• 37 

vincia 

Acuerdo disponiendo que los defensores de pobres, inca- 
paces y ausentes concurran a las oficinas de los trtbu- 
nales todos los días hábiles • ■ ■ • • 5 

Atuerdo «tejando sin efecto el turno de los procuradores 
fiscales de la capital, en las causas por infracción a la ^ 

ley electoral 

Acuerdo prohibiendo ejercer la abogacía y procuracio- 
nes especiales a los secretarios de los juzgados le sec- 
ción y de los territorios nacionales • • • • ■ • • ■ 7 

Aicardi. don Francisco, contra la provincia de Santa Fe. 

por expropiación, sobre competencia »49 
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Aicardi, don Francisco y otros, contra Dirks y Date*. 

sobre interdicto de obra nueva. Competencia "T 

Alais Pedro (sus sucesores), contra el gobierno nacio- 
nal, sobre reivindicación y 43/ 

Alvarez de Toledo, don Kanv'.n. contra la provincia le Co- 
rrientes SObre expropiación . '45 

Alvarez de Toledo, don Ramón, entra la provincia le Co- 
rriente*, sobre expropiación. Incidente sobre retención 

de parte «leí precio 350 

Alleva. José, contra 4a compañía francesa de ferrocarri- 
les de Santa Fe, sobre indemnización. Competencia . . 350 
Anzoétegui, V. y Amadeo. Ó., en autos con Gabastou A.. 

por dañOS y perjuicios. Competencia °9 

Astlldillo; Mercedes y Romualdo Fació; criminal contra, 

¡H ir hurto, Competencia 4°4 

Aust. Alfonso, contra la provincia de Buenos Aire-. In- 
terdicto de despojo 3« 

Avala ó Cabra!, R., criminal corttra, por homiciho \7* 



liaizán. don Ernesto, SU sucesión, contienda de compe- 
tencia i ,'*,'" 2 "*"* 

llano. Hipotecario Nacional, contra ja sucesión del doc- 
tor Benjamín Araoz. por cobro de pesos. Recurso de 

hedió 9 

llano. Hipotecario Nacional, contra Julio Poli y E. W i- 

Ihchns. .-obre reivindicación ; lSl 

llano. Hipotecario Nacional, con Gervasio J. I'áez. so- 
bre devolución de pesos. Recur.so de hecho 4 10 

Bafdi, doña S. I).. en autos con J. Uianchi, sobre reivin- 
dicación. Recurso de hecho • P 

Itarlet. Carlos, con Dolores Cr<|uiza le Correa, sobre rei- 
vindicación. Recurso de hecho 4«5 
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liarthe. .lo l.arralde. Maria. su sucesión; sobre inter- 
vención causular 

Bátetmh, P&fsons y Bateman, contra el gobierno de la 
nación, por cobro de pesos ••■ 395 

Beatriz^ don Manuel, en autos con el ferrocarril del Sud. 

sobre daños y perjuicios, Recurso de hecho 204 

Bravo. Mario, sobre inconstitucionalidad de la ley social 
número ~o¿t) * ^ 

Üriz. Tomás, losé M. Ptílé y otros, criminal, contra; ]x>r 
infracción a la ley de defensa social, número 7029; 
sobre competencia ?§5 

I'.ula. instituyendo c&Í!#b de la diócesis de San Juan de 
Cuvo a monseñor José A. Orzali 2 7° 

üu>tama:itc, Perfecto P, por infracción a la ley de far- 

macia • 343 

c 

Cahral. o Avala. criminal contra. por homicidio .... 
Caja internacional mutua de pensiones, con fisco nacional. 

j»or cobro de multa. Com|>ctcncia ¿lS 

Claveles. Carlos S, criminal, contra; ]>or homicidio. Com- 

408 

l>etencia 

Cañé, doña Rosa Meló de, su testamentaria; sobre incons- 
titucionalidad de impuesto a las sucesiones en la pro- 
vincia de Buenos Aires 111 

Carozzo, P. y P. Yaccario. en autos con M. Carranza, 
sobre falsificación de invento. Recurso de hecho »° 

Castaño, Aurora Stella, criminal contra, por defrauda- 
ción. Recurso de hecho ,¿ 

Castillo. V.. en autos con H. Ferrari, sobre nulidad de 
venta. Recurso de hecho ■ • • ' 2 '' 

Cerrano y Cía., v otros, contra la municipalidad de Cór- 
doba. í*>r devolución de lo pagado por impuesto; re- 
curso extraordinario ? 
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Chaves Celermino L., Sineeio Heredia. José María Pe- 
ralta y otros, criminal contra; \k>t homicidio, robo y 
otros delitas 

Ciccia, Pranci$CQ, criminal, contra, por homicidio 74 

Cintioli. J.. contra el ferrocarril Unenos Aires y Rosa- 
rio, sobíe indemnización 3 8 5 

Compañía francesa de ferrocarriles de Santa Fe, en autos 
con M. Godoy; recurso de hecho; sobre reculación... <>-í 

Compañía francesa de ferrocarriles de Santa Fe. con Jo- 
sé Alleva, sobre indemnización. Competencia ' 35" 

Consejo Nacional de Educación, contra J. Roadle, por co- 
bro de dinero. Recurso extraordinario 274 

Contienda de competencia entre el juez de sección de La 
Rioja y el de I> instancia de la misma provincia, en 
una causa criminal por violación de ta ley de seguridad 
social, número 702*) 373 

Correa. Dolores (Jrqüiza de. con Carlos P.arlet. sobre rei- 
vindicación. Recurso «le hecho 4"5 

D 

Díaz Yelcz. don Carlos en el juicio sucesorio de don 
Eustaquio Día/ Véte >' doña Josefa Cano de Diaz 
Yélcz. Recurro de hecho 34' 

Pirk- y Dates> con francisco Aicardi. sobre interlicto de 
obra nueva. Competencia ; u> 7 

E 

Enrique, Arsenio. criminal, contra, por lesiones; contien- 
da de competencia ••• 77 

Escalada, don Marcelino, en autos con la provincia de 
Santa Fe, |>or reivindicación 34 

Escalada, don Marcelino, contra la provincia de Santa 
Fe. por colm» de pesos; sobre perención de la instancia 45 
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Escobar. Manuel I-.. contra el gobierno nacional, por es- 
critur.-uión 
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Ferrer. don loajuin L\. en actuaciones seguidas por el 
misnto, por cobro de honorarios. Recurso de becho. ... *) 

Ferrocarril Buenos Aires al Pacifico, con P. Tardito y 
Compañía, sobre devolución de dinero; recurso ex- ^ 

traordinario ' Y A- 

Ferrocarril Buenos Aires y Rosario, en autos con J. Un- 

tioli, sobre indemnización • 3°5 

Ferrocarril Central Argentino, contra L. de Fusse, so- 
bre expropiación \'Á'Á' i"r\r ^ 

Ferrocarril Central Argentino, con municipalidad de Cór- 
doba sobre cobro de pesos. Recurso extraorlinano. . . 1,4 
Ferrocarril Central Argentino, con Tadeo Silvetti, por 
indemnización de daños y perjuicios, sobre proceden- 

cía del recurso extraordinario y competencia 21 3 

Ferrocarril Central Argentino, con doña Teresa Lina- 

res de Iriarte. por daños y perjuicios ••••••• 2 9» 

Ferrocarril Central Argentino, con Francisco A. Imam. 

sobre daños y perjuicios • • • 3 

Ferrocarril Central Argentino, en autos con el fisco na- 

cional. por cobro ejecutivo de pesos. Recurso de hecho m 
Ferrocarril Central Córdoba, extensión a Buenos Ai- 
re* en autos contra doña María H. de Arrozagaray. 
por repetición de pago e indemnización. Recurso de ^ 

Ferrocarril Central "de Córdoba en autos con M. Avella- ^ 
neda. Recurso de hcclio • 

Ferrocarril Central Sud Americano contra gobierno na- 
cional, sobre constitución de un tribunal arbitral o 
nulidad de un decreto 230 
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Ferrocarril Pacifico, en autos con González, h 5obre da " 
ños y perjuicios /3 

Fisco Nacional, contra II. R. Mantim, sobre defraudación 
a la renta de aduana ' • 93 

Fisco nacional contra Angel Paulina, por corte de made- 
ras en campos fiscales, sobre procedencia del recurso de 

139 

revisión , ... 

Fisco nacional, sobre nulidad de un decreto de revalidación 
de titulo de tierras fiscales otorgado a tavor de Mada- 

me l.inch " ' 

Fisco nacional contra la Caja internacional mutua de gen- 

Sipnes por cobro de "na multa. Competencia «3 

Flores V., criminal, contra : contienda de competencia. . . -'»4 
Fonrouge, Camilo M. y Patricio Warrihgtón, sobajando 

la regencia .le la escribanía de marina de Bahía Blanca 3«? 
F urque, don Hilarión, contra Domingo Gati, por Cobro 

de pesos. Competencia ; • • 222 

Füsse, U en autos con el Ferrocarril Central Argentino, 

sobre expropiación * 

G 

• 

Gabastou, A., contra Anzoatcgui. V, y Amadeo, O., por 
daños v per juicios. Competencia '*> 

Callo. Antonio, criminal contra, por homicidio 4>» 

Cania, don Leandro, contra la provincia de Unenos Aires, 
sobre escrituración • ' *' 

Garrigós, Federico, sus autos <estameritarios. Recurso de 

hecho m 

Gati, don Domingo, con Hilarión Furquc, por cobro .le 

pesos. Competencia " ' ' ' 

GazCÓn, don Manuel; sobre corrección disciplinaria; Re- 
curso «le hecho ■■. 1 

Gerding, José G., entra Lindemberg, Nellen y Cía.. por 
cobro de pesos ; contienda de competencia ->3 
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Gobierno nacional en autos con doña Teresa Tomassoni 
de Fortini. por cobro de daños y perjuicios; sobre eos- 

m 5 

Gobierno' nacional, en autos con Juan Posse y Cía., sobre ^ 

cobro de pesos 1 

Gobierno nacional con F. Larrea y otros, sobre compra 

de tierras fiscales '" 

Gobierno nacional con ferrocarril Central Sud America- 
no. sobre constitución de un tribunal arbitral o nulidad 

de un decreto *•• ' " * "„* ,' 23 ° 

Gobierno de la nación, con V. Rodríguez, L. Vella y J. 

A. Figueroa, por cobro de pesos • • 2 

Gobierno nacional con M Posqucllas, sobre escrituración 281 
Gobierno nacional con Manuel F. Escobar, por esen- 

turación ' ' * 3 

Gobierno de la nación, con Bateman, Parsons y Bateman. 

por cobro de pesos • •_• ™* 

Gobierno nacional con Joselin Huergo, jx>r danos y per- 

... 4 2 * 

juicios . . 

Gobierno nacional con Pedro Alais (sus sucesores), sobre 

reivindicación • "..'■„"•'<• 437 

González, J., contra la empresa del ferrocarril 1 aciheo. 

sobre daños y perjuicios 73 

H 

Harrington. Patricio, y Camilo M. Fonrouge #<§^g 
la regencia de la escribanía de marina de Babia Blanca 368 

Huergo. Joselin. contra el gobierno nacional, por danos 
y perjuicios 



I 

Irizarri. Francisco A., contra el ferrocarril Central Ar- 
gentino. sobre daíios y perjuicios 3°i 
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Jeomas, A., contra la provincia de Buenos Aires, inciden- 
te sobre una medida disciplinaria 33 

Jeomans, don Arturo, contra la provincia de Buenos Ai- 
res, sobre interdicto de retener la posesión y de obra 
nueva 14 1 

Juez letrado de Santa Cruz, contra el fiscal, por negligen- 
cia en el desempeño de sus funciones y actos ofensivos 
al decoro de la administración de justicia i" 

Juez letrado de Santa Cruz, comunicando una resolución 
Sobre remoción de un secretario, decretada por el poder 
ejecutivo •••• 280 

K 

Kenny, don Santiago F.. contra la provincia de Santa Fe, 
por cobro de pesos, sobre honorarios de peritos 16 

L 

Larrea. F. y otros, contra el gobierno nacional, ^obre com- 
pra de tierras fiscales 184 

LeguizamÓn, K.. criminal, contra; contienda de competen- 
cia • 282 

León y Sánchez, Angel de, su extradición solicitada por 
las autoridades de la República Oriental del Uruguay 14 

Linares de Iriarte. doña Teresa, contra el ferrocarril Cen 
Irá] Argentino, por daños y perjuicios 296 

Lindemberg, Xcllen y Cia., con José G. Gerding, por co- 
bro de pesos; contienda de competencia 213 

Loveira. don Vicente, contra don Eduardo T. Mulhall. por 

injurias y calumnias, sobre competencia 92 

Lucentini. Pedro, criminal, contra; por homicidio 248 
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Luque, do;; Manuel N., contra la provincia de Salta. i>or 
cobro de pesos, sobre competencia 104 

M 

Moneada y compañía, en autos con la sociedad Puerto del 
Rosario, por cobro de pesos 375 

Moneada y Coria, en autos con la sociedad Puerto del Ro- 
sario, por daños y perjuicios. Recurso de hecho 381 

Montini. don Hilario R.. con el fisco nacional, sobre de- 
fraudación a la renta de aduana 95 

Moreno, doña Victoria T. de. con el concurso de don Do- 
mingo Cabra!. Recurso de hecho 34° 

Mulhall. don Eduardo T.. con don Vicente Lovcira. por 
injurias y calumnias, sobre competencia 9 2 

Municipalidad de Córdoba con el F. C. Central Argen- 
tino, sobre cobro de pesos. Recurso extraordinario 174 

Municipalidad de Córdoba contra Cerrano y Cía. y otros, 
por devolución de lo pagado por impuesto ; recurso ex- 
traordinario 2 7 2 

Municipalidad de la capital, denuncia violaciones a la ley 
electoral municipal ; sobre competencia 4 6 

N 

Nievas, Ignacio, criminal, contra, por homicidio 24 

Nocera. Luis; criminal contra; por homicidio y heridas 401 
Nolte. don Carlos, contra Reinaldo Ferro, por cobro de 
pesos. Recurso de hecho 34$ 

P 

Paez, Marcelino, criminal, contra, por homicidio.... 154 

Páez, Gervasio J., contra el Banco Hipotecario Nacional, 
sobre devolución de pesos. Recurso de hecho 4> 6 
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Paulina, Angel, con fisco nacional, por corte de maderas 
en campos fiscales, sobre procedencia (leí recurso de re- 
visión 139 

Pérez, R. M.. contra la provincia de Buenos Aires, sobre 
incon>titucionalidad de un decreto. Recurso de hecho -"í 

Pililo, doña Grcgoriá y doña Margarita Ourubia de Pinto, 
contra la Universidad nacional de [.a Plata, sobre rei- 
vindicación 09 

Pointu \*ores, don Jorge, y don Julio Alvarcz de Toledo, 
contra la provincia de San Juan, sobre indemnización 
de danos y perjuicios 259 

I\V¡. Julio y Wübcims F... en autos cb« Banco Hipotecario 
Nacional, sobre reivindicación 181 

Posse, J. y Cia.. contra el gobierno nacional, sobre cobro 
de pesos , 48 

Procurador fiscal del Rio Negro, denunciando irregulari- 
dades en el juzgado letrado de ese territorio 67 

Provincia de Buenos Aires, en autos con Jeomans. A., 
sobre una medida disciplinaria 33 

Provincia de Buenos Aires con Arturo Jeomans. .-obre 
interdicto de retener la po -sesión y de obra nueva 141 

Provincia de BuenOs Aires con don Leandro Garda, so- 
bre escrituración 1 57 

Provincia de Buenos Aires contra Alfonso Aust. Inter- 
dicto de despojo $9S 

Provincia de Corrientes contra don Ramón Alvarez de 
Toledo, sobre expropiación 14? 

Provincia de Corrientes con Ramón Alvarez de Toledo, 
sobre expropiación. Incidente sobre retención de parte 
del precio 35° 

Provincia de Jujuy con ti. y R. Stramandinoli. sobre co- 
bro de pü^os; incidente sobre traslado de la contesta- 
ción de la demanda 27S 

Provincia de Jujuy con R. Stramandinoli. sobre cobro eje- 
cutivo de pesos. Incidente sobré intereses 356 
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Provincia de Mendoza, en autos con G, Puebla, sobre pa- 
go de un impuesto . . . ; 64 

Provincia de Salta en autos con Manuel X. Luque, por 

cobro de pe>os; sobre competencia 21 

.Provincia cíe San Juan, con don Jorge Poitú Norés y don 
Julio AJvarez de Toledo, sobre indemnización de daños 
y perjuicios *59 

Provincia de San Juan con el doctor Mario Y ¡déla, ¿obre 
interdicto de retener ?99 

Provincia de Santa Fe en autos con don Santiago F. Kcn- 
ny, por cobro de pesos; sobre bonorarios de peritos 16 

Provincia de Santa Fe contra don Marcelino Escalada, 
por reivindicación 3* 

Provincia de Santa Fe en autos con don Marcelino Esca- 
lada, por cobro de pesos; sobre perención de la instancia 45 

Provincia de Santa Fe con don Francisco Aicardi, por ex- 
propiación; sobre competencia *49 

Provincia de Santiago del Estero con don Atana-io Ro- 
dríguez, por cobro de comisión 86 

Puebla. G.. contra la provincia de Mendoza, *obre pago de 
impuesto "4 



Querejeta, don Francisco; su concurso. Competencia 227 



Rodríguez, don Atanasio, contra la provincia de Santiago 
del Estero, por cobro de una comisión 86 

Ridrígucz, V., C. Vella y J. A. Figueroa, contra el gobier- 
no de la nación, por cobro de pesos 266 

Rosquellas, M., contra el gobierno nacional, sobre escri- 
turación 281 
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Saavedra. Francisco, criminal, contra, por homicidio-... 291 

Sauveur, Indrácolo, con Departamento nacional de higie- 
ne, sobre venta de especifico. Recurso extraordinario 82 

Santa María, Salvador, criminal, contra, por homicid ; o. . . 57 

Secretario del juzgado federal de Santiago del Estero, so- 
licitando autorización para adscribirse a un registro 
provincial 8 

SHvetti, don Tadeo, contra ferrocarril Central Argentino; 
indemnización de daños y perjuicios; sobre procedencia 
del recurso extraordinario y competencia 215 

Sociedad Puerto de IRosario contra Moneada y compañía, 
por cobro de pesos 375 

Soira Freites. F., en autos con L. E. Chapeaurouge, sobre 
nulidad. Recurso de hecho 348 

Stramandinoli. J. y R.. contra la provincia de Jujuy, sobre 
cobro de pesos; incidente sobre traslado de la contes- • 
tación en demanda 278 

Stramandinoli. R.. contra la provincia de Jujuy, sobre co- 
bro ejecutivo de pesos. Incidente sobre intereses 359 

j 

T 

Tardito y Cia., con F. C. B. A. al Pacifico, sobre devolu- 
ción de dinero; recurso extraordinario 186 

Tomassoni de Frontini. doña Teresa, contra el gobierno 
nacional, por cobro de daños y perjuicios: sobre costas 15 

u 

Universidad nacional de La Plata, con doña Gregoria Pinto y 
otra, sobre reivindicación 99 
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Yidela, doctor Mario, contra !a provincia de kan Juan, 
sobre interdicto de retener 299 

Yila. R., criminal, contra: i>or hurto de mercaderías Con- 
tienda de competencia 1/8 

Yillanueva. don Emiljo C, en autos con la municipalidad 
de la capital, sobre autorización para la excavación de 
un sótano. Recurso de hecho 2 ^3 

Yillanueva. Benito, criminal contra; por homicidio 393 



ÍNDICE ALFABÉTICO 



DE LAS 



MATERIAS CONTENIDAS EN EL VOLUMEN CXV 



Acción de h/í/úW.— La disposición del articulo 4050 del código 
civil se limita a legislar sobre las acciones de nulidad 
alli previstas y no comprende el caso de un mandata- 
rio que ha extralimitado sus poderes. Pág. 189. 

AgeiMs de la nación.— Un los casos en que las leyes del con- 
greso acuerdan O imponen intervención a los funciona- 
rios provinciales en un asunto determinado, les atribuyen 
por el mismo hecho y para los fines de tales casos, acci- 
dental o temporariamente, el carácter de agentes de 
la nación. Los actos de los aludidos funcionarios se equi- 
paran, del punto de vista de las responsabilidades que 
contraigan para con terceros en el desempeño de es» 
comisión especial, a los de aquellos funcionarios ordi- 
nariamente al servicio de la nación. Pág. 266. 

Apelación para ante ta corte suprema.— i?o procede el recurso 
del artículo 30.. inciso 20. de la ley 4<>55- en una causa 
en que la suma reclamada sólo importa cuatro mil dos- 
cientos cincuenta y nueve pesos oro sellado. Pág. 375. 
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Arrendamiento de tn-rras /fcea/í*— Los arrendatarios de tie- 
rra» fiscales de la nación cuyos contratos se hubieran 
celebrado cíe acuerdo con el decreto de 26 de septiembre 
de 1899, reglamentario del articulo 101 de la ley de 19 de 
octubre de 187»». no tienen derecho a comprar el te- 
rreno arrendado, ni parte alguna de! mismo. No es 
aplicable a estos arrendamientos lo dispuesto en la lev 
411,7. sancionada con posterioridad. PÉg. 184. 

B 

Banco Hipotecara \'ac¡oital.—B Banco Hipotecario Racional 
tieen la representación de su deudor para iniciar contra 
tercer... detentadores del inmueble hipotecado, la acción 
reivindicatoría u otras qué pudieran corresjionderle. aun 
en la hipótesis de que. con sujeción a la ley númejo 
1804. no le hubiera erres» .ndido en derecho. Pag. 181 



Competencia.r-Vüase "J urisdiceión". 

Contienda de competencia— Par» que se tenga por trabada 
una contienda de competencia que la corte suprema .le- 
ba dirimir de acuerdo con las atribuciones que le con- 
fiere el articulo 90.. inciso b de la ley 4055. es preciso 
que se hayan llenado los trámites establecidos en los ar- 
ticulo- al $2 de la lev nacional de procedimientos, 
1 Kn el caso se había omitido el requisito prescripto en 
el articulo 50). Pág. 218. 

Cosa jusgoda.—E$ inadmisible la excepción de cosa juzgada 
opuesta después de estar trabad., el pleito. Pág. »57- 

Costas. — La condenación en costas entra en la indemnización 
debida al damnificado, cuando se ha negado en absoluto 
el derecho a ella. Pág. r.. 



Di; JUSTICIA DK LA NACION 467 
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Daños v perjuicios. — F.I particular que en uso del pCirtíioG 
existente para todos los que reeiben carga consignada a 
una sola persona, procede a la descarga o remoción de 
la misma de un vagón colocado en un vía destinada a 
ese fin. no viola el reglamento general de ferrocarri- 
les: y en tal caso, la empresa es responsable del daño 
causado en un accidente producido por imprudencia de 
sus empleados. Pág. 2</>. 
Daños v perjuicios. — \"o constando que la empresa haya exi- 
gido oportunamente que se procediera a comprobar el 
estado de la mercadería en la forma establecida por el 
articulo 48 de la ley 2873, y artículo 236 del reglamento 
respectivo, y justificado, |>or otra parte, que el actor 
cargó en forma los vagones y que éstos se cayeron en 
una estación de tránsito y permanecieron largo tiempo 
expuestos a la lluvia, corresponde la condenación de la 
empresa por los daños y perjuicios causados. Pág. 361. 
DaHóS y perjuicios.— l éase "Recurso extraordinario". 
Defraudación a la renta de aduana.— Tratándose de mercade- 
rías nacionalizadas, la omisión en la especificación de 
las mismas y la falsa declaración, al manifestar artícu- 
los como de un ramo, perteneciendo en realidad a otro, 
se hallan penadas con el pago de dobles derechos. Pá- 



Demanda.—So es admisible la modificación de una demanda 
después de contestada. Pág. 278. 

Despojo. — La circunstancia de que un propietario permita a 
los vecinos el paso por su terreno, no significa la trans- 
ferencia al estado de la posesión y dominio del camino. 
Las medidas ejecutadas por un gobierno de provincia, 
destruyendo alambrados en una propiedad particular y 
entregando un camino al servicio público, contra la vo- 
luntad del dueño, y sin adquirirlo previamente, impor- 
tan actos de despojo, con arreglo a lo dispuesto en el 
artículo 2408 y concordantes del código civil. Pág. 388. 
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Domicilio.— So hasta para presumir el cambio de domicilio w 
circunstancia de haberse firmado obligaciones especiar- 
les para ser cumplidas fuera de él. Pág. 227. 

Domicilio real. — Los avisos de los bancos y los contratos de lo- 
cación de tincas en los que se establece un lugar para su 
cumplimiento, no prueban el domicilio real, que es e! 
que determina la competencia de las autoridades para 
conocer «leí juicio sucesorio. Pág. 244. 



Error esencial.— Establecido en la ley especial y contrato res- 
pectivo, que determinada obra deberá ejecutare por 
personal técnico (en el caso ingenieros y agrimensores), 
constituye error esencial respecto a la persona, que anu- 
la el contrato. 4a falta en la misma, de titulo profesio- 
nal. Páf 259. 

Escribanía de marina. —De acuerdo con lo establecido en el 
articulo 184 'c la ley número 1893. de organización de 
los tribunales de la capital, aplicable por analogía a tó? 
juzgados federales de la república, un secretario de di- 
chos juzgados 110 puede desempeñar la regencia de una 
escribanía de marina. 

Un escribano que tiene a su cargo un registro provin- 
cial de contratos, no puede, al mismo tiempo, tener el 
registro nacional de marina. Pág. 368. 
Expropiación. — Los derechos del dueño de la cosa expropiada 
se consideran transferidos de la cosa al precio p indem- 
nización; quedando aquella libre de todo gravamen (ar- 
ticulo 14 He la ley 189). Pág. 59. 
Expropiación.— Estando conformes las partes en la procedencia 
de la expropiación, corresponde fijar la indemnización 
debida al expropiante ]*>r la privación de su propiedad, 
tomando como base para ello el informe de los peritos, 
^i entre los perjuicios causados por la expropiación, re- 
conocidos como de cargo del expropiante, existen algtt- 
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nos ocasionados a ith ten-ero que no Ka intervenido en 
e! juicio, no obstante tener derecho a ello, corresponde 
dejar a salvo las acciones que puedan corresponder a 
éste, para exigir la respectiva indemnización. Pág. 145- 

Expropiación.— Tratándose de un juicio de expropiación de los 
terrenos necesarios para la construcción del puerto de 
•la ciudad de Santa Fe. autorizada por la ley número 4269. 
la provincia no reviste el carácter de cesionario de de- 
rechos, a los efectos de la competencia. Pág. 149. 

Extradición— I-i circunstancia de ser el requerido ciudadano 
argentino 110 obsta a la extradición solicitada por las au- 
tortdades judiciales de la República Oriental del Uru- 
guay, con arreglo al articulo 20 del tratado de Monte- 
video. Pág. 14. 

F 

FtmtSrrUes.—lm ferrocarriles regidos por la ley número 
5315 deben abonar, en su caso, e! pavimento, al igual de 
los otros propietarios en los centros urbanos. Pág. 174 
Ferrocarriles.— La ley número 5315 no exime a las empresas 
de ferrocarriles del pago del impuesto de pavimentación. 
I-a ley 5315 s e ha referido, no solamente a los impuestos 
municipales va establecidos en el momento de su san- 
ción, sino a los que con ese nombre y clasificación pudie- 
ran crearse en la capital, provincias y territorios y tam- 
bién a algunos como el de contrastes de pesas y medi- 
das, el de delincación de nuevos edificios y de renovación 
o refacción de los ya construidos, qne no pueden concep-. 
tuarse como simples compensaciones «le servicios. Pági- 
na 186. , . 
Fuero federal.-So corresponde el fuero federal por razón de 
la materia, en un juicio en que las acciones deducidas y 
las excepciones opuestas se han fundado exclusivamen- 
te en el derecho común y en el que no aparece que exis- 
ta dis,,osición alguna de carácter federal que rija direc- 
ta e inmediatamente el derecho controvertido. Pag. 350. 
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Gestiones administrativas.— Véase " I 'rescriptíón". 

H 

Homicidio. — Es j»*ta I* sentencia que impone la pena de diez 
y siete años y medio de presidio al autor de un homici- 
dio cometido con la agravante de agresión y la atenuan- 
te de irritación o furor. Pág. 24. 

Homicidio. — Es justa la sentencia que impone la pena de vein- 
te y cinco años de presidio a! autor de un homricidio co- 
metido con alevosía y sin atenuante alguno, no existien- 
do eu autos otra prueba del crimen que la propia con- 
fesión del acusado y las presunciones concordantes con 
ella. Pág. 57. 

Homicidio.— Es justa la sentencia que impone la pena de diez 
y ocho años y seis meses de presidio al autor de un ho- 
micidio cometido con la agravante de ser la victima 
cuñado del matador y sin atenuante alguno. Pag. 74. 

Homicidio. — Es justa la sentencia que impone la pena de diez 
y siete años y medio de presidio al autor de un homici- 
dio cometido con ensañamiento y con la atenuante del 
inciso 6.° del articulo 83 del código penal. Pág. 154. 

Homicidio. — Es justa la sentencia que impone la pena de vein- 
ticinco años de presidio al autor de un homicidio co- 
metido con las circunstancias agravantes del inciso 4. 
del articulo 84 del código penal y las que surgen de la 
aplicación del articulo 85 del mismo código por las he- 
ridas inferidas a la victima y el robo cometido como 
móvil del crimen. Pág. 172. 

Homicidio. — N'o pudiendo ser modificada en sentido desfavo- 
rable al reo la pena impuesta, por haber sido consentida 
por el ministerio fí>cal la sentencia recurrida, correspon- 
de confirmar la que aplica la pena de veinte años de pre- 
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sidio al autor del delito <le homicidio consumado con la 
circunstancia agravante prevista en el inciso 3. del ar- 
ticulo 84 del código penal. Pág. 248. 

Homicidio.— lis justa la sentencia que condena a- la pena de 
diez y siete años y medio de presidio y accesorios lega- 
les al autor de un homicidio perpetrado con la circuns- 
tancia agravante de haber obrado a traición y la ate- 
nuante prevista en el inciso 6.° del articulo 83 del código 
penal. Pág. 291. 

Homicidio.— Consentida la sentencia por el ministerio fiscal, 
el recurso concedido a los reos no puede tener otro fin - 
que el <lc resolver si procede la disminución de las penas 
impuestas o la absolución. 

Las de presidio y penitenciaria impuestas en esta causa 
no infieren agravio a los apelantes. Pág. 312. 

Homicidio.— Es justa la sentencia que condena a 18 años de 
presidio al autor de un homicidio perpetrado con pre- 
meditación. Pág. 393. 

Homicidio.— Es justa la sentencia que condena a sufrir la pena 
de once años de presidio al autor de los delitos de ho- 
micidio y de heridas, cometidos sin intención dolosa, 
dado el estado de embriaguez en que se encontraba el 
procesado. Pág. 401. 

Homicidio. — Es justa la sentencia que condena a diez y siete 
años y medio de presidio y accesorias legales al autor 
de un homicidio perpetrado sin circunstancias atenuan- 
tes ni agravantes. Pág. 418. 

Honorarios de peritos.-- Son a cargo del ejecutado los honora- 
rios de los peritos por el trabajo de tasación presentado 
un dia después de haber aquél depositado en pago la 
suma demandada. Pág. 16. 



Iglesia.— ¡ case ' Inconstitucionalidad de ley". 
Impuesto sobre el tabaco.— E\ impuesto sobre el tabaco es al 
lio y recae en definitiva sobre el consumidor; ¿n 
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consecuencia, el Estado no puede csigir el pago de dicho 
¡supuesto cuantío e". acto que 1" motiva lia SÍclÓ consu- 
mado v se ha acreditado que la- estampillas ad.iuiridas 
por un fabricante de eigarrijios para emplearlas en fos 
productos de su niatiu factura, fueron destruidaá en un 
incendio ante- de entregarse a! expendio. Pag; 48. 
Impuestos, — Véase -\lnconstitucioiialidad de ley". 
Impuesto de pulimentación. — í 9 ¿ose "Kerrocarrile-". 
huonsHtuciontilidad de átereto Sobré tierra fúMi-a.— l^s wrii 
eos títulos que, seguti la ley número \y ? ¿ de ZJ de oc- 
tubre de 1884, podían legitimar la posesión en los terri- 
torios nac¡onaie> y constituir propiedad privada en fa- • 
vor de lo. poseedores, eran lo. otorgados jK>r los go- 
biernos provinciales c»:i anterioridad a las fecha- que 
dicha ley expresa. 

En consecuencia, p contrario a la ley y al inciso 2." 
de! articulo So de la constitución nacional el decreto ele 
1.» de ntayo de 1888 qué revalidó, invocando la ley nú- 
mero 155J. un titulo otorgado |n>r el gobierno de! Rfe 
raguay a favor de Madame Lynch. Pág. 189. 
JnconstUuciomilidad de impuesto— es contraria a la cons 
titución nacional la ordenanza municipal de Córdoba que 
grava con un impuesto a la leña introducida al munici- 
pio por vías férreas. < Kn el caso resultó que el articulo 
sobre que recae el impuesto no era introducido el mu- 
nicipio de Córdoba de extraíia provincia y que destina- 
ba al consumo interno». í%. 27 
Inconstituñomlidad de fey.— «La ineonstilueionalidad de una ley 
nacional sio propuesta al inter|>oner la demanda, no pue- 
de ser interpuesta en la instancia extraordinaria. Pag 
iHionstitunonaUdad de ley de educación común de la provincia 
de Huenos Aires.— La clasificación en tres categorías de 
contribuyentes establecida en el inciso 3 del articulo 02 
de la ley de educación común de la provincia de Bue- 
nos \ire-. de 20 de septiembre de 1875. no es contraria 
a la igualdad de los impuestos requerida por el artículo 
ió de la constitución nacional. 
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Él articulo 2." de la lev fundamental no impide que la 
iglesia puedn ser sometida al pago <lc las contribuciones 
comunes sobre los bienes que posea o reciba como per- 
sona jurídica y no en ocasión o motivos de actos de 
culto. 

El imptiésto del ?o por ciento establecido en la ley pro- 
vincial impugnada es una verdadera exacción contis- 
eacion que restringe en condiciones excesivas ios dere- 
chos de propiedad y de testar, consagrados en los articu- 
los 17 v 2Ó ile la constitución. 

Él l>oder .le crear impuestos está sujeto a ciertos prin- 
cipios que se encuentran en su base misma, y entre otros, 
al de que ellos se distribuyan con justicia. Pag. 1 1 1: 
Imonstitucionalidad de ley sobre expendio de específicos.- La 
lev 4087 y su decreto reglamentario no contrarían la ga- 
rantía congracia en el articulo 14 de la constitución 
nacional, en cuanto permiten retirar la autorización con- 
cedida para la venta de especi lieos medicinales, en caso 
de contravención a sus disposiciones. Un motivo de sa- 
lubridad públua autoriza, como los de moral, segundad, 
cultura y otros, a limitar la referida garantía constitu- 
cional sin alterarla. Pág. 82. 
huonslitmionalidad de ley y decreto reglamentario sobre ex- 
pendio de especificas.- -La ley número 4Ó87 V el decreto 
(pie la reglamenta en lo que se refiere al expendio de es- 
pecifico* v a las multas impuestas a los infractores, no 
violan ningún derecho ni garantía consagrados por la 
constitución nacional. Pág. 343- 
Inconstitm-ionalidad de la ley sobre fabricación de alcoltoles.- 
I a restricción que contiene el articulo 4 de la ley 3701. 
no es contraria a los artículos 14 y 28 de la constitución 
nacional. El congreso tiene amplios |>oderes para regla- 
mentar la destilación de los alcoholes, y para adoptar 
las más rigurosas medidas a los fines de impedir el frau- 
de en el pago del respectivo impuesto. Pág. 421. 
, i a _\o procede la inhibitoria promovida ante un juez 
se avoque el conocimiento de 1 
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sa, cuando la parte actora es una provincia y extranje- 
ro el demandado. Pág. 149. 
Interdicto de obra miera.— I' case "Interdicto de retener la po- 
sesión". 

Interdicto de retener la posesión. — Los interdicto- de retener 
la posesión y de obra nueva suponen m» solamente que 
el que los promueve es poseedor, sino también que la 
turbación u Obra nueva que se denuncia es arbitraria o 
¡legitima. 

No hay turbación cuando los actos de posesión que re- 
presentaba la obra nueva denunciada quedaron legiti- 
mados con la concurrencia de la voluntad del poseedor. 

Interdicto de retener la posesión.— Um mensura practicada por 
decreto del gobierno y aprobada por la oficina respecti- 
va ; la vigilancia y administración de los campos medidos, 
ordenadas por el mismo, conceptuándose dueño y posee- 
dor de éstos ; la orden de venta en subasta pública to- 
mando como liase la citada mensura y la prohibición, en 
absoluto, de todo corte y extracción de maderas, son 
actos susceptibles de perturbar la posesión. 
Acreditada la posesión del actor, no puede afectar a 
ésta la oposición a un deslinde deducida por terceros de 
quienes el demandado no es sucesor. Pág. 299. 

Intereses.— Satisfecha la deuda en el acto del requerimiento, 
no corresponde se cargue nintereses sobre ella. Pág. 359 

Intervención consular.— Resuelta la intervención consular, la 
simple presunción de vacancia de la herencia no im- 
porta la cesación de aquélla. Tampoco puede inferirse tal 
cesación, del nombramiento de curador de la herencia y 
de la participación dada al consejo de educación, que se 
tuvieron en vista al resolver dicha intervención. Pág. 308 



Juicio por jurados.— Lo> artículos 4, 67 y 102 de la constitu- 
id han impuesto al congreso el deber de 
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proceder inmediatamente al establecimiento del juicio 
por jurados, al igual que el primero no le impuso tér- 
minos perentorios para la reforma de la legislación en 
todos sus ramos. Pág. 92. 

Jurisdicción. — La cláusulas por la cual un vecino de una pro- 
vincia fija domicilio en otra para el cumplimiento de las 
obligaciones de un contrato, "dando así jurisdicción a 
los jueces de esta provincia", importa renuncia al fuero 
federal establecido en su favor y que le correspondía, 
tratándose de una demanda contra una provincia, en vir- 
tud de los artículos 100 y 101 de la constitución y l.° de 
la ley 48. sobre competencia. Pág. 21. 

Jurisdicción.— No corres|K>nde a la justicia federal el conoci- 
miento de causas por infracción a la ley de elecciones 
de !a capital de la república. Pág. 46. 

Jurisdicción. — La justicia nacional es incompetente para co- 
nocer del cobro de un impuesto provincial, y la incons- 
titucionalidad de éste sólo puede ser llevada a ella por 
apelación, con arreglo al articulo 14. de la ley número 
48 o por demanda contra la provincia después de pagar 
el impuesto con las reservas correspondientes. Pág. 64. 

Jurisdicción. — Xo corresponde a la justicia federal conocer en 
una demanda contra jueces provinciales por daños y per- 
juicios que se dicen provenientes de procedimientos ju- 
diciales realizados |>or los demandados en su carácter 
de jueces. Pág. 69. 

Jurisdicción. — Corresponde a la justicia federal conocer en los 
pleitos que versan sobre las obligaciones de las empre- 
sas de ferrocarriles relativa a los equipajes de los via- 
jeros. Pág. "73. 

Jurisdicción. —So corresponde a los tribunales militares cono- 
cer en una causa crimina] por lesión corporal causada 
por imprudencia a un conscripto por otro de igual cla- 
se, mientras prestaban servicio de guardia en una carecí 
común. Tal hecho no constituye una infracción de ca- 
rácter militar. Pág. 77. 

Jurisdicción. — Corresponde a la justicia local el conocimiento 
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de una demanda por los delitos de injurias y calumnia* 
cometidos por medio de la prensa. Pág. 92. 
Jurisdicción.— U facultad de declarar la inconstitucionaiidad 
de una ley sólo puede ser ejercitada i»r el peder judi- 
cial cuando un caso propiamente tal o controversia entre 
partes que afirman v contradicen, respectivamente, de- 
rechos en la prescripción lega! discutida, son llevados a 
su decisión. Kn consecuencia, no corresponde a la i iutl ' 
cia nacional conocer de una demanda tendiente a que se 
declare en general o en abstracto ta incon.uitucionalidad 

de la lev social. Pág. iffr 
Jurisdicción.— So pueden servir de fundamento a la compe- 
tencia de la justicia federa! para conocer de un ínter 
éítO trabad., entre particulares. !a> referencias del ar- 
ticulo 17 de la constitución nacional y de la ley 4267 que 
sÓlo tengan una relación lejana con los actos que mo- 
tivaron el pleito. 

Ei fuero federal no procede rationé materia* cuando los 
actos administrativos del gobierno nacional que se men- 
cionan en el caso, no sirven de fundamento inmediato 
y directo a las acciones y excepciones entabladas o ale- 

/iiriídfffilfi'^Corrl-sponde a la justicia local de la capital el 
juzgamiento de un delito común, si no aparece clara- 
mente y de un modo expreso y por necesaria inducción, 
que el lugar donde fue cometido, es de los expresados 
en el articulo 3°. inciso 4 °. ley número 48- y 2 *; mc,s £ 
4» del código de procedimientos en lo criminal. Pag. 178. 
Jurisdicción.—?.* juez comitente en los juicios en que se ejer- 
citan acciones personales, el del lugar señalado implícita 
o explícitamente, para la ejecución de un contrato, con 
preferencia al del domicilio del demandado, cualesquie- 
ra que sean las pretensiones que se demandan. Pag. 213- 
Jurisdicción.— Corresponde a la justicia nacional el conocimien- 
to de una demanda por daños y perjuicios causados con 
motivo de un contrato de transporte <le una carga, de- 
ducida i»or un vecino de una provincia contra una em- 
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presa de ferrocarril que tiene su domicilio en esta ca- 
pital. T'ág. 215. 

Jurisdicción.— Tratándose de un contrato de locación de serví, 
cios en el que no se ha estipulado el lugar del pago, co- 
rresponde al juez del lugar donde éstos fueron contra- 
tados y ejecutados el conocimiento de la demanda por 
cobro de los mismos. Pág. 222. 

Jurisdicción.— El domicilio real de las personas determina la 
competencia de los tribunales para conocer en el con- 
curso civil de acreedores que se les promueva. Pág. 227. 

Jurisdicción.— "So corresponde a la justicia federal el conoci- 
miento de una cansa criminal seguida por declaración e 
incitación a la huelga, en violación a la ley número 7029. 
Pág. 2S5> 

Jurisdicción.— No corresponde a la justicia federal el conoci- 
miento de un delito común que no ha sido cometido en 
lugares donde la nación tenga jurisdicción absoluta y 
exclusiva. Pág. 283. 
y«md¿rri<ÍM.-Resultando de las circunstancias del caso, que e! 
hurto de mercaderías de que se trata no es un hecho 
comprendido entre los delitos y faltas contra la segun- 
dad del tráfico, previsto en la ley de ferrocarriles, co- 
rresponde su juzgamiento al juez local. Pág. 284. 
Jurisdicción.— Corresponde a la justicia federal el conocimiento 
de una causa criminal basada en un hecho tendiente a 
impedir el funcionamiento de un ferrocarril de la na- 
ción. Pág. 373- . 
Jurisdicción.-So corresponde a la justicia nacional el conoci- 
miento de una causa por hurto de encomiendas, come- 
tido en wagones de un ferrocarril nacional. Pág. 4°4- 
Jurisdicc ¿¿«.-Corresponde a la justicia federal el conocimiento 
de una causa por homicidio cometido en el recinto de una 
escuela normal nacional, en provincia. Pág. 408. 
Jurisdicción.— l éase "Vatro federal". 

Jurisdicción sobre ¡os territorios al sud del Pilcomayo.-S** 
plantearse la cuestión de límites con la república del ra- 
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raguay el año 1855 |>or el gobierno de la confederación, 
ni al aplatarse en 1850 por el tratado entro ambas repú- 
blicas, ni en el tratado de alianza en i8í>5. ni en e! acuer- 
do preliminar de paz de jo de junio de 1870. ni en el tra- 
tado de limites de 1870, ni en ningún otro acto ni docu- 
mento, el gobierno argentino, ni sus negociadores, lian , 
reconocido, ni expresa ni tácitamente, jurisdicción algu- 
na al Paraguay sobre los territorios al sud del Pilcomayo. 
El reconocimiento del límite del Pilcomayo. V>r parte 
del Paraguay no ha sido una concesión de esta repú- 
blica, por vía de transacción, pues la única transacción 
verificada por la República Argentina es la que dividió 
en dos secciones el territorio en litigio, desde el Pilco- 
mayo hasta Había Negra, renunciando sus derechos a 
uní de ellas y sometiendo la otra a un fallo arbitral. La 
autoridad histórica y la eficacia jurídica de la poli- 
tica firme de la nación en las declaraciones y actos in- 
ternacionales antes mencionados debe prevalecer sobre 
las afirmaciones aisladas hechas ad Ubitum, en libros de 
propaganda comercial y política, y los tribunales de jus- 
ticia de la república no pueden en manera alguna des- 
conocer ni poner en duda la evidente e indiscutida ju- 
risdicción y dominio argentino sobre el territorio del 
Chaco. Pág. 189. 

L 

Ley de amnistía. — Ka ley de amnistía, número 4939, sanciona- 
da con motivo de los sucesos ocurridos en la estación 
Pirovano. el día 4 de febrero «le 1905, no comprendió 
los delitos concurrentes o particulares, conexos con los 
políticos o militares, es «lecir, los «le homicidio, rol» y 
otros perpetrados en aquella ocasión. Pág. 312. 

Ley de defensa social.—* La ley número 7021) no es reglamen- 
taria del comercio interprovincial o con paises extranje- 
ros. Pág. 255. 
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Leyes nacionales Je procedimientos, — La ley nacional número 
4055 y las que llevan los números 27 y 48. reformadas 
por aquélla, son obligatorias en toda la nación, en cuan- 
to están de acuerdo con la constitución, y las autorida- 
des de cada provincia están obligadas a conformarse a 
ellas, no obstante cualquier disposición en contrario que 
contengan las leyes o constituciones provinciales. Pági- 
na 29. 

Libertad de imprenta.— El congreso como legislatura local ha 
estado habilitado para reglamentar la libertad de im- 
prenta y para someter sus abusos a la jurisdicción de los 
tribunales de fuero común que existen en ella y que 
no pueden confundirse con los federales, de competen- 
cia limitada y excepcional. Pág. 92. 

M 

Medida disciplinaria. — Procede la pena de prisión jx)r cinco 
dias impuesta |K>r la corte suprema como medida disci- 
plinaria con arreglo al articulo 19 de la ley 48, al que 
obstruye el curso de la justicia negándose a cumplir una 
orden emanada de aquel tribunal. Pág. 33. 

P 

Pacto comisorio. — Se considera convenido el pacto comisorio 
en una compra-venta celebrada con o! gobierno, si 
con motivo de un decreto que expresa que los comprado- 
res del>en escriturar dentro de un plazo o de lo contrario 
se los tendrá por desistidos, un comprador solicita 
mayor término, que le fué acordado y venció sin qut se 
escritura. Pág. 352. 

Perención de la instancia.— Procede declarar la i>crención de la 
instancia en una causa de jurisdicción originaria de la 
corte suprema, que estuvo paralizada durante más de 
dos años. Pág. 45. 
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Poder ejecuth-o.—E\ poder ejecutivo tiene facultades para de- 
rogar un decreto que reconocía derechos y encomendar 
a tos fiscales entablen ¡a- accione- judiciales pertinente* 
para solicitar la nulidad (le los derechos reconocidos. 

Prescripción:— la prescripción del articulo 4030 del código ci- 
vil no puede aplicarse sin.» a los actos previstos en él, 
y no a los practicado- por un mandatario de quién se 
dice que lia obrado extralimitando sus quieres, en cu- 
yo caso talo actos -crian para el demandante W ínter 
0ÜOS neta. IVijí- 34. 

Prescripción.— \.:\ acción tendiente a obtener el pago de una 
recompensa por denuncia de tierra fiscal, se prescribe 
en los termino sdel articulo 402.? del código civil. I-a 
prueba producida para acreditar a los efectos de la ju- 
risdicción originaria de la corte suprema, la residencia 
del actor en otra provincia al iniciarse el juicio, no es 
bastante para hacer que dicha acción se prescriba en un 
termino mayor |K»r razón ele ausencia. I'ag. W>. 

Prescripción.— ¿As gestiones administrativas, ni >u>penden ni 
interrumpen la prescripción, La ley número 30.52. sobre 
demandas contra la nación, no es un óbice para deman- 
dar a esta con el fin de evitar que se cumpla la pres- 
cripción. Pag. 230. 

Prescripción.— Las gestiones administrativas no interrumpen 
la prescripción. Pag. 281. 

Prescripción. — I-as reclamaciones administrativas no interrum- 
pen la prescripción. fea demora en el tramito de la ges- 
tión administrativa no constituye una de las dificultades 
de hecho a que se refiere el articulo 3980 del código ci- 
vil, desde que puede activarse la resolución respectiva 
y demandarse en tiempo a la nación. Pág. 395; 

Prescripción liberatoria.— U prescripción liberatoria de una 
acción personal emergente de un contrato para la cons- 
trucción «le una obra dada, empieia a correr desde la 
fecha de la suspensión de los trabajos y no desde la 



DE JUSTICIA DE lA NACION 481 

expiración del plazo fijado para la terminación de la 

obra. Pág. 230. 

Prescripción.— Véase "Universidad nacional de La Plata . 

Presunción de pagó.—l* entrega de mercaderías sujetas al pa- 
go de derechos de importación no hace presumir el abo- 
no de estos, toda vez que la disposición del articulo 16 
de la ley de aduana sólo ha querido asegurar la percep- 
ción regular de la renta. Pág 



, „, „,,. v nulidad.— Es improcedente el recurso 

de apelación y "nulidad fundado en que una cámara fe- 
deral ha dictado sentencia con sólo tres de sus miembros, 
en vez de los cinco que componen el tribunal. Pág. 348. 
Recurso extraordinario.- -Invocada la ley especial de creación 
del Itanco Hipotecario Nacional, procede el recurso del 
articulo 14. ley 48. contra la resolución denegatoria un 
hecho fundado en aquélla. Pag. 9. 
Recurso extraordinario.- -Las condiciones que debe revestir la 
cosa juzgada dependen del derecho común, cuya ínter- 
pretación y aplicación son ajenas al recurso previsto en 
el articulo 14 ley 48. Tampoco da lugar a este recurso 
la interpretación de las leyes números 3981. de «forma» 
a la justicia federal y 4'28. modificatoria del código de 
procedimientos de la capital. Pag. M. 
Recurso extraordinario.-So procede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14 de la ley número 48 interpuesto con- 
tra una medida dictada para mejor proveer. Pag. 3-J- 
Recurso extraordimrio.-lA interpretación y aplicación de la 
ley sobre recusación sin causa, número 3266. no impug- 
nada como contraria a la constitución nacional, no da 
lugar al recurso extraordinario previsto en los artículos 
14 de la ley 48 y ó de la ley número 4055- P*g 6 * . 
Recurso extraordinario. .-Xo procede el recurso extraordina- 
rio del artículo 14. ley número 48. contra una resolu- 
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ción fundada en "la faculta»! que la ley de procedimien- 
tos acuerda a los jueces para proveer de oficio, de de- 
fensor a los procesados". 

La invocación de una garantía constitucional hecha con 
posterioridad a la sentencia recurrida, al apelar de la 
misma, es extemporánea a los fines del recurso extraor- 
dinario. Pág. *)• 

Recurso extraordinario.— Procede el recurso extraordinario del 
artículo 14. ley 48. contra una resolución que rechaza 
la excepción dé incompetencia de los tribunales locales 
desconociendo la ley que el recurrente pretende haber 
sido establecida por la ley fundamental con exclusión ab- 
soluta de otras. Pág. 92. 

Recurso extraordinario.— l\^con<*c'u\o é derecho que se ha 
pretendido fundar en disposiciones de las ordenanzas de 
aduana, procede el recurso extraordinario del articulo 

14. ley 48- l*R. 05- 
Recurso extraordinario.— Procede el recurso extraordinario del 
articulo 14, ley 48. contra una resolución que pone fin 
al pleito en la forma entablada, interpretando en senti- 
do contrario al sostenido por el recurrente, cláusulas del 
convenio celebrado por éí ministerio de justicia e instruc- 
ción pública y el poder ejecutivo de la provincia de 
Unenos Aires' aproado por la ley 4"99- relativa a la 
cesión de la universidad de La Plata. Pág. ggi 

Recurso extraordinario.— Muí cuando en la sentencia recurri- 
da no se haya hedió pronunciamiento categórico en el 
sentido de que una ley provincia! sea compatible con la 
constitución nacional, procede el recurso extraordinario 
del artículo 14. ley 48. si en el juicio se adujeron opor- 
tunamente, razones fundadas en la última para sostener 
la inaplicabilidad de la primera y el mismo tribunal .1 
quo interpreta su propia resolución, juzgándola favora- 
ble a la ley provincial, al conceder el recurso para ant; 
la corte suprema. Pág. i;tl. 

Recurso extraordinario.— 356 tiene carácter de definitiva a los 
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fines del recurso de! artículo 14, ley 48 y artículo 22, 
inciso 2. de la ley de procedimientos en lo criminal, la 
resolución de un superior tribunal no haciendo lugar 
al pedido del defensor del procesado de que se tenga 
por firme la sentencia absolutoria del inferior y de que 
se devuelva al mismo el expediente, en razón del de- 
sistimiento ié ministerio público del recurso inter- 
puesto por el agente fiscal en primera instancia. Pág. 138. 
Recursc/ extraordinario.— * Es improcedente el recurso extraor- 
dinario del artículo 14 de la ley número 48, si las ga- 
/ rantias constitucionales invocadas en el pleito no tienen 
relación directa con las cuestiones debatidas y la solu- 
ción de la causa no depende de la interpretación de 
aquellas garantías. Pág. 162. 
ecurso extraordinario.— Frocede el recurso extraordinario dei 
artículo 14 de la ley número 48, si en el pleito se han 
invocado derechos que acuerda la ley especial número 
1804, y el fallo recurrido declara que el Banco Hipote- 
cario Nacional no puede deducir acción reivindicatoría 
en ejercicio de su derecho hipotecario. Pág. 181. 
Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario del 
artículo 14, ley 48, contra una resolución denegatoria 
del privilegio del fuero federal fundado en el articulo 2. 
de la misma ley. Pág. 215. 
Recurso extraordinario. —No procede el recurso extraordinario 
del artículo 14, ley 48, contra una resolución que. si bien 
declara inconstitucional una ordenanza que el recurren- 
te impugnaba como violatoria de la carta fundamental, 
no es contraria al derecho gestionado por éste. Pág. 263. 
Recurso extraordinario. — Es improcedente el recurso extraor- 
dinario en el articulo 14 de la ley número 48 contra una 
' sentencia fundada exclusivamente en disposiciones de 
los códigos civil y de comercio. La circunstancia de que . 
en el caso, el fallo recurrido no se pronunciara respecto 
de alegaciones fundadas en la constitución nacional, no 
puede ser invocada por el recurrente a quien ningún agrá- 
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vio infiere el que no hayan sido tomadas en cuenta las 
alegaciones opuestas contra su propia acción. Pág. 2/4- 
Recurso extraordinario.— U$ improcedente el recurso extraor- 
dinario previsto en el articulo 14 de % 4» deducido 
en un juicio en el que la cuestión debatida ha consistido 
en la prueba de si el mandatario de! deudor había pro- 
cedido no dentro de l<-s limites del mandato.. Pág. 277- 
Recn*#> extraordinario.— V.< improcedente el recurso extraor- 
dinario previsto en el articulo 14. ley número 4S.dedu- 
cido contra una sentencia que interpreta y aplic*. úni- 
camente disposiciones del código civil. Pág. 27Q. 
Recurso extraordinario.— \n procede el recurso extraordinaria 
del articulo 14, ley 4S. contra sentencia que rechaza un» 
demanda jK>r daños y perjuicios ocasionados por acci-i 
dente de ferrocarril, fundada en que no han sido pro- \ 
hados los hechos de que se hacia derivar la responsabili- 
dad de la empresa. Pág. 204. 
Recurso extraordi nario. —Inv< ~ados derechos derivados del re- 
glamento general de ferrocarriles, que se pretende haber 
sido desconocidos, procede el recurso extraordinario del 
artículo 14. ley número 48. Pág. 20/1. 
Recurso extraordinario.— Xa procede el recurso extraordinario 
del articulo 14, ley 48 contra una resolución que declara 
corresponder el conocimiento de la cansa a la jurisdic- 
ción ordinaria comercial y no a la civil, como lo preten- 
día el recurrente, sin haber invocado, por otra parte, el 
fuero federal. Pág. 340. 
Recurso extraordinario — Pata la procedencia del recurso ex- 
traordinario del articulo 14. ley 4». "° 1>asla ci * ar im 
precepto constitucional; Si requiere que la decisión del 
pleito dependa de la inteligencia que se dé a la cláusula 
constitucional invocada. 

La interpretación y aplicación de la ley número 4855. 
sobre impuestos a las herencias, no autorizan dicho re- 
curso. Pág. 34!. 

Recurso extraordinario - La negativa del fuero federal basada 
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en la deficiencia ele la prueba ofrecida para establecer el 
hecho invocado como fundamento de dicho fuero, no da 
lugar al recurso extraordinario previsto en el artículo 14 
de la ley número 48. P4g. 346. 
Recurso extraordinario.— Xo tiene carácter de definitiva a los 
fines del recurso autorizado por el articulo 14 de la ley 
número 48. una sentencia pronunciada en un juicio de 

apremio. P5j| 369. 
Recurso extraordinario.— Invocada en el pleito la disposición 
de un artículo de la ley de aduana y desconocido el de- 
Techo que el apelante pretendía fundar en ella, procede 
el recurso del articulo 14. ley 48. I*ág. 375- 
Recurso extraordinario.— La corte suprema, en los recursos ex- 
traordinarios del articulo 14, ley número 48. no puede 
entrar en el examen de las pruebas rendidas en los jui- 
cios respectivos, al objeto de resolver si e!las han sido o 
no bien apreciadas. Una empresa de ferrocarril respon- 
de de los daños y per juicios por muerte de animales 
. transportados, cuando la dirección general de vías de 
comunicación la hace responsable a causa de haber in- 
fringido el articulo 345 <tel reglamento general de ferro- 
carriles. Pág. 385. 
Recurso extraordinario.— -Es improcedente el recurso extraor- 
dinario del artículo 14. ley número 48, cuando si bien la 
sentencia apelada es contraria a los derechos fundados 
en la constitución y leyes especiales del conjgreso, de- 
cide, al mismo tiempo, cuestiones comprendidas en la 
litis contestación, ajenas a aquél y que la corte suprema 
no puede rever, por tratarse de puntos de hecho y apli- 
cación del derecho común. (En tal caso, carece de ob- 
jeto práctico la apertura del recurso, toda vez que en 
esto parte es irrevocable la sentencia apelada). Pág. 406. 
Recurso extraordinario.— Á los efectos de la procedencia del 
recurso extraordinario del articulo 14» l*y 48» si Wen 
no es indispensable que el tribunal de última instancia 
se pronuncie expresamente sobre la inteligencia de la 
cláusula de carácter federal cuestionada en el pleito, 
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pues su silencio puede equivaler a una decisión contraría 
tácita, lo es si, que ella haya sido expresamente invocada 
en la causa como fundamento de un derecho, privilegio 
o exención. 

Al planteamiento de una cuestión federal no bastan in- 
dicaciones generales o indeterminadas, y es extemporá- 
neo, cuando ésta se promueve al interponer el recurso 
para ante la corte suprema. Pág. 411. 
Recurso extraordinaria — Cuestionada la inteligencia del articu- 
le 57 y otros la ley orgánica del Banco Hipotecario 
Nacional, procede el recurso del articulo 14, ley 4^ con- 
tra la decisión contraria al derecho fundado en aquéllos, 
Pág. 416. 

Rt. urso extraordinario. — Véase "Recurso de nulidad". 

Recurso de nulidad. — El recurso de nulidad no está autorizado 
por el articulo 14 de la ley número 48. y el de apelación 
a que se refiere el mismo articulo no puede fundarse 
en la invocación de artículos de la constitución hecha 
con posterioridad a la sentencia apelada. Pág. 80. 

Recurso de nulidad. — El recurso de nulidad no está autorizado 
en el que prevee el artiftrio 14, ley 48. Pág. 89. 

Recurso de queja. — Solamente en caso de ser denegado un re- 
curso se podrá recurrir directamente en queja ante la 
corte suprema. Pág. 29. 

Recurso de reposición.— -Las resoluciones pronunciadas por la 
corte suprema no son susceptibles del recurso de repo- 
sición. Pág. 29. 

Recurso de misión. — No pueden fundar el recurso de revi- 
sión autorizado por el inciso 3. del ángulo 551 del có- 
digo de procedimientos er lo criminal, los documentos 
conocidos y aún invocados con anterioridad a la senten- 
cia condenatoria. Pág. 139. 

Registro a cargo de los secretarios de juzgados de sección. — 
El registro que los secretarios de los juzgados de sec- 
ción están autorizados a llevar, se refiere a las escri- 
turas de poderes y a las de ventas y otras que emanen 
de actos judiciales. Pág. 371. 
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Reivindicación.— Siendo relativa la nulidad fundada en la ex- 
tralitnitación del mandato, ella debe ser juzgada y de- 
clarada previamente a la deducción de una acción rei- 
vindicatoría fundada en el artículo 2778 del código civil, 
y por consiguiente, no habiéndose hecho tal declaración 
de nulidad, la reivindicación es improcedente. 
Es improcedente la reivindicación de un inmueble ven- 
dido válidamente por el actor, quién a consecuencia de 
tal venta perdió, no solamente la posesión, sino también 
el derecho de dominio. Pág. 34. 

iPfiVíiiAVflftóii.— Corresponde el rechazo de una demanda por 
. reivindicación en la que el actor no ha acreditado el de- 
recho invocado, y negado por la parte demandada. Pá- 
gina 437. 

Retención de precio.— Con arreglo a la doctrina que informa la 
disposición del articulo 1425 y ¿*t» concordantes del có- 
digo civil, corresponde la retención de parte del precio, 
en tanto no se afiance su restitución. Pág. 350. 

.- ... - -.. i p MüisteA lií— -<»ami.i '-6 •>'•.'• .i'.-.ís.. 

s 

• 

Secretarios de juzgados federales.— loa funciones de sccreto- 
rios de juzgado de sección son incompatibles con las de 
escribano de registro provincial. Pág. 8. - 

Secretarios de juzgados federales.— Véase "Escribanía de ma- 
rina. 

Secretarios de juzgados letrados.— -Corresponde al poder eje- 
cutiva el nombramiento y remoción de los secretorios de 
los juzgados letrados. Esta facultad no puede ser con- 
fundida con la que los jueces tienen de informar res- 
pecto a esos nombramientos, ni menos ser anulada por la 
misma. Un decreto del poder ejecutivo ordenando la re- 
moción de un secretorio de esos juzgados no importo 
un ataque a la independencia del poder judicial. Pág. 386. 

Servidumbres motivadas por ferrocarriles.— Las excepciones a 
la prohibición expresada en el articulo 57, inciso tfi 
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de !a ley general de ferrocarriles, número 2S7.V están 
subordinadas al permiso previo de la attt* »ri#Iad adminis- 
trativa. Pág. 59. 
Sociedad anónima puerta del Rosario. — La sociedad anónimo 
puerto del Rosario, en su carácter de persona jurídica, 
no puede ser confundida con la nación a los efectos del 
recurso del articulo 3. . «ncisO de la ley 4055 que se 
refiere a las formalidades requeridas por la ley número 
395-». tratándose de una demanda por daños y pefjüiciOs 
proce<léntes de acto ilícito. Pág, 3S1, 
Superintendencia. — Corresponde a la superintendencia que la 
ley 7099 atribuye a las cámaras federales, el conoci- 
miento de las denuncias contra un fiscal de juzgado le- 
trado, |>or negligencia en el desempeño de sus funciones 
y por actos . .tensivos a la administración de la justicia. 

Superintendencia.— Corresponde a la cámara federal conocer en 
denuncias de irregularidades que se dice t cometidas por 
funcionarios del juzgado letrado del Rio Negro (articu- 
lo 2." de la ley número 7099». Pág. 67. 

T 

Tercera instancia.— Establecida la jurisdicción arbitra! para de- 
cídir las cuestiones que ¿urgieran acerca de la manera 
de cumplir las obligaciones de un contrato y no para re- 
solver toda cuestión que sobreviniera, y examinado por 
ta* parte> y en las sentencias de primera y segunda ins- 
tancia el punto referente a si se operó o no la prescrip- 
ción de las acciones emergentes del contrato, sin distin- 
ción alguna al respecto, es inadmisible la alegación hecha 
en tercera instancia de que la resolución sobre si el actor 
dejó o no transcurrir el término legal para accionar con- 
tra el demandado, corresponde al tribunal arbitral en 
razón de que la demanda tenía por objeto, precisamen- 
te, la constitución de dicho tribunal. Pág. 230. 
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Títulos de propiedad de tierra pública. -Véase 'Inconstitucio- 
nalidad de decreto sobre tierra publica . 

V 

- 

• Ubicación de tierra pública.-E\ derecho emergente de una tran- 
sacción celebrada con la provincia de Buenos Aires para 
ubicar terrenos en tierras de pertenencia publica, tiene 
que referirse a las de esa clase existentes en el momento 
de la transacción, y no a las que la provincia adquiriese 
posteriormente de particulares para objetos determina- 
dos. Pág. 157. .... • 1 

Universidad nacional de La Plata.-U universidad nacional 
de La Plata tegún el artículo 4-' <W referido convenio, 
es simple administradora de los bienes que por este se 
destinan a su costenimiento, y su fondo propio está cons- 
tituido, únicamente, por los derechos universUarios, pen- 
siones y otros emolcmentos. En su consecuencia, es ad- 
misible la excepción perentoria autorizada por el articu- 
lo 2872 del código civil opuesta en una demanda de reí- 
vindicación de un inmceble dirigida contra dicha univer- 
sidad. Pág. 09. 
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Acuerdo disponiendo que los defensores de pobres, incapaces y 
ausentes concurran a las oficinas de los tribunales todos los 
días hábiles. 

Kn Buenos Aires, a los diez y seis (lias del mes de marzo de 
mil novecientos doce, reunidos en su sala de acuerdos el señor 
presidente de la suprema corte de justicia nacional, doctor don 
Antonio licrinejo y los señores ministros ductores don Nicanor 
G. del Solar, don .Mauricio P. Daract. don Dámaso lí. Palacio y 
don Lucas López Cabanillas, con asistencia del señor procurador 
general doctor don Julio Uotet, dijeron: <¿ue siendo conveniente 
para la mejor administración de la justicia y defensa de los in- 
tereses de los procesados en los juicios en que ésta se hace de 
oficio |K>r los funcionarios encargados de rija j>or la ley de pro- 
cedimientos en lo criminal, que dichos funcionarios concurran 
diariamente a las oficinas de los tribunales, a fin de tomar la in- 
tervención que se les confiera y notificarse de las providencias 
que se dictaren, acordaron: (Jue los defensores de pobres, inca- 
paces y ausentes ante esta corte suprema, cámaras y juzgados fe- 
derales y juzgados letrados de los territorios nacionales, concu- 
rran todos los días hábiles de despacho a los locales donde fun- 
cionan los expresados tribunales, a los efectos antes indicados. 

Asi lo dispusieron, ordenando se comunicase a quiénes cu- 
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ñtsponda, se publicase y se registrase en el libro de acuerdos 
firmado por ariíc mi-, de que dflfy íe. 

A. ÜKKMKjo. — Nli.Wuk (I DKI. 

Solar. M. I'. DáRACT. 

1). l£. l'Al.Wlo. - L. l.'MM'.Z 
l'\l:\M.,...,. J'*l rO líüTKt. 

/;. .1/. Ztfni/ñi. Secretario. 



Acuérdo dejando sin éffftto el fono de ios procuradores jis^les 
di la capital, en las causas por infracción o la ley electoral 

Éfl ta ciudad «le Buenos Aires, a treinta de marzo de mil no- 
vecientos doce, retiñidos en stí sata dé aetíerdos, el señor prfsi 
«lente de la corte suprema de justicia de la nación, doctor don 
Antonio Bermejo, y los señores ministros doctoras don Nicanor 
Üonzálcz del Solar, don Dama-» K. Palacio y don Lucas López 
Cabanilla». con nativo de la nota de fecha veintiséis del ctírrién 
te dirigida por el poder ejecutivo, en la que >e pide que los pro 
curadores fiscales en ló federa! intervengan, con prescindeiieia 
de turnos, en la iniciación y prosecución de las acciones fundada?, 
en la ley número SK71, dispusieron : dejar *\:\ efecto para las can 
sas que se iniciaren por infracciones a la ley electoral número 
SS71 el turno establecido al final de la acordada de fecha prime- 
ro de mayo de mil novecientos nueve, a fin de facilitar el cum- 
plimiento dé ja expre-ada ley. 

Así lo acordaron, ordenando se comunicase a quienes co- 
,rres¡H»nda. > firmando el señor presidente y los señores miniaros 
por ante mi. 

A. Bermejo. — Nicanor ü. del 

D. K. IVu.uio. — l.. £6fZZ 

CAItAX ILLAS. — 

I/. Zavaliit, Secretario. 
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Acuerdó prohibíanlo ejercer la abogacía y procuraciones esfe- 
'ciatés a los secretarios de los jueyados de sección y dé los 
territorios inicio mil es. 

&n la ciudad de Buenos Aires, a once de abril de mil nove- 
cientos doce, reunidos en acuerdo extraordinario el señor presi- 
dente de la corte suprema de justicia de lá nación, doctor don 
Antonio Bermejo, y los señores ministros, doctores don Nicanor 
González del Solar, don Mauricio Pi Daract, don Dámaso K. Pa- 
lacio y don Lucas López Cabanülas. con asistencia del señor 
procurador general, doctor don Julio líotet. con motivo de la no- 
la eti que el señor juez federal de Balita Blanca comunica que el 
terciario de áqftél juzgado, doctor Camilo M. ronrouge recla- 
ma de la prohibición de alagar y ejercer la procuración que di 
cho juez le había impuesto, dijeron: Que teniendo en considera- 
ción Ib dispuesto en el articulo 187 de ta ley orgánica de los tri- 
bunales de la capital número 1893 \x>v el que se dispone <|uc los 
secretarios no podrán ejercer la abogacía ni procuraciones eSpSh 
dales so pena de destitución, aplicable a todos los de los juzga- 
dos de sección ]H>r ser extensivas a éstos las razones que justifi- 
can esa prohibición y a los secretarios de los juzgados letrados 
de loS territorios con arreglo a lo dispuesto en el articulo 44 de 
|á ley número i|£2 t modificada ,»or la ley número 2662. resol- 
lian: se hiciera saber a los señores jueces de sección y letrados 
de los territorios nacionales que lo> se ;retariu¿..de agitación de 
sus juzgados no podrán ejercer la alarida ni procuraciones es- 
peciales. 

Asi lo dispusieron, ordenando sé comunicase a quienes co- 
rres|H>nde y se registrase en el libro de acuerdos, firmado por 
ante mi, de que doy fe. 

A. Bi-kmkjm. — Nicanor G. dki. 
Solar. — M. P. Daract. — 
1). E. Palacio. — 1*. LopKZ 
Caiianmm.as. — Jl-i.hi Botet. . 

/;. M. Zíitüim Secretario. 




e fallos de la corte suprema 



/;/ secretorio del juzgado federal de Santiago del listero, 
Solicitando autorización para adscribirse a un registro provincial 

Sumario : I«a* funciones de secretario de juzgado de sección son 
incompatibles con las de escribano de registro provincial. 



Caso:: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTA MR* EMft SK. PROCURADO* OKNKKA!. 

Bueno. Aires. I Yl.rcro 10 de 1911 

Suprema corte : 

Considero que existe una evidente incompatibilidad mate- 
rial para el ejercicio simultáneo de las funciones de secretario 
del júzgailó federal y escribano de registro provincial, Ci\ razón 
de la dedicación constante que exigen una y otra tarea, y de las 
dificultades que pudieran sobrevenir por el sometimiento en que 
quedaría él titular a do. diversas jurisdicciones Si bien |>ara el 
caso especia! que me ocupa, no existe una disposición legal que 
sancione la htcompátibilidad, pfelfóó que deben aplicarse por ana- 
logia las prescripciones contenidas en los artieulos 1S4 y 187 de 
la lev 1893. sobre organización de tos tribunales de la capital, los 
cuales prohiben a los escribanos secretarios formar sociedades 
con los de registro para el desempeño tic sus funciones, como 
igualmente ejercer la abogacía o procuraciones. K.stas disposicio- 
nes tienden a evitar la acumulación de cargos, que no es posible 

W Hor in«dvcrnnci« «c omitió. O «u oporMnidiul. la publicación de esta 
cantil. 
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sean desenipefiados a un mismo tiempo por una misma persona, 
en razón de las obligaciones inherentes a cada uno de ellos exi- 
gidas para el mejor servicio público, y además i>or las razones 
de buena administración de justicia que aconsejan sustraer a los 
seeretarios de juzgados, de otras funciones que no condicen con 
¡as delicadas tareas que desempeñan. 

Por estas consideraciones, pido a Y. ll. que en ejercicio de 
la superintendencia que le acuerda la ley 4055. se deniegue el 
permiso que «olicita el señor secretario del juzgado federal de 
Santiago. 

Julio Botct 



RESOLUCION DE LA CORTE SUPREMA 

Téngase por resolución el precedente dictamen del señor 
procurador general, llágase saber, y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dk6 
Solar. — M. I\ Darut. — 
D. E. Palacio. — L. I.opk.í 
Cabañuelas. 



CAUSA LXXXVI 

Pinico Hipotecario Nacional contra la sucesión del doctor Ren- 
janthi . Irnos, por cobro de pesos. Recurso de hecho 

Sumario; Invocada la ley especial de creación del líanco Hipo- 
tecario Nacional, procede el recurso del artículo 14, ley 48. 
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contra la resolución denegatoria de nn derecho fundado en 
aquella. 

t asé : Resulta de las piezas siguientes: 

ESCRITO 

K\nua. sala -le juicios universales: 

. . . Ten» cabe observar que en esté caso no se trata solaiiicn- 
lc de un líauco, sino (le un Kanco de la Nación, institución pu- 
blica régida por una ley del congreso, j sus libros so» libros lis- 
cales. Gozan asi del carácter de un ¡n&rumciUo público "lás 
cuentas sacadas de ellos", scgftn el articulo 97»;. inciso '$? del &y 
digp civil 

El Uaná», en este caso, ha píftcediélo de acuerdo con el ar- 
ticulo 42 de la ley le su creación y es de acuerdo con & que ha 
presentado su cuenta y liquidación. 

listas razones están lóiiiprol tedas con la senjtencia de la su- 
prema corte nacional que reconoce fuerza ejecutiva a las cuen- 
tas a¿¡ formuladas. • • 

FAI.I.0 DK Li\ CORTK M'l'Kl'M \ 

Humos Airo*, lii Octütire de 1011 

\:it«i« \ vistos : 

Kl recurso de hecho por apelación denegada interpuesto po* 
c! rcpreseniaiite del Banco Mi|x>tecario Nacional contra senten- 
cia pronunciada i»"r la corte suprema de justicia, -ala en 'o cri 
minal y de juicios líniversalcs, de la provincia de Tucüntán. cu 
la causa seguida entra la sucesión del doctor Kenjamia Araoz. 
robre eolito del saldo resultante de un crédito hipotecario; 
V considerando: 

< hw. como consta en el escrito de ¡-. 483 de los autos remi- 
tidos a esta corte a -.licitud del señor procurador genera!, el 
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agente del Banco Hipotecario Nacional ha invocado la ley espe- 
cial de creación del toco y la decisión ha sido contraria al dere- 
cho que cí recurrente ludria {lindado en aquélla, lo qué encuadra 
el caso dentro «le! recurso previsto cu ese articulo 14 de la ley 
número 48. 

IV»r ello, oído el señor prociíradór general, *e declara mal 
denegado é recurro y encontrándose el expediente ante esta 
corte: autos: y á la oficina por el término de diez días comunes 
e improrrogables, a los cfccti - del articulo s. de la ley número 
4P5S ; señal^ndoííe los dias lunes y vfornes para que los interesa- 
dos concurran a !a oficina a -cr notificados Repóngase él papel. 

A. liiiKMKjw; — XlCA.voK <_i. UKt 
^oi.ak. — M. I'. Daráct, — 
I ). E. Pala* 10. — L. Loi'Kz 

t'AHAMI.I.AS. 



CAUSA LXXXVII 

PcWMrrit < VwNv Córdoba, extensión a Buenos .¡¡res. en untos 
con dofm Xtitría l!. <t - .Irrosayaray, por repetición de $0 
e ¡ndeninhoeum. Kcfnrsa de hecho. 

Sumario: [.as condiciones que debe revestir la cosa juagada de- 
penden del dcrcdio común, cuya interpretación y aplicación 
son aji nas al recurso previsto en el artictilq 14 ley 48. Tam- 
poep «la lugar a este recur^, la interpretación «le las leyes 
número* 3981, «Je reformas a la justicia federal y 41^. mo- 
dificatoria del código «!-• priiccdiniicntos «le la capital. 

Caso : Resulta del siguiente : 
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contra la resolución denegatoria de un derecho fundado en 
aquélla. 

( aso: Resulta de las piezas siguientes: 

ESCRITO 

Excma. sala de juicios universal : 

. . . Pero caln? observar que en este caso no se trata solamen- 
te de un Banco, sino de un Banco de la Nación, institución pú- 
blica regida por una ley del congreso, y sus libros son libros fis- 
cales. Gozan asi del carácter de un instrumento público "las 
cuentas sacadas de ellos", según el articulo 979. inciso 5-" *?! có- 
digo civil. 

Kl Sanco, en este caso, ha procedido de acuerdo con el ar- 
ticulo 42 de la ley de su creación y es de acuerdo con él que ha 
presentado su cuenta y liquidación. 

listas razones están comprobadas con la sentencia de la su- 
prema corte nacional que reconoce fuerza ejecutiva a las cuen- 
tas asi formuladas. . . 

PALLO DE LA CORtK SUPREM A 

Buenos Aires. 10 Octubre de 1011 

Autos y victos : 

I\l recurso de becbo |>or apelación denegada interpuesto por 
e! representante riel Banco tíipptec^rtb Nacional contra senten- 
cia pronunciada \*>r la corte suprema de justicia, sala en lo éft- 
minal v de juicios universales, de la provincia de Tucumán. en 
la causa seguida contra la sucesión del doctor Benjamía Araoz, 
robre cobro del saldo resultante de un crédito bipotecario ; 
Y considerando: 

One. como consta en el escrito de fs. 4«3 ^ los autos rcmi - 
tiUos a esta corte a solicitud del señor procurador general, el 
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agente del Kanco Hipotecario Nacional lia invocado la ley espe- 
cial de creación del Banco y la decisión ha sido contraria al dere- 
cho (|itc el recurrente había fundado en aquélla, lo que encuadra 
el caso dentro de! recurso previsto en tse articulo 14 <lc la ley 
número ^S. 

í*or ello, oído el señor procurador genera!, se declara mal 
denegado el recurso y encontránfU.se el expediente ante esta 
corte: autos: y a la oficina por el término de diez días comunes 
e improrrogables, a los efectos riel articulo 8." de la ley número 
4^55 ; señalando-e los dias lunes y viernes para que los interesa- 
dos concurran a la oficina a >er notificados. Repóngase el papel. 
• 

A. Bermejo* — Nicanor G. dki, 

SOhM. — M. I 1 . Daract. — 

i), i*;. r.w.Acio. — l López 

Cai;aniu.a>. 



CAUSA LXXXVII 



ferrocarril Centra! Córdoba, extensión a Buenos Aires, en autos 
eon doña Maña //. .\rrozatjara\\ por repetición de pago 
e indcmnkucüm. Recurso de hecho. 

Su maño: Las condiciones que debe revestir la cosa juzgada de- 
pendén del derecho común, cuya interpretación y aplicación 
son ajenas a! recurso previsto en el articulo 14 ley 48. Tam- 
jwxo da luga* a este recurso !a interpretaeiói de las leyes 
números 3981, de reformas a la justicia federal y 4128. mo- 
dificatoria del código de procedimientos de la capital. 

Caso: Resulta de! siguiente: 
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FAU.o DS LA CORTK SUPREMA 

Buenos Air». 17 Octubre dt 1911 (1> 

AutQS y vistor; 

El recurro de liedlo |x>r apelación denegada, ¡nter^ueí-to 
jK>r el reprc-en'.ante del ferrocarril central Córdoba, extensión 
a Buenos Aires, contra sentencia pronunciada i>or la cámara de 
apelaciones 2. a circunscripción, Rosario de Santa Fe. en autos 
sobre nulidad de venta, contra doña María II. de Arrozagaray ; 

Y considerando: 

Que la sentencia de fe. 239, >egu:ido oucr]>o de los autos 
principales, pronunciada por la cámara de apelaciones del Ro- 
sario de Santa Fe. con'irma c» to las sus partes la de! s.-ñor 
juez de la cuarta nomi ación, declarando procedente la exet-p- 
ción de cosa juzgada o¡ ic=ta por la señora María H. de Arro- 
zagaray. 

Que, con arreglo a lo reiteradamente resuelto por esta cor- 
te, las condiciones que del* revestir la cosa juzgada dependen 
del derecho común cuya interpretación y aplicación en cuanto 
no afectan un titulo nacional, son ajenas al reeürso previsto en 
el articu'p 14 de la ley número 48. « Fallos, tomo 108. pág. 100: 
tomo 112. pág. 10) < 

Que la interpretación de la ley número 3981; de reformas a 
la justicia federal y la que lleva el número 4128. modificatoria 
del -código de procedimientos de la capital, supletoria, de aqué- 
lla, tampoco pueden autorizarlo porque se refieren a! ordena- 
miento de los juicios, que no afectan el fondo de las institucio- 
nes fundamentales <;ue ese recurso extraordinario se projione 



(IV En U mitin» fecha recayó igual resolución en la causa seguida por ese Parro 
Carril en autos con alona Rita A. da Ybarlucea. 
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salvaguardar. (Fallos, tomo 95. 1*8- 79 í tomo 99. P»g- « 58; to- 
mo 112. pág. 168). 

Que no bastan las referencias al artículo 17 de la constitu- 
ción y a las leyes nacionales que se citan en el escrito de inter- 
posición del recurso acompañado en copia, desde que no aparece 
la relación directa e inmediata que ellas puedan tener con la ex- 
cepción perentoria de cosa juzgada, correspondiente a! derecho 
común y decisión del pleito, que ha versado principalmente so- 
bre la nulidad de ima venta forzosa verificada en otro juicio se- 
guido ante la justicia federal. (Fallos, tomo 113. pág. 427). 

Que carece de aplicación el inciso i.\ articulo 14 de la ley 
número 48. porque la sentencia definitiva del superior tribunal 
de la provincia, al admitir la excepción de cosa juzgada y por 
consiguiente, la subsistencia de lo resuelto en la expropiación, 
no puede decirse que desconoce ¡a validez de los títulos que le 
sirvieron de base a esa expropiación. 

Que. en cuanto al recurso de nulidad con juntamente inter- 
puesto con c! de apelación, no se encuentra autorizado por el ar- 
ticulo 14 de la ley número 48 y 6.' de la ley 4<>55- (Att «6. ley 
núm. 48; fallos, tomo 102. pág. 43; tomo ic8. pág. 59, y otros). 

Por ello, v de conformidad con lo dictaminado por el se- 
ñor procurador general. * declara bien denegado el recurso.— 
Xotifiquese con el original, y repuesto el papel, archívese, de- 
volviéndose los autos principales con testimonio de esta resoln- 

A. Bermkjo. — Nicanor G. do. 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. LorKz 

C.\IIAN ILLAS. 
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CAUSA LXXXVIII 

//iijír/ /.rió; y SíincticSj, su extradición solicitada por !as au- 
toridades de la República Oriental del Uruguay 

Sumario: Ka circunstancia de ser el requerido ciudadano argen- 
tino no obsta a la extradición solicitada por las autoridades 
judiciales de ¡a República Oriental del Uruguay, con arre- 
glo al articulo 20 del tratado de Montevideo. 

Caso: Resulta del siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Buenos Aire*. 17 Octubre de I9H 

Vistos y considerando : 

Oue de auto- resulta debidamente acreditada la proceden- 
cia del pedido de extradición formulado por las autoridades ju- 
diciales de la República Oriental del Uruguay c introducido ]*>r 
la vía diplomática con arreglo a lo establecido en c] tratado de 
derecho pena! internacional, sancionado en 23 de enero de 1889. 
en Montevideo, vidente entre la nación y aquella república. 

Qiie se ha comprobado que él detenido es la persona recla- 
mada, como procesado y penado por delitos comprendidos en- 
tre ios determinados en d tratado mencionado y a quiei se re- 
fieren las sentencias, que en testimonio se han acompañado y 
corren de fs. 2 a ís. 10. 

Que la nacionalidad de! requerirlo, dado que se hubiese jus- 
tificado, no puede Oponerse á la extradición, desde que ésta 
"ejerce todos sitó efectos, sin que en ningún caso puede impedir- 
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ta i nacionalidad del re<V\ como lo establece el articulo 20 del 

mi sino tratado. .- . ... 

Por el'o y de conforrnidád con lo dictaminado y pedido 
por el ^ñor procurador general, y por mis fundamentos, se con- 
firma la sentencia apelada de fs. 28. - Notifiquen con el ori- 
ginal y devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. ueu 
Solar. — M. 1". Dáract. — 
ü. K. 1 'alacio. — L. Loi-ez 
Cab anillas. 



Dóiía Terna Tomassoni Je Fo/tUtx, contra el gúbiemp nucional. 
por cobro ile daños y perjuicios: sobre costas 

Sumario: l.a condenación en costas entra en la indemnización 
debida al damnificado, cuando se ha negado en absoluto el 
derecho a ella. 

Caso : Resulta del sitúente : 



EAl.I.o l»l*. LA CORTE SUPREMA 

3«tno$ Aire*. Octubre 19 de 1911 

• Vistos y considerando: 

One. como consta a h 114. el señor procurador general ex- 
presa que, reputando justa y equitativa la suma de 8.000 $ m|n.. 



I 
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establecida por la sentencia de fs. 105* como indemnización del 
perjuicio ocasionado a la demandante y a sus menores hijos, 
pide su confirmación. limitándose a reclamar la revocatoria de 
esa sentencia, en cuanto impone a la nación las costas del juicio. 

Que. a este respecto, es de jurisprudencia constante que la 
o ndcuaciórt en costas entra en la indemnización debida al dam- 
nificado, cuando se ha negado en absoluto el derecho a ella, i Fa- 
llos, tomo 07. pág. ¿o*», y <*tros). 

Por ello, se confirma con costas, la sentencia apelada ele 
fs. 105, en la parte que ha quedado subsistente el recurso. — 
Xotiíiqucse y devuélvale, debiendo reponerse los sellos ante 
el inferior. 

A. ISkkmk.io. — Nicanor G. nr.i. 
Solar, — M. P. Oakact. — 
IX K. Palacio. — L. LOPEZ 
Capan h.i.as. 



CAUSA XC 

/>í)/r Santiago ¡ : . Kcnny. contra la provincia de Santa /Y. por 
cobro di pcsos t Sobre honorarios de peritos 

Sumario: Son a cargo fie! ejecutad»» los honorarios de los írri- 
tos por e! trabaje» de tasación presentado un día después de 
haber aquél deposíta lo en pago la suma demandada. 

Caso; Resulta del siguiente: 

l- U.l.o DK LA COKTK SL'PHKM A 

Buenos Aire*. l'J de Octubre de 1911 

Y vistos : 

Para resolver e! incidente promovido a fs. 393, por la eje- 
cutada. 
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Y considerando: 

Que la tasación dei bien embargado a la provincia de Santa 
Fe ha sido decretada cunto consecuencia de haberse sentencia- 
do de trance y remate la causa, mandando llevar la ejecución 
adelante, y a mérito de no haberse satisfecho el crédito que la 
motivaba. 

(Jue. siendo en tal caso, las costas de! juicio a cargo de la 
ejecutada, como lo prescribe el articulo 277 de la ley de proce- 
dimientos federales, la provincia debe también abonar los hono- 
rarios devengados por los peritos que practicaron la tasación 
que se les encomendó, sin que bast<¡ a eximirla de tal obligación, 
la circunstancia que invoca, de haber presentado ei certificado 
de depósito de la suma que daba en pago en la víspera del día 
en que dichos peritos presentaron sus informes de fs. 379 y 386, 
porque no hay en autos antecedente alguno que demuestre que 
los tasadores al presentar sus informes tenian ya conocimiento 
de la consignación hecha en 8 de agosto. 

Por ello, no se hace lugar a ia devolución que pide la pro- 
vincia ejecutada, a cuyo cargo se declara el honorario devengado 
por los peritos Kox y Xfarquatt. — Repóngase el papel. 

A. liKKMK.lO. — XlCANOR G. DEL 

Solar. — M. P. Daract. — 
D. EL Palacio. — I_. J«oi'Kz 

C\\liANIU.A¡S. 



CAUSA XCl 

Denuncia del juez letrado de Santa Cruz contra el fiscal, por 
negligencia en el desempeño de sus funciones y actos ofen- 
sivos al decoro de la administración de justicia. 

Sumario : Corresponde a la superintendencia que la ley 70/) 
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atribuye a las cámara, federales el conocimiento de las de- 
nuncias contra un fiscal de juzgado letrado, por negligete 
cia en el desempeño de sus funciones y por actos ofensivos 
a la administración de la justicia. 

y 

Caso : lx) explican las - piezas siguientes : 

RESOI.lVlox RE LA CAMARA PEDKRAI, 

La Plata. Í7 Mayo de 1911 



Vistas las présenos comunicaciones: 

V considerando: 

Que, según parece desprenderse de! contestó del articulo 
/« de la ley número jfOOJ), la superintendencia acordada a las 
cámaras federales de apelación es restriñida, limitada a los ca- 
sos comprendidos en los incisos de dicho articulo. Este tribunal 
considera el caso, no como particular y sometido a sil competen- 
cia sino como afectando el orden y ¡a marcha general de los 
juzgados inferiores nacionales, y |>or esto, propio de la facultad 
general de superintendencia de la suprema corte federal de jus- 
ticia de que no ha sido "i podido ser despojada, ni compartida, 

por una lev no reglamentaria ríe a«|uella atribución, que puede 
c„ la práctica, como va sucede, originar dudas sobre la exten- 
sión de la superintendencia atribiiida a uno y otro tribunal 

Q„e en el caso, el señor juez letrado .leí territorio de Santa 
Cruz% limita a hacer conocer -leí tribunal, que ha decretado la 
suspensión «leí señor pro-nrador fiscal doctor Gerónimo Cello, 
dictando entra él orden de detención |*.r desacato, en Virtud de 
haberle dirigido una carta en la que le provoca y le injuria: y. 
por su parte, el señor fiscal comunica que se encuentra detem- 
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do. asegurando que e< h fúndala la denuncia del señor juez, 
respecto a la negligencia acurada en el cumplimiento de sus de- 
lires oficiales, atin cuando confü sa que ha dirigido al juez una 
carta personal y particular originada por conceptos infamantes 
vertidos por éste respecto a su persona. 

(Jue, por otra parte, ésta cámara no tiene medios legales m 
puede arbitrar recursos para practicar una investigación en 
aquel lejano territorio. 

Por estas consideraciones, pásense a la suprema corte de 
justicia las comunicaciones de la referencia para que se sirva 
ejercitar la superintendencia que le reconoce la ley 4055- 

Joaquín Carrillo. — /. cánidas '¿avalla. — 
Marcelina Escalada. 

DICTA MKN OKI. Sr. PROCUfcADok GKSEKA1, 

Bueno» Aires, 19 Octubre de 1911 

Suprema corte: 

De acuerdo con la ley 7099 y con la jurisprudencia entalle- 
cida por V. E M la presente denuncia cae bajo la jurisdicción de 
!a cámara federal de La Plata, dentro de cuya jurisdicción se 
encuentra el funcionario afectado. 

A estar al texto de la denuncia que motiva estos obrados, 
es indudable que en mi origen so trató de una negligencia en el 
desempeño de sus funciones de parte del fiscal, convirtiéndose 
más tarde en actos ofensivos al decoro de la administración de 
justicia, que tal podria refutarse la carta ofensiva que c! juez 
afirma que el fiscal le dirigió. Kn 11110 y otro concepto), el ca*o 
cae notoriamente bajo el imperio de lo prescripto por el inciso 
4." (*egnn:la parte» del articulo 3." de la ley ;o:/>. y es a la cá- 
mara federal aludida, a quien eorresiionde ejercer la superinten- 
dencia espacial y dentro dé su jurisdicción a que la aludida dis- 
posicióa legal se refiere, entrando a juzgar y a castigar, — si 
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a ello hubiere luyar, — el hecho de que s e trata, dentro de los 
¡imites que expresa el segundo párrafo del inciso citado. 

Sólo en el caso en que la acción de la cámara íederal no luc- 
re eficaz produciéndose reincidencias por parte del fiscal acu- 
sado en las faltas que se le imputan, obligando a su destitución 
por qUitQ !o nombró, en salvaguardia del decoro y mejor admi- 
nistración de justicia, seria el caso de que la cámara de que se 
trata comunicara á V. E. la extensión de la culpa, lo que le es 
más aceqüibk dado que le presume en mejores condiciones 
para conocer, en particular el desempeño de los jueces y j>erso- 
nal subalterno dentro de su circunscripción, comunicación que, 
como lo expresa respecto de los fiscales, el último párrafo del 
inciso 4.' del articulo 2." de la ley 7»>J > a citado, tiene por ob- 
jeto promover el procedimiento a que alude el inciso 4.* del ar- 
ticulo 1 1 de la ley 4055. o **á la acusación ante el poder ejecuti- 
vo a los efectos de su dc*titucr¿n. 

No habiéndose producido en el caso la reincidencia a que 
me vengo refiriendo, ni el ejercicio de la .superintendencia de la 
ley 7099 ; creo que Y. E. nada tiene que hacer por ahora, pidien- 
do, como pido, se devuelvan estos autos a la cámara federal de 
La Plata para que proceda como por derecho corresponde y 
dentro de las prescripciones le gales citadas. 

Sirvan de apoyo a lo dicho, sostenido y pedido, la jurispru- 
dencia establecida por % E- en él caso del juez federal de Ju- 
juv, doctor Aparicio, qué fué sometido a !a superintendencia de 
la "cámara del respectivo iístrito, absteniéndose Y. E. de proce- 
der en el caso. 

Julio Bótet 

FALLO I>E LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 19 Octubre de I9¡l 

De acuerdo con lo rc>u¿h » en él casi» del juez federal de 
fujuy j con arreglo al articulo j." de la ley número 70139. adop- 
tas» CQfttO resolución el precedente dictamen del señor procura- 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



21 



¿O? general, y devuélvase lo actuado a la cámara federal dfi ape- 
laciones de La Plata, poniendo en su coih «cimiento que ñor nota 
de junio 26 del corriente año. el poder ejecutivo comunico a es- 
ta corte que i>or decreto de c-a fecha había aceptado la remv ícia 
presentada por el doctor Jerónimo Cello, del cargo de fiscal ante 
el juzgado letrado de Santa Cruz. 

A. 1 »krm tjo. — Nicanor G. DRt 
. Solar. — M. l*. Daráct. — 
D. £ Palacio. — I.. LoPKz 
Caiianili.as. 



CAUSA XCI1 

Pón Manuel .Y. Ltujne centra la provincia de Salta, par cobro 
de pesos, sobre competencia 

Sumario : La cláusula por la cual un vecino de una provincia fija 
domicilio en otra para c! cumplimiento de las obligaciones 
<le un contrato "dando así jurisdicción a los jueces de esta 
provincia", renuncia al hiero íederal establecido en su fa- 
vor y qüfi le correspondía, tratándose de una demanda con- 
tra una provincia «t? virtud de los artículos 100 y lot de la 
constitución y ¡.° de !a ley 48. sobre comj>etencia. 

Caso: Resulta de las siguientes piezas: 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, 18 de Abril de 1911 

Suprema corte: 
Ei articulo 12 del contrato de locación de servicios pasado 
entre tí actor y la provincia demandada, contiene un acuerdo 
expreso sobre la jurisdicción a que las partes contratantes de- 
berían someter las divergencias que se suscitasen en la ejecución 
del convenio celebrado, 110 siendo de dudar que los términos en 
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qué está redactado c* referido artículo 12 indican claramente que 
no se formulaba ninguna reserva con respecto a las cuestiones 
que se someterían a los jueces de la mencionada provincia, Este 
paetti expreso implica uní prórroga a favor de la jurisdicción 
provincial, que las partes han podido efectuar e ncjcrcicio de 
sus derechos legítimos, que ninguna disposición legal les coarta 
ni les disminuye, y que por c! contrario, se convierte en ley para 
regir sitó propias relaciones, según la regla fijada por d articulo 
1 107 del código civil. 

La jurisdicción originaria de esta corte suprema, establecida 
¡>or el articulo 100 de la constitución para los pleitos en que fue- 
ra-i parte y una provincia y \ecinos de otra, no excluye !a com- 
petencia de los tribunales provinciales, cuando la> partea convi- 
niesen someter a é-t<»^ sus divergencias, por cuanto la mote de 
aquel precepto constitucional ha sido favorecer a dichos vecinos 
asegurándoles mayor imparcialidad para ser juzgados \x>r tri- 
bunales ajenos a la provincia demandada, y e*te propósito care- 
ce de aplicación -i los mismos vecinos renuncian ai beneficio es- 
tablecido en m favor y se sonden a! principio general de llevar 
a juicio a un estado ante sus propios tribunales. 

La jurisprudencia de V. K. sobre el particular, me exime 
de mayores descubrimiento a! respecto y me limitaré a citar los 
falle - transcriptos en los tomos gq ? pífg. 97: 104. pág. 323 ; 
pág. 203, que contienen lá verdadera doctrina sobre la preceden- 
cia de ía jurisdicción originaria de esta corte en lo- ca-os «le re- 
nuncia a >u fuero, para pcdii se declare procedente la excepción 
de incompetencia deducida. 

Julio BoM, 

V.WXO DE L\ CORTE SUTRF.MA 

Buenos Aire?, Ccttibr* 2 de 9¡l. 

V vistos: 

ta excepción dilatoria de incompetencia de jurisdicción que 
con carácter de previa opené el representante de la provincia de 
Salta cu el juicio qtte le ha promovido el agrimensor don N. Lu- 
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c¡ue¿ por cobro de la suma le doce mil novecientos noventa y dos 
pesos, con treinta y ninfo centavos moneda nacional, como sal- 
do deudor del trabajo de mensura y subdivisión de un campo de 
noventa y tres leguas kilométricas cuadradas y saneamiento y 
deslinde de las propiedades particulares comprendidas dentro 
dei perímetro general expresado; y ■ 
Considerando: 

Que el articulo 12 del contrato corriente a fojas 29 de los 
autos, celebrado entre actor y demandado, expresa claramente 
que el señor tuque y su fiador señor Prichulu. fijan domicilio 
en la ciudad de Salta para el cumplimiento de sus obligaciones, 
•Mando así jurisdicción a los jueces de esta provincia". 

Que este enunciado final, im]>orta para e! señor Luque, ve- 
cino de la provincia de Entre Ríos, renuncia formal del fuero fe- 
deral establecido en SU favor y que le correspondía en virtud de 
¡os artículos loo y 101 de la constitución y 1/ inciso i.° de la ley 
nípnero 48 de jurisdicción y competencia, renuncia que ha podi- 
do válidamente estipularse. (Fallos, tomo 14. pág- 455; tomo 60, 
pág. 210. y otros). 

Que no es aceptable que la referida cláu sula importe tan só- 
lo prorrogar parcialmente la jurisdicción provincial, porque en- 
tre otros inconvenientes de orden legal, está el que con ellos se 
establecerían tribunales de fuero distinto para la interpretación 
de un solo y único contrato 

Que, i>or otra parte, entendiendo el articulo como lo preten- 
de el actor, carecería de objeto y de sentido lo expresamente con- 
venido sobre prórroga de* jurisdicción y se quebrantaría el prin- 
cipio establecido por el artículo 1197 del código civil. 

Por ello, y lo expuesto y pedido por el señor procurador ge- 
neral, se declara procedente la excepción opuesta, sin especial 
condenación en costas, atenta !a naturaleza de las cuestiones vot- 
tfodas. — Xotifiquese con el original y previa reposición de se- 
llos, archívese. 

A. Bermkjo. — M. P¿ Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabaniixas. 
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CAUSA XCIII 

Criminal contra Ignacio tfievas, por homicidio 

Sumario: Es justa la sentencia qu,e impone la pena de diez y sie- 
te años y medio de presidio al autor de un homicidio come- 
ti'lo a>:i la agravante de agresión y la atenuante de irrita- 
ción ó furor. 

Caro: Lo explican las piezas siguientes: 

SI-NTKNCIA DKI. JVV.¿ 

■ 

Santa Rota de Toay, Julio 10 de 1911. 

AutoS y vistos: Las preseníes actuaciones seguidas contra 
é;! prócCsado Ignacio Nieva-*. Sin sobre nombre ni apodo, argen- 
tólo, de años dé edad, soltero, jornalen», sin instniA-ión, ni 
domicilio lijo, por el delito de homicidio en la persona de Este- 
ban Heñiré/, de donde resulta: 

O tic a fs. I, el mayordomo de la estancia "Euskadi", señor 
Ildefonso Líarbicr> situada en júradic-ctán de C ir, departamen- 
to Curacó de este territorio, denuncia por carta al comisario de 
aquel departamento, la perpetración de un hecho de sangre en- 
tre dos esquiladores, en el establecimiento á su cargo, el dia 12 
de septiembre de hjcx). a ias 2 próximamente de la tarde. Que 
iniciado el sumario de práctica, presta declaración a fs. 2. el tes- 
tigo Pedro Canales, que conducía la referida carta, quien mani- 
t:e-;a: Que el hecho tuvo lugar a raiz de una disputa suscitada 
j>or una partida de "taba" <jue entre varios efectuaban, y en la 
que ti victimario actuaba como coimero. A fs. 2 vta.. fué iden- 
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tificado el cadáver por el comisario instructor y varios vecinos, 
resultando ser el de Esteban Benitez, cuyo cuerpo vacia en el 
suelo, en posición de bruces, constatando, que el deceso se pro* 
dujo por una herida de bala, que presentaba la víctima en la 
sien izquierda, extrayéndole así mismo, un cuchiHo emvainado 
que tenia e:i la cintura. A fs. 3 y 4 declara el testigo José Lon- 
coy. quien manifiesta, que encontrándose en el dia mencionado, 
jugando a la taba. los sujetos Esteban Benitez e Ignacio Nievas, 
por una apuesta consistente en diez latas de esquila, Nieves, ga- 
nó a Benitez lo convenido, y en vista que éste rehusará satisfa- 
cer el compromiso que ambos habían celebrado. Nievas le dijo 
que era un compadrón, y que sJiera a pelear. Que o! deporietitt 
quiso intervenir para reconciliarles, ]>ero viendo que no era fac- 
tible, largó a Benitez que lo tenia ¿sido de los >razos y al apar- 
tarle del declarante, recibió un bala/o que le produjo la muerte 
instantánea, dispara-do por Nievas quien, ¿«orituiendo en su dies- 
tra un revólver Suizo, lo esperaba a Benitez i una distancia no 
mayor de 5 metros sin que la victima hubiera hecho uso del ar- 
ma que llevaba consigo. A fs. 4, 5 y 6, respectivamente, prestan 
declaración los testigos oculares Agustín Quevedo, Justo Galhán 
y Venancio Cabrera (a) López, quienes están contestes con la 
declaración de José Loncoy. A fs. 7 y 8 declara el acusado Nie- 
vas, quien convicto y confeso del hecho, lo justifica diciendo, que 
obró en defensa de su vida amenazada y haber sido previamente 
objeto de un engaf'o por parte de su víctima, á quien le hizo un 
disparo á quema-ropa, ]>or ver que su agresor avanzaba, y q«te 
se encontraba en su estado norma!. A fs. 9 corre agregado el 
informe pericial, sobre el examen de la herida que presentaba la 
víctima, el que la califica de mortal y lo corrobora la partida de 
defunción de fs. 10. Que elevados los autos a este juzgado, pres- 
ta declaración el procesado Nievas a fs. 13. en la que se ratifica 
de la policial, ya citada. 

A fs. 14 se dicta en contra del «acusado, prisión preventiva. 

v conferida la vista al ministerio fiscal a los efectos de la acusa- 
• 

ción. éste pide para el homicida, después de breves consideracio- 
nes, la pena de años de presidio. 
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Que declarada ia causa del fuero criminal y corrido el tras- 
lado de ley. al defensor del procesado, éste solicita para su dc- 
ícndúk», el mínimum de la pena establecida por el inc. 4. art. 17, 
ley 4189. o ¿can 3 años de penitenciaria. Que recibida la causa a 
prueba, las partes no producen ninguna, seguii informe del ac- 
tuario, y en el infonne í/i WCt, el defensor del procesado hace 
entrega de diligencias practicadas ante el juzgado de paz de Puel- 
ches, los que tienden a atenuar la responsabilidad del acusado; 
manií estando d defensor por su parte, que apareciendo en esas 
actuaciones una eximente de pena a favor de su patrocinado, mo- 
dificaba su pedido anterior y solicitaba su absolución; y previos 
los trámites de ley, quedó la causa en estado de dictar sentencia. 

■ 

Y considerando : 

i.° Que está probado el delito !e homicidio en las circuns- 
tancias expuestas, y solo corresponde, en consecuencia, apreciar 
la responsabilidad del procesado. 

A judo del proveyente, no ha habido provocación por parte 
de la victima: quien desafió a peiear, fué el victimario que, se- 
gún los testigos del sumario de prevención, mató de un tiro a su 
adversario indefenso, no bien éste aceptando el reto y desasién- 
dose de las manos de los que querían contenerlo se fué hacia SU 
contrincante. Hay que notar, sin embargo, que la victima no em- 
puñaba ninguna arma, pues llevaba cuchillo en la cintura (fs. 2 
vuelta ) y entonces no cal>c ni remotamente, hablar de legitima 
defensa : los testigos que declararon ante el juez de paz de Puel- 
ches y de que instruyen las actuaciones A e fs. 19 a 21, son sos- 
pechosas, ixjr lo mismo de que declaran que la victima echó mano 
o empuñaba cuchillo, cuando el c/rrpo fué encontrado con el 
cuchillo en la cintura. 

Que concurriendo la agravante de agresión, y la atenuante 
de irritación o furor por la discusión previa de juego, correspon- 
de aplicar al procesado el término medio de la pena del art. 17, 
inc. i p . cap. I de la ley 41»). 

Por e*to< fundamentos, fallo: imponiendo a! procesado Ig- 
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nació Nievas, diez y siete años y medio de presidio, sus acceso- 
rios y las costas. 

Notifiquese original, elévese en consulta, si no fuese apela- 
da y o¡>ortunamente archívese el proceso. 

Domingo Passo. 



SENTENCIA DE LA CAMARA 

La Plata. 16 SetiemNe de 1911. 

Que está convenicrttemente demostrado en estos autos, que 
la muerte de Esteban lienitez. de la cual es auor el procesado 
Ignacio Nievas, tuvo lugar en «na jugada de tata, en la cual 
Nievas cobraba a lienitez una deuda que éste negara, diciendo 
que la habia va abona<k>. agregando que la pagaría nuevamente, 
pero que no se la volviera a cobrar "de arrita Que estas pala- 
bras exasperaron a Nievas, quien completamente irritado le di- 
rigió insultos a Benitez, desatándolo con revólver en mano para 
que saliera fuera a pelear. 

Que uno de los testigos presenciales. José Loncay, lo tomó 
a Benitez y le pidió a Nievas que guardara sus armas, pero que 
a petición de lienitez lo soltó y en ese momento Nievas, que es- 
taba como a cinco metros de distancia, le hizo un disparo de re- 
vólver que le produjo una muerte instantánea. Que Benitez, m. 
obstante el desafio de Nievas y sus insultos, no sacó arma alguna 

Que todo !o expuesto consta de las declaraciones contestes, 
de los testigos presenciales José Ixmcoy. Agustín Quevedo. José 
Calvan y Venancio Cabrera, de fs. 3 a 6 vta. del sumario de pre- 
vención. 

Que el procesado en su declaración de fs. 7. ha confesado 
ser ef autor de la muerte de Benitez. pero pretende justificarse, 
manifestando que fué agredido por éste cuchillo en mano y que. 
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con el propósito de evitar él ser herido le hizo un disparo con 

su revólver. 

Esta manifestación del procesado, e>tá completamente des- 
virtuada en estos autos, por las declaraciones ya mencionadas 
de ]K-rsona> qu¿ han presenciado e*tc trágico suceso, siendo, 
como se ve, improcedente la legitima defen>a invocaba. 

Qüe el a quo califica legalmente él presente caso y la pena 
ile i; años y medio de presidio que aplica, es procedente de con- 
formidad a lo dispuesto por el art. 17, itte. l°, del cap. I de la ley 
4180 do reformas a! código penal, ya sea qüe se acepte la exis- 
tencia de las circunstancia* agravantes y atenuantes que mencio- 
na la sentencia o que como este tribunal lo precisa, itó tengan 
asidero legal. 

Por estos fundamentos y concordante do la sentencia ape- 
lada de fs. 25, se confirma ésta, con costas. 

Devuelva se para su cumplimiento, si por la apelación no 
fue>c llevado a ios estrados de la suprema corte d¿ justicia 
«e la nación. 

Joaquín Carrillo. — Leónidas 'Aaialla. — 
Marcelino Escalada. 

FA1.I.O riK !.A COKTK SUPKl-MA 

Buenos Aires, 7 Noviembre de »fl 

\'isu>> y considerando: 

Oue c-tá plenamente probado en autos el homicidio perpe- 
trado^' el procesado Ignacio Niega* en !a persona de Esteban 
Uenitez. el día J de septiembre de 10»), en la estancia "Enskadi", 
jurisdicción de la Pampa Central. 

Que no se ha justificado que el procesado se hubiera encon- 
trado en el caso de legitima defensa al cometer este delito, y 
antes ix>r el contrarió, de las constancias del proceso instruido 
con ta! motivo. resulta que ni !a provocación a pelear partió de 



DK JUSTICIA DF. I.A NACION 



29 



Benitez, ni éste empuñaba ninguna arma cuando recibió el balazo 
qué le causó su muerte instantánea, como lo declaran los testi- 
gos presenciales. , 

Que la prueba que arrojan estas declaraciones es conclu- 
iente y está colaborada por la diligencia de fs. 2, la que acre- 
dita que Benitez no pudo hacer uso del cuchillo que se le encon- 
tró en la cintura, todo lo que hace improcedente lo alegado por 
la defensa para eludir las responsabilidades que el articulo 17. 
inciso 1" de la lev núm. 4»8o impone al procesado. 

Por ello y sus fundamentos, se confirma con costas, la sen- 
tencia apelada de fs. 3 7- Notifiques* con el original y devuél- 
vanse estos autos. 

A. Bkrmejo — Nicanor G. del Solar — M. 
P. Darac r — D. E. Palacio— L. Lovkz 

C.M'.AN ILLAS. 



CAUSA XCIV 



rerec R. jh% contra la provmcia de Buenos Aires sobre ¡ncons- 
titucionalidad de mi decreto. Recurso de hecho 

,ario* 1." Las resoluciones pronunciadas por la corte supie- 
111a no son susceptibles «leí recurso de re^sición. 

2- Solamente e:i caso de ser denegado un recurro >e 
Dodrá recurrir directamente en queja ante la corte suprema. 

3 - La lev nacional núm. 4055 y Ñ qt* llevan los números 
^7 y 48. reformadas por aquélla, son obligatorias en toda la 
nación, en cuanto están de acuerdo con la constitución, y las 
autoridades de cada provincia están obligadas a conformar- 
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se a ellas, no obstante cualquiera disposición en contrario 
que contengan las leyes o constituciones provinciales. 

Caso: I» explican las siguientes piezas: 

RESOLUCION DE LA CORTK SUPREMA 

Bueno» Aire», 22 Junio de 1911 

So expresándose que ante la suprema corte «le la provincia 
de Buenos Aires se haya interpuesto recurso alguno que haya 
sido denegado, no ha lügar al de hecho que se interpone y ar- 
chívese. 

.í. Bermejo — Xicanor G. del Solar — M. P. 
Daract — D, 11. Palacio — L. López Cq- 
hanillas. 

Contra esta rcsohjtión se interpuso recurso de reposición y 
et tribunal pronunció el fallo siguiente: 

FALLO PE LA CORTE Sl'PREMA 

Bueno» Aires. 14 Noviembre de i'Jii 

A ustos y vistos: Considerando: 

Que las resoluciones pronunciadas por esta corte no son stls- 
ívptihlcs del recurso de reposición. 

QtHs aun cuando así no fuera. correspon<Ie observar que. 
cen arreglo al art. <» de la ley m'im. 4055, la corte suprema cono- 
cerá en grado de apelación, de fas sentencias definitivas pronun- 
ciadas |>or las cámaras fedérales de apelación; por la> cámaias 
de apelación de la capital. por los tribunales superiores de pro- 
vincia y ]H>r ios tribunales superiores militares, en los caso* nre- 
vistos por el art. 14 de la ley num. 48 fe »4 <>« septiembre de 
1863. 
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Que, para conocer en grado de apelación, es menester que 
el tribunal que ha pronunciado el fallo apelado halla otorgado 
e! recurso y solicitud de parte, deducido ante el mismo tribunal 
para evitar que éste lleve adelante sus procedimientos. (Art. 8, 
¡ey 4055 y art. 208, ley nacional <le procedimientos). 

Que solamente en caso de ser denegado, podrá ocurrir di- 
rectamente en qtieja ante esta corte, a tin de que mediante el 
trámite dé lev decida previamente esa queja relativa a la proce- 
dencia o improcedencia del recurso (art. 20, ley 4055 y ar *- 2 *)> 
ley nacional de procedimientos). 

Que la ley nacional número 4055 sobre jurisdicción y com- 
petencia de los tribunales federales, como las que lleven los nú- 
meros 27 y 48 reformadas \*>x aquilas, son obligatorias en todu 
la na€tóii y. por consiguiente, en cuanto están de acuerdo con la 
constitución, las autoridades de cada provincia están obligadas 
a conformarse a ellas, no obstante cualquiera disposición en 
contrario, que contengan las leyes o constituciones provinciales, 
(art. $ii constitución nacional). 

Que el mismo taso que se cita en la causa seguida por clon 
Rufino Pastor contra don Angel IHassone. demuestra que las 
disposiciones citadas respeto a la jurisprudencia federal son 
aplicadas como no podían dejar de serlo por los tribunales d* 
provincia, desde que la suprema corte de la provincia de Buenos 
Aires concedió el recurso por considerarlo autorizado por el 
inciso 2°. at. 14 de la ley núm. 48. 

Por ello, se declara que debe estarse a lo resuelto en 22 
de junio próximo pasado. N'otifiquese y repuestos los sellos ar- 
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CAUSA XCV 

Recurso de hecho deducido por doña S. D. de liardi en autos 
con J. Bianchi, sobre reivindicación 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del articulo 14 
de la ley núm. 48 interpuesto contra una medida dictada 
para mejor proveer. 

Cpso: KI apoderado de doña S. li. de Hardi en el juicio seguido 
con don J. Iliainriii sobre reivindicación, ante el juzgado 
federal de Bahía Blanca, ocurrió de hecho a la cortó supre- 
ma en recurso de queja 1*»r apelación denegada contra una 
resolución de la cámara federal de La l'lata que dispuso 
volvieran los autos al juz. a fin de que. para mejor proveer, 
se produjese una información tendiente a acreditar la dis- 
tinta vecindad de las partes. La corte suprema pronunció 
el siguiente fallo: 

■ 

- 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire*. 16 Noviembre de 1911 

Resultando de la propia exposición del recurrente que se 
trata en el caso de una simple medida para mejor proveer y no 
de sentencia definitiva como lo requiere el artículo 14 de la ley 
núm. 48. no ha Htgáf al de queja que se deduce, y archívese. 

A. Bermejo — Nicanor G. dkl Solar — M. 
P. Daract — D. E. Palacio — L. LopEz 
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CAUSA XCVI 

Jconums A. contra la provincia de Buenos Aires. Incidente 
sobre una medida disciplinaria 

Sumario ; Procede la pena de prisión por cinco (lias impuesta 
por la corte suprema como medida disciplinaria, con arreglo 
al art. 19 de la ley núm. 48. al que obstruye el curso de ta 
justicia netf\wIo.se a cumplir una orden emanada de aque. 
tribunal. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DILIGENCIA PE I NA OR0EJS DE m «p» Sl'PRKM A 

* 

i 

Señor juez: En veinte y seis días del mes <le octubre de mil 
novecientos once, siendo las ocho de la mañana me constituí en 
e! campamento de la construcción del ferrocarril de La Plata al 
Meridiano 5 , sito en el cuartel tercero de este partido, lindando 
o n e| campo La N T oritnboga y requerido la presencia del en- 
cargado de los trabajos se presentó Ú ingeniero don Guillermo 
King. quien manifestó ser el encargado de la construcción i>or 
otar ausente el ingeniero principal señor Lena. En consecuen- 
cia procedí a darle lectura al señor King de la presente cédula 
v hacerle entrega de una igual notificándole la orden de la su- 
prema corte nacional. Manifestando que por no estar el jefe de 
sección no podía suspender los trabajos que se están efectuando 
en el campo l.a Noruiíbegá, que seguirían trabajando las cua- 
tiríHás con lo que di |>or terminada esta diligencia, no firmando 
e! señor King ]>or negarse a ello, lo hacen los testigos que <us- 
cril>en conmigo. — G. B. Sinnot, Benjamín Ramírez, Miguel E. 
Berhiudcz. 
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RESOLUCION DE LA CORTE SUPREMA 

■ 

a 

Buenos Airo. 16 Noviembre tfc 1911 

Constando en las actuaciones remitidas por el juzgado de 
paz del partido g de Julio de la provincia de Buenos Aires, que 
c! ingeniero don Guillermo Ring que se encuentra al servicio de 
la empresa constructora del ferrocarril a Meridiano 5 o , en el 
campo la Nontinbega de aquel partido, ha obstruido el curso de 
la justicia, negándose a cumplir la orden de suspensión de los 
trabajos que dirigía, emanada de esta corte, con arreglo a*l art. 
19 de la ley nacional de jurisdicción y competencia núftl. 48. ¡m- 
pónesele !a pena de prisión por el «término de cinco días. Líbrese 
oficio al señor juez federal de La Plata para su cumplimiento. 

A; Bermejo. — Nicanor G. i»el 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cauanillas. 



CAUSA XCVII 

Provincia de Santa Pe contra don Marcelino Escalada, 
por reivindicación 

Sumario : \.° La prescripción del articulo 4030 del código civrl 
no puede aplicarse sino a los actos previstos en él. y no u 
ios practicados por un mandatario de quien se dice que ha 
obrado extralimitarlo sus poderes, en cuyo caso taíes ac- 
tos serian para el mandante res Ínter altos acta. 

2. Siendo relativa la nulidad fundada en la extralimita- 
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ción del mandato, ella debe ser juzgada y declarada previa- 
mente a la deducción de una acción reivindicatoría fundada 
en el articulo 2778 del código civil, y por consiguiente, no 
habiéndose hecho tal declaración de nulidad, la reivindica- 
ción es improcedente. 

3." Es improcedente la reivindicación de un inmueble ven- 
dido válidamente por el actor, quien a consecuencia de tal 
venta perdió, no solamente la i>ose¿ión. sino también ci de- 
recho de dominio. 

Caso: Lo explica el fallo siguiente: 



I-AI.LO DE liA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, IG Noviembre Ut 1911 

Y vistos: 

Los seguidos por la provincia de Santa Fe contra d vecino 
de esta caphal don Marcelino Escalada, por reivindicación de 
tierras e indemnización de daños y perjuicios; de los cuales re- 
sulta: 

Que el apoderado de dicha provincia, se presenta a fs. 80 
ante esta corte, exponiendo : Que el señor Escalada, pretendién- 
dose acreedor a una indemnización de tierras por falta de con- 
tinencia en el área que la provincia había vendido en 1873 a don 
Mariano Cabal, de quien era aquél sucesor, por compra hecha 
a otros adquirentcs inmediatos del mismo Cabal, demandó a 
Santa Fe ante este tribunal para que se le obligara a indemnizar- 
lo la superficie que faltaba, de dos leguas y fracción. 

Que la provincia pidió el rechazo de tal demanda, dictándo- 
se por esta corte la sentencia de 31 de diciembre de 1896, que 
corre a fs. 300 del tomo 66 de sus fallos, por la cual "se absuelve 
de la demanda al gobierno de Santa Fe y se declara que ésta no 
c:tá obligada a ubicar tierras al sur de la línea de fronteras de 



36 



FALLOS DK LA COSTE SUPREMA 



1866, quedando a salvo !os derechos de éste (Escalada) para 
ejercerlos ante y donde corresi>o:ida'\ 

QuC no optante haber quedado definitivamente concluido 
easte asunto ¡K>r dicha sentencia. Escalada en vez de dirigirse con- 
tra Cabal o particularmente contra el gobernador que hizo algo 
contrario a la constitución provincial, se presentó nuevamente 
a! mismo gobierno de Santa Fe. reclamando indemnización, la 
que, aun cnand«» no hubo en realidad falta en la tierra vendida, 
complacientemente le fué otorgada, mediante procedimientos 
abusivos y violatorius de la misma constitución y leyes provin- 
ciales. 

Que asi pudo Escalada obtener que se le liquidara tal in- 
demnización la que, en definitiva, se hizo ascender a la cantidad 
de ciento ochenta y seis mil ciento cincuenta y cuatro pesos con 
ocho centavos moneda nacional (fs. 46), por cuya suma le fue- 
ron entregados documentos a cargo de la provincia, con fuerza 
chancelatoria para pago de tierras fiscales (fs. 48 y 49)- 

Que posteriormente, habiéndose dispuesto por el gobierno 
la venta en remate público de un área de tierras fiscales situada 
tn el departamento de San Cristóbal, efectuóse éste en 9 de di- 
ciembre de 1807, comprando Escalada los lotes números 7, 8, 9, 
10. 11. 12. 13 y 14. gráficamente representados en el plano di 
fs. 74, y que son el objeto de esta reivindicación. 

Que el área adquirida por el demandado fué de 19037 hcc- 
tareas, 69 áreas y 91 centiáreas, a cuyo precio de pesos ciento 
cincuenta y nueve mil ciento trece con nueve centavos moneda 
nacional, cháncelo con igual valor en los referidos títulos o do- 
cumentos de indemnización, según corita en la respectiva escri- 
tura pública extendida en 23 de diciembre del mismo ano «le 
1897. . 

Que, tanto el reconocimiento de la indemnización como la 
entrega que el gobernador Leiva hizo de los documentos acudi- 
dos y su reeil>o en pago de las tierras compradas por Escalada, 
en remate, son absolutoriamente nulos y no obligan a la provin- 
cia de Santa Fe. pues, el dicho gobernador había excedido sw 
mandato y era entonces, de perfecta aplicación la doctrina sen- 
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tada por esta corte en el fallo ya recardado, de 31 de diciembre 

de 1 y otros. 

Que siendo nulos esos documentos con qué Escalada pre- 
tendí verificar el pago de la tierra adquirida en remate, lio st 
ha perfeccionado la compra-venta, por falta de oblación del pre- 
cio cierto en dinero. (Art. código civil). 

QiiC, conforme a la ley provincial de tierras de 28 de octul 
bré de iS&fc al decreto de octubre ló de i8S*)- y al acta de re- 
mate, la venta fué al contado; y en consecuencia. la provine:'!, 
para proceder a la reivin iicaeión, se apoya en lo preseripto por 
el articulo 3023 del código civil. 

Que es aplicable también la primera parte del articulo 2778 
del código civil, según el cual, sea la cosa mueble inmueble, J& 
reivindicación compete contra el actual poseedor que la hubiere 
tenido del reivindicante por un acto nulo o anuíanle, que es él 
caso del demandado. 

Que la procedencia de la acción accesoria de la reivindica- 
ción consistente en el pago de los daños c intereses que debo sa- 
tisfacer, a la provincia d demandado, por la ocupación del cam- 
po indebidamente poseído por él. fluye del articulo 519, código 
civil. Reclama el interés legal sobre el precio de venta del cam- 
po, dc*dc el día de la escrituración hasta el en que el señor Es- 
calada lo devuelva, conforme al artWilo 2794. código civil. l'idc 
costas y acompaña pruebas. 

Acreditada la jurisdicción originaria le esta corte, corrióse 
trabado a la parte de Escalada, quien lo evacuó a fs. ¡60, sos- 
teniendo la legitimidad de la indemnización que le habia acor- 
dado el gobierno de Santa Fe. así como la forma de su pago por 
medio de los documentos de crédito impugnados por el nuevo 
gobierno demandante, a quien niega acción para ello; rebate la 
aplicación al caso de los artículos del código civil ¡avocados por 
ja actora. y concluye afirmando la validez y eficacia jurídica de 
la compra- venta de bá tierras a que se refiere" la demanda 

A fs. 104 y 452 el demandado alegó la prescripción de la 
acción para redamar la nulidad — que no se había pedido — 
tanto de la venta como la de los docilitamos con que se pagó el 
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campo, por Iial>cr transcurrido más de los dos años que el articu- 
lo 4030, código civil sanciona para este fin, como igualmente la 
prescripción ordinaria con arreglo a lo estatuido en los artículos 
3962 y 4023 del mismo código, excepción que fué contestada a 
fs. 196 y 457* y alegatos. 9 

Y considerando en cuanto a la prescripción: i.° Que esta 
defensa es inadmisible en el caso, pues, la prescripción del ar- 
ticulo 4030, no puede aplicarse sino a los actos previstos en él, 
muy diversos de los practicados por un mandatario de quien se 
dice que ha obrado extralimitando sus poderes, en cuyo caso 
serian ellos para el mandante fes ínter olios acta, como lo ha 
declarado esta corte en el fallo tomo 96: 354; y en cuanto a la 
otra prescr¡pción f bastará también para desestimarla, recordar 
que él dié a qitó de ella se cuenta desde la enajenación impugna- 
da por la acción reivindicatoría, o, en todo caso, desde que se 
reconoció y pagó en títulos la indemnización que reclamaba en 
julio de 1897; y como la demanda de fs. 80 que interrumpió la 
prescripción (art. 3986. código civil), se interpuso en 26 de di- 
cte íbre de 1900. es indudable que no ha transcurrido útilmente 
el p azo dee diez años señalado para ella en el articulo 4023 in- 
vocado como fundamento de tal defensa, en esta parte. 

2. a Ouc Santa I*c ha promovido la presente causa, como 
persona del derecho privado y fundando su demanda en la nu- 
lidad que atribuye a actos jurídicos de su anterior rq>resentame. 
el gobernador Leiva. por haber extralimitado sus facultades 
de tal. 

V o Que teniendo las provincias argentinas el carácter de 
personas jurídicas, que expresamente las reconoce el código ci- 
vil para los fines y en las condiciones previstas en él farts. 33, 
35 y 36; código civiH. debe admitirse, como lo ha declarado 
con repetición esta corte, que sus actuales representantes se ha- 
llen investidos ág las facultades indispensables para la defensa 
en juicio de los interese* privados de las mismas, en tanto no ba- 
ya alguna prohibición al respecto. (Fallos, tomo 7. pág. 19; to- 
mo 10. pág. 55: tomó 6$, pág. 303. y tómo <>6. pág. 354)- 
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4- ° Ü 11C P or íiP ( I ue a ' a aludida extralimitación respecta, 
hácese consistir ella en que el gobernador Leiva no tenía facul- 
tades para reo nocer a Kscalada derecho alguno a indemniza- 
ción, y menos jura acordarle sumas de dinero en títulos a cargo 
de la provincia y admisibles en pago de tierras públicas. 

5- ° para apreciar el mérito de esta objeción, es preciso 
recordar que, según resulta de la abundante prueba instrumen- 
tal producida por las partes, y de sus mismas exposiciones du- 
rante la liti , el titulo originario y en el cual Escalada ha funda- 
do su derecho a la indemnización, ha sido la venta o dació:i en 
pago que la provincia hizo en 1873 a don Mariano Cabal, de 
quien es él sucesor singular en último término, y su reclamación 
so fundó en la falta de contine ncia del área vendida, deficiencia 
que se reveló por irien. <ras posteriores a dicha venta. 

6.° Que esta falta en el área es negada por la provincia, pre- 
tendiendo que Cabal solamente abonó las veintinueve leguas y 
fracción que expresan sus títulos, y de los cuales deben descon- 
tarse las tres leguas que el gobierno escrituró a don Régulo Mar- 
tínez, por transferencia 'que de<«ais derechos le hiciera el mismo 
Cabal. 

7. Que las constancias de fs. 224, 225, 258, 259, 260, 285 
y 286 ofrecen mérito bastante para tener como cierto lo afirma- 
do por Kscalada, de que su causante Cabal pagó tanto la compra 
de Martínez como las dos hechas directamente por él en enero 
y marzo de «873. puesto que por los precios de estas'tres com- 
pras se practicó la respectiva liquidación por Contaduría y se 
especificó que las sumas resultantes de tales liquidaciones de- 
bían imputarse a Ja cuenta del comprador Cabal, sc^íin ley pro- 
vincia! y contrato de junio 26 y septiembre 26 de 18Ó6. 

8 * Que así lo indican los mismos títulos de venta y las li- 
quidaciones a que queda hecho referencia fp'udiendo agregarse 
que el asesor lega! del gobierno, doctor Isaías Gil (fs. 285), re- 
clamó que el importe de la respectiva liquidación se cargara en 
la cuenta del prestamista ; y que no se ha probado de ninguna 
manera que tal imputación no se hiciera como correspondía y 
dcl>e presumirse que se efectuó. 




40 



FALLOS DE LA CORTE StÍPRÉJÍA 



9. Que de los libros de la contaduría de Santa I ; c, que hu- 
bieran sido un elemento precioso de juicio en este caso, ningu- 
na anotación contraria a dicho pago integro se ha presentado, 
como hubiera ocurrido a existir en ellos ; pudiendo. además, de- 
cirse a su respeto, que ninguna luz pueden ofrecer sobre el par- 
ticular, dado que según los fragmentos de las notas de lá mis- 
ma contaduría presentados como prueba por la actora (fs. 51 
a 54». por lo que hace al empréstito y cuenta respectiva, "desde 
1869 en adelante no existe nada que pueda ilustrar esta gestión, 
enmarañada como la que más. a causa de la pésima e ininteligi- 
ble manera como se llevaron los libros en aquella época". 

10. Que c«tos antecedentes demue-tran. contra lo afirmado 
por Santa Fe. que en la cuenta de Cabal fué cargado el precio 
de treinta v dos leguas y fracción, correspondientes, tres leguas 
.i la compra de Martínez y veintinueve y pico a las dos de Ca- 
bal, ubicadas en los campos de la Rosa y los Quebrachos ; ha- 
biéndose revelado por mensuras j>osteriorcs. especialmente por 
la del agrimensor l'anizza. con ocasión de la división de la so- 
ciedad Escalada y Kamozón, que faltó al titulo de éstos, hoy 
Escalada solamente, un área de más de dos leguas de campo; y 
sea que este déficit deba atribuiré a la superposición de la com- 
pra <le Martínez o a otras causas, entre ellas, a ta reserva de dos 
leguas v fracción que por orden del gobierno provincial de San- 
ta" le se hizo del campo de los Quebrachos, que había arrojado 
un área de veintiuna leguas y pico en la mensura practicada por 
el agrimensor SelUtrong. y (pie en virtud de dicha reserva, que- 
dó reducido a diecinueve leguas y 3") milésimos 257 vuel- 
ta, 258 v 465 vuelta), lo cierto es que a Cabal se le entrego me- 
nos que lo comprado y pagado por él. razón por la cual su suce- 
sor Escalada, "que puede tener todos los derechos de este y na- 
da más", como lo de Iraó ésta corte en el recordado fallo á» 
tomo ú>. pág. 303. ha estado en su derecho para redanu-r por 
tal incontinencia la corresi>ondiente indemnización. 

1 1. < lite este derecho a ser indemnizado, no le fué antes de 
ahora de-conocido por Santa Fe. y antes pot el contrario, los 
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autos demuestran que en diversas épocas, desde 1884 hasta ifSp?, 
distintos gobernantes santa ferinos, asesorados por sus f ¡¿cates 
y reparticiones administrativas competentes, reconocieron ese 
derecho a Escalada, en quien radical)a ya. ordenando <|ue el pago 
se le hiciera en una u otra forma: pudiendo a este fin. recordar- 
se los decretos del gobernador /avalla, de octubre 3 de 1884 y 
septiembre 27 de 1888 i fs. 122. 136 y 137) ; el del gobernador 
Cafferala, de junio 27 de 18 n < fs. 144 vuelta), y el del gober- 
nador Lciva. de junio 22 de 1807 1 fs 27. 28 vuelta y 48). 

12. (jue- manando, según queda dicho, el derecho ejercitado 
por Escalada, de las ventas o daciones en pago que la provincia 
de Santa Fe hizo a don Mariano Cabal en rS;3. es necesario re- 
ferirse en primer término a las leyes que autorizaron el emprés- 
tito llamadas de la pacificación del Chaco, y que Cabal tomó a 
>u cargo bajo las estipulaciones consignadas en la ley contrato 
de 26 de septiembre de i 866, a fin de. poder deslindar con equi- 
dad y justicia los derechos y obligaciones que incumban a San- 
ta Fe, de una parte, y a Cabal, de la otra; y en este sentido cla- 
ramente se desprende de aquellos antecedentes, que la provin- 
cia se obligó a dar en pago del empréstito las tierras que Cabal 
denunciare al exterior de la linea de fronteras con el Chaco, a 
razón de trescientos pesos la legua, y que en ejecución de tal 
Convenio fueron las adquisiciones hechas por el prestamista, tan- 
to a su nombre personal como la que hizo don Regulo Martínez 
por cesión de sús derechos, constando también, por expresa es- 
tipulación del mismo contrato, (pie Santa Ve se constituyo res- 
ponsable y en todo tiempo obligada a la evicrión y saneamiento 
de las tierras que diere en pago. art. 3. . 

at, (Jue. en consecuencia; tratándose de derechos derivados 
de dicha ley contrato, como las que invocaba Escalada, a titulo 
dé sucesor de Cabal, no puede sostenerse que los gobernantes 
que fes reconocieron acordándole indemnización por ellos, sin 
apartarse de los términos de esa* leyes, procediera:! abusiva- 
mente, cxtraümitando facultades como mandatarios o represen- 
tante- de la perdona jurídica; y muios puede sostenerse tal alni- 
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SO de facultades, en presencia de dó dispuesto en la ley 28 de 
octubre de 188}. sobre ventas de tierras públicas, qué legisla 
expresamente sobre indemnización en Jos casos de evieción u 
otros de responsabilidad provincial, por contrata preexisteij? 
tes. (Árts. 51 a 59)* 

14. Que en este concepto, la entrega hecha a Escalada, eh 
pago de esa indemnización, de tos documentos de crédito a car- 
go de !a provincia exclusivamente, con fuerza chancelatona del 
precio de tierras en la zona exterior de írónieras con el Chaco, 
lejos de contrariar la legración de Santa l'e. encuadra dentro 
de las expresan disecciones que reglaron la materia de que de- 
rivan los mismos derechos reconocidos al resarcimiento dé dé- 
ficit en el área vendida. 

15. Oue la servencia de esta corte anteriormente citada ¡ to- 
mo 66: 303). se invoca en la demanda para sostener que en ei¡a 
se ha negado a Escalada todo derecho a indemnización por !a 
expresad!! incontinencia en el área de sus tierras, y que. por con- 
siguiente, el decreto de! gobernador Len a, que te acordó tal be- 
neficio, es contrario a lo juzgado definkivamente en dicho fallo. 

i(>. Que ta! argumentación se desvanece en presencia del 
texto mismo de ese pronunciamiento, que estando destinado a 
definir can sólo el punto litigioso, se limitó a eUo exchfóivaitien? 
te. para lo cual, en el 8.° consideran do se fijó lo que constituía 
el petitum de la demanda, diciendo: '<Jue éste ptáe que la pro- 
vincia >.a condenada a cumplir la obligación contraída i>or ios 
decretos ¿fe 20 <le octubre de 18S4 y 27 de septiembre de 1888. 
en relajón a las denuncias enumeradas en los párrafos 12 y 13 
desconociéndose por la demandada el derecho invocado, y o* 
rresponde. por lo tanto, que la sentencia se concrete a resolver 
la materia de la contención, cu lo que a la demanda se refiere, 
porque la demanda y la respuesta es el "comen/amiento e raía, 
de todo pleito, -obre que debe ser dado juyzio" (ley 3, titulo .0. 
partida 3ra.». \ por <l"c. según el articulo 13 de la ley de pro- 
cedimiento, "la sentencia se ha de dictar con arreglo a las ac- 
ciones deducidas"; y agregándose en considerando posterior; 
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"Que Jas constancias de autos demuestran que no hay ley que 
autorice al gobierno de la provincia demandada á dar tierras si- 
tuadas dentro de la antigua linea de frontera,, o sea al sur de 
ella, en pago de las obligaciones que asumió dicha provincia 
para avanzar al norte de la expresada linea;. y que, por consi- 
guiente, la promesa de entregar al actor tierras dentro de e¿á 
misma línea, que es la que se demanda, no pesa sobre la provin- 
cia, porque en tal caso dicha promesa no produciría efecto con 
tra la persona jurídica, en cuanto su mandatario habría obrado 
con exceso en los limites de su ministerio; y concluye la senten- 
cia por resolver, Absolviendo de la demanda al gobierno de San- 
ta Fe. y declarando que éste no está obligado a ubicar al deman- 
dante tierras al sur de la linea de frontera de iSóo, quedando a 
salvo los derechos de éste paca ejercerlos ante y donde corres- 
ponda; rechazándose también la reconvención en todas sus par- 
les", — 1»» cuaí, como se ve, es bien diverso de la negativa de 
todo derecho a indemnizado? como lo entiende la actora en la 
préseme litis, sin alegar siquiera que también se trate aquí de 
tierras situadas dentro de la linea de fronteras a que se refería 
aquella sentencia, circunstancia que no ocurre ciertamente en 
el caso. 

i-. Que demostrada asi la validez de la indemnización y de 
los documentos con que se pagó a Escalada, era racional y jus- 
to que en la compra en remate público de Sai) Crís-tól>a!, sj? 
guardara lo expresamente convenido con é! — qnod actum fttit 
aceptándosete on pago del precio de dicha compra, los títulos 
destinados a esc solo fin. según la expresión clara y categórica 
de su texto ífs. 40 y 50), y en consecuencia, toda la argumenta- 
ción con que !a actora ha fundado la nulidad de tales documen- 
to- y la de su entrega en pago de la compra de San Cristóbal, a 
que se refiere la reivindicación, carece de base legal, siendo del 
todo inaplicable io dispuesto en el articulo 2778, código civil, 
i ivocado en la demanda. 

18. Que en este sentido, debe también desestimarse la ob- 
jeción fundada en el articulo 1323 del código civil, ya que el 
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predo aparece satisfecho en la forma expreáittertíe convenida 
de antemano; pidiendo agrc^ar-e en t Jo ca-o. de-de que 
ios títulos representaban deuda .le '.a provincia vendedora, la 
tran--.fcren.-ia del campo de San Cri-i -'..al a! acreedor Escalada 
importaba, en realidad, una dación en pago, regida en sus efec- 
tos p«>r el articulo' 1325 del código civil. 

19. ü»c- según aparece de la escritura .le compra-venta de 
e.-tas tierras, Escalada entregó en el act.» los títulos chancelato- 
rios ya recordados, de modo que el pago fué realmente .le coa- 
tado, sin contrariarse asi, ni la lev ni el decreto a q ue se refiere 
la demandante; careciendo, por consiguiente, -le aplicación al 
caso lo dispuesto en el articulo .*<)-•.?. código cu i:, a que -ce aco- 
ge la provincia. mayormente «latido no m :rata de reglar vina 
preferencia de crédito,, en ¡a -concurrencia de dereeftoos reales 
v personales c. ntra el deudor común, situación a que se refiere 
'dicho articulo, y que no se lia pretendido, ni hay motivo para 

atribuir a Escalada. 

20. Que si '.as precedentes consideraciones no bastaran para 
desestimar la acción deducida en estos autos, impondría tai so- 
lución la circunstancia de que, siendo relativa la nulidad funda- 
da la extralimitado!! del mandato, puesto que podría sér con- 
firmada por la aprobación legislativa de cía venta impugnada, 
esta nulidad lia debido ser juzgada y declarada previamente a 
la deducción de la acción reivindicatoría, que para tal caso acuer- 
da el articulo _ 77 8. código civil, en que se Cutido la demanda: 
y per consiguiente, no habiéndose hecho tal declaración de nu- 
lidad, la reivindicación es improcedente; siéndolo asimismo, en 
razón de que por la venta válidamente efectuada por Santa l'e 
a favor de Escalada, ■le! campo a que se refiere la demanda, 
aquella perdió, no solamente la posesión, sino también el rtce- 
cho de dominio sobre el mismo, sin el cual ;ío !.- c> licito enta- 
blar ta! ac ión. . Vrticulo 2738, código civil 1. 

ji. V considerando, finalmente: que desestimada la acción 
reivindica!. -ria y reconocida la legitimidad .1c la compra de Es- 
calada, la acción subsidiaria de indemnización de daño-, también 
interpuesta y r Santa Fe. es improcedente. 
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Por ello, se absuelve a don Marcelino Escalada de la de- 
manda contra él instaurada en esta causa, sin especial condena- 
ción en costas, en atención a la naturaleza de las cuestiones en 
ella debatidas. Xotiíujuese con el original, repónganse los sellos 
y archívese. 

A. lÍKRMi-jo. — Nicanor G. bit 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 

GABAN ILLAS. 



CAl'SA XCVH1 



Marcelino íiscahtda contra ta provhttfa de Santa /v, por cobro 
trV pesos: perención Je la instancia 

Sumario: Procede declarar la perención de la instancia en tina 
causa de jurisdicción ori'fhiaria^de la corte suprema, que 
estuvo paralizada durante más de dos años. 

Caso: to explica el fallo siguiente: 



FALLÍ» DK LA CíHíTK SLTIMIMA 

Buenos Aires, 16 Noviembre de 1911 

V vistos: 



Para resolver e! incidente sobre perención de instancia, pro- 
movido a f& 184. por la parte demandada. 
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Y considerando ; 

Que la tramitación de la presente causa lia estado comple- 
tamente paralizada antes de haberse llamado autos, desde el 6 
de julio de 1907, hasta el 6 de marzo de 1910. en que el repre- 
sentante de Santa Fe pidió que se declarara la perención de la 
instancia ( fs. 179 y 184). 

Que el actor, sin oponerse a tal declaración, deja librado 
a la resolución del tribunal el punto. 

Que con arreglo a lo preceptuado en e! articulo tJ de la 
ley 4550, se tendrán por abandonadas las instancias en materia 
civil y comercial de! fuero común o federal de la nación, si no 
se in^ta su curso dentro de dos años, cuando el litigio se encuen- 
tre en primera o única instancia. 

Qlie habiendo durado la paralización de esta causa más de 
los dos años expresados, procede hacer la declaración solicitada. 

Por ello, asi se resuelve, con costas al actor, artículos 4. y 
6.* de dicha ley. — Xotiíu|uese, re¡x'mgase el papel y archívese. 

A. BERMEJO. — Xic.wor G. pel 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. LorEz 
Cabaxjllas. 



CU SA XCIX 

Municipalidad de la capital denuncia violaciones a la ley electoral 

municipal ; competencia 

Sumario: Xo corresponde a la justicia- federal el conocimiento 
de causas |x>r infracción a la ley de elecciones municipales 
de la capital de la república. 

Caso : Ix> explica el fallo siguiente : 
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Buenos Airea. 18 Novien.bie «le Ifill 



Vistos y considerando : 



One con arreglo a lo dispuesto |>or el articulo 25 
de procedimientos crómales, la jurisdicción criminal ordinaria 
de los tribunales de la capital se extiende al conocimiento de to- 
dos los delitos comunes cometidos en el territorio de la misma, 
salvo los casos exceptuados por el derecho público interno o por 
los principios del derecho internacional. 

Que ninguna excepción de este carácter, ni de otro, puede 
invocarse para atribuir a los jueces federales el conocimiento 
de infracciones de las leyes que reglan los procedimientos esta- 
blecidos para las elecciones municipales, que son leyes de indol« 
eminentemente local, como que se reliercn al gobierno y admi- 
nistración del municipio. 

Que la referencia hecha en el art. 20 de la ley orgánica mu- 
nicipal, núm. 1260, a la ley nacional de elecciones, no es bastante 
(.ara desaforar las causas sobre violación de dichas elección*, 
municipales, sacándolas de la jurisdicción común, para some- 
terlas a la de los jueces federales, pues, de esta última hallan» 
excluidos los asuntos regidos por leyes que, aunque sancionadas 
por él honorable congreo. lo han sido en su carácter de legisla- 
tura local y para el gobierno y administración de la capital. Art 
111. rae, i" de la ley 1893 ; pudiendo aún agregarse que el mismo 
código de procedimientos criminales, al enumerar los delitos de 
que conocerán los jueces federales, en este particular, s&.o se 
refiere "a los que estorban o falseen las elecciones 
sin hacer mención alguna de las municipales ; 

Tor e'.lo v de acuerdo con lo dictaminado . 
¿tirador general v lo resuelto por esta corte en casos análogos— 
« tomo 6j; 44*. 77; 4»7~*e W el conocimiento 
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de esta causa no corresponde a la justicia federal. Devuélvanse al 
juez correccional, dándose al primero <1 aviso correspondiente. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. Pi Daract. — 
D. E. Palacio. — Lorez 
Cauanillas. 



CAUSA C 



/. Possc y Cu., contra el gobierno nacional sobre cobro Je pesos 

Su uta rio: Ivl impuesto interno sabré el taliaco es al expendí.» y 
recae en definitiva sobre e! cpnsttinulor; en cotisecuencia. 
el establo no puede exigir el pago de dicho impuesto cuando 
el acto que lo motiva no lia sido consumado y se ha acre- 
ditado que las estampillas adquiridas por un fabricante de 
cigarrillos para emplearlas en los productos de su manu- 
factura fueron destruidas en un incendio, a:ues de entre- 
garse al expendio. 

Casó: Lo explican las pic/as siguientes: 



SEXiEN'CtA W. LA CAMARA FEDERAL 

buenos Aires 21 Diciembre Je 

V^tos autos en los cuales los señores Juan Posse y 
Cía., reclaman eofttra !» nación la devolución de valores pagano}, 
por impuesto, resiika: 

1/ Que e.tá comprobado, y «n ningún momento ha sido 
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«esconocido por la parte demandada el hecho del incendio ocu- 
rrido el 4 de febrero de hjoo en la fábrica de tabacos de los se- 
ñores Juan Posse y Cía., que ha dado lugar a la redamación que 
motiva este juicio. 

Que para sostener el rechazo de esta reclamación se 
gado: i." Que ella carece de todo fundamento legal puc 
el estado al entregar a los manufactureros o fabricantes Juan 
PossC y Cía. las estampillas y fajas que prueban d pago del im- 
puesto interno, las ha trasmitido en absoluta propiedad, lo que 
.hace improcedente o inútil la prueba de su pérdida, pues las co- 
sas perecen o se pierden para sus dueños. 2." Que admitir la 
prueba de las estampillas quemadas o perdidas seria xm prece- 
dente peligroso del punto de vista administrativo. 3. Que no se 
ha probado la pérdida de los estampillas que se reclaman. 

2. Oue respecto del primer punto, la misma oficina de im- 
puestos internos ha reconocido expresamente, como lo observa 
el inferior en su sentencia, que nadie pone en duda que la ley 
de impuestos internos es una ley de impuesto al consumo de ia» 
mercaderías que eUa grava "y que es precisamente con sujeción 
al criterio de que la entrega de los valores liscalc» al manufactu- 
rero no es hecha como percepción del impuesto, sino como un 
medio de regularizar y fiscalizar su percepción que la adminis- 
tración canjea o devuelve el importe «le los valores no usados 
que le presenten los manufactureros". (Informe fs. 13 del ex- 
pediente administrativo núm. 3004, letra P.). 

3." Que es indudable. COÍlTO Sí l& visto, que la ley 3764 ha 
establecido un impuesto al consumo y no a la fabricación, dt 
modo que si el articulo se exportara o se apartara del consumo, 
quedaría substraído del impuesto. Debe tenerse presente quee lu 
entrega de los valores fiscales al manufacturero, no lo hace a 
este dueño, en el sentido de una propiedad perfecta, puesto que 
tales valores no están en el comercio y no puede, por tanto, el 
adciuircnte disponer «le ellos sino en la forma y modo que la ley 
v decretos reglamentarios lo hayan establecido para evitar lodo 
"íraude. Es así inaplicable la máxima de jurisprudencia resperit 
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domino porque comprende una situación de derechos y cosas, 
emergente de contratóos completamente distintos. En el caso, é1 
fisco cobra impuesto sobre el consumo de tabacos y como medio 
de simplilcar el cobro vc:ide estampillas al fabricante; de aqui 
surge que si cesa el consumo, se deterioran las estampillas o se 
extinguen por el fuego, delx? existir el derecho de reclamación 
por el valor fiscal pagado para un uso que no se puede hacer; 
[H>rfjiic de otro modo se habría verificado el pago irremisible de 
una obligación que resultaría sin causa. 

4/' Que respecto del segundo punto no e> posible establecer, 
ia inadmisibilidad de la prueba, porque dio entrañaría una gra- 
ve injusticia: Que los peligros de un fraude posible nunca alcan- 
zarían a justificar el desconocimiento de un derecho, si ese de- 
recho se comprueba. Que la presentación del título no usado, que 
la administración admite constantemente a! canje no es ni puede 
ser la única prueba de que el valor fiscal no ha sido usado; basta 
que se justifique plenamente que los títulos que se dicen destrui- 
dos o perdidos no han swk) ni podido ^cr usados en el objeto a 
que se Ies destine, para que el estado admita el reemplazo o re- 
embola .sin que se le irrogue perjuicio alguno. Que en consc- 
eueneia, del mismo modo que se canjea o devuelve el imi>orte 
de los valores fiscales no usados, porque en ese caso el estado 
tiene la evidencia de que no se le defrauda, debe también reem- 
plazarle o devolverse el importe de los valores fiscales entregada 
al manufacturero, cuando se prueba de una manera indubita- 
ble que ha sufrido su pérdida y que nadie puede aprovechaalr. 
o mó, ]H»r otra parte, se ha hecho ya con el actor, según lo com- 
prueba la resolución gubernativa de fs. <*). fundada en el infor- 
me del señor administrador de impuestos internos de fs. 65 vta. 

5/ Que con relación al tercer punto considerado que 'las 
con- tandas de autoos bastan para justificar la justicia del re- 
clamo. Que en efecto, de las actas fs. 81 y 82 labradas por los 
inspectores de impuestos internos, resulta qhc se habían salvado 
del incendio valores fiscales que importaban ¿7.696 S y -c había 
constatado que ' 4 xi>tia además una cantidad de estampilla? suel- 
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tas y en pliego cuyo monto no es posible constatar por estar con- 
sumidas por el fuego las partes que demostraban su valor; agre- 
gándose que de esas estampillas quedaba una parte completamen- 
te inutilizada en poder de don Juan Posse y Cía., y otra estaba 
comprendida entre las que en pliego se llevaron a canje a la caja 
de moneda y quedaron allí, porque solo se incluyeron en el can- 
je las que tenían las cifras de sus respectivos valores. Esta últi- 
ma parte está nuiiieada por el administrador de impuestos inter- 
nos en su informe de fs. 13 del expediente agregado núm. 3004, 
letra P. Debe observarse que en 5 y 8 de febrero de 1900, oís se- 
ñores Juan Posse y Cía. se habían ya dirigido a Ja oficina de im- 
puestos internos dando cuenta del incendio y pedido medidas 
(fe- 54 y 59)- 

6. ° Que no siendo posible establecer la identidad de los va- 
lores tiscalc-s cuyo canje o importe se reclama desde (pie han 
sido consumidos por el fuego, 110 puede haber otro medio para 
establecer su existencia que los libros de comercio de los deman- 
dantes intervenidos por empleados de la oficina de impuestos in- 
ternos y las constancias que de dicha oficina resulten. Que el 
examen pericial practicado por el contador Ambrosio P. Esca- 
lada fs. 35, establece qué los libros de comercio de los señores 
Posse yCia., están llevados en debida forma y que los libros re- 
lativos a "tabacos brutos" y "elaboradoos" están intervenidos 
y suscritos por un empleado superior de la administración de im- 
puestos internos, y de ellos resulta que el 3 de febrero, víspera 
del incendio, existían los siguientes valores fiscales: 

Estampillas sin adherir $ 33-3'3 2 5* Estampillas adheridas 
$ 37-429-52. 

7. " Que la primera partida de "estampillas sin adherir" está 
ratificada por el informe de fs. 51, sin que esc informe compren- 
da las "estampillas adheridas a mercaderías"' estando éstos im- 
plícitamente reconocidas en el informe dol administrador de im- 
puestos internos producido en el expediente agregado 183, letra 
P. v en el informe de fs. 6 del mismo expediente. Que reba- 
jando de la suma total que dan los libro las sumas que se re- 
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conocen canjeabas, a saber $ 27.696.03 fe. 84 y 85, $ 1.677.75 fs. 
69 y 70 S 340 suma deducida fs. 39 y siguiente, resulta compro- 
bada la existencia de los valores fiscales destruidos en el incen- 
dio. Que además el último informe del administrador de im- 
puestos internos fs. 178, produce la evidencia de que esos va- 
lores que se dicen destruidos nadie podría aprovecharlos, aún 
en la hipótesis de que esa destrucción no fuera exacta. En efecto, 
ellas llevan impreso el nombre de la fábrica e industria, a que se 
destinan, ellas son intransferible? no pudiendo. ]x^r consiguiente, 
cederse gratuita u onerosamente a otro fabricante, los manu- 
factureros están controlados constantemente, obligados a llevar 
una contabilidad especial rubricada a efecto de qué la oficina de 
impuestos vigile siempre sus o¡>craaones. de tal manera que el 
manufacturero no puede hacer uso de esos valores sin que lo 
sepa la adintnist ración pública, desde que habiendo recibido de 
la oficina esos valores neceesita justificar sU empleo para poder 
hacer im descargo. <Jue, por consiguiente, no hay peligro de 
que e! estado pueda ser defraudado ni perjudicado con el canje 
de valores fiscales que no se han aplicado a su destino por ha- 
berse destruido. 

8." <¿ue \K»r otra parte consta del certificado de fs. 65 que 
los valores fiscales que se reclaman no han sido indemnizados 
|K>r el seguro. 

Por todo lo expuesto, se revoca la sentencia apelada decla- 
rando justificada la acción instaurada, sin especial condenación 
en costas. Notifiquesc, devuélvase y repónganse los sellos ante 
c¡ inferior. 

Angel Ferrara Ctvtcs — J. Carlialüdo — 
Horacio R. Lanetit. 

FALLO OK I.A CORTK SUPREMA 

Bueno* Aire». 18 Noviembre de I0¡l 

Yi*to< y considerando: 
Que corresponde a esta corte suprema conocer del recurro 
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acordado en esta causa por tratarse de una demanda contra la 
nación. 

One por lo que hace al fondo del asunto, resulta de sus an- 
tecedentes que los actores reclaman la restitución de la .suma de 
cuarenta riiit doscientos ochenta y ocho pesos diez y siete centa- 
vos moneda nacional en valores fiscales, los intereses de esta su- 
ma desde el (lia de su recla5naci.n1 ante el poder ejecutivo y las 
costas dd juicio, exponiendo que en el incendio que se produjo 
e! día 4 de febrero de 1900 en el establecimiento que tenían en 
ésta capital destinado a la elaboración de takicos, cigarros y ci- 
garrillos, fueron destruidas o inutilizadas por el referido incen- 
dio y el agt!$ todas las e.stampiilas y valores fiscales existentes, 
en la fábrica, por un valor total de sesenta y nueve mil ¿ciscien- 
to< sesenta y un pesó* noventa y cinco centavos, que de esta suma 
m reconoció y admitió administrativamene el canje por el fisco, 
por un valor de veinte y nueve .mil trescienlos setenta y tres pe- 
hpá con setenta y pcTtO centavos, quedando el saldo de cuarenta 
mli doscientos ochenta y ocho pesos, diez y siete centavos que 
motiva la demanda que deducen, sosteniendo (pie tienen derecno 
para exigir del gobierno la restitución de esta suma en dinero 
o en una cantidad de nuevas estampillas por un valor equivalen- 
te! desde quelto han podido servirse de las que tenian y reembol- 

cadón ix»r la causa expresada. 

Ouc por lo que hace a los hechos afirmados c:i !a demanda. 
sea el incendio del establecimiento o fábrica de tabacos que los 
actores tenían en esta capital, situado en la calle Méjico núm. 
348/». y la pérdida de las estampillas mencionadas, resultan sufi- 
cientemente acreditadas en autos, lo primero porque no ha sido 
desconocido en ningiifi momento y porque así lo prueba además» 
e] sumario instruido con tal motivo y al que se hace referencia 
m el oficio del señor juez de instrucción doctor Gallegos corrien- 
te a fs. 34 y en el testimonio de fs, 33. > r -° segundo, o sea. c! 
monto de las esfanipillas cuyo canje se reclama porque asi lo 
comprueban los libros de convrcio de los actores, intervenido» 
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por empleados de la oficina de impuestos internos, las constan- 
cias de dicha oficina, la inspección pericial" a que se refiere el in- 
forme de fs. 35 y las demás diligencias de prueba y antecedentes 
de que se hace mérito en la sentencia pronunciada por la cámara 
federal de apelaciones a fs. 181. 

Que sin desconocerse el valor de estas prue¡«as. la oposición 
del ministerio fiscal se ha concretado principalmente a negar el 
derecho ejercitado por los actores como fundamento de su de- 
manda, sosteniendo qtie tan*.o "el hecho del incendio como el de 
la <| nema de los valores de lo> señores l'ossc, son completamente 
extraños a ¡os acto^ de! (gobierno» y que no hay razón alguna 
para hacerle a este resjxmsable de sus consecuencias, i>orque si 
esos valores se perdieren p3r3 si:* dueños que eran los señores 
l'osse, a los (pie se desconoce acción civil para demandar su res- 
titución, fs. 106 a 108. 

Que atento a Jo dispuesto en los arts. 17 de !a ley Jey 57Ó4 
y 209 del decreto reglamentario de 1" de marzo de 1900, se infie* 
re que el impuesto de que se trata es al ex^ndio 4) consumo, co- 
mo ha sido reconocido en el expediente formado con motivo de 
la gestión administrativa seguida por los actores aiue el jxxJer 
ejecutivo. "Nadie pone en duda, se dice en el ni forme efe fs. 13 
de dicho expediente, que la ley de impuestos internos es una ley 
de impuesto al consumo de las mercaderías (pie ella grava, y es 
precisamente de acuerdo con el precepto legal que aquella consa- 
gra que la entrega de los valores fiscales al manufacturero, no es 
hecha como percq>eión del impuesto, sino como un medio de re- 
gularizarlo y fiscalizarlo, extendido a otras ramas de la adminis- 
tración nacional, en las que se canjea o devuelve el iinjwrte de 
los valores no usados que le presentan los manufactureros". — 
Ley núm. 3764 — Informe de fs. 13 del expediente administra- 
tivo, kítra \\ núm. 3004 que corre agregado. 

Qué esta C!S también la opinión manifestada por el asesor de 
la misma repartición a! cx|>edirse en el reclamo administrativo 
de los actores que le fué pasado para su dictamen. "Es indiscu- 
tible, se dice, que ..1 impuesto interno recae en definitiva sobre 
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consumidor. . "Los señores Po«* y Cía., agrega, han po- 
(iido canjear los \-a!orcs deteriorados por el fuego, pero presen- 
tándolos en la forma en que lo hicieron un gran número ode ellos 
medio quemados y adheridos a los paquetes o en pliegos no ce- 
rrados. Pero aquellos valores respecto de Jos cuales no se ha 
producido una prueba fehaciente de que se hayan realmente que- 
mado, se pierden irremisiblemente para sus dueños, si tal prin- 
cipio no se aplicara al régimen de esos valores, no se explicaría 
la disposición contenida en el art. 18, inc. 2" de la ley 37°4"' "Los 
interesados sostienen en el exordio de su escrito" "que consta <k 
una manera indudable" que las -referidas estampillas se quema- 
ron realmente. Esa constancia no existe, lo que hace fallar por 
su base la argumentación que los interesados hacen al respecto. 
Expediente administrativo citado. Letra I\ núm. 302. págs. 10 

a l2 ' 

Ouc de lo expuesto se sigue que el impuesto interno sobre 
e 1 tabaco es al expendio y recae en definitiva sobre el consumidor 
y que no seria justo ni equitativo que el estado exigiera el pago 
de dicho impuesto cuando el acto que lo motiva no ha sido con- 
sumado v cuando, como resulta en el caso sub judice se ha acre- 
ditado debidamente que las estampillas adquiridas por los acto- 
res para emplearlas en ios productos de su manufactura fueron 
consumidas o inutilizadas |x>r el fuego antes de entregarse al 
expendio. 

Ouc por otra parte, es de tenerse presente el procedimiento 
observado en la gestión administrativa seguida por los interesa- 
dos, en la que se devolvió a estos una parte edl total de estam- 
pillas reclamadas, reconociéndose así el derecho que aquellos 
tenían para exigir la restitución. 

Que, por consiguiente, si se estimó purocedente la devolu- 
ción por parte de las estampillas que adheridas o no. estaban 
deterioradas, lógico es considerar también procedente la devo- 
lución de las que se reclaman y cpic adheridas o noo a las merca- 
derías a que estaban destinadas, no han podido ser usadas ni en- 
tregadas al expendio, j>or haberse destruido en el mismo incen- 
dio, como se ha acreditado con la 
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Que los antecedentes de doctrina y jurisprudencia e.-tahlcci- 
dos por los tribunales de los Estados Unidos en la causa de que 
se hace referencia en el escrito de ís. 158. son completamente 
exactos y procede mencionarla iK>r analogía pon el ea«o de que 
se trata en c! presente juicio. 

Con efecto ante aquellos tribunales se trató del derecho 
ejercitado para exigir del estado la restitución del importe de las 
estampillas fiscales destruidas en el incendio de una factoría de 
tabacos de Nueva York, de! mismo modo que ocurre en el pie- 
senté. Rechazado el pedido por el poder ejecutivo ante el que 
fué iniciado administrativamente y llevada la cuestión a:itcc la 
corte de reclamos por la compañía de tabacos, quedó entonces 
reconocida la procedencia de la demanda y el derecho ejercitado 
en ella,,. fallo que fué confirmado por la suprema corte. (The 
L'nitcd States The American Tobacco Company ¡n The United 
States Suprcme Court Reports 166, pág& 468. 469;. 

Que por lo que hace a las cosas causadas en este juicio, exis- 
te mérito para no imponer sobre ellas una especial condenación, 
dada la naturaleza de las cue>tioncs debatidas y los anteceden- 
te de la causa. Art. jji código de procedimiento*. 

Por ello y sus fundamento?, se confirma ¡a sentencia apela- 
da, de ís. 181, debiendo las costas pagarse en el orden causado, 
conforme a lo declarado en el precedente considerando. Ootifí- 
quese original y devuélvanse repartiéndose los sellos ante el in- 
ferior. 



A. Bermejo. — Xicaxor G. »>i:l 
Solar. — M. P. Daract. — 
I). E. Palacio. — L, hOPÉz 
C \ii\N*rr.T.\s. 
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■ 

- 

VrlmiluaL contra Salvadór Sonta Muría, por homicidio 

Sumario; Es justa la sentencia que impone 4a pena de veinticinco 
años de presidio al autor de un homicidio cometido con ale- 
vosía y sin atenuante alguna, no existiendo en autos otra 
prueba del crimen que la propia confesión del acusado y las 
presunciones concordantes con ella. 

( oso : El juez federal. fundándose en que el hecho a que este pro- 
cer se refiere, cae bajo la sanción del art. 17, inciso 3 de 
la ley 418*) que condena a muerte al que matare a otro con 
alevo-ia, pero míím en este caso no hay otra prueba del ho- 
micidio que la propia confesión de! acusado y las presun- 
ciones concordantes con ella, condenó al reo, de conformi- 
dad con lo pedido por el fiscal, a sufrir la ¡«na inmediata 
inferior, de veinticinco anos de presidio, como autor res- 
ponsable de homicidio alevoso cometido sin atenuante al- 
guna. 



SKNTKNCIA DK M CAMARA FEDERAL 

Rotarlo, m Julio dtlttl 

Vistos: Para resolver en el recurso de apelación deducido 
por el defensor del procesado Salvador Santa María en la cafó 
si que se le sigue por homicidio de Andrés Yagncr o Vaguer. 

Por los fundamentos de la sentencia apelada y de conformi- 
dad a lo expuesto y pedido por el señor fiscal de cámara, y con- 
siderando que e! procesado confiesa ser autor principal del de- 
lito por haber determinado su ejecución y h; 
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principa! en ella, confesión que reúne los requisitos legales v es- 
tá corroborada por los muchos indicios que expresa la sentencia 
apelada y aunque manifiesta que en la ejecución participaron 
otros, no resulta de autos ninguna presunción, que haga siquiera 
verosímil tal participación, y por otro lado, ello no modificaría 
la re sponsabi Hilad que le corresponde. (C. I\ P., arts. 316 y 317 
w; finé. 

Se resuelve confirmar la sentencia apelada de fs. 76 a S2 
con costas. — Hágase saber, insértese y devuélvase, debiendo rc- 
poner-e el sellado ante el inferior. 

J. Pi Lum* — Nicolás ¡era Barros. — 
José M. Fierro. 

FALLO DE LA CORTE SUPRtíMA 

Buenos Aires, 18 Noviembre de 1911. 

Vistos y considerando: 

■• 

Que de las diligencias del sumario de perención instruido 
por la sub prefectura del puerto del Rosario, resulta legalmente 
comprobada la existencia del dcüto de homicidio perpetrado en 
la persona de Aii(lré> Vagtter, cuyo cadáver fué encontrado en 
la "Isla Brava", iodo quemado y casi carbonizado y mutilado, 
pues le faltaba la mitad de la pierna derecha junto con el pie del 
misino lado, como aparece de lo expuesto por los peritos lucu- 
brados á fs. 2 vuelta, para su reconocimiento y del informe del 
médico de sanidad corriente a fs, 16. 

Que la res|>onsab¡lidad del procesado Salvador Santa Ma- 
ría, como autor de este delito, está igualmente comprobada por 
su propia confesión prestada a fs. 3 vuelta y ratificada ante el 
juez de la causa a fs. 33, a.-í como por las declaraciones del ofi- 
cial ile la sub prefectura. Arturo T. Báez y marinero de la tnisjna 
repartición, Altibano del I'eruggia (fs. 41 y 42), a quienes con- 
fesó su delito al ser arrestado. 
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Que, en tales condiciones, la sentencia recurrida no impone 
al procesado una pena mayor de la que |x>r la ley corresponde 
al delito cometido. 

Por ello y sus fundamentos, se confirma, con costas, 4a sen- 
tencia apelada de fs. 102. — Notifíquese original y devuélvanse 
estos autos. 



Ferrocarril Central Argentino contra £. de Fusse, 
sobre expropiación 

Sumarte; i. # Los derechos del dueño de la cosa expropiada se 
consideran transferidos de la cosa al precio o indemniza- 
. ción, quedando aquélla libre de todo gravamen. (Articulo 14 
de la ley 189). 

2.' Las excepciones a la prohibición expresada en el ar- 



A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Caiianillas. 





Caso : Lo explica el fallo siguiente: 
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FALLO I>E LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. 21 Noviembre de VJ\\ 

Vistos y considerando .■: 

Que el presente recurso ha sido traído por ei ferrocarril 
central Argentino contra la parte de !a sentencia de fojas 52, 
confirmada a fojas 65, que le impone la obligación de construí; 
dos paso.* a nivel para comunicar, á través de su vía, las tres 
fracciones en que quedará dividido el terreno de la demandada. 

Que el articulo 14 de la !cy 180, sobre expropiación de bie- 
nes, dispone que los derechos del dueño se considerarán trans- 
feridos de la cosa a su precio o a la indemnización, quedando 
aquélla libre de todo gravamen, y por consiguiente, si hubierx* 
de prevalecer la resolución apelada, se contrariaría tal precepto, 
imponiéndose al bien expropiado un gravamen o servidumbre 
de que debe considerármele exento, según lo que resulta del tvxto 
legal recordado y de la exposición de sus fundamentos y alcance, 
hecho en la cámara de senadores con motivo úa la discusión de 
dicha tey. especialmente de las palabras del senador Alsina. 
(Diario de Sesiones de i86f>, pág. 403). 

Que los inconvenientes que el fraccionamiento c incomuni- 
cación de dicho terreno cause a su propietaria, tiene el remedio 
qile articulo lo de la mi>ma ley prevé, al obligar al expropian- 
te a indemnizar a! dueño de todos los gravámenes o perjuicios 
que sean consecuencia de la expropiación, tales como el valor 
del terreno, edificios o plantaciones, depreciación |>or fracciona- 
miento, etc.. todo lo cual debe ser apreciado e incluido en la can- 
tidad acordada j>or ta! concepto. ( Fallos: tomo 28. pág. 456; to- 
mo 80, pág. io8>. 

Que independientemente de estas consideraciones, debe te- 
ner>e en cuenta que la ley general de ferrocarriles número 2873, 
prohil>e en su articulo 57. inciso 1." que en las propiedades lin- 
deras a la vía se abran salidas sobre ésta ; v aun cuando de tal 
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prohibición se exceptúa a los fundos que el ferrocarril dividiere, 
esa excepción de equidad queda subordinada al permiso previo 
de la autoridad administrativa, que no consta se haya 
en el presente caso. 

y en consecuencia, vuelva a! juzgado de su origen para que. to- 
mando en cuenta lo que queda resuelto, fije la indemnización en 
!a forma que corres|x>nda. — Notifíquese original y repóngase 
e' papel. 




. R Daract. — 
D. E. Palacio. — L. Íftt& 
C aban illas. 



La pao-íe del F, C. C. Argentino pidió aclaración 'de la sen- 
tencia de la corte, sobre h indemnización que debe fijar el juez 
y la corte dictó la siguiente resolución : 

Siendo suficientemente clara la sentencia de esta corte en 
cnanto dispone que suprimida la servidumbre de los pasos a ni- 
vel que imponía la sentencia apelada como un elemento de la in- 
dispensable que esa indemnización sea integrada como corres- 
(tunde, no ha lugar a lo solicitado. 

A. BERSIEJO. — XlCAXOK G. DEL 

Solar. — M; P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cauaxillas. 
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CAUSA CI1I 



Recurso de hecho deducido por ¡a compañía francesa de F. C. C. 
de Santa Fe en autos contra M. Godoy: incidente sobre re- 




cusación. 

Sumario : La interpretación y aplicación de la ley sobre reciiMi* 
ción sin causa, número 3266, no impugnada como contraria 
a !a constitución nacional, no da lugar al recurso extraordi- 
nario previsto en los artículos 14 de la ley 48 y 6." de la ley 
núm. 4055. 



Vista la «recusación sin expresión de causa, deducida contra 
e! vocal de esta cámara doctor Nicolás Vera Barros, por la part* 
demandada en el juicio seguido por Martin Godoy contra la 
compañía francesa de los ferrocarriles de Santa Fe, ¿obre da- 
fios y perjuicios; 

Y considerando: 

Que la ley de procedimientos ha establecido como regla (ar- 
tículos 20. 31, 32 y 43), que los jueces sólo pueden ser recusa- 




dos con causa legal y juíítif icaria. 

Que la ley especial número 3266, que hace una excepción a 
esta regla, se refiere exclusivamente a los miembros de la supre- 
ma corte de justicia, y como ley de excepción debe interpretarse 





RESOLUCION DE LA CAMARA FEDERA l. 



RoMflo, 22 Julio de 1911 
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restrictivamente, no pudiendo aplicarse por analogía a cásós 
no expresamente determinados. 

Que esto no se opone a lo dispuesto ¡>or el articulo 20 de la 
ley número ^055, a #&éh Que "las cámaras federales observa- 

prema corte en !a ley número 50 y leyes esleíales", 'por cuanto 
limítase a interpretar la ley número 50 en frente de las leyes es- 
peciales citadas. 

Que decidir lo contrario importaría aplicar la ley especial 
en contra del espíritu de la ley general, atribuyendo al precitado 
articulo 20 un alcance derogatorio de que carece, del principio 
que informa la ley de procedí miento en materia de recusación. 

Que, por otra parte, no hay identidad <lc casos, tratándose 
en el uno de tm tribunal de cinco miembros que no queda desin- 
tegrado por la recusación de imo de e!tos, y en el otro de un tri- 
bunal de tres miembros que siempre quedaría desintegrado con 
la recusación, produciendo la instabilidad e incertidumbre en su 
composición y en su jurisprudencia. 

Que, finalmente, considerada en doctrina, la recusación sin 
causa sólo es aceptada como excepción por las numerosas razo- 
nes que dan los tratadistas ; de manera que aún en la hipótesis 
de ser caso dudoso, y tener que aplicar la regla del articulo 62 
del código de procedimientos de la capital aplicable como suple- 
torio, se arribaría a la misma conclusión, sea del punto de vista 
de los principios que informan la legislación vigente en la ma- 
teria, sea del punto de vista de la doctrina o de las circunstan- 
cias particulares del caso. 

Por k> expuesto, se resuelve: no haciendo lugar a la recusa- 

José del Barco. — /. P. Luna. — Carlos 
M. Av'úa (en disidencia). 



64 FALLOS I-E LA CORTE SUPREMA 



FALLO DE LA CORTE SV TREMA 

Buenos Airei, 21 Noviembre de 1911 

Vistos y considerando : 

Que en el caso >e ha tratado de la interpretación y aplica- 
ción de una ley de procedimientos que no lia sido impugnada 
como contraria a la constitución nacional y de conformidad con 
I<» resuelto en la causa publicada en e! tomo no, página 175, se 
declara improcedente el recurso. — Devuélvanse, reponiéndose 
el papel ante el inferior. 

A. Bermejo. — M. P. Daraat.— 
D. E. Palacio. — Lucas LO- 
PEZ CabAnillas. 



CAUSA CÍV 



G. Puebfii contra la provincia de Mendoza, sobre payo de un 

impuesto 

Sumario : La justicia nacional es incompetente para conocer del 
cobro de impuestos provinciales, y 3a inconstitucionalidau 
de éstos sólo puede ser llevada a ella jx>r apelación, con arre- 
glo a! artículo 14 de fo ley número 48 o por demanda con- 
tra !a provincia, después de pagar el impuesto con las re- 
servas correspondientes. 



Caso: Lo explican las siguientes piezas: 



DE JUSTTCrA DH I.A X ACION 



DICTA M KN DEL SU. 1-BOCÜgADOR i'.KXI'kU. 

BttenOI Aire», 12 MpjfO 1911 

Suprema corte: 

Reputo procedente la excepción de incompetencia formú- 
latela en este asunto por la parte demandada. 

Esa excepción lia sidb opuesta en tiempo: verificadas las 
(licencias necesarias para notificar a la provincia de Mendoza 
(fs. 22 a 24». en el tiempo que permite la distancia, su repre- 
sentante se presentó a í\ 2i8¿ teniéndosele por parte en iS de 
marzo ppáo. (fs. 2í> vuelta), y notificándosele tal providencia 
en 20 <ld mismo (fs. 27), oponiéndose la excepción de que se 
trata, al día siguiente (marzo 21 ), como consta a fs. 32; !u quv 
autoriza a afirmar que ella fué opuesta dentro del término legül , 
Riendo de observarse, por otra parte, que tratan lose de ¡^.com- 
petencia de jurisdicción, siempre estaría V. K. en condicionen de 
pronunciarse, cualquiera que fuera la actitud de !as partes. 

La bftse en que se asienta (a excepción opuesta es indiscu- 
tible en él caso; d actor demanda a la provincia de -Mendoza 
por haber intentado, como .-e desprende de su propia exposición, 
cobrarte un impuesto provine. ai que él considera iheonstitu- 
cit nal. 

La justicia federa!, ni menos V. |\.. es competente para io- 
pocer en e: cobro de los impuestos de carácter provincial, dicta* 
dos por los gobiernos respectivos, dentro de !a prescripción ex- 
presa del artículo 105 de la constitución. La devolución <le lo pa- 
gado es lo único que podría caer bajo ta jurisdicción íederal o 
la originaria o de apelación de v. l£„ sí por razón de! fuero de 
las personas b del decurso extraordinario del articu'ó 14 dé !a 
ley 48. correspondiera a una u otra. 

La j úr ¡sprudeneja constante «tomo 31, pág. 103: 94. pági- 
na 353. 4-^1 : 7. 456, entn otros), me exime dé mayores conside- 
raciones para pedir a \. E. se <:rva declarar su incompetencia 
en el caso. 

hilio Rotet. 
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• FALLO DE LA CURTK SCPRKMA 

Buenos Aire», 23 Noviembic de 1911 

V vistos: 

El incidente sobre incompetencia de jurisdicción deducido 
en forma de articulo de previo y esj>ec¡a¡ pronunciamiento en 
la causa promovida por el doctor don Germán Puebla contra la 
provincia de Mendoza, sobre ilegalidad del cobro de una suma ; 

Y considerando : 

Que la articulación se funda en que el demandante sin ha- 
ber ingresado én arcas fiscales el valor del impuesto a que alude, 
lia ocurrido en demanda, pidiendo se declare que el cobro de la 

entidad de cuatro mil ochenta y dos pesos con cuarenta centa- 
vos, cuyo payo se le intima, es contrario a las leyes que cita y 
además' violatorio del código civil y principios constitucionales 
(fojas 30). 

Que contestando esa articulación, el actor opone a ella que 
ha sido deducida fuera de término y que se atiene a la competen- 
cia que acuerda textualmente la constitución y la ley de jurisdic- 
ción ífs. 35). 

Que si es exacto, como se observa por el actor, que el ter- 
mino del emplazamiento vencía el diecisiete de marzo próximo 
pasado, lo es igualmente que en esa misma fecha el representan- 
te de la provincia compareció a estar a derecho y reconocido en 
c! carácter que invocaba, ^e k¡ hizo saber el atUo que conferia 
traslado de la demanda ( fs. 26 vta). 

Que con arreglo al art. 72 de la ley nacional de procedi- 
mientos, las cxrcpcion -s dilatorias pueden oponerse dentro de 
los nueve dia* siguientes al vencimientí leí término de! empla- 
zamiento hecho t ura de! lugar de! juicio, y desd? la fecha expre- 
sada en el considerando anterior hasta la promoción del -inci- 
dente s lo habían transcurrido tres días. 
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Que por aplicación de las mismas prescripciones constitu- 
cionales y de competencia a que se refiere el actor, la jurispru- 
rencta ha establecido que la justicia nacional es incompetente 
para conocer del cobro de impuestos provinciales y que la m- 
eonstitucionalúlad de éstos sólo puede se* llevada a ella por ape- 
lación, con arreglo a! art. 14 de !a ley nutrí* 48, o por demanda 
contra la provincia, después de pagar el impuesto con las reservas 
correspondientes ( Fallos, tomo 17, pág. 207; tomo 31, pág. 103; 
tomo 108, pág. 5 y otros ). 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por d 
señor procurador general, se declara la incompetencia de esta 
corte para conocer de la demanda de fs. 4, con costas al actor. 

Notifiquesc con el original y repóngase el papel. 

A. Bermejo. — Xicaxor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cavan illas. 



CAUSA CV 



Procurador fiscal del Rio Negro denunciando irregularidades en 
el juzgado letrado de ese territorio 

Sumario : Corresponde a !a cámara federa! de La Plata conocer 
en denuncias de irregularidades que se dicen cometidas por 
funcionarios de! juzgado letrado del Río Xegro (art. 2" de 
la ley núm. 70^;). 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 
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DICTAMEN DEL SR. PROCl'RADOR OK SURAL 

BuenOl Air«t, 17 Noviembre de KM 

Suprema Corte: Corresponde se devuelvan estas a«t«ac|o- 
Pés a ¡a cxma. cámara federal de La Plata, bajo cuya jurisdiccoa 
» encuentran :os funcionario acusad.., por tahas en el cum- 
plimiento do SUS cargo*, y por consciente, |S el caso de :q.r 
ccr ta superintendencia que a ese tribunal atribuye la lev 7099. 

Como tuve oportunidad de sostener en las ¡«WJ 
movidas contra el procurador focal del jugado de SanteXn^ 
la. cántaras federales ejercen .a supe*mtó«denc.a espeja qué 
le, atribuye el ¡tic. 4- parte --.a del art. -'.o de la recordada ley, 
v lo en'e: caso «le que la acción dela-cámaras no resudara >u- 
ficierite. v se produjera una reincidencia por ¡>artc de! «mrcK.nat» 
Sló correspon Seria remitir a esta »«pr«n? corte las reac- 
tivas actuaciones, a los efectos de la destitución que sena pro- 
cedente en salvaguarda del decoro y mejor adnimrstrac on de 
justicia, o Lien, para la formación del juicio político, en los ca- 
... v forma qüe determina el art. ' ' • *'" fi»*J*}* ,e >' 

Por lo expuesto, y jurisprudencia de \ . I-.. en casos análo- 
K os. pi lo -e devuelvan estás actuadas a la exma. cámara te- 
dcral de La Plata. ^ ^ 

FALLO m M C0RTK SPVRKMA 

Bueno* A »c». 23 Noviembre Je 1011 
De conf< rmidad con !o dictaminado por el señor procura- 
dor general, lo dispuesto Jk>r ,1 art. S de la ey num. :■ • ' 
suelto en cásós análogos, acumúlense los diverges incidentes 
relativos a irregularidades cometidas por funcionarios del juz- 
gado 'citado del Rio Negro y remítanse a la cámara federal de 
apc^cioms de La Plata, a sus efectos. 

A. Bermejo. — Nicanor (,. del 
Solar. — M. P. Dakact. — 

D. E. RALACIO. — 1- LOPfiZ 
Caisa sillas. 
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CAUSA CVl 



Pabostou 4. ">«/«« Ansotitcgui r. y WMtjrfá» O., |# rfópt j 

Perjuicios, Competencia 

Sumario: No corresponde a la justicia federal conocer eiynna 
demanda contra jueces provinciales, por daños y perjuicios 
¿e se dicen provenientes de procedimientos judiciales rea- 
lizados por los demánda los en sil carácter de jueces.; 

i aso : 1*0 explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA «E LA CAMARA l'KHKRAI. 

La Ptáta. I Octu&rc «le l»'3. 

Vistos y consiilcmiulo: 
■ 

One. para entrar a considerar la justicia del fallo recurri- 
do, debemos comenzar por planear la cuestión del htigig pro- 
movido y considerar si la resolución de incompetencia dictada 
en é! v reclamada, es o no arreglada ; 

Que remita de !a exposición del actor, fojas 2, eme los de- 
mandados doctore* Anzoátegui y Amadeo, son miembros de la 
cámara 2.a de apelaciones, en la administración de justicia «U. 
la provincia de Buenos Aires. 

( hic dicho tribunal lia tenido en trámite y pata decisión un 
litigio del actor ; que los procedimientos seguidos le han irrogado 
perjuicios porque una inhibición decretada no fué oportunamen- 
te levantada y se entorperieron sus negocios, lo que le ocasiono 
daños y perjuicios «le «pie deben responderle los demasiados, en 
virtud «le lo dispuesto en el art. 1112 del código civil. Les de- 
manda la suma de ochenta mil pesos como indemnización civil. 
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Que, funda su derecho a ocurrir a la justicia federal única- 
mente en la diversa vecindad de los demandados que tienen su 
residencia en esta ciudad y el actor que vive en la capital federa]. 

Y considerando, por otra parte: que el código civil, al esta- 
tuir la disposición invocada en !a demanda y contenida en e! ar- 
tículo ii 12, no lia hecho otra cosa que consagrar un principio 
de jurisprudencia universal en el derecho moderno: de que los 
daños causados por los funcionarios deben ser reparadoos como 
los que causa otro particular. 

Que tal principio tiene necesariamente su explicación. |>ero 
a la Vez su limitación en la naturaleza de las funciones que sv 
ejercitan y en las responsabilidades que i>or ellas se contraen. 

Que los jueces están sujetos al régimen de la independencia 
que para sus funciones ha establecido la constitución. Que para 
garantir intereses sociales y políticos de gran entidad. \a cons- 
titución ha establecido la independencia e inaniovilidad de lo.-» 
jueces mientras dure su buena conducta — art. 96 de la constitu- 
ción nacional y (85 y 105 de la constitución de Buenos Aires. 
Estableciendo adema*, qué solo mediante el juicio político y la 
decisión del jurado puede declararse la mala conducta y retirar- 
se a! funcionario sus prerrogativas y garantías en dicho juicio 
político qué la misma constitución con grande* motivos, ha es- 
tablecido. 

Que los errores y las faltas de los jueces engendran así dos 
medios légale* de reparación: la apelación para ante e! supe- 
rior o la queja y el juicio ante el jury, es decir, previo el juicio 
poético — ver 4.0 considerando de la sentencia de! doctor V. Te- 
din coi firmada por ta suprema corte de justicia. Tomo 40, pág. 
18 1. Asi lo han entendido los constitucionalistas: en América, 
dio. Story, cuando le han quitado a un culpable el carácter públi- 
co de que estaba revestido, su derecho queda extinguido y Ja 
jurisdicción de los tribunales ordinarios empieza", — párrafo 
cuatrocientos diez. 

Llerena. citando el fallo de la cámara civil, tomo 22. pág. 
345, dice en el párrafo tercero de! comentario a* art. nía. que 
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los jueces no son demandares por daños y perjuicios, si la ac- 
ción tiene por fundamento actos llevados a cal» en Sil carácter 
de funcionarios del poder judicial. 

( jue esto es en cuanto a la cuestión en sí misma, <|uc. por 
otra parte, no era indispensable discutir mayormente, debiendo 
este tribunal pronunciarse -sobre la legitimidad del falJo recu- 
rrido. 

La justicia federal no es comiente para entender en esto 
juicio y asi lo establece, además de los principios, una numerosa 
serie de fallos de 1?. suprema corte de justicia nacional que ha 
recordado aquellos en cada uno de los casos que ha debido co- 
nocer, antes y después de dictado el código civil; puesto que el 
punto está regido ]x>r los principios de la organización consti- 
tucional de las provincias y de la nación que preceden a a<juél en 
su aplieabiüdad a los casos ocurrentes. 

Los miembros de la magistratura judicial de las provincias 
no pueden ser traídos ante la justicia federal por actoos de m 
magisterio rathmte materhw; tales pleitos están excluidos de la 
competencia federal, aunque por razón las personas pudieran 
tales tribunales ser competentes. V la prohibición nace de ia 
independencia con que están consagrados los poderes de los es- 
tados por la constitución, y el respeto con que la misma rodea 
las instituciones de las provincias constituidos por razón de la 
facultad reservada en tíl articulo 104 y 106, y mediante la que 
cada una cuidadosamente ha estatuido las garantías para la sub- 
sistencia de los poderes de su gobierno propio. 

Que, en virtud de tales principios de derecho y de la juris- 
prudencia constante sustentada, corresponde mantener la deci- 
sión recurrida. 

Por tanto y fundamentos concordantes del fallo de primera 
instancia, se confirma éste, curriente a ís. 9 vta., con costas. De- 
vuélvase opoortunamentc.— Pedro T. Sánchez — Joaquín Carri- 
llo — Isaac Godoy. 
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DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires 23 Octubra de 101 1 

Suprema corte: El punto sometido a la resolución <le V. E. 
lia sido resuelto por este tribunal en un caso atiálogo. sentando 
jurisprudencia que no existe ningún motivo para modificar, y 
por el contrarié, median otro» muy importantes para mantener. 

Los agravios que las partes entienden se les causa con las 
resoluciones judiciales, deben ser reparados en la forma y mane- 
ra que las leyes de procedimiento lo establecen, mediante los 
recursos acordados al efecto, y cuando estos recursos han sido 
agotados, las decisiones de los jueces adquieren fuerza de cosa 
juzgada, sin que ningún otro juez, aun de orden jurisdiccional 
superior, pueda alterar. 

Fuera de este caso, los actos de los jueces en el ejercicio de 
su jurisdicción, no pueden ser materia de discusión ante ottos 
jueces, sino después de haber sido removidos de sus cargos en 
la forma que corresponda. (Panos tomo 40. pág. 181 >. 

Por ello y los fundamentos del fallo recurrido, pido a Y .E. 
se sirva continuarlo. 

Julio Bótcel. 
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Bueno» Aires, 25 Noviinbti de 1911 

Y" vistos: De acuerdo ocon lo dispuesto en el art. 105 de la 
constitución nacional, lo resuelto por esta corte en el fallo tomo 
41. pág. 43 >' otros, lo pedido i»r el señor procurador genera! 
y fundamentos concordantes del auto de fs. 26, se confirma éste. 
Notifiquese con el original y devuélvanse, debiendo los sellos 
reponerse ante el inferior. 

A. Bermejo — Nicanor G. del Solar — 
M. P. Daract — D. E. Palacio — L. 
López Cahanh.las. 
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CAUSA CVII 

Caúsales .'. Citiitrti la i»ifcsa de! F. c". Pacificó, sobre 
daños v perjuicios 

Sumario: Corresponde a la justicia federal conocer en los plei 
tos que versan sobre las obligaciones de las empresas de fe 

rrocarriles relativas a les equipajes de los viajeros. 

Casó-. Lo explican ias piezas siguientes: 



DICTAMEN DKI. SK. PROCURADOR HKNKRAI. 

Buen»* Aires. I Agosto de I9H 

Suprema corte : Motiva esta acción la pérdida en el conte- 
nido de un baúl facturado como equipaje por el redamante, en 
un tren de las lineas del ferrocarril demandado. 

Esto resulto, sin contradicción, de la propia afirmación del 
actor en su escrito de demanda. 

En tal concepto, está ella regida por e? art. 39 de la Jey 2873. 
con exclusión del código de comercio, lo que a su vez y de acuer- 
do con el art. 100 de la constitución, art 1 de la ley 48 y juris- 
prudencia constante de V. E. (tomo 1 10. pág. 347) hace que este 
recurso proceda y que la justicia federal sea competente para 

conocer en d caso sub judice. 

A mérito de lo dicho pido a V. E. se sirva así declararlo. 

revocando la sentencia recurrida de fs. 31. 
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Bueno* Aires. 25 Noviembre de (911 

Vistos y considerando: 

Que en la demanda deducida en el escrito de fs. 4. se trata 
de hacer efectivas las rcs¡x>n>abi!¡dadcs en que se atirma ha in- 
currido la empresa demandada por un Im'il del equipaje de! ac- 
tor que debió serle entregado en la estación Chacabuco. 

Que las obligaciones de las empresas de ferrocarriles, re- 
lativas a los equipajes de los viajeros, están regladas por el art. 
39 «le !a ley núm. 2873. y corresponde a la justicia federal el co- 
nocimiento de las cuestiones qué sobre ellas se susciten, con 
arreglo a Jo establecido en el art. 100 de la constitución nacional 
y en el art. 2, inc. 1.0 de la ley 48, como se ha declarado por esta 
corte suprema en casos análogos. 

Por ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador genera!, se revoca el autc\pelado de fs. 3 1. de- 
clarándose de la competencia tic la justicia federal el conocimien- 
to de esta causa. Notifiquen original y devuélvanse, reponién- 
dose los sellos. 

A. Bermejo — Nicanor (i. del Solar — 
M. 1\ Daract — Ü. E. Palacio — L. 
López Gabán illas. 



CAUSA CVIII 

Criminal, contra francisco Cteda, por homicidio 

Sumario : Es justa la sentencia que impone la pena de diez y ocho 
años y seis meses de presidio al autor de un homicidio to- 
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metido con la agravante de ser la victima cuñaJ -> de! ma- 
tador y sin atenuante alguna. 

Casi) i Lo explican Jas piezas siguientes: 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

La Plata, 16 Septiembre de 1911 

"*Y vistos: estos autos por homicidio ejecutado en Viedina, 
en 12 de abril de 1909 en la persona de Vicente Fórfaro por su 
cuñado Francisco Ciccia, venidos en apelación de la sentencia 
condenatoria recaída. 

Considerando: Que el delito está evidenciado y bien detalla- 
damente relacionados los elementos del proceso, en la sentencia 
de primera instancia. Consta por los mismos que el autor está 
conteso de su delito, habiendo sólo argüido lo que llama provo- 
cación j>or hechos y palabras, estando aquéllos desmentidos por 
los testigos invocados por el prevenido y rcsidtando que las pa- 
labras a que atribuye sentido ofensivo, lo pierden si se tiene en 
cuenta que eran reproches de un pariente por la conducta inco- 
rrecta atribuida a! proocesado y no desmentida por éste. 

Que resulta evidente que la víctima ni tenía revólver, ni 
mostró cuchillo como se desprende del oficio de fs. 22 y de la 
declaración del testigo Lambrc, invocado por el mismo proeesa<lo, 
f s. 20. 

Que resulta así un hecho a todas luces injustificable y para 
el qué median sólo preocupaciones del victimario ya anterior- 
mente manifestadas a dicho testigo Lambré. 

Que a más de la agravación por el parentesco, resulta que 
el proocesado no estaba dominado por la excitación alcohólica, > 
ejecutó d hecho colocándose estratégicamente en el interior, des- 
de donde dirigió la puntería de su arma contra su victima. 

Que la determinación de las cualidades personales y grado 
de <lesarrollo de su capacidad mental, a que se refiere la defensa 
en esta instancia, no ha sido sugerida en la estación oportuna ni 
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está fundada en datos concretos que bagan presumible que su 
omisión pudiese agravar al procesado, de quien no se ha dicho 
que fuese un retardado o un incapaz. 

Por esto y encontrándose justó la condenación dé la senten- 
cia rccurrida.'y aceptables sus fundamentos, se la confirma con 
cosías . 

Hágase saber.— Joaquín Canillo — Leónidas /.avalla — 
Marcelino Escalada. 
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lliicao* Aitis, 25 Noviembre d* 1911 

Vistos y considerando: Que do las constancias de amos 
relacionadas en la sentencia de fs. 29 a 45- rc *" 5la la compro- 
bación plena del delito de homicidio perpetrado i>or el procesa- 
do Francisco Ciccia en la j>ersona de su cuñado Vicente I-urfaro. 
on Viedma. capital de la gobernación de Rio Negro, el 12 de 

abril de 1909. , . . 

Que no se ba justificado la provocación de la victima ale- 
gada por la defensa en descargo de la responsabilidad en que ba 
incurrido el procesado al cometer esto delito, resultando por el 
contrario, desvirtuada esa afirmación por las declaraciones de 
los testigos presenciales del hecho y la pre lada por Fúrfaro. 
pocos momentos después de ser herido, ante la autoridad policial. 

Que dailos estos antecedentes, la sentencia recurrida no 
causa agravio alguno al procesado, en cuanto a la pena de diez 
v ocho años y medio de presidio que en ella se le impone, con 
arreglo a lo establecido en el art. 17. inc. 1.0 de la ley núm. 4«8? 
de reformas al código penal. 

Por ello y sus fundamentos, se confirma la sentencia ape- 



sta — 1.a sentencia del juez impu-o al reo h pe ia de 
diez y ocho años y seis meses de presidio, con recl .-'«ta solita- 
ria de quince dias en los aniversarios del crimen. 
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lada de fs. 51, con costas: y notándose que Ja diligencia de noti- 
ficación de ís. 46 no ha sido firmada por el secretaria M Jtwpj- 
do de Viedma, como debió halarlo hecho en cumplimiento de 
los deberes de su cargo, se le apercibe por ello. Xotiiniuesc op- 
gjnal y devuélvanse. 

A. Bermejo — Nicanor G. del Soi.au — 

M. P. Paract — D. E. Palacio — L. 

López Cahanit.las. 



CAUSA CIX 

Contienda dé coi» telenda entre el juez letrado de la Pampa 

i Vnírtrf v ¿I de instrucción militar, en la causa seymda a Ar- 
s itio Uiiruiue, por lesiones. 

Sumario: No corresponde a los tribunales militares conocer en 
una causa criminal por lesión corporal caúsa la por impru- 
dencia a un conscripto por otro do igual clase* "«entras 
prestaban servicio de guardia en una carecí cetmn. la» 
hecho no constituye una infracción de carácter militar. 

Caso: Lo explican las piezas siguientces : 

DICTAMKS DEI. *R. I'ROCURADOR GENERAL 

Bucm.s Aire». 19 Septiembre de Wll 

Suprema cene : A pesar de la superabundancia de diligen- 
cias que se observa en este proceso y que dificultan el conoci- 
miento preciso de si la contienda de competencia se ha trabado 
en la manera 9 ue l>or deíecHó corresponde y a los efectos de se. 
dirimida por V. É. dentro de io que prescribe el me. d del art. 
de la ley 4055, A pesar de ello, digo, se advierte que la contienda 
ha sido realmente trabada oponiendo cada juez la competencia 
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que se atribuye, comunicándose respectivamente su insistencia 
sobre ella y remitiendo, aunque en forma un tanto extraordina- 
ria, los autos a V. E. a ios efectos indicados. 

Esto me induce a pensar que la contienda ac halla trabada y 
en condiciones de ser dirimida por V. E., dentro de los términos 
de Ja prescripción legal citada. 

Considerada ella y teniendo presente que se trata de lesio- 
nes inferidas por un conscripto a otro, prestan* lo guardia en lu 
cárcel <le Santa Rosa de Toay, hay razón para afirmar que tal 
hecho no ha tenido lugar en punto exclusivamente sometido a Ja 
autoridad militar, sino por vi contrario» a ¡a autoridad nacional 
(civil por contraposición a la militar), como es una cárcel de te- 
rritorio : 1-a hay también para decir que el hecho de que se trata es 
un delito o acto de carácter común y nunca militar, dado que en 
nada ha podido afectar a esa institución. (Art. 117 M código 
de justicia militar ) ; así como que. el servicio que prestaban los 
actores del hecho, guardianes de la cárcel <le Santa Rosa, no era 
im servicio militar en el sentido de lo establecido por el me. 2 
del art. 117 del código de justicia militar. 

Estas consideraciones y las concordantes del fallo <le V. £. 
del tomo 108, pág. 27. me inducen a reputar que el ccflipetetitt. 
para conocer en este proceso, es el señor juez federal del lerri- - 
torio de Pampa Central, pidiendo a V. E. se sirva así declararlo, 
dirimiendo la contienda trabada. 

Julio Botct. 

PALLO I>£ LA COKTK SUPREMA 

Buenos Aire», 28 Noviembre de 1911 

Vistos y considerando: 

Que ei delito que motiva el proceso en que >e ha producido 
!;i presen - contienda de competencia, entre el juez letrado de 
la Pampa Central y el de instrucción militar de c/a región, es el 
de e i ni o rporal, causada por fmprudéhciá del coincriptb Ar- 
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sentó Enrique, del regimiento 3.' de caballería de línea, J de 
igual clase del mismo cuerpo, Tomás Novillo, mientras presta* 
ban servicio de guardia en la cárcel pública de Santa «osa de 
Toay, hallándose el primero de centinela. 

Que el hecho expresado constituye por su raturaleza un de- 
lito de! fuero común, legislado, en cuanto a sil e#tk^cián y pe- 
nalidad, por las disposiciones respectivas de! código penal. (Li- 
bro I, titulo 11, y libro II, sección I, titulo II, y articulo 17, ca- 
pitulo 11 de la ley 4189), y sometido a la jurisdicción criminal 
ordinaria del juez de! territorio. (Art. 25, código de procedi- 
mientos criminales 

Que no concurre en el caso ninguna circunstancia de hcciio 
o de derecho, que pueda alterar esta jurisdicción, pues, el esta- 
blecimiento en que el delito se realizó, la cárcel común de Santa 
Ro.->a de Toay, está exclusivamente sometida a las autoridades 
civiles del territorio de la Pampa, poder jurisdiccional que no 
se desnaturaliza ni amengua por que la guardia de los presos aíü 
detenidos se ejerza por fuerzas del ejército de línea. 

Que al respecto debe recordarse que ya esta corte ha resuci- 
to, que la custodia y vigilancia de presos en las cárceles comu- 
nes no es un acto de! servicio militar en el sentido del articulo 
1 17 del código de justicia militar, que se ha invocado en el caso 
I>or el juez de instrucción de este fuero, porque tal servicio pue- 
de ser desempeñado i>or personas ajenas a la fuerza armada de 
la nación, como la policía territorial; y por los reglamentos res- 
pectivos, la guardia que ésta debe proporcionar es la subordina- 
da a la dirección de la cárcel. (Fallos; tomo 108, pág. 27; tomo 
113. P^g- 405)* 

Que, por consiguiente, no constituyendo c! hecho materia 
del proceso, una de esas infracciones que afectan la exigencia 
misma de la institución militar, no corresponde su juzgamiento 
a la justicia de su fuero, sino a ¡a territorial ordinaria. 

Por ello, v de conformidad con lo dictaminado por el señor 
procurador general, se declara que el conocimiento de esta cansa 
es de la competencia del juez letrado de la Pampa Centra!, ;i 
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quien *e remitirán los autos, dándose, a Sus efectos, el correspon- 
diente aviso a! juez «le instrucción militar. 

A. Bermejo — Nicanor G. del Solar — 
SÍ P. Daract — D. E. Palacio — L. 
Lersz Ca han illas. 

NOTA. — El treinta de noviembre de 1911, la corte supre- 
ma pronunció un fallo aná'ogo al que se publica en esta causa, 
en una contienda de competencia entre el juez letrado de la Pam- 
pa y la justicia militar. 



CAUSA CX 

Recurso de hecho deducido por U. Carosso y l*. ¡ uccario, en 
autos con M. Carranza] sobre /^í/ír./, ión de invento 

Sumario : Kl recurso de nulida ! no está autorizado por el art. 14 
¿le la ley instó. 48* y el de apelación a yuq se reitere él iuímuo 
artículo nu puedo fuiidar>¿ en ":« invocación de ¿riicuíps de 
!a constitución hecha con p^átferióridád a la sentencia ape^ 
2ada. 

{ aso: Lo explican las pie/;;- ¡iguieutes: 

Buenos Virt», Sepliemhté í** lie 191 i. 

Suprvntó corte; 

i-* -timo que con ¡OS antecedentes que obran en e-t.i- íi Uia- 
civiio. queda Mu'uicntenicnie demostrada ía itnpró^denew dei 
cectjfsO extraordi i-trio deducido; que no encuadra dentro de las 
prescripciones, de los arts. f> de la ley 4055 y 14 de la !ey 48. 
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•V, E. tiene establecido en tina jurisprudencia reiterada e in- 
variable que el fundamento cmerjente de la inteligencia dada a 
una cláusula constitucional, debe haber sido planteado durante 
e! proceso para que la suprema corte pueda entrar a conocer de 
¿1 ; en el caso en trámite, la pretendida violación constitucional 
no ha sido materia de discusión en Jos autos, \h>t lo que no hay 
lugar a la apelación deducida. 

Agregaré que la aplicación dé las leyes que rigen los procedi- 
mientos judiciales, mientras no se alegue que ellas son violato- 
rias de la ley fundamental, no dan marge.i al recurso extraordi- 
nario, como está declarado por la j r imprudencia de V. E., de 
suerte que ni aún bajo ese concepto, procede el recurso deducido, 
estando al caso comprendido en la excepción del art. 15 de la ci- 
tada ley 48. (Fallos, tomo 96. págs. 37 y 118, tomo 109, pág. 45 ; 
tomo 113, pág. 36). 

Por lo expuesto, pido a Y. !• . que sm más trámite se sirva 
rechazar el recurso deducido. 

Julio Rotct. 



FALLO DK h\ CORTE SUPRKMA 

Buenos Aires, Noviembre 30 de 1911. 

Autos y vistos: E] recurso (le hecha ]*>r apelación denegada 
interpuesto por don L'Iises Carozzo y don Pedro Vaeeario con- 
tra sentencia de la aunara federal de apelaciones de la capital en 
los autos seguidos por don Marcelino Carranza, sobre falsifica- 
ción de invento; 

Y considerando: Que el recurso de nulidad no está autori- 
zado por el art. 14 de la ley níun. 48. ( Fallos, tomo 102, pág. 43; 
temo 108, pág. 59). 

Que en cuanto al de apelación a que el mismo se refiere no 
puede fundarse en la invocación de artículos de la constitución 
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hecha con posterioridad a la sentencia apelada. (Fallos, tomo 75, 
página 183 y otros). 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por d 
señor procurador general, se declara bien denegado el recurso. 
Repóngase el papel y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del So- 
. lar. — M. P. Daract. — D. E. 
Palacio. — Lucas López Ca- 
ban illas. 



CAUSA CXI 

Departamento nacional de Ingicne, contra Indraccolo Sauver, 
sobre venta de especifico. Recurso extraordinario 

Sumario: La ley 4687 y su decreto reglamentario no contrarían 
Ja garantía consagrada en el artículo 14 de la constitución 
nacional, en cuanto permiten retirar la autorización concedi- 
da para la venta de especi fieos medicinales, en caso de con- 
travención a sus disposiciones. Un motivo de salubridad pú- 
blica autoriza, como los de moral, seguridad, cultura y otros, 
a limitar la referida garantía constitucional sin alterarla. 

Caso: Ló explican las siguientes piezas: 

dictamen di:l sr. procurador general 

Buenos Alte*. Abril 26 de 1911. 

Suprema corte: Tribunal de última instancia el juzgado del 
crimen de la capital, en el caso, según lo dispone la ley 4687. 
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siendo definitiva y carente de otra instancia la sentencia recurri- 
da, cjue ap]ka la mencionada ley, especial del congreso, procede 
el recurso interpuesto, por encuadrar dentro de los términos del 
articulo (» de la ley 4055 y sus correlativos los arts. 14 y 15 de 
la ley 48. 

Kn cuanto al tone > del recurso poco tengo que agregar a la 
sentencia recurrida, la que extensamente tiene fundada a fs. 136 
la condena del recurrente a la pena que legítimamente se le im- 
puso en primera instancia, por el departamento de higiene, de 
acuerdo con prescripciones expresas de la citada ley 4687- 

El recurrente fué requerido para llenar determinadas con- 
diciones en la venta de un medicamento de su elaboración, de 
acuerdo con prescripciones expresas de la ley citada y de la re- 
glamentación que el P. E. dictó por autorización de la misma: — 
él no llenó tales requisitos ni satisfizo tales condiciones, proce- 
diendo la pena impuesta: las defensas que tiene opuestas sobre 
la inconstitucionalidad de la expresada ley, por entender que ella 
gravita seriamente sobre la libertad de industria que garante el 
art. 14 de la constitución y el derecho de propiedad que asegura 
el art. 18 de la misma, son de todo punto insostenibles: el ejer- 
cicio de toda industria en la república está subordinado a las le- 
yes que reglamenten su ejercicio, que no es otra cosa lo que hace 
la ley c:i el caso cuando determina las condiciones a que se lia 
sometido al industria!, el padre Sauver.r, en la elaboración y ven- 
ta de su producto, siendo inconsistente la lesión pretendía a su 
derecho de propiedad que en nada ha sido atacado. 

Estas consideraciones y las que extensamente formula la 
sentencia de fs. 130. son los que me inducen a p;dir a V. E. su 
confirmación en lo relativo a ¡a parte materia de este recurso. 

Julio Botct. 
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Buenos Aire». Noviembre 30 de 1911. 

Y vistos: Kl recurso extraordinario del art. 14. ley 48. ¡«de- 
puesto por el señor Indraccolo Sauveur, de la sentencia de fs. 
136 retirándole la autorización que le fuera concedida por el de- 
partamento nacional de higiene, para vender el especifico medici- 
nal denominado Sufficit—y considerando en cuanto a su proce- 
dencia: 

Que se ha cuestionado la validez de la ley local 4687. y su 
decreto reglamentario, como contrarios a la cláusula del art. 14 
de la constitución nacional que permite trabajar y ejercer toda 
industria licita. 

Que no obstante haber manifestado el recurrente no tener 
interés en el expendio del especifico por haber transferido sus 
derechos a don Guillermo 1-irpo, lo que lo inhabilitaría para 
traer el presente recurso, es de observar que la sentencia apela- 
da no ha admitido esa defensa y ante esta corte sostiene que Ib 
resolución reclamada le infiere considerable perjuicio. De con- 
formidad con lo pedido por el señor procurador general, se de- 
clara procedente el recurso. 

Y considerando en cuanto al fondo: Que el señor Indraccolo 
Sauveur, al interponer los recursos de apelación y nulidad para 
ante el tribunal ordinario, autorizados >x>r el art. 7 de la ley 4687 
y 128 del decreto reglamentario, lo hace para que se revoque di- 
cha esolución, en cuanto impone la multa y especialmente ,-n 
cuanto saca del comercio el especifico "Suflicit", retirando .¿ 
autorización que le fuera acordada para su venta, por el depar- 
tamento nacional de higiene I fs. 109. letra C). 

Que en tal virtud, el fallo recurrido e limitó como materia 
del presente recurso extraordinario, a esolver que se retira la au- 
torización que le fué comedida por el departamento nacional de 
higiene para vender el específico "Süfficit", confirmando en esta 
parte la resolución de dicho 'de partametito. corriente a fs. 104. 
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Que la ley, como el decreto reglamentario, en cuanto permi- 
ten retirar la autorización concedida para la venta de específicos 
medicinales, cuando esta se verifica en contravención a sus dispo- 
siciones, no contrarían la garantía constitucional invocada; por- 
que ésta se entiende, como lo expresa el artículo 14 citado, con- 
forme con las leyes que reglamentan el ejercicio de la industria. 

Que esta reglamentación en el caso, no importa otra cosa 
que consultar un motivo de salubridad pública, que autoriza, co- 
mo los de moral, seguridad, cultura, y otros, a limitar la garan- 
tía sin alterarla. (Fallos, tomos 3, 7 y 11, páginas 468, 150 y 5- 
reactivamente). 

Por ello, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor procurador general, se declara que la sentencia recurrida, en 
la parte que ha podido ser materia del recurso, no es contraria a 
la garantia invocada; y en consecuencia, se la confirma. 

Notifíquese con el original y devuélvase, reponiéndose los 
sellos ante e! inferior. 

A. BEkMEjo.— Nicanor G. del So- 
lar. — M. P. Daract. — D. E. 
Palacio. — Lucas López Ca- 

BANILLAS. 



NOTA — En 30 de Noviembre de 191 1, la corte suprema, 
en los autos sustanciados con motivo de un exhorto de un juez 
de la República del Uruguay en el juicio seguido por M. J. De- 
pots contra P. Galcerán, llevado a la corte en un recurso extra- 
ordinario, el tribunal falló declarando mal denegado el recurso 
porque no se ha promovido en el pleito ninguna de las cuestio- 
nes previstas en el articulo 14, ley 48, pues la interpretación y 
aplicación de disposiciones de los códigos de comercio y civil 
son ajenas al recurso interpuesto, y porque una cuestión relativa 
a la garantia del artículo 18 de la constitución fué promovida 
extemporáneamente a los fines del recurso deducido, esto es, 
con posterioridad a la sentencia definitiva. 
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CAUSA CXU 

Don Atanasio Rodrigues contra la provincia de Santiago del 
Estero, por cobro de una comisión 

Sumario: La acción tendiente a obtener el pago de una recom- 
pensa I*° r denuncia de tierra fiscal, se prescribe los términos 
del art. 4023 del código civil. La prueba producida para 
acreditar a los efectos de la jurisdicción originaria de la cor- 
te suprema, la residencia del actor en otra provincia al ini- 
ciarse el juicio, no es bastante para bacer que dieba acción 
se prescriba en úil termino mayor por razón de ausencia. 

Caso: Resulta del siguiente: 

FALLO DE LA Sfl'REM A CORTE 

Buenos Aiccs, Diciembre 2 fie 1911 

Y vistos: llon Atanasio Rodríguez demanda a la provincia 
de Santiago de! Estero, por cobro de una comisión, exponiendo: 

Que de acuerdo con la ley sobre denuncia de tierras de la 
provincia expresada, denunció una fracción como de propiedad 
fiscal, que poseía don Carlos Rosso, compuesta de veintiocho le- 
guas Cuadradas, situada en Añatuya, departamento Kigueroa. 

Que Rosso se opuso a la denuncia y pidió que fueran remi- 
tidos todos los antecedentes a esta corte suprema, para que se 
resolviera a quien correspondía el dominio de dicha fracción de 
campo. 

Que remitidos los antecedentes, arribóse a una transacción 
por la que se reconocieron veinte leguas de campo a Rosso, que- 
dando la provincia de Santiago con ocho leguas a su favor. 

Que no habiendo conseguido el pago de su comisión de diez 
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por ciento sobre el valor de esas ocho leguas, viene a reclamarla 
judicialmente, con sus intereses y costas. 

Que a tal efecto, debe estimarse el valor de cada legua en 
veinticinco o treinta mH pesos, o el que resulte de la tasación que 
hagan peritos o arbitros. 

Que el doctor Felipe Jofre por la provincia de Santiago del 
Estero, solicita, el rechazo de la demanda, con costas, alegando : 

Que es inexacta la reintegración a la provincia de las ocho 
leguas de campo, sobre cuyo valor cobra comisión el demandante. 

Que, por otra parte, del mismo reconocimiento a Rosso, tu 
que se funda la demanda, resulta que él ha sido hecho con cargo 
de aprobación legislativa, lo que importaría una condición sus- 
pensiva y subordinaría el derecho del demandante a un aconteci- 
miento futuro e incierto, que no se ha cumplido. 

Que el art. 12 de la ley de denuncia de tierras en que el de- 
mandante se apoya, establece que cuando la denuncia ha dado 
origen a un litigio, el denunciante tiene derecho a cobrar comi- 
sión sobre el valor de la tierra que los tribunales hayan declarado 
pertener a la provincia; y en el caso, ni por declaración del tri- 
bunal, ni por lo que se llama impropiamente transacción, ha te- 
nido lugar aquélla. 

Que el demandante hace una estimación fabulosa de las su- 
puestas ocho leguas de tierra. 

Que, finalmente, la acción deducida está prescripta, por ha. 
ber transcurrido el tiempo fijado por la ley paira la prescripción 
liberatoria. 

Que corrido traslado de esta excepción, lo evacuó el actor 
sosteniendo que no ha existido el silencio a que se refiere la ley 
a! hablar de la prescripción liberatoria. 

Que recibida la causa a prueba, hase producido la que cx- 
j presa el certificado de fs. 46. y llamándose autos para sentencia, 
después de presentar las partes sus alegatos a fs. 48 y 54, res- 
pectivamente. 

Y considerando : Que corresponde tomar en cuenta en pri- 
mer término la excepción de prescripción, dado que el pronuncia- 
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miento que a su respecto proceda, pudiera hacer innecesario el 
examen de los demás puntos alegados. 

Que los arts. IO, u y 12 de la ley de venta de tierras de 
Santiago del Estero, de 20 de diciembre <tc 1889, se refieren ma- 
nifiestamente a juicios anu ! tribunales de la misma provincia, 
y no ante esta corte, puesto que esta ley no podia reglamentar el 
procedimiento de la última, determinando que interviniera el 
liscal de estado y que se diera a los denunciantes participación 
en el juicio, a objeto de que pudieran producir pruebas. 

Que asi !o N demuestra, además, el hecho mismo de que en el 
juicio anterior a que se refiere la demanda, relacionado con el 
actual, la provincia haya estado reproentada por un mandatario 
especial y que ninguna intervención se haya dado en él ni de- 
mandante (f*. 70. 76 y sig. de los autos caratulados don Anas- 
tasio Rodríguez con don Carlos Rosso, sobre denuncias de tie- 
rras fiscales, presentados como prueba). 

Que en consecuencia, si el actor tenia derecho a alguna re- 
compensa por la denuncia de que se trata, ella no estaba regida 
en el caso |x>r lo dispuesto en el art. 10 de la ley citada, y habría 
quedado habilitado para cobrarla desde el momento en que. por 
el auto de f$. 46 ( expediente agregado), el juez provincial se de- 
claró incompetente y remitió la causa a esta corte. 

•Que según resalta de su propia exposición, el actor inició 
efectivamente una gestión administrativa para el cobro de su 
comisión, antes de la terminación del juicio (fs. 4 vta. y 5). 

Que desde la fecha del auto recordado de fs. 46 * i 1 de no- 
viembre de 1897) y aún desde la fecha del de esta corte (26 de 

septiembre de 1899, fs - 100 vta -) cn ( > ue se l K,r tcrmina< '° cl 
juicio, hasta la de la presente demanda. 4 de mayo de 1910 ( fs. 
6), han transcurrido más de diez años, y estaría así proscripta la 
acción (art. 40^3 del código civil», toda vez que no se ha alega- 
do (fs. 34) qué se requiere un término mayor por razón de au- 
sencia, ni hay prueba al respecto, fuera de la que acredita la re- 
sidencia del actor en cl Rosario de Santa Fe al iniciarse cl juicio 

(í>.9. 13 y 14). 

Oue las gestiones administrativas antes aludidas no lian in- 
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terrumpido la prescripción, con arreglo a la <loolrina que infor- 
ma el art. 3986 del código civil, y a lo reiteradamente resucito 
por esta corte. 

En su mérito, se absuelve a la provincia de Santiago, de la 
demanda. I«as costas se abonarán en el orden causado, atenta la 
naturaleza de la cuestión debatida. — Notifiquesc con el origi- 
nal, repóngase el papel y archívese. 

A. BERMEJO. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
Lucas Lopkz Cahanillas. 



CAUSA CXIH 

Don Joaquín B. Rcrrer, en las actuaciones seguidas por el mismo, 

por cobro de honorarios. Recurso de hecho 

j 

Sumario: i.° No procede el recurso extraordinario dd artículo 
14, ley número 48, contra una rcsohición fundada en "la fa- 
cultad que la ley de procedimientos acuerda a los jueces pa- 
ra proveer de oficio, de defensor a los procesados". 

2. La invocación de una garantía constitucional hecha 
con posterioridad a la sentencia recurrida, al apelar de la 
misma, es extemporánea a los fines del recurso extraordi- 
nario. 

3. El recurso de nulidad no está autorizado en el que prc- 
vec el articulo 14, ley 48. 

Caso : Resulta dd siguiente : 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aitrs. Diciembre 2 de 191 1- 

Autos y vistos: él recurso de hecho ¡*>r apelación denegad» 
interpuesto por clon Joaquín A. Ferrer, invocando el ait. 14 de 
la ley 48 y 6.0 de la ley 4055, contra sentencia de la cámara fede- 
ral <lc apelaciones del Paraná que, teniendo por resolución la 
vista de su fiscal, dejó sin efecto lo actuado por el juez letrado 
de Formosa que regulaba los honorarios del señor Ferrer como 
defensor de oficio, en un proceso. 

Y considerando : Qxxc en ese dictamen adoptado como reso- 
lución por el tribunal, se expresa lo siguiente: "Según los térmi- 
nos del auto de fojas 2 vta., los honorarios devengados por el 
defensor señor Ferrer, se declaran a cargo del fisco, sin que d 
interesado lo hubiera solicitado. El auto de referencia entaña un 
error que ese ministerio no puede consentir. Los honorarios alu- 
didos no son a cargo del fisco jx>r la senciH arazón de que los 
servicios prestados por el recurrente .no lo han sido en el carác- 
ter de funcionario público designado ad hoc, sino de simple de- 
fensor particular del reo aunque designado de oficio. Su inter- 
vención conferida a fs. 52 vta.. no ha sido como suplencia del 
funcionario impedido, sino en uso de la facultad que la ley de 
procedimientos acuerda a los jueces, para proveer, de oficio, de 
defensor a los procesados, los que ejercen sus funciones ad ho- 
norcm, y como una carga correlativa al ejercicio de la profesión 
a que se dedican, con título o sin él. cuando el defendido carece 
<ic recurso, o retribuido por éste, si, por el contrario, posee bie- 
nes con que coni|>cnsar el servicio prestado. Cco, pues, que V. E. 
debe declarar que no corresponde al fisco el pago de los honora- 
rios de que se trata, anulando el auto de referencia y reponiendo 
el incidente al estado de conferir vista al interesado de la esti- 
mación de fs. 1. 

Que la resolución apelada se funda asi en la aplicación de 
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"la facultad que la ley de procedimientos acuerda a los jueces 
para proveer de oficio, de defensor a los procesados", la que, por 
si sola .no basta para autorizar el recurso extraordinario previsto 
en el art. 14 de la ley 48 y 6.0 de la ley 4055- (Fallos, tomo 99, 
página 158). 

Oue tampoco puede autorizarlo la invocación de los arts. 18 
y otros de la Constitución, hecha con posterioridad a la senten- 
cia de la cámara federal, al apelar de la misma, según lo reitera- 
damente resuelto por esta corte, con arreglo a los propios tér- 
minos del art. 14 citado de la ley de jurisdicción y competencia. 
(Fallos, tomo 75, páginas 183 y 404; tomo 102. página 297; to- 
mo 107, página 252 y otros). 

Que lo dispuesto en el inciso i°. art. 3* de la ley 4055 >' lo 
resuelto i>or aplicación del mismo, en el fallo que se cita del tomo 
108. página 305, se refieren al caso en que la nación ha obrado 
como persona jurídica, lo que no sucede en el sub judke en que 
e! juzgado ha procedido -como poder púbHco, lo que exduye el 
recurso indicado, como ha sido resuelto por esta corte en la cau- 
sa que se registra en la página 314 del tomo 1 13 de sus falJos, y 
en la relativa a los honorarios del conjuez doctor Laurencena, 
resuelta el 4 de abril del corriente año. 

Que en cuanto al recurso de nulidad no está autorizado en 
el que prevee el art. 14 de la ley 48 (FaMos, tomo 102, pág. 43; 
ton» 108, página 59). 

Por ello y de conformidad con lo pedido por el señor pro- 
curador general, se declara bien denegado el recurso. Notif íque- 
se con el original y repuesto el papel, archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. P. Daract. — D. E. 
Palacios.— L. López Caranillas. 
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CAUSA CXIV 

Don I 'iccnte Loveira, contra don Eduardo T. Mullían, por inju- 
rias y calumnias, sobre competencia. 

Sumario: i - Procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 48. contra una resolución que rechaza la excepción de 
incompetencia de los tribunales locales desconociendo la ley 
que el recurrente pretende haber sido establecida jx>r la ley 
fundamental con exclusión absoluta de otras. 

2* Los artículos 4, 67 y 102 de la constitución nacional no ha:i 
impuesto al congreso el deber de proceder inmediatamente 
al establecimiento del juicio por jurados, al igual que el pri- 
mero no le impuse» términos iteren-torios para la retorna di 
la legislación en todos sus ramos. 

3" Kl congreso como legislatura Iota! ha estado habilitado pa- 
pa reglamentar la libertad.de imprenta y para someter su? 
abusos a la jurisdicción de los tribunales de fuero común 
qtíc existen en ella y que no pueden confundirse con los fe- 
derales, de competencia limitada y excepcional. 

4" G>rresi>onde a la justicia local el conocimiento de una de- 
manda por los delitos de injurias y calumnias cometidos por 
medio de la prensa. 

Caso: Resulta del siguiente: 
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Buenos Aires, Diciembre 7 de 1911. (0 

Vistos : 

Resulta de estos autos: Que don Vicente Loveira acusó al 
director de La Argentina, don Kduardo T. Mulhall, por injurias 



O) En li mUn* techa »e d'ct6 ignal rsnoluciAn ei los tuicioy segmdos ñor j *on 

* Míitán Sana fllftria y don EzequieF Ramos Mejia contra «ton Eduardo 1 Mulhall. 

por mjurias y calumnia»; pregando en el fallo recado en este sc|undo Juicio el 
■igia*e ue considerando: 
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y calumnias ante el juez del crimen de esta capital; que el acu- 
nado opuso la excepción de falta de jurisdicción, sosteniendo que, 
con arreglo á lo dispuesto en los artículos 24, 32, 67 inciso il f y' 
102 de la constitución nacional, sólo podía .-*.r acusado ante eJ 
jurado; que rechazada esa excepción, concediósele para ante esta 
corte suprema el recurso extraordinario previsto en el articulo 
22, inciso 2. 8 , número 3 del código de procedimientos en lo cri- 
minal; que el señor procurador general, solicita se declare mal 
concedido dicho recurso. 

Y considerando : 

l.f Que en el pleito se ha discutido la inteligencia de las dis- 
posiciones constitucionales mencionadas, y resuelto el punto de 
que se trata en sentido contrario a la defensa; por el auto de fo- 
jas 92, confirmatorio del de fs. 70, es de conceptuarse bien acor- 
dada la apelación, como quiera que dicho auto tiene fuerza de 
definitivo en cuanto a la jurisdicción y desconoce la que el recu- 
rrente pretende haber sido establecida por la ley fundamental, 
con exclusión absoluta de otras. 

2. Que en lo que bate al fondo, los artículos 24, 67 y 102 de 
la constitución no han impuesto al congreso el deber de proceder 
inmediatamente al establecimiento del juicio por jurados, al igual 
que el primero no le impuso términos perentorios para la refor- 
ma de la legislación en todos. 

3." Que, por otra parte, el honorable congreso en su carácter 
de legislatura nacional no podia legislar sobre la prensa. (Fallos, 
tomo 114, pág T 60, consideando 4. a ), según lo reconoce el mismo 
recurrente a! decir: "Así, pues, la voluntad expresa de los cons- 
tituyentes de 1860, fué: i¿? la de que las provincias dictasen las 
leyes reglamentando y reprimiendo los abusos de imprenta, no 
pudiendo hacerlo en modo alguno la nación. 



•2o. Que, por otra parte, el Honorable Condeso en tu carácter de Ug Wjturt 
Nacional; n¿ oodia legislar aobre la piensa, ««lamentando el ««echo de pilcar 
idraa y reprimiendo aburos posibles en el uso de a {^^mJ^Xl^á 
hecha A la Constitución Nacional sobre la en iMO, quiso dejar cu facultad á 

latiuberanias locales. (Fallos tomo 114 pag. CO, Considerando 4o.) » 
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4/ Que d mismo honorable congreso, como legislatura lo- 
cal de !a capital, y en ejercicio de facultades análogas a las que 
tienen las legislaturas provinciales en la organización de sus tri- 
bunales respectivos, ha estado habilitado para reglamentar la li- 
bertad de imprenta y para someter sus abusos a la jurisdicción 
de los tribunales de fuero común que existen en ella y que no 
pueden confundirse con los federales, de competencia limitada 
y excepcional ; todo ello a mérito de motivos ampliamente con- 
signados en sentencias anteriores de ciVta corte, qué es innecesa- 
rio reproducir (articulo 67, incisos 14 y 27 y articulo 100. cons- 
titución nacional ; Fallos, tomo 30, pág. 112 ; tomo 113. pág. 263 ; 
tonto 114, pág. 60, considerando 5." y otros). 

5. Que en este orden de ideas, de los propios términos del 
artículo 102 de la constitución se desprende que la creación del 
jurado no es obligatoria en la capital, pues aquél se limita a es- 
tablecer: "Todos los juicios criminales ordinarios que no se <le- 
riven del derecho de acusación concedido á la cámara de diputa- 
dos, se terminarán por jurados, luego que se establezca en la re- 
pública esta institución. La actuación de estos juicios se hará en 
la misma provincia donde se hubiera cometido el delito". 

6.° Qu'- en la hipótesis de que el artículo 24 preindicado tu- 
viera e! alcance de liacer obligatorio el establecimiento del jui- 
cio por jurados para toda clase de delitos, ya de jurisdicción fe- 
deral, ya de la provincia o local, sería de tenerse en cuente lo ex- 
puesto en el considerando 2* y los antecedentes de que la ley nú- 
mero 483 sólo se refiere a los primeros aceptando implícitamen- 
te las organizaciones judiciales existentes en lo relativo a jukios 
criminales, y de que otras leyes posteriores han hecho lo mismo 
de manera explícita ( leyes números 1893 y 2372). 

Por ello y fundamentos concordantes de !a sentencia recu- 
rrida, oído el señor procurador general, se la confirma en la par- 
te que ha podido ser materia de la ablación. Notifíquese con el 
original y devuélvanse, debiendo el papel reponerse ante d in- 
ferior. 

M. P. Daract. — D. E. Palacio.— 
Lucas López Caramillas. 
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CAUSA CXV 



lían tfi/arío R. Montini con el fisco nacional, sobre defrauda- 
ción a la renta de aduana 

Sumario: T Desconocido el derecho que se ha pretendido fun- 
dar en disposiciones de las ordenanzas de aduana, procede 
el recurso extraordinario del artículo 14, ley 48. 
2* Tratándose de mercaderías nacionalizadas la omisión en la 
especificación de las mismas y la falsa declaración afl mani- 
festar artículos como de un ramo, perteneciendo en reali- 
dad a otro, se hallan penadas con el pago de dobles dere- 
chos. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

PiruJ. Noritabre 9 de IflOS. 

• 

Vistos: Considerando: I* que el día 21 de noviembre ód 
afío ppdo., el jefe del resguardo se dirige al señor administrador 
de rentas nacionales de esta capital, denunciando d hecho que 
según la guía adjunta y corriente a fs. 4, se habían embarcado 
en Buenos Aires, en el vapor nacional "Uruguay", con destino 
a este puerto, 8 cajones de artículos de ferretería, 18 revólver» 
ordinarios imitación, 2.000 tiros revolvere y 5.000 cartuchos, ki- 
los 1 193. 

2" Que de la verificación ordenada y efectuada en presen- 
cia del resguardo, del vista y del consignatario señor Hilario R. 
Montini, se ha comprobado existir en los cajones antes mencio- 
nados artículos que no pertenecen al ramo de ferretería y que 
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además no han sido eHps manifestados en la guía como así lo 
mandan las ordenanzas dé aduana, constatándole de una nume- 
ra más verosímil esta afirmación con la declaración prestada i*>r 
el agente del vapor " Uruguay" corriente de fs. 17 a 18, quien 
manifestó, que si efectivamente ba resultado de la vcrüicación 
practicada, algunos artículos que no son de ferretería, no sabe 
porqilé los agentes señores Tol>al y Cía., lian omitido los deta- 
lies, especificando esj>ecic. calidad, cantidad y valor de las mer- 
caderías contenida.-» en cada bulto. 

3" Que está debidamente comprolwda. no sólo la omisión 
en la especificación qué debía estrictamente observarse, porque 
así lo mandan nuestras leyes de aduana, sino también que ha 
sido una falsa declaración al manifestar como artículos do leue< 
teria. mercaderías que no pertenecen a ese ramo. 

4 o Que nuestras ordenanzas de aduana son muy claras y 
terminantes, que no dejan dudas de ningún género, y para su fiel 
cumplimiento, contienen ellas disposiciones que deben observarse 
para evitar asi, franquicias incalificables, como el único medio 
más eficaz de controlar la percepción de la renta, constituyendo 
el hecho que nos ocupa, una violación a las ordenanzas citadas, 
porque de la verificación practicada para su esclarecimiento, re- 
sulta a toda; luces, que se ha pretendido introducir clandestina- 
mente, mercaderías que pasando por desapercibidas hubieran 
perjudicado notablemente la renta pública, faltándose notoria- 
mente a lo que determina el art. 656 de las ordenanzas de adua- 
na, haciéndose acreedores a las penas impuestas por la misma 

5' Que las operaciones practicadas en infracción a las orde- 
nanzas, se consideran como fraudulentas, y el jefe de ellas, al 
tener conocimiento de alguna contravención, debia, para el es- 
clarecimiento del hecho, ordenar la formación de un sumario 
(arts. 1037 y 1044, ordenanzas de aduana). 

6* Que el señor administrador en su irrefutable resolución 
de fs. 18 a 20 vt % en que aplica la pena de comiso de acuerdo 
con los arts. 1025, 1026 y 1037, nos i>one de manifiesto que era 
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sumamente imposible pasar desapercibido un error tan evidente, 
al no hacer la manifestación de las mercaderías en cuestión. 

7* Que en casos análogos, la jurisprudencia establéenla en 
los numerosos fallos del ministerio, y en el ¿¡gesto de hacienda, 
interpretando los artículos antes citados, se registran fallos de 
1? suprema corte nacional, donde se confirman resoluciones co- 
mo al apelada. 

Por estos fundamentos, y encontrando legalmente fundada 
la resolución recurrida, con lo pedido por el señor procurador 
fiscal, se confirma aquélla en «todas sus partes, con costas. 

Luis M. E chagüe. 



SENTKNCI A DE LA CA M ARA FEDERAL 

Paraná, Julio 4 de 1910. 

Vistos y considerando : Que no estando en las facultades de 
los empleados de aduana el apartarse de los requisitos de forma 
que para el despacho aduanero tienen establecido las ordenanzas 
la omisión del ordenado por el inciso 5\ art. 656 de las mismas, 
en la guia de la referencia, no escusa «i libera al particular inte- 
resado, de las sanciones penales a que aquella omisión haya po- 
dido dar lugar. 

Que correspondía a la aduana del Paraná el conocer y deci- 
dir de toda diferencia que se produjera en la descarga de que se 
trata, aplicando en su verificación especialmente las disposicio- 
nes pertinentes contenidas en la sección segunda, capítulo se- 
gundo,, parágrafo 2 de las ordenanzas. 

Que tratándose de mercaderías nacionalizadas, las diferen- 
cias constatadas en el acto de la verificación, están todas días 
comprendidas en los excesos definidos por el art 479 de las or- 
denanzas, penados con la sanción de dobles derechos, estatuida 
por el artículo 483 de las mismas. 

•Por estos fundamentos y de acuerdo con lo pedido por el 



98 



PAL. LOS DE LA CORTE SUPREMA 



señor procurador fiscal de cámara, y demás concordantes conte- 
nidos en la sentencia apelada de fs. 41* se la confirma, salvo en 
la parte en que aplica la pena de comiso, la que se declara ser de 
dobles derechos, con costas. Hágase saber y devuélvanse. 

Fortunato Calderón. — R. Flores Vera. — 
José Marcó. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Diciembre 12 de 1911. 

Autos y vistos: el recurso de hecho por apelación denegada 
interpuesto por el representante de don Hilario Montini, contra 
sentencia pronunciada por la cámara federal de apelaciones tkrl 
Paraná, en los autos seguidos contra aquél por el fisco, sobre de- 
fraudación de aduana. 

Y considerando : Que desconocido el derecho que el apelan- 
te lia pretendido fundar en los artículos 654, 655, 656 y 668 de 
las ordenanzas de aduana, invocados en el escrito de fojas 49» 
procede para ante esta corte el recurso previsto en el ínc. 3.0, ar- 
ticulo 14 de la ley núm. 48, lo que asi se declara. 

Y considerando en cuanto al fondo, por 9er innecesaria ma- 
yor substanciación en vista de lo extensamente alegado en el es. 
crito citado de fs. 49, (1) debe observarse que las disposiciones 
indicadas por el recurrente, se refieren a las operaciones de ex- 
portación de cabotaje consignadas en la sección segunda, capí- 
tulo IV de la ordenanzas citadas. 

Que ellas carecen de aplicación al caso, por tratarse de una 
de taíT operaciones de importación ele que se ocupa el capitulo II 
de la sección segunda «le Jas mismas ordenanzas. 

Que en ese mismo sentido ha sido resuelto el casor por la 



1» Artículos 6M. 6». 656, fifW y «8 de Us Ordeiunzss. 
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cámara federal de apelaciones en su sentencia de fs. 63. aplican- 
do los arts. 479 v 483 de «» s ordenanzas. 

Por ello, se confirma la sentencia apelada. Notifiquese con 
el original y devuélvanse, responiéndose los sellos ante el infe- 
rior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract — 
D. E. Palacio. — L. Lovez 
Cabanillas. 



CAUSA CXVI 

Doña Gregorio Piulo y doña Margarita Onrubia de Pinto, ton- 
tra la universidad nacional de La Plata, sobre reivindicación 

Sumario : 1° Procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 48, contra una resolución que pone fin al pleito en la 
forma entablada, interpretando en sentido contrario al sos- 
tenido por el recurrente, cláusulas del conven» celebrado 
por el ministerio de justicia e instrucción pública y el poder 
ejecutivo de la provincia de Buenos Aires, aprobado por la 
ley 4699, relativa a la cesión de la universidad de La Plata. 
2' La universidad nacional de La Plata según el artículo 4 del 
referido convenio, es simple administradora de los bienes 
que por éste se destinan a su sostenimiento, y su fondo pro- 
pio está constituido, únicamente, por los derechos universi- 
tarios, pensiones y otros emolumentos. En su consecuencia, 
es admisible la excepción perentoria autorizada por el art. 
2872 del código civil opuesta en una demanda de reivindica- 
ción de una inmueble dirigida contra dicha universidad. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 
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SENTENCIA . DEL JUEZ FEDERAL 

La PUta, Diciembre U de 1909. 

istos en la cansa promovida por doña Grcgoria Pinto y con- 
tinuada a titulo de cesionaria por doña Margarita Onrubia de 
Pinto, contra la universidad nacional de La Plata, sobre reivin- 
dicación de una linca, resulta: 

Don Alvaro Pinto en representación de la primera señora 
nombrada, interpone formal demanda contra la universidad re- 
ferida por reivindicación de una casa ubicada en esta ciudad, ca- 
lle 45 núm. 387. Dice que fundada la universidad de la provincia 
por c! ex gobernador doctor L'daondo. su representada tuvo la 
idea de donar la linca expresada, a cuyo efecto dirigió en 1900, 
una carta al entonces rector, doctor Dardo Kocba, ofreciéndola 
con el fin de que sí estableciera una escuela y acompañando a 
dicha carta los títulos de propiedad — que más tarde su mandan- 
te dirigió una comunicación al doctor Rocha, pidiéndole le de- 
volviera esos títulos. i*>rquc había desistido de la idea de hacer 
efectiva la donación. Que e! mismo día o pocos después de reci- 
bir la carta, convocó dicho rector al consejo superior universita- 
rio, el que resolvió aceptar la donación. Que sabido esto solicitó 
del doctor -Rocha los títulos, contestándole aquél, primero qut 
no los había recibido, y después, que si los había recibido, ha- 
brían quedado entre los papeles que pasaron a la actual univer- 
sidad, según el contrato de nacionalización celebrado por el go- 
bierno de la provir : a y el de la nación; pero que podía recla- 
marlos del primero j. irque la cesión efectuada era inconstitucio- 
nal, a lo cual contestó que no era su objeto promover cuestione?, 
constitucionales sino el de obtener los títulos de la linca de cuya 
pmmesa de donación había desistido su propietaria. Que en la 
imposibilidad de recuperarlos obtuvo un segundo testimonio, or- 
denado por el señor juez doctor Gamboa, el que fué inscripto en 
el registro de propiedad. por no estarlo el primero, el cual acom- 
paña com< > lo dispone el art. 10 de la ley de procedimientos. Dice 
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que funda la demanda en que no ha recibido donación, que la 
idea de hacerla no se formalizó ni siquiera como promesa por- 
que no se redujo a escritura pública el ofrecimiento y por con- 
siguiente la aceptación, art. 1810, inc. i u cód. civil. Que cuando 
c. gobierno nacional se hizo cargo de la universidad, en el inven- 
tario de los bienes de ésta, figura la citada finca. Que el P. E. 
de la provincia no pudo trasmitirle jx>r cualquier titulo, puesto 
que no era propietario; que lo ha hecho de mala fe porque antes 
del traspaso de la universidad al gobierno nacional, ya se cono- 
cía que su representada había desistido por actos directos y ex- 
presos, de la idea de hacer la donación. Funda la acción en ío.s 
atits. 2758, 2772, 2777, 277$ y 2779 del cód. civil. Concluye pi- 
diendo se condene a la universidad a la entrega de la casa men- 
cionada dentro de diez días con los frutos que percibía o dejare 
de percibir desde el dia de la demanda, art. 2433 c °d. civil, con 
más las costas y gastos en caso de oposición, y por fin, que se 
notifique la demanda al presidente de la universidad, doctor Joa- 
quín V. González. 

Habiéndose declarado la competencia del juzgada, se confi- 
rió traslado de la demanda a fs. 6. 

A fs. 20 don Pastor K. Carranza en representación del pre- 
sidente de la universidad, propone como artículo previo la ex- 
cepción establecida en e! art. 2782 de! cód. civil, pues la universi- 
dad demandada, dice, no es dueña de la casa que se reivindica, 
y solo la posee a nombre de la nación, cuyos jx>dcres públicos re- 
siden en la capital de la misma. Después de extensas considera- 
ciones pide se declare que la actora debe dirigir su acción de rei- 
vindicación contra quien corresponda, con costas. 

Por auto corriente a fs. 38. el juzgado hizo lugar a la arti- 
culación deducida; Habiendo apelado la actora, la cxma. cáma- 
ra revocó dicho auto, fs. 51 y 52, disponiendo que la parte de- 
mandada debe evacuar el traslado de la demanda, por cuanto la 
excepción opuesta no podía resolverse en calidad de dilatroia. 

Con anterioridad, y mientras se tramitaba el recurso ante 
el superior, don Alvaro Pinto en nombre y representación de 
su esposa, doña Margarita Onrubia, expone, fs. 50, que viene a 
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seguir interviniendo en este juicio cu virtud de ser aquélla do 
nataria de !a demandante la finca que se reivindica, habiéndole 
cedido también todas sus acciones y derechos sobre el referido 
inmueble. "Acompaño, dice, el testimonio de escritura de dona- 
ción en que consta también la aceptación de mi señora seposa. 
Sírvase V. E. tenerlo presente y hacerlo saber a la parte deman- 
dada. I)e fs. 47 a 49 corren la escritura de referencia y unas fo- 
tografías que también acompaña. A ese escrito, se proveyó man- 
dando tenérsele parte en mérito de la escritura de cesión aludida 
y mandando cesar la representación de la actora doña Oegoria 
Pinto, fs. 51. En el mismo día (diciembre 5 1907) fueron notifi- 
cadas las ¡Kiries. 

En virtud del decreto aludido por el cual resolvió la cámara 
que debía evacuarse el traslado de la demanda, el demandado la 
contesta a fs. 72 y siguientes. Pide se rechace con costas y se ad- 
mita en su caso la reconvención que deduce. En cuanto a lo pri- 
mero, opone perentoriamente la excepción fundada en lo dis- 
puesto por d art. 2782 del cód. civil y que fué rechazada como 
dilatoria. Dice que la finca fué donada junto con otros bienes 
por la provincia a la nación. Que ninguna ley o acta de la nación 
ha desprendido a esta del dominio de los bienes inmuebles com- 
prendidos en las leyes y contratos citados en su escrito cuando 
opuso la excepción como dilatoria, y que la universidad es sim- 
ple tenedora de esos bienes con capacidad limitada por la misma 
ley de su institución. Que cuando se alegue sobre antecedentes 
que induzcan la creencia de que la universidad posee a nombre 
propio, natía significa desde que se trata de actos de representan- 
tes de la persona jurídica que sólo obligan a ésta en cuanto no 
exceden los límites de su ministerio, art. 36 cód. civil. Que la 
nación no podra ser privada de un bien de su propiedad en «na 
demanda contra la universidad. 

Dice <|ue para el caso de que no fuese admitida su defensa 
principal, opone que la demanda ha expuesto falsamente los he- 
chos y hace referencias «tendiente a demostrar esa falsedad. 

Én cuanto a la reconvención, después de varias considera- 
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ctones tendientes a demostrar que doña Margarita Onrubia de 
Pintos carece de acción reivindicatoría, y que si no es así, se ha- 
l!a obligada como su antecesora a extender la escritura de dona- 
ción, reconviene a dicha doña Margarita para que sea condenada 
a otorgar a favor de la universidad de U Plata, la escritura de 
clonación a que quedó obligada su donante y cedentc doña Gre- 
goria Pinto. • 

Repite la salvedad que toda esta defensa y reconvención es- 
tán subordinadas al caso de que se declara que es la universidad 
de La Plata y no la nación la persona jurídica que ha debido 
ser demandada en este juicio de reivindicación. 

Contestada la reconvención fs. 76, la causa se abrió a prueba 
h. 80 vta. produciéndose por las partes de la que instruye el cer- 
tificado de! actuario corriente a fs. 178. Después de haber alega- 
do las partes, se llamó autos para sentencia, fs. 197. 

•Considerando: Primero: Los antecedentes expuestas infor- 
man que la primera cuestión a resolver en este fallo, es la relati- 
va a lá excepción fundada en el art. 2782 del código civil, pues, 
si la demanda de reivindicación debiera dirigirse contra el go- 
bierno de la nación y no contra la universidad de La Plata, d 
juzgado no podría tomar en consideración la reivindicación di- 
si misma, ni por consiguiente la reconvención interpuesta subsi- 
diariamente por iá parte demandada. 

El articulo citado, establece: "La reivindicación puede diri- 
girse contra el que posee a nombre de otro. Este no está obligado 
a responder a la acción, si declara el nombre y la residencia de 
la persona a cuyo nombre la tiene. Desde que asi lo haga, la ac- 
ción debe dirigirse contra el verdadero poseedor de la casa". 

En este caso, el representante de la universidad, afirma que 
el verdadero poseedor de Ja finca que se reclama, es el gobierne, 
de la nación, siendo su residencia la capital federal, que la tiene 
a nombre de aquel y que con arreglo al precepto legal, es contra 
el mismo gobierno que debe dirigirse la acción reivindicatoría. 

¿Se ha justificad esa defensa perentoriamente opuesta? 
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La afirmación se impone estáñelo a los recaudos presentados 
(certificados de fs. u a 18 y de fs. 107). 

Segundo: Con efecto, la actual universidad de La Plata, de- 
be su existencia a un convenio que celel>raron el poder ejecutivo 
de la nación y el de la provincia de Buenos Aires, en 12 de agos- 
to de 1905 y que fué aprobado \x>r el congreso nacional y por la 
legislatura de la provincia en 25 y 29 de septiembre del mismo 
año, respectivamente. Ijos artículos de ese convenio, forman la 
carta orgánica de la universidad, y tanto los estatutos como las 
ordenanzas que se dicten deben ajustarse a las reglas en ellos es- 
tablecidas. Así lo preceptúa el articulo tercero. Por tanto so:i 
esas bases estipuladas y convertidas en ley. la fuente que es for- 
zoso consultar con ocasión de cualquiera duda en casos como ei 
ocurrente. Creación sui gineris de una ley especial prima sobre 
las leyes generales, y en cuanto ella estatuya, las demás carecen 
de aplicación. Analizar si ese instituto se amolda o no a lo legis- 
lado en el código civil sobre las personas jurídicas es esfuerzo in- 
conducente, pues aún dado que resultaran diferencias, la autori- 
dad legislativa había podido establecerlas, siempre que no repug- 
naren a la carta fundamental, punto que no ha sido sometido a 
decisión. Los elementos de interpretación de toda ley. deben bus- 
carse dentro de la misma acudiendo a otras solo delante del va- 
cio que aquella hubiera dejado. Para suplir ese vacío podría in- 
terrogarse a las leyes comunes, pero no a objeto de que prevalez- 
can si la ley especial hubiere hablado. 

Tercero : De acuerdo a lo expuesto, veamos lo que dice el 
convenio elevado a la categoría de ley. El preámlwlo expresa que 
tiene |>or fin constituir una universidad nacional en La Plata. 

Por el art. r el gobierno de la provincia de Buenos Aires 
cede al de la nación, además de otros bienes, (musco, biblioteca, 
etc.), la actual universidad de La Plata con todos los bienes que 
constituyen su patrimonio y dotación, y son los siguientes: "Una 
casa calle 45 enre 2 y 3. de acuerdo con las condiciones estableci- 
das por el donante, etc., etc. 

Por el art. 2° el gobierno de la nación tomará a su cargo la 
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fundación de la ciudad de la ciudad de La Píate de un instituto 
universitario sobre las bases de las cesiones del articulo anterior 
y sin que se afecte las facultades cjitc la constitución nacional 
concede al congreso sobre planes de instrucción, mantendrá los 
establecimientos referidos en condiciones de creciente utilidad 
para la ciencia universal y la cultura pública, proveyendo todos 
los fondos necesarios para el total desenvolvimiento del plan. 

Por el art. 3" el instituto que debe crearse se hallara bajo la 
dependencia del ministerio de justicia c instrucción pública y se 
denominará universidad nacional de I«a Plata; agregando lo ya 
transcripto, o sea que tanto (os estatutos como los reglamentos y 
ordenanzas que se dicten se ajustarán a las reglas de los artícu- 
los siguientes que se considerarán como su carta orgánica. 

Según el art. 4" la universidad nacional de I*a Plata, como 
j>ersona jurídica, podrá adquirir bienes y administrar los que 
por este convenio se le adjudican, pero no podrá enajenarlos ni 
adquirir otros nuevos a título oneroso sin especial consentimien- 
to del P. E. de la nación. 

Según el art. 5" podrá establecer y cobrar derecbos universi- 
tarios, pensiones y otros emolumentos Cuyo producto se destina- 
rá a constituir un fondo propio, el cual agregado a renta que le 
dan sus bienes y productos agricolos, etc., se destinará al sosteiü- 
iriento de los institutos, facultades, etc., que constituyen la uni- 
versidad. 

KI presidente de la universidad es el representante de la cor- 
poración en todos sus actos civiles, administratiovs y académicos, 
etc., (art. 0?). 

Los demás artículos se refieren a otros puntos que no rozan 
la cuestión sub judice. 

Cuarto : Ahora bien, de las cláusulas 4a y 5a transcriptas, re- 
sulta claramente que la ley ha facultado a la universidad para 
adquirir bienes y le lia adjudicado además, los que en el convenio 
se mencionan. Le ha dado la administración de ellos y le ha pio- 
hibido a la vez enajenarlos asi como adquirir otros nuevos a titu- 
lo oneroso, sin especial consentimiento del poder ejecutivo. l¿n 
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otros términos, — le ha atribuido el carácter de persona jurídica 
al solo efecto de adquirir y administrar bienes ; pero le ha nega- 
do capacidad para disponer del dominio de dios, reservándolo 
ipso fado para la nación. Aún las adquisiciones que no fuesen a 
título gratuito, debe hacerlas con consentimiento del poder eje. 
ortivo nacional. 

Tal es lo legislado en cnanto a la economía de la institución 
de que se trata. Se consideró tal vez mejor asegurada su estabili- 
dad en esa forma. 1.a universidad recibía y adquiriría bienes solo 
para administrarlos y emplear los frutos y rentas en el sosteni- 
miento de la misma institución. . 

Agüir sobre el sentido de tal o cual palabra, aisladamente, 
cuando como en este caso, el conjunto manifiesta de una manera 
tan clara la voluntad del legislador, importaría d olvido de !■©• 
ciones qtie son elementales en materia de interpretación. Más, ni 
aún podría oponerse actos de la dirección de la universidad, sien» 
pre que fueran incompatibles con la ley a que debe su constitu- 
ción. 

Quinto : Dados los antecedentes que quedan expuestos, de 
ninguna manera sería lícito a la universidad comprometer en un 
pleito el dominio deJ inmueble que se le reclama, salvo que reci- 
biere mandato especial para ello. Siendo la posesión que tiene de 
él, precaria a todas luces, ellas se ha colocado dentro del articu- 
lo dos mil setecientos ochenta y dos del código civil expresando 
con verdad, que lo posee a nombre del estado, no animo domtni, 
y la acción entonces debe dirigirse contra el mismo. El juzgado 
no puede conocer de esa acción ni por consiguiente de la recon- 
vención subsidiaria. 

Por estos fundamentas y muy especialmente por lo que res- 
pecta del inmueble cuestionado estatuye el artículo 4 del conve- 
nio de 12 de agosto de 1905 convertido en ley, definitivamente 
juzgando fallo no haciendo lugar a la demanda de reivindicación 
entablada en estos autos contra la universidad nacional de La 
Plata, sin especial condenación en costas por no existir mérito 
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para ello. Notifiques* en el original y repóngase el sellado. Sobre 
raspado — trasmitirle — coq>orac¡ón— vale. 

Emilio Villafañc. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

La PUta, Diciembre 13 de 19*0 

Vistos: En cuanto al recurso de nulidad. 

Y considerando : i° Que no se han violado ninguna de ¡as 
disposiciones sustanciales del procedimiento en la tramitación de 
la causa, ni en la forma ó solemnidades que prescribe la ley pa- 
ra el pronunciamiento de la sentencia recurrida. El código de pro- 
cedimientos de la capital, no es aplicable en este caso, porque los 
jueces federales se rigen por la ley de procedimientos iftúin. ¿>o, 
cuyas solemnidades se han cumplido, en la forma de fallar. 

La ley núm. 48 art. 374 en que se funda el recurso de nuli- 
dad, no es aplicable al caso porque ella trata de la jurisdicción y 
competencia de los tribunales federales y nada estatuye sobre las 
formalidades de ¡as sentencias ni tiene el art. 374 que se cita. 

Por esto se üeclara improcedente el recurso de nulidad. 

2" Que en cuanto al recurso de apelación, dcl>e tenerse pre- 
sente que según la d<xmmentación presentada en autos, el con- 
trato ád referendum corriente de fs. 11 a 18, aprobado posterior- 
mente por el congreso y la legislatura de Buenos Aires, constitu- 
ye la carta orgánica de la universidad de La Plata. 

3° Que se ha opuesto por el demandado como excepción j*e- 
rentoria la que autoriza el art. 2782, del código civil, diciendo 
que la universidad demandada no posee el inmueble que se trata 
de reivindicar sino como usufructuaria, careciendo por sus esta- 
tutos de facultades para ejercitar actos le propietaria, los cuales 
coresponden al P. E. nacional contra quien debe dirigirse la ac- 
ción. 

4 n Que en efecto, en, el contrato referido, no se confiere ai 
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presidente ni a ninguno de los empleados de la univerisdad, fa- 
cultad j>ara representarla en juicio, y expresamente se limitan 
sus atribuciones, estableciéndose que el instituto que debe crear- 
se se hallará bajo la dependencia del ministerio de justicia é ins- 
trucción pública y se denominará "Universidad nacional de La 
Plata", art. 3°, y como persona jurídica, podrá adquirir bienes y 
administrar los que por este convenio se le adjudican, pero 110 
podrá enajenarlos ni adquirir otros nuevos a título oneroso sin 
especial consentimiento del P. E. de la nación, art. 4 . 

5 o Que esto demuestra que es efectivo que en el convenio re- 
ferido sólo se concede a las autoridades de la universidad las fa- 
cultades de administrar, reservándose el P. E. nacional, las más 
elevadas de disponer, no siendo entonces, en lo relativo a los bie- 
nes una entidad autónoma. 

(f Que las personas jurídicas adquieren derechos y contraen 
obligaciones por el ministerio de los representantes que sus leyes 
o a estatutos les hubiesen constituido, pero para que los actos de 
los representantes, sean legalmente de la persona jurídica que re- 
presentan, es necesario que obren sin exceso en los limites dej 
mandato, no produciendo efecto, en caso contrario, sino respecto 
de los mandatarios, art. 36, código civil y Fallos de la suprema 
corte nacional, tomo 66, pág. 303. 

7 Que por la documentación agregada en esta infancia se 
ha comprobado que el P. E. de la nación, ejercita en toda su ex- 
tensión las facultades que se ha reservado respecto de los bienes 
adjudica<los a la universidad demandada, y entonces aparece fun- 
dada la excepción opuesta por ésta en virtud a lo dispuesto en el 
art. 2782 del código civil, denunciando quien es el que tiene la re- 
presentación de los derechos del propietario, contra quien debe 
* dirigirse la acción reivindicatoría. 

8" Qttc no se explica satisfactoriamente el empeñó del actor, 
para dirigir su acción contra el presidente de la universidad que 
categóricamente declara que carece de faciritades para intervenir 
en el pleito, .denunciando quién es el verdadero representante le- 
gal, autorizado para discutir la propiedad del inmueble en cues- 
tión. 
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Lo natural habría sklo que con la declaración del presidente 
de la universidad, hubiera dirigido su acción contra el P. E. na- 
cional, quien habria resucito como se haría la defensa, nombran- 
do ó autorizando al funcionario que debería hacerla, o recono- 
ciendo derechamente su derecho, si lo encontrara fundado. 

La cámara de apelaciones de la capital en un caso análogo, 
Fallos, tomo 84, pág 392, dice: "La manifestación del demanda- 
do pedrá ser o no sincera, pero en el supuesto que no !o fuera, 
nada ha perdido el actor con dirigir su acción contra la persona 
dc.iunciada, como Jo preceptúa el artículo 2782, puesto que si re- 
sultaba falso lo aseverado, de hecho quedaba resuelta la cuestión, 
v sin más trámites se le habría mandado dar la posesión, mien- 
traf que si lo manifestado por E. fuera cierto, resultaría que el 
verdadero poseedor va a ser desposeído sin haber sido oído en 
juicio, lo que es contrario a la* nociones más rudimentarias del 
procedimiento." 

9 o Que todos los actos que cita el actor, pretendiendo probar 
la posesión de la universidad, no negada, ni puesta en duda, eMo 
demuestran su tenencia como usufructuaria, lo cual es perfecta- 
mente compatible con la naturaleza de su institución, que reco- 
noce en el P. E. nacional las facultades de adquirir y enajenar, 
dejando a la presidencia de «quella, las de simple administración 
a los efectos de percibir la renta. 

Si la universidad de La Plata es la verdadera poseedora del 
inmueble que se trata de reivindicar, no resulta que sea su presi- 
dente el habilitado para sustentar el pleito, sino el P. E. nacional 
quien por su carta orgánica tiene la responsabilidad de todo lo 
que se refiere a la adquisición y enajenación de sus bienes, en 
cuyos actos entra la representación en juicio. 

Por estas consideraciones y los fundamentos concordantes 
de la sentencia apelada, se confirma, con las costas de esta ins- 
tancia al actor. 

Leónidas Zapallo. — R. Guido Lavalle. 
— Isaac Godoy. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Alre» 4 Diciembre 12 de 1911 

Vistos los del recurso <lc hecho deducido por doña Marga- 
rita Onrúbia de Pinto contra sentencia (le la cámara federal de 
La Plata en la cansa seguida con la universidad nacional, por rei- 
vindicación, y considerando: 

Que en el juicio se ha discutido la inteligencia de algunas de 
las cláusulas del convenio celebrado por el ministerio de justicia 
e instrticcjón pública de la nación y el poder ejecutivo de la pro- 
vincia de Buenos Aires, en doce de agosto de mil novecientos cin- 
co, que aprobó $n todas sus partes la ley 4099, relativa a la cesión 
de la universidad de La Plata. 

Que la sentencia de fs. 300 confirmatoria de la de fs. 201, 
interpretando dichas cláusulas en sentido contrario al sostenido 
por el actor, ha puesto fin al pleito en la forma entablada, pues- 
to que se rechaza la demanda contra !a universidad de I«a Plata 
por estimarse que ella procede sólo contra la nación ; y en tales 
condiciones, el recurso extraordinario ha sido mal denegado^ ar- 
ticulo 14. inciso 3, ley 48: Fallos tomo 103, pág. 228). 

Que de acuerdo con los propósitos de ese recurso y los pre- 
cedentes establecidos en casos análogos, no habría, sin emlxirgo. 
en el caso snb judie? objeto práctico en tramitarlo, como quiera 
que la cuestión que podría calificarse de federal, no presenta du- 
das fundadas y ha sido ampliamente debatida en las instancias 
anteriores. 

Que en efecto, el articulo 4" del referido convenio (fs. 11) 
inequívocamente ha conferido a la universidad nacional de La 
Plata el carácter de simple administradora de los bienes que por 
aquel se destinan a su sostenimiento entre los cuales figura el rei- 
vindicado. 

Que el concepto adjudican de que se hace mérito por el actor 
(fs. 35 vta.), sosteniendo que él importa trasmisión de dominio, 
se halla limitado en su alcance por los otros del artículo 4 y por 
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el siguiente (art. 5). que ^> considera fondo propio de la uni- 
versidad los derechos universitarios, pensiones y otros emolu- 
mentos. . 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
recurrida, oído el señor procurador general, se la confirma en la 
parte que ha podido ser materia de apelación. Notifiquese con 
el original y devuélvanse, debiendo el papel reponerse ante el in- 
ferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Sola». — D. P. Daract. — D. E. 
Palacio.— L. López Cabanillas. 



CAUSA CXVII 



Doña Rosa Meló de Cañé, su testamentaria; sobre inconstitucio- 
nalidad de impuesto a las sucesiones en la provincia de Bue- 
nos Aires. 

Sumario : V Aun cuando en la sentencia recurrida no se haya 
hecho pronunciamiento categórico en el sentido de que una 
ley provincial sea compatible con la constitución nacional, 
procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 48, si en el 
juicio se adujeron oportunamente razones fundadas en la 
última para sostener la inaplicabilidad de la primera y d 
mismo tribunal a quo interpreta su propia resolución, juz- 
gándola favorable a la ley provincial, al conceder el recurso 

para ante la corte suprema. -i 
2 La clasificación en tres categorías de contribuyentes estable- 
cida en el inciso 3 del art. 62 de la ley de educación común 
de la provincia de Buenos Aires, de 26 de septiembre de 
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1875, no es contraria a la igualdad de los impuestos reque- 
rida ppr el art. 16 de la constitución nacional. 

3. " El articulo 2* de la ley fundamenta! no impide que la 
iglesia pueda ser sometida al pago de las contribuciones co- 
munes sobre tes bienes que |*>sea o reciba como persona; ju- 
rídica y no con ocasión motivos ele actos de culto. 

4. " Kl impuesto del 50 o|o establecido en la ley provincial 
impugnada es una verdadera exacción o confiscación que 
restringe en condiciones excesivas los derechos de propie- 
dad y de testar, consagrados en los artículos 17 y 20 de la 
constitución. 

5/ Kl poder de crear impuestos está sujeto a ciertos prin- 
cipios que se encuentran en su base misma, y entre otros, al 
de que ellos se distribuyan con justicia. 

Caso; I*o explican las siguientes piezas: 



SENTENCIA DEL JUEZ DK lS INSTANCIA KN I.o CIVIL, DK LA PLATA 

La Pin», Junio 9 de 1911. 

Y vistos: Resultando: 

1. * Que a fs. 43 de los autos testamentarios de doña Rosa 
Meló de Cañé, en cuyo juicio se había dado intervención a la di- 
rección general de escuelas de la provincia, el señor fiscal ecle- 
siástico manifestó que consideraba ¡nqwrtinente dicha interven- 
ción, desde el momento en que d legado que había motivado ts* 
intervención, estaba destinado al fomento y sostén del culto. 

2. " Corrida vista de esta manifestación al representante de 
la dirección de escuelas, lo evacuó a fs. 45 de los autos testamen- 
tarios, exponiendo: Que la ley orgánica de educación común, de 
septiembre dé 1875, en su articulo 62, inciso 3. . establecía que 
corresponde él cincuenta |H>r ciento por todo legado a favor del 
alma o establecimiento religioso; que en el testamento otorgado 
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por la señora Meto ík Cañé, instituí» legados a favor dé las pe- 
sias de! Pilar v San Antonio .le Arcco. que eran establecimientos 
religiosos, y por lo tanto era fuera «le discusión que de^an satis- 
facer ese impuesto, debiendo, en consecuencia, mantenerse el au- 
to, |>or el cual se le había dado intervención en esc juicio. 

* • Evacuado el traslado referido, el representante del alia- 
cea don Gregorio Conde, solicitó el rechazo de las pret endones 
de la dirección de escuelas, sosteniendo: Qué bastaba leer a 
cláusula del testamento y la disposición de la ley invocada ix>r la 
mencionada repartición, para a,>ercibir S e «le que ésta no era apli- 
cable al caso sub judie* por cuanto no se había instituido nada 
respeto del alma ni de establecimiento religioso alguno; que la 
institución había sido hecha en favor de la iglesia católica argen- 
tina, en una de sin secciones, la de la provincia de Buenos Aires, 
pues la limitación que resultaba de la designación de los templos 
del Filar y San Antonio de Areco. no tenia más propósito que 
concretar el destino de los bienes, concurriendo especialmente al 
esplendor del culto católico en dichos templos, que uo son sino 
dependencias de la diócesis, que la igesia no estaba comprendida 
er. el inciso 3." del articulo 62 citado, pues las palabras, solo se 
referían a las congregaciones religiosas, cofradías, hermanda- 
des, asilos, etc., según resultaba del inciso 5." del articulo 33 del 
código civil, resultando asimismo excluida la iglesia de ese con- 
cepto. iK>r el inciso 4." del mismo artículo, donde ella aparecía 
mencionada por separado, con su designación propia; agrega 
qué una interpretación de la disposición citada, que condujera a 
incluir en ella a la iglesia, seria inconstitucional, como so des- 
prendía de la condición jurídica de la iglesia y de las limitacio- 
nes constitucionales del poder de los estados, para crear y esta- 
blecer impuestos : que la iglesia es una persona «leí derecho pú- 
blico: de reconocimiento constitucional y por esto necesaria, co- 
mo la nación, los estados, las provincias, las municipalidades, de 
manera que no puede imponérsele impuestos, ni. los paga en rea- 
lidad, como es notorio, pues la iglesia es además una institución 
federal, según la constitución nacional, y los impuestos 110 pue- 
den aplicarse contra las personas instituidas o cosas del orden 



114 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



federal, como lo enseñan sin discrepancia todos los constkucio- 
nalistas y lo ha establecido la jurisprudencia. Que, por otra par- 
te, en la hipótesis de que el articulo citado significase lo que pre- 
tendía el consejo de educacióo. nunca podría aplicarse, no sólo 
por las razones expuestas, sino también porque se trata de un 
impuesto que más bien era una confiscación evidentemente in- 
constitucional por ser contrario a los artículos 14 y 28 de la cons- 
titución nacional, y 31, 67 y 68 de la misma, en cuanto se opone 
a las disposiciones del código civil, sobre sucesión testamentaria. 

4. Formado incidente por separado, de acuerdo con lo or- 
denado a fs. 7 y declarada la cuestión de puro dénsete <* fs. 7 
vuelta), se corrió traslado por su orden a las partes, evacuándo- 
lo en oportunidad sólo el fiscal eclesiástico (fs. 2), quien repro- 
duce los fundamentos del escrito de fs. 4 y, previo dictamen del 
señor agente fiscal, se llamó autos a f s. 38 ; y 

fs 

Considerando: 

i.° La primera cuestión que el infrascripto debe resolver, e^ 
la que se refiere a la aplicación, al presente caso, del inciso 3. 
dd artículo 62 de la ley de educación común de la provincia. 

Fundados en el texto descarnado, de la mencionada disposi- 
ción, sostienen el albacea y el fiscal, que el impuesto de "50 por 
ciento de toda institución a favor del alma o establecimientos re- 
ligiosos", no comprende a la iglesia y que por tanto el legado he- 
cho por la causante, "con destino al sostén y fomento del culto 
católico de la mitad de sus bienes a la iglesia parroquial del Filar 
y la otra mitad a la iglesia de San Antonio de Atcco" (cláusula 
6.' del testamento de fs. — de los autos principales), está exclui- 
do del referido gravamen. 

No es cierto, en primer lugar, que el legado, en la forma 
transcripta, sea en favor de la iglesia católica argentina, como se 
pretende por el albacea ; no. bien claro se expresa la voluntad de 
la testadora, de favorecer las parroquias de Pilar y San Antonio 
de Areco. Es, entonces, un legado, en beneficio de dos templos 
y los templos son establecimientos religiosos por excelencia: ca- 
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sas especiales, destinadas exclusivamente al culto de una reli- 
gión. I'ero, aun cuando no hubiere designación expresa de pa- 
rroquias determinadas, el caso no cambiaría. Fué precisamente 
la frecuencia con que ocurrían los legados a la iglesia, que sugi- 
rió la idea de crear el impuesto discutido. 

El doctor Jerónimo Cortés, católico fervoroso é ilustrado 
impugnador de tal impuesto, jamás consideró que la iglesia que- 
daba excluida y, habiendo tratado la cuestión bajo todas sus fa- 
ses, no se le ocurrió desnaturalizarla con semejante defensa. 

Al contrario, en su conocida vista de enero de 1884, en el 
juicio testamentario de doña Josefa Biancarlos de Pujol, dice: 
"Ja ley provincial que nos ocupa, impone a la iglesia una especie 
de capki diminutio, etc." Hay todavía otro capitulo de inconsti- 
tucional! 'ad, en la ley -que crea el fondo de escuelas de la pro- 
vincia de Buenos Aires, estableciendo el impuesto de la mitad de 
lo que legue a la iglesia, etc., y en otra ocasión se refiere a "el 
despojo de SUS derechos que impone a la iglesia católica una ley 
provincial, etc.". 

No cabe suponer que la mente del liquidador, haya sido gra- 
var con un impuesto fuerte, exclusivamente a los legados de be- 
neficencia hechos a Jos asilos, hospitales, etc., que llenan en la 
sociedad un fin humanitario y práctico, y a ese extremo nos Ne- 
varía la doctrina sustentada por el albacea, fundada en el inciso 
5. del articulo 33 del código civil. 

Además, la palabra establecimiento, puede usarse como sinó- 
nimo de institución, en su acepción más elevada y en este sentido 
que la interpretación gramatical, no excluye tampoco a la iglesia. 

Es pues, indudable, que el impuesto del 50 por ciento, crea- 
do jx>r el artículo 62, de la ley de educación común, afecta prin- 
cipalmente a la iglesia y en tal concepto no puede prosperar la 
primera defensa, opuesta contra las pretensiones del consejo de 
educación. 

2.* S¡ bien la personería jurídica de la iglesia, como de exis- 
tencia necesaria emana del código civil (articulo 33, inciso 4.") 
y en tal concepto sus derechos y obligaciones están regidas por 
esa ley nacional, no quiere esto decir que goce de privilegio a!- 
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gimo, respectó del ejercicio y el cumplimiento de tales derechos 
> obligaciones, sometida a las reglas y condiciones que establez- 
can las legislaciones de los diferentes estados federales, dentro 
de las facultades que les son propias (artículos 104 y 105 de la 
constitución nacional). En consecuencia, los bienes de Ja iglesia, 
dentro del estado provincial, son susceptibles de los impuestos 
que cecn las leyes provinciales, sin perjuicio de las tolerancias 
y excepciones que a su favor puedan hacerse. 

Precisamente, nuestro código civil, apartándose en esta par- 
te de otros, ha incluido a la iglesia, entre tas personas jurídicas, 
queriendo significar con esto, que apesar de su carácter ¿spccial 
y público, queda también sometida a los preceptos del derecno 
común, en cuanto a sus relaciones con las demás personas. ¿De 
dónde dimanaría entonces el privilegio de exención de todo im- 
puesto provincial? Si la iglesia, dentro del territorio de la pro- 
vincia, puede adquirir bienes y administrarlos con libertad, sin 
limitación alguna y en beneficio propio, no hay razón natural ni 
legal que pueda eximirla, en principio, de las contribuciones ne- 
cesaria^ para el sostenimiento del gobierno general, bajo cuyo 
am¡>aro prospera. 

No puede, bajo este punto de vista, equipararse los bienew 
de la iglesia, a los nacionales o municipales, porque éstos, a di- 
ferencia de aquéllos, forman parte de la riqueza pública, admi- 
nistrada por los poderes constituidos, con un fin de utilidad ge- 
neral. 

1.a circunstancia de que el gobierno federal sostenga el cul- 
to católico apostólico romano, no puede interpretarse como la 
creación de un privilegio en favor de la iglesia, como el que re- 
sultaría, admitiendo en toda su extensión la tesis sustentada en 
c! escrito de fs. 4, ni menos puede tomarse como el propósito de 
excluir a sus bienes, de la legislación y jurisdicción provincial. 

Esa cláusula constitucional, no tiene más alcance que el de 
declarar que el estado costea los gastos de dicho culto, interpre- 
tación que asi limitada, no pugna con la amplia lil>ertad religiosa, 
consagrada \k>t la ley fundamental. 

3." La inconstitucionalidad del impuesto que se discute, no 
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puede deducirse tampoco de que éste sea contrario a las dispo- 
siciones de! código civil, en cuanto se opone a las prescripciones, 
sobre sucesión testameritaria. 

No afecta la libertad de testar, desde que no limita d dere- 
c!k> del testador para instituir herederos ni legatarios ni modi- 
fica la legislación civil a éste respecto, en parte alguna. Crea so- 
lamente un gravamen sobre cierta clase de legados, que si se hu- 
biera mantenido dentro de las reglas generales que rigen los im- 
puestos, estaría perfectamente encuadrado en las facultades que 
a ese respecto gozan los estados federales. 

A nadie se le ha ocurrido irhpugnar ta contribución directa 
establecida por las provincias, porque afecte el derecho de pro- 
piedad garantido por la constitución nacional y legislada por el 
código civil, a pesar de que ella se establece sobre la propiedad 
misma, podiendo decirse lo mismo de otros impuestos provincia- 
les, referentes a actos de la vida civH. 

4. No obstante lo expuesto en los considerandos que prece- 
den, juzgo que el inciso 3." del artículo 62 de la ley de educación 
común de la provincia, es inconstitucional, porque viola abierta- 
mente las reglas generales que rigen los impuestos, pugnando 
con los principios sobre la materia, consagrados por d articulo 
99, inciso 1? de la constitución de la provincia. 

Si bien es cierto que no es posible fijar un máximum y un 
mínimum a los impuestos, es elemental que no es licito a los es- 
tallos compartir, a titulo de contribución, las propiedades o pa. 
trimonio de los contribuyentes, olvidando que el impuesto solo 
representa la cuota con que las personas contribuyen para los gas- 
tos de los diferentes servicios públicos. En el caso sub judice, el 
gravamen establecido a los -legados en favor de establecimientos 
religiosos, alcanza al cincuenta por ciento, asumiendo, por con- 
siguiente, las proporciones de una confiscación disimulada. Es en 
este sentido que, con justicia ha podido decirse en el escrito de 
fs. 4, que la ley de educación en esa parte viola los arts. 14 y 28 
de la constitución nacional. 

Dicho impuesto rompe además con el principio de la igual- 
dad y uniformidad. Se singulariza especialmente con determina- 
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das entidades, pues mientras limita a! diez por ciento el grava- 
men sobre las herencias y legados entre extraños, lo levanta Has- 
ta el cincuenta por ciento, tratándose de establecimientos religio- 
sos (art. 02. ¡nc. 3', ley de educación común). Estos últimos ya 
estaban comprendidos en la tasa del diez por cicnto >' si a esto se 
hubiera limitado la ley, juzgo que no existiría inconstitucionah- 
dad. Pero establecer una desigualdad tan profunda, directamen- 
te contra una clase determinada de contribuyentes, importa des- 
ee noccr las disposiciones fundamentales consignadas en los arts. 
67 de la constitución nacional y 99 de la de la provincia. 

4/ Alegada la inconstitucionalidad en seta instancia, el in- 
frascripto ha debido pronunciarse sobre ella, desde que la aplica- 
ción de las leyes debe hacerse con arreglo al art. 59 del código de 
procedimientos, concordante con el 31 de la constitución nacio.rfd. 

6.* La exoneración de las costas al vencido, es de extricta 
justicia en este caso, desde que el consejo general de educación 
a! deducir su pretensión se ha limitado al ejercicio de un derecho 
consignado en la ley respectiva y al cumplimiento de una obliga- 
ción emanada de sus funciones como administrador del fondo 
de escuelas 1 art. 23. inciso 1 1 de la ley de educación oemún. art. 
221 del código de procedimientos). 

Por estos fundamentos, fallo : declarando inconstitucional d 
inciso 3" del art. 62 de la ley de educación común, en cuanto es- 
tablece el impuesto de un cincuenta por ciento sobre los legados 
o establecimientos religiosos e inapelable por esta razón al caso 
sub judice. debiendo cesar, en consecuencia la intervención del 
representante del consejo de educación, en les autos principales. 
Y. de acuerdo con lo expuesto en el considerando sexto de esta 
resolución, abonándose las costas en el orden causadas. 

Repónganse las fojas. 



Ricardo Guido La^iillc. — Ante mi: Crc 
tjorio P. iloycna. 
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FALLO DE LA CAMARA U m DE APELACION DE LA PLATA 

En la ciudad de I*a Plata, capital de Ja provincia de Bueno.* 
Aires, a veintiocho de mayo de mil novecientos cuatro, reunidos 
los señores jueces de la excelentísima cámara primera de apela- 
ción, en su sala de acuerdos para pronunciar sentencia en el jui- 
cio seguido por doña Rosa Meló de Cañé ( su sucesión). Inciden- 
te sobre intervención del consejo general de educación, se practi- 
có el sorteo que prescribe el art. 173 de la constitución, por el qin. 
resultó que la votación debía tener lugar en el orden siguiente: 
doctores Lecot, Etcheverry Amadeo. 

Cuestiones: i.* ¿La institución hecha en su testamento por 
doña Rosa Meló de Cañé, que motiva este juicio, debe conside- 
rarse comprendida en lo dispuesto por d inciso 3 del art. 62 de 
la ley de educación común? 

2. m ¿Es inconstitucional el impuesto del cincuenta por ciento 
con que la citada disposición legal grava los legados en favor de 
establecimientos religiosos. 

3. * ¿Cuál es la resolución que corresponde. 

4. * ¿Cómo deben satisfacerse las costas? 



Votación : A la primera cuestión, él señor juez doctor Lecot, 
dijo: El punto que motiva esta cuestión ha sido tratado por el 
juez a quo en el considerando i° de la sentencia apelada, adu- 
ciendo fundamentos legales que reproduzco en un todo en apoyo 
de mi voto. aTnto en ese considerando como en la vista del se- 
ñor fiscal de cámaras, se demuestra de un modo concluyeme, que 
la institución hecha por la causante a favor de Jas iglesias parro- 
quiales de los partidos del Pilar y San Antonio de Areco. deben 
considerarse comprendida en el precepto del art. 62 de la ley de 
educación común, pues esas iglesias son precisamente los estable- 
cimientos que menciona la ley citada. 

Como deseo evitar repeticiones, pues, como he dicho, el pun- 
to ha sido ya tratado con acierto por el juez sentenciador y señor • 
fiscal de cámaras, me limito a lo brevemente expuesto para dar 
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mi voto en sentido afirmativo, en la presente cuestión, «le acuer- 
do con los antecedentes que dejo invocados. 

. El señor juez doctor F.tchevcrry, dijo, que votaba negativa- 
mente. 

Los templos no son establecimientos religiosos, sino orato- 
rios públicos. Gravar los templos, es pues, gravar la oración pú- 
blica, es gravar el culto mismo. ¿ May impuesto posible a la creen- 
cia religiosa de los individuos o de los pueblos? Fuera ¡mposiWé 
sostenerlo a juicio mío. porque el acto seria evidentemente in- 
constitucional ; los actos de pura conciencia, están reservados a 
Dios, y ninguna autoridad puede restringirlos, estorbarlos, mul- 
tarlos." n¡ imponerles tributos. (Ai*. 19 de la constitución nació- 

El tributo fiscal por causa de la oratoria seria una «irania re- 
finada, incompatible con la letra y el espíritu de las garantías 
constitucionales. (Ver el preámbulo de la constitución nacional ). 

Cuando, pues, la lev de educación grava con el impuesto de! 
cincuenta i>or ciento los legados o establecimientos religiosos, no 
dice más «pie lo (t ue la letra del mandato prescribe: a toda insti- 
tución piadosa, a tÓOO establecimiento, esto es. comunidad, asilo, 
o casa donde haya alguna fundación creada con fines religiosos, 
pero que no sea el culto mismo. 

Un templo no es asilu ni congregación de pocas o muchas 
personas que puedan recibir legados para sostenerse: nadie pue- 
de habitar en ellos, porque apenas es un lugar de oración. 

por 1.» tanto, como lo» cristianos del siglo, esto es, los «pie 
no viven enclaustrados, residimos en nuestras casas y hogares, 
resulta que el impuesto al templo «> lugar de «iración. es un im- 
puesto a nuotras creencias, lo que repito, es irritante e insoste- 
nible. . 
Y 110 importa que el legado «le «pie se trata, sea a ttñ templo 

.. parroquia, ,x.r«|ue según el «lerecho público canónico, la igle- 
sia es indivisible y única: No hay. pues, tantas iglesias, como 
templo., sino muchos templos donde la iglesia celebra su culto. 
l'..r esto es que la materia n«» permite «lcs«loblamiento en tantas 
iglesia*, como templos o parroquias, sino la geográfica y terri- 
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tcrial, al solo objeto de la administración de las diócesis : de aquí 
proviene qué en la provincia sólo el diocesano es el administra- 
dor de la iglesia, corno persona jurídica con capacidad de repre- 
sentar'.a; y esto no se opone que, cuando como aquí, se hace un 
legado para el culto de tal templo parroquial el diocesano inter- 
pretando la voluntad del testador aplique los bienes testados al 
fomento en particular del culto en esos templos por medio de su 
rciwración, reedificación, cambio de campanarios, etc. Nunca 
seria el párroco la jK-rsoiia jurídicamente capacitada para exi- 
gir el legado, puesto que la parroquia, cuyo templo atiende, no 
es una iglesia chica, por así decirlo, o iglesia particular, sino un 
distrito de la diócesis general, y que si se llama iglesia es en sen- 
tido vulgar pero ño jurídico. 

Por otra parte, tanto la sucesión demandada como el señor 
fiscal eclesiástico, han presentado un argumento al cual no se le 
ha asignado la importancia que tiene. 

Lo reputo capital. Ellos han dicho que la iglesia es viña per- 
sona del derecho público argentino y asi es. en efecto, según 
mandato expreso de la constitución. 

Si la iglesia es una institución orgánica del estado, ciryo cul- 
to debe sostener según la constitución y cuyos príncii>es u obis- 
pos elige el gobierno de la nación, mediante ejercicio dei patro- 
nato y aprobación canónica de la santa sede, me parece asaz evi- 
dente que gravar la iglesia o sus templos destinados al culto de 
ella, es lo mismo que gravar la nación, es lo mismo que gravar 
las provincias, es Jó mismo que gravar las comunas ¿y por qué? 
Porque son comunas, provincias o nación ; pero esto es rayano 
del absurdo desde la iglesia como el estado general y los estados 
particulares, son diversos exponentes de la soberanía argentina, 
li> cual no puede pagar impuestos para ejercerse. 

Luego, y en definitiva, es absolutamente distinto gravar cor. 
impuestos la iglesia, o su culto, y gravar "los establecimientos re- 
ligiosos". 

La ley habla de estos últimos, y no podría ser de otra ma- 
nera como lo he demostrado, así lo creo, pues es de toda eláridad 
que pueden haber y hay muchísimas instifuciónes fundadas e ins- 
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piradas en fines religiosos y piadosos, sin que sea licito concluir 
de aquí que estos mismos son la iglesia o sus templos, por cuan- 
to, lo inculco, ni ella ni los templos congregar a nadie en particu- 
lar porque congregan a todos los cristianos en general. 

Por estos fundamentos que podría explanar con más tiempo 
del que disponemos los jueces, voto por la negativa en la cues- 
tión propuesta. 

EJ señor juez doctor Amadeo, expuso: Adhiero a la opinión 
y voto del señor vocal que me precede. 

Agregaré tan solamente que si hubiera de aceptarse el fun- 
damento de la interpretación del juez sentenciador y del señor 
fiscal, sobre este capitulo, se agregaría un motivo más de incons- 
titncionalidad. En efecto, si la carta fundamental de la nación 
declara qtie conviene y debe fomentarse la religión católica, nin- 
guna ley de provincia puede contrariar ese fin, estableciendo 
cláusulas tendientes a impedir que los particulares cooperen a lo 
mismo. 

Seria, además, conspirar contra las finanzas del país, ya 
que las dádivas privadas aliviarían indirectamente las cargas del 
tesoro púMkro. 

A la segunda cuestión el señor juez doctor Lecot, dijo: No 
es la primera vez que esta cámara está llamada a pronunciarse 
respecto de la constitucional idad o inconstitucionalrdad de la ley 
de educación común, en cuanto establece los impuestos que men- 
ciona el artículo 62 de la citada ley. Asi en las sentencias dicta- 
das en los juicios seguidos por Hritos de Uhl, contra el consejo 
de educación y de la Cuadra contra el mismo consejo, ha tenido 
oportunidad el tribunal de dictar pronunciamiento acerca de esa 
imjxirtante cuestión jurídica, y si bien en esos casos, no se trató 
directamente del stib judie?, que se refiere al impuesto del 5c 
por ciento con que la ley citada grava los legados en favor de es- 
tablecimientos religiosos, sino el concerniente al impuesto del 
5 y 10 por ciento con que esa misma ley grava a las sucesiones 
colaterales y a los legados o instituciones en favor de extraños, 
sin embargo, en esas sentencias, en las que mis honorables cole- 
gas estudiaron detenidamente el punto, a la luz de los principios 
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que informan nuestro derecho, y teniendo en cuenta la opinión 
de todos los distinguidos magistrados, tanto de las cámaras «le 
apelaciones como de la suprema corte, que se consigna en los fa- 
llos allí citados, en esas sentencias, repito, se trató incidental- 
mente del punto que está hoy sometido a la decisión del tribu- 
nal, adelantándose la opinión de que tal impuesto es inconstitu- 
cional. 

Establecióse entonces, y lo repito hoy, que el mencionado 
impuesto era inconstitucional como negatorio del derecho de 
propiedad y atentatorio a la facultad de testar, garantidos ambos 
por la constitución nacional (artículos 17 y 20), como asimismo 
que contradecía los propósitos constitucionates en materias de 
gravámenes, infringiendo las reglas a que según la carta funda- 
mental deben sujetarse las imposiciones fiscales, las que no pue- 
den sin agravio de los preceptos de la constitución convertirse 
en verdaderas exaciones. 

Los fundamentos que en esos casos se invocaron tienen 
tanta mayor aplicación en este caso, cuanto que se trata de un 
gravamen que absorbe la mitad de la fortuna del testador, pu- 
diendo decirse con razón, que importó una confiscación bajo tí 
nombre de impuesto. 

•Un impuesto que extrae la mitad de los bienes, convierte 
a! fisco en heredero, o copropietario del testador. Se apropia en 
parte considerable de su caudal, sin título y sin facultades, por- 
que la constitución ha consagrado garantías para que la propie- 
dad de los ciudadanos sea respetada, aún por el mismo poder gu- 
bernamental que sólo puede afectarla dentro de ciertos limites, 
pero en manera alguna confiscarla en todo o en parte. 

Estas ligeras consideraciones, los precedentes que dejo in- 
vocados, y lo dispuesto en los artículos 4/ y 67, inciso 2 ", 28 y 
31 de la constitución nacional, deciden mi voto en sentido afir- 
mativo en la presente cuestión. 

El señor juez doctor Etcheverry, dijo: que votaba afirmati- 
vamente. 

En los casos que recuerda el señor vocal preopinante no he 



124 



FALLOS PE LA COITE SUPREMA 



votado en el sentido que resultaba de algunas sentencias que he 
visto citadas en otros tribunales en votos del señor vocaJ doctoi 
Amadeo (yo no las he conocido), por la inconstitucionalidad de 
la ley en mérito de violarse la libertad testamentaria y el código 
civil, que no reconoce heredero al fisco, habiendo sucesores ad 
intestato, y también porque en el primer caso se violaba igual- 
mente la constitución nacional, en cuanto se privaba de la pro- 
piedad sin derecho. 

Muy al contrario de esas sentencias dictadas en otros tri- 
bunales, yo he fundado mi voto disidente en el caso de (¡ritos de 
Uhl y de La Cuadra reivindicando para el estado, la facultad d« 
crear impuestos a las sucesiones, sin que este solo hecho, impor- 
tara un atropello a la propiedad, ni diera entrada a herederos 
que el testador no había instituido ni a sucesores que el código 
civil no había admitido. 

Yo discurría de un punto de vista muy diferente, con el es- 
tudio que hice a los preceptos constitucionales, de \os publicistas 
tanto argentinos como curólos, y de nuestro derecho público 
acerca del sistema rentístico y tributario establecido en la cons- 
titución, arribaba a esa consecuencia: los impuestos creados por 
la ley de educación, no son impuestos ni en economía política ni 
en derecho constitucional, sino exacciones o confiscaciones disi- 
muladas, además no son proporcionales, sino progresivas. 

Luego, concluía, por uno y otro vicio no son impuestos cons- 
titucionales, sino exacciones o actos de fuerza que ningún juez 
puede mandar cumplir por repugnante a la constitución nacio- 
nal, listos fundamentos fueron detenidamente analizados en los 
dos casos ya fallados por esta cámara, y encuentro perfecta 
coincidencia de vista con los fundamentos que trac la sentencia 
ajelada, por lo cual los reproduzco a unos y otros, decidiendo 
mi voto con arreglo a lo dispuesto en los «artículos 14. 17. 28 y 
67 de la constitución nacional y jpQ de la provincial. 

Por lo demás ei argumento que 4rae la expresión de agra- 
vios, acerca de que hay otros impuestos tanto o más crecidos qiit 
el de herencias, como alguno de aduana y sobre alcoholes, im- 
puestos se dice, que nadie ha pensado en tachar de ineomtitucio- 
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nales, tal argumento, digo, ya los refuté en los casos arriba indi- 
cados. 

Los impuestos que se mencionan, nada tienen de común con 
el que se impugna ahora. Ellos son indirectos, esto es, sobre los 
consumos y se incorporan a las mercaderías gravadas, acrecen- 
tando su valor: ni los paga realmente el que los abona, porque 
a su vez los carga al consumidor, que es quien los paga en reali- 
dad y tiene el derecho de no satisfacerlo rehusando adquirir la 
mercadería. 

Pero el impuesto a las herencias es "directo", a! gravado 
con él por cuanto se le pide sobre el capital mismo y no sobre ga- 
nancias, rentas o valores; y no tiene recurso alguno como liber- 
tarse de él porque la propiedad así disminuida por la exacción 
fiscal disminuida le queda perdurablemente. 

Luego, en el caso, el argumento es ana falacia económica. 

Por estas razones y las concordantes aducidas por el señor 
vocal doctor Lecot, voto como él por la inconstitucionalidad del 
impuesto. 

Él señor juez doctor Amadeo, expuso: Consecuente con le 
qité he expuesto en otros asuntos análogos, adhiero a la opinión 
y voto del señor vocal doctor Lecot. 

A la tercera cuestión el señor juez I«*cot, dijo: 

Atenta la solución dada por el tribunal a las cuestiones pre- 
cedentes, y de acuerdo con lo preceptuado en el articulo 216 del 
código de procedimientos, corresponde confirmar la sentencia 
apelada de fs. 39, que declara inconstitucional el inciso 3. del 
articulo 62 de la ley de educación común quc'grava con l,n """" 
puesto del 50 por ciento los legados a cstablecimeintos religiosos, 
y en ese sentido doy mi opinión y voto. 

Los señores jueces doctores Etchevcrry y Amadeo, adhiere!. 
a 1 precedente voto por sus fundamentos. 

A la cuarta cuestión, el señor juez doctor Lecot, expuso: 
Considero acertada y equitativa la resolución del juez a quo t en 
cuanto dispone que las costas del juicio de 1. a instancia se abo-, 
nen por cada parte en el orden en que hubiesen sido causadas. 
Fuera de que debe tenerse en cuenta que la parte vencida es en 
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c*te caso el consejo de educación, cuyos representantes legales 
están obligados a poner de su parte todo su ce!o y competencia 
en pro de !a benéfica institución que representan, hay que recor- 
dar que la cuestión de derecho debatida 'ha merecido opiniones 
contrarias a la que informan este pronunciamiento, circunstan- 
cias ¿stas que alejan la prestmci&i de temeridad en la parte ven- 
cida, y autorizan la aplicación del articulo 221 en su parte final 
del código de procedimientos. 

Lo misino opino acerca de las costas de esta instancia, por 
cuanto no es de aplicación al caso el articulo 274 del código cita- 
do, pues, si bien se dicta sentencia confirmatoria, ambas partes 
litigantes son vencidas en las apelaciones que respectivamente 
dedujeron (artículo 221 citado). 

i'or lo tanto, mi opinión y voto es. que todas las costas del 
juicio se abonen por cada parte en el orden en que hubiesen sido 
causadas. 

Los señores jueces doctores Etcheverry y Amadeo votaron 
en igual sentido, por las mismas consideraciones. 

Con lo que terminó este acuerdo, qué firmaran los señores 
jueces doctores: Amadeo, Lecot. Etcheverry. — Ante mi: Feli- 
pe M. Giménez. 

SENTENCIA 



La Plato. Mayo 28 de 1004. 

Y vistos : 

Por los fundamentos que quedan consignados en el prece- 
dente acuerdo, se confirma la sentencia apelada de fs. 39, en su 
parte dispositiva, declarándose inconstitucional el inciso 3.* del 
articula 62 de la ley de educación común, que grava con un im- 
puesto del cincuenta por ciento los legados a establecimientos re- 
ligiosos; y debiendo las costas en ambas instancias ser abonadas 
en el orden causadas. 
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Notifíqucse y devuélvase. — Repónganse oportunamente 
las fojas. — Octavio .Amadeo. — Gregorio Lecot. — Rómuio 
Etcheverry. — Ante mi : Felipe Gimcnes. 

FALLO DE LA SUPREMA CORTE DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

En la ciudad de La Plata, a diez de junio de mil novecientos 
ocho, reunida la suprema corte de justicia en acuerdo ordinario, 
para pronunciar sentencia definitiva en el expediente caratulado 
-Meló de Cano doña Rosa, su testamentaría. — Incidente sobre 
intervención del consejo general de educación", se procedió a 
practicar la insaculación prescripta por los artículos 173 de la 
constitución y 345 del código de procedimientos en lo civil y co- 
mercial, resultando de ella que en la votación debía observarse 
el orden siguiente: doctores Acevedo, Alsina, Várela. 

Antecedentes 

En los autos testamentarios de doña Rosa Meló de Cañé se 
promovió este incidente por separado, sobre intervención del 
consejo general de educación, entre el representante de esta ins- 
titución, el albacea de aquella testamentaria y el fiscal eclesiásti- 
co, sosteniendo estos últimos que aqueHa intervención era inde- 
bida, por cuanto el legado hecho por la testadora de la mitad de 
sus bienes a la iglesia parroquial del Pilar, y de la otra mitad a 
la iglesia de San Antonio de Areco, con destino al sostén y fo- 
mento del culto católico, no están comprendidos en la disposición 
del inciso 3. del articulo 62 de la ley de educación común, que 
establece que el fondo permanente de las escuelas, se forman» 
entre otros recursos, con el 50 por ciento de toda institución a 
favor del alma, o de establecimiento religioso; aduciéndose en- 
tre otras razones, que una interpretación que condujera a incluir 
a la iglesia en la disposición legal referida, seria inconstitucional. 

Corridos los traslados correspondientes, declarada la cues- 
tión de puro dereclio, corrida una nueva vista por su orden, > 
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llamados autos, dictó sentencia el juzgado en lo civil y comer- 
cial desempeñado por el doctor Ricardo Cuido Lavalle. decla- 
rando institucional el inciso 3 .* del articulo 62 referido <le la 
lev de educación común, inaplicable en consecuencia al caso de 
autos, y disponiendo cesara la intervención del representante «leí 
consejo general rl c educación. 

Apelada esa sentencia, fue confirmada -en su parte disposi- 
tiva por la cámara t.» de ablación de este departamento. 

Contra e! fallo de dicho tribunal, se ha interpuesto por la 
parte vencida, los recursos de inconstitucional y de inaplicabih- 
dad de lev que se íiindan ; el primero es la infracción de los ar- 
tículos S.\ 10. 29 y 99 de la constitución de la provincia: y e! se- 
gundo en la violación del mencionado inciso 3.'. articiüo <>2 «le 
la lev de educación común, y en la infracción de los artículos ¡,.\ 
2(u i v 3730 del código civil; i.*, 27, 99 y «4» de la constituc.on 
de la provincia, y 4-°. S", <>.', 7 °. »7. *>> 3'. 33 Y '°4 y «05 a 
108 de la constitución nacional. 

Oído el señor procurador general, llamados autos, y encon- 
trándose la causa en estado de sentencia, la suprema corte resol- 
vió plantear y votar las siguientes 

Cuestiones 



l* ¿Es procedente el recurso de inconstitucíonalidad Ínter- 
puesto ? 

2.' ¿Se encuentra fundado el de inaplicabilidad de ley con- 
juntamente deducido, en cnanto se impugna la decisión adoptada 
1» ,r la cámara sobre la cuestión primera, de acuerdo de fs. . . ? 

En caso negativo. 3." Se encuentra fundado el recurso, en 
cuanto se impugna !a resolución que adopta la cámara sobre la 
cuestión segunda? 

En la cuestión 1*. el doctor Acevedo. dijo: 

l r .l recurso ¡nterpuer-to es improcedente, como lo demuestra 
el señor procurador general, y bastará para reclamarlo asi. te- 
ner presente, que aun cuando la cámaa lo ha concedido, por en- 
tender cpic se tía fundado en el inciso 3." del articulo 340 del có- 
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digo de procedimientos, antes vigente, e! recurrente no ha invo- 
cado este precepto ni otro alguno del código, y si se admite que 
al invocar el recurrente, infracción de los artículos 99, incisos 1. , 
•>• v 1 - v 16 de la constitución, errónea aplicación del articulo 29 
de ía misma; infraca Jón de los artículos 8." y 10, lo ha fundado 
en el sentido de los incisos l.» y 2.' del artículo 340 citado, el ifr 
curso es igualmente improcedente. Los textos constitucionales 
que el impugnante cita v qué dice infringidos o erróneamente 
aplicados, no han sido apreciados por la cámara, en c! concepto 
de que la lev de educación común de septiembre 26 de 1875. de- 
bía prevalecer dichas disposiciones constitucionales; por el con- 
trario, el tribunal, decide, que la ley citada es inconsUtucionaltu 
la parte en «pie impone el 50 por ciento sobre legados a estable- 
cimientos religiosos, tampoco se ha invocado título, derecho, 
garantía o excepción alguna, que se pretenda garantida por la 
• constitución y que la cámara haya desconocido por su decisión. 
•Luego el recurso no está comprendido en los incisos 1: y 2.' 
del articulo 340 del código de procedimientos. 

•La cuestión ha versado sobre la constitucionalidad o incons- 
tilucionalidad «le la ley de educación, en cuanto impone el 50 por 
ciento de la institución hecha por testamento por doña Rosa Me- 
ló de Cañé, a favor de las iglesias parroquiales de los partidos 
de Pilar y de San Antonio de Areco 

de Pilar v de San Antonio; y sobre si la institución está o no 
comprendida en lo que dispone el inciso 3 • del artículo 62 de la 
ley citada. Bajo estos dos aspectos, es la materia misma del plei- 
to, la que ha sklo examinada por la cámara, a fin de decidir si es 
o no es aplicable al caso la ley citada de educación común. 

Voto por lo expuesto, negativamente. 

Los doctores Alsina y Várela, por idénticos fundamentos a 
los audeidos en el precedente voto del señor vocal, doctor Ace- 
vedo, dieron el suyo también por la negativa, en esta primera 
cuestión. 

En la cuestión 2.', el doctor Acevedo, dijo: 
El recurso de inaplicabilidad interpuesto en cuanto se im- 
pugna la decisión de la cámara, recaída sobre la cuestión i.' se 
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encuentra en mi concepto, suficientemente fundado. La cámara 
decide, que las iglesias del Pilar y San Antonio de Areco, a fa- 
vor de las cuales se ha instituido par la causante un legado en 
su testamento, por la cláusula 6.", no constituye establecimientos 
religiosos en el sentido del articulo 62, inciso 3/ de la ley de cdu. 
cación. que a juicio del tribunal a quo se refiere a las corporacio- 
nes o instituciones establecidas con fines religiosos y piadosos, 
y no a la iglesia que es por su carácter una institución orgánica 
del derecho público nacional, y según el derecho canónico en una 
e indivisible. 

Un mi concepto y sin discutir la tesis desarrollada por la 
mayoría de la cámara iglesia parroquial constituye ira estableci- 
miento religioso, en el sentido de la ley de educación, aun cuan- 
do se considere qué la iglesia es una e indivisible : lo es también 
el estado : como entidad del derecho público, y 110 por eso dejar 
ria de existir en formas concretas las distintas reparticiones y 
dependencias necesarias a su funcionamiento; dd mismo modo, 
aun cuando se admita que la iglesia, como entidad dentro del es- 
tado, con fines espirituales, constituye una unidad, las iglesias 
parroquiales han constituido, desde ab initio las formas externas 
concretas, que pueden denominarse establecimientos, con fines 
religiosos. 

Allí en la parroquia existe una administración y gobierno 
particular, delegados u originarios, una repartición de la iglesia, 
considerada ésta en abstracto, y por ello el código civil, reputa 
a !a parroquia capaz de adquirir legados '(artículos 3739 y nota 
a! articulo 41 del código civil). Como es de derecho que algunas 
reparticiones públicas dd estado puedan adquirir derechos y 
contraer obligaciones, no obstante su existencia dentro dd esta- 
do (articulo 33 del código civil citado). 

La iglesia local puede ser, y es una oratoria pública, en el 
sentido de que por la esencia de la rdigión y por su carácter, 
dentro de los fines sociales admite la congregación de los fieles 
que rinden culto al Altísimo, pero esto no despoja a la iglesia 
parroquial en que los fieles se congregan, de su carácter externo 
y real. 
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Las leyes de Indias, que han reglamentado el patronato de 
las leyes españolas, sobre la iglesia en América, cuyo patronato 
es ejercido en la república por sus poderes públicos, ninguna du- 
da dejan de que la iglesia parroquial es una entidad concreta co- 
mo establecimiento o lugar religioso que se establece y tunda ba- 
jo el expreso gobierno de Patronato, como soberano único dentro 
de la nación, (ver la ley 2 de la rea de imlias y concordantes del 
titulo VI, libro I ). y que por consiguiente, por tal carácter ha po- 
dido caer bajo el precepto del art. 62. inc. 3 de la ley de educa- 
ción común, esto es, como establecimiento religioso. 

Lo expuesto no contradice, en mi opinión la tesis de que 1ó 
iylesia constituye una institución dentro del estado; pues en tal 
sentido, la iglesia sea nacional o romana sería la autoridad o enti- 
dad, representativa <fe la sociedad o colectividad religiosa que poi 
cierto, no importa una antítesis con la iglesia parroquial, que ad- 
quiere el carácter de un establecimiento con fines religiosos y le- 
gal si el estado lo reconoce como entre nosotras, cuya sef era de 
acción temporal está circunscripta dentro de ciertos límites te- 
rritoriales con su gobierno o administración deliminada como lo 
enseña Chacelton, y que desarro a mi juicio con toda claridad, la 
materia legislativa y doctrinaria referente a este punto y que so- 
bre el particular se expresa textua-lmene así : "Bajo el punto de 
vista temporal, la parroquia es un establecimiento público y le- 
gal, con bienes, rentas y cargas, administrado como una fábrica, 
conforme a las leyes y reglamentos especiales, emnaadas de la 
autoridad civil". (Página 495 y ver allí el capítulo 20 f Patronato 
nacional argentino). 

Voto por lo expuesto, afirmativamente. 

Los .doctores Alsina y Várela, por idénticos fundamentos a 
los aducidos en el votó que precede del señor vocal doctor Ace- 
vedo. diero:i el suyo también por la afirmativa, en esta segunda 
cuestión. 

Dado el resultado de la votación en la primera y segunda 
cuestión planteadas, el tribunal omitió a ocuparse de la tercera. 
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Con lo que terminó el acto, firmando los señores jueces de la su- 
prema corte. 

/'. I ' arela. — D. Ahina. — Acevedo. — 
Ante mí : Elbio Medina. 



La Plata, junio 10 de 1908. 

Y vistos: Considerando: En cuanto al recusro de inconstitu- 
cionalidad: 

fe? Que este no se halla comprendido en ninguno de los ca- 
sos en que procede, establecidos en los tres incisos del art. 340 
del código de procedimientos, vigente a la época en que fué de- 
ducido; por cuanto, la cámara no ha establecido que la ley de 
educación común, deba prevalecer sobre las disposiciones de los 
arts. 8, 10. 29 y 99 de la constitución, invocados por el recurrente 
sino que por el contrario, declara la inconstitucionalidad de aque- ^ 
lia ley, en la parte impugnada ; no se ha alegado el desconocí- 
miento de titulo, derecho, exención o garantía alguna acordada 
por la constitución y desconocida por el tribunal de apelación, ni 
se ha pretendido ni siquiera que exista en el fallo recurrido, vio- 
lación de las formas y solemnidades constitucionales. 

Y respecto del recurso de inaplicabilidad de ley: 

2." Que las iglesias parroquiales han constituido desde ab 
initio establecimientos o reparticiones de la iglesia, bien que con 
fines religiosos, puesto que tienen una administración y un go- 
bierno particular de delegados ú originarios, siendo en este ca- 
rácter que el código civil reputa a la parroquia capa/" le adquirir 
derechos. 

3¿° Que la circunstancia de que la iglesia local sea un orato- 
rio público, por razón de sus fines y por la esencia de la religión, 
no despoja a la iglesia parroquial de su carácter extemo y real. 

4/ Que las leyes de Indias reglamentarias del patronato ac- 
tualmente ejercido por los poderes públicos, no dejan duda algu- 
na de que la iglesia parroquia! es una entidad concreta como es- 
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tablecimiento o lugar religioso, que se establece y funda bajo el 
expreso gobierno del Patronato como soberano único dentro de 
la nación (ley 2 de la rec. de Indias y concordantes de! título V, 
libro I). 

5. Que lo expuesto no contradice la tesis de que la iglesia 
constituye una institución dentro del estado; porque en la iglesia 
nacional o romana, será la entidad representativa de la sociedad 
o colectividad religiosa, pero no una antítesis con la iglesia pa- 
rroquial que adquiere el carácter de un establecimiento con fines 
religiosos, y legal, si el estado lo reconoce como entre nosotios, 
cuya esfera de acción está circunscripta dentro de límites territo- 
riales, con un gobierno o administración delimitado. 

Por estos y demás fundamentos, consignados en el acuerdo 
que antecede, se declara que no existe en la sentencia recurrida 
la inconstitucionalidad alegada; pero si, la inaplicabilidad de la 
ley, declarándose que la iglesia parroquial constituye un estable- 
cimiento religioso comprendido en la disposición del art. 62, in- 
ciso 3 o de la ley de educación común. Devuélvase. 

Teodoro V'arcla. — Dalmiro Alsina. — 
' Pedro sicevedo. — Ante mi: Elbio 
Medina. 

FALLO i.A CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Diciembre 16 de Ifill. 

Vistos los recursos entablados por el representante del alba-, 
cea y por el fiscal eclesiástico del obispado de La Plata, contra 
sentencia dictada por la suprema corte de justicia de la provincia 
de Buenos Aires, en los autos testamentarios de doña Rosa Me- 
ló de Cañé, de los cuales, en lo pertinente, resulta: Que habiendo 
la expresada señora Meló de Cañé instituido legado a favor de 
'las iglesias del Pilar y San Antonio de Areco, la dirección gene* 
ral de educación de la provincia mencionada, solicitó el pago del 
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50 por ciento sobre el importe de dichos legados, con arreglo al 
art. 62, inc. 3 de la ley provincial de educación común de 26 de 
septiembre de 1875 ; que los mencionados albaca y fiscal ecle- 
siástico, se opusieron al pago del impuesto, sosteniendo que la ley 
citada no era aplicable al caso, y que si se le interpretaba de oir.\ 
manera, sería inconstitucional, porque los legados son en realidad 
a la iglesia católica argentina, que no puede ser grabada, dada su 
condición jurídica y las limitaciones del poder de las provincias 
para crear y establecer impuestos ; que además el de que se tra- 
ta es una confiscación violatoria de los arts. 14, 28, 31, 67 y 68 
«le la constitución nacional, en cuanto se opone a las disposiciones 
del código civil sobre sucesión testamentaria ; que la sentencia de 
1" instancia de fs. 39, resolvió que el impuesto estaba compren- 
dido en la ley, pero que era inconstitucional por no ser igual y 
uniforme y por importar una confiscación disimulada, invocando 
al efecto los arts. 99, constitución provincial ; 14, 28 y 67 de la 
constitución nacional ; que recurrida dicha sentencia, la cámara 
T de apelaciones, la confirmó, estableciendo que la ley citada no 
comprendía el impuesto, y que éste era contrario a los arts. 17, 
20, 4, 67, inc. ¿°, 28 y 31 de la constitución nacional ( fs. 82) ; que 
deducidos los recursos de inaplkabHidad e inconsütucionalidad 
contra el último fallo, la suprema corte de la provincia, estimó 
improcedente el segundo, admitió el primero e hizo la declara- 
ción que la iglesia parroquial constituye un establecimiento reli- 
gioso para los fines del art. 62, inc. 3° de la ley de educación co- 
mún ( f s. 1 24) y Considerando : 

i» Que si bien es cierto que la suprema corte de la provincia 
no ha hecho pronunciamiento categórico, en el sentido de que la 
ley provincial referida, sea compatible con la constitución nacio- 
nal, también lo es que en el juicio se adujeron oportunamente ra- 
zones fundadas en la última, para sostener la inaplicabilidad de 
la primera (fs. 83 vta. y sig.) y que los autos de fs. 137 y 139 
de la misma corte, expresan que el presente recurso encuadra en 
e» inciso 2 , art. 14 de la ley nacional de 14 de septiembre de 1863 
lo que vale decir, que interpretan la decisión recurrida de fs. 1*4, 
juzgándola favorable a la ley provincial, cuya validez se cues- 
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tionó bajo la pretcnsión de ser repugnante a la constitución na- 
cional. 

2.° Que en cuanto al fondo, esta corte, en varios fallos an- 
teriores ha admitido ya la constitucionalidad en general de los 
impuestos provinciales a las herencias, teniendo en cuenta, entre 
otras consideraciones, que no es necesario repetir el antecedente 
de que al sancionarse la constitución nacional y con motivo de 
los debates a que dio lugar su art. 4, reconocióse como una de 
las fuentes de recursos fiscales de las provincias, el impuesto so- 
bre las herencias, al lado del de patentes, papel sellado y otros. 
( Fallos, tomo 100. págs. 51 y 157 ; tomo 101, págs. 409 y 425)- 

3, Que la igualdad de los impuestos requerida por el art. 16 
de la ley fundamental, no se opone a la clasificación en tres cate- 
gorías de contribuyentes del inciso 3 , art. 62 de Ja tey preindica^ 
da de 1875, porque aún cuando se admitiera que los estableci- 
mientos religiosos son extraños y pudieran estar comprendidos 
como tales entre los grabados con el 10 o|o por ese inciso, eí le- 
gislador no estaba inhabilitado para distinguir entre ellos y las 
personas particulares, ya por motivos fundados en el carácter or- 
dinario de indefinida duración de los primeros, circunstancia que 
aleja la posibilidad de que los mismos bienes o la facultad de ad- 
quirirlos sean objeto de nuevos impuestos con motivo de ulterio- 
res y más o menos f recuentes transferencias a título herediatario 
o de institución de legados (art. 6 ley 4855). y* para evitar que 
se acumulen en dichos establecimientos riquezas excesivas e in- 
necesarias a los fines de su sostenimiento; ya por otras razones 
libradas a la discreción legislativa y que los tribunales deben res- 
petar, a menos de ser arbitrarios e inspirados en un espíritu mani- 
fiesta de hostilidad contra determinadas personas o clases (134 
U. .232). Beel's Gap R. R. C.o v. Pennsylvania y otros. 

4. Que el art. 2 de la constitución nacional, al declarar que 
el gobierno federal sostiene el culto católico y apostólico, roma- 
no, no impide que la iglesia pueda ser sometida al pago de la& 
contribuciones comunes sobre los bienes que posea o reciba como 
l>ersona jurídica, al igual de otras personas de la misma clase, y 
no con ocasión o motivos de actos de culto, según desde hiego lo 
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demuestra la lev nacional 4855, que establece un impuesto con 
iguales fines si bien menor al de la ley provincial impugnada. 
( Arts. í.o y 2.0), y lo había establecido la anterior núm. 1420, 
(art. 44, inciso 12. Fallos, tomo 99, página 66, considerandos 12 

5." Que es insostenible asi mismo, que cualquier impuesto 
por moderado que fuere, a instituciones nacionales o federales, 
aún de carácter administrativo o creados por las leyes del con- 
greso y sometidos en todo al imperio de ellas, importe un entor- 
pecimiento a la marcha de esas instituciones y se encuentre, por 
tal motivo, fuera de los poderes impositivos de las provincias, 

, Palios, tomo 59. pág- #. t " 10 95. P%- 9, tomo no, pág. 35ó 

y otros). 

6° One sin embargo, y según se ha dicho en las sentencias 
de r a y 2.a instancia, (fs. 45. 89 y sig.) ; el impuesto del 50 o|o 
impugnado en el caso sub judice. es una verdadera exacción o 
confiscación que ha venido a restringir en condiciones excesivas 
los derechos de propiedad, y de testar, oue la constitución consa- 
gra sus arts. 17 y 20 en favor de ciudadanos y extranjeros, toda 
vez . que él alcanza a una parte substancial dé la propiedad o a 
la renta de varios años de capital gravado, (Fallos, tomo 100. pá- 
gina 51. considerandos 12 y 13). 

7. " Que el poder de crear impuestos está sujeto a ciertos pnn 
cipios que se encuentran en su base misma, y entre otros al de 
que ellos se distribuyan con justicia; habiéndose observado con 
fundamento que los imposiciones que prescindan de aquellos, no 
serían impuestds sino despojo. (Story 5.a «d. comp. por Cooley 
S 1955 : Cray ; Limitations of Tascing Porver. núms. 173 y '479 
fallos. t<»mo 98. pág. 52. considerando 16). 

8. " Que no se encuentra el gravamen a las herencias en las 
propias condiciones que el interno establecido para los alcoholes, 
etc.. y los ríe aduana, aún cuando éstos excedan del valor de lós 
artículos o mercaderías resjK-ctivas, pues recaen sobre el consu- 
mo y no impiden la industria o el comercio ( Fallos, tomo 98. pá- 
gina 20. considerando 10). 

0." Que en este orden de ideas es también oportuno recordar 
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que iá suprema corte de Estados l'nidos, interpretando y apli- 
cando disposiciones constitucionales menos explícitas que los 
nuestras, ha dicho en uno de sus recientes fallos: "Si ocurriera 
alguna vez un caso en que bajo el nombre de impuesto progresivo 
u en otra forma se imponga una exacción arbitraria y confiscato- 
ria seria la oportunidad de considerar si el poder judicial puede 
acordar amparo, aplicando los principios inherentes y fundamen- 
tales para la protección del individuo, aún cuando no haya para 
ello autoridad expresa en la constitución (Knowltou y Mooi$, 

1/8, U.S. 45). 

10. Que no podría de otra parte, admitirse la validez del im- 
puesto de 50 o|o en el concepto de que él responda, más que a la 
idea de crear renta, a la de prohibir indirectamente las liberalida- 
des en beneficio de la iglesia, pues en tal supuesto, como eje/ci- 
ck> de una de las facultades del poder de policía de las provincias 
no seria compatible con el recordado art 2..' de la constitución 
nacional (Fallos, tomo 98, págs. 20 y 52). 

Por estos fundamentos y los concordantes de las sentencias 
de fs. 39, y 82 revocándose la sentencia recurrida de fs. 124, se 
declara que la ley de la provincia de Buenos Aires de 26 de sep- 
tiembre de 1875, en cuanto establece el, impuesto de cincuenta ■ 
por ciento sobre los legados a que se refiere el presente juicio, es 
contrario a la constitución nacional, y que en su consecuencia no 
procede el cobro de dicho impuesto. Notifíquese con el original, 
rej>óngase el papel y devuélvanse. 

A. Bkrmkjo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. P. Daract. — D. E. 
Palacio. — L. Lorfiz Caiiaxillas. 
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CAUSA CXVIII 



Crimina!, contra Aurora Stella del Castaño, por defrauadción. 

Recurso de hecho 

Sumario : No tiene carácter de definitiva a los fines del recurso 
del artículo 14, ley 48 y artículo 22, inciso 2. de la ley de 
procedimientos en lo criminal, la resolución de su superior 
tribuna! no haciendo lugar al pedido del defensor del proce- 
sado de que se tenga por firme la sentencia absolutoria del 
inferior y de que se devuelva al mismo el expediente, en ra- 
zón del desistimiento del ministerio público del recurso in- 
¡erpuesto por el agente fiscal en primera instancia. 

Coso : El juez del crimen de la capital absolvió a la procesada. 
Llevados los autos a la cámara de apelaciones por apelación 
del agente fiscal, el representante del ministerio público en 
segunda instancia desistió del recurso, pidiendo la confirma- 
ción de la sentencia. Conferido traslado de ese desistimiento, 
el defensor pidió que se declarase firme el fallo recurrido y 
se remitieran los autos al juez a quo a los efectos de su cum- 
plimiento. La cámara no hizo lugar al pedido fundado en 
lo resuelto en casos análogos. El defensor pidió revocatoria, 
y dedujo en subsidio el recurso de apelación para ante la cor- 
te suprema, siéndole denegados ambos recursos. 



DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte : La resolución de la exma. cámara de la ca- 
pital que es materia de este recurso, no constituye una sentencia 
definitiva que ponga fin al pleito o termine la cuesión pendiente. 
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En esa resolución se decide un punto que afecta meramente al 
procedimiento del juicio, y en eHa se aplican disposiciones del 
código respectivo, que no puede caer bajo la jurisdicción de ape- 
lación de este tribunal (art. 6, ley 4055, arts. 14 y 15, ley 48)- 

Por ello y jurisprudencia de V. E. (tomo 104, pág. 273), 
pido que no se haga lugar al recurso de hecho interpuesto. 

Julio Botet. 
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Buenos Alce». 9 iciembre 16 de 191 1 

Vistos en el acuerdo: No teniendo carácter definitivo la re- 
solución de fs. 262 vta., se declara bien denegado el recurso de- 
ducido, de conformidad con lo dictaminado al respecto por el se- 
ñor procurador general, y la doctrina que informan resoluciones 
anteriores de esta corte en casos análogos. Tomo 104, pág. 273. 
Notifíquese original y devuélvanse los autos con testimonio de 
esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — L. Ló- 
pez CA «ANILLAS. 



CAUSA CX IX 



Fisco nacional contra Angel Paulina, por corte de maderas en 
"campos fiscales, sobre procedencia del recurso de revisión 

Sumario : No pueden fundar el recurso de revisión autorizado 
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por el inciso 3- n «le! articulo 551 «leí código de procedimien- 
tos en lo criminal, los documentos conocidos y aún invoca- 
dos con anterioridad a la sentencia condenatoria. 

Caso: Resulta del siguiente: 
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BMtaot Aire», 1C Diciembre di 1911 

Y vistos: 

El recurso de apelación interpuesto por el defensor del pio- 
cesado Angel Paulina, contra el auto «le la cámara federal del 
Paraná, corriente a fs. 215, que declara improcedente e Irecurso 
de revisión de la sentencia de fs. 189 a Kj6 que lo condena a su- 
frir la pena de un año de prisión por daños causados en campos 
fiscales y hurto de maderas. 

Y considerando: 

Que el inciso 3.* del articulo 55 í del código de procedimien- 
tos criminales, en que Se funda la revisión pedida, prevée dos ca- 
sos : cuándo se haya condonado a alguno por resolución cuyo 
fundamento haya sido un documento que después se ha declara- 
do falso por sentencia ejecutoriada c.i causa criminal ; o cuando 
el condenado hallase o recobrase documentos decisivos, ignora- 
dos, extraviados o destruidos por fuerza mayor o por obra de 
la parte acusadora. 

Que el apelante no ha acompañado documento alguno que 
haya sido declarado falso, en las condiciones expresadas por la 
primera parte del inciso 3.° del articulo 551 antes referido. 

Que las diligencias «le mensura agregadas como documen- 
tos decisivos, ignorados, tampoco pueden fundar la pretensión 
del reo, entre otros motivos, porque aquéllas fueron conocidas 
y aún invocadas en la parte que se las consideró favorables, co- 
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mo se ve entre otras referencias, en el dictamen pericial de fo- 
jas 126, expedido a solicitud del procesado en primera instancia. 

Por ello y concordantes del auto apelado, se lo confirma, 
con costas. — Notiftquese con el original y devuélvase, repo- 
niéndose los sellos ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 
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Don Arturo Yeomans, contra la provincia de Buenos Aires, 
sobre interdicto de retener la posesión y de obra nueva 

Sumario: i.° Los interdictos de retener la posesión y de obra 
nueva suponen no solamente que el que los promueve e; 
poseedor, sino también que la turbación u obra nueva que 
se denuncia es arbitraría o ilegitima. 

2. No hay turbación cuando los actos de posesión que 
representaba la obra nueva denunciada quedaron legitima- 
dos con la concurrencia de la voluntad del poseedor. 

Caso : Resulta del siguiente : 
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Buenos Airea. Diciembre 16 de 1911 

Y vistos: 

Don Francisco Mendiondo, con poder del señor Rymer O. 
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Watson. mandatario general de don Arturo Yeomans. deduce 
los interdictos de retener la posesión y de obra nucirá contra la 
provincia de Buenos Aires, exponiendo: 

Que el gobierno de esa provincia lia resucito la construc- 
ción de una linea férrea en La Plata a Meridiano Y, que pasa 
por el campo de su representado en la forma que di muestra el 
plano que acompaña y que, en contra de todas las disposiciones 
constitucionales y legales que garantizan los derechos de pro- 
piedad y de posesión, ha comenzado la construcción de la linea 
forrea en el campo "U Xorumbega" destruyendo alambrados, 
molinos, etc., empezando la construcción del terraplén y vías, 
con ocupación de parte del campo con sitó materiales, sm qut 
su representado haya podido evitarlo y sin cumplir con Jas pres- 
cripciones de la ley de expropiación. 

Que fundado'cn los artículos 2487, 2495. 2496 y 2498 del 
código civil, deduce contra la provincia los interdictos de rete- 
ner la posesión y de obra nueva, a fin de que su representado 
sea amparado en la posesión y se ordene la destrucción <le las 
obras hechas en su campo, con especial condenación en costas, y 
reserva de las acciones por daños y perjuicios. 

Acreditada la competencia de esta corte y convocadas las 
partes a juicio verbal, e\ actor reprodujo su. demanda que fué 
contestada por el representante de la provincia, exponeindo : Que 
por lev de 14 de octubre de 1907, se autorizó la construcción dd 
ferrocarril a Meridiano V. declarado de utilidad píiblica. de 
acuerdo con el inciso articulo 14 de la ley de expropiación 
de V) de o.itthne de 1881. modificada por la de 23 de agosto de 
1895; que ese ferrocarril atraviesa la propiedad del actor, ha- 
ciendo necesaria su expropiación en una extensión de 50 hectá- 
reas, 84 áreas y 85 centiáreas, según informe del ingeniero ins- 
pector en el expediente que acompaña y que motivó el decreto 
de 14 de agosto, resolviendo la expropiación y la urgencia de la 
ocupación del terreno a expropiarse ; que en el mismo decreto se 
dispuso el depósito de la suma de cinco mil ochenta y un pesos 
ochenta y cinco centavos, a la orden del señor Yeomans, impor- 
te de! precio atribuido al inmueble, con más el veinticinco por 
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ciento, a título de indemnización; que en el caso no proceden los 
interdictos deducidos, porqué el poder ejecutivo de la provin- 
cia, al tomar posesión del terreno en cuestión, ha ejercitado un 
derecho indiscutible que deriva de las leyes mencionadas, y que 
además, la posesión se tomó con mucha anterioridad al 7 de sep- 
tiembre de 191 1, y con acuerdo del apoderado del propietario, 
como lo prueban las cartas del señor Watson, que pedía se agre- 
guen a los autos. Después de aducir diversas consideraciones en 
el sentido de que, contra actos del poder público no caben los In- 
terdictos, termina pidiendo el rechazo de la demanda, con cos- 
tas, y el levantamiento de la orden de suspensión de los trabajos. 

Producidas las pruebas ofrecidas por ambas partes, fueron 
éstas oídas a fs. 88 sobre ru mérito. 
Y considerando : 
Que los interdictos de retener la posesión y de obra nueva 
que se han deducido, suponen, no solamente que el que los pro- 
mueve, es poseedor, Sino también que la turbación u obra nueva 
que se denuncian, es arbitraria o ilegitima, porque el ejerci- 
cio de un derecho no puede constituir como ilícito ningún acto. 
(Artículo 1071, código civil ). 

Qw el actor reconoce en su demanda que el campo "La No- 
rumbega" estaba sometido a la expropiación relativa a la cons- 
trucción de tina obra pública, o sea, la línea férrea desde La Pla- 
ta a Meridiano V, lo que no es su ánimo obstaculizar, fundando 
su acción en la circunstancia de que ía ocupación por parte del 
expropiante no ha sido precedida de las formalidades legales co- 
rrespondientes. 

Que la ilegalidad de la entrada a1 campo del señor Yeomans 
en noviembre de 1910, con anterioridad a la iniciación del juicio 
de expropiación y declaración de urgencia de la ocupación he- 
cha en 14 de agosto del corriente año (fs. 40), y las graves res- 
ponsabilidades que pudo imponer a los autores de aqucMa, han 
quedado cubiertas con las manifestaciones del señor Watson, 
del mes de febrero próximo pasado. 

Que, en efecto, dicho señor Watson, como representante del 
señor Yeomans, y con cuyo carácter otorga el poder de fs. 13 
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,»ara iniciar este juicio, dirigió al ingeniero inspector del ferro- 
carril la carta de fs, 3 2, ^ *3 * * ■»«< C " '° 

BlgW "S vista del estado adelantado en que se encuentran los 
terraplenes, etc. del ferrocarril arriba citado en el punto a don- 
de cruza el campo "La Norumbega" (en el partido Nueve de 
r„|io), .le propiedad del .señor Arturo Yeomans. cuyo apoderado 
"soy yo creo que ha llegado el momento oportuno para entender- 
me con Vd., sobre el precio que deberá pagar la empresa por el 
terreno ocupado y también la suma que se deberá alionar por los 
daños y perjuicios causados a la estancia por el cruce de los ríe- 

165 ( ¿de esamanera, los actos de posesión que representaban 
los trabajos de la construcción de la l'mea quedaron legitimados 
con la concurrencia de la voluntad del poseedor del inmueble, por 
U. que no puede alegarse por éste que hubiera turbación en la 
posesión (ártí. 2496, código civil), - 

Que atenta la solución dada en lo principal, se hace inne- 
cesaria la decisión del incidente promovido por el representante 
de la provincia a fs. <V8. sobre levantamiento de la orden de sus- 
pensión de las obras. 

Por estos fundamentos: no se hace lugar, con costas, a los 
interdictos de retener la posesión y de obra nueva, deducidos 
contra la provincia de Unenos Aires. — Molifiqúese co i el ori- 
ginal, y repuestos los sellos, archívese. 

A. Bkrmiíjo. — Nicanor G. DEt 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cahamli.as. 
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CAUSA CXXI 



La Provincia de Corrientes contra don Ramón Alvares de To- 
ledo, sobre expropiación 

Sumario: i.° Estando conformes las partes en la procedencia de 
la expropiación, corresponde fijar la indemnización debida 
la expropiante por la privación de su propiedad, tomando 
como base para ello el informe de los peritos. 

2.° Si entre los perjuicios causados por la expropiación, 
reconocidos como de cargo del expropiante, existen algunos 
ocasionados a un tercero que no ha intervenido en el juicio, 
no obstante tener derecho a ello, corresponde dejar a salvo 
las acciones que puedan corresponder a éste, para exigir la 
respectiva indemnización. 

Caso : Resulta del siguiente : 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenoi Aires. Didcmbrt 21 de 1911 

Y vistos: 

La provincia de Corrientes inicia juicio de expropiación 
contra el doctor don Ramón Alvarez de Toledo, de tm terreno 
ubicado en el Riachuelo, paraje denominado Rincón de Lagrana, 
ante el juez de iv instancia en lo civil y comercial de la capital 
de aquella provincia, expresando: 

Que dicha propiedad, compuesta de una superficie de cua- 
renta y nueve millones ochocientos mil metros cuadrados, y que 
tiene por límites: al norte, Riachuelo; sur, Domingo Latorre; 
este, propiedades Serra, Blanco y Domingo Latorre, y oeste, Río 



146 



FALLOS I>E LA COITE SUPREMA 



Paraná* f»& declarada de utilidad pública y destinada a la fun- 
dación de colonias por ley de la provincia, de 15 de septiembre 
ae 191 o. 

Que la autoridad administrativa había declarado !a urgen- 
cia de las obras a realizarse, a fin de que se le diera la posesión 
inmediata del inmueble, depositando con ese objeto en el Banco 
de la Nación Argentina la suma de noventa y nueve mil seis- 
cientos pesos moneda nacional, que es lo que correspondía .e- 
gún avaluación hecha para el pago de la contribución territorial. 

Que citado ]>or edictos el demandado y dada la posesión 
provisional del inmueble al expropiante, en 6 de abril próximo 
pasado, esta corte resolviendo la inhibitoria promovida ante eri* 
declaró por auto de 20 de mayo del corriente año, que correspon- 
día a su conocimiento el juicio de expropiación pendiente ante 
e! juez de lo civil y comercial de aquella provincia, ordenando 
la remisión de los autos (fs. 75 vuelta). 

Recibidos éstos, el representante de la provincia, acompa- 
ñando los documentos que obran de fs. 79 a 97, después de ex- 
poner los antecedentes de la expropiación del campo del señor 
Toledo, expresa que aquel gobierno desiste de continuar los pro. 
cedimientos ante la jurisdicción local para proseguirlos ante ota 
corte y pide se convoque a las partes para la designación de pe* 
ritos, con arreglo al articulo 6.° de la ley de expropiación. Ten- 
diente la celebración de ¡a audiencia señalada a f s. 1 16 para la 
designación de peritos y examen de las cuestiones planteadas 
respecto a la ocupación provisional, las partes de común acuer- 
do, presentaron el escrito de fs. 179 haciendo constar lo siguien- 
te: i.° Que el gobierno de Corrientes reproducía su demanda de 
expropiación con respecto al campo del doctor Toledo, ubicado 
en el departamento de la capital tic dicha provincia y compues- 
to, según el titulo adjunto, de cinco mil trescientas noventa y 
■nueve hectáreas, sesena y ocho áreas, treinta y dos centiáreas, 
por el precio de noventa y nueve mil seiscientos pesos moneda 
nacional ; 2* Que la parte demandada desistía de sus pedidos 
pendientes sobre reintegro de la posesión y retiro de la acción 
instaurada por el ministerio público de Corrientes; 3. Que la 
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misma, por las circunstancias que expresa, estima en cienfo vein- 
ticinco pesos curso legal el precio de cada hectárea del terreno 
expropiado; 4." Que el i.° de abril de 1907, el propietario arren- 
dó su campo a don Laureano Decoud, con la casa, galpones y co- 
rral, que constituyen su principal establecimiento ; que ese con- 
trato <lcbía vencer el i.° de abril de 1912 y que el señor Decoud 
se vió inesperadamente desa!ojado, según lo acredita- la diligen- 
cia posesoria, lo que le ocasionó perjuicios que el señor Toledo 
deberá resarcir, y que, por consiguiente, deben ser incluidos en 
el monto de !a expropiación, individualizándolos para definir 
responsabilidades ulteriores, y que. según nota pasada al doctor 
Toledo, el señor Decoud estima sus perjuicios en veinticinco mil 
pesos, sobre todo por el recargo que le irrogaría el nuevo arren- 
damiento indispensable para la continuación de sus negocios; 
5." Que, conforme a esos antecedentes, el propietario pide le sea 
pagado el valor del campo a razón de ciento veinticinco pesos la 
hectárea, los perjuicios, los intereses sobre el excedente de la su- 
ma consignada, y las cestas, según jurisprudencia ; 6.° La pro- 
vincia nombra tasador al doctor Raúl G. Torrent, y la parte del 
señor Toledo. al señor Ronaldo Tidblom, pidiendo a la corte la 
designación en tal carácter el doctor don Daniel J. Dónovan. El 
informe de éstos consta a fs. 189. 

Y considerando : 

Que ambas partes están conformes en la procedencia de la 
expropiación del campo del señor Toledo reclamada por el go- 
bierno de la provincia de Corrientes reduciendo el presente jui- 
cio a la determinación de la indemnización correspondiente al 
primero por la privación de su propiedad. 

Que para determinar esa indemnización corresponde, co« 
arreglo al artículo 6.° de la ley número 189 tomar como base d 
informe de los peritos nombrados a ese objeto. 

Que aduciendo respectivamente diversos datos e informa» 
ciones, el perito doctor Torrent fija al terreno del doctor Tole- 
do el precio de treinta pesos hectárea ; el señor Tidblom !o ava- 
lúa en ochenta y cinco pesos moneda nacional, "comprendido en 
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este precio el valor de alambrados, poblaciones y todo lo que, 
por cualquier concepto, deba pagarse al doctor Toledo por el 
campo que se le expropia". 

Que este precio de cincuenta y cinco pesos hectárea, com- 
prendida toda indemnización de perjuicios a favor del expro- 
piado, a que se adhiere e! perito propuesto por la provincia de 
Corrientes, debe considerarse el que en justicia corresponde, 
porque, si bien la renta que se asegura producía el camjx> arren- 
dado, correspondería a un precio menor, es de tenerse presente 
(¡ue esa renta a un contrato celebrado varios años antes, y que 
la expropiación que se cita de! canipo lindero al norte de la pro- 
piedad del señor Toledo, se aproxima al que indica el perito ver- 
cero, cuyo informe ha sido además, favorablemente juzgado por 
el demandado (fs. 203). 

Que en cuanto a la indemnización de los perjuicios que pu- 
diera haber sufrido el arrendatario don Laureano Decoud. y que 
son a cargo de la provincia expropiante, previa comprobación, 
como lo reconoce el apoderado de ésta en su escrito de fs. .205, 
capitulo VI y XI y no a cargo de! expropiado doctor Toledo, el 
perito de éste formula un detalle de partidas sin comprobante 
alguno que se hace ascender a veinticinco mil pesos, mientras 
que los otros dos peritos consideran imjwsible pronunciarse al 
respecto, jxyr falta de elementos para ello. 

Que no jxxlria decirse que hay un convenio respecto a su 
Jetermi nación, desde que el único interesado señor Decoud no 
na participado en é! y por lo mismo no podría obligarlo. 

(¿ue. como consta a fs. 11 del expediente agregado iniciado 
ante ej juzgado de Corrientes, y a fs. 92 vuelta de estos amos, 
e! señor Laureano Decoud protestó contra la ocupación dada a 
la provincia el día seis de abril, entre otras razones, por tener 
pagado el arriendo adelantado, ''reservándose el derecho de la 
consiguiente indemnización a cargo de quien corresponda". 
> (Jue el señor Decoud no ha reclamado intervención en esta 
causa, a objeto de determinar los j>erjuicios a que hace referen- 
cia, como pudo hacerlo (Fallos tomo 113, pág. 238), y ni el apo- 
derado del doctor Toledo, ni el perito designado por éste, tenían 
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la representación legítima y necesaria para comprometer Jos de- 
rechos e intereses de una persona extraña al juicio. 

Que en tal caso, es procedente dejar a salvo las acciones 
que puedan corresponder a don Laureano Decoud, en el carác- 
ter que preteiide revestir de arrendatario del doctor Tolcoo, 
Unto para reclamar de éste la devolución del arriendo que dice 
había pagado adelantado, como para exigir de la provincia ex- 
propiante la indemnización de los perjuicios que pudiera haberle 
ocasionado con la posesión obtenida en seis de abril del corrien- 
te año. 

Por estos fundamentos, con la salvedad consignada en el 
considerando último, se resuelve fijar por toda indemnización a 
favor del expropiado doctor don Ramón Alvarez de Toledo, la 
cantidad de cincuenta y cinco pesos moneda nacional por cada 
hectárea del terreno que determinan los títulos de propiedad 
agregados, con más los intereses a estrío de Banco sobre la di- 
ferencia entre la suma que se manda abonar, y la que fué con- 
signada por la provincia, desde el día de la ocupación, y las cos- 
tas correspondientes a los honorarios de los peritos y gastos de 
actuación. — Xotifíquese con el original y repóngase el papel. 

A. Bermejo! — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. Lopkz 
Caban illas. 
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Don Francisco Akardi contra la provincia de Santa Fe, por €%• 
Propiación sobre competencia 

Sumario : i.° Tratándose de un juicio de expropiación de los te- 
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rreno* necesarios para la construcción del puerto de la ciu- 
dad de Santa Fe, autorizada por la ley número 4269, la pro- 
vincia no reviste el carácter de cesionario de derechos, a los 
efectos de la competencia. 

2. Xo procede la inhibitoria promovida ante un juez re- 
dera! para que se avoque el conocimiento de una causa, 
cuando la parte actora es una provincia y extranjero el de- 
mandado. 

C aso : Ix> explican las piezas siguientes : 
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Santa P*\ Noviembre 9 de llfft 

Y vistos: 

Los de la petición formulada en nombre de don Francisco 
Aicardi j>or el procurador Uaborie para que el juzgado se avo- 
que el conocimiento y decisión de un juicio sobre expropiación 
iniciado ante el juez de 1." instancia en lo civil de la provincia, 
doctor I loracio F. Rodríguez, por el gobierno de la provincia de 
Santa Fe contra don Francisco Aicardi, y proponga la inhibito- 
ria de aquél. 

Y considerando : 

i." Que siendo, en general, el orden de las jurisdicciones de 
interés público, es, por lo tanto, deber de los tribunales sostener 
de oficio su estricta aplicación, cuando las partes intentasen al- 
terar o renunciaran voluntiria o inconscientemente a él, porque 
la voluntad de tas piries no puede dejar sin efecto las leyes tu 
cuya observancia estén interesados el orden público o las bue- 
nas costumbres, ni las leyes renúncianse, sino los derechos con- 
cedidos por ellas, con tal que sólo miren el interés individual y 
no oté prohibida su renuncia. (Código civil, titulo preliminar, 
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artículos 19 v 21 ; Fallos, suprema corte, tomo 17, pág. 194, cau- 
sa XXI ). 

2* Que tratándose en el sub judice de una cuestión en que 
son partes una provincia argentina y un extranjero, según se 
desprende del escrito de fs. 2 a 5 y de las declaraciones de'los 
testigos señores Eduardo L. Gils, fs. 6; y José Solliér, fs. 6 vuel- 
ta y 7. esto determina, según los términos claros de los articulos 
100 y 101 de la constitución nacional, y artículo 1°, inciso i.° de 
la ley número 48 de jurisdicción, la competencia originaria y ex- 
clusión de la suprema corte de justicia, según así lo tiene decidi- 
do ese mismo tribunal, en numerosos fallos, y entre otros en los 
registrados en el tomo 8. página 186; tomo 1, página 485; tome 
ió, página 9. 

3. Que en el concepto de los considerandos anteriores, e\ 
evidente que el juzgado carece de competencia y de jurisdicción 
para entender en la causa que se expresa en la petición del pro- 
curador Laborie, y no corresponde entonces plantear la inhibi- 
toria del juez que conoce de ella. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con el dictamen del 
procurador fiscal de fs. 7 vuelta a 8, resuelvo: declarar que e* 
juzgado carece de jurisdicción para entender en el juicio de ex- 
propiación que se deja mencionado, y no puede plantear la cues- 
tión de competencia a su respecto. — l lágase saber, y ejecuto- 
riado que sea c! presente, archívese. 

Nicolás Vera Barros. 



SENTENCIA DE I.A CAMARA FEDERAL 

Paraná, 30 Diciembre de 1910. 

Vistos y considerando : # 

Que tanto el gobierno de la nación Argentina como el de la 
provincia de Santa Fe, al conoertar el contrato sobre construc- 
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ción y explotación de las obras <le un puerto de ultramar en k 
ciudad capital de esa provincia, conforme a las bases fijadas pea- 
la ley de la primera número 4269, han procedido como estados 
soberanos, y ejercitando los poderes concurrentes que sobre la 
materia les tiene declarados la constitución de la nación (artícu- 
los 67, inciso 16, y 107). 

Que, de acuerdo con la referida ley número 4269, la cons- 
trucción y explotación de esas obras deben ser hechas por cuen- 
ta y bajo la dirección del gobierno de la provincia de Santa Fe, 
cor respondiéndole a esta la propiedad y frutos de las mismas. 

Que mientras ellas no pasen a ser de propiedad de ía na- 
ción en los términos fijados por la ley y contrato arriba enun- 
ciados, no se las debe estimar como sometidas a la jurisdicción 
privativa y exclusiva de los poderes de la última. 

Que la consideración aducida por el ocurrente de formar su 
terreno parte de una isla y haberse construido en él uno de los 
canales de acceso a dicho puerto, está desvirtuada por su afir- 
mación de que el referido terreno forma parte de ¡»u patrimonio 
y está dentro de los límites de la provincia de Santa Fe. 

Que la expropiación de que se hace mérito no lia sido de- 
cretada por ley de la nación, y sí por ley de aquella provincia. 
Y sea que, a la ejecución de la misma ante los jueces de Santa 
Fe, se la estima como una de las causas de que habla el articulo 
100 de la constitución, o exclusivamente civiles de que trata el 
inciso articulo i.° de la ley número 48; o bien, que se coosi 
dere que casos como el de que se trata deben tener sü ejecución 
completa ante los poderes de la provincia que han decretado la 
expropiación; en una u otra hipótesis el juzgado federal de San- 
ta Fe carecería de jurisdicción para conocer de dicha expropia- 
ción. 

Por estos fundamentos y concordantes contenidos en la sen- 
tencia recurrida de fs. 11, se la confirma, en cuanto desestima 
la inhibitoria solicitada i>nr el ocurrente. — llágase saber y de- 
vuélvanse. 

Fortunato Calderón. — José Marcó. — 
R. Flores i "era. 
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DICTAMEN" DEL Sl\ PROCURADOR CKNfiRAL 

Suprema corte: 

La apelación deducida .para ante V. E. es procedente por 
haber invocado el recurrente preceptos de una ley nacional, en 
los que apoyaba la competencia de la justicia federal a que se 
acogía, al promover la contienda de competencia (Art. 6.°, ley 
4055 y art. 14, inc. 3 ley 48). 

En cuanto al fondo de la cuestión, estimo perfectamente 
fundada la resolución de la excelentísima cámara, por cuanto 
el juzgado federal de Santa Fe carece de jurisdicción para co- 
nocer del ji.'cio de expropiación promovido por la provincia de 
Santa Fe contra el apelante, atento lo dispuesto por el artículo 
101 de la constitución y articulo 2.° de la ley 48. Sólo creo nece- 
sario agregar que la ley que decretó la expropiación del terreno 
de propiedad del recurrente, fu de carácter provincial, y en ma- 
nera alguna es posible aplicar a dicho acto las prescripciones de 
la ley nacional de expropiación, que rige exdusivaemnte las que 
sancione el congreso federal, con destino a obras de utilidad na- 
cional (artículos i> 2. y 6/ de la ley de 7 de septiembre de 
t866). 

Por lo expuesto, pido a V. E. se sirva confirmar la resolu- 
ción apelada. 

Julio Botet 



PALI.O Pg tA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aire*, Diciembre 21 de 1911 

Vistos y considerando : 

Que prc5cindencia hecha de sí es o no aplicable a las causas 
en que una provincia sea parte, lo dispuesto en el artículo 8.° de 
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la ley número 48. no puede desconocerse que en el caso y atento 
los términos de !a ley número 4269, la provincia de Santa Fe no 
reviste el carácter de cesionaria de derechos. 

Que, siendo la adora una provincia y el demandado ex- 
tranjero, el caso no corresponde al juzgado federal ante quien 
se ha promovido !a inhibitoria. 

Por ello, fundamentos concordantes, y de acuerdo con lo 
dictaminado por c! señor procurador general, se confirma el au- 
to recurrido. — Xotiíiquesc con el original y devuélvase, debien- 
do el papel reponerse ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. R Daract. — D. E- 
Palacios. . 
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Criminal, contra Marcelino PátM, por homicidio 

Sumario: Es justa la sentencia que impone la pena de diez y sie- 
te años y medio de presidio al autor de un homicidio come- 
tido con ensañamiento y con la atenuante del inciso 6.* del 
articulo 83 del código penal. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 



SENTENCIA T>K LA CAMARA FEDERAL 

La Píate, 28 Octubre de 1911. 

Vistos y considerando: 
Que el procesado ha confesado ser autor de la muerte de 
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(lian Martínez, en su indagatoria «le fs. 18, diciendo que se vio 
obligado a hacerle fuego porque fué agredido por la victima cot. 
cuchillo, con el cual trató repetidas veces de herirlo por haberse 
negado a tomar más vino. 

Que este hecho ha tenido lugar entre I'áez y Martínez sin 
testigos presenciales, debiendo en su consecuencia considerarse 
esa confesión como calificada, pero susceptible en este caso de 
ser dividida, porque hay en autos elementos que lo autoriza» 
(artículos 317 y 318 del código de procedimientos en lo cri- 
minal). _ - 

En efecto, dice el procesado que su victima por el hecho de 
haberse resistido a beber mis vino, lo injurió de palabras y dt 
hechos, y finalmente lo agredió con el cuchillo poniéndole en pe- 
ligro su vida, lo que le obligó a hacer fuego sobre su agresor. ^ 

Esta afirmación del procesado está contradicha en las cons- 
tancias de autos, porque de la vista ocular practicada por la po- 
licía del lugar (diligencias de fs. 3 vuelta y 4). consta que cuan- 
do dicha policia llegó al lugar del hecho, se encontraron con el 
cadáver de Martínez acostado sobre el recado y en la cabecera 
un cuchillo de cabo negro con vaina, lo que significa «pie la vic- 
tima no ha hecho uso de esa arma y que el ataque a mano arma- 
da que manifiesta el procesado, no ha tenido lugar. 

Hay otra circunstancia que contribuye a hacer inverosímil 
esta confesión, y es que el procesado manifiesta en su indagato- 
ria, que no ha sido otra vez procesado y consta de las diligen- 
cias en la nota de fs. 13 que al ser requerida su captura por las 
autoridades de la Pampa Central, dicho procesado se encontraba 
preso en Dolores, acusado de disparo de arma de fuego y lesio- 
nes a Juan Díaz. Y. finalmente, el hecho de su fuga es otra pre- 
sunción que perjudica al procesado y la ignorancia alegada por 
é' del deber que tenia de dar aviso a la autoridad no lo exonera 
de responsabilidad. 

Por otra parte, los 8 disparos contra Martínez demuestran 
un ensañamiento evidente que no sólo pone de manifiesto la 
más absoluta improcedencia de la legitima defensa invocada por 
. el procesado, pues no concurren ninguna de las circunstancias 
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establecidas en el inciso 8. - del artículo 81 del código penal, sino 
también que está bien caracterizado el delito de homicidio con 
circunstancias agravantes — el ensañamiento — y 'a atenuará 
del inciso 6.° del articiHo 83 del código citado, y aplicable en su 
consecuencia, al término medio de la disposición dd inciso 
capitulo T de la ley 4189 de reformas al código penal. 

Por estos fundamentos, se modifica la sentencia apelada de 
fs. 30, y se condena al procesado Marcelino Pie* a la pena de 
diez y siete afios y medio de presidio, confirmándose en todo lo 
demás, con costas. — Devuélvase para su cumplimiento. 

Joaquín Carrillo. — Leónidas Zawüa. — 
Marcelino Escatada. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

ButftM AlfW, DfdtBbft 23 de iftll 

Vistos y considerando : 

Que está plenamente comprobada la existencia del delito de 
homicidio de Juan Martínez, perpetrado por el procesado Mar- 
celino Páez, el día 17 de diciembre de 1908 en el paraje deno- 
minado "t#a Escondida", jurisdicción del territorio nacional de 
la Pampa Central, según resulta de las diligencias del sumario 
y de la confesión prestada ante el juez de la causa ( fs. 18 a 20). 

Que esta confesión, por la que el procesado se reconoce au- 
tor de la muerte de Martínez, reviste las condiciones exigidas 
l>or el articulo 321 del código de procedimientos en lo criminal 
para constituir prueba del delito que aparece rodeado de las cir- 
cunstancias agravantes que resultan de la diligencia de fs. 3, y 
del reconocimiento pericial a que se refiere el informe de fs. 6. 

Que la pena impuesta en la sentencia de fs. 46. pronuncia- 
da |x>r la cámara federal de apelaciones de La Plata, se ajusta 
a las prescripciones del código penal, y al articulo 17. inciso 1." 
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de la ley de reformas, número 4189, en que se basa, sin que pro- 
ceda en el caso, su modificación en favor del reo, dadas las cir- 
cunstancias agravantes de que se ha hecho mención, y que se des- 
prenden de las constancias de este proceso. 

Por ello, y sus fundamentos, se confirma, con costas, la 
sentencia apelada de js. 46. — Notifiqu<\se con el original y de- 
vuélvanse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
— M. P. Daract. — D. E. Palacio. 



CAUSA CXXIV 

Leandw Garda contra la provincia de Buenos Aires, 
sobre escrituración 

Sumario: i.° lis inadmisible la excepción de cosa juzgada opues- 
ta después de estar trabado <íl pleito. 

2." El derecho emergente de una transacción celebrada 
con la provincia de Buenos Aires para ubicar terrenos en 
tierras de pertenencia pública, tiene que referirse a las de 
esa clase existentes en el momento de la transacción, y no a 
las que la provincia adquiriese posteriormente de particula- 
res para objetos determinados. 

Caso: Lo explica el fallo siguiente: 



FALCO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenoi Aires. Dlcicnbrc26 d* 011 



Vistos: 



Don Leandro García entabla demanda contra -la provincia 
de Buenos Aires, para que se la condene, con costas, a escritu- 
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rarle una superficie de terreno compuesta de 20 hectáreas, 24 
áreas y oS centiáreas, en el partido de Flores, capkal federal, 
ubicada en la forma que determina el croquis que acompaña, ex- 
poniendo en lo sustancial : 

Que el título que invoca es la transacción celebrada entre 

dichaVovincia y ÍAÚS Vcrm *> sirvio ílc base al inicxo 
anterior seguido por el contra la misma provincia y en el qut 
esta fué condenada á escriturarle una superficie de 229 hectá- 
reas, 55 áreas, 34 centiárcas en la Estanzuela del Rey, del Es- 
tado ó Lomas de Zamora, por sentencia de 2 de Junio de 1908. 

Que al dictarse esa sentencia, estaban libres de ocupación 
dos fracciones de terrenos, una al cuidado de Barnuera con una 
superficie de 120 hectáreas y otra de más de 100 hectáreas, de- 
clarada de la provincia en el juicio de interdicto que le siguió 
Hernán. 

Que el 25 de febrero (le 1909 se le otorgó por el gobierno 
de la provincia escritura de transferencia de 177 hectáreas, 49 
áreas, 77 centiáreas y 22 decímetros cuadrados de las que toda- 
vía no ha podido tomar posesión. 

Que para integrar su titulo, solicitó la escrituración del te- 
rreno a que se ha referido y no se ha hecho lugar a ella por ha- 
ber sido adquirido para un objeto determinado. 

Que el doctor Juan E. Solá. por 1a provincia de Buenos Ai- 
res, pide el rechazo de la demanda con costas, alegando : 

Que el terreno en el cual quiere ubicar sus derechos el se- 
ñor García, está situado en la capital, y la provincia entiende 
que tanto en razón del titulo original de los derechos de García 
como en razón de la sentencia de esta corte que los reconoció, 
la ubicación debe hacerse en terrenos situados dentro de los lí- 
mites de dicha provincia, y que le pertenecieran al tiempo de la 
transacción con el señor Vernot, tittfo originario de los derechos 
de García. 

Que los terrenos de Flores que reclama el actor fueron ad- 
quiridos por la provincia con fines especiales, como lo hizo no- 
tar o|K>rtunamente la dirección de tierras, y por consiguiente no 
están comprendidos entre los que aquél puede ubicar. 
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Que recibida la causa a prueba, háse producido la que ex- 
presa el certificado de fs. 74, y Ilamádose autos para definitiva, 
después de haber alegado las partes a fs. 75 y 87. 

Y considerando: 

Que con arreglo a la terminante disposición del articulo 85 
de la ley número 50, es inadmisible la excepción de cosa juzgada 
opuesta por el representante de la provincia de Buenos Airen a 
fs. 88 vuelta de su alegato, es decir, después de estar trabado en 
pleito. 

Que, según el testimonio de la <trasacción celebrada entre 
lu provincia de Buenos Aires y don Luis Vernet en 17 de sep- 
tiembre de 1867 (fs. 5 y siguientes del expediente G. 18, caratu- 
lado "Vernet don Luis, — su sucesión sobre ubicación", — pre- 
sentado como prueba), la primera se comprometió a dar al se- 
gundo la propiedad de quince leguas cuadradas de terreno de 
pertenencia pública, en el lugar que pudiese ubicarlas parcal o 
totalmente, sin perjuicio de tercero. 

Que la ley provincial de 11 de enero de 1867, vigente en el 
momento de celebrarse esa transacción, había dividido la tierra 
pública existente dentro de la linea de fronteras en cuatro sec- 
ciones, a los fines de su venta, que comprendían los diversos 
partidos de la provincia, sin incluir en ellas Jas superficies re- 
servadas para asiento de pueblos (arts. 9.* y 26). 

Que las leyes posteriores de 14 de agosto de 1871 (arts. 9.* 
y 25) ; de 15 de noviembre de 1876 (arts. 2. , 3 * y 6.°), y de 26 
de diciembre de 1878 (arts. 7. y 8.*), excluyeron asimismo de 
la venta, determinadas superficies de terreno para centros de 
población ; pudiendo agregarse que el decreto reglamentario de 
i.° de septiembre de 1869, distinguió (arts. 2.* y 3. ) los terre- 
nos públicos propiamente dichos, de los solares, quintas o cha- 
cras; y que Ja ley de 19 de julio de 1887 autorizó al poder eje- 
cutivo para vender en remate público los terrenos de chacra per- 
tenecientes al estado, que se encontraran dentro de los ejidos 
de los pueblos mandados crear, disponiéndose a la vez que los 
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solares y quintas de los mismos fueran vendidos por las comi- 
siones municipales o por comisiones especiales nombradas en 
cada caso (arts. I;* y 2,°). 

Que en presencia de estas disposiciones anteriores y poste- 
riores al convenio entre Vernct y el poder ejecutivo de la pro- 
vincia de IUienos Aires, que sirve de base al título del actor, no 
es posible admitir que en los conceptos terrenos de pertenencia 
pública de dicho convenio, estaban incluidos, o se incluyeron 
después, los inmuebles de la provincia, cualquiera que fuera su 
rbkación y la autoridad bajo cuya inmediata independencia se 
l.allaran ; y menos los que la misma tuviera fuerza de su terri- 
torio, o que hubieran venido a quedar fuera de él y bajo otras 
jurisdicciones, por actos de cesión o venta, antes de que se hu- 
biesen ubicado integramente las quince leguas concedidas á 
Vernet 

Que, según el mismo don Carlos Vernet, representante de 
h sucesión de don Luis Vernet. el derecho reconocido a este ul- 
timo fué de ubicar las quince leguas dentro de la provincia y en 
los terrenos de cuatrocientos mil pesos comprendidos en la cla- 
sificación del articulo 10, ley de 10 de enero de 1867 ( fojas 1 del 
expediente citado, letra G. 18), esto es, en terrenos destinados 
a la venta, y en que no entraren las tierras llamadas de Rosas, 
Chivilcoy, San José de Flores y otras que se especificó en aqué- 
lla (art. t).*>. 

Que. además, el derecho reconocido a Vernet de ubicar las 
quince leguas referidas en tierras de pertenencia pública, tenía 
naturalmente que referirse a las de esa clase existentes en el 
momento de la transacción, y no a las que la provincia adquirie- 
se posteriormente de particulares para objetos determinados, 
como la de que se trata, según categóricamente lo reconoce el 
mismo actor (fs. 79 vuelta, 80 y vuelta) ; tierras estas últimas 
de distinta condición de las enumeradas en el articulo 9. de Ja 
ley de 1867 y que no pudieron, en consecuencia, tenerse en cuen- 
ta por las partes al transigir ; siendo oportuno observar que el 
considerando 7.° de la sentencia de esta corte de junio 2 de 1908, 
de que se hace mérito en la demanda, dice : "que aun cuando no 
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ha sillo negada la circunstancia de ser fiscal el terreno pedido 
por García* con estos documentos (los mencionados en los con- 
siderandos precedentes i queda comprobado el I.-eho (el carác- 
ter fiscal del terreno), debe creerse que lo fué a la fecha de la 
transacción ya que no se ha dicho lo contrario, como sucedió en 
reclamación anterior en que el fiscal hizo notar esc inconvenien- 
te en otros terrenos que la provukia había adquirido posterior- 
mente en Matanza" (ís. 46 vuelta del expediente caratulado 
"Garciá don Leandro contra la provincia de Buenos Aires, so- 
bre cumplimiento de un contrato). 

Que si bien es cierto que en ta misma sentencia se establece 
que en el titulo originario de los derechos invocados por (iareia 
no otaba indicada ninguna condición especial en los terrenos 
que debían darse, fuera de la que ellos sean de la provincia, esto 
debe entenderse sin perjuicio de las qué establecieron las leyes vi- 
gentes en el momento de !a transacción; y además en el propio 
fallo se observa que en el pleito no se había hecho cuestión ni 
del fondo del derecho invocado por García, ni de la clase y con- 
diciones de los -terrenos que se pedían * fs. 45, expediente citado ). 

Oue dada la actitud asumida por la demandada en el pre- 
sente juicio, no puede prevalecer sobre las consideraciones di 
hecho v de derecho que quedan expuestas, el antecedente adu- 
cido por el actor de que ella haya concedido á otros ubicaciones 
en terrenos de su propiedad dentro de la capital federal, en cir- 
cunstancias análogas, pues esta corte está llamada a decidir la 
contienda como tribunal de derecho (art. 13, ley núm. 50). 

i*or estos fundamentos, no se hace lugar a la demanda. — 
Las costas se abonarán en el orden causado, en atención a la na- 
turaleza de la cuestión debatida. — Xotiííquese con el original, 
repóngase el papel y archívese, debiendo devolverse los exi>e- 
dientes administrativos. 

A. BERMEJO- — Nicanor G. mu 
Sor 1 — M. P. Daract. — 
D. I Palacio. — L. Lopkz 
Caiiax illas. 
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CAUSA CXXV 

Recurso extraordinario deducido de hecho por el F. C. C. Cór- 
doba en autos con M. Avellaneda 

Sumario : Es improcedente el recurso extraordinario del articu- 
• lo 14 de la ley número 48, si las garantías constitucionales 
invocadas en el pleito no tienen relación directa con las cues- 
tiones debatidas y la solución de la causa no depende de la 
interpretación de aquellas garantías. 

Laso: Resulta del siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Diciembre 28 de 1911. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que para interponer el recurso extraordinario previsto en 
el artículo 14 dé la ley número 48. el apelante se funda exclusi- 
vamente en que lia invocado las garantías de los artículos 17 y 
18 de la constitución. . 

Que no aparece en los autos la relación directa de esas pres- 
cripciones constitucionales, con las cuestiones relativas a la pros- 
cripción de la acción deducida y a la trasmisión de las obligacio- 
nes de la empresa del Centra! Xorte a la del Central Córdoba, 
que han sido debatidos en la causa y decididos en la sentencia 
definitiva de fs. 221. 

Que la solución de la causa no depende así de la interpreta- 
ción de las prescripciones constitucionales citadas, por lo que. 
es improcedente el recurso interpuesto. 



i 
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Por ello, y de conformidad con lo pedido por el señor pro- 
curador general, se declara bien denegado el recurso. — Xoti- 
/iquese con el original, y repuesto el papel, archívese, devolvién- 
dose los autos principales, con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D; E. Palacio.— 
L. López Cibaxillas. 



CAUSA CXXVI 

Mario Bravo, sobre inconstitucionalidad de la lev sociat 

número 70*29 

Sumario : La facultad de declarar la inconstitucionalidad de una 
ley sólo puede ser ejercitada por el poder judicial cuando 
un caso propiamente <al o controversia entre partes que 
afirman y contradicen, respectivamente, derechos en la 
prescripción legal discutida son llevados a su decisión. En 
consecuencia no corresponde a la justicia nacional conocer 
dó una demanda tendiente a que se declare en general o en 
abstracto la inconstitucionalidad de la ley social. 

Caso: Resulta del siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires, Diciembre 29 dt I9M. 

Vistos y considerando: 

Que contra la sentencia de la cámara federal de apelación 
de la capital que, confirmando la del inferior, deniega el fuero 
federal a la demanda de inconstitucionalidad de la ley de deten- 
sa social número 7029 deducida por el doctor Mario Bravo, es- 
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te ha interpuesto los recurso? de nulidad y apelación para ante 
esta corte. 

Que en cuanto al primero, o sea el de nulidad; no se en- 
cuentra autorizado por el articulo 14 de la ley de jurisdicción 
y competencia de 1863, número 48, según lo reiteradamente re- 
suelto por la jurisprudencia ( Fallos, tomo 102, \úg. 43 y otros). 

Que en cuanto al de apelación, su procedencia es evidente, 
desde que, denegado el fuero federal a que ocurrió el apelante, 
se le ha desconocido un derecho que él mismo creía fundado en 
di>i>osieioni'< de la constitución, y se encontraba, por ello, en 
el caso previsto en el inciso ¡.° del articulo 14 citado, y articulo 
6.* de la ley numero 4055. 

Que si alguna duda podía ofrecer la lectura del escrito de 
fs. 4, respecto a si él se proj>onia formular una demanda de ¡n- 
constitucionalidad de la ley de defensa social, o la intcr|x>sic¡ou 
del recurso autorizado \h>t el articulo 11 de esa ley. según el 
cual los afectados por una prohibición de asociación o reunión 
¡MKlrian reclamar de ella ai>te el señor juez federal del lugar, es;» 
duda desaparece ante los términos explícitos del memorial p*e 
sentado ante esta corte. 

( ^itó en ese memorial se consigna lo siguiente: "Yo no apelo 
de nada. E| jefe de policía, haga bien o mal. ha procedido den- 
tro de la ley y no me quejo de la resolución del jefe de |K>licia" 
i fs. 45. párrafo 111». insistiendo en que su demanda de fticons- 
titucionalidad era clarisima y que no ha pensado, siquiera, plan- 
tear la cuestión relativa al recurso autorizado por la ley 7029 
en su articulo u. 

One con arrer'o al articulo 100 de la constitución, corres- 
l>onde a la corte suprema y a los tribunales inferiores de la na- 
ción el conocimiento y decisión, entre otras, de todas las causas 
que versen sobre puntos regidos por la constitución. 

Que, según ese texto y la jurisprudencia uniformemente es- 
tableada, les pinitos regidos por la constitución, la ley ó los tra- 
tados, sólo ptiedén «lar jurisdicción al |M>der judicial cuando son 
llevados ante éste cu la forma de causas, es decir, de controver- 
sia entre partes. 
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Qué no corres¡)onde a esc poder hacer declaraciones gene- 
rales o en abstracto respecto a la constitucionalidad o inconsti- 
tucionalidad de las leyes que dicte el honorable congreso, sino 
únicamente con relación a la aplicación de éstas al hecho o caso 
contencioso producido (articulo 2. . ley de 16 de octubre de 1862 ; 
fallos, tomo 12. pág. 372; tomo 24. pág. 248; tomo 95, pág. 290; 
tomo 107, pág. 179 y otros). 

Qufi la jurisprudencia americana, por el órgano de su más 
alto intérprete, aplicando prescripciones análogas a las citadas, 
ha reconocido igualmente que la facultad de declarar la incons- 
titucionalidad de una ley sólo podía ser ejercitada cuando un 
vaso propiamente tal. o controversia entre partes que afirman 
j contradicen, respectivamente, derechos en la prescripción le- 
gal discutida, son llevados a su decisión, sin que pueda ser su- 
plido, como se ha hecho constar recientemente, ni |K>r la explí- 
cita autorización de una ley ( Muskart, v. United States. 23 de 
enero de 191 1. — Miller, On the constitution, página 315). 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo |>ed¡do 
por el señor procurador general, se confirma la resolución ape- 
lada ( 1). — Xotiííquese con el original y devuélvanse. rqx> 
niéndosc los sellos ante el inferior. 

A. Bermkjo. — Nicanor G. mu 
Solar. — Lucas López Ca- 
iíanii.las (en disidencia). — 
M. P. Daract (en disiden- 
cia). — D. E. Palacio. 

disidencia: 

Vfetos los autos spbr* inconstitucionalidad de la ley 7029, 
promovidos por el doctor Mario Bravo, 



iJ!L8P£& U Cimwa Federal fundándote en qae lee caeiMones relacionad*» coa 
l 1 '*^' 70»ton c.tranoi á a ju.lici. nacional, por pertenecer el fuero comuo"oao 

Í2 p iI?ií2fIÍL 4 *-!iia r pfMl co«Hn»ó U resolución del lúes totoral que 

ee declaro Incompetente para seguir conociendo « ettt Jaldo. 1 q 
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Y considerando: 

Que el recurso de nulidad de que se ocupa la memoria de 
fs 44. no está autorizado por los artículos 14 de la ley núm. 4» y 
6.0 de la ley 4055. con arreglo a sus términos y a lo reiteradamen- 
te decidido. 

One el de apelación, concedido en el auto de fs. 41, es pro- 
cedente, como lo sostiene el señor procurador general, y a su 
respecto, esta corte debe concretarse al examen del único punto 
resuelto por la sentencia apelada de fs. 40. en sentido contrario 
a! sostenido i»r el actor, o sea el del fuero ( artículo 14. «nc. 3.0, 

C> Que el recurrente, acompañando las notas de fs. 1 a 3. y sin 
invocar el articulo ti de la ley 7029. ni pretender que la policía 
hubiera tomado medidas no permitidas por la misma ley. solicito 
en SU escrito de fs. 4. que. con intervención fiscal, se declararan 
inconstitucionales los arts. 8. 9 y 10 de aquélla, por ser contrarias 
a los artículos 14. 28. 29. 33 y concordantes de la carta fund .men 
tal y se hiciera saber a la autoridad local a fin de que no impi- 
diera el libre ejercicio de los derechos de reunión, libertad de pa. 
labra v de petición que los últimos consagran. 

fine en tales condiciones no es dudoso que se trata de una 
cau>a\egida por la constitución, cuyo conocimiento corresponde 
:, la justicia federal, desde que los arts. 14. 28 y demás invocados, 
tienen prima facic relación directa con los hechos del caso, y la 
solución «le él depende de la manera como sean interpretados di- 
chos artículos (artículo 100. constitución nacional, art. 2.0. inci- 
so l o, ley 48; Fallos, tomo 3.0, páginas 315 y 4Ó8; tomo 97. pa- 

g ' na OiK?no se opone a lo anterior la sentencia de esta corte de 
agosto n de 1010. en la causa seguida contra Simón Radovvys- 
kv porque en ella y otras (Fallos, tomo 113. P*g- recaídas 
en procesos criminales, no se ha establecido que todas las cues- 
tiones relacionadas con la ley 7029 son extrañas a la justicia fe- 
deral, sino simplemente que lo son los delitos de carácter común 
definidos y reprimidos en esa ley, admitiéndose implícitamente fe 
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competencia para L« dé carácter federal, y con mayor razón pa- 
ra las causas civiles regida, por la ley fundamental. 

Que si la petición de fs. 4 c inadmisible como demanda, o 
como recurso distinto del previsto en e¡ .irt. 1 1 de la ley 7029, por 
razones de forma o por no estimarse autorizado el segundo por 
las leyes procesales, ello no afectaría propiamente la jurisdicción 
que comporta el poder de resolver sobre esos extremos, asi como 
sobre el mérito de las gestiones que se promuevan I Fallos, to- 
mo 30, página 281 ; tomo 95, |>ágina 51 ; tomo 107. página 179; 
tomo 114. página 8). 

Que esta corte no está llamada a decidir si el presente nstin- 
to debe llevarse ante el juez federal en lo criminal o ante los 
otros jueces federales que en la capital ejercen la jurisdicción ci- 
vil (arg. artículos 9 y 19, ley 4055)- 

En su mérito, se revoca la sentencia de fojas 41, en cuanto 
resuelve que la justicia federal carece de jurisdicción para cono- 
cer del caso, y se declara que la cámara federal de la capital de- 
be determinar cuál sea el competente a ese fin, dentro de los tri- 
bunales federales de la misma capital. Xotifiquesc con e! original 
y devuélvanse, debiendo reponerse el papel ante el inferior. 

M. P. Dakaci— D. E. Palacio. 



CAUSA CXXVII 

Francisco Aicardi y otros, contra Dirks y Dates sobre interdicto 
de obra nueva. Competencia 

Sumario: I o Xo pueden servir de fundamento a la competencia 
de la justicia federal para conocer de un interdicto trabado 
entre particulares, las referencias del artículo 17 de la cons- 
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titución nacional y dé la ley 4 ¿r> 7 q l!C sol ° tengan una rela- 
ción lejana con los actos que motivaron el pleito. 
2" Kl fuero federal no procede ratione máteríae cuando los ac- 
tos administrativos del gobierno nacional que se mencionan 
en el caso, no sirven de fundamento inmediato y directo a 
las accione- y excepciones entabladas o alegadas. 

Caso: Lp explican lás piézás siguientes: 



SENTENCIA DEL JUEZ DK SECCION 

Sania Fé. Septiembre 3 de 1909 

Aut6s y vi-tos: tos Úé) interdicto de obra nueva promovido 
por el procurador Luis Laborie, en representación de los seno- 
res Francisco Aicárdi y Pedro Gtluzzi conta los señores Dirk y 
Dates; y Considerando: 

Primero: Que siendo como es "deber de los tribunales na- 
cionales examinar ante todo si el asunto que se les presenta es de 
su competencia, e inhibirse de entender en él, en caso de no serlo, 
aunque las partes no lo soliciten", y. Fallos suprema corte nacio- 
nal, tomo iG, página 64— corresponde antes que nada compro- 
bar si las circunstancias alegarlas por la parte aotora como ge- 
neradora- del fuero federal en el caso sub judice, son efectiva- 
mente determinantes de comjH'teticia para el juzgado. 

Segundo : Que como se desprende de la propia exposición de 
los actores, ios demandados señores Dirk y Da-tes. son empresa- 
rios de la construcción del puerto de ultramar de esta ciudad, a 
mérito de contratos celebrados con el gobierno de la provincia, 
y no puede entonces aceptarse que sea exacto que sus actos tic. 
nen origen en actos administrativos del gobierno nacional, del 
cual los señores Dirk y Dates no son ni agentes ni contratistas; 
tanto más cnanto que la ley 4200, que autorizó la consrucci.'m del 
puerto atribuye a la provincia la dirección y la responsabilidad 
de las obras, y la explotación del puerto, una vez concluido. 
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Tercero: Qiié c! hecho de hallarse el inmueble de que se di- 
cen propietarios y poseedores los demandantes en las proximida- 
des de la ribera, casi» ;le ser cierto, no determinaría tampoco, en 
el caso sub jucücc. la competencia del fuero federal por tratarse 
de una cuestión de derecho civil. 

Cuarto: Que la sola afirmación de que se ha violado una ga- 
rantia o desconocido un derecho que la constitución nacional ha- 
ya consagrado, no basta para hacer que el caso sea justiciable 
por los tribunales de la nación, máxime cuando, como en el sub 
judice. es materia de jurisdicción concurrente. 

Quinto: Que en el concepto de los considerandos anteriores 
la competencia del juzgado ni ha sido justificada |x>r los actores, 
ni puede considerarse emergente de las circunstancias que ello? 
invocan como determinantes del fuero federal. 

IW tanto, oído el procurador fiscal, y de acuerdo con su dic- 
tamen de fs. r?, resuelvo: Declarar que el juzgado no es compe- 
tente para entender en este interdicto de obra nueva y mandar 
que los interesados ocurran donde corresponda. Hágase saber, 
repóngase y en oportunidad, aréhívCsc el expediente. 

Nicolás Verá Horros. 



SENTENCIA DE I.A CAMARA FEDERAL 

PaianA 9 de Mayo de 1910. 

Vistos y considerando: Que se trata de un inmueble sito en 
territorio provincial y el cual no ha salido del doni¡n¡0 particular, 
según resulta del escrito de demanda ( i>. 

Que el hecho qué se imputa a los demandados o sea la obra 
nueva que se ejecuta en dicha propiedad y que motiva la acción 
intentada, solo puede j;etKTar relaciones de derecho privado en- 
tre aquellos y los actores, siendo |M>r tanto de aplicación directa 
al caso lo legislado por el código civil; como lo establece el a tjiio. 

Que de todo esto se sigile que el presente juicio, por razón 
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de !a materia "no corresponde al fuero federal sino al provincial 
de Santa Fe, donde se encuentra ubicado el inmueble. 

Que no obsta contra lo expuesto la circunstancia de que éste 
se baile comprendido dentro del perímetro demarcado para el 
puerto de Santa Fe, ni lo legislado por la ley nacional mítn. 4269. 
el contrato celebrado en su consecuencia con el gobierno de la 
provincia de Santa Fe y el que éste a su vez concluyó con los de- 
mandados para la construcción de dicha obra, toda vez que no se 
trata aquí de la aplicación de tal ley o de un caso regido directa- 
mente ¡M»r ella. Es de notarse que ninguna de sus cláusulas, au- 
toriza la expropiación de las tierras de los particulares compren- 
didas en la zona del puerto de su referencia. I«a construcción y 
explotación de él debia hacerse por cuenta y bajo la dirección del 
gobierno de Santa Fe (articulo 1.0 de la ley citada), siendo éste 
l*>r consiguiente el llamado a disponer y deliberar en lo referente 
a la expropiación. Por otra parte, la reserva de jurisdicción que 
se contiene en el articulo 10 de la ley citada, dados los anteceden- 
tes expuestos, debe entenderse que es la que corresponde en todo 
caso al gobierno nacional sobre los puertos de la nación. e:i virtud 
de lo legislado en los incisos 9 y 12 de! art. 67 de la constitución 
nacional, sean |>or lo demás quienes fueren los que los hayan 
consf ruido y exploten. 

Que tampoco en el ocurrente sur je el fuero federal por ra- 
zón de las personas, pues de autos no resulta tal extremo. 

Que no hay mérito para la imposición de las costas en con- 
sideración a la naturaleza de las cuestiones en debate. 

Por ló expuesto, de acuerdo con la vista fiscal de fs. 32 vta. 
v por sus fundamentos, se confirma la sentencia apelada de fs. 
13. Hágase saber y devuélvase, previa reposición. 

l-ortumto Calderón. — José Marco (Rn 
disidencia). — R. Flores Vera. 
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Buenot Aires, 28 Diciembre de 191!. 

Vistos y considerando: Que, según lo reiteradamente re- 
sucito por esta corte, por aplicación de lo dispuesto en e! art. 2.*, 
inciso i.° de la ley 48. invocado por el recurrente, para que una 
causa se considere especialmente regida por la constitución na- 
cional, una ley del congreso o un tratado público internacional, 
de suerte que su conocimiento corresponda a la jurisdicción pri- 
vativa de la justicia federal, es necesario que el derecho que se 
pretende hacer valer por una demanda en juicio, esté directa e 
inmediatamente fundado en un articulo de la constitución, de la 
ley o del tratado ; sin que baste para que surta el fuero federal la 
seda circunstancia de que los derechos que se dicen violados estén 
garantidos por la constitución naciocial,— Fallos, tomo 29, pági- 
na 319; 55. página 117; 65, página 114. 

Que en el presente caso la acción posesoria instaurada a fs. 
3, ha sido expresa y directamente fundada en las disposiciones 
del derecho común allí citadas, sin que las referencias hechas al 
art. 17 de la constitución y ley 4269, tengan sino una relación le- 
jana con los actos de obra nueva, materia del interdicto, y por 
consiguiente, que puedan servir de fundamento a la competencia 
de la justicia federal que se pretende por el actor. 

Que tampoco puede fundarse dicha jurisdicción, como se 
ha sostenido, en la circunstancia prevista en el inciso 4. del re- 
cordado art. 2, so pretexto de tratarse de un pleito entre particu- 
lares, que reconoce por origen actos administrativos del gobierno 
nacional, emanados de la ley 4269. pues, la jurisprudencia de es- 
ta corte, respondiendo a los motivos que informan la recordada 
disposición, ha establecido que el fuero federal no procede rano- 
ne Uiatcriac, cuando los actos administrativos no sirven de fun- 
damento inmediato y directo a las acciones y excepciones enta- 
bladas o alegadas en los respectivos juicios, y como tal relación 
directa e inmediata no aparece en el caso, según claramente se 
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desprende de la demanda misma, el conocimiento de la causa no 
competé a la justicia de este fuero. 

Por ello y fundamentos concordantes del fallo apelado, de 
conformidad con lo pedido ix>r el señor procurador general, se 
confirma dicha resolución. N'otifiquese y devuélvase, reponien- 
do^' el papel ante el inferior. 

A. Bermejo. — M. P. Daraat. — 
D. E. Palacio. — Lucas Ló- 
pez Cabanillas. 



CAUSA GXXVII] 

Criminal, contra A\ Áyqlq o Cabra!, f>or homicidio 

Sumario : Es jüsta la sentencia cjuc impone la pena do veinticinco 
años de presidio al autor de un homicidio cometido con las 
circunstancias agravantes del inciso 4. del artículo 84 del 
código l>cnal y las qué surgen de la aplicación del articulo $S 
del mismo código por las heridas inferidas a la victima y el 
rolxi cometido como móvil del crimen. 

Caso: Resulta de! siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Diciembre M de 1911. 

Vistos y co:i*i«Ieranclo : Que está comprobado el cuerpo <le! 
delito |*>r las diligencias de tk r a 5 é informe de fs. 1! vta. y 
(■tras referencias de los autos. 
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Que la responsabilidad del procesado Avala o Cabral, lo 
está igualmente por su propia confesión de fs. 26 a 29, 43 a 47 
corroborada por las varias circunstancias que se expresan en ios 
testimonios de fs. 21 a ¿3 y demás antecedentes acumula los. 

<Juc el delito se lia cometido con las circunstancias agravan- 
tes del inciso 4", articulo 84 del código penal y las que surgen de 
la aplicación de! art. 85 del mi>mo código, |x>r las heridas infe- 
ridas a María Vignolo y el robo cometido como móvil del crimen, 
según la propia confesión del acusado. 

Que la circunstancia invocada por Ayala o Cabral, de haber 
cometido el crimen obligado por Lucero, sobre no constituir una 
atenuante de las enumeradas en el art. 83, no ha sido justificada 
en el proceso. 

(Jue en tal condición corresponde aplicar al procesado Kc- 
gino Ayala o Cabral el máximum de la pena establecida en el ar- 
ticulo 17, inciso i", ley 4189, como autor responsable de la muer- 
te de Juan Vignolo, lesiones graves a María Vignolo y robo. 

Ea mérito de lo expuesto y concordantes del fallo apelado 
se lo confirma con costas. ( r) Xotifiqucse con el original y de- 
vuélvanse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dkl 
Soi*\K¡i — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. Lornz 
Cauaniu.as. 



(I) NOTA: La Cámara Federal confirmó el fallo del Juez que Imputo la pena dt 
veinticinco anos de presidio al reo. 
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CAUSA CXXIX 

Municipalidad de Córdoba con el P. C. C. Argentino. Cobro de 
pesos. Recurso extraordinario 

Sumario: Los ferrocarriles regidos por la ley núm. 5315 deben 
abonar, en sil caso, el pavimento, al igual de los otros propie- 
tario? en los centros urbanos. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JVV.Z 

Córdoba, Octubre 5 (Olí. 

Considerando: 1." Que para resolver si proceden o no las 
cxce|>ciones opuestas por el demandado de inhabilidad de titulo, 
pago y exención de impuestos, debe tenerse en cuerna que si bien 
se arguye inhabilidad de título porque se sostiene que no se debe 
el impuesto en razón de la ley general núm. 5315 de la nación, a 
la que c>tá acogida la empresa demandada, hay que tener presen- 
te la disposición del art. 123 dé la ley provincial núm. 1819 de 
municipalidades, de cuyo articulo después de establecer la vía ju- 
dicial con carácter de apremio para el cobro de impuestos y re- 
cursos municipales, dice que servirán dé suficiente titulo la bole- 
ta otorgada por la receptoría y visada por el intendente; y como 
en estas ti ndicio;ics se encuentran las boletas acompañadas a la 
demanda, existe por consiguiente el titulo, que seria más bien in- 
aplicable al caso -i hubiera razón para fundar la excepción de 
pago y exención de impuestos en virtud de la ley nacional 5315 
2." Qtie como consecuencia del primer argumento al titulo 
del demandante se alegan excepciones de jxigo y exención de im- 
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puestos, lo primero porque el demandado lia pagado, dice el 3 
por ciento que le corresponde de acuerdo con la ley nacional cita- 
rla, y en que en ese 3 ojo pagado de acuerdo al art. 8 de la men- 
cionada ley se comprenden todos los impuestos nacionales, pro- 
vinciales y municipales, y lo segundo por no admitir distinción 
alguna dé clasificación entre aquéllos impuestos que son pagados 
por todos, y aquellos otros servicios retributivos que deben pagar 
los que reciben los servicios, tales como los de pavimentación, 
limpieza, riego, barrido y alumbrado. 

Sobre este particular, bastará como la mejor y más cumplida 
interpretación del art. 8 de la ley nacional 5315, tener en conside- 
ración la jurisprudencia establecida por c) más ako tribunal de la 
nación, por la suprema corte, en su fallo de julio 4 del año ac- 
tual, con motivo del juicio seguido por la municipalidad por co- 
bro de los mismos impuestos retributivos de servicios que son 
motivo del presente juicio y contra la empresa del Ferrocarril 
Central Argentino, citando dicho tribunal su propia jurispruden- 
cia con ocasión de otro fallo anterior, tomo 113, pág. 165. 

3." Oue si se considera acerca de las manifestaciones expues- 
tas por el autor de la ley 5315 cuando se discutió su sanción, y 
que se transcriben como argumento de interpretación jK>r el de- 
mandado para la exención de impuestos que se invoca ; y se com- 
paran con las explicaciones y aclaraciones hechas por el miembro 
informante de la comisión parlamentaria sobre la interpretación 
que debía darse al sancionar la ley, distinguiendo impuestos y 
servicios, se llegará a la conclusión de que los impuestos de que 
se exoneró a las empresas no son aquellos provenientes de servi- 
cios de limpieza, riego, barrido, alumbrado y pavimentación. Po 
otra parte, la misma corte la establece en uno de los consideran- 
dos del fallo recordado de julio último; que las explicaciones e 
informes de los miembros de las comisiones encargadas de los 
estudios de los proyectos de las leyes contituyen según la doctrina 
y la jurisprudencia, una fuente propia de interpretación, citándo- 
se los fallos, t. 33, pág. 228; t. loo, pág. 51 y 337 d « ,a m¡sn,a 
corte. 

4 * Que en cuanto a la prueba ofrecida por el demandado. 
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con objeto dé justificar d pago del 3 o|o a que c-taba obhgadc 
por el art: S de la ley núm< 5315. |>ago alegado al oponer las ex- 
cepciones, como asi mismo que su reproentada la empresa c^ta- 
Iki acogida a áteliá ley : y cómo esto no ha sido negado i*>r el de- 
mandante, puede darse por cierto el pago del 3 ojo como igual- 
mente que la empresa del ferrocarril Central Córdoba está acogi- 
da a la ley. puesto que de lo que se trata en el Sub judice e* te 
interpretación y alcance de! art. 8 de la ley 5315. si esta compren- 
de impuesto? y servicios; y por consiguiente no ha sido necesario 
para la resohición .leí caso proveer a los informes «.licitados co- 
mo prueba. 

Tur lo expuesto resuelvo: hacer lugar a la demanda de apre- 
mio instaurada y condenar a la empresa demandada al pago de 
la &ima p obrada de do. mil cionto ochenta y cuatro pesos cotí re- 
tenta y ocho centavos nacionales, sys intere>es y costas, qué de- 
berá abonar dentro de diez días .le ejecutoriada esta resolución. 
Reguló los honorarios del doctor Novillo Saravia en la Mima de 
doscientos cincuenta pesos nacionales, Hágase -aber y repóngase. 

/>. de nifaiarn\—.\n\c nú: Salvador R. .Inni- 



FALLÓ DI; LA CO*T« SUPREMA 

Buenos Aires. Diciembre 30 de 1011 

V vistos: por ros füntlamét^os. y considerando ademán < >ue 
ante el juez local no se ha íjiyocjitlo derecho algún-, emergente 
de la^ leyes, contrato y r<-erva de <|U¡p & lláee m.'-rito en !a iíic- 
tnoria ile te. 6$> circunstancia que obsta a c|ue puedan Ser toma- 
dos en atenía cu esta instancia extraordinaria, con arreglo a lo 
dispite^fo por el ait. 14 de íá tey $ y a lo reiteradamente re- 
suelto : 

Que eMa corte suprema en el falto del tomo 1*04. pág. »/>. de 
5 de abril de IQOfí interpretando el art. 4-' de la ley 33 de ¿3 de 
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mayo de 1863 aprobatoria de! contrato celebrado con e¡ empresa- 
rio IVheehvrght |>ara la construcción del Ferrocarril Central Ar- 
gentino, resolvió que el concepto impuestos de dicho articulo 
comprendía los de limpieza, alumbrado, etc. 

Qué haciendo referencia, sin duda, a esc tallo pr^untóse 
durante la discusión parlamentaria de la ley 5315 si el expresado 
concepto impuestos del art. 8 de la última tenia el mismo alcance 
que el atribuido al del art. 4 «le la ley 33 por la sentencia men- 
cionada. 

Ouc la re-puesta del miembro informante de la comisión 
<|ue ha estudiado y despachado el respectivo provecto, fué explí- 
cita tn el sentido de qiié entre los impuestos de tjüé se exoneraba 
a tos ferrocarriles «pie se acogieran a la ley. no entraban los de 
afirmado, alumbrado, etc. 

( >ue en su con-ceueneia y atento el valor de los informes de 
las comisiones como fuente de interpretación, de las leyes l fallos, 
tomo 33. pág. 22H y otros), máxime cuando aquellos obtienen 
asentimiento general., no es discutible que sea cual fuere el mé- 
rito cíentitieo o doctrinario de la distinción entre impuestos, ta- 
sas y panos de sen-icios. los ferrocarriles regidos por la ley 5315 
deben abonar en su caso el pavimento, al igual de los otros pro- 
pietario-; en los centros urbano- 1 Fallos, tomo 1 13. p$g; 105; to- 
mo 1 14. ¡ságs -?<jS). 

Qlte no puede aducirse en contrario el hecho de que la acla- 
ración aludida no se hiciera al discutirse e! referido art. S, s>nd 
después de sancionado éste, porque la discusión de! proyecto res- 
) ec'.iv estaba ;iun pendiente de tal suerte que había tugar a re- 
consideraciones íart. SO 'I 1 '' reglaineiltp de la h. cámara (le dipu- 
tado- 1 y con mayor razón a -imples declaraciones. 

One no c- exacto que si se excluyen los de afirmado, barrido 
v limpieza la exoneración de impuestos municipales acordada por 
la ley -cria inútil cuno quiera que ésta rio se ha referido exclusi- 
vamente a lo- ya establecidos en el memento de su sanción, y 
comprende también los que con ese nombre o clasificación pudie- 
ran crearse en lo sucesivo en la capital, provincias y territorios. 
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gravando actos, transacciones o valores muy diversos como los 
de contrasté de pesas y medidas, de línea, etc. 

Se confirma can costas la sentencia apelada en la parte que 
ha podido ser materia (leí recurso. Xotifiquese con el original y 
repuesto el papel devuélvanse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. DEL 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Gabán illas. 



CAUSA CXXX 

Contienda de competencia net/ativa entre el juez federal y él de 
instrucción en lo criminal de la capital, en el sumario co'ttra 
H. l'ila. por hurto de mercaderías. 

■ 

Sumario: Corre^nmde a la justicia local de la capital el juzga- 
miento de un rlelito común, si no aparece claramente y de 
un modo expreso y i*>r necesaria inducción qlije el lugar 
donde fué cometido, es de los expresados en el artículo 3.*, 
inciso 4 °. lev número 48, y 23, inciso 4. del código de pro- 
cedimiento»; en lo criminal. 

Caso: Lo explican las piezas . ; guientes: 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, 22 Diciembre de 191 1. 

Suprema corte: 
Las constancias de este sumario son basta ahora en extre- 
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mo deficientes, y no puede deducirse de ellas cuál ha sido el lu- 
gar donde se ha cometido el hecho que ha dado margen al pro- 
ceso. La' declaración del denunciante no arroja ninguna luz al 
respecto, por cuanto dice que la sustracción de mercaderías fué 
descubierta al ser abiertos los cajones en la casa de comercio a 
que estaban consignados, agregando que presume que la sustrac- 
ción se ha efectuado en el gal|>ón de Catalinas Sud, en razón de 
que dichos canastos fueron despachados conformes por el Vista 
dé aduana y el carrero que los condujo es de la casa consignata- 
ria y de su absoluta confianza. lista presunción no esta apoyada 
por ningún otro antecedente que permita determinar el sitio de 
la comisión del hecho. De la ¡ligatoria prestada por el procesado 
tani|x>co se desprende el lugar de! delito, dado que niega su cul- 
pabilidad y manifiesta ignorar quiénes sean los autores del hurto. 

•Las únicas circunstancias que resultan comprobadas, de una 
manera fehaciente, son la salida de la aduana y su entrega a los 
consignatarios, que la recibieron sin observación y la existencia 
en la casa del procesado de las mercaderías que el denunciante 
dice le han sido sustraídas. Estas circunstancias no son parte a 
determinar la competencia de la justicia federal, y más bien pue- 
de derivarse de ellas que son los tribunales locales los que del>en 
entender en el proceso, con arreglo al precepto del articulo 34 
del código de procedimientos en materia -penal, desde que el cuer- 
po del delito aparece en lugar sometido a dichos tribunales. 

Xo reputo de aplicación el articulo 36 del código citado, 
atendiendo a que la regla que fija sólo es aplicable entre tribu- 
nales de la misma jurisdicción, pero no rige cuando la competen- 
cia está limitada por la constitución, como la que corresponde a 
los jueces nacionales, y por consiguiente no puede ser ampliada 
por las leyes reglamentarias (Fallos, tomo 14, pág. 26). 

Asi lo ha resuelto esta corte suprema en los dos fallos que 
trataron cuestiones análogas a la presente (tomo 48. pág. 151 ; 
tomo 66, pág. 29). y considero que ante la naturaleza excepcio- 
nal y restringida de la jurisdicción federal, debe resolverse este 
caso de acuerdo con la jurisdicción citada. 

Por ello, pido a V. E. se sirva declarar que el conocimiento 
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«le esta causa, en su estado actual, corresponde a la justicia or- 
dinaria de la capital, sin perjuicio tic que. si los antecedentes que 
se recojan durante la prosecusión del sumario demuestren que 
e! lugar de la comilón del delito está sometido a la autoridad 
federal; pasen los auto- al juez de sección para el juzgamiento 
del hecho. 

Julio Botet. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Sueños Aire», 30 de Diciembre de 1911 

i 

Y vistos : 

[¿os -le contienda de competencia negativa entre el juez fe- 
deral y el de instrucción en lo criminal de la capital para cono- 
cer en el sumario que -c instruye a Ramón Yila, por hurto de 
mercaderías y 

Considerando: 

Iv Que la denuncia de h. i a j, lo mismo (pie las declara- 
ción» de ís. 7 a 16, no indican c! lugar donde se cometió el He- 
clin (|ue motiva estas actuaciones. 

j. Que la circunstancia de ser Yila capataz de twp de los 
galpones dónde se depositaron las mercaderías para el despacho 
de aduana, como la de que fueron expedidas conforme j>or el 
\ Uta. y ser de confianza de la casa damnificada el carrero que 
las condujo a su destino, son insuficientes para establecer de 
modo inequívoco, o para inducir necesariamente que fuese aquel 
el lugar donde cometí/» el hurto, máxime cuando consta en el 
informe corriente a fs. jo qup varios de los bultos entraron a 
depósito cotí fallas reconocidas, sin que persona alguna se hu- 
biese presentado a verificarlas. 
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¡g¿? Que en el íttisnto informe, del jefe de los depósitos, se 
manifiesta expresamente a requisición judicial, que dicho hurto 
no pudo haberse cometido eii el galpón de Catalinas Sud "por 
cuanto no se puede apreciar el monto de las fallas establecidas 
en los recibos dados por la empresa, toda vez que los señorc*» 
agentes nd han practicado la revisación corresjKindiente". 

4," Que tratándose de un delito común, el ejercicio de la ju- 
risdicción federal procedería tm sólo, si apareciese claramente 
y de un modo expreso y por necesaria inducción que el lugar don- 
de fué cometido es de los expresados en el articulo 3.". inciso 4.% 
ley número 48. y 23, inciso 4/ del códig. ic procedimientos en 
lo criminal, circunstancia que no ocurre en el caso ( Fallos, tomo 
4*. pág. 156; tomo 66, pág. 29). 

Por ello, y lo expuesto y pedido por el señor procurador ge- 
neral, se declara la competencia del juez de instrucción de la ca- 
pital para proseguir el sumario y conocer de la causa mientras 
no aparezca claramente determinado el lugar donde el hurto fué 
cometido. — Motifíquese con el original y remítanse estas ac- 
tuaciones a dicho juzgado, avisándose por oficio al juez federal. 

A. Bermejo — Nicanor G. del Solar — 
M. P. Daract — D. E. Palacio — L. 
López Caban illas. 



p 

CAUSA CXXXI 

Banco Hipotecario Xacional contra Julio Poli y R. Il'ilhcinis, 

sobre reivindicación 

Sumario: l* Procede el recurso extraordinario del artículo 14 
de la ley número 48. si en el pleito se han invocado dere- 
chos qué acuerda la ley especial número 1804 y el fallo re- 
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currido declara que el Banco Hipotecario Nacional no pue- 
de deducir acción reivindicatoría en ejercicio de su dere- 
cho hipotecario. 

2.* El Banco Hipotecario Nacional tiene la representa- 
ción de su deudor para iniciar contra terceros detontadores 
del inmueble hipotecado, la acción reivindicatoría u otras 
que pudieran correspondería aún en la hipótesis de que. 
con sujeción a la ley número -1804, no le hubiera corresj>on¿ 
dido en derecho. 

Caso : Resulta del siguiente : 
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Buenos Aire», Diciembre 30 de 191 1. 

Vistos : 

El recurso extraordinario de apelación, interpuesto por el 
representante del Itanco Hipotecario Nacional, contra la sen- 
tencia de la cámara federal de apelaciones de la capital, corrien- 
te a fs. 125. y considerando en cuanto a dicho recurso: 

Que el Banco ha invocado en el pleito, entre otras disposi- 
ciones, el articulo 5." del contrato hipotecario celebrado con su 
deudor, y especialmente los derechos que le acuerdan los artícu- 
los 46 y 51 ele la ley especia] número 1804. 

Que el fallo recurrido, al confirmar por sus fundamentos 
el de u' instancia, ha resuelto, aplicando estos artículos, "que 
el Banco actor, carece de personería legal para deducir a rjuii) 
bre de su deudor la acción reivindicatoría que ha instaurado, y 
carece, |>or consecuencia, de acción para hacerlo a nombre pro- 
pio y en ejercicio de su derecho hipotecario", limitándose a esto 
la resolución recurrida, j>or cuanto se ha considerado innecesa- 
rio estudiar las demás defensas invocadas |>or los demandados. 

Que en este concepto, la resolución recurrida es contraria 
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al derecho fundado en disposiciones de la ley especial número 
1804. por lo que, con arreglo a lo dispuesto en el articulo 6.* de 
la ley 4055, y 14. inciso 3. de la número 48, se le declara pro- 
cedente (Fallos, tomo 105, pág. 22). 

Y considerando, en cuanto al fondo : 

Que la ley número 8172 de reformas a la carta orgánica del 
Banco Hipotecario Nacional, le acuerda expresamente el dere- 
cho de representar al deudor en cualquier juicio que pueda pro- 
movérsele o para iniciarlo contra terceros detentados (art. 71, 
inc. 3."), fijando así claramente la significación y alcai e de lo 

discutido en el pleito. 

Que el artículo 80 de dicha ley, prescribe que sus disposicio- 
nes se aplicarán en todas sus partes a los nuevos contratos, asi 
como también, en cuanto sea pertinente, a la ejecución de los 
hechos anteriormente por el Banco desde su instalación, lo que 
permite aplicarla al caso de que se trata. 

Que atentas las disposiciones legales citadas, no es dudoso 
qué el Banco tiene la representación de su deudor para iniciar 
contra terceros detentadores, la acción reivindicatoría u otras 
que pudieran corre sponderle. aún en la hipótesis de que. con 
sujeción a la ley numero 1804, no le hubiera correspondido en 
derecho (Fallos, tomo 75. pág. 65; tomo 105. pág. 22). 

Por ello, se revoca la sentencia apelada y se ordena que 
vuelvan los autos al inferior para que resuelva sobre las demás 
defensas invocadas por los demandados. — Xotifíquese con el 
original y devuélvase, reponiéndose los sellos ante el inferior. 

% Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabamllas. 
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CAUSA CXXXII 



Larrea /•*. y oíros, contra el gobierno nacional, sobre cornea 

rfr tierras fiscales 

Sumario : Los arrendatarios de tierras fiscales de la nación cu- 
yos contratos se hubieren celebrado de acuerdo con el de- 
creto de ¿fi de septiembre ik 1899. reglamentario del ar- 
ticulo 101 de la !cy de 19 de octubre de 1876, no tienen de- 
recho a comprar el terreno arrendado, ni parte alguna del 
mismo. Xo es aplicable a estos arrendamientos lo dispuesto 
en la ley 41Ó7 sancionada con posterioridad. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Alte*. Diciembre 3" de 1011. 

Vistos y considerando: 

( ¡¡tic según 1«» acreditan las constancias de estos autos, y la* 
del expediente administrativo que erre agregado, don Macario 
tfodrígúez arrendó al ^biet-tto de la nación, de acuerdo con lo 
dispuesto en e 1 decreto de ¿6 de septienibre de \< m. reglamen- 
tario del articulo Ioi de la ley de íp de oettibre «1c 1876. te- 
rreno situado en territorio del Rio Xfgro, bajo I;:* bases y rort- 
diciónC3 del contrato celebrado Coii la dirección le tierras y en- 
lomas en 29 de noviembre de! mismo á«Q 1899. e! que fué aprp- 
bado con fecha 5 ele abril de 1900, (expedienté admini>tnit¡vo 
citado, fs. 4 ». 

One entre las cláusulas dé este contrato no aparee que los 
arrendatarios tuvieran derecho a comprár. el terreno arrendado; 
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ni parte alguna del mismo, por un precio fijo y determinado, 
como base de la venta, ni otra concesión a- su favor que la esta- 
blecida en el articulo ¡k", por el que se dispone: "Art. (»." — Si 
durante el período del arrendamiento se dispusiera colonizar 
por cuenta del estado e! terreno arrendado o concederlo como 
prima y con obligación de colonizarlo a alguna empresa conce- 
sionaria de ferrocarril, canal u otra obra de utilidad general, 
quedará terminado el contrato. Kn este caso el arrendatario 
tendrá derecho a la concesió;i gratuita de un lote de ion hectá- 
reas en e! ¡ugar en que baya construido su casa y a la preferen- 
cia en la compra de 300 hectáreas". 

Qiié transferido este contrato |>or Rodríguez a don Fran- 
ci:-;:o Larrea y d< 1 Miguel Pcruarcna, con la extensión y con 
¡O* linderos <|uc expresa la solicitud que fué presentada ante el 
\v lcr ejecutivo y que se aprobó con fecha 2 de octubre de 190» 
( fs. 8. expediente administrativo citado), los cesionarios no 
pueden pretender otros derechos que los expresamente acorda- 
dos en el contrato mencionado y en ¡a ley, co:i arreglo a la cual 
se acordó. 

One. dátlos estos antecedentes, la demanda deducida en es- 
ta causa y por la que se pretende tener derecho por los actores 
para adquirir en compra la mitad de la tierra fiscal que ocupan, 
es del todó improcedente, j>or cuanto ella se funda en lo dispues- 
to j>or la ley 4167 sancionada con posterioridad, y por la que se 
establecen condiciones distintas para el arriendo de la tierra pú- 
blica. 

Que a este respecto, es de tenerse presente que en el decre- 
to reglamentario de la citada ley número 4167, expresamente se 
dispone que "los arrendamientos celebrados con anterioridad 
quedarán en todo regidos por las leyes anteriores" y que "los 
arrendatarios no tendrán derecho de adquirir la tierra en pio- 
ptedad, sino en el caso y cantidad establecidos por el artículo 101 
de la citada ley de 19 de octubre de 1876. ÍArt. 78, decreto de 
2 de noviembre de 1903). 

Por ello, se revoca la sentencia apelada de fs. 72, absolvién- 
dose a! gobierno de la nación de la demanda deducida en la pre- 
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senté causa. — Xotifiquesc origina! y devuélvanse, reponiéndo- 
se los sellos ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



CAUSA CXXXIII 

■ 

Ferrocarril B. A. al Pacífico, contra P, Tordito y Cía., sobre 
devolución de dinero; recurso extraordinario 

Sumario: i.° La ley número 5315 no exime a las empresas de 
ferrocarriles del pago del impuesto de pavimentación. 

2.* La ley 5315 se ha referido, no solamente a los impues- 
tos municipales ya establecidos en el momento de su san- 
ción, sino a los que con ese nombre y clasificación pudie- 
ran crearse en- la capital, provincias y territorios y también 
a algunos como el de contraste de pesas y medidas, el dt 
delincación de nuevos edificios y de renovación o refacción 
de los ya construidos, que no pueden conceptuarse como 
simples compensaciones de servicios. 

3. La inconstitucionalidad de una ley nacional no pro- 
puesta al inter^ner la demanda, no puede ser interpuesta 
en la instancia extraordinaria. 

Casó: Resulta del siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires, Diciembre 30 de 1011. 

Vistos: 

Los del recurso entablado por el ferrocarril de Buenos Ai- 
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res a! Pacífico contra sentencia de la cámara 2.' de apelaciones 
en lo civil de esta capital, en el juicio seguido entre aquél y don 
Pascual Tardito y Cia., sobre devolución de pesos, de los que, 
en lo pertinente resulta: 

Que habiendo dicte ferrocarril abonado bajo protesta la 
suma de pesos tres mil trescientos veinticuatro, con seis centa- 
vos, procedentes de construcción de afirmados, demandó su de- 
volución, fundándose en que se hallaba acogido a la ley 5315, 
cuyo articulo 8.° le exoneraba del impuesto de pavimentación. 

Que la sentencia de fs. 64, confirmatoria de la de fs. 45, 
absolvió a los demandados por conceptuar que la suma exigida 
a! actor no lo había sido propiamente en concepto de impuesto. 

Y considerando : 

Que los términos de los artículos i. 9 y 8.° de la ley 5315, 
demuestran que la exoneración de impuestos en el segundo es- 
tablecida, lejos de referirse exclusivamente a los materiales y 
artículos de construcción y explotación, como lo pretenden los 
demandados; se extiende a las líneas principales y ramales. ( Fa- 
llos, tomo 113, pág. 165; tomo 114. pág. 298). 

Que esta corte suprema* en el fallo del tomo 104, pág. 96, 
de 5 de abril de ujo6. interpretando el articulo 4. de la ley nú- 
mero 33 <le 23 de mayo de. 1863. aprobatorio del contrato cele- 
brado con el empresario Wcelwright para la construcción del 
ferrocarril Central Argentino, resolvió que el concepto impues- 
tos de dicho artículo comprendía los de limpieza, alumbrado, 
etc., etc. 

Que haciendo referencia sin duda a ese- fallo, preguntóse 
durante la discusión parlamentaria de la citada ley 5315, si el 
expresado concepto impuestos del artículo 8.° de la última tenía 
el mismo alcance que el atribuido al del articulo 4." de la ley nú- 
mero 33, por la sentencia mencionada. 

Que la respuesta del miembro informante de la comisión 
que había etsudidado y despachado el respectivo proyecto, fué 
explícita en el sentido de que entre los impuestos de que se exo- 
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neraba a los ferrocarriles «pie se acogieran a la ley, no entraban 
los de afirmado, alumbrado, etc. 

Qué, en su consecuencia y atento el valor de los informes 
de las comisiones como fuente de knerpretación de las leyes 
(fallos, Tomo 33, pág. 228 y otros), máxime cuando obtienen 
asentimiento general, no es dudoso que, sea cual fuere el méri- 
to científico ó doctrinario de la distinción entre impuestos, ta- 
sas y pago de sen taos, los ferrocarriles regidos i*>r la ley 5315 
deben abonar en su caso el pavimento, al igual de los otros pro- 
pietarios en los centros urbanos (fallos citados, tomo 113, pá- 
gina 165 : tomo 1 14, pág. 2ij$). 

Oue. de otra parte, no es posible acordar más im|>ortancia, 
como fuente de interpretación a las manifestaciones generales 
acerca de los propósitos de la reforma de la legislación ferrovia- 
ria, de que se hace mérito a fs. 89 y ijo. que a la aclaración con- 
creta y precisa en el sentido que queda consignado, y que solo 
limita sin contradecir en absoluto las primeras, puesto que los 
ferrocarriles quedaban libres de impuesto* nacionales, provin- 
ciales y dé !<>- misinos municipales que no importasen la simple 
retribución de un servicio. 

One a este respecto, no es exacto que si se excluyen los de 
afirmado, barrido y limpieza, la exoneración de impuestos mu- 
nicipales acordada |x>r la ley seria inútil. i>or s C r aquéllos los 
únicos aplicables a las lineas férreas, entre los que enumera el 
articulo 65 de la ley orgánica de la municipalidad. 

Que, en efecto, la ley 5315 no se ba referido desde luego 
a impuestos municipales ya establecidos en el momento de 
su ^anción, sino a ellos y a los que con esc nombre o clasi lita- 
ción pudieran crearle, en lo sucesivo en la capital, provincias y 
territorios, y en segundo lugar, dentro del citado articulo 65 bay 
alglino? como el de contraste de pesas y medidas ( me. 6¿ m ) y el 
de delincación de nuevos edificios y de renovación o refacción 
de los ya construidos (inc. 8.">. que no podrían conceptuarse 
como simples compensaciones de servicios. 

Ouc |ht lo que hace a la ineoustitucionalidad del articulo 
15 de la ley 4$)\. ella no ba sido tomada en cuenta jK>r la sen- 
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tcncia recurrida, en razón de no haberse propuesto al interpo- 
ner la demanda (fs. 67 y vuelta; 72 vuelta. 73). > cn s « conse- 
cuencia, tampoco puede serto en esta instancia extraordinaria 
(art. 14, ley 48; fallos, tomo 94. pag. 95 y otros). 

Por estos fundamentos, se confirma la sentencia apelada 
en la parte que lia podido ser materia del recurso i 1 ). — Xoti- 
fíquese con e! original y devuélvase, debiendo el papel reponerse 
ante el cinfrior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Caban illas. 



CAUSA CXXXIY 



/'¡seo nacional, sobre nulidad de un decreto de rexalidación de 
titulo de tierras fiscales otorgado a favor dr M adame Linch 

Sumario: l.° La dis|>osición del articulo 4030 del código civil 
se limita a legislar sobre las acciones de nulidad allí pre- 
vistas y no comprende el caso de un mandatario que ha ex- 
tralimitado sus poderes. 

2." Los únicos títulos que, según Ja ley número 1552 de 
27 de octubre de 1884, |>odian legitimar la posesión en los 
territorios nacionales y constituir propiedad privada en fa- 
vor de los ix>seedores t eran los otorgados por los gobiernos 



'I) NOTA: La sentencia de la Cámara de Apjlacionea confirmó U del iuer en lo 
civil que absolvía de la demanda 4 loa derawidadoa. con coatas. 
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provinciales con anterioridad a las fechas que dicha ley ex- 
presa. En consecuencia, es contrario a la ley y al inciso 2.° 
del articulo 86 de la constitución nacional el decreto de 12 
de mayo de 1888 que revalidó, invocando la ley número 
155.2. un titulo otorgado por el gobierno de! Paraguay a fa- 
vor ile Madame Lynch. 

3. Xi al plantearse la cuestión de límites con la república 
del Paraguay el año 1855 |>or el gobierno de la confedera- 
ción, ni al aplazarse en 1856 por el tratado entre ambas re- 
públicas, ni en el tratado de alianza en 1865, ni en el acuer- 
do preliminar de paz de 20 de junio de 1870. ni en el tra- 
tado de limites de 1876, ni en ningún otro acto ni documen- 
to, el gobierno argentino, ni sus negociadores, han recono- 
cido, ni expresa ni tácitamente, jurisdicción alguna al Pa- 
raguay sobre los territorios al Sud del Pilcomayo. El le- 
conocitniento del limite del Pilcomayo, por parte del Para- 
guay no ha skló una concesión de esta república, por via de 
transacción, pues la tínica transacción verificada por la Re- 
pública Argentina es la que dividió en dos secciones el te- 
rritorio en litigio, desde el Pilcomayo hasta Había Xegra, 
renunciando sus derechos a una de ellas y sometiendo la 
otra a un fallo arbitral. Ka autoridad histórica y la eficacia 
jurídica de la política firme de la nación en las declaracio- 
nes y actos internacionales antes mencionados debe preva- 
lecer sobre las afirmaciones aisladas hechas ad libitunt, cu 
libro* de propaganda comercial y poütica, y los tribunales 
de justicia de la república no pueden en manera alguna des- 
conocer ni poner en duda Ja evidente e indíscutkla jurisdic- 
ción y dominio argentino sobre el territorio del Chaco. 

4. El poder ejecutivo tiene facultades para derogar un 
decreto que reconocía derechos y encomendar a los fiscales 
entablen las acciones judiciales pertinentes para solicitar 
la nulidad de los derechos reconocidos. 

Casó: Lo explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DFX JUEZ FEDERAL 

Buenos Air e«, Julio 25 de 1906. 

Vistos estos autos de cuyo estudio resulta: 

Que el señor procurador fiscal se presentó a fs. 157, expo- 
niendo: que en la resolución del poder ejecutivo de fecha 24 dt 
noviembre de 181)6, éste declaró nulo y de ningún valor el de- 
creto de 12 de mayo de 1888, que corre a fs. 82, por el que st 
revalidaron los títulos de propiedad que el gobierno del Para- 
guay otorgó en 1865 a favor de doña Elisa Alicia Linch. Los 
considerandos del decreto anulatorio, asi como las conclusiones 
terminantes del informe del señor procurador del Tesoro de 
fs. 242. que reproduce en todas sus partes, determinan que la 
nulidad dictada por el poder ejecutivo del referido decreto de 
1888. es una nulidad manifiesta y absoluta de los que el código 
civil califica y establece en sus artículos 1038 y 1047, la que de- 
be ser dictada de oficio, aún sin petición de partes o a su reque- 
rimento o del ministerio público, en interés de la moral o de la 
ley ; que, como dicho decreto no !>asta para sí solo para que se 
produzcan los efectos de la nulidad que dicta, siendo necesraio 
que el tribunal lo haga para que judicialmente quede establecido 
y puede retrotraerse al dominio público la tierra salida de él 
l>or el decreto anulado, arti. 1050 del citado código; viene en su 
doble carácter de representante del gobierno de la nación y del 
ministerio público, a requerir esa declaración, no sólo en guarda 
de los intereses fiscales, sino también en el interés de la moral 
y de la ley, lo que compete hacer al juzgado de acuerdo con el 
artículo 1047 del código recordado. 

Que don Abdón Zabala por la señora doña María Isabel 
Woodhull, viuda y única heredera de don Gordner B. Perry, se 
presenta con el extenso escrito de fs. 500 contestando el trasla- 
do conferido, y manifestando que, después del detenido estudio 
de los antecedentes históricos y documentales y de los principios 
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jurídicos que la cuestión comprende, ha de qiiedár demostrada 
la validez del decreto cuya anulación sé pretendí! hacer cotffir- 
mar. asj como los grandes perjuicios que irrogará a la nación 
el hecho de una declaratoria semejante, que importaría un ver- 
dadero despojo «le derechos irrevocablemente adquiridos por los 
actuales propietarios dé tos térrenos reconocidos al señor En- 
rique Solano bópez por el decreto de! 12 de mayo de 1888. póí 
lo que pide el rechazo «le la demanda con declaración expresa 
dé la validez, en cuanto al reconocimiento de los títulos a favor 
de aquél, del decreto citado, y por consiguiente, la improceden- 
cia del decreto de fecha 25 de liovjémbrc de 1896 en cuanto de- 
roga el anterior. 

Fúndalo en extensas consideraciones, sostiene la validez 
del precitado decreto de 12 fie mayo de 18S8. por haber -ido dic- 
tado en ejecución de la ley especial de ¿\ de octubre de 1884. 
según el cual jos títulos procedente-* del gobierno del Paraguay, 
son asimilados a los procedente*, del gobierno de provincia, ex- 
pedidos ante- de la ley de fronteras de 5 de octubre de 1878 y 
de la ele territorios de 8 de octubre de 1884. confirmado.- bajo 
la autoridad del estado Argentina; alega; igualmente la compe- 
tencia constitucional con que el pptfcr ejecutivo dictara el refe- 
rirlo decreto interpretando y aplicando una ley del congreso, 
fundado en los privilegios del derecho internacional general re- 
lativo a las relaciones del derecho entre los estados, relacionen 
de derecho público y privado, en las reglas de interpretación 
de los trotados celebrados entre ellos, en los antecedentes histó- 
ricos <le sus litigios de limites y c:i las doctrinas consagradas 
l>or la ciencia y jurisprudencia de los países más adelantados, 
y finalmente, en los preceptos dé las leyes argentinas que reglan 
la capacidad de las personas, la validez o nulidad de los actos 
que ellas realizan, las consecuencias jurídicas que de ellas se 
derivan, relacionadas no sólo con la validez del decreto de re- 
validación, sino con la nulidad del segundo decreto del veinti- 
cuatro de noviembre de 1896. 

One posteriormente, don Carlos V. Amaya, por don Pede- 
rico Smith, fundado en el titulo acompañado, evacuando a fo- 
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jas 713 la vista conferida, adhiere a la defensa hecha por la par- 
te de Pcrry. 

Que recibida la causa a prueba con el resultado que indica 
el certificado del señor secretario de fs. 743. agregados los ale- 
fatos de las partes a fs. 745. 75" y 753- >' sustanciada en forma 
la defensa de prescripción opuesta |>or la parte que asume el rol 
de demandado en .su escrito de ís. 737. fundado en las disposi- 
ciones del articulo 4(^4 del código civil, el expediente se en- 
cuentra en estado de fallo definitivo. 
■ 

Y considerando: 

Que alegada po* la parte demandada la prescripción como 
defensa de sus derechos y de la subsistencia del decreto cuya 
nulidad se discute en el presente juicio, corresponde que el juz- 
gado la estudie y se pronuncie sobre ella considerándola como 
cuestión previa, en atención a su naturaleza especial. 

Que fundándose la demanda sobre nulidad del decreto de 
12 desmayo de 1888. entre otras razones y de un modo especial, 
en que el poder ejecutivo ha carecido de facultades constitucio- 
nales para dictarlo, la nulidad imputada a ese decreto es de ca- 
rácter absoluto y radical toda vez que se le atribuye violación de 
dis|>osic¡ones constitucionales y de las leyes generales del man- 
dato íarts. 1072, 3?. 36 y 18 del código civil), no siendo aplica- 
ble en utl caso la disposición del artículo 4064 del mismo código, 
que solamente pueden referirse a las nulidades relativas o a los 
actos afectados de una nulidad de esa clase, y de ningún modc 
a los. actos a los que se imputa una nulidad absoluta, que no 
siendo susceptible de ratificación aún expresa, tampoco pueden 
seflo de la ratificación tácita emergente de la prescripción. No 
siendo aplicable el articulo 4064 recordado, la prescripción ale- 
gada no es procedente por lo que así se declara y resuelve. 

Que cualquiera (pie sea la amplitud de facultades que pue- 
dan corresponder a los poderes constituidos en el ejercicio de 
sus funciones propias, como resultante de su mutua indepen- 
dencia, ella se encuentra necesariamente limitada por las dispo- 
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sieiones <lc nuestra carta fundamental. En nuestro sistema cons- 
titucional y político r.u existen poderes invesidos de facultades 
absoluta.- e ilimitadas, y la posibilidad de su existencia está ex- 
presamente prohibida por e! artículo 29 de la constitución na- 
cional. La misión constitucional del poder ejecutivo, y el objeto 
de su institución, es la de ejecutar cumpliendo y haciendo cum- 
plir las leyes de la nación y las disposiciones de la constitución 
y >us facultades de interpretación en ejercicio de sus funciones 
peculiares, se encuentran lógicamente limitados por. su natura- 
leza misma de ejecutor, |x>r las atribuciones propias de los de- 
más poderes constituidos, en razón de la misma indei>endencia 
reciproca de ellos y por disposición terminante de la constitu- 
ción que determina la facultad del poder ejecutivo en la inter- 
pretación de las leyes (art. 8ó, inc. 2.°>. • 

Qüé siendo facultad privativa del honorable congreso dic- 
tar las leyes de la nación y del i>oder judicial el aplicarlas. |K>r 
lata que sea la facultad de interpretación que se atribuya al po- 
der ejecutivo, ella nunca puede llegar hasta modificar o alterar, 
con excepciones reglamentarias, las leyes sancionadas, ni puede 
ser un ob>táculo para que el jxxler judicial en ejercicio de sus 
funciones so!>eranas, las interprete a su vez y juzgue, en su con- 
secuencia, si los actos del ejecutivo se ajustan a ellas y si ha ex- 
cedido o no sus facultades constitucionales al producirlas. 

(Jue, no pudiendo el poder ejecutivo alterar ni modificar 
en forma alguna las leyes dictadas por el poder competente, todo 
acto de aquél que tal cosa imi>orte, es radical c insanablemente 
nllój por cuanto invade facultades privativas y exclusivas de 
otro poder y excede los límites de su mandato (tomo 84, pági- 
na ¿80; fallos de la suprema corte nacional; J. M. Estrada, de- 
recho constitucional, pág. 211 ; I-^urcnte. Principes de droit ci- 
vil, tomo 15, pág. 509». 

yue el decreto de 12 de mayo de 1888. revalidando títulos 
otorgados a doña Klisa Alicia Linch, por el gobierno del Para- 
guay el año 1865. no ha |x>dido fundarse en modo alguno en 
las dis|M»siciones de la ley octubre 27 de 1884. sobre inscripción 
de títulos otorgados ¡>or los gobiernos de provincia en tierras 
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situadas en los territorios nacionales, con anterioridad a la ley 
de fronteras, pues, ni la letra ni el espíritu de esa ley especial 
autorizan tan extraña interpretación que importa una evidente 
y fundamental modificación de la misma. Al dictar el honorable 
congreso, el año 1884, la ley recordada, y hablar en ella de go- 
biernos de provincia, no ha podido referirse a otros gobiernos 
<|tie a los de las provincias que forman parte integrante de la 
nación Argentina, y de ningún modo a gobiernos extranjeros 
de países limítrofes, cuya absoluta independencia reconocía, con 
quienes sostenía y había sostenido cuestiones de limites, y aún 
una larga y cruenta guerra internacional y a quienes fuera ab- 
surdo suponer que involucraba en la denominación general de 
gobiernos de provincia. 

Los antecedentes históricos de esa ley y el motivo de su 
canción tampoco autorizan la interpretación forzada que se le 
dió en el decretó cuya nulidad se discute, desde que ellos fueron 
únicamente el hecho de haber permanecido en confusión duran- 
te largo tiempo, después de constituida ¡a nacionalidad argen- 
tina, los limites de las provincias y de los territorios nacionales, 
por no haber ejercitado el honorable congreso la facultad que 
le confiere el articulo 67, inciso 14 de la constitución nacional, 
y el pro]>ósito, fundado en la equidad, de no perjudicar en sus 
intereses a los que habiendo contratado de buena fe con los go- 
biernos de provincia, resultaran lesionados en sus' intereses por 
un acto imputable exclusivamente al congreso por no haber ejer- 
citado la facultad indicada. 

Si la intención del legislador hubiera sido reconocer la va- 
lide;' de las enajenaciones efectuadas por gobiernos extranjeros 
en territorio argentino lo hubiera así claramente expresado, o 
por lo menos, en alguna de sus disposiciones hubiera enunciado 
siquiera tan trascendental propósito, Jo que no ocurre, siendo 
suficientemente claros los términos de la ley y la discusión que 
la precedió para que poder alguno pretendiera tergiversarlas, 
bajo el pretexto de fundar en su espíritu interpretaciones ab- 
solutamente ajenas a sus disposiciones y al motivo que infor- 
mara su sanción, máxime, si se tiene presente, él principio de le- 
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pactfn universal, de que cuando el texto de la ley es claro, no 
debe eludirse la letra para penetrar en su espíritu. 

Que tampoco puede apoyarse el decreto de 12 de mayo de 
,888 en ¡a ley numero 770. de 7 de julio de 1876. aprobatoria 
del tratado de limites celebrado por la nación con la república 
del Paraguay, de .? de febrero de 1876, desde que en ese tratado 
para nada se menciona las tierras situadas al sur del no í ilco- 
mávo, las que quedan conceptuadas de indiscutible jurisdicción 
y .! «minio argentino, refiriéndose las reservas hechas tan solo 
a las tierras comprendidas entre el rio Pilcomayo al norte, has- 
ta el rio Verde (arts 4". « Y « 2 mencionado tratado). 

Qué, siendo esto asi. el poje* ejecutivo no ha podido de 
ningún modo considerarse facultado por esa ley y tratado par;, 
efectuar el reconocimiento de ventas de tierras situadas al sur 
del rio PilcómayO, toda vez que tal reconocimiento era clara- 
mente contrario a los términos de esc tratado, mayormente des- 
pués de la forma! negativa opuesta por el honorable congreso, 
en sus sesiones de 1884, a la solicitud de venia para demandar 
a la nación formulada por la señora Lmch. negativa fundada 
en !a absoluta indiscutibilidad de los derechos de dominio y ju- 
risdicción del gobierno argentino, sobre esas tierras en la época 
de su enajenación |H>r el gobierno del Paraguay. 

Que; por tanto, no existiendo ley alguna que facultara al 
poder ejecutivo para efectuar e! reconocimiento hecho en el de- 
creto de 1-» de mavo de 1888. que virtual e implícitamente im- 
porta una enajenación o disposición de la tierra pública, facul- 
tad ésta privativa de! honorable congreso (art. 67, me. 4 " de la 
constitución |. cualesquiera que fueran los principios del dere- 
cho internacional que pretendiera invocar en su apoyo el recla- 
mante de esas tierras, tal reconocimiento importaba una arroga- 
ción, una verdadera usurpación de atribuciones exclusivas del 
congres., v una extralimitación «le sus facultades de mandatario 
que le confiere la constitución, y en consecuencia, esc decreto es 
radical y absolutamente írrito y nulo, con sujeción a lo dispuesto 
en los artículos 19. 36 Y i<*7* <>e> código civil y jurisprudencia 
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federal que se registra en los volúmenes 7, pág. 19; 49, pág. 344, 
y 66, pág. 303 de los fallos citados. 

Que la única cuestión sometida a resolución judicial es la 
de nllidad o validez del decreto de 12 de mayo de 1888, no pu- 
diendo, desde luego, el juzgado ocuparse de la cuestión relativa 
al derecho de propiedad de las tierras a que ese decreto se refie- 
re y comprende, |>or cuya razón se abstiene de tal pronuncia- 
miento, de acuerdo con el artículo 13 de la ley nacional de pro- 
cedimientos. 

Que, finalmente, la insinuación o amenaza velada de una 
posible intervención diplomática extranjera j>ara el caso de que 
e 1 juicio fuere resuelto en oposición al derecho que le afecta, he- 
cho por el letrado del demandado en su informe 111 z occ, no pue- 
de influir en manera alguna en el espíritu del infrascripto para 
apartarlo del recto criterio en la apreciación y aplicación de los 
principios legales que rigen el caso, y del discernimiento de la 
j::r,í;c:a en la forma que corresponda, según los dictados de su 
conciencia de magistrado. 

Por estos fundamentos y sus concordantes de los meditados 
informes producidos por el señor procurador general y del teso- 
ro, definitivamente juzgando, fallo: Declarando mdo y sin nin- 
gún valor ni efecto el decreto del poder ejecutivo nacional de 12 
de mayo de 1888, sobre revalidación de títulos otorgados por 
el gobierno del Paraguay a favor de doña Elisa Alicia Lynch,* 
sin costa?, por no haber sido pedida en la demanda, y no ser ellas 
procedentes. 

Xotífíquese con el original, repónganse los sellos, y ejecu- 
toriada esta resolución, archívese esta causa. 

Agustín Urdittarraht. 

. 

SKXTKN'CIA DE LÁ CAMARA FEDERAL 

Bueno» Alm, Dicttmbrt 21 de 1009. 

Y vistos : 

Por sus fundamentos, se confirma la sentencia apelada de 
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fs. 810, con costas. — Xotifiquesc y devuélvase, debiendo repo- 
nerse los sellos ante el inferior. 

Angel D. Rojas. — Horacio R. Lamta. — 
Juan A. García. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

* 

Butnoft Aim, Dkttmbre 30 dt 1911. 

Y.vistos: 

Los seguidos a instancia del ministerio público, sobre nuli- 
dad del decreto del poder ejecutivo nacional de fecha 12 de ma- 
yo de 1888, que ordenó la revalidación de «m titulo de propiedad 
presentado a ese fin por don Enrique Solano López. 

Y resultando : 

Que en agosto de 1865, doña Elisa Alicia Lynch denunció 
en compra al gobierno del Paraguay un campo ubicado en el 
Chaco, sobre la ribera derecha del río Pilcomayo, en su descm- 
• bocadura principal en el Paraguay, con frente a este río, y entre 
los linderos que expresa la respectiva escritura (fojas 95 ), de 
la cual aparece que aceptada dicha denuncia y llenados los trá- 
mites prcscrijttos en el decreto respectivo, referentes a la obla- 
ción del precio ofrecido y mensura del terreno, dióse {josesión 
de él a la compradora en i.° de marzo de 1867. 

En diciembre de 1882, don Enrique S. López, en represen- 
tación de doña Elisa, su madre, presentóse al gobierno argentino 
solicitando la toma de razón de ese título por la oficina respec- 
tiva e invocando para ello lo dispuesto en el artículo 103 de la 
ley de colonización de 19 de octubre de 1876 (fs. 76), y oído el 
señor procurador general de la nación, que se opuso a lo pedido, 
porque el titulo presentado no tenía valor alguno con relación a 
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la república y no podía, por consiguiente, autorizarse su regis- 
tro (fs. 271), el poder ejecutivo, adoptando por resolución este 
dictamen, no hizo lugar a dicha solicitud en 23 de marzo de 1883. 

Este rechazo dió motivo a que la señora Lynch ocurriera 
al honorable congreso, pidiendo que se le acordara la venia legal 
para demandar a la nación, y considerada tal solicitud por la cá- 
mara de diputados en su sesión del 13 de agosto de 1884, des- 
puésde un prolongado debate, fué denegada (Diario de Sesio- 
nes de 1884, tomo pág 674 a 676), 

Dictada por el honorable congreso dos meses después la ley 
de 27 de octubre de 1884, Solano López, en su calidad de dona- 
tario de doña Elisa Alicia Lynch de las tierras a que se refería 
c! título antes rechazado, presentóse nuevamente en marzo de 
1885 al poder ejecutivo acogiéndose al artículo i.° de dicha ley, 
que dispone: "Los actuales ocupantes de tierras públicas en los 
territorios nacionales que poseyeren en virtud de titulo de pro- 
piedad otorgados por los gobiernos de las provincias, antes de 
la ley de fronteras de 1878, para los de la Pampa y Patagonia, 
y de la ley número 1532 del 18 de octubre del corriente año para 
los del Chaco y Bermejo, serán considerados propietarios si se 
presentasen al poder ejecutivo a revalidar su título dentro del 
término de seis meses de sancionada la presente ley". 

Xo obstante el dictamen contrario a tal petición de los se- 
ñores procurador general y del tesoro, doctores Costa y Maren- 
co, el poder ejecutivo, por decreto de 12 de mayo de 1888, hizo 
lugar a ella, ordenando la revalidación del título de Madame 
Lynch, la que se llevó a cabo otorgándose la escritura respectiva 
ante el escribano de gobierno pocos días después (fo. 233, 250, 
261, 276). 

Así las cosas, en abril de 1901, el director de la oficina de 
tierras y colonias pasó al poder ejecutivo la nota que corre a 
fs. 303, en la cual, después de estudiar diversos puntos relacio- 
nados con el decreto de 24 de enero de ese año, relativo a conce- 
siones de tierras para colonias, hizo referencia a los terreno» 
comprendidos en el título llamado de Madame Lynch sostenien- 
do que el decreto de 12 de mayo de 1888 que ordenó su revalt- 
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¿ación era nulo y debía asi declararse para retrotraer esas tie- 
rras al dominio privado de la nación ; nota que fué pasada al dic 
tamen de los cons jeros legales del poder ejecutivo, oponiéndo- 
se el señor procurador general doctor Malaver a qi* se dictase 
por el ix>der ejecutivo tal nulidad, por considerar <|ue éste había 
procedido con la competencia necesaria y que una vez dictado 
esc decreto era irrevocable, todo sin entrar a juzgar la justicia 
de la revalidación en si misma ; mientras que el señor procurador 
dé) tesón» doctor Garda Merou. aconsejaba io contrarío, es de- 
cir, que SC anulara el referido decreto, i*>r los fundamentos ex- 
tensamente expuestos en su informe de fs. 67 a 154. 

El poder ejecutivo, oyendo también al interesado, adopto 
la opinión del procurador del tesoro, y por el decreto de 24 de 
noviembre de" 1890. que corre a fs. 155. declaró nulo y sin nin- 
gún valor la expresada resolución guliernativa de 12 de mayo 
de 1888. mandando al propio ticmi>o pasar el expediente al pro- 
curador fiscal de esta capka! para que promoviera las acciones 
a que hubiese lugar. !o que este funcionario efectuó, por su es- 
crito de demanda de fs. 157. no solamente e:i guarda de los in- 
tereso fiscales, sino también de la moral y de la ley. e invocan- 
do como fundamentos de su acción los considerandos del decre- 
to anuíatorío y las conclusiones deí informe del señor procura- 
dor del tesoro doctor Knrique Garda Merou, que reproduce en 
todas sus partes y abundando en otros fundamentos sobre la nu- 
lidad de los actos jurídicos. 

Esta demanda fué contestada primeramente por el repre- 
sentante de don Garner & ¡'erry. adquirente de una fracción de 
■as tierras comprendidas en el título de la señora Lynch, por me- 
dio del extenso escrito que forma casi íntegro e! segundo cuerpo 
ile autos, sosteniendo la validez e irrevocabilidad del decreto im- 
pugnado de 12 de mayo de 1888, bajo el doble punto de vista de 
la capacidad del jxxlcr ejecutivo que lo dictó, interpretando y 
aplicando la ley número 1552 de 27 de octubre de 1884* de las 
reglas y principios del derecho de gentes y de los antecedentes 
históricos relativos a las relaciones políticas de las repúblicas 
Argentina y del Paraguay. 
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Posteriormente (fs, 713), el representante de don Federico 
Sitiith, también comprador de otra área de las mismas tierras, 
contestó la demanda, adhiriéndose a los fundamentos y conclu- 
siones expuestos por la parte de Perry, y abierta la causa a prue- 
ba con el resultado de que informa el certificado de fs. 743, du- 
rante su término, la parte demandada opuso a fs. 737 la pres- 
cripción de !a acción de nulidad instaurada por el procurador 
fiscal, fuera de los dos años que el articulo 4030 del código civil 
sanciona para la prescripción de acciones de esta especie, excep- 
ción que fué Contestada a fs. 753 y 758. 

Presentados los alegatos y producido el informe in roce an- 
te el juez de sección, pronunció éste la sentencia de fs. 810, con- 
firmada por sus fundamentos y con costas por la cámara federal, 
a fs. 846, haciendo lugar, a la demanda y declarando en conse- 
cuencia, nulo y sin ningún valor el decreto impugnado por aqué- 
lla de 12 de mato de 1888. interponiendo Perry contra senten- 
cia de segunda instancia el recurso de ablación para ante esta 
corte, que autorizad articulo 3.° ,dc la ley 4055. 

Y considerando, en cuanto a la nulidad de las senten- 
cias de !.? y 2.' instancia que se pide en el memorial de fs. 857 : 

Que esta corte sókS puede conocer y decidir sobre las reso- 
luciones dictadas en las instancias inferiores mediante los re- 
cursos que las leyes autorizan contra tales sentencias y según 
las reglas y excepciones prescriptas al efecto i>or el honorable 
congreso. 

Que conforme a lo dispuesto por el artículo 234 de la ley 
número 50. el recurso de nulidad debe interponerse ante el juez 
que pronunció el fallo conjuntamente con c 1 de apelación y cf. 
el término fijado para éste, debiendo la corte conocer al mismo 
tiempo de ambos recursos (art. 235). 

Que contra la sentencia de la cámara federal, el demandado 
se limitó a interponer apelación, recurso que le fué concedido 
fs. 848 y vuelta), sin hacer mención alguna de la nulidad de que 
solamente se ha ocupado en su recordada memoria, circunstan- 
cia que inhabilita al tribunal para tomarla en consideración. (Fe- 
l!os. tomo 5. ¿>ág. fq. y tomo 6, pág. 67). 
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Por ello se declara improcedente este pedido. 

Y considerando, en cuanto a la prescripción: 

Qué la acción de nulidad deducida por el ministerio fiscal 
se ha fundado, especialmente, en la extralimitación constitucio- 
nal de las facultades del poder ejeqitivo para conceder la reva- 
lidación del titulo otorgado a la señoha Lynch por el gobierno 
del Paraguay, y es indudable que en este sentido la disposición 
del articulo 4030 del código civil, limitada a legislar sobre las 
acciones de nulidad allí previstas, no comprende el caso, bien dis- 
tinto, de un mandatario que ha extralimitado sus poderes, como 
jo done declarado esta corte en el fallo que se registra en el to- 
mo 96. pág. 354. y en el más reciente, dictado con fecha 16 de 
noviembre del presente año. en la causa de Ta provincia de San- 
ta Fe v|. Marcelino Escalada, |>or reivindicación de tierras e in- 
demhización de danos.- 

Y considerando, en cnanto al fondo: 

• - 

Que impugnada la legalidad del decreto de 188S por ser vio- 
latorio de las facultades que la constitución nacional y la ley de 
27 de octubre de 1884 acuerdan al poder ejecutivo, que lo dictó, 
corresponde examinar en primer término esta objeción, que es 
fundamenta!, cerno que afecta las garantías que la misma cons- 
titución ha establecido para el regular y armónico funcionamien- 
to de los |wdcrcs que ella ha creado para el gobierno de la na- 
ción, y |x>r que es elemental en nuestra organización constitu- 
cional', como lo ha dicho esta corte, la atribución que tienen y el 
deber en que se hallan los tribunales de justicia de examinar las 
leyes (o los decretos del poder ejecutivo) cn'los casos concretos 
c,ue se traen a su decisión, comparándolos con el texto de la cons- 
titución (v en su caso con la ley invocada), para averiguar si 
guardan o no conformidad con éste y abstenerse de aplicarlas 
si las encuentra en oposición con ella, constituyendo esta atri- 
bución moderadora, uno de los fines supremos y fundamentales 
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del poder judicial nacional, y una de las mayores garantías con 
que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la 
constitución contra los abusos posibles e involuntarios de los 
poderes públicos. 

(¿ue a este respecto y por tratarse de una disposición rela- 
tiva a tierras públicas de la nación, debe, desde luego, recordarse 
que la constitución ha consagrado como tina atribución privativa 
del honorable congreso el disponer del uso, enajenación y colo- 
nización de las tierras de propiedad nacional (art. 67, incisos 4. 
y 16), y que en ejercicio de tales atribuciones/ así como de las 
consignadas en el inciso 14, ha sanciona<k> diversas leyes sobre 
colonización y venta de tierras, y además, la de revalidación de 
títulos de tierras públicas, de 27 de octubre de 1884, que es U 
de preferente estudio en el caso de autos. 

Que la revalidación de que se trata, fué solicitada y conce- 
dida al amparo' de lo prescripto en dicha ley, pro basta la lec- 
tura del artículo i.° de la misma, para demostrar que no ha po- 
dido legítimamente acordarse. 

Como se. ha visto anteriormente, ese artículo dispone que 
los actuales ocupantes de tierras públicas en los territorios na- 
cionales en virtud de título de propiedad otorgado por los go- 
biernos de las provincias... serán considerados como propieta- 
rios si se presentasen al poder ejecutivo a revalidar su dicho tí- 
tulo dentro de los seis meses de sancionada la ley ; de modo que, 
según la voluntad del poder que constitucional mente tiene fa- 
cultad para disponer de la tierra pública, los únicos títulos que 
podían legitimar la posesión en los territorios nacionales y cons- 
tituir propiedad privada en favor de los poseedores a que se re- 
fiere la ley, eran los otorgados por los gobiernos provinciales, 
con anterioridad a las fechas que expresa, y por consiguiente, 
el reconocimiento y revalidación de todo título de otro origen, 
quedaba fuera de la ley, en su texto claro, preciso e intergiver- 
sable. 

Que no habiendo sido otorgado ¿x>r gobierno de provincia 
argentina el título de Madame Lynch, sino por un gobierno ex- 
tranjero y en momentos en que éste se encontraba en guerra con 
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ta república, es evidente que no pudo serlo aplicada dicha dis- 
posición legal, para equipararla a los primeros, concediéndole 
un favor y una virtualidad jurídica reservada únicamente para 
estos : y en tal concepto importa ello una violación de la ley del 
congreso y desconocimiento de facultades privativas de éste que 
eausm ¡a nulidad del decreto que la autorizó. 

I£l ¡K»der ejecutivo en su misión constitucional de jefe supe- 
rior de la nación a cargo de la administración general del país, 
está facultado para expedir las instrucciones y reglamentos que 
fueren necesarios para la ejecución de las leyes de! congreso, 
pero le está exprésamele prohibido alterar su espíritu con ex- 
cepciones reglamentarias (art. 86, incisos l * y 2.". constitución 
nacional ) ; y no cabe sino clasificar como una excepción de esta 
índole, ilegitima y condenada por la constitución, la que se hizo 
por decreto de 18K8 incluyendo el expresado titulo extranjero 
entre los amparados ja>r la ley número 1552. 

Que al invocarse por el recurrente y aplicarse por el jwdcr 
ejecutivo a dicha ley un espíritu en pugna abierta con uci texto 
claro y explícito, ilustrado para mayor abundamiento por lo., 
antecedentes de su sanción legislativa, se han violado todas las 
reglas prevalcntes en materia de interpretación legal, como está 
demostrado concluyentcmente c:i la discusión de la gestión ad- 
ministrativa y en la de'la presente causa, bastando para ello, re- 
contar, entre otros antecedentes, los dictámenes de los señores 
procuradores del tesoro doctores Marenco y García Merou. los 
débátés de dicha ley número 1552 en la honorable cámara de 
diputados, y la circunstancia, bien sugerente. por cierto, de la 
negativa de la venia solicitada por doña Elisa A. Lynch al con- 
greso, para demandar a la nación después de haberse rechazado 
en 1883 su primer pedido de inscripción del título, y finalmente, 
de que el mismo congreso que pronunció tal negativa, cuando, 
dos meses después, discutió y sancionó la ley de revalidación, no 
hizo ni referencia alguna al titulo expresado, y menos estableció 
directa ni indirectamente una excepción que permitiera incluirlo 
entre los demás títulos que mencionó y claramente designó como 
los que podían y debían ser admitidos a la revalidación. 
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(Juc !as precedentes consideraciones demuestran que el po- 
der ejecutivo al ordenar y ilevar a cabo la revalidación del titulo 
de la referencia. |>or aplicación de !o preceptuado en dicha ley 
número 1552 de 27 de octubre «le 1884. ha extralimitado las fa- 
cultades que le competen contó ejecutor de las leyes del cbrigie- 
so, pues, lejos de cumplirla fielmente, !a ha adulterado, intro- 
duciendo una aplicación contraria a su texto y a su intención y 
fines manifiestos. 

Oue invocándose también en el decreto referido, en la con- 
testación a la demanda y en la memoria de Perry en esta instan- 
cia una jurisdicción ejercida por el Paraguay sobre el territorio 
de! Chaco entre el l'ermcjo y el Pilcomayo, es necesario decir 
que tal jurisdicción no ha existido ni fué jamás reconocida ¡x>r 
• e! gobierno argentino. 

A este respecto procede dejar establecido que el tratado de 
f$$$ como lo ha recordado el procurador del tesoro, sólo fué 
un proyectó, qué el congreso de la confederación desaprobó en 
l8 55- Q" c a ' rechazar el tr tado y recomendar al gobierno de 
la confederación, que renovase las negociaciones, el congreso de- 
claró con fecha 11 de septiembre de 1855 "que lo hacia porque 
encontraba ambigüedad en la disposición de algunos de sus ar- 
tículos y heridos en gran número los derechos de la confedera- 
ción, respecto del territorio seco y fluvial que le i>ertenecía, y 
que cuando quedasen salvos tales derechos y fuesen bien explí- 
citos los acuerdos y que su letra suprimiese en lo posible toda 
duda para la actualidad y para la perpetuidad, se pronunciaría 
definitivamente". 

Oue el ministro de re!aciones exteriores, doctor don Juan M. 
Gutiérrez, le dio al ministro plenipotenciario argentino, entre 
«•tras instrucciones, con fecha 21 de marzo de 1856, la de que, 
"1.a Cf n federación Argentina sostendrá siempre el derecho de 
!¿ posesión, ocupación y soberanía del territorio denominado 
Gran Chaco. hasta la margen derecha del río Paraguay, y hasta 
los términos meridionales de la repúldica de Iíolivia", Que la 
ley 6j de 7 de junio de 1856, aprobó el reconocimiento de la in- 
dependencia y soberanía de la república del Paraguay, hecho por 
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tí encargado de las relaciones exteriores y director provisorio 
de la Con federación Argentina, por medio de su encargado de 
negocios, en misión especial cerca de aquel gobierno, en acta de 
¡7 de julio tic 1852 \ con reserva de la parte en que dicha acta 
se refiere a los límites territoriales cuyo arreglo definitivo está 

aún pendiente". 

Oue la cuestión í!c- ¡imites quedó así, planteada, afirmando 
la República Argentina su posesión, ocupación y soberanía so- 
bre el Chaco, alegantb estos derechos ante el gobierno <Iel Para- 
guay dejándolos en dispenso por el aplazamiento del "Arreglo 
de límites" entre la Confederación Argentina y la república del 
Paraguay, estipulado en el articulo 21 del tratad-» de paz. amis- 
tad, comerció y navegación, ley 102. de 30 de septiembre de 
[856. Que diez años después se celebró el tratado de la Triple 
Alianza el primero de mayo de 1865. cuyo artículo 16 consignó 
que la República Argentina seria dividida de la república del Pa- 
raguay,»por los ríos Paraná y Paraguay. hasta encontrar los li- 
mites con el imperio del Brasil, exactamente lo mismo sostenido 
y defendido !>or el gobierno de la Confederación, y producida la 
injustificable agresión del Paraguay, quedó librada a la suerte 
de las armas los límites del territorio en litigio. 

Que terminada la guerra, y después de una difícil y compli- 
cada discusión, en la que predominó la benevolencia de la Repú- 
blica Argentina. ?e llegó finalmente al tratado de limites de 1876. 
Que en la.s discusiones o incidentes producidos, todas las decla- 
raciones del gobierno argentino y de sus negociadores contradi- 
cen absolutamente las afirmaciones del decreto de 1888. 

Oue en er mensaje del presidente Sarmiento de 14 de julio 
de 1871. decía al congreso que "el gobierno argentino no estaba 
' dispuesto a reconocer al Paraguay la propiedad de la parte del 
territorio del Chaco usurpada a la república, y que sólo ha po- 
seído aprovechando la anarquía del pais . porque semejante po- 
sesión no confiere derechos, ni por los principios comunes ni 
por el derecho de gentes" (moñona de relaciones exteriores, 
1872. pág. 18). 

Oue el ministro de relaciones exteriores, doctor Tejedor, 
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en su memoria al congreso, sobre la negociación encomendada 
al general Mitre le informaba: "Que el Paraguay, de spojado por 
el derecho de los territorios que ocupaba, se cree despojado sólo 
|>or la fuerza. El mismo pretexto dt sus dictadores para esta- 
blecer guardias sobre ia margen derecha del rio Paraguay, con 
el motivo de defenderse de las tribus salvajes, ha desaparecido 
con la población argentina del Chaco. La negociación que va a 
abrirse tiene también su limitación. Recobradas por la victoria 
las Misiones y todo el territorio del Chaco, desde el PHcomayo 
hasta !a frontera de Santa Fe, ninguna discusión es posible en 
esa i>arte. El generoso acuerdo de 20 de junio de 1870 sólo* ha 
permitido hacer observaciones sobre el territorio reivindicado, 
desde el Pilcoinayo hasta la Bahía Negra" (Memoria de rela- 
ciones exteriores, año 1873, págs 5 y 9)- 

Que en las instrucciones dadas al general Mitre con fecha 
primero de marzo de 1873, el ministro de relaciones exteriores 
establecía de una manera concluyeme, "que el debate que va a 
abrirse y a que adquirió derecho el Paraguay, nunca inijK>rtó 
poner en tela de juicio estos limites (los del tratado de alianza) 
en toda su extensión. Nacido de la cuestión de la Villa Occiden- 
tal, es a ella solamente, o a cualquiera otra posesión de hecho del 
Paraguay, después del año 18 10 en la margen derecha de! rio, 
desde el Pilcoinayo hasta Bahía Negra, que debe reducirse la 
discusión, oslándole inhibido al señor ministro aceptarla respecto 
de los demás territorios'*. 

Que el ministro de relaciones exteriores, doctor Tejedor, en 
nota de 2 de agosto de 1873, dirigida al plenipotenciario general 
Mitre, le decía": "que el gobierno argentino que aceptó ía dis- 
cusión con motivo de la ocupación de la VUla Occidental, reco- 
noce el deber de aceptar también el arbitraje sobre ella y demás 
territorios al norte, basta IJahia Negra, pero sólo en esta parte 
porque es ¡a única litigiosa". (Memoria relaciones exteriores, 
1874. pág. 163). Que todos los documentos de la negociación 
Mitre asi como su notable memorándum, ratifican en todas sus 
partes, las declaraciones del gobierno argentino respecto de sus 
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derechos ¡ndisottibles al territorio del Chaco, al sur del rio Pil- 
comayo. (Memoria citada). 

Que (¿minada la negociación Mitre en 1874. el gobierno 
paraguayo, acreditó en 1876 a su ministro de relaciones exterio- 
res, señor Machain. para que reanudase en Buenos Aires las ne- 
gociaciones .interrumpidas. Que e¡ plenipotenciario argentino, 
doctor don Bernardo de Irigoyen. de acuerdo con todos los an- 
tecedentes citados, circunscribió la discusión al territorio en liti- 
gio, situado aj norte del rio l'ileomayo. y fué únicamente sobre 
esta parte que se llegó a una transacción, conviniéndose en divi- 
dirlo en dos secciones, la primera comprendida entre Bahía Ne- 
gra y el rio V erde y !a segunda entre el río Verde y el rio Vi¡- 
comayo. incluyéndose en esta sección la Villa Occidental. \?A go- 
bierno argentino renunciaría a todo derecho sobre la primera 
sección, entregando la segitmla sección a la decisión de un fallo 
arbitra! í Memoria de relaciones exteriores. 1876, págs. 51 a 53). 

Que el mensaje del poder ejecutivo al congreso, de 16 de 
mayo de 1870. elevando el tratado de limites celebrado con el 
Paraguay, decía: "Kl tratado de limites ha hecho efectivas las 
promesas con que esta república signiíi:ó su U'n.voleneia hacia 
e! Paraguay, después de vencido en la dilatada guerra que ter- 
minó en 1870. Rl tratado de alianza estableció en su articulo 16 
c' derecho de la República Argentina para exigir el reconocimien- 
to de sus dominios en el Chaco hasta 1 labia Negra, y el compro- 
miso de los aliados de sostener esos límites. No fué ciertamente 
aquella una designación caprichosa, ni menos el resultado de 
ambicione^ insensatas que habrían estado en desacuerdo con 
nuestra política tradicional. Aun cuando el articulo recordado 
estableció con fidelidad el derecho de esta república, e! gobier- 
no no creyó propio separarse completamente de las declaracio- 
nes generosas que encontró consignadas en las negociaciones an- 
teriores, y haciéndolas efectivas, en la parte que ha creido com- 
patible con los intereses y con el decoro de la república, ha re- 
nunciado al territorio comprendido entre I Sabia Negra y el iic 
Verde en el grado 23 de latitud, consintiendo en someter la cues- 
tión del territorio comprendido entre los rios Verde y Pilcoma- 
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yo al fallo del presidente de los Estados Unidos*. (Memoria de 
relaciones exteriores, 1877, pág. 66$). 

Que planteada la cuestión de limites en 1855. ]>or el gobier- 
no de la Confederación, aplazada en 1856, por el tratado entre 
ambas repúblicas; celebrado el tratado de alianza de 1865; el 
acuerdo preliminar de paz de 20 de junio de 1870. y finalmente, 
ajustado el tratado de limites de 1876, resulta <le todos estos 
documentos, que nunca ha reconocido el gobierno argentino, ni 
sus negociadores, jurisdicción alguna al Paraguay sobre los 
territorios al sur del Pilcomayo, ni con su consentimiento, m 
con su tácito acuerdo, como lo dice el decreto de 1888; ni el re- 
conocimiento del limite del Pilcomayo, por parte del* Paraguay, 
lia sido una concesión de esta república, por vfe de transacción, 
pues la única transacción verificada |x>r la República Argentina, 
es la que dividió en dos secciones el territorio en litigio/ desde 
é! Pücomayo hasta Había Xegra, renunciando sus derechos a 
una de ellas y sometiendo la otra a un fallo arbitral. Resulta, 
pues, que la pretendida jurisdicción del Paraguay al sur del rio 
Pilcomayo, está en contra de todos nuestros antecedentes his- 
tóricos; contra las opiniones de nuestros más altos funcionarios 
públicos; contra decisiones expruas del congreso nacional ; con- 
tra resoluciones del poder ejecutivo; contra las constancias de 
las negociaciones diplomáticas y tratados 'internacionales, espe- 
cialmente el tratado de límites de 1876 con la república del Pa- 
raguay, resultando de todo ello, que la jurisdicción a qué se »e 
íiere el decreto de 1888, cómo notoriamente pública, no ha sido 
reconocida jamás al Paraguay por ningún acto público del go- 
bierno argentino. Que la afirmación del decreto de 1888. que 
estaba bajo !a jurisdicción paraguaya un territorio que había 
sido declarado argentino por documentos públicos y hechos 
históricos, contraria abiertamente estipulaciones expresas de 
tratados internacionales y leyes del congreso (art. 31 de la cons- 
titución), cuyo res¡>eto le está impuesto al jxnler ejecutivo como 
su ejecutor directo dentro de su texto y de su espíritu (inciso 2. , 
art. 86). 

Oue esta política firme de la nación, sustentada persisten- 
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teniente en las declaraciones y actos internacionales del poder 
ejecutivo que quedan relacionados, durante la larga y acciden- 
tada gestión diplomática a que dio lugar el tratado' de limites 
con el Paraguay, debe prevalecer su autoridad histórica y su efi- 
cacia jurídica sobre las aisladas afirmaciones hechas ad libiium, 
en libros de propaganda comercial y política; y esta autoridad 
de las declaraciones solemnes del gobierno argentino formuladas 
en aquella oportunidad acerca de la ind ¡sentida y cvkknte ju- 
risdicción y dominio nacionál "sobre el territorio del Chaco, no 
puede en manera alguna ser desconocida ni puesta en duda por 
los tribunales de justicia de la república, sin mengua de dig- 
nidad misma de la nación y de las atribuciones que la constitu- 
ción ha dado al presidente para la representación diplomática 
y conclusión de los tratados internacionales (art. 86, incisos 
io y 14). 

Que >i así nofucra. si las declaraciones, derechos y privile- 
gios sustentados |x>r la nación en sus debates en el fuero inter- 
nacional por el órgano de los jxjderes que creó y autorizó ple- 
namente para ello en su ley fundamenta?, pudieran ser traídos 
;* juicio, discutidos y desautorizados ante otro de sus poderes 
internos, a instancia del interés privado y en pugna con los altos 
intereses generales del es-tado, concíbese, desde luego, cuánto in- 
conveniente de trascendental importancia no traería un conflic- 
to semejante para la respetabilidad y d decoro del país. Así lo 
ha reconocido la jurisprudencia federal norteamericana, decla- 
rándolo solemnemente por el órgano de sus cortes de justicia. 
(137. L\ S., 202 y otros allí citados). 

Que los principios del derecho internacional invocados, no 
eran de aplicación al caso, desde que el gobierno argentino no 
admitió jamás discusión alguna sobre sus derechos al territorio 
del Chaco, al sur del rio Pilcotnayo, ni reconoció jamás al Pa- 
raguay su pretendida posesión de hecho, que el tratado de limi- 
tes de 1876 dió toda la razón a la Argentina, desde que aquél no 
consigna ni una reserva, ni siquiera una alusión, en favor de los 
derechos privados que la pretendida posesión del Taraguay pu- 
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diera haber constituido (decreto del poder ejecutivo de 29 de 
marzo de 1883). 

Que todas las naciones tienen especial cuidado de fijar cla- 
ramente, en sus estipulaciones territoriales con otra, no sola- 
mente la garantía debida a la propiedad privada constituida en 
el territorio que cambia de soberanía, sino la condición civil y 
|x>Htica de sus habitantes, encontrándose cláusulas expresas al 
respecto en los tratados celebrados por los Estados Unidos con 
Inglaterra, con Franca y con Méjico, y en todos los tratados 
internacionales de nuestra época. 

Que el mismo principio fué reconocido por el articulo 12 del 
tratado de límites de 1876, pero sólo respecto del territorio so- 
metido a arbitraje, y si se hubiera reconocido la ocupación de 
hcclio del Paraguay, al sur del rio Pilcomayo, se hubiera con- 
signado una cláusula semejante. El decreto de 1888 no ha po- 
dido, pues, basándose e:i los principios abstractos del derecho in- 
ternacional, con prescindencia de los tratados y de las leyes na- 
cionales, ultrapasar la jurisdicción que le confiere la constitu- 
ción (art. 31, inciso 2. a ; art. 86 de la constitución). 

Que los precedentes citados de los Estados Unidos son- 
contrarios al decreto de 1888, porque en todos los casos produ- 
cidos se trataba de la compra, cesión o anexión de un territorio, 
con reconocimiento de la jurisdicción o <le la posesión de hecho 
de la nación de origen, mientras que tal jurisdicción u ocupa- 
ción no ha sido reconocida al Paraguay, ni en las negociaciones, 
ni en el tratado mismo a>l sur del rio Pilcomayo. 

Que la objeción fundada en la irrcvo.abilidad del decreto 
de 1888 por tratarse de una resolución administrativa de carác- 
ter definitivo, no tiene en el presente juicio la importancia que 
se le ha atribuido. 

Que. en efecto, aún en la hipótesis de que el poder ejecuti- 
vo. en su decreto de 24 de noviembre de 1896, no hubiera podido 
constitucionalmentc dejar sin efecto el decreto anterior citado, 
de 12 de mayo de 1888, en el caso sub judicc, el primero ha sido 
entendido y aplicado en el concepto de que el agente fiscal de- 
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bía acudí* a los tribunales a solicitar la declaración de nulidad. 
S sLdo esto asi, no cabe cuestión alguna respecto a 

alcance del articulo 95 y concordantes de la ley fundamenta!. 

t^Tl es dudoso „„e el poder ejecutivo. ^ J 
ie la n..ción o encarga lo de la administración del país, t . ene 
faa Itades. por el conducto de los respectivos funcionario, para 
proceder en la forma que lo ha hecho ( fallos, to.no £ p&g. *8o, 
tomo 85. póg. 47! «47 «o 5 . y ¿líos «n ^J atados)^ 

Por élto, y>mdamehtos concordantes del fallo apeladjde 
U. 846. se confirma con costas, - - Noticíese con el original 
y devuélvanse, reponiéndose los sellos ante e; inferior. 



Nicanor G. DEL Solar. — M. P- 
Daract. — D. E. Palacio. — 
Lucas López Cauanillas. — 

G, VlDELA Dorna. 
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AÑO u)i2 — CAUSA I 



Z)&« José C. Gerdmg contra Undenbetg, Sellen y Cta. f por cobro 
de pesos; contienda de competencia 

Sumario: F.s juez competente en los juicios en que se ejercitan 
acciones personales, el del lugar señalado implícita o explí- 
citamente, para la ejecución de un contrato, con preferen- 
cia al del domicilio del demandado, cualesquiera que sean 
las pretenciones que se demandan. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN OZU SR. PROCURADOR GENERAL 



Suprema corte : 

A Y. E. corresponde dirimir la presente contienda de com- 
petencia entre un juez dé la capital federal y ún juez de provin- 
cia, con arreglo a lo que prescribe el articulo 9. . inc. d) de la 
¡ey 4055- 

Se trata en el caso de una acción personal emergente de un 
contrato celebrado en la provincia de Tucumán. que tenía por 
objeto la ejecución de obras en el ingenio de propiedad de los 
demandados, situado en la misma provincia. Es de aplicación, 
por lo tanto, el artículo 1212 (1246 m, n.) del código civil, con- 
forme al cual debe preferirse para el cumplimiento de los con- 
tratos el lugar donde fué celebrado, si fuere el del domicilio dei 
deudor, lo que ocurre en este caso, atento lo que dispone e! ar- 
ticulo 9. , inciso 4." del mismo código. 
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Por lo expuesto, y jurisprudencia de V. E. ( fallos, tomo 12, 
pág. 380; tomo 113, pág. 152), pido se declare la competencia 
del señor juez de Tuctunán para conocer en este juicio. 

Julio Botet. 

VALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Airct . 6 4c Pebrtr o de 1112. 

Y vistos : 

Para dirimir la contienda <le competencia entre el señor juez 
de 1.* instancia en lo civil de esta capital, -doctor Roberto Repet- 
to, y el de igual clase de la provincia de Tucumán, en la demanda 
promovida por don José G. Gerding contra Lindcnberg, Xellen 
y Cia.. sobre cobro ordinario de pesos. 

Y considerando: 

Que según resulta de los autos que se tienen a la vista, el 
ador ha efectuado en el ingenio "Cruz Alta", de propiedad de 
los demandados, situado en la provincia de Tucumán, las obras 
y reparaciones en la maquinaria de dicho ingenio, que se deta- 
llan en la cuenta presentada con su demanda. 

Oue con arreglo a lo dispuesto por el código civil, artículo 
1212. y lo establecido en reiterados fallos pronunciados por esta 
corte en casos análogos, es juez competente en los juicios en qiie 
se ejerciten acciones personales, como ocurre en el presente, ei 
del lugar señalado implícita o explícitamente para la ejecución 
de un contrato con preferencia al del domicilio del demandado, 
cualquiera que sean las prestaciones que se demanden ( fallos, 

tomo 42. pág. 30:45. pág- «01:92. P&e^y tm pág. 152). 

Por ello, y de conformidad con lo pedido por el señor pro- 
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curador general, se declara que e! señor juez de i.» instancia en 
lo civil y criminal de Tucumán es el competente para conocer 
del juicio -referido, a quien, en su consecuencia, se remitirán los 
autos, haciéndose saber por oficio esta resolución al señor juez 
de i instancia dé esta capital. — Xotifiquese original y repón- 
gase el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



CAUSA II 



Ferrocarril Central Argentino, en autos con don Tadeo Silvetti, 
por indemnización de daños y perjuicios; sobre procedencia 
del recurso extraordinario y competencia. 

Sumario: i * Procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 48, contra una resolución denegatoria del privilegio del 
fuero federal fundado en el artículo 2¿* inciso 2. de la 
misma ley. 

2.* Corresponde a la justicia nacional el conocimiento de 
una demanda por daños y perjuicios cairsados con motivo 
de un contrato de transporte de una carga, deducida por un 
vecino de una provincia contra una empresa de ferrocarril 
que tiene su domicilio en esta capital. 

Casó: Lo explican las siguientes piezas: 



* - . 1 
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DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR GKNERAL 

Suprema corte: 

Efl demandado alegó oportunamente la com¡>etcncia de la 
justicia federal para entender en e! presente juicio, fundándose 
en lo dispuesto i*>r el articulo «í.°, inciso 2." de la ley de Jurisdic- 
ción y coiiq>etcncia de los tribunales nacionales, y la sentencia 
definitiva de ¡a suprema corte de la provincia de Santiago del 
Estero ha decidido en contra del privilegio amparado en una ley 
nacional, que lia sido materia del litigio. En mérito de ello, el re- 
curso extraordinario es procedente, conforme a io que prescri- 
be el articulo 14, inciso 3/ de la ley 48 y su correlativo el articu- 
lo 6.° de la ley 4<>35- 

En cuanto al fondo ilc la excepción de incompetencia dedu- 
cida, resulta debidamente comprobado en el ex|>ediente. que el 
domicilio del actor ota situado en el departamento de Banda 
de la provincia de Santiago del Estero, y que la empresa deman- 
dada tienfc el suyo en la capital federal, de lo que se despren le 
la procedencia de la excepción conforme al articulo 2.", inciso 
2." de la ley 48. articulo 1.." de la ley 1467 y jurisprudencia relre- 
r;ula ilc V. K. sobre el punto ( fallos, tomo US. pág. 413: tomo 
70. pág. 43; tomo </». pág. 21 ; Agüero v. ferrocarril del < >este, 
28 de diciembre «le 1909; Róvedatti v. ferrocarril Central Ar- 
gentino, año hjio». I.a disposición del articulo ¿05 del código 
de comercio, en que se funda principalmente el fallo de primera 
instancia al deferir el conocimiento de las cuestiones sobre cum- 
plimiento de un contrato de transporte !*>r ferrocarril a la au- 
toridad judicial del lugar en que -e encuentra la estación de par- 
tida o de arrÜM), se lia referido evidentemente a la autoridad ju- 
dicial loca! dentro «leí orden jurisdiccional establecido jn>r la 
constitución y leyes orgánicas, que no lia podido ni entendido 
revocar, y asi lo ha interpretado Y. E. en los fallos que vengo le 
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citar. La sentencia contenida en el tomo 108. página 90, que 
menciona el mismo fallo, ik> se opone a la jurisprudencia que 
he invocado, i>or cuanto V. E. en dicha sentencia, expresamente 
ha establecido la excepción que resulta del privilegio acordado 
l>or la nacionalidad o la distinta vecindad y que hace procedente 
el fuero federa!. 

Por lo expuesto, pido a V. E. se sirva declarar mal denega- 
do el recurso deducido, y al resolver la excepción de incompeten- 
cia, revocar la sentencia apelada, declarando la competencia del 
señor juez de sección de Santiago del listero para conocer de 
esta demanda. 

Mió Botei. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airei, Febrero 6 de 1912. 

Y vistos: 

Kl recurso de hecho por apelación denegada interpuesto \yo\ 
el ferrocarril Central Argentino contra el auto de la suprema 
corte de justicia de Santiago del Estero, que le niega el fuero 
federal, en el juicio que pór indemnización de daños y perjui- 
cios le ha promovido don Tadco Silvetti, vecino de dicha pro- 
vincia. 

Y considerando, en cuanto a su procedencia : 

Que la empresa demandada, con domicilio en la capital de 
la república, ha fundado la excepción de incompetencia de ju- 
risdicción de los tribunales locales, en lo dispuesto por el articu- 
lo 2. ". inciso 2." de la ley número 48, y la resolución del tribunal 
ha decidido en contra «leí privilegio amparado por una ley na- 
cional. 
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Que en esta condición y teniendo en cuenta lo dispuesto por 
eí articulo 14, inciso 3.* de la ley citada y 6.* de la 4055 y con- 
forme con lo expuesto y ludido por el señor procurador general, 
se declara procedente dicho recurso. 

En cuanto al fondo: De acuerdo con lo dictaminado y pe- 
dido |x>r el señor procurador general, y lo resuelto por esta cor- 
te suprema en los casos del tomo 1 13, pág. 12, y 236 y otros de 
sus faKos, se revoca el auto apelado en la parte que ha podido 
ser materia dd recurso, y se declara que el conocimiento de esta 
rausa e¿ de la competencia de la justicia federal. — Xotifíquese 
original v repuesto el papel, devuélvase. 

A. Bkrmkjo. — Nicanor G. del 
Solar.— M. P. Daract. — D. 
E. Palacio. 



CAUSA III 



Fisco nacional contra la Caja internacional mutua de pensiones, 
por cobro de una multa. Contienda de competencia 

Sumario: Para que se tenga por trabada una contienda de com- 
l>etcncia que la corte suprema deba derimir de acuerdo con 
las atribuciones que 1c confiere el articulo 9. , inciso b de 
la ley 4055, es preciso que se hayan llenado los trámites es- 
tablecidos en los artículos 46 a 52 de la ley nacional de pro- 
cedimientos. (En el caso se había omitido el requisito pres- 
crito por el artículo 50). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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AUTO DEL J UEZ FEDERAL * . 

Buenos AlrM, Octubre 12 de 1*11. 

Y vistos, sobre las excepciones opuestas a fs. 22. 
Considerando : 

El expediente traído ad eféctum videndi caratulado "Pro- 
curador fiscal contra la Caja internacional mutua de pensiones, 
sobre cobro de una multa", tramitado por el juzgado del ex juez 
doctor Urdinarrain. para resolver, entre otras de las excepcio- 
nes opuestas, la de incompetencia de jurisdicción, resulta que 
a fs. 274. el señor procurador fiscal dice: "que cumpliendo or- 
" den recibida del poder ejecutivo, vengo a manifestar a S. S. 
" que acepto la excepción de incompetencia de jurisdicción opues- 
"ta por la defensa. . petición que fué producida a fs. 243 
vuelta, dándolo por desistido de la acción. Según adaratoria de 
fs. 288, ese acto debe interpretarse como que el juzgado creyó 
a la vez procedente la excepción de incompetencia, pues de no 
ser asi, no habría bastado la adhesión del procurador fiscal a la 
articulación opuesta para que procediera aquella excepción, des- 
de que 1a competencia es de orden público. 

Iniciado el juicio ante la justicia ordinaria, ésta a su vez, 
por auto de fs. 332 del expediente pertinente, se declara incom- 
petente. 

No es el juzgado, atentos los hechos relacionados, a quien 
corresponde declarar cuál es el juez que debe conocer, habién- 
dose articulado nuevamente, sino que es el caso previsto por d 
artículo 9. . inciso b de la iey número 4055. 

Por estas consideraciones, elévense los autos a la suprema 
corte nacional, con nota. Repónganse las fojas. 

Emilio VUhfañe. 
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DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte : 

Para que existo contienda de competencia es indispensable 
que se produzca una controversia entre dos o más jueces o tri- 
bunales sobre a cual de ellos corresponde entender en un deter- 
minado asunto, ya sea porque todos pretendan conocer en el 
misino, q porque se atribuyan reciprocamente ese conocimiento. 
Es necesario, además, que se hayan cumplido las forma 1 : dades 
exigidas por la ley para que la contienda quede trabada en for- 
ma, de manera que la resolución del tribunal llamado a dirimir- 
la se produzca una vez llenadas las diligencias previas t que de- 
terminan la existencia del conflicto de jurisdicción. 

Ivi el caso de autos no se encuentra ninguna de las circuns- 
tancias expresadas, ni se ha producido la controversia que for- 
ma la base de !a contienda. El juez federal, doctor t'rdinarrain, 
no tuvo ocasión de dictar resolución respecto de su competen- 
- cía, porque la partee que promovió el juicio desistió del mismo 
antes de llegada !a oportunitlad de dictar sentencia, y por consi- 
guiente fué i>or voluntad de las partes que el expedienté pasó a 
conocimiento de !a justicia ordinaria. Declarada por el juez de 
lo civil la incompetencia de los tribunales ordinarios, vuelve el 
expediente al juzgado federal, qué a su vez tendrá que resolver 
sobre su competencia, y si llegara el caso de qué entendiera que 
es el juez de lo civil a quien corresponde entender e;i el juicio 
recién se habría producido la negativa de dos jueces a conocer 
en el asunto. 

Respecto de las reglas de procedimiento establecidas por 
los artículos 45 y siguientes de la ley de procedimientos en lo 
federal que fijan el trámite a observarse en esta clase de con- 
tiendas, no han sido para nada tenidas en cuente, y resulta que 
no se ha substanciado el conflicto en la forma que correspondía, 
lo cual impide que V. K. entre a ejercer la jurisdicción que le 
• acuerda el articulo g.° de la ley 4055- . 
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Por lo expuesto y jurisprudencia de V. E. (faHos, tomo 97, 
pág. 417; tomo 108. jwg. 77; tomo 112, pág. 418), pido se orde- 
ne la devolución de los autos al juez inferior, haciéndole notar 
que no existe contienda que resolver, y que debe continuar los 
trámites del juicio en la forma que corresponda. 
» 

Julio Botet. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire», Feorcro 8 de 1912. 

Vistos y considerando: 

Que c! auto de fs. 43. tercer cuerpo, no importa un pronun- 
ciamiento respecto a !a competencia del juez para conocer en e! 
juicio de que se trata. Y aunque asi no fuera, faltaría en el caso, 
llenar el requisito del articulo 50 de la ley nacional de procedi- 
mientos, para que la contienda quedase legalmente trabada y pu- 
diera esta corte ejercitar la facilitad que le confiere el articulo 
9 o , inciso b de la ley 4055. 

En consecuencia, y conforme con lo pedido ]>or el señor pro- 
curador general y faHos de esta corte, tomos 97 y 108. |>áginas 
41" y 77, respectivamente, vuelva al inferior a los efectos de los 
artículos 46 a 52 de dicha ley de procedimientos. 

Xotifíquese con el original y rGpoiigati.se los sellos ante el 
tribunal de i." instancia. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del. 
Solar. — M. P. Daract. — 

D. E. Palacio. — L. López 

• 

Cabanillas. 
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CAUSA IV 



Pon Hilarión Purgue contra don Domingo Cati, por cobro de 
pisos. Contienda de competencia 

• 

Sumario: Tratándole de un contrato de locación de servicios 
en el que no se ha estipulado el lugar del pago, corresponde 
al juez del lugar donde éstos fueron contratados y ejecu- 
tados el conocimiento de la demanda por cobro de los mis- 
mos. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



Auto del juez federal 

Buenos Aires, Noviembre 8 de 1910. 

Y vistos: 

Para resolver la inhibitoria deducida en el escrito de fs. to. 

Y considerando: 

Que según se desprende de las copias corrientes a fs, 2 y i 
que eí compareciente acompaña, don Hilarión Furque ha inter- 
puesto demanda por cobro de pesos, ante el señor juez de í9 
instancia en lo civil de la ciudad de Catamarca. contra don Do- 
mingo Cati. como socio solidario de don Augusto Frontali y 
don luán Socci. en virtud del contrato que en copia simple co- 
rre a fs. 3. 

One habiéndose invocado la procedencia del fuero federal 
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en el presente caso, en virtud de la distinta nacionalidad de las 
partes, corresixmde declarar su procedencia por haberse acredi- 
tado dicho extremo, y hacer lugar a la inhibitoria deducida, en 
virtud de lo dispuesto en el artículo 4." del código de procedi- 
mientos de la capital, de aplicación supletoria en los tribunales 
federales. En efecto, en el contrato a que se ha hecho referen- 
cia celebrado en la ciudad de Catamarca, no se ha designado un 
lugar especial para el cumplimiento de la obligación que a Gati 
incumbe, por lo que correspondía que la demanda fuera inter- 
puesta en el tugar de su domicilio que es en esta capital, como 
lo ha reconocido el actor al solicitar la notificación del deman- 
dado. Por esto, de acuerdo con la disposición legal citada y de 
conformidad con lo dictaminado por el señor procurador fiscal, 
se hace lugar a la inhibitoria deducida por don Domingo Gati 
contra el señor juez de 1.' instancia en lo civil de la ciudad de 
Catamarca, en el juicio que por cobro de pesos le ha iniciado 
don Hilarión Furque. En consecuencia, líbrese oficio al referido 
juez en la forma y a los efectos que prescribe el articulo 46 del 

código de procedimientos federales. Re|>ónganse los sellos. 

■ 

E. Claros. 



SENTENCIA DEL SUPERIOR TRIBUNAL 

Catamarca, Mayo 2 de 1911. 

Y vistos : 

En el recurso de apel ación en relación del auto de fs. 47 
vuelta, de los niales y de! expediente principal de mensura traí- 
do a la vista, resulta: 

Que el agrimensor don Hilarión Furque nombrado por el 
juez de la causa a solicitud de los interesados, por decreto de 29 
de octubre de 1908, perito para practicar la mensura de los cam- 
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pos Merced de Árampatis, Juntavas, Bañado del Suncha) y del 
Pantano, ce'tbró al <lia siguiente, 30 del mismo mes y año, en 
esta ciudad de Catamarón, un contrato con el señor Augusto 
Frente H, por si y en representación de los señores Juan Socci 
y Domiligt Oati, compradores de esos campos, relativo a esa 
mensura, en el qtte *e establecen, entre otras cláusulas, los ho- 
norarios que debía ganar el agrimensor según el área medida; 
que practicada la mensura se presenta dicho agrimensor ante d 
misrhó tribuna! que la ordenó, cobrando sus honorarios al se- 
ñor Domingo C.ati. socio solidario de los expresados Frontali y 
Socci. Notificada e*ta demanda, el señor Gáti, domiciliado en 
la capital de la república, se presenta ante el juez federal doc- 
tor K. Claros, entablando cuestión de competencia por corres- 
lK)ii(Ier*.e al fuero federal y ser competente para entender en 
este juicio el juez de su domicilio por tratarse de una acción 
[personal. 

Él inferior. i*>r auto de ís. 47 vuelta, resuelve declararse 
incompetente para entender en el. ordenando que se remitan los 
auto-* a dicho juez federal con emplazamiento de las partes; y 

Considerando : 

• 

1. " Que en el sub judkc se trata de! cobro de honorarios de 
una mensura ordenada ]H>r los tribunales de esta provincia co- 
mo lo demuestra la cláusula 2/ de este contrato, y, de consiguien- 
te, es un incidente de! mismo, como lo establece el código de pro- 
cedimientos de esta provincia, que es el mismo «le la capital de 
la república, en los artículos 58, 63 y 66 del apéndice, y de con- 
fuiente, y de acuerdo con la regla de que el juez de lo princi- 
pa! lo es del accesorio, el inferior que entiende en dicho juicio 
de mensura es el competente para el cobro de los honorarios 
originados por ella. 

2. ' QuC; aunque *e debiera juzgar el sub judkc como inde- 
pendiente del juicio de mensura, siempre serian competentes los 
tribunales de esta provincia, puesto que por la naturaleza del con- 
trato mencionado él debe cumplirse en ella (arts. 1212 y 1213 
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del código civil). Los campos mensurados se encuentran en esta 
provincia y cualquiera difucultad que surja sobre ©! tota! vendi- 
do de conformidad al cual se ha fijado el precio, debe ser resuci- 
to por dichos tribunales. Es pues, indudable, que por las circuns- 
tancias del contrato esta provincia debe ser la de su cumplimien- 
to, y como es del resorte exclusivo del código civil establecer el 
lugar donde los contratos deben cumplirse, es de evidencia que 
e! juez de ese lugar es el competente i>ara entender en las cues- 
tiones que con motivo de ese cumplimiento surjan. 

3.° Que el artículo 4 del citado código de procedimientos 
no establece nada en contra de que sea juez competente el del 
lugar donde el contrato deba cumplirse por su naturaleza, pues- 
to que en realidad ésta se armoniza en un todo con lo que sobre 
la competencia legisla el código civil, y no podía ser de otro mo- 
do, puesto que éste da tina regla general a la cual las provincia*, 
deben sujetarse, o como dice Segevia : 'las leyes de procedimien- 
to son complementarias sobre la materia" (código civil anotado, 
número 54 al art. 100, o también Machado, comentarios a los 
arts. 1212 y 1213). Los artículos 100. 101 y 102 demuestran con 
evidencia él propósito de la ley civil de establecer la competen- 
cia de los tribunales en estos casos, que de ninguna manera des- 
naturaliza la facultad constitucional de las provincias consigna- 
da en el articulo 67. inciso 1 1 de la constitución nacional, puesto 
que no altera las jurisdicciones localés. 

4. Que asi lo han resuelto en numerosos casos los tribunales 
de la capital de la república y el más alto tribunal del país, la 
corté suprema, ha declarado : Que el juez competente para cono- 
cer de los pleitos en que se ejercitan acciones personales es con 
preferencia al del domicilio del demandado, el «leí lugar desig- 
nado explícita o implícitamente para la ejecución de la conven- 
ción ÍXLII. 39). y que a los efectos de !a competencia del juet 
debe primar el Migar del cumplimiento del contrato, indicado por 
la naturaleza de la obligación, sobre el del domicilio del deman- 
dado (LXII, 289). 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado, declaran- 
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(¡o qlie él inferior es competente para entender en este juicio, 
debiéndose elevar estos amos a la suprema corte de justicia fede- 
ral para su resolución, de conformidad a lo dispuesto en el ar- 
ticulo inciso b «le la ley nacional número 4055. Hágase saber. 

Herrera. — Acuna. — Mercado. — Ante 
mi. — A Herrando. 



FALLO DE LA CORTE SLPREMA 

Bueno» Aires. Febrero 8 de 1912. 

Y vi-tos: 

Las de contienda de competencia entre el juez de sección 
de l.« capital y cu el de l* instancia en lo civil de la provir. 1 de 
L'atamana. para conocer del juicio que |>or cobro de pesos lia 
instaurado don Hilarión Eurqúe contra don Domingo (iati. 

V considerando : 
» 

Que el o intrato de locación de servicios corriente a fs. 1 
se ha celebrado en la provincia de Catamarón, donde debían sei 
prestadas por el demandante. 

Que no habiéndose estipulado el lugar del pago de I6¡5 mia- 
mos, la naturaleza del contrato determina implícitamente que 
debe serlo donde aquéllos fueron contratados y ejecutado*. 

Oue sé ha resuelto reiteradamente por esta corte "que con 
sujeción a U disj? £0 en el articulo 12 12 y correlativos del có- 
digo civil y la ley 32, titulo II. partida 3.*. es juez competente 
para e! conocimiento de los pleitos en que se ejercitan acciones 
personales. COrt preferencia al domicilio del demandado el del 
lugar señalado explícita o implícitamente para la ejecución de 
un contrato, cualesquiera que sean las prestaciones de él que se 
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demanden, ya principales, ya accesorias" c fallos, tomo 92, pá- 
gina 380 y otros). 

Que en cuanto a la calidad de extranjero invocada por Gati, 
debe hacerla valer en el lugar del cumplimiento de la obligación. 

Por ello, y oído el señor procurador general, Se declara que 
son los jueces de la provincia de Cutama rea, los competentes pa-¡ 
ra conocer en el juicio y ante el fuero que corresponda. 

Remítansele, en consecuencia, los autos y avísese por oficio 
al señor juez de sección de la capital. — Xotiíiquesc con e! ori- 
ginal y re|xinga»c el papel. 



A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Caban illas. 



CAUSA V 



Don Francisco Qttcrcjeta; su concurso; sobre competencia 

Sumario: i. u Xo basta para presumir el cambio de domicilio la 
circunstancia de halarse firmado obligaciones especiales pa- 
ra ser cumplidas fuera de él. 

2. a E! domicilio real de ¡as personas determina la compe- 
tencia de los tribunales para conocer en el concurso civil de 
acreedores que se les promueva. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL 

S iprema Corte : 

Resulta de los expedientes elevados a V. E. que ante los 
tribunales de la capital federal y de la ciudad de Dolores (pro- 
vincia de Buenos Aires», se ha declarado el concurso civil de don 
l ; ra:ici>cu (Juercjeta. pretendiendo los jueces respetivos tener 
jMri>ilicción para entender en los autos formados con tal motivo. 

Conforme !<> Tiene resuelto V. E. en diversos casos, es el 
juez del domicilio del deudor el competente para entender en el 
juicio universal de concurso «fallos, tomo 97. pág. 154: tómó 
101, pág. í6S: tomo 113. pág. 22). Corresi>cníle. iK>r consiguien- 
te, pata dirimir la presente contienda, establecer cual es el do- 
micilio del con.-ur-ado, y con arreglo a dicha circunstancia de- 
berá ílecidirse cual es c! tribunal que tiene ci mpetencin para co- 
nocer en el juicio, sin que a ta! objeto pueda servir el hecho de 
la prioridad en la declaración del concurso, dado que esa antela- 
ción determina una competencia preferente ui contra de lo que 
prescribe la ley. 

Si bien el concursado ha suscripto algunos documentos co- 
merciales denunciando un domicilio en Jiuenos Aires ( Mote! lis- 
ia va ». no se ha probado que en esta ciudad tenga establecido su 
domicilio real, y más bien aparece que fuera su residencia acci- 
dental, constituida únicamente para el cumplimiento de las obli- 
gaciones contraídas. Por el contrario, en el partido de Ayacueho, 
donde c! deudor tiene su principal establecimiento, aparece vi- 
viendo su señora esj>osa. que suscribe la diligencia extendida 
por el oficial de justicia de ese partido, y su presencia allí auto- 
riza a creer que sea la residencia de la familia, presunción qut 
ii" e-tá destruida |>or ningún otro antecedente. 

Por lo expuesto, y lo que disponen los artículos 92 y 93 de! 
código Civil, pido a V. %> se sirva declarar la competencia del 
juzgad de V civil de la ciudad de Dolores para entender en el 
concurso de d< n Francisco Querejetá. 

Julio Hotel. 
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FALLO DE LA CORTÉ SL'l'KKM A 

Buenos Aires. Febrero 8 de 1912. 

Y vistos : 

Los ile contienda de competencia entre él juez de 1. a ¡usian- 
Cía e.i lo civil -de esta capital y el de igual dase de la ciudad de 
Dolores, provincia de Buenos Aires. para conocer del concursó 
cíe acreedores de don Francisco Querejeía ; y 

V considerando : 

« 

Qué la diligencia de fs. 56 vuelta de ios autos enviados por 
el segundo de dichos jueces, lo mismo que la de fe. 36 vuelta, y 
otras análogas consignadas en el mismo expediente, demuestran 
que don Francisco (¿ucrejeta tenia su domicilio en Ayacuciio, 
jurisdicción de Dolores, a la época del concurso; no tan sólo 
jorque allí vivía con su familia, según está comprobado por la 
propia manifestación de SU esposa, sino porque también estaba 
allí su establecimiento de campo, cerno consta por las diversa) 
diligencias suscritas por su capataz ( fs. 11 vuelta, 118 y 36». 

Que en ninguna parte de los autos se expresa que dicho Que- 
rejeta hubiese cambiado de domicilio, porque no basta para pre- 
sumir esto, la circunstancia de haber firmado obligaciones es- 
peciales, para ser cumplidas en esta capital, en su residencia del 
Motel Eslava, Avenida de Mayo &/>. 

Que está reiteradamente resuelto i>or esta corte, que el do- 
micilio real de las personas determina la competencia de los tri- 
bunales para conocer en el concurso civil de acredores que se les 
promueva ( fallas, tomo 1 13, pág. 22). 

I'or ello, y lo dictaminado |>or el señor procurador general, 
se declara que el juez de la ciudad de Dolores, provincia de Bue- 
nos Aires, es el competente para conocer en el concurso civil de 
acreedores formado a don Francisco Querejeta. 
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En consecuencia, y previa reposición de sellos, remítamele 
los autos y avísese por oficio al señor juez de la capital. — Sfór 
tifíquese original. 

A. Bermejo. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio, — L. López 
CabaN'illas. 



CAUSA VI 

ferrocarril Central Sud Americano contra el tjobierno nacional, 
sobre constitución de un tribunal arbitral o nulidad de un 
decreto. 

Sumario* i." Establecida la jurisdicción arbitral para decidir las 
cucsii»mes que surgieran acerca de la manera de cumplir 
las obligaciones de un contrato y no para resolver toda cues- 
tión que sobreviniera, y examinado por las partes y en las 
sentencia-; de primera y segunda instancia el punto referen- 
te a -i se operó o no la prescri¡>ción de las acciones emer- 
gentes del contrato, sin distinción alguna al respecto, es in- 
admisible la alegación hecha en tercera instancia de que la 
resolución sobre si e: actor dejó o no transcurrir el término 
legal para accionar contra el demandado, corresponde al 
tribunal arbitral en razón de que la di manda tenia i>or ob- 
jeto, precisamente, la constitución de dicho tribuna?. 

j. La preterición liberatoria de una acción ]>er$onal 
emergente de un contrato para la construcción de una obra 
dada, empieza a correr desde la fecha de la suspensú'*! de 
los trabajos y no desde la expiración del plazo fijado para 
la terminación de la obra. 
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3* Las gestiones administrativas, ni suspenden ni inte- 
rrumpen la prescripción. La ley número 3952. sobre deman- 
das contra la nación, no es un óbice para demandar a é^ta 
con el fin de evitar que se cumpla la prescripción. 
Cásó; Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DE£ J VE/. FEDERAL 



Buenos Aires, Marzo II de 1909. 

\ r istds estos autos de cuyo estudio resulta: 

Oue el doctor Manuel Calvez, por el (irán Ferrocarril Cen- 
tral Sud Americano, se presentó, a fs. 5 indurando demanda 
contra la nación para qué se condene a formar el tribunal arbi- 
tral previsto por el articulo 26 de la ley contrato de 30 de abril 
de 1890 y con el objeto alli indicado, o en su defecto resolver 
que el gobierno no ha podido por si y ante sí. declarar la cadu- 
cidad del contrató, por corres]>onder a los tribunales fcdera'vs 
la resolución de si está o no en vigencia dicho contrato, todo a 
mérito de las siguientes consideraciones: En virtud de la facul- 
tad contenida en el articulo 23 de la ley número 2095. los seno- 
res A. l*eláez y Cia. cedieron la concesión a sus mandantes, ce- 
sión que fué aceptada \x>r el gobierno argentino, quien celebró 
el 30 de abril de i&X). con aquéllos, el contrato respectivo, ba- 
sado no sólo en esa ley, sino también en la aclaratoria número 
-■504; que como prueba de la seriedad de la empresa y deseo de 
cumplir lo estipulado, lo tiene el hecho de haber empezado los 
trabajos de construcción de la via en 25 de octubre de 1889. o 
sea meses antes de que con arreglo al contrato estuviese obliga- 
do a comenzarlos, trabajos que a fines de enero de 1891 conti- 
nuaban en plena actividad. Fué recién a fines de 1891, o princi- 
pios de 1892. que los trabajos se paralizaron i>or causas ajenas 
a su voluntad, causas que se detallan en el escrito presentado en 
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él expeliente número io?o (letra F. año igoft). y con lo que se 
demuestra no haber la empresa incurrido en mora, y por (o qui- 
se solicitó la designación de un ingeniero para la inspección de 
tos trabajos, con arreglo al articulo 13 del contrato; que esto no 
obstante, se apreció abonar la muirá prevista por el atttculo ti 
del mismo. Sin perjuicio «le discutir su improcedencia: pe.o. 
los asesores legales del gobierno manifestaron que la concesión 
estaba caduca, v el poder ejecutivo \x,r decreto de 26 de noviem- 
bre de 1006. asi lo declaró, cometiendo con ello un error eviden- 
te desde que las leyes, base del etntrato. no preven la caduci- 
dad y si sólo la imposición de una multa mensual, para el caso 
que ía compañía no cumpliese el contrato, máxime si se tiene en 
cuenta la disposición «leí articulo 1204 del Código civil, de api*- 
ración al cas... y desde que la nación, al celebrar el contrato de 
referencia, procedió como persona jurídica y como tal quedó 
sometido a ía legislación civil, resulta que no admitiendo ésta 
el pacto comisorio sino en el caso expresamente establecido en 
la convención, y no estando estipulado éste, surge que el deman- 
dado no ha podido declarar por si la caducidad del contrato, co- 
mo lo hizo, y al hacerlo ha violado las leyes aplicables al cas... 
dando derecho para promover este juicio, pues, esa declaración 
sólo pudo ser hecha i>or los tribunales federales. Agrega, que 
ni siquiera es aplicable a la compañía el articulo 11 del contrato 
que legisla sobre la multa, porque cl retardo en la continuación 
de las obras se debe a causas que no le son imputables, como lo 
demuestran las constancias del expediente administrativo que 
acreditan la razón que ella tuvo para solicitar prórrogas, y la 
de que el gobierno haya ni siquiera intentado cobrarlas, y lo que 
es más. ni siquiera se haya pronunciado en sentido desfavorable 
a la prórroga; que convencida la compañía de la imposibilidad 
de llegar a un arreglo amistoso con el gobierno, ante tantas di- 
laciones, resolvió continuar los trabajos, y a esc efecto, se p.c- 
sentó en 7 «le febrero de 1006. solicitando la designación «le un 
ingeniero «pie los inspeccionase; pero, el gobierno, aconsejado 
por su< asesores, declaró la caducidad de la concesión, como 
también desestimó su petición para la formación del tribunal 
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arbitral requerido y previsto jK>r e! articulo 26 del contrato; que 
a mérito ile los antecedentes expuestos y derecho qiie se invoca, 
pide que en definitiva sea el gobierno de* la nación condenado 
en los términos solicitados, con costas. 

Que el señor procurador fiscal, evacuando a fs. 47 el tras- 
lado conferido, solicita el rechazo de la acción, con costas, ale- 
gando: que nada más fácil contestar !a injustificada demanda 
que se promueve con el expeliente administrativo agregado, en 
el que el mismo representante de la compañía actora se presentó 
con igual pretensión, en 14 de febrero de 1906. ante el ministerio 
de obras públicas, la que después de las trámites del caso, el po- 
der ejecutivo por decreto de 27 de noviembre del mismo año. 
rechazó en absoluto ¡tal pretcnsión, mandando tenerse ¡x>r ca- 
ducas las concesiones acordadas a los señores Pcláez y Cía. y 
su cesionario la sociedad anónima Gran Ferrocarril Centra! Sud 
Americano, por las leyes de la nación números 2095 y 2594, para 
peder construir y explotar una vía férrea desde Reconquista 
basta la cmlK.cadura del Pilcomayo; que por las leyes citada* 
y cláusulas del contrato respectivo, reducidas a escrituras pú- 
blicas el 23 de mayo de 1890. se acordó a dichas peleonas el de- 
recho de construir y explotar la mencionada vía férrea, bajo las 
expresas condiciones de comenzarse las obras a los ocho meses 
de la fecha en que se firmó aquél, y de terminarse a los cinco 
años <le comenzadas íarts. {* y 8.° de la ley 26915). I-a empresa 
cumplió lo primero, empezando los trabajos el 25 de octubre de 
I$8<J ( pero no así lo segundo, paralizándose definitivamente las 
obras en el curso del año 1891. siendo en vista de esto qué el po- 
der ejecutivo nacional, de conformidad con el decreto del mi- 
nisterio de obras publicas, del 30 de julio de 1900. declaró ca- 
duca esta concesión, |K>r no haber cumplido los concesionarios 
las condiciones establéenlas en la ley y contrato respetivo, y 
por no estar en su mano acordar prórrogas de los plazos deter- 
minados en la ley cuando ésta no lo autoriza para ello: que « 
poder ejecutivo ha estado en su perfecto derecho al declarar ca- 
duca la concesión, al considerar existente el contrato de la refe- 
rencia como que la concesión de un ferrocarril nacional es una 
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atribución exclusiva del congreso y al otorgarlas a particulares 
lió hace sino desprenderse de una facultad propia para construir 
una obra pública, -i eJ concesionario no cumple la ley de la con- 
cesión el poder ejecutivo obrando como supremo administrador 
¿le 1*^ intereses públicos y encargado de hacer cumplir las leyes, 
débc resoher como lo hizo, sin necesidad de ocurrir a los tribu- 
nales |x r<|ue n< >e trata de un caso contencioso, sino ^ohre la 
taita fie cumplimiento a las condiciones impuestas a una conce- 
sión ferrocarrilera, que es un acto sujeto puramenie a la juris- 
dicción administrativa ¡>or razón de su origen y naturaleza; que 
han pasado más de diecisiete años desde que se suspendieron 
los trabajos, y si bien se estableció una multa o sanción penal 
contra el contratista remiso, esto no fué sino en carácter acce- 
sorio y como una forma de resarcimiento por los perjuicios que 
ocasionare la demora, pero sin ]>trjuicio de la caducidad de la 
concesión por incumplimiento de! contrato. Si el derecho de la 
empresa ha caducado come concesión sometida a su jurisdicción 
propia administrativa, esa caducidad fluye igualmente conside- 
rando el con u rato desde el junto de vista de las disposiciones del 
código civil, como lo demuestra el dictamen del señor procurador 
genera] de la nación, qtte transcribe. Y en cuanto a las causas de 
fuerza úüiycr alegadas, ninguna influencia pueden tener sobre 
la ca i uídad o extinción del contrato, porque una crisis econó- 
mica no puede ser c< usiderada como circunstancia fortuita o de 
fuerza mayor, mientras una ley no la declara, y en cuanto a los 
pleitos que la compañía tuvo, no modifican su situación, por ser 
ellos para el gobierno res intcralios acta; que demostrado que 
la concesión v-tá bajo todo punto caducada, y que no tiene ra- 
zó i de sef, desdé que. según el [>oder de fs. i, la sociedad actora, 
en asamblea general de los accionistas fué declarada disuelta 
en Bruselas, el o de abril de i8*)8, nombrándose los liquidadores 
qtíe son los que han sustituid».» el poder al doctor Gálvez, debe 
agregar que la acción que se ejercita está prescripta por haber 
transcurrido más de diez años desde su celebración y falta de 
Cumplimiento de! contrato. 

Que desconocida ésta en los términos que se hace en el es- 
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cjrito <lc fs. 56, recibida la causa a prueba, con el resultado que 
indica el certificado del señor secretario, de fs. 66, agregado a 
fs. 69. el alegato del actor y a fs. 74 el del demandado, ella se 
encuentra en estado de fallo definitivo. 

Y considerando : 

(Juc corres])ondc que el juzgado se ocupe en primer térmi- 
no de la defensa de la prescripción opuesta jx>r el señor procu- 
rador fiscal en el escrito de contestación al pleito de fs. 47 y 
ratificado en el alegato de bien probado, |x>rquc si ella fuera 
procedente excusaría el estudio y resolución de la cuestión prin- 
cipal por tratarse de una excepción perentoria, que por su natu- 
raleza extinguiría el derecho del actor, y por ser en tal. caso ele- 
mental que los tribunales federales no están llamados a resolver 
meras cuestiones abstractas. 

Que la defensa opuesta está autorizada en forma expresa 
\*>r el articulo 3983 del código civil, motivo por el que no es per- 
mitido aios jueces inquirir las razones especiales que el minis- 
terio fiscal haya podido tener para oponerlas, ejercitando una 
facultad privativa que corresponde tanto a los particulares como 
ál estado general y a todas las personas jurídicas. 

One la observación contenida en el escrito de fs. 56. relati- 
va a que el fiscal no ha opuesto la prcscrijKión en forma expre- 
sa, sino como una consideración aducida a mayor abundamiento 
en pro de razones que invoca para combatir la acción promovida, 
no es pertinente, no sólo porque ella aparece realmente opuesta, 
sino i>orque fué ratificada en su alegato, y porque el juzgado, 
entendiéndolo asi. la sustanció en legal forma, y el auto de fo- 
jas 55, que asi lo disponía, no fué recurrido por lo que tiene en 
su apoyo el mérito de la cosa juzgada, y l>or cuya razón el juz- 
gado entra a ocuparse de la procedencia de esa defensa. 

Que i>or decreto de 30 de abril de 1890 ( fs. 30, autos agre- 
gados), el poder ejecutivo de la nación aprobó el proyecto de 
contrato definitivo celebrado por el departamento de obras pú- 
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blicas y don Luis Gaudron, para la construcción del ferrocarril 
desde Reconquista hasta la colonia Formosa, a la orilla derecha 
del rio Pilcomayo, de conformidad con las leyes números 2095 
y 2594. mediante los términos, condiciones y demás estipulacio- 
nes contenidas en la escritura de fs. 18. 

Qüé con sujeción a la cláusula décima de ese contrato, la 
empresa concesionaria se obligó a dar principio a los trabajos 
de la vía dentro di* los ocho meses de su fecha y a terminar la 
obra dentro de los cinco años después de comenzados dichos 
trabajos. 

Qué estando por voluntad de los contratantes subordinada 
la duración del contrato a plazo fijo, es desde la expiración de 
este plazo, que debe tomarse e! término de la prescripción libe- 
ratoria opuesta por el señor procurador fiscal, como que de ahí 
arranca la mora en que el contratista incurrió, o su incumpli- 
miento a la convención pactada así como su derecho para ejer- 
citar cualquiera acción personal emergente del contrato. 

One la- parte- están contestes en admitir que las obras die- 
* ron comienzo dentro del plazo fijado en la convención, pero 
que <e paralizaron a fines de iX|i o principios de 1892. alegan- 
do el actor que lo fué |>or causas extrañas a su voluntad. 

Qué i*>r consecuencia, sea que el término para la prescrip- 
ción liberatoria deducida se cuente desde la época de la suspen- 
sión de las i»l>ras. principios de 1892, sea que lo fuere desde 
1895, termino Í5*felJ fijado en el contrato para la 'conclusión de 
las obrás, resulta que entre ambas fechas y la de la iniciación 
de !a demanda judicial — 30 de abril de 1907 — ha mediado un 
lapso Úe tiempo que excede en mucho al de diez años que el ar- 
tículo 4057 del código civil fija perentoriamente para la pres- 
cripción de toda obligación personal, como es la que se demanda. 

Que la presentación por demás tardía del interesado (es- 
crito de fs. 43; autos agregados de (echa 7 de febrero de 1906)1 
no altera lo expuesto, porque aparte de que la prescripción ya 
cu esa época se había operado, sin reclamo alguno, sólo la de- 
manda judicial interrumpe la prescripción no surtiendo tal efec- 
to la reclamación administrativa hecha como que no tiene ca- 
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rácter judicial, máxime que el poder ejecutivo en momento al- 
guno aceptó ni reconoció las causales alegadas respecto de la 
paralización definitiva de las obras, cuyas leyes de concesión 
fueron inspiradas en el bien público y progreso general de la 
república (art 402c del código civil; jurisprudencia de la su- 
prema corte nacional, tomo 19. pág. 354; 15, pág. 58; 23. pagi- 
na 557, y resolución del mismo trilnmal de fecha 23 de septiem- 
bre de itp5. causa Banco Constructor (en liquidación) contra 
e! gobierno nacional). 

Por estos fundamentos, fallo: Admitiendo la defensa de 
la prescripción lil>cra<toria opuesta por el señor procurador fis- 
cal. y a su mérito absuelvo al gobierno nacional de la demanda 
en su contra, promovida por el (íran Ferrocarril Central Sud 
Americano, sin especial condenación en costas, por no encontrar 
mérito para im¡>onerlas al vencido. 

Ni tifiquese con el original, repónganse los sellos y en su 
oportunidad arebivese esta causa. 

Agustín Urdhtarrabt. 



SENTENCIA DE M CAMARA FED&RÁt. 



Buenos Aires, Mayo de 1910. 

Vistos y considerando: 

i.° Que la compañia Gran Ferrocarril Central Sud Ameri- 
cano demanda a la nación pidiendo sea condenada a reconocei 
que está obligada a constituir el tribunal arbitral que deberá ex-* 
pedirse si es o no procedente la |>etición que la compañia hizo 
al gobierno sobre designación de un ingeniero que controle las 
obras de la misma, a los efectos de su continuación, conforme 
al contrato de concesión de abril 30 de 1890 para la construcción 
de una vía férrea ; o que en su defecto, se resuelva por la sen- 
tencia que pide se dicte, que no tiene valor legal el decreto de 
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noviembre 12 de 1906, que declaró caduca la ley-contrato dt 
abril 30 de 1900. por carecer el inxkr ejecutivo de facultades 
para ello, por cuanto ese es un asunto que eorrcs|>onde a la ju- 
risdicción de los tribunales de justicia. 

2." Que entre las defensas <|ue el ministerio fiscal opuso 
en representación de la nación, para pedir el rechazo de la de- 
manda, figura la excepción de prescrii>c¡óii de diez años contra 
la acción personal deducida. 

La sentencia dictada ha admitido la cxce]>ción referida, 
por cuyo motivo el fallo fué apelado ¡x>r la parte actor acor- 
dándose el recurso. 

3* <Jue el ministerio fiscal, al oponer la excepción de pres- 
cripción ]>or diez años, no lia fijado inequivocadamentc la fe- 
cha cierta desde la cual ha empezado a correr, por cuanto sólo 
manifiesta que se ha operado la prescripción de la acción per- 
sonal emergente de un contrato. ¡x>r halwr .transcurrido más de 
diez años desde su celebración y falta de a mplimknto. 

La sociedad demandante manifiesta que en la hipótesis de 
• qué la prescri|>ción hubiera empezado a correr, el punto de par- 
tida seria e! de la expiración del plazo ¡Kira la terminación de 
las obras, esto es. el principio del año 1897. 

No hay fundamento para esta afirmación, por cuanto ad- 
mitiendo que los trabajos de construcción de la vía cm|>ezaron 
a fines de 1890. debieron quedar conchudos a los cinco años, 
según d contrato cíe concesión, esto es. a fines de 1895. y no en 

«897. 

Diego la prescripción no ha podido comenzar a correr dep- 
ile esta última fecha. 

Por otra parte, y en rigor de Jerccho. el plazo de la pres- 
cripción debe empezar a contarse desde que tuvo lugar la para- 
lización de los trabajos, esto es. desde principios de 1892. 

La |>rescri|K*ión liberatoria se opera por el mero transcurso 
del tiempo sin que e! titular del derecho lo ejerza o sin entabla! 
la acción corrcsj>ond¡entc : la prescripción se opera en razón del 
abandono de! derecho (árt. 3949, código civil). Asi. habiendo la 
empresa concesionaria paralizado por completo los trabajos des- 
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de 1892. esa inacción en el ejercicio de su derecho a construir 
las obras, es el punto inicial de la prescripción; Si el derecho ha 
debido estar en acción desde 1891 a 1895, no se comprende por- 
gué causa habiendo catado sin ejercerse durante los años 1892 
a 189$ haya de permanecer en suspenso la prescripción durante 
ese tiempo para recién empezar en 1895. 

El derecho persona] cuya prescripción se pretende, no ha 
nacido en 1895 ni en 1897: existía desde 1892. 

Luego, desde esta última fecha ha empezado a correr el 
término legal de la prescripción. 

De todos modos, aún suponiendo que la prescripción hu- 
biera empezado a correr desde principios de 1897, como lo in- 
dica la parte apelante, la prescripción ya estaría cumplida cuan- 
do se intentó la demanda en 30 de abril de 11)07. 

4. Que la empresa demandante sostiene que desde la san- 
ción de la ley número 3952 sobre demandas contra la nación, 
las peticiones de los interesados; ante las autoridades adminis- 
trativas no permiten que la prescripción corra, mientras dichas 
gestiones no sean resueltas, porque antes de dicha resolución 
no puede demandarse al estado y, por consiguiente, no es de 
aplicación el artículo 3986 del código civil, según el cual la pres- 
cripción se interrumpe por demanda ante los tribunales de jus- 
ticia. 

Afirmar que las gestiones administrativas impiden el curso 
de la prescripción importa establecer que esas gestiones son una 
causa legal de suspensión de la prescripción en curso. Tal cau- 
sa de suspensión no resulta implícita ni explícitamente de la 
ley número 3952, ni está autorizada por el código civil. Es efec- 
tivo que no se puede demandar a la nación sino después que un 
reclamo ante e! poder ejecutivo ha sido desestimado; por eso 
significa que el que pretende un derecho contra la nación dcl>e 
reclamar su reconocimiento dentro del término de la prescrip- 
ción para ocurrir dentro de esc mismo plazo, en demanda ante 
los tribunales, cuando el estado haya desconocido el derecho qut 
reclama. Luego, según la ley número 3952, el que se pretende 
titular de un derecho y quiere que no se prescriba, puede siem- 
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pre demandar a la nación dentro del término de la prescripción 
-in que a tílo Obste la ley número 3952. Por consiguiente, los 
reclamos administrativos, ni suspenden ni interrumpen la pres- 
cripción. 

5." Que la compañía demandante sostiene que se ha pro- 
ducido la interrupción de la prescripción prevista en el articulo 
3989 del código civil, en virtud de haber el gobierno recooncidb 
los derechos que le han sido denegados por el decreto de no- 
viembre 12 de \906> 9 sobre caducidad «le la concesión que el re- 
conocimiento <U' sus derechos resulta del decreto y mensaje del 
poder ejecutivo de fecha 14 dé junio de 180,7. mandando pasar el 
expediente administrativo al honorable congreso, como también 
existe ese reconocimiento en el mensaje del poder ejecutivo al 
honorable congreso de fecha 18 de marzo de [899, 

Corresponde examinar si ios citados documentos contiene n 
c' reconocimiento que se pretende. 

En la solicitud presentada en febrero 7 de 1966 por la em- 
presa demandante al poder ejecutivo se refiere que en 22 de fe- 
brero de Í892 solicitó cid gobierno una prórroga de tres años pa- 
ra la conclusión de la linea, expediente agregado fs. 43. 

Sobre dicha solicitud de prórroga el poder ejecutivo nada 
resolvió. 

La compañia adora, en la solicitud de febrero citada a fs. 
4t>. expediente agregado, manifestó que en el deseo de facilitar 
al gobierno la solución del acuito, le propuso en febrero de 180,7, 
las bases de un arreglo » esta* bases están insertas a fs. 49) expc- 
dierite agregado. 

Previos lo* trámites del caso y no creyéndose el poder ejecu- 
tivo autorizado para celebrar el arreglo propuesto, remitió todos 
los antecedentes al honorable congreso para su resolución. 

En el mensaje de remisión de fecha 14 de junio de 1897. e! 
]>oder ejecutivo decía: 

"El poder ejecutivo tiene el honor de dirigirse a Y. K. acom- 
pañando el expediente promovido |>or la sociedad F. C. Central 
América no iniciado con el objeto de obtener una prórroga en los 
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plazos fijados i>or el gobierno, y ampliado posteriormente en el- 
sentido de limitar a menor extensión la vía férrea. 

"El dictamen del señor procurador general lo mismo que e! 
expedido por el procurador del tesoro están conformes en con.M* 
dorar con equidad la situación de la compañía para los arreglos 
ulteriores, v como esos arreglos afectaran los términos de la ley 
de concesión, el i>oder ejecutivo ha resuelto pasar este asunto a 
la consideración del honorable congreso. 

Los arreglos a que se refiere el mensaje son sin duda los p.o. 
puestos en febrero de 1897 y de que se hace mérito a fs. 40, del 

expediente agregado. 

Los términos del referido mensaje no importan un reconoci- 
miento del derecho que sostiene actualmente la sociedad actora. 

Desde luego, si se solicita una prórroga es para conservar 
un derecho pendiente de un plazo próximo a expirar. La prórro- 
ga no fué concedida. 

Si el poder ejecutivo hubiera reconocido que se le hallaban 
en rigor los derechos atribuidos por el contrato de concesión ha- 
bría resuelto de acuerdo con lo pedido por la sociedad. 

Sin embargo, nada resuelve al respecto y remite al h. con- 
greso el -expediente respectivo. 

Si el gobierno hubiera reconocido en vigencia el contralto 
de 30 de abril de 1890. no tendrían explicación las gestiones de 
la compañía tendientes a nuevos arreglos y menos se explicaría la 
remisión del asunto al h. congreso. Esta remisión solo tiene apli- 
cación admitiendo que el gobierno no se consideraba autorizado 
para resolver sobre el asunto citado ni sobre los arreglos pro- 
puestos. 

Por !o demás, lo resuelto por el honorable senado sobre el 
mensaje de la referencia, confirma lo que se acal» de expresar. 
El honorable senado aprobó el siguiente decreto: 
Articulo único. — Devuélvase al poder ejecutivo su mensa- 
je de 14 de junio de 1897 y el expediente de su referencia ini- 
ciado por el representante de la compañía Gran Ferrocarril Cen- 
tra! Sild Americano, a fin de que resuelva la gestión pendiente, 
de carácter administrativo. 
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Y el miembro informante de la comisión, dando al senado 
los fundamentos del proyecto de decreto, decía : 

La comisión cree que el poder ejecutivo ha debido resolver 
primero la cuestión legal que estala pendiente, que aún en el 
caso de considerarse equitativo llegar a una transacción, ha de- 
bido llegar a esa conclusión y presentarla a la aprobación de! 
congreso, porque es una cuestión de carácter eminentemente ad- 
administrativo. (Diario de Sesiones del Senado, sesión del 6 de 
julio de 1901). 

No ha habido, pues, reconocimiento del derecho que se pie- 
tende por la parte demandante. 

Por estos fundamentos, y concordantes de la sentencia ape- 
lada de fs. 77, se confirma. 

Xotifíquesc y devuélvase; repónganse los sellos ante el in- 
ferior. 

Juan Á, García. — Angel D. Rojas. — 
Angel Ferreyra Cortes. 
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Buenos Aire». Mitra 10 de 1912. 

Vistos y considerando: 

Que en el de fojas 136 presentado en esta instancia, se ob- 
serva que "la resolución sobre el fondo ó sea sobre si la compa- 
ñía ha dejado o no transcurrir diez años para accionar contra 
el gobierno de la nación", corresponde al tribunal arbitral. 

Que en el estado de la presente causa y dada la manera co- 
mo ha sido ella sustanciada, esa observación es inadmisible, 
pues en realidad lo que se ha discutido por las partes y exami- 
nado extensamente en las sentencias de h. 77 >' cs si M ha 
operado la prescripción de las acciones personales emergentes 
del contrato, sin distinciones al respecto y sin que la actora en 
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ningún momento, antes de su escrito citado de fs. 136, hay*, 
desconocido la competencia de los jueces ordinarios para enten- 
der del punto; rrcunstancia que, en todo caso, habría importa- 
do una renuncia al fuero especial establecido en la ley contrato, 
¡x»r simples razones de conveniencia, independientes del orden 
público. 

Que la misma actora reconoció en su demanda que correa- 
poncha únicamente a los tribunales federales el decidir si estaba 
u no en vigencia el referido contrato (fs. 5 y 11 vuelta), soste- 
niendo que la caducidad de éste no liabia ]>odido ser declarada 
jx>r «1 poder ejecutivo, en su decreto de veintisiete de noviem- 
bre de mil novecientos seis (fs. 80, autos agregados). 

(Jue de otra parte, el articulo 26 de la ley 2095, reprodu- 
cido por la ley 2594, dispuso que se sometieran al juicio de *r- 
bitradores las cuestiones que surgieran entre los concesionarios 
y el poder ejecutivo acerca de la manera de cumplir las obliga- 
ciones que las leyes de concesión respectivamente les imponían, 
y no sobre toda cuestión que sobreviniera ( fallos, tomo 70, pá- 
gina 262). 

•Por ello y sus fundamentos, se confirma la sentencia recu- 
rrida, sin especial condenación en costas, atenta la naturaleza 
de la causa. — Xotifíquese con el original y devuélvanse, de- 
biendo reponerse los sellos ante el inferior. 

A. Bermejo — Nicanor G. del Solar — 
M. P. Daract — D. E. Palacio — L. 
López Cabanillas. 
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CAUSA VII 



Don Ernesto Baisán, su sucesión; contienda de competencia 

Sumario : Los avisos de los Bancos y los contratos de locación 
de fincas en los que se establece un lugar para su cumpli- 
miento, no prueban el domicilio real, que es el que deter- 
mina la competencia de las autoridades para conocer del 
juicio sucesorio. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 



Suprema corte: 

Las constancias de los expedientes elevados a V. E. de- 
muestran que el verdadero domicilio del causante lo era ei sitio 
donde ocurrió el fallecimiento, en el que tenia establecida su 
familia y residía habitualmente. 

Las decía -aciones de testigos prestadas ante el juez de la 
capital federal, para demostrar que en ésta tenía el causante e. 
domicilio real, y que sólo temporariamente vivía en Ramos Me- 
jia. no producen el convencimiento de la verdad de lo que afir- 
man los testigos, ni pueden llegar a destruir la constancia del 
asiento del registro civil, porque los declarantes no suministran 
ningún antecedente que autorice a prestar a sus dichos mayor 
fe que la que se desprende de aquel instrumento público. Apar- 
te de ello, et resultado de la información queda desvirtúa*) con 
las declaraciones de los testigos que depusieron por orden del 
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juez de la provincia, las que son más precisas y fundadas, prin- 
cipalmente las de los médicos doctores Ardoino y Rebasa, en 
e! sentido de establecer la verdadera residencia del causante y 
de su familia. 

Fuera de la prueba testimonial, se han agregado otros com- 
probantes demostrativos del verdadero domicilio del causante. 
Las partidas de nacimiento de sus dos últimos hijos, anotadas 
en «1 pueblo de San Justo, establecen que él mismo declaró es- 
tar domiciliado en ese lugar, y esa declaración no aparece con- 
trariada por ninguna otra posterior en fecha que determine un 
domklHo distinto. 

La constitución de domicilio en la ciudad de Buenos Aiie» 
que aparece en diversas escrituras públicas y contratos privados 
lo mismo que los avisos de los Bancos, no ejercen ninguna in- 
fluencia sobre las anteriores pruebas, porque ese domicilio po- 
drá caracterizar el lugar donde el causante tenía el centro de 
sus negocios, pero no la residencia de la familia, que es lo que 
determina el domicilio real (arts. 93 y 94, código civil, fallos, 
de V. E., tomo 99, pág. 336; tomo 110, pág. 264; tomo 112, pá. 
gina 398). 

Por lo expuesto, y en atención a lo que disponen los artícu- 
los 90, inciso 7/ y 3284 del código citado, pido a V. E. se sirva 
declarar que corresponde al juez de la provincia de Buenos Ai- 
res e lconocimiento de este juicio sucesorio. 

Julio Botet. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Sueno» Alrts, Febrero 13 4t 1912. 

Y vistos : 

Los de contienda de competencia entre el juez Je i.' ins- 
tancia en lo civil de esta capital y el de igual clase Je la ciudad 
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de La Tlata, provincia de Buenos Aires para conocer en los au- 
tos sucesorios de don Ernesto Baizán ; y 

Considerando : 

Que la partida de defunción (fe. 3) lo mismo que las de 
nacimiento de los dos últimos hijos del extinto ; y los testimo- 
nios de ís. 44. 70 y 7». «midas a la inscripción en el registro vi- 
vico provincial del año 1910 (fe. 7«L >" n»c obran en los autos 
venidos de dicha ciudad de La Plata, indican suficientemente 
cuál era el domicilio de don Ernesto Baizán a la «poca de su fa- 
llecimiento. , , . .. 

Que no basta para desvirtuar estas probanzas la informa, 
don testimonial de fs. 6 a 8, autos de la capital, porque a di- 
ferencia de la producida en Ramos Mejia, partido de Matan- 
zas en dicha provincia, no determinan una circunstancia espe- 
cial que pueda abonar de una manera indudable lo depuesto, 
mientras «pie los tres testigos del expresado partido, indican 
detalles, tales como el de haber sido convecinos y amigos de 
Baizán dos de ellos médicos de la localidad, que deponen haber 
además prestado asistencia facultativa en diferentes ocasiones 
a la familia del mismo, lo que significa que hacia bastante tiem- 
po que vivía en dicha localidad, en casa de su propiedad 

Que los avisos de los Bancos, como los contratos de loca- 
ción de fincas de las que era dueño, en esta capital, y en los que 
se determina un domicilio para su cumplimiento, no acreditan 
que fuese aquí el real, que es el que determina la competencia 
de las autoridades para conocer del juicio sucesorio (arts. 04 y 
3284. código civil; fallos, tomo 99, pág. 336; tomo 110, pagi- 
na 2046 tomo 112, pág. 398)- . . ... . 

One el hecho invocado de estar inscripto, como domiciliado 
en ia capital, en el registro cívico nacional, estaría desvirtuado 
por la inscripción provincial ya recordada, que es de fecha pos- 
terior. . • . , 

Que la presentación a fe. 182 (autos de la capital) de don 
Francisco Serantes, apoderado de doña Ada Bandeiras. reco- 
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nociendo la jurisdicción del juez de la capital, no tiene el efecto 
que se pretende, entre otras razones, porque no fué ratificada 
como lo ordenó el juez a fs. 183; y pendiente esta diligencia, 
dicha señora revocó el mandato de Serantes (fs. 211) y «1 nue- 
vo apoderado presentó a fs. 216 por dicha pretensión. 

Que la circunstancia de pedir la Bandeiras, pensión ali- 
menticia para sus hijos, al tutor dativo nombrado por «1 juez 
de la capital, sólo indica que éste se incautó de los bienes suce- 
sorios, con anterioridad a la presente contienda de competen- 
cia y con prioridad al de la provincia, lo que no importa un re- 
conocimiento de jurisdicción que está discutida por aquélla en 
los autos. 

Que a pesar de todo lo expuesto, ni siquiera se ha inten- 
tado desvirtuar el hecho de que la familia construida por Rai- 
zan, vivía con él públicamente desde varios años atrás, en una 
quinta propiedad de éste, sita en Ramos Mejía, partido de Ma- 
tanzas, provincia de Buenos Aires, lo cual está abonado además 
por el testimonio de declaración prestada en otro juicio por don 
Julio A. Baizán, hermano del extinto, y corriente a fs. 57 de 
los autos antedichos. 

Por ello, y de acuerdo con lo dictaminado por el señor pro- 
curador general, se declara que el juez de la ciudad de La Plata, 
es el competente para conocer del juicio sucesorio de don Er. 
nesto Baizán. — En consecuencia, y previa reposición de sellos, 
remítansele los autos, avisándose por oficio al juez de la capi- 
tal. — Notifíquese original. 

A- Bermejo. — Nicanoe G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — Lucas L. 
Cabanillas. 





248 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



CAUSA VIII 



Criminal, contra Pedro Luccntini, por homicidio 

Sumario: No pudiendo ser modificada en sentido desfavorable 
al reo la pena impuesta, por haber sido consentida por el 
ministerio fiscal la sentencia recurrida, corresponde confir- 
mar la que aplica la pena de veinte años de presidio al au- 
tor del delito de homicidio consumado con la circunstancia 
agravante prevista en el inciso del articulo 84 del códi- 
go penal. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JUEZ LETRADO 

Sania Roa de To«y. Agoiio 26 á$ 1911. 

Vistos : 

Esta causa seguida contra Pedro Lucentini, quien declaró 
a fs. 35 ser italiano, de 22 años, jornalero, soltero, domiciliado 
en la estación Doblas; procesado por homicidio en la persona 
de Juan Fernández; y 

Considerando: 

Qufi en la noche del 7 de diciembre de 1909, á eso de las 9, 
en el^galpón de máquinas de la estación Doblas, F. C. P., y se- 
gún refiere el procesado, Fernández le provocó a pelear, por 
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lo que se retiró a su casilla donde fué a buscarle la víctima, ar- 
mado de escopeta y una barra de fierro, amenazándole e inti- 
mándole saliera, por lo que Lucentini le hizo dos disparos dt 
revólver consiguiendo derribar a su contrincante. 

Que como la víctima se quejara y temiendo ser descubier- 
to, salió de la casilla y le pegó co nuna barreta de fierro en la 
cabeza, y viendo que continuaban los lamentos le ultimó a puña- 
ladas, después de lo cual cargó el cadáver y lo fué a depositai 
en el interior del corral del embarcadero de la estación Doblas. 
Tal declaración ha sido ratificada ante este tribunal a fs. 35 y 
los peritos que reconocieron el cadáver certifican de la existen- 
cia de las lesiones indicadas por el matador a fs. probando 
acabadamente la partida de fs. 30, b. el fallecimiento de Fer- 
nández. 

Que, previos los trámites legales y elevada la causa al es- 
tado de plenario, el fiscal solicitó para el reo el máximum de la 
I>ena del artículo 17, inciso 1.* capitulo I de !a ley 4189, soste- 
niendo la defensa que debía absolverse a Lucentini, porque su 
patrocinado había sido provocado por la víctima en su domici- 
lio e insunuando la voluntad de una retractación. Esta se pro- 
duce a fs. 46. sosteniendo Lucentini haber sido coaccionado por 
el comisario y que no es exacto que haya verificado sobre el 
cuerpo de la víctima, violencia alguna, salvo el primer tiro al 
ser provocado. 

Que evidenciado como está el homicidio e identificada la 
persona de su autor, lo primero que es necesario apreciar es el 
valor de la retractación producida a juicio del proveyente, ésta 
no tiene ninguno. En efecto, mal puede haber habido coacción, 
cuando Lucentini, ante este tribunal, al prestar declaración in- 
dagatoria, se ratifica en su confesión policial y no dice una pa- 
labra sobre las supuestas amenazas y vejámenes que denuncia 
después, y seguramente, como un recurso de defensa ; por lo de- 
más, la retractación debe ser probada en incidente y en la for- 
ma prescripta por los artículos 319 y 320 del código de proce- 
dimientos, y en el caso sub judice no se ha intentado siquiera 
esa formalidad. 
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Queda, pues, en toda su fuerza la confesión del procesado 
ratificada ante el tribunal a fs. 35» cuya confesión está corrobo- 
rada por la inspección pericial de fs. 2, reuniendo aquéllas los 
requisitos exigidos por la ley para surtir efecto de prueba legal. 

Que habiéndose cometido el delito sin testigos, y siendo la 
confesión la única {trucha directa de cargo, debe estarse a sus 
términos, de lo que resulta que el homicidio fué consumado por 
el procesado y para que no descubriesen, reiterando las lesio- 
nes hasta ultimar a su víctima. 

Que, en consecuencia*, e! delito encuadra dentro del articu- 
lo 17, inciso i.% capítulo I de la ley 4189, pues fué consumado 
cuando ya la victima estofa en tierra, debiendo, en atención a 
esta circunstancia y a la reiteración, aplicarse el máximum de 
la pena, como lo pide el representante del ministerio público. 

Por estos fundamentos, resuelvo: imponer a Pedro Luccn- 
tini. 25 años de presidio, los accesorios y costas. 

Xotifiquese, elévese en consulta si no fuere apelada, y 
o|>ortiinamcnte archívese. 

Domingo Sasso. 

Ante mi. — José M. de la Cámara. 



SENTENCIA DE I.A CAMARA FEDERAL 

La Pltta. Noviembre 18 de 1911. 

V istos y considerando : 

Que el cadáver de Fernández, fué encontrado según resa 
la diligencia de fs. 2, levantada ante dos vecinos peritos, a falta 
de médicos en el lugar, con sus ropas desgarradas y el rostro y 
¡a espalda presentalwn señales evidentes de haber sido arrastrado 
de los pies y las siguientes heridas : un l>alazo atrás del pescue- 
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/o. sin perforar el otro lado; una puñalada en d costado izquier- 
do del vientre; otra del lado de la tetilla izquierda sin que nin- 
guna de ellas haya salido al otro lado, y una herida en la cabeza 
del lado derecho, producida por arma contundente, posiblemen- 
te un pedazo de fierro. 

Que el procesado ante la autoridad policial, ratificándose 
después ante el inferior, narra el incidente en los términos trans- 
criptos en la vista del señor procurador fiscal de este tribunal 
que no hace al caso reproducir. 

Que posteriormente á fs. 46, en la audiencia pedida por la 
defensa, rectificó su confesión calificada, afirmando que cuando 
Fernández pretendía violar su morada con una escolta en la 
mano, única arma que pudo notar, hizo un disparo con la misma 
arma por la ventana de la casilla donde él habitaba para ulti- 
marlo. Era incierto hubiera declarado en la policía, que la victi- 
ma tuviera barreta de fierro, de la que él hubiera hecho uso. Era 
igualmente incierto que hubiera ejercitado sobre la victima al- 
gún acto de violencia, hiriéndola con arma cortante, ni que hu- 
biera transportado al herido fuera del lugar ó sitio en que se 
produjo e! hecho y en donde cayó herido por el único disparo 
que le hizo. Xo había tenido conocimiento de su exposición en 
e! sumario policial habiéndole hecho firmar el comisario de po- 
licía, ejerciendo coacción y que después ha visto ha sido redac- 
tada a voluntad del citado funcionario que lo intimidaba con 
amenazas, para que contestara favorablemente a sus insistentes 
y maliciosas preguntas. . 

Que cuando como en el caso actual, ¡a sentencia tenga por 
base la confesión, ésta puede retractarse en cualquier estado del 
juicio, antes de la .sentencia ejecutoriada, pero para que la re- 
tractación sea admisible, es indispensable que el inculpado of rez- 
ca prueba, sobre hechos decisivos que justifiquen haberse pro- 
ducido la confesión por medio de violentas amenazas (art. 319 
cocí, de procedimientos). 

Que en la emergencia e! procesado ni tan siquiera ha in- 
tentado producir la probanza necesaria, acerca de la sinceridad 
de su retractación ni aparece abonada por circunstancia algún? 
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revistiendo mas bien los caracteres de verídica la que resulta de 
sus anteriores exposiciones, que ha repetido, que ha ratificado 
v suscrito. La retractación tardía se muestra en este caso como 
un recurso sugerido y preparado por d escrito de fs. 42. por lo 
que corresponde descartar esta del debate, tanto más cuanto que 
lia debido naturalmente producirse, cuando el inferior en la 
audiencia de fe. 35 llamó al procesado para ratificar las manifes- 
taciones que le fueron leídas y libre ya de la presunta coacción 
policial en ye* de hacer valer la coacción se ratificó pura y sim- 
plemente en el contenido de la diligencia policial. 

Que si bien es cierto, la confesión calificada como la pres- 
tada por' el reo, no puede dividirse en su perjuicio, esto no su- 
cede legalmente cuando de la calidad de su persona, sus antece- 
dentes u otras circunstancias del hecho, resultan graves pre- 
sunciones en contra del confesante (art. 381 del cócl. de proce- 
dimientos). 

El procesado pretende excepcionarse con la legitima de- 
fensa, alegando que la victima para "ultimarlo*' le hizo un dis- 
paro con una escopeta, por la ventana de la casilla, actitud ésta 
que aparece mentirosa, pues el balazo recibido por la victima lo 
ha sido en la parte de atrás del pescuezo, sin perforar el otro 
lado, lo que índica que el desgraciado Fernández se encontraba 
vuelto de espaldas y desprevenido. Si a esta circunstancia se 
agrega las precauciones tomadas para no ser descubierto con» 
lo manifiesta trasladando el cadáver a otro sitio, borrando las 
manchas de sangre que tenia el cuchiHo homicida, se echa de 
ver que no ha existido provocación concomitante de parte de 
Fernández, ni ataque mortífero de éste, atenta la maniobra con- 
fesada sobre la presunta carga de la escopeta. 

Que por otra parte, hay en autos otras circunstancias del 
proceso tendientes a revelar la sinceridad de las primeras ma- 
nifestaciones del pocesado y la falsía de la retractación. 

El oficial Díaz manifiesta que al tener conocimiento del he- 
cho, sospechó en el primer momento fuera el procesado el autor 
y que al examinarlo sobre lo sucedido, éste se manifestó tul- 
pable. 
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La existencia de la barra de ¡ierro, con que según el proce- 
sado, en el momento de la indagatoria judicial estaba armada la 
víctima y con la cual una vez caída en tierra, á pesar de quejar- 
se decorosamente y revolcarse dióle un fuerte golpe en la cabe- 
£á lo que le produjo una gran herida, está corroborada en el in- 
forme extractado más arriba, como lo está igualmente la herida 
en el costado izquierdo del vientre, herida que produjo porque 
"viendo que á pesar del golpe recibido ( el golpe en el cráneo) 
Fernández seguía quejándose, volvió a penetrar en su casilla 
de donde extrajo un cuchillo, con el cuai aplicóle al indicado 
una puñalada en el costado izquierdo del vientre, otra ídem al 
lado de la tetilla izquierda y una lesión sobre la tetilla del mis- 
mo lado../' 

Está igualmente corroborado por el citado informe, el he- 
cho¿ de haberse trasladado el cadáver, tarea que el victimario 
narra en el pasaje siguiente: "«alió afuera de la casilla y echán- 
dose sobre los hombros el cadáver de su víctima, lo transportó 
en esta forma, hasta el interior del corral de embarcadero de la 
ya citada estación, donde lo dejó para regresar a su casilla a fin 
de acostase y dormir". 

Que el delito llevado a cabo está calificado acertadamente 
en la sentencia apelada, reprimido por el art. 17, inc. 1, cap. I o — 
Delitos contra la vida — Ley de reformas al código penal, con 
una circunstancia agravante, la del me. 3 del art. 84 del código 
penal. 

Por las consideraciones expuestas se confirma la sentencia 
apelada con costas en cuanto aplica la pena de presidio, pero re- 
duciéndose esta a veinte años. Devuélvase para su cumplimiento 
y reposición. 

Joaquín Carrillo. — Marcelino Escalada. 
— Leónidas Zavalla. 
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DICTAMEN DEL sr. PR« (CURADOR GENERAL 



Bntnot Airtt. Ftbrcro 7 de KN2 

Supremo corte: 

La relación circunstanciada que contiene la sentencia apea- 
da, me exime de recordar los antecedentes del hecho, de los que 
.se desprende la culpabilidad del procesado por el homicidio per- 
petrado. m 

La defensa que se alega en esta instancia relativa a la inair 
visibilidad de la confesión, ha quedad*» destruida ppr las consi- 
deraciones del fallo de la exma. cámara, en el <|ue se enumeran 
las circunstancias particulares que existen en contra del profe- 
rido, y que autorizan la aplicación «le la parte final del art. 318 
del código de procedimientos. 

fe« cuanto a la calificación del hecho es justa, por encuadrar 
dentro de la disposición del art. 17. inc. 1. cap. I de la ley de re- 
formas al código penal, cuno lo es también la pena impuesta 
déntro de la graduación que señala dicho articulo. 

Pido a V. K. la confirmación de la sentencia. 

Mío B o M , 



FALLO l»E LA CORTE SfPREMA 

Buenos Aires, Ptbrero 24 de 1913 

Y viStós: Por m fundamento*, y no pudiendo ser modifi- 
cada en sentido desfavorable al reo la pena impuesta en la sen- 
tencia recurrida, de acuerdo con la doctrina qile informa el art. 
693 del cód de procedimientos en lo criminal y la jurisprudencia 
estableada a su respecto, toda vez que la referida sentencia ha 
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sido consentida por el ministerio fiscal, se la confirma, con cos- 
tas. Xotifiquese con el original y devuélvanse. 

Nicanor G. del Solar — M. P. Daract 
— D. E. Palacio. 



.CAUSA IX 

r 

Criminal, contra Tomás Brfc, José M. Polé y otros, por infrac- 
. don a la ley de defensa social, número 7029; sobre compe- 
tencia. 

Sumario : i." La ley número 7029 no es reglamentaria del co- 
mercio interprovincial o con países extranjeros. 
2. No corresponde a la justicia federal el conocimiento de 
una causa criminal seguida por declaración e incitación a 
la huelga, en violación a la ley número 7029. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



auto dkl JÜEz fkdKral. 

Córdoba, Entro II de IM2. 

Visto el dictamen fiscal y considerando: 

i° Que la jurisdicción delegada a los tribunales federales 
comprende únicamente las causas que versen sobre puntos re- 
gidos !a constitución, o por las leyes dd congreso, excep- 
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ción hecha de las de los códigos civil, comercial, penal y de mi- 
nería, puesto que por expresa disposición del estatuto general, 
la sanción de dichas leyes no altera las jurisdicciones locales, y 
su aplicación corresponde indistintamente a los tribunales fede- 
rales o provinciales, según que las cosas o las personas cayeren 
bajo su respectiva jurisdicción. Arte. 100 y 67, me. II, consti- 
tución nacional. 

2. Qué el delito que origina este pjroceso, es anaiogo sino 
el mismo que el proscripto y penado por el art. 3. inc. 1, de la 
ley 4189 de reforma del código péiuü. y por tanto, de carácter 
común y de la competencia de los tribunales locales, desde que 
no apareen circunstancias en relación a las personas l>or el afec- 
taadas o a los Ingares en que se lo cometió, que lo hagan de la 
excepcional jurisdicción y competencia de ¡a justicia federal, ley 
48. art. 3. código de p. eií lo crimina! art. 20 al 23. faHo de la su- 
prema corte en lacomienda de competencia, expediente caratu- 
lado Teatro Colón. 

3.° <¿ue estimándose de orden público las leyes que rigen 
la Competencia absoluta o que constituyen la base de la organi- 
zación judicial del país. su violación determina ima incompe- 
tencia de la misma clase, cuya declaración puede hacerse (lu- 
íante todo el estado de la causa, no solo a solicitud de parte o 
del ministerio fiscal, sino aú:i tle oficio poi los mismos jueces. 

Arg. del art. 1 de !a ley 48. 

Por estas consideraciones y no obstante lo dictaminado poi 
e] señor procurador fiscal, declárase incompetente el juzgado 
para conocer de la presente causa, y con las formalidades de es- 
tilo pásense los autos al juzgado de feria de la provincia, a cuyo 
dis|H»sición serán tambin puestos los detenidos. Regístrese y ;io- 
tiítquese con e! original. 

/. César. 
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SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Córdoba, En ro 19 de 1912. 

Vistos: en el recurso de ablación interpuesto por el pro- 
curador fiscal, contra el auto de techa once del corriente, dicta- 
do por el señor juez federal de esta sección, en la causa criminal 
seguida contra Tomás Brig, José A. Poli, Pablo Lazarini y otros 
j>or suponérseles autores de violación a la ley 7029. 

Y considerando: Que las dudas a que por la generalidad de 
sus términos pudiera lugar el art. 32 de la ley de defensa social, 
núm. 7029. en lo que respecto a la competencia de los jueces en- 
cargados de aplicar ésta, no tienen razón de ser, desde el mo- 
mento qué la suprema corte, que es la autoridad llamada a fijar 
tn último término e! alcance de la constitución y de las leyes 
racionales, han tenido opo-tunidad reiterada de interpretar el 
re ferido artículo, llegando a la conclusión de que no puede en- 
tenderse éste en el sentido de que todos los delitos reprimidos 
jH>r la citada ley 7029, sin distinción de instituciones o de perso- 
nas ofendidas ni de lugares de ejecución, sean de la cotnpeencia 
de los jueces federales, porque ello importaría investir a es.us t 
en la capital y provincias, de una jurisdicción, no más restrin- 
girla, sino al contrario, más extensa de la que el h. congreso pue- 
de coltferírle 9 desnaturalizando su misión por el hecho de quedar 
convertidos en jueces del fuero común. Jurisprudencia nació- 
nal, año 1910. f.s 979 y 1926. 

Que esa interpretación, por otra parte, como lo insinúa la 
suprema corte en los fallos citados, encuadra dentro de nues- 
tros precedentes legislativos, que asignan a los jueces feria- 
les el conocimiento y decisión entre otras, de todas las causas 
que versen sobre pumos regidos por las leyes que sancione ei 
li. congreso, pero con la reserva del inc. 1 1 del art. 67 de Ja 
constitución nacional, pudiendo deducirse de esos antecedentes 
como la mejor regla para distinguir en lo criminal las jurisdic- 
ciones federal y común, que aquélla es de excepción y sólo emo- 
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ce de los delitos que afecten el orden nacional, o que Se hayan 
cometido en alta mar o en lugares donde el gobierno federal 
ejerza autoridad exclusiva. Arts. 100 c. n. 3. ley 48, 20 a 23 c. 
de proce. en lo criminal y ley 50. 

Que los hechos que motivan el presente proceso, si bien 
caen bajo la sanción de la ley 7029, no tienen, á pesar de su 
especialidad, la característica de los hechos indicados, y sólo 
constituyen delitos del derecho común, por mas que en su con- 
cepto filosófico, como todo delito, com|x>rten otras tantas trans- 
gresiones al orden social. 

Por estos fundamentos y los concordantes del auto aj>elado 
se confirma éste, no obstante lo dictaminado por el señor fiscal, 
llágase saber, transcríbase y devuélvanse. 
En disidencia: Nemesio González. 

A. G. Posse. — José X. del Prado. 
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ButfKW Aires. Febrtro 24 tft 1912 . 

Y vistos : Por sus fundamentos y no siendo la ley 7029 re- 
glamentaria del comercio interprovincial o con países extranje- 
ros, ni pudiendo, en general, alterar la naturaleza del delito que 
sirve de base al presente proceso, el hecho, aún probado, de qut 
la sociedad a que pertenecen los reos esté en relaciones con 
otras constituidas con fines análogos, que sólo afectan las rela- 
ciones entre los capitalistas y los obreros, a diferencia de lo que 
sucede en los delitos previstos en los tittitos IV 7 a VII de la ley 
49, se confirma el auto recurrido. Xotilíquese con el original y 
devuélvanse. 

Nicanor G. del Polar. — M. P. 
Daract. — D. E. Palacio. — 
L. López Caiia.vili.as. 
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CAUSA X 



¡\m Jorge Pointú Sorés y don Julio Airares de Toledo, contra 
la provincia de San Juan, sobre indemnización de daños y 
perjuicios. 

Sumario: Establecido en la ley especial y contrato respectivo, 
que determinada obra deberá ejecutarse por personal técnico 
(en el caso ingenieros y agrimensores), constituye error es- 
pecial respecto a la persona, que anula el contrato, la falta 
en la misma, de titulo profesional. 

Caso: Resulta del siguiente: 

FALLO DK LA CoKTK SUPREMA 



Buenos Alret, Febrero 27 dt 1912. 

Y vistos: Dan Jorge Pointú Ñores y don J. Alvarez de To- 
ledo, socios, entablan demanda contra la provincia de San Juan, 
exponiendo: 

(Jue según !os documentos que acompañan, el suprior go- 
bierno de dicha provincia, éri cumplimiento de una ley local les 
encomendó la triangulación de la zona central de aquélla, cele- 
brándose a! efecto un contrato en 24 de febrero de 1910. 

(Jue al mes de contratada la locación de servicios, e! go- 
bernador la declaró rescindida; ordenó al agente fiscal que enta- 
blara contra ellos las acciones a que hubiera lugar y se procedió 
al embargo preventivo de los enseres acopiados para el trabajo 
y a la prisión arbitraria del socio Pointú Xorés. 

Que los considerandos del decreto aludido de rescisión son 
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manifiestamente falsos, pues nada podría hacer sospechar que 
'a primera cuarta parte del trábalo no estuviera concluida den- 
tro del término de 90 días que para ello tenían, ni es cierto que 
110 estuvieran en condiciones de comenzar la obra, porque habían 
ya tomado todas las medidas que detallan. 

Que estiman en § 34-000 los gastos hechos y lo que deben 
abonar por los materiales encargados y i*rsonal contratado, ma- 
nifestando que han recibido del gobierno de San Juan $ 20.000 
y que otra suma igual quedó en poder tle este como garantía. 

Que calculan en $ 250.000 la cantidad que dejaron de perci- 
bir, y en $ loo.mc el agravio moral, y solicitan se condene a la 
provincia mencionada de acuerdo con las disposiciones del có- 
digo ciyiS que invocan, al pago de la cantidad de $ 35<>-oeo > cos- 
tas del juicio. 

Oue don V. Rebollo Olazábal por la demandada presenta 
los documentos de ís. 56 a 104 y pide el rechazo del cobro, con 

costas, alegando: 

Que los demandantes carecen de acción en el caso, pues el 
contrato de que hacen mérito es un acto jurídico viciado de nu- 
lidad, a causa de que aouéllos fingiéndose ingenieros obtuvieron 
mediante tal engaño el convenio de referencia y defraudaron a 
la provincia en la simia de $ 20.000 que les fueron entregados 
como directores técnicos de la obra, siendo qué ninguno de los 
tíos tiene diploma que acredite en el país esa calidad. 

Que también se entregaron a los contratistas otros 20.000 $ 
que quedan depositados en tesorería, como garantía del cumpli- 
mieno del contrato. 

Que entabla reconvención contra los actores por nulidad del 
mismo contrato y devolución de la simia expresada, sus intere- 
ses y costas dejando a salvo las acciones que la ley penal acuerda 
por el dolo cometido. 

Que opone asimismo la falta de acción para reclamar e» 
cumpÚmiento del contrato o los daños y perjuicios, en vista de 
que ;< 5 actores ni han cumplido el convenio bilateral de que se 
irata. ni ofrecido cumplirlo, ni han demandado previamente su 
cumplimiento o rescisión. 
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Que tampoco han comprobado los gastos que dicen hechos 
ni la^suma que pretenden haber dejado de percibir; y que por 
otra parte, es improcedente el cobro de $ 100.000 en concepto de 
agravio moral, tratándose de acción emergente de obligación 
convención^ 1 

Que corrido traslado de la reconvención, lo evacuó el doc- 
tor A. Gras por lo. actores, presentando los documentos de fs. 
¡44 a 149 y afirmando (jue don J. Pointít Ñores es agrimensor 
v nacional, ingeniero de l¿¡ escuela central de París y ex ingeniero 
de la comisión del ferrocarril internacional a Boloia; y que don 
J. Alvares de Toledo es también agrimensor nacional. 

Que, además, los títulos expedidos por las universidades 
nacionales no son esenciales en obras dé la importancia y magni- 
tud de un catastro. 

Que recibida la causa a prueba, háse producido la que ex- 
presa el certificado de fs. 382, y llamádose autos para definitiva» 
después de ¡>resentar la demandada su alegato de fs. 389. 
Y considerando: 

Que la ley de 2 de septiembre de 1909 que sirvió de base al 
contrato preindicado (fs, 2), de la qué obra testimonio a fs. 56, 
autorizó al poder ejecutivo de San Juan a contratar el personal 
técnico, o sea ingenieros y agrimensores, para la ejecución del 
registro gráfico de la propiedad raíz de la provincia (arts. 3 , 

5° y »•)• 

Que en las bases que, conforme al art. 5" de dicha ley, de- 
bía formular el departamento de irrigación y obras públicas, 
también se exigió la calidad de ingenieros en los llamados a ha- 
cer las triangulaciones respectivas (fs. 57 vta. y sig). 

Que los actores ofrecieron sus servicios al poder ejecutivo 
de San Juan, atribuyéndose expresamente, como lo hicieron tam- 
bién en el contrato y actos posteriores (fs. 1 y 4) ci carácter de 
ingenieros, y manifestando que la obra debía hacerse con suje- 
ción a los métodos científicos más modernos, que aseguraran su 
perfección (fs. 66 vta. y sig.). 

Que de los documentos de fs. 82, 298, 299, 308, 309 y 31 1. 
aparece que Pointó Norés y Alvares de Toledo no han obtenido 
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titulo nacional de ingenieros o agrimensores, ni revalidación de 
dicho titulo, y es manifiesto que el certificado de estudios de fs. 
144, (i) el documento en idioma extranjero de fs. 146. el certi- 
ficado de haber servido en la comisión de estudios del ferroca- 
rril a íiolivia (fs. 147) y el titulo de agrimensor expedido a 
l ointu Ñores en San Luis (fs. 148), no son suficientes para 
suplir la falto del primero. 

(Jne en tales condiciones, aun cuando el caso no estuviera 
reglado por el art. 931 y correlativos del código civil, lo estaría 
por el art. t)¿$ del mismo código, que califica de error esencial el 
error relativo a la |>ersona con la cual se forma la relación de 
derecho, y anula «1 acto jurídico, desde que. dada la naturaleza 
de los trabajos contratados, la forma en que debían de realizarse, 
los términos de la lev local y demás antecedentes antes recorda- 
dos, el jíoder ejecutivo de San Juan entendió contratar con in- 
genieros que era, por otra parte, para lo que estalla legalmente 
facultado. 

El hecho de que se hayan llevado a cal*:» otras obras públi- 
cas en e! país bajo la dirección de personas sin titulo nacional, 
alegado a fs. 131. no desvirtúa las conclusiones anteriores, |K>r- 
que en el raso presente no es posible prescindir de la ley y con- 
trato, y porque no concurren en él ¡os motivos especiales de la 
ley 45(10 !a que. a mayor abundamiento, lió sé refiere a actos o 
contratos de orden provincial. 

Oue siendo nulo el referido contrato, los actores carecen dé 
derecho para reclamar las indemnizaciones que pretenden, y C0- 
rre>]H ( nde ordenar la devolución de lo indebidamente percibido 
por ellos t fs. H5 vta. y fs. 113 y ta; art. 1050 y 1052 cód civil.» 

Qitfc es innecesario entrar en e! examen de las otras excep- 
ciones opuestas. 

Por estos fundamentos, se absuelve a la provincia de San 
Juan de la demanda de fs. ¿o; y haciéndose lugar a la reconven- 
ción, se declara que don Jorge Pbintu Xorés y don Julio Alva- 

H) Examen general de primer término de Agrimensura. 
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rcz de Toledo deben devolver a dicha provincia, dentro del tér- 
mino de diez días, la suma de veinte mil pesos y sus intereses a 
estilo de los que cobra el Banco de la Nación Argentina en sus 
operaciones ordinarias de descuentos. Las costas se abonarán en 
el orden causado a mérito de los antecedentes del caso. Notifi- 
quese con el original, repóngase el papel y archívense. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Ca canillas. 



CAUSA XI 



Don Emilio C. l'Ulunucva, en autos con la municipalidad de la 
capital, sobre autorización para la excavación de un sótano; 
recurso de hecho. 

Sumario : No procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 
48, contra una resolución que, si bien declara constitucional 
una ordenanza que el recurrente impugnaba como violatoria 
de la carta fundamental, no es contraria al derecho gestio- 
nado por éste. 

Caso : El recurrente se presentó al departamento ejecutivo muni- 
cipal de la capital, solicitando permiso para la excavación 
de un .sótano y ciertas reparaciones internas de su casa, el 
que le fué acordado bajo la condición de ceder gratuitamen- 
te el terreno necesario para la formación de una ochava de 
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ocho metros de frente: apelada esta resolución para ante el 
concejo, éste dispuso que la ochava fuera de diez metros. 
El interesado recurrió para ante la cámara de apelaciones, 
ante la cual así como ante el intendente y el concejo, obje- 
tó la constKiicionalidad de la ordenanza respectiva. La cá- 
mara falló declarando que la ordenanza no era inconstitu- 
cional, pero que no correspondía aplicarla al caso del recu- 
rrente. Interpuesto el recurso extraordinario, fué denegado, 
en mérito de que "si bien es cierto que en el presente caso 
se ha discutido y declarado la constitucionalidad de la orde- 
nanza municipal, sobre ensanche de ochavas de u de di- 
ciembre de 1905, también lo es, que tal declaración no alec- 
to al allante, quien en virtud de las circunstancias del caso 
resulta eximido del cumplimiento de esa ordenanza; que 
siendo esto así, no hay razón ni motivo para la apelación 
interpuesta, desde que no afectándose en forma alguna los 
derechos del recurrente, no existe propiamente el caso ju- 
dicial que deba motivar la apelación interpuesta. 



DICTAMEN Mu Sr. PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte : 

Según lo establece el art. 14 de la ley 48. a que se refiere el 
art. ó de la ley 4055. citado|>or el recurrente al fundar su apela- 
ción, para la procedencia del recurso extraordinario es indispen- 
sable que la decisión del tribunal superior sea contra la validez 
del derecho, título o privilegio que se apoya en una cláusula cons- 
titucional o le'gal, que ha sido materia del litigio. En el caso de 
autos, como expresamente lo establece la cámara segunda de 
apelaciones de la capital, la decisión recurrida no contraría 10* 
derechos del apelante en razón de que por las circunstancias de 
la cuestión, se encuentra eximida del cumplimiento de la orde- 
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nanza impugnada y en tal virtud carece de razón el recurso ex- 
traordinano. 

Por lo expuesto, pido a V. E. se sirva asi declararlo. 

Julio Botet. 



fallo de la corte suprema 

Buenos Alrtt, PetwffO 29 dt 1*12. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que según resulta de tos autos remitidos por vía de infor- 
me por la Cámara segunda de apelaciones en lo civil de esta ca- 
pital la sentencia de fs. 104 deja sin efecto la resolución del Con- 
cejo deliberante, que motivó la apelación deducida para ante 

aquel tribunal, fs. 18. 

Que en la misma sentencia se dispone que debe acordarse 
el permiso concedido por el intendente municipal en la resolu- 
ción de fs. 13 del expediente nítm. 17898 (antecedente 3.") sin 
la condición que en ella se expresa. 

^ Que estos antecedentes demuestran la improcedencia del 
recurso extraordinario interpuesto para ante esta corte, desde 
que la decisión pronunciada no ha sido contraria al derecho ges-* 
tionado como lo exige el art. 14 de la ley 48. 

Por ello, los fundamentos del auto d cfs. 110 y de confor- 
midad con lo dictaminado y pedido por el señor procurador ge- 
neral, se declara bien denegado dicho recurso. Notifiqucse origi- 
nal, y archívese previa reposición de las fojas, devolviéndose los 
autos al tribunal de su procedencia, con testimonio de esta reso- 
lución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del , 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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CAUSA XII 



í'. Rodrigues, C. l'clla y J. A; Figueroa contra el gobierno de 
la nación, por cobro de pesos 

Sumario: En los casos en que las leyes del congreso acuerdan 
o ithpdnén intervención a funcionarios provinciales en un 
asunto determinado, les atribuyen por el mismo hecho y pa- 
ra los fines de tales casos, accidental o temporariamente, el 
carácter de agentes de la nación. Los actos de los aludidos 
funcionarios sé equiparan, del punto de vista de las res- 
ponsabilidades que contraigan para con terceros en el des- 
empeño de esa comisión especial, a los de aquellos que fun- 
cionan ordinariamente al servicio de la nación. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

• 

Córdoba. Septiembre 16 de 1911. 

Vistos: en el recurso de apelación interpuesto por el doctor 
Manuel C. Cáccres en representación de los señores Vicente Ro- 
dríguez, Carlos Vclla y Juan A. Figueroa contra la sentencia de 
fecha 28 de abril del corriente año dictada por el señor juez fe- 
dera! de Santiago, corriente a fs. 62, en el juicio sobre cobro de 
pesos seguido por los recurrentes contra el gobierno de la na- 
ción, resulta: 

Que en este juicio se demanda al gobierno nacional por 
pago de una .Mima de dinero procedente de la confección de re- 
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gistros formularios y listas de escrutadores contratados con 
los demandantes por la junta electoral del distrito de Santia- 
go del Estero, con motivo de la elección de diputados nacionales 
que se efectuó en iooó: 

Que él procurador fiscal al contestar la demanda, deduce 
la excepción de no parte, sin negar la existencia de dichos gas- 
tos, sosteniendo que no corresponde a !a nación, abonarlos por- 
que ni ésta ni entidad ni institución alguna que la representen o 
que formen parte de su organización o representación han con- 
tratado ni ordenado aquellos trabajos y porque las juntas elec- 
torales de provincia son entidades puramente locales, cuyo fun- 
cionamiento se inicia y desenvuelve a requisición de los gobier- 
nos provinciales que en el caso proveen a la representación del 
pueblo de la provincia en el gobierno de la nación, siendo por lo 
tanto justo que los gastos que ella demande, se abonen por el te- 
soro provincial. 

Y considerando: Que las juntas electorales creadas por la 
ley de elecciones nacionales núm. 4161 intervienen en la forma- 
ción y depuración del padnm cívico de la nación y están encar- 
gados de formar las listas de electores correspondientes a cada 
mesa receptora de votas y las de escrutadores que deben presi- 
dir las elecciones de diputados y electores de presidente y vice 
presidente de la República, de resolver las observaciones que en 
oportunidad se formulen contra dichas listas, y finalmente de 
practicar el escrutinio general de cada elección en su distrito, lo 
que demuestra que ejercen funciones de carácter exclusivamente 
nacional que en nada se relacionan con el gobierno local de los 
estados particulares, resultando de este modo destituida de fun- 
damento la doctrina aceptada por el juez a quo en el fallo re- 
currido, de que ellas son insitnciones de carácter provincial, f ar- 
tículos 22, 40, 49, 58 y sig. 65, etc., de la ley citada). 

Que esta conclusión no puede desvirtuarse por la considera- 
ción de que las juntas electorales están compuestas en su mayo- 
ría por funcionarios provinciales, y que la ejecución de la ic> 
electoral se ha confiado en parte a los gobiernos de provincia. 
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pprquc dichos funcionarios no actúan como miembros de los 
poderes locales, cuando desempeñan el cargo de carácter nacio- 
nal que la ley les confiere, y porque cuando los gobiernos de pro- 
vincia convocan a elecciones nacionales dando cumplimiento a 
e>a misma ley, obran como agentes del gobierno de la nación di 
acuerdo al precepto constitucional que los obliga a ello, (art. no 
constitución nacional). 

Que es también inaceptable la teoría de que las provincias 
proven a su representación en eJ gobierno de la nación, cuando 
eligen diputados al congreso general y por lo tanto deben sufra- 
gar los gastos de esa representación, de acuerdo con el principio 
de derecho según el cual los gastos que demanda toda represen- 
tación son a cargo del representado, porque los diputados a» 
congreso, son elegidos directamente, "por el pueblo de las pro- 
vincias consideradas como secciones electorales de un solo es* 
lado indivisble, con abstracción de los estados particulares de 
modo que representan al pueblo de la nación, y estaán por lo 
tanto a cargo del tesoro nacional los gastos de esa representación, 
si hubiese de aplicarse al caso el principio del derecho antes ci- 
tado. Aits. 36 y 37 c n. 

Que por otra parte, la nación debe sufragar todos los gas- 
tos que demande la ejecución de su ley electoral como lo estable- 
ce sin limitación alguna el art. 120 de la misma, cuando autoriza 
al P. E. nacional a hacerlo en todo tiempo por cuanto esa ley tie- 
ne por objeto la designación de las personas que han de ejercer 
e! gobierno de la República, y es a ésta y tío a las provincias en 
su calidad de estados federales, a quien van a prestar sus servi- 
cios, ejercitando atribuciones que expresamente ha delegado la 
constitución en el poder central, distintas en absoluto de las no 
delegadas que pertenecen a las soberanías provinciales. Arts. 
104 y sig., c. n. 

Que 4a interpretación que acaba de darse al artículo 120 ci- 
tado de la ley electoral se robustece si se tiene en cuenta que las 
provincias siendo estados autónomos con instituciones y gobier- 
nos propios, el congresc de la nación no tiene facultades para 
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imponerles la obligación de sufragar los gastos que demanden 
la ejecución de sus leyes. 

Que no habiéndose negado la existencia del crédito que se 
deinamla y estando plenamente acreditado en autos con la prue- 
ba rendida por el actor, corresponde declararlo de legítimo abono. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo dispuesto por 
el articulo f? de la ley número 5952, se declara que el pago de 
la .uitna que cobra el actor y sus intereses a estilo de banco, des- 
de la fecha de la demanda, son a cargo de la nación, sin costas. 

Hágase saber, transcríbase y devuélvanse reponiéndose los 
sellos. 

Nemesio González. — A. G. Posse. — 
N. M. Bcrrotarán. 

4 

pallo de la corte suprema 

■ 

■ 

Bueno» Airea, Mano 2 de 1912. 

Y vistos : 

Por sus fundamentos, y considerando además: 

Que en el caso no es substancial la falta de cobro directo 
a la nación de la suma a que se contrae la demanda, aitenta la 
nota de fs. 13 del ministerio del interior, la notificación de fo- 
jas 13 vuelta y la actitud asumida durante las dos instancias pre- 
cedentes por el ministerio fiscal. 

Que sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 100 de la 
constitución nacional, el gobierno federal debe Henar sus fun- 
ciones por el intermedio de sus propios magistrados o agentes. 

Que en los casos en que las leyes del congreso acuerdan o 
imponen intervención a funcionarios provinciales en un asunto 
determinado, les atribuyen por el mismo hecho, accidental o 
temporariamente y para los fines de tales casos, el carácter de 
agentes de la nación. (Fallos, tomo 9. pág. 382; 127, U. S., 731 
y otros). 
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Que los actos <le los funcionarios aludidos, en su conse- 
cuencia son de equipararse del punto de vista de las résftansa- 
!>iliclades qué contraigan para con terceros en el desempeño ele 
esa comisión especial, a los de aquellos que funcionan ordina- 
riamente en servicio de la nación. 

Se confirma la sentencia de ís. 77. — Las costas se aliona- 
ran en el orden causado por habf* tenido la parte vencida razón 
probable para litigar. — Notifiquese con el original y devuél- 
vanse, debiendo rv]>onerse los >ellos ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
L, López GAbaxillas. 



CUSA XIII 

Bula instituyendo obispo de la diócesis de San Juan de Cuyo a 
monseñor José A. Orzali. 

Sumario : Con las reservas correspondientes al patronato nacio- 
nal, procede conceder el pase de la bula expedido j>or su 
santidad Pió X instituyendo obispo de la diócesis de San 
Juan de Cuyo a monseñor José A. Orzali. 

Caso: I.o explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL 5>r. PROCI RADOR GENERAL 

ButnotAIrtt, Mano l.°dt 1912 

Suprema corte: 

Con arreglo a lo que prescribe el articulo 8f», inciso S." de la 
constitución, el poder ejecutivo presentó a la santa sede a mon- 
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señor doctor José Orzali para la designación de obispo de la dió- 
cesis de San Juan de Cuyo, y corridos los trámites de práctica, 
su santidad Pío X. a mérito de la expresada presentación, ha 
instituido en la bula que se acompaña, obispo diocesano de San 
Juan de Cuyo al prelado propuesto. 

Dicha bula reviste carácter de autenticidad, y sus térmi- 
nos repiten fórmulas tradicionales haciendo reservas del dere- 
cho que la santa sede se atribuye para el gobierno de la iglesia, 
lo cual está sujeto al derecho de patronato que el gobierno de 
la nación ejerce, de conformidad a lo prescripto en el artículo 
67, inciso 19 y artículo 86, inciso 8.* de la constitución. 

Teniendo en cuenta que han sido observadas las cláusulas 
constitucionales citadas, creo que V. E. puede prestar el acuer- 
do que determina el artículo 86, inciso 9. de la constitución pa- 
ra el pase de la bula remkida por el poder ejecutivo. 

Julio Botct. 

RESOLL'CIOX DE LA CORTE SUPREMA 

ButMt Alrtt, M#rzo $ de t»!2. 

De conformidad con el dictamen <lel señor procurador ge- 
neral y con las reservas correspondientes al patronato nacional, 
la corte suprema de justicia de la nación presta el acuerdo que 
la constitución exige, para que el presidente de la nación con- 
ceda e! pase de la bula expedida por su santidad Fio X, en Ro- 
ma, el día treinta de diciembre de mil novecientos once, insti- 
tuyendo obispo de la diócesis de San Juan de Cuyo a monseñor 
José Américo Orzali, elegido por el gobierno de la República Ar- 
gentina y presentado en forma al sumo pontífice para el expresa- 
do cargo. 

Devuélvase en consecuencia este expediente al poder eje- 
cutivo, con el correspondiente oficio. 

A. Bermejo — Nicanor G. del Solar — 
M. P. Daract — D. E. Palacio — L. 
López Cabanillas. 
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CAUSA XIV 

Cerrano y Cío., y otros, contra la municipalidad de Córdoba, por 
devolución de lo payado por impuesto; recurso extraordi- 
nnrio. 

Sumario : No es contraria a la constitución nacional la ordenan- 
za municipal «le Córdoba qué grava con un impuesto a la 
leña introducida al municipio por vías férreas. En el caso 
résültó que el articulo sobre que recae el impuesto no era 
introducido al municipio de Córdoba de extraña provincia 
y que >e destinaba al consumo interno. 

Caso; Lo explica el siguiente: 



PALIO DE LA CORTE SVPRBMA 

Buenos Alies. Mano 5 de 1912 



Y vistos: Para resolver sobre el recurso extraordinario con- 
cedido a fs. 264 vta.. consta la sentencia dictada en la causa se- 
guida por Cerrano y Cia.. y otros, propietarios de fábricas de 
cal. de la ciudad de Córdoba, contra la municipalidad de dicha 
ciudad. i»or devolución de sumas de dinero procedentes de im- 
puestos pagados a ella, y ; 

Considerando: que la restitución que se demanda ha sido 
fundada en que la ordenanza municipal que grava con cincuenta 
centavos cada mil kilogramos de leña introducida al municipio 
por vía férrea afecta considerablemente la industria calera en 
cuyos hornos se emplea este combustible y además de violar las 
prescripciones de la constitución provincial y ley orgánica de mu- 
nicipalidades que cita, contraria abiertamente lo preceptuado en 
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los arts. 4 y 10 de la constitución nacional en cuyo concepto opp- 
ne también la ¡nconstitucionalidad de dicha ordenanza. 

One en este último sentid*», so ha alegado por les actores 
que la lefia introducida a! inunici]>¡o ¡n.r ferrocarriles es emplea- 
da casi exclusivamente para la fabricación del óxido de cal en 
los hornos de su propiedad, y como este producto, !a cal. se ex- 
porta en más de un 95 ojo fuera de la provincia, resulta asi en el 
hecho aq tulla contribución "un verdadero impuesto a la expor- 
tación. (|ue. según el art. 4 de la constitución nacional, solo pue- 
de establecer la nación, cuando la cal se servia fuera de la repú- 
blica; ó es un impuesto a la circulación de productos de fabrica- 
ción nacional" prohibida i>or el art. 10 de la misma constitución. 

Qué esta objeción de !a inconstitueionalidad del impuesto 
es de carácter fundamenta! ha sido en tal concepto ampliamente 
diSCtltjda en la causa ( fs. 15 vta.. 102 vta.. 177 vta. ». y estudia- 
da y resuelta en las sentencias de fs. 223 y 257; 

<Jue ¡K>r consiguiente, trabada y resuelta en esta forma el li- 
tis, el recurso extraordinario de apelación para ante esta corte, 
concedido |w>r el superior tribunal de Códoba es procedente y se 
ajusta a lo preceptuado en el art. 14, inc. 2" de la ley 48. 

Que \kít lo qué hace al fondo delrccurso debe, desdé luego, 
tenerse presente que no se lia alegado que el articulo sobre qué 
recae el impuesto impugnado haya sido introducido de extraña 
provincia al municipio de Córdoba, o qué estuviera directamen- 
te destinado a la exj>ortación o al tránsito interprovincial, resul- 
tando |n>r el contrario, según la misma sentencia apelada, que 
tal producto íle las industrias locales se destinaba al consumo 
interno sea de los particulares sea de las mismas industrias <¡uc 
1c emplean ; 

Que en vista de esto es de todo punto inaplicable al caso la 
objeción fundada en la violación ele *as disposiciones de la cons- 
titución nacional citada por los actores, >obre todo, si tiene en 
cuenta que ello ha sido formulada en el concepto no de que la 
materia impuesta fuese la destinada a la cx¡)ortac¡ón sino de que 
tal sería en su mayor parte el destino de la cal en Cuya elal>ora- 
ción entra dicho combustible; a la cual debe observarse que 
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"igual objeción cabria hacerse a tes impuestos que gravitan so- 
bre todos los artículos de producción nacional destinados a la 
exportación, lo que vendría a reducir en extremo los poderes 
provinciales en materia de contribuciones creando restieciones 
que no se endientan consignadas expresamente ni por implicación 
necesaria en la constitución nacional" según repetidamente lo 
tiene ya decidido esta corte. Fallos, tomo 20, pag. 3°4¡ tomo 

51. pág. 349; tomo 96. pág. 227. 

Por ello, oido el señor procurador general, se declara que 
la ordenanza de la municipalidad de Córdoba, no es contraria a 
la constitución nacional, en el concepto en que ha sido impugnada 
en esta causa, confirmándose en cuanto a esto la sentencia apela- 
da. Notifíquese con el original y repuestos los sellos devuélvase. 

A. Bermejo — Nicanor 6. del Solar — M 
P. Daract — D. E. Palacio— L. López 
Cauanillas. 



CAUSA XV 

Recurso extraordinario, deducido de hecho por el consejo nació- 
nal de educación, en los autos contra /. Boadle, por cobro 
de dinero. 

Sumario : Es improcedente el recurso extraordinario previsto en 
el articulo 14 de la ley núm. 48 contra una sentencia fundada 
exclusivamente en disposiciones de los códigos civü y de 
comercio. La circunstancia de que en el caso, el fallo re- 
currido no se pronunciara respecto de alegaciones funda- 
das en la constitución nacional, no puede ser invocada por el 
recurrente a quien ningún agravio infiere el que no hayan 
sido tomadas en cuenta las alegaciones opuestas contra su 
propia acción. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR OKNKKA L 

Bucnot Aires. Julio 5 de 1911 

Suprema corte: Si bien es cierto que la sentencia recurrida 
de fs. 79 confirmatoria en parte de la de i.a instancia es defini- 
tiva aun en el punto en que modifica a esta, atando pronuncia 
1?. ausencia de la responsabilidad exclusiva del demandado por 
1h casa demandada lo que a su vez motiva el recurso traido ante 
V. E. No es menos cierto que esc pronunciamiento, que solo im- 
plica la negativa de la expresada responsabilidad, importa él 
desconocimiento del derecho que el actor se atribuye respecto a. 
demandado, así como de la aplicación de las disposiciones de ios 
códigos civil y de comercio en que aquel amparó sus pretensiones 
en este punto. 

En tales conceptos y no estando comprometido en el expre- 
sado desconocimiento, derecho alguno amparado en cláusula cons 
titucional, ley del congreso o tratado, sino por el contrario en 
disposiciones de los citados códigos, el recurso interpuesto es ex- 
traño al art. 14 de la ley 48, y encuadra mas bien en la excepción 
consignada en el art. 15 infine de esa ley. 

A mérito de lo dicho, pido a V. E. se sirva confirmar la pro- 
videncia de fs. 84 rechazando e! presente recurso improcedente 
dentro de lo prescripto en el art. 6 de la ley 4055 y los correla- 
tivos citados. 

Julio Botet. 

TALLO DE LA CORTÉ Sl'PREMA 

Buenni Aires, Msrzo 7 de 1912 

Y vistos: el recurso de queja por apelación denegada traído 
ante esta corte por el representante del consejo nacional de edu- 
cación contra la sentencia de la i.a cámara de apelación en lo 
civil de la capital y 
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Considerando : que la sentencia «le fs. 79- al rechazar la de- 
manda interpuesta por el recurrente contra don Tomas S. Boadte 
se ha fundado pura v exclusivamente en las disposiciones de los 
códigos civil y de comercio que el tribuna! sentenciador ah creí- 
do aplicables al caso. 

( >ue la circunstancia de que se hace mérito por el consejo 
en subscrito de queja de que el fallo no se ha pronunciado res- 
pecto de las defensas que el deamndado opuso y fundó en diver- 
sos artículos de la constitución nacional no puede ser invocaua 
en el caso por esta parte, a quien ningún agrvaiú infiere el que 
no hayan sido tomada, en cuenta las defensas o excepciones 
opuestas contra su propia acción: 

( lúe aun cuando el mismo demandante alegó también tp 
dispuesto en el art. 44- «nc. io de la ley del congreso mira. 1420. 
tal circunstancia tampoco puede autorizar el recurso extraordi- 
nario denegado puesto que el fallo de la cámara a <,ho no ha des- 
conocí que con arreglo a esa disposición legal, los bienes dé- 
la disuelta asociación -Buenos Aires Golf Club" debieran co- 
rresponder al tesoro común de las escuelas y si bien la conclu- 
Sión final de ese pronunciamiento rechazada la acción de reinte- 
gro deducida contra T. S. Boadlc lo hace por consideraciones 
de otro orden referentes a la responsabilidad individual de este 
eximiéndole de ella en virtud de las disposiciones del derecho 
común que estudia y aplica, circunstancia que hace también in- 
eficaz la observación fundada en el decreto del poder ejecutivo 
mencionado en dicho escrito. 

Que , K ,r consiguiente, no habiéndose resuelto cuestión algu- 
na de carácter federal o que pueda dar lugar a la intervención 
de la justicia de este fuero el recurso extraordinario interpuesto 
ha sido bien dcne K ado. por no estar comprendido en ninguno 
de los casos especificados en el art. 14 de la ley 48. 

Por ello, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
procurador general, asi se declara. NotifíqUese con el original. 
rqV.ngase el papel v archívese, devolviendo al tribunal de su 
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procedencia los autos respectivos con testimonio de esta reso- 
lución. 

A. Bermejo — Nicanor G. del Solar — 
M. P. Daract — D. E. Palacio — L. 
López Cabanillas. 



CAUSA XVI 



Recurso extraordinario deducido de hecho en autos Casullo V., 
contra Ferrari H. t sobre nulidad de venta 

Sumario : Es improcedente el recurso extraordinario previsto en 
el articulo 14 de la ley 48 deducido en un juicio en el que 
la cuestión debatida ha consistido en la prueba de si el man- 
datario del deudor había procedido o no dentro de los lími- 
tes del mandato. 

Caso: Lo explica el fallo siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno. Aires, Mano 9 de 1912 

Autos y vistos : el recurso de hecho por apelación denegada 
interpuesto por don Vicente Casullo contra sentencia de la cá- 
mara federal de apelaciones de la capital en los atrtos seguidos 
contra aquel y el Banco hipotecario nacional por don Horacio G. 
Ferrari sobre nulidad de venta de un terreno. 

Y considerando : que ni en la controversia de las partes ni 
en las decisiones judiciales han sido desconocidas las facultades 
que los arts. 46. 51 y 65 de la ley orgánica del banco hipotecario 
nacional que se citan, confieren a esa institución. 
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Que el punto decisivo de la contienda judicial ha consistido 
en la prueba de si el mandatario del deudor había procedido o no 
dentro de los limites del mandato o como lo hace constar la sen- 
tencia aepalda el punto principal que hay que resolver es si en 
realidad existe error sobre la individualización del inmueble ofre- 
cido en venta", fs. 217. 

Que se ha tratado asi un punto de hecho extraño al recurso 
extraordinario previsto en el art. 6 de la ley núm. 4055 y art. 14 
de la ley 48. (Fallos, tomo 97, págs. 319 y 403 y otros ). 

Que en tales condiciones carecería de objeto abrir y subs- 
tanciar el presente recurso. 

Por ello, y de conformidad con lo pedido por el señor pro- 
curador general se declara improcedente esa apelación deducida. 
Notifiques* con el original y repuesto el papel archívese, devol- 
viéndose los autos principies con testimonio de esta resolución, 

A. Bkrmkjo — Nicanor G. del Solar — M. 
P. Daract — D. E. Palacio — L. É0*E2 
Ca han illas. 



CAUSA XVII 

Stramandinoü J. y R. contra la provincia de Jujuy, sobre cobro 
de pesos; incidente sobre traslado de la contestación de la 
demanda. 

Sumario : Xo es admisible la modificación de una demanda des- 
pués de contestada. 

Caso : El actor pidió traslado de la contestación de la demanda 
alegando que compete a su derecho de defensa hacerse oir 
antes del período de prueba sobre el alcance de leyes y ante- 
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cedentes que se presentaron al contestar la demanda. El tri- 
bunal no hizo lugar a este pedido y abrió la causa a prueba; 
el actor pidió revocatoria y la corte dictó el siguiente auto: 

AUTO DE LA CORTE SUPREMA. 

Butilos Aire», Marzo 16 de 1912 

Vistos: el incidente promovido a fs. 64 y considerando: que 
como lo reconoce el actor, la provincia demandada ha contesta- 
do la acción deducida excepciorándose con varias defensas. 

Que en tal caso es de aplicación el art. 89 de la ley nacional 
de procedimientos citado en al auto de fs. 61 ata. cuya revocato- 
ria se solicita. 

Que no sería odmisiblc la modificación de una demanda 
después de contestada art. 58 ley nac. de procs. falos tomo 20 
pág. 22 tomo 64 pág. 448. 

Por ello no ha lugar con costas a la revocatoria solicitada. 
Póngase en el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 
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CAUSA XVIII 

Recurso extraordinario deducido de hecho en los autos testa- 
mentarios de Federico Garrigós. 

Sumarios Es improcedente el recurso extraordinario previsto 
en el articulo 14 ley No. 48 deduculo contra una sentencia 
que interpreta y aplica únicamente disposiciones del códi- 
go civil. 

Caso: Lo esplica el fallo siguiente: 
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FALLO DF. LA CORTE SUPREMA 



Buenos Alies, Muzo 23 de 1912 



Autos y vistos: 

El recurso de queja por apelación denegada, traído por la 
parte de Garrigós en los autos seguidos contra la sociedad de 
beneficencia y la logia masónica Uberi peu»dpri stíbre nulidad 
de las disposiciones testamentarias de don Federico Garrigos. 

Y considerando: 

Que ,| e ]a propia exposición del recurran, resulta l fs. i 
vta ) que la exma. cámara, no se pronunció sobre ei lecreto (in- 
pugnado a fs. 74 y siguientes en el incidente sobre personena 
dé Granel ) porque este no era incluido dentro de las cuestiones 
apeladas", y el apelante nada observó sobre el particular en la 
expresión de agravios de fs. 282. 

Que en consecuencia dicha exha. cámara falló el pleito in- 
terpretando y aplicando únicamente disposiciones del enli- 
go civil. 

Que aún suponiendo que la* leyes Nos. 3367, 3952 y 37-V 
tuviesen el significado y alcance que el recurrente les asigna, res- 
pecto a la personería de la sociedad de beneficencia para estar 
en juicio tal circunstancia no seria bastante para moditicar en 
lo principal el fallopronunciado. en cuanto declara la validez de 
la disposición testamentar - . de don Federico Garrigós a favor 
de aquella con cuya intervención se ha tramitado el juicio, y ca- 
recería |K>r consiguiente de objeto el recurso interpuesto ( fa- 
llos, tomo 79. pág. 280, tomo 106, pág. 179. tomo 108. pág. 100. 

En tal virtud y conforme con lo pedido por el señor procu- 
rador general, se declara no haber lugar al recurso extraordi- 
nario, de acuerdo con el art. 15 ley No. 48 y fallos, tomo 23, 
pág. 250, tomo 94. pág. 131- 
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Xotifiquese original repóngase los sellos y archívese, de- 
volviéndose los autos principales, con testimonio de esta reso- 
lución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. uel 
Solar- — M. i'. DaraGt, — 
D. E. Palacio. — L. López 
Ca ranillas. 



CAUSA XIX 

Aí. Rosquellas contra el gobierno nacional sobre escrituración 

Sumario: Las gestiones administrativas no interrumi>en la pres- 
cripción. 

Caso: Lo explica el falló siguiente: 

i-Al.I.O I>E LA CORTE SUPREMA 

nuenos Alus, Marzo 26 de 1912 

Vistos y considerando: 

Qué como lo hace constar la cámara federal de apelaciones 
de la capital el vencimiento de la ohligación de escriturar y la 
presentación de la demanda contra la nación para para hacerla 
efectiva, han transcurrido mas de once años en cuyo iSápaO Je 
tiemiK) se ha obrado la prescripción opuesta jxjr la parte de- 
mandada: (artículos 3956 y 4023 del código civil. 

(¿ue la ohligación de escriturar creada j>or el documento 
privado corriente a fojas 16 del expediente administrativo agre- 
gado como parte de pruebas, existia desde la fecha de ese ins- 
trumento, con arreglo a los artículos 1185 y 1187, del códi- 
go civil. 
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Que a las gestiones administrativas, de siete de diciembre 
de mil novecientos cinco y posteriores, no puede atribuírseles el 
electo de interrumpir la prescripción desde que los artículos 
3984 a 3989 dd código civil hablan de demandas y juicios que 
no pueden confundirse con las solicitudes presentadas ante el 
I>oder ejecutivo (articulo 94 y 95 de la constitución nacional ; 
articulo 1." ley N.* 395*» falIos tomo 97 PÍg- 387; tomo 103, pá- 
gina 155 ; tomo ni, págs. 65 y otros. 

Que carece de aplicación al caso, el artículo 4014 del có- 
digo civil, que se «ita; (artículo 3980) relativo a la imposibilidad 
de heclios que hubiera impedido temporalmente el ejercicio dt 
la acción, desde que ni esa disjwsición se refiera al hecho que 
se invoca, ni durante el extravio del expediente administrativo 
se había operado la prescripción a lo que se agrega el largo tiem- 
po transcurrido desde su aparición en 1905 hasta la demanda de 
diciembre de 1909. 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia apelada de 
fojas 71 sin especial condenación en costas a mérito de la ex- 
cepción opuesta. 

Notifiquen original y devuélvanse, repóngase el papel ante 

él inferior. 

A. IJkrmkjo. — Nicanor («. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. Tí. Palacio. — L. López 

CABAN ILLAS. 



CAUSA XX 

Contienda de competencia, entre el juez federal de T ucumán y 
el juez ordinario de la misma provincia en la causa crimi- 
na! contra E. Leguizamón. 
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Sumario: Xo corresponde a la justicia federal el conocimiento 
de un delito común que no ha sido cometido en lugares don- 
de la nación tenga jurisdicción absoluta y exclusiva. 

( aso: Lo explican las piezas siguientes: 

DITA M EX DEL SR. PROCI RADOR GENERAL 

Buenos Aires, Mano 19 de 1912 

Suprema corte: 

A V. E. corresponde dirimir la presente contienda, amé- 
rito de lo que dispone el art. 9, in.. de la ley 4055. 

Los hechos que han da<k> márgen al sumario incoado por 
la |x>licia de. Tucumán, están comprendidos prima facie den- 
tro de las finalidades establecidas en el art. 235 del código pena! 
y art. 30, inc. 10.de la ley 4189. Xo puede afirmarse, en el esta- 
do de la causa, que exista una violación a la ley nacional de 
ferrocarriles, que es la única que podría hacer procedente la ju- 
risdicción federal con arregfo al art. 3, inc. 3 ley 48. y por el con- 
trario, las circunstancias que resultan del sumario comprueban 
li mera comisión de delitos de carácter común, cuyo juzgamien 
to compete a los tribunales del orden provincial. 

Por ello, pido a V. E. se sirva declarar la competencia del 
señor juez del crimen de Tucumán. para conocer en esta causa. 

Julio Botct. 

2 I LO DF. LA CORTE SUPRÉM A 

Buenos Aires, Marzo 30 de 1912. 

Y vistos: 

Apareciendo de las actuaciones remitidas que se trata de la 
represión de un delito común que no ha sido cometido en lugares 
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dowk la nación tenga absoluta y exclusiva jurisdicción, y de con- 
formidad con lo pedido por el señor procurador general, devuél- 
vanse los autos al señor juez del crimen de la provincia de Tu- 
cumán para que lleve adelante sus procedimientos, dando al se- 
ñor juez federal el aviso correspondiente. 

!A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. ^alacio. — L. López 
Cabanillas. 



CAUSA XXI 

( -ontienda de competencia ; entre el juez federal y el local de C ¿r- 
doba en ¡a causa criminal ; contra /'. l : lores. 

Sumario: Resultando de las circunstancias del caso, que el hur- 
to de mercaderías de que se trta no es un hecho comprendi- 
do entre los delitos y faltas contra la seguridad del tráfico, 
previsto en la ley de ferrocarriles. corresi>onde sil juzga- 
miento al juez local. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DITA M EN DEL SK. PROCURADOR GENERAL 

Butoo» Aires. Marzo 22 dt 1912 

Suprema corte : 

A V. E. corresponde dirimir la presente contienda de com- 
petencia a mérito de lo que dispone el ; rt. 9. inc. de la ley 4<>55- 

Las constancias del sumario incoado con motivo del hurto 
«!:■ mercaderías cometido ]>or Vicente Flores, constatan que no se 
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trata de un hecho comprendido entro los delitos y faltas contra 
la seguridad del tráfico previstos en la ley general de ferrocarri- 
les, sino de un delito de carácter común cuyo juzgamiento co- 
rresj>onde a la jurisdicción local del lugar donde se ha cometido. 
No aparece, por otra parte. «pie se trate de un sitio donde la na- 
ción tenga absoluta y exclusiva jurisdicción. 

Por ello, y la jurisprudencia de V. K. (fallos, tomo 57. pág. 
300. tomo 58. pág. 185. tomo 81. pág. 66, tomo 113. pág. 150) ; 
pido se declare comitente para conocer en este sumario al señor 
juez del crimen de Córdoba. 

Julio Botet. 

l-ALI.O DK LA CORTE SÜPREM A 

Buenos Airei. Marzo 30 de 1912 

Y vistos : 

Atento lo resulto en las causas «pie se registran en el tomo 
53, página 254 y tomo 1 13. página 330, de los fallos «le esta cor- 
te, y lo pedklo por el señor procurador general, «levuélvanse es- 
tos autos el señor juez de) crimen de la ciudatl de Cónlotoa. para 
que lleve adelante sus procetlimientos, dando al señor juez fe«Ie- 
ral el correspondiente aviso. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanii.las. 

NOTA 

En 23 de marzo se declaró bien denegado el recurso extraordi- 
nario deducido por don Daniel Mackittlay, (hijo), en autos 
con la aduana de la capital, sobre defraudación, por haberse 
planteado la cuestión constitucional después de pronunciada 
la sentencia recurrida; así como el recurso extraordinario 
del artículo 30., inciso 20 de la ley 405$, a mérito de lo dis- 
puesto en el artículo 40. de la ley 7055. 
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CAUSA XXII 



/;/ juez letrado de Santa Crus, comunicando una vsólúcióri; so- 
bre remoción de un secretario decretada por el poder 
ejecutivo. 

Sumario: Corréamele al poder ejecutivo el nombramiento > 
remoción de los secretarios de los juzgados letrados, Esta 
facultad no puede ser con fundida con la que los jueces tie- 
nen de informar respecto a esos nombramientos, ni menos 
ser anulada por la misma, l'n decreto del i>oder ejecutivo 
ordenando la remoción de un secretario de esos juzgados no 
importa U« ataque a la mtependencia del poder judicial. 

Casó: Lo explican las piezas siguientes: 



RESOLUCION DEL JUEZ LETRADO 

Rio GaltcROS, Mario 18 de 1912 

Y vistos: 

Ka présente comunicación telegráfica del señor ministro de 
justicia i>or la cual se hace sal>er al infrascripto que por decre- 
to de fecha <) del corriente ha sido separado de Sil puesto el secre- 
tario de este juzgado Dr. Alejandro O'Connor y nombrado en 
su reemplazo a don Juan Agrelo (hijóY, considerando. Primero 
que el secretario de este juzgado fué hombrado por el poder 
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ejecutivo previo informe del infrascripto de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 45 <le la ley 1532, formalidad que pa- 
ra la designación de éstos funcionarios ha observado la ley 2662. 
Segundo, que habiendo el señor ministro j>edido al proveyente en 
telegrama confidencial que exigiera la renuncia del secretario, 
indicando al misma tiempo la persona a quien debía proponer 
en reemplazo, le fué contestado que el secretario doctor Ale- 
jandro O'Connor desempeñaba sus funciones con una dedicación 
v honorabilidad digna de todo encomio y que jamás había reci- 
bido el infrascripto, una sola queja referente a este empicado y 
por lo contrario tenia el convencimiento de estimación pública 
qu€ se había conquistado con su conducta intachable. Tercero, 
que no obstante el informe suministrado a1 señor ministro y las 
disjíosicioncs legales ya recordadas que rigen la forma de nom- 
bramiento y remoción de los secretarios, el poder ejecutivo, na 
separado de su puesto al doctor O'Connor designando al reem- 
plazante sin informe del suscripto sobre c'l nuevo funcionario. 
Cuarto, que el referido decreto es contrario al espíritu de la 
constitución nacional, artículo 99 y las leyes que rigen para 
el nombramiento de los secretarios de los juzgados letrados, 
que se inspiran en esa prescripción de la carta fundamental 
demostrando en sus disposiciones que se ha querido que di- 
chos funcionaros sean personas del conocimiento y confianza 
de los jueces, impidiendo al poder ejecutivo que pueda rodear 
justicia, esto que, por tanto, el presente decreto importa un ata- 
que a la independencia del poder judicial que al infrascripto está 
en el deber de llevar a conocimiento de la corte suprema de jus- 
ticia. Por estas consideraciones resuelvo declarar que el secreta- 
rio del juzgado letrado doctor Alejandro O'Connor, no ha cesa- 
do en sus funciones por ser ¡legal y violatorio de las leyes cita- 
das, el decreto que dispone su separación dd puesto, así como el 
nombramiento del nuevo secretario sin previo informe del subs- 
cripto. Segundo llevar esta resolución a conocrniiento de la su- 
prema corte «lebiendo efectuarse por telégrafo en razón de la di- 
ficultad y lentitud de las comunicaciones y la urgencia del caso. 
Autorizó el pro-secretario. Federico V. Badell. ante mi Francis- 
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cu Altamirano. Dios guarde al señor secretario. Federico Y. 
Badell juez-letrado. Ante mí. Francisco Altamirano. pro-secre- 
tario. 



DICTAMEN DEL sr. 1'RociRAUoR GENERAL 



Suprema corte : 



En presencia de la gravedad que reviste la comunicación del 
señor juez, letrado de Santa Cruz, qljten hace sábéf a esta corte 
suprema, que ha desconocido un decreto del poder ejecutivo na- 
cional relativo al nombramiento dé secretario para dicho juzga- 
do, ere-, que V. E. en ejercicio de las facultades de suprimen 
deuda qué 1c acuerdan los artículos 10 y ti de la ley 4055. debe 
contestar al mencionado juez, que su proceder 110 está auto- 
rizado |>or nínguriá disposición legal y que debe acatar la desig- 
nación de -cervario hecha j>or el j>oder ejecutivo. «le conformi- 
dad a lo dispuesto por 1... artículos 45 <*é la ley 153.». reformado 
jM.r el artículo t." de la ley 2662* 

Es de todo punto inexacto el motivo en que se apoya la re- 
solución del mencionado funcionario, dado qué se ha cumplido 
|H.r el poder ejecutivo con el requisito exigido ]>or la ley, de pre- 
vio informe «leí juez respecto del nombramiento o remoción del 
secretario, siendo de notar que la reforma introducida en la pri- 
mera ley por la que lleva el número 2662. importa privar a lo. 
jueces de la facultad de proponer a sus secretarios, debiendo li- 
mitarle únicamente a suministrar un informe, que queda librado 
a! poder ejecutivo tomar o no en cuenta. 

Adema-, los jueces no tienen jurisdicción para desconocer 
sjñ forma de juicio un decreto del poder ejecutivo dictado en 
materia de su incumbencia, y dicho decreto debe Ser cumplido 
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mientras no sea invalidado en la forma qué corresponde. Pido 
a Y. E. se sirva proveer de conformidad a 'o expuesto. 

Julio Bot e L 



FAI.I.O DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Air»», Abril 13 de 1012. 



Vista la comunicación del juez letrado del territorio de San- 
ta Cruz en la que manifiesta haber resuelto seguir actuando con 
i-n secretario removido por el poder ejecutivo, por «considerar 
Üegal esa remoción. 

Y considerando : 

Que el articulo 43 de la ley de territorios número 1532, mo- 
dificado |>or ¡a ley numero 2662 de 6 de noviembre de 1889, dis- 
puso lo siguiente: 

Bl escribano será nombrado y removido |x>r el |K>:lcr eje- 
cutivo previo informe del juez letrado; residirá en la capital de 
la gobernación de donde no podrá ausentarse sin permiso del 
mismo poder ejecutivo y gozará del sueldo que le asigne él pre- 
supuesto, sin perjuicio del cobro de Ios-derechos de registro. 

Ouc la designación de esós funcionarios emana de la ley 
co:i arreglo a lo dispuesto en ej inciso 14. articulo 67 de la cons- 
titución, según el cual corresponde al congreso determinar i*>i 
una legislación especia!, la organización, administración y go- 
bierno que deben tener los territorios nacionales. 

(Jue esa ley número 2062, al atribuir a los escribanos de ac- 
tuación de los juzgados letrados de los territorios la dirección 
del registro de contratos públicos, atribuyó también al poder 
ejecutivo el nombramiento y remoción de esos empleados, pre- 
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vio informe del juez lirado, dejando sin efecto la facultad de 
proponerlos que con feria a éstos la ley número 1532. 

Que al confiar a esos secretarios el registro de contratos, 
por la dificultad de encontrar diplomados que se trasladaran 
a un territorio para la «imple actuación con tí reduculo sueldo 
que entonces se les asignaba, el legislador creyó deber subordi- 
nar directamente al poder ejecutivo el nombramiento y remo- 
ción de los mismos y las licencias ]>ara ausentarse de la gooer 
nación. (Diario de Sesiones del honorable senado, 1889, pági- 
na 273)- 

Que la facultad de informar dada al juez letrado por dicha 
ley, no puede ser confundida con la de nombrar y remover re- 
conocida en el poder ejecutivo y menos anular ésta. 

Que, como se infiere del segundo considerando de la reso- 
lución <krl juez letrado, éste habría tenido, en todo caso, la opor- 
tunidad do informe respecto al candidato que le comunicaba e* 
mini terk), a lo que puede agregarse la consideración de que la 
exigí ncia de informar establecida por la ley se explica, más 
que en los casos de nombramientos de personas que el juez pue- 
de no conocer, en los de remoción de empleados, que actuando 
bajo sus órdenes, están indiscutiblemente habilitados para cali- 
ficar y apreciar. 

, Que es conveniente prevenir nulidades que perjudicarían 
a los^íitigantes con menoscabo del respeto y autoridad que debe 
revestir la administración de justicia. 

Por ello, y de conformidad con lo pedido por el señor pro- 
curador general, y atentas las circunstancias del ca*o. se declara 
que en la remoción y nombramiento a que se hace referencia no 
ha existido el ataque a la independencia del poder judicial que 
se denuncia por el señor juez letrado, y que. en su consecuencia, 
éste no puede seguir actuando con el secretario removido por 
cí poder ejecutivo. 

Hágase saber y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dei. 
Solar. — M, P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 
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CAUSA XXIII 

Criminal, contra Francisco Saavedra, por homicidio 

Sumario: Es justá la sentencia que condena a la pena de diez y 
siete años y medio de presidio y accesorios legales al autor 
de un homicidio perpetrado con la circunstancia agravante 
de haber obrado a traición y la atenuante prevista en el in- 
ciso 6* del articulo 83 de! código penal. 

Caco : Lo explican las siguientes piezas.: 

SENTENCIA DE LA CAMARA KEDKRAL 

La Plata. Njvicmbrc 25 de I9II 

Y vistos : 

Estos autos del proceso seguido a Francisco Saavedra, por 
homicidio, venidos en apelación fiscal y de la defensa de la sen- 
tencia de fs. 70. que condena al procesado a la pena de diez 
años de presidio. 

Considerando : 

Que e! hecho de la muerte de Guillermo Villa está acredi- 
tado en autos, como lo está igualmente que fué causa la lesión 
contusa que recibiera en el cráneo y que determinó la fractura 
del mismo, la compresión y derrame de las arterias meníngeas, 
como lo establecen los certificados médicos por el resultado de 
la autopsia. 

Que no hay dudas, y así lo han establecido con uniformidad 
todas las declaraciones de los varios testigos presenciales y lo 
ha corroborado la coifcsión de! procesado, que el a*itor de tales 
lesiones es él. Francisco Saavedra, y el instrumento de que se 
sirvió un piquete de alambrado atm cuando dude sobre identidad 
del que se le exhibió. 
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Que todas las declaraciones se refieren a las circunstancias 
calificativas en que el suceso se cumplió y cuya determinación 
es necesaria para establecer la responsabilidad y la pena a apli- 
carse. 

Que es indudable que a las lesiones precedió, con un inter- 
vaJo de tiempo no determinado, una riña entre la victima y Me- 
dina, en que intervino también Saavedra, recibiendo uno y otro 
golpes de martillo con que peleaba Villa. 

Que es igualmente cierto que terminada esa riña se retiró 
Medina, y Villa y Saavedra volvieron a su trabajo; asi lo decla- 
ran con Uni formulad los testigos interrogados. 

Que sin que mediaran palabras y de improviso Saaveoia, 
que estaba detrás de Villa se paró de golpe, y con un piquete del 
que estaba munido le aplicó a Guillermo ViHa en la cabeza un 
palo. Q"e éste fué a pararse y al pretender hacerlo, Saavedra 
le aplicó otro golpe que le derribó al suelo. Esta es la versión 
testificada por Rodríguez a fs. 2. reproducida por Schultze & 
fs. 5, i>or Manuel Villa a fs. 6 vuelta, declaraciones ratificadas 
> ampliadas ante el juez letrado a fs. 37 y siguientes. Esta es- 
cena es narrada por el prevenido de manera que variaría su gra- 
vedad, pues pretende que en la riña misma fué cuando le aplicó 
los golpes. 

Que ante la uniformidad con que los testigos, a todas hices 
hábiles y sinceros, se producen, la versión del procesado no pue- 
de prii^ar, y entonces es forzoso reconocer que el hecho de he- 
rir a traición y no de frente es una circunstancia grave que no 
se puede equilibrar con la ira que pudo quedar de la precedente 
riña. Habría, entonces, que reconocer en el autor del hceho e*tos 
dos elementos, pero en proporciones diversas. la agravante de 
obrar a traición, inciso 2." del artículo 84, y la atenuante de la 
ira por la escena que precedió a la acción que puede comprender- 
se en el inciso 1.* del articulo 83. Porque la provocación no fué 
inmediata y concomitante al hecho, había perdido su carácter, 
desde que se trabó la riña ; y más aún, citando ésta había cesado 
y !a normalidad se había restablecido, importando poco la can- 
tidad de tiempo transcurrido después de restablecida la paz. 
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En estas condiciones legales el homicidio no puede consi- 
derarse provocado, sino simple con una grave circunstancia ad- 
versa y una atenuante, y le corresponde asi el término medio es- 
tancado en el articulo 17, inciso i;*, capítulo I, ley de reformas. 

Que no puede acumularse otra atenuación, la del inciso 3/, 
que menciona la sentencia de primera instancia, porque el feroz 
modo de pegar, el instrumento grosero empleado para los golpes 
y la reiteración con que éstos se aplicaron, rodean al hecho do 
un carácter trágicamente desagradable y repulsivo; y esto, des- 
pués del periodo de reflexión que la misma sentencia consulta. 

Por estos fundamentos, se modifica el fallo recurrido tam- 
bién j>or el fiscal y se declara al procesado Saa,vedra reo de ho- 
micidio simple, con una atenuante y una agravante, por lo que 
se le aplica la pena del articulo 17, inciso !.", ley de reformas, 
en su término medio, o sean diez y siete y medio años de presi- 
dio y sus accesorios legales, con el desalentó legal y costas. 

Hágase saber y o|>ortunamente devuélvase para sti cum- 
plimiento. 

Joaquín Carrillo. — Marcelino Escalada. 
— Leónidas Zaralla. 

PALLO DE LA CORTE Sl'PREMA 

Buenos Alrct, Abril 16 de 1912. 

Vistos y considerando: 

(Jue las constancias de autos relacionadas en la sentencia 
de fs. 85, comprueban la culpabilidad del procesado como autor 
de la muerte de Guillermo Villa a consecuencia de las heridas 
que le infirió, las que según los informes expedidos por los fa- 
cultativos médicos que practicaron el reconocimiento de su ca- 
dáver, la determinaron casi inmediatamente. (Informes de fo- 
jas 7, 17 y 36; declaraciones de fs. 3 a 7. 37 a 41 ; diligencia de 
fs. 42, y partida de defunción de fs. 47). 
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Que |x>r lo que hace a la pena que se le ha impuesto en la 
sentencia recurrida, rila es justa, y arreglada a lo dispuesto en 
el artículo 17, inciso 1.*, capitulo I y artículo 6. ' de la ley núme- 
ro 4189, y no existe mérito para modificarla en el cutida soli- 
citado por la defensa, dado lo que aparece del proceso en cuanto 
a la naturaleza del del ño, a la falta de provocación en el mo- 
mento en que fué cometido y dadas las circunstancias del hecho. 

Por ello, y fundamentos concordantes, se confirma la sen- 
tencia apelada de fs. 85. con costas. — Xotifique.se original y 
devuélvanse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
I«. Lopkz Cabanillas. 



CAUSA XXIV 

Don Manuel Beatriz en autos con el ferrocarril del Sud. sobre 
daños y perjuicios. Recurso de hecho 

» 

Sumario: Xo procede el recurso extraordinario del artículo 14. 
ley 48. contra sentencia que recliaza una demanda jK>r da- 
ños y perjuicios ocasionados |x>r accidente de ferrocarril, 
fundada en que no han sido probados los hechos de que se 
hacia derivar la responsabilidad de la empresa. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 

DICTAMEN DEL sr. PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte: 

Xo encuadra el presente recurso dentro de la enumeración 
cid articulo 14 de la ley 4H. único caso en- que podrá prosperar, 
dentro de to proscripto por el articulo 6." de la ley 4055. 



tZ JUSTICIA Dt LA NACION 295 

La base de la demanda ha sido un derecho aj>oyado en dis- 
posiciones del código civil, siendo accidentales y concurrentes y 
de una manera indirecta, la mención que se ha hecho de determi- 
nadas disposiciones de la ley de ferrocarriles. Los fundamentos 
de la sentencia recurrida de fs. 89, tienen en lo fundamental la 
misma fosé* recordándose lo actuado a mérito de la ley de fe- 
nocarrües, al solo objeto de la apreciación de los hechos, lo que 
a su vez. es extraño al recurso interpuesto. 

Estas consideraciones son las que me inducen a pedir á 
Y. E. se sirva confirmar la resolución de fs. 94 vuelta en el sen- 
tido de declarar bie 1 delegado el presente recurso. 

Julio Botet. 



F.\LU> pE LA CORTK SUPREMA 

Buenos Aires, Abril 18 de 1012. 

Autos y vistos : 

El recurso de hecho por apelación denegada interpuesto 
por el representante de don Manuel Beatriz, contra sentencia de 
la cámara federal de apelaciones de la capital en la causa segui- 
da por aquél contra la empresa del ferrocarril del Sud. 

Y considerando : 

Que la sentencia apelada de fs. 89 se funda en que no han 
sido probados los hechos de que el actor hacia derivar la res- 
ponsabilidad de la empresa demandada en el accidente sufrido 
por don Manuel Beatriz. 

Que las cuestiones de hecho son extrañas al recurso extra- 
ordinario previsto en el articulo 6.° de la ley número 4055 con 
arreglo a lo reiteradamente resuelto por esta corte. (Fal!os. to- 
mo 97, págs. 319 y 403, y otros). 
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Qtie la inteligencia ciada al artículo 65 de la ley de ferroca- 
rriles j>or la expresión de agravios del demandado y aceptada 
por la sentencia apelada de conformidad a la jurisprudencia es- 
tablecida, no ha sido controvertida por el actor en su escrito de 
fs. 85, acogiéndose a la opinión de los tratadistas ( í s. 87). 

Ppr ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido ¡x>r 
el señor procurador general, se declara improcedente el recurso. 
N'otiíiqucsc original y repuesto el papel, archívese, devolviéndo- 
se los autos agregado* con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
Ü. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



CU SA XXV 

Doña Teresa ¡Añares de Iriarti eontra el ferrocarril Central 
Agentino, por daños y perjuicios. 

Sumario: 1." Invocados derecho* derivados de! reglamento b e 
neral de ferrocariles, que se pretende halwr sido descono- 
cidos, procede el recurso extraordinaio del articulo 14. ley 
número 48. 

2/ til particular que en uso del permiso existente para 
todos los que recil>en carga consignada a una sola persona 
procede a la descarga o remoción de la misma de un vagón 
colocado en una vía destinada a ese fin. no viola el regla- 
mento general de ferrocarriles; y en tal caso, la empresa es 
re<|x>nsable del daño causado en un accidente producido 
por imprudencia de stfs empleados. 



i aso : Ia> explican las siguientes piezas: 
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SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

La Plato, Agosto !•• de 1911. 

Vistos y cpifóiderando: Que está probado en estos autos que 
Juan Iriarti ha sido victima de la imprudencia de los empleados 
dé la empresa del ferrocarril Central Argentino, al penetar la má- 
quina sin precaución de ninguna clase al recinto, donde se encon- 
traba el vagón cargado de madera, en el cual estaba Iriarti tra- 
bajando. 

Qué esa madera estaba a cargo de Iriarti. quien haciendo 
uso del permiso existente para que todos los que tenían carga ya 
despachada, pudieran entrar al sitio donde se encontraba, a las 
horas más convenientes, con el fin de hacer sacar esas mercade- 
rías. 

Que en este trabajo se encontraba Iriarti, cuando penetró 
una máquina al local y se llevó por delante, con bastante violen- 
cia, a unos vagones, los cuales embistieron al en que se encontrá- 
is Iriarti, con una fuerza un violenta que lo arrojó al suelo y fué 
llevado i*>r delante, pasándole por el cuerpo uno de los vagones, 
le que le causó la muerte. 

One como queda dicho, estos antecedentes están plenamente 
demostrados en autos, según se desprende dé las declaraciones de 
fs. 32 a 38 y fs. 39, 40, 42, 46 y 48. 

Que está igualmente probado que la victima era un hom- 
bre sano, robusto y trabajador en su oficio de albañíl construc- 
tor, en el que ganaba hasta seis pesos moneda legal diarios. 

Que en el a quo al deferir al juramento de la parte aotora, 
la fijación del importe de los perjuicios reclamados dentro <Ic la 
suma de veinte mil pesos moneda legal, estando estos perjuicios 
comprobados sin justificación de su importe, ha procedido de 
acuerdo con lo dispuesto por el art. 220 del procedimiento civil 
supletorio, pero al determinar la cantidad dentro de la cual se 
prestará el juramento estimatorio, señala una suma que es exa- 
gerada, si se tiene en cuenta el trabajo de la víctima y su ganan- 
cia diaria. 
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Por estos fundamentos, y sus concordantes, se confirma el 
fallo apelado, con costas, en !o principal, modificando en la suma 
que debe prestarse el juramento estímatorio, el que se fija en la 
cantidad de quince mil pesos. Devuélvase |>ara su cumplimiento 
y reposición del sellado. 

Joaquín Carrillo — Leónidas Zaralla. — 
Marcelino Escalada. 
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Bucnot Alrts. Abril 18 de 1912. 

Visto el recurso extraordinario deducido en la presente cau- 
sa seguida por doña Teresa Linares de Iriarte contra la empresa 
del ferrocarril Central Argentino sobre indemnización de daños 
y perjuicios. 

Y considerando : Que habiéndose invocado derechos deriva- 
vados dd reglamento general de ferrocarriles nacionales los que 
se pretenden haber sido desconocidos por la sentencia que ha 
puesto fin al pleito, procede el recurso deducido con arreglo a lo 
dispuesto por el art. 6 de la ley 4055 Y *4 # É te y N -* 48. 

Y considerando en cuanto al fondo: Que en la sentencit de 
fs. ioi se establece que se ha probado cumplidamente que el 
accidente a que se refiere la demanda se produjo por la impru- 
dencia de los empleados de la empresa los que no tomaron pre- 
cauciones de ninguna clase para evitarlo, como asimismo que en 
los momentos del choque que causó la muerte de Iriarte, éste 
se encontraba efectuando la descarga sobre uño de los vagones 
situados frente a tina planchada en uso de un permiso existente 
para todos los que recibían carga consignada a una sola persona, 
para poder efectuarla a cualquier hora hábil sin necesidad de 
otro aviso después de la presentación de la guia. 

Que de estos antecedentes resulta que no se han desconocido 
las disposiciones del reglamento general de ferrocarriles nació- 
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nales ni dejado de tenerse presente del punto de vista expresado 
por la empresa en su escrito de fs. 1 1 1, en cuanto al permiso que 
debió solicitarse para efectuar la descarga, el que se da como un 
hecho acreditado en !a prueba a que se hace referencia. 

Por estas consideraciones se confirma con costas la senten- 
cia apelada de fs. 101 en la parte que ha sido materia del presen- 
te recurso. Notifiques^ original y devuélvanse los autos a la cá- 
mara de su procedencia, reponiéndose las fojas ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — Lucas L. 
Cabanillas. 



CAUSA XXVI 



El doctor Mario Videla, contra la provincia de San Juan, sobre 

interdicto de retener 

Sumario: \ a Una mensura practicada por decreto del gobierno y 
aprobada por la oficina respectiva ; la vigilancia y administra- 
ción de los campos medidos, ordenadas por el mismo, con- 
ceptuándose dueño y poseedor de éstos ; la orden de venta 
en subasta pública tomando como base la citada mensura y 
la prohibición, en absoluto, de todo corte y extracción de 
maderas, son actos susceptibles de perturbar la posesión. 
2° Acreditada la posesión del actor, no puede afectar a ésta la 
oposición a un deslinde deducida por terceros de quienes el 
demandado no es sucesor. 

Caso : Resulta del siguiente fallo : 
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Butilo» Airet, Abril 25 de 1912. 

Vistos estos autos <le los que resulta: El doctor Mario Vi- 
dela con los «locumentos de fs. i a 74, deduce interdicto de rete- 
ner contra la provincia de San Juan, exponiendo: 

Que las tierras denominadas "Chimba" y "Valle de Angaco ". 
en \Z «lepartamentos <lc Alhardón, y ambos Angaco de dicha 
provincia, fueron vendidas en 1712 al presbítero Díaz Sambra- 
no. que a su vez en 1739 las trasmitió a la Iglesia de Cuyo, y ésta 
en 1889. a don Juan Antonio Doncel, de quien es sucesor singu- 
lar por compra que le hizo en 6 de agosto de 1908. habiendo 
comprado el resto a don Segundino José Navarro y don Carlos 
Conforti, en 7 de agosto de 1908 y 15 de febrero, respectivamen- 
te, adquirentes de la mitad de los derechos del mismo Doncel, se- 
gún compras efectuadas en 8 de enero de 1889 y 20 de febrero 
de 1908. 

Que además compró a la iglesia de Cuyo en 13 de febrero de 
1909 los derechos y acciones que pudieran corresponderle sodtx 
las tierras preíndicadas, especialmente los emergentes del cono- 
trato celebrado con Doncel, en 5 <te «ero de 1889. 

Que estipuladas y firmadas tes transferencias que ha men- 
cionado, Sambrano, la Iglesia de Cuyo, sus otros causantes y el 
exponerte, entraron a poseer el "Valle át Angaco", públicamen- 
te, sin solución de contmmdad, sin contradictores, cultivando el 
inmueble, percibiendo sus frutos y ejerciendo actos semejame* 
en todo o parte, bajo los límites que d título determina, o sea : al 
norte la sierra de Angaco, también conocida hoy con el nombre 
de "AJto de Mogna" ; sud, la barranca norte del río de San Juan ; 
este, el antiguo camino que conduce a "Valle Fértil", y por el 
oeste, otro camino divisorio de los campos de "UHanT que cruza 
por las propiedades que fueron de don Angel Marambio. con tina 
extensión aproximada de setecientas cuadras de oriente a po- 
niente. 
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Que esta pública y pacífica posesión ha sido turbada por el 
gobierno de San Juan mediante una mensura administrativa del 
terreno referido en los primeros meses del año 191 1. colocación 
de mojones, el hecho de sacarlo a remate y de venderlo en su 
mayor parte a don Yictorio Gillo Matti. 

Que había hecho practicar también un deslinde de la propie- 
dad, y que el gobierno de San Juan no sólo ha reconocido desde 
tiempo inmemorial la posesión antes mencionada, sino que la 
amparó en diversas ocasiones y ha cobrado año por año el im- 
puesto de contribución territorial. 

Que después de aducir otros antecedentes relativos al rema- 
te y protesta que formuló con motivo de éste, solicita, de acuerdo 
con las disposiciones que invoca, que se le ampare en la posesión, 
con costas. 

Que en el juicio verbal establecido jx>r el art 332 de la ley 
de procedimientos, el actor reprodujo la demanda, presentó do- 
cumentos y pidió varías diligencias de prueba ; agregando que el 
3 de agosto de 1888 la Iglesia de Cuyo dió en arrendamiento a 
Odicino la cantera Laja, en el río de los Morteritos, hasta el río 
de la yesera hacia el norte, y se puso en posesión al locatario en 
10 de octubre de 1890. 

Que el 25 de octubre de 1901, la misma iglesia celebró con d 
señor Yandel tin contrato de arrendamiento de terreno ubicado 
en el departamento de Albardón y que se extendía por el lado 
norte hasta el "Alto de Magna". 

Que el propio derecho aseguran los contratos celebrados con 
Endrizzi, Ríchet y Mol le desde 1901 hasta 191 1 ; con R i viere, en 
10 de noviembre de 1910, por un año, para la explotación de la 
yesera, cerca del río de las "Aguaditas", paraje situado como los 
anteriores dentro del perímetro de la mensura ordenada arbitra- 
riamente por el gobierno; y finalmente con Cabrera, de una frac 
ción situada en la Quebrada de los Molles, invadida asimismo por 
aquella mensura. 

Que el doctor Arturo de la Rosa Ponte, por la provine» 
demandada, expuso: 

Que los títulos de Ja Iglesia de Cuyo y los demás de que 
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hace m¿rito el actor, aun en la hipótesis de que no estuvieran vi- 
ciados de nulidad, no pueden servir de base para intentar el pre- 
sente interdicto. . . . . 

Que los campos del "Médano Pelado" y los del sud de este 
ubicados en "Mogna \ departamento de Jachal y en Angaco ñor. 
tt"i que su representada ha hecho mensurar administrativamen- 
te, -reservando una parte para las colonias agrícolas y vendiendo 
otras fracciones en subasta pública, han sido siempre i>oseidos 
por dicho gobierno a titulo de dueño, de una manera continua, 
pública, pacifica y por nadie interrumpida. 

Que el poder ejecutivo de San Juan ha procedido en ejerci- 
cio de su autoridad y derecho propio al ordenar y verificar la 
mensura, amojonamiento y deslinde de las tierras referidas, asi 
como al disponer por decreto de 12 de abril del año 191 1, la ven- 
ta de j>arte de esas tierras. 

Que aun cu* .ido fuese posible una confusión ele limites en- 
tre la" tierras mensuradas ¡x>r el gobierno en "Mogna ' y "An- 
gaco norte" con la de los Baños" y "Canteras de la Laja", en el 
Albardón, tampoco procedería el interdicto, porque el doctor VI- 
dela no tiene la posesión actual en tales llanos. 

Que es absolutamente inexacto que el actor haya hecho des- 
linde judicial de los derechos de campo que pretende poseer, y 
tampoco puede hacerlo sin que previamente se resuelvan en su 
favor los litigios que tiene pendientes sobre la propiedad y pose- 
sión de dichos inmuebles ante la justicia ordinaria de San Juan. 

Que en apoyo de sus afirmaciones presenta varios documen- 
tos, solicita diversas diligencias probatorias y pide el rechazo 
del interdicto con castas, y reseña de la acción por daños y per- 
juicios. 

Que recibidas las pruebas y habiendo alegado ambas partes 
sobre su mérito, se llamaron los autos para proveer lo que co- 
rrespondiera. 

Y considerando: Que conforme a lo prescripto en el art. 
2472 del código civil, la posesión nada tiene de común con el de- 
recho de poseer, y es inútil la prueba en las acciones posesorias 
del derecho de poseer por parte del demandante o demandado. 
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Que el art. 327 <k la ley núm. 50 requiere, para que tenga 
lugar el interdicto de retener, que el demandante se halle en ac- 
tual posesión y que se haya triado de inquietarlo por actos que 
deberán expresarse en la denuncia. 

Que no son así de pertinente examen en el caso sub judicc 
los documentos presentados por el actor para justificar el domi- 
nio que pretende en las tierras a que se refiere la acción pose- 
soria entablada (fs. 3, 6, 12 a 26, ni los agregados a instancia 
de la demanda con el fin de comprobar que ia Iglesia de Cuyo 
había enajenado ante los mismos terrenos a otra persona (fs. 
349 a 363), y menos los que se relacionan con enajenaciones al 
norte del Alto de Mogna, según el plano de fs. 74 (fs. 366, 368, 

37 1. 374)» donde dicho actor 110 P retende scr poseedor, como se 
infiere de su demanda y lo manifiesta categóricamente a fs. 397- 

Que si bien por los decretos de 16 de diciembre de 1904 (**• 
190) y de 25 de agosto de 19 10 ( fs. 205 vta.), el poder ejecutivo 
de San Juan se propuso únicamente determinar por medio de 
una mensura el área de terreno fiscal que hubiera en Medaño 
Pelado y al sttd de este punto, aparece que una vez practicada 
esa operación, se la aprobó por el departamento general de obras 
públicas ( fs. 262 y 270) y que el poder ejecutivo, conceptuándo- 
se dueño y poseedor de los campos medidos, hizo extensiva a 
ellos, sin reserva alguna, por decreto de 31 de marzo de 19". 
vigilancia y administración que antes se había establecido para 
los terrenos de Medaño Pelado ( fs. 149), procediendo poco des- 
pués, en 12 de abril de 1901, a ordenar su venta en subasta públi- 
ca, tomando como lase la ya citada mensura ( fs. 163) ; a que se 
agrega que antes, en 18 de octubre de 1910, había prohibido en 
absoluto todo corte y extracción de maderas de Médano Pelado 
y al sud, hasta una linea que uniera el Chañar con Nido y las 
Piedras Marcadas (fojas 152). 

Que en tales condiciones, esa mensura y los actos que le han 
seguido de inmediato, son susceptibles de perturbar la posesión 
que el actor dice tener sobre parte de los terrenos de referencia 
(at. 2496 código civil ; art 327, ley 50; fallos, tomo 102, pág. 95 
y otros), no obstante los propósitos de respetar los derechos pri- 
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vados que se alega animaban al gobierno de San Juan (.fs. 44-' 
, ta. y otros), y sin que a ellos se oponga el art. 2750 del código 
civil* «lado que la conclusión anterior no desconoce las facultades 
,1c la jurisdipción administrativa para el deslinde de !os fundos 
qué depetkíen del dominio público. 

Que jK>r lo que resjHXta a la j>osesión que, fundado en los 
artículos ¿408 v 241 1 del código civil, se atribuye el doctor Vide- 
l.i en los caiíi{*s ubicados al norte de la linea A. 2. 3. 4 y 5 del pía- 
no de fs. 74. ba>ta el Alto de Mogna. a titulo de j>o>ecdor de los 
Baños «le la Laja, ella no es admisible aun en el supuesto que con- 
mrra ésta última circunstancia, desde que no -c trata de tierras 
de extensión o de ubicación bien determinadas, y desde que por 
una parte ¿le los propios documentos presentados por el deman- 
dante (fs. 59 a 64) resulté qiié el reconocimiento de decenos 
q U C a ¡ni favor hizo el i>oder ejecutivo en 12 de enero de 1910, 
aparece limitado a las canteras y agitas minerales de la Laja, don- 
de aquél manifot.» que tenia el provecto de fundar uno de los 
balnearios más importantes de la república y de hacer la explota- 
ción de las cantera- en grande escala, con maquinarias modernas; 
v i>or otra, el ¡H.der ejecutivo en lo- decretos de 1 de octubre de 
1910* 23 de noviembre del mismo año y ¿I (l <-' marzo de !<>i I de- 
claró fiscales las tierras existentes feittré el rio de Mogna. mía 
linca norte a súd desde llorenza hasta dicho río; el de Jesús, 
Af$n Amarga. Chañar con Nido. Piedras Marcadas y la Cumbre 
ríe los cerros Billicttn y Morado I fs, 1521 ; nombró un adminis- 
trador de ellas 1 fs. 145 y I4<>'. >* ,la venido ejerciendo vigilan- 
cia. i>or conducto de la policía desde año- atrás en Albardon. 
Jadía! Ancuco norte y Mogna. a fin de evitar e! corte y extrac- 
ción de leña- y demás productos en concepto de tratarse de cam- 
pos fiscales; a estar a los informes de fs. 275 a 283. que se en- 
cuentran corroborados j*»r las declaraciones dé don Tomás G. 
Quiroga • fs. 329), don Claudio Mercado ( fs. 334). don Evaris- 
to Mallea . fs. 544 >. y don César Ouiroga i fs. 383), sin tomar en 
cuenta otros v el informe de fs. 1X7. qu€ carecen de importancia 
|M>r referirse a terrenos situados al norte del Alto de Mogna. 

Que aun cuando en virtud de lo que precede deba decidirse 
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que el actor no tiene la posesión en toda la amplitud alegada, las 
declaraciones de don Santiago Vasallo (fs. 3<>3» 3*. 6.a) y de 
don Vicente Laciar < fs. 312, 3.a. 4.a, 5.a) comprueban, sin em- 
bargo. que aquél posee actualmente la mina de yeso y un puesto 
en la Quebrada del Mulle (plano de fs. 74). por intermedio de 
sus arrendatarios don Rene Rigiere y don Gregorio Cabrera. 

Que no hay prueba de las tachas opuestas por la provincia 
(fs. 331 ) al testigo Vasallo, y, además, las declaraciones referí- 
das se encuentran indirectamente confirmadas por los arrenda- 
mientos anteriores de la Iglesia de Cuyo aYandel y otros, de 1901 
a 1907 ( fs. 297) ; el decreto de 12 de enero de 1910 (U: 63) re- 
conocido a fojas 1 16 vuelta ; el contrato de locación de que obra 
testimonio a fs. 392 y el que dice el testigo de la demandada don 
Claudio Mercado, que celebró con la iglesia ( fs. 334, 3.a) ; la soli- 
citud de deslinde y decreto judicial acordándolo ( fs. 8. 10, 1 i, 37, 
-ti ) con asentimiento fiscsii ( fs. 37, 40). publicación de edictos 
i fs. 43 y 45), las boletas de contribución de fs. 65 a 69 y <-ertifi- 
cado de fs. 166 y 175; los mojones colocados por el perito Guar- 
dtpla ( fs. yé vta. 307 y 266 vta. ) ; el testimonio de Yandel res- 
pecto al col de derechos de explotación ( f n . 300 vta.), el infor- 
me de fs. , de la oficina de tierras ; el plano de la mensura ad- 
ministrativa de fs. 74. reconocido a fs. 410; el informe de la ins- 
pección de agricultura y obras públicas (12 de noviembre de 
1904) en el cual se dice: "Las minas de cloruro de sodio, de me- 
jor calidad y más abundante y que mis explotan los arrendatarios 
de los campos de la Iglesia de Cuyo, están como a 7 kilómetros 
a! sud de la población de Mogna y en los campos del "Médano 
I 'ciado*' < fs. 187 ) ; los términos de la solicitud de arrendamiento 
de que corre testimonio a fs. 197 ; como quiera que estos antece- 
dentes y otro? revelan, ya una posesión anterior más extensa de 
la iglesia y del actor o en otros puntos de los terrenos en cues- 
tión, y a circunstancias que hacen verosímil la posesión en los pa- 
rajes concretamente señalados por las testigos. • 

Que la calidad de anual de esa posesión puede inferirse de' 
los términos de las declaraciones de \ asallo y Laciar. relaciona- 
das con las otras constancias de los autos de que se ha hecho mé- 
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rito, y es en rigor y necesaria para la admisión de la demanda, 
atento lo dispuesto en el art. 2477 <ñd\go civil. 

Que no puede afectar la ix>sesión de Videla en los puntos in- 
dicados la circimstancia de que los Marcó, de quienes no es suce- 
sor* la provincia, titulándose propietarios y poseedores de los 
campos que fueron de la Iglesia de Cuyo se hayan opuesto al des- 
linde . fs. 400 v ta . >. puesto que dicha ,K,sesión se encontráis acre- 
ditada en la forma que queda expuesta y no por el hecho del des- 
linde v por no ser aplicable al caso, como se pretende ( fs. 410). 
el articulo -'481 del enligo civil en cuanto a las interrupciones ori- 
ginadas i»or citación a juicio, visto lo proscripto en el art. 399" 

del mismo código. .. ... , T . 

Que tami>oco ha convertido en litigiosa la posesión de \ 1- 
dcla ( fs. 416) e impedi.lole el presente interdicto la demanda por 
jactancia que acredita el testimonio «le fs. 180. desde que m se 
acephS la jurisdicción «leí juez local l fs. 183 vta. ). ni había trans- 
currid., un año .art. 403* código civil) entre la deduce» m «le di- 
cha demanda . «o de mayo de 191 U & <8i > y la posesoria (10 de 

junio de 1. fs. 81 I. 

( h* en cuanto a la posesión «leí resto del campo por inter- 
medie «Ion Calixto Arroyo. . fs. 296, 3 =>>. el testigo Jsnde! ce 
clara ignorar el hecho I fs. 297 vta.. 2.a) : el testigo Laclar es de 
oídas . fs. $12 vta.. 3.a» : y si bien el testigo Vasallo maniticsta 
que ha visto una orden suscripta |>or don Victor Bonbiam, como 
apoderado ¡el doctor Videla. que tiene en su poder Arroyo "pa- 
ra cobrar derechos o dar permiso para la explotación del canu»» 
que füé «le la Iglesia v es hoy «leí doctor Mario Videla". fuera «le 
ser singular el testigo, la orden aludida no es en si misma acto 
.H.scsorio. v en todo cas., no podría prevalecer sobre las pruebas 
encontrarlo produei.las por la «lemandada. y que se contraen .-««- 
mo se ha visto, a actos ,x»steriores a las diligencias de posesión «la- 
da en 1712 al cura v vicario «Ion Simón Díaz Sambran.» de los pa- 
rajes nombrados !a "Chimba" y "Angaco" ( fs. 5); el amparo en 
la |K»scsi.»n a la Iglesia «le unos terrenos situa«losal norte del no 
de San luán, en i8l«) I fs. 7 y 48) i a la i>osesión da.la a Odicino 
en 1890 l»ara «lurar hasta 19Ó8, como arren.latario de la Iglesia. 
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<lc «na camera de Laja en el rio de los "Morteritos", según los 
instrumentas no autenticados y objetados de fs. 51. 52 y 4" ¡ *' 
arrendamiento a Yandel en 1901. por dos años ( fs. 53, escritura 
objetada también por falta de autenticación) ; y el arrendamien- 
to a Endrizzi hasta 1906 (fs. 133). 

Que no es procedente la inspección ocular que se pide (fs. 
77 y 407) a los fines de comprobar la existencia de locatarios en 
diferentes partes integrantes del valle de Angaco hacia el norte, 
sobre la linea divisoria del sud y en los confines del este y oeste, 
y la colocación de mojones en "Mogna", porque esta medida de 
prueba ha debido solicitarse oportunamente, sino se consideraba 
suficiente la medida sobre el particular. 

Que no consta tampoco que se haya practicado y aprobado 
judicialmente el deslinde del cami». Que no hace al caso el exa- 
men de si el punto marcado en el plano de fs. 74 con el nombre 
de "Baños" de la Laja, poseídos por el doctor Yidela. se encuen- 
tra o no en posesión de éste, analizando al efecto los autos agre- 
gados. "Doctor Mario Videla contra Pedro A. Richet por desa- 
lojo" y otros antecedentes (fs. 115. 122 a 128. 292). toda ve* 
que dicho campo-no está comprendido entre los medid» s ¡orno fis- 
cales por el ingeniero Quiroga ( fs. 263 vta.. 2Ó4. 407. 410 y vta. > 
y el decreto de 12 de abril de 1911 mandó sacar a remate tan 
sólo los campos que están al norte de los Baños mencionados. 

Que lo propio de observarse relativamente a la Cantera de 
la Laja (pregunta 6a. del interrogatorio de fjs. 196), pues no fi- 
gura marcada en el repetido plano de fjs. 74 al norte de la lititi. 

A. 2. 3, 4 y 5- 

Por estos jnndamentos se ampara al doctor Mario Videla 
en la poseción de la mina de yeso y puesto arrendado a Cabrera, 
con arreglo al plano de fjs. 74. debiendo el gobierno de la provin- 
cia de San Juan abstenerse de turbarlo en dicha poseción; y se 
declara no haber lugar a la demanda en cuanto al resto del in- 
mueble a que ella se contrac. Las costas se abonarán en el orden 
causado, en vista del rechazo parcial de ¡a acción. Notifiquese con 
eí original, devuélvase el expediente caratulado "doctor Mario 
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Videla ; contra Pedro Richct por desalojo" y repuestos los sellos, 
archívese 

A. Bermejo. .— Nicanor G. del 
Solar., — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



CAUSA XXVII 

María Barthc de Larralde, su sucesión : sobre intervención con- 
sular. 

Sumario: Resuelta la intervención consiriar, la simple presunción 
de vacancia de la herencia no ¡mi>orta la cesación de aqué- 
lla. Tampoco puede inferirse tal cesación, del nomhramiento 
de curatlor de la herencia y de la participación dada al con- 
sejo de educación, que se tuvieron en vista al resolver dicha 
intervención. 

i 

Caso: Lo explica las siguientes piezas: 

DITA MEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL 
Suprema corte : 

• 

El recurrente sostiene que la resolución reputando vacante 
la herencia, le afecta en los derechos establecidos a su favor por 
la ley nacional 163 y el protocolo suscripto con Francia en 26 
de fehrcro de 1889, en su carácter de albacea designado por 
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cónsul de dicha nación ; y es dicha alegación la que ha scr- 
hido de base para declarar la procedencia del recurso traído a 
conocimiento de V. E. 

Planteado así el caso sometido a este tribunal, dentro de 
las limitaciones propias de la apelación extraordinaria, debo 
expresar, que nada autoriza a suponer que la resolución men- 
cionada/suprima al aHncea consular, negándole personería para 
continuar interviniendo en el expediente; — que es lo que po- 
dría afectar el derecho que le acuerda la ley y protocolo arriba 
citado. — desde que ni el auto del juez de fjs. 157 vta., ni ia 
resolución confirmatoria de la cámara de f js. 174, contienen una 
decisión explícita en tal sentido, y es, por io tatito, fuera de lugar, 
decidir un punto sobre el que no ha recaído resolución de los 
tribunales inferiores. 

El auto <kl juez de fjas. 157, que al reputar vacante la he- 
rencia de doña Mariana Barthe de Larralde, nombra un curador 
de la herencia, se atiene a lo prescripto por el código civil en sus 
artículos 3539 y 3540, que mandan llenar esa dilijencia, si des- 
pués de la citación de los herederos por editos durante treinta 
días, no se presenta ningún pretendiente reclamando sus dere- 
chos. Dicha dilijencia que es anterior a la declaración de vacan- 
cia de la herencia, la cual, según el artículo 3544 y siguientes sólo 
procede después de satisfechos todos los créditos y gastos de la 
sucesión ; no excluye necesariamente la intervención del albacea 
consular, por que este continúa ejerciendo & representación de 
los presuntos herederos que se hallen en el extranjero, hasta que 
se dicte la declaratoria judicial estableciendo el orden sucesorio, 
sea a favor de los herederos que comprueben su carácter, sea 
a favor del fisco nacional o provincial, por falta de loe primcixis. 

El beneficio acordado por la ley nacional citada en favor de 
los extranjeros que mueren ab-intestado sin <lejar ascendientes 
o descendientes en el país, o bajo testamento en que se instituya 
a extranjeros ausentes, no puede -limitarse a la intervención del 
albacea consular durante los treinta días que dura la publicación 
de edictos, parque en este breve espacio de tiempo no será po- 
sible en la mayoría de los casos traer los documentos jostiticati- 
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vos del derecho hereditario de los residentes en el extranjero, ni 
tampoco es lógico hacerlo cesar por la simple presunaon de va- 
cancia de la herencia, que no establece derechos definitivos en 
provecho del fisco, y por consiguiente, de^ mantenerse la re- 
presentación acordada a los presuntos herederos ausentes. 

Además, ninguna dificultad puede surgir de la intervención 
de los albacéas consulares, al mismo tiempo que la de los cura- 
dores de la herencia, porque unos y otros tienen en vistamte- 
reses distintos y su personería subsistirá hasta que se decida de 
la forma en que se distribuirán los bienes sucesorios. 

Por estas consideraciones pido a Y. E. se confirme la resolu- 
ción apelada, con la declaración de que ella no importa la cesa- 
ción de la personería acordada el albacéa consular. 

Julio Botcl. 
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Buinot Alrti. 27 de Abril de 1912. 



Vistos y considerando; en cuanto a la apelación del albacea 
consular. 

Que en el auto firme de fjs. 53. a que se refiere el recurrido 
de fjs. 174. la cámara <i quo dejó expresamente establecido que, 
"sin perjuicio de la representación de lo» que por el código de 
procedimientos son partes en las sucesiones vacantes, procede que 
en el caso le correspondiera de acuerdo a lo que prescribe el 
articulo 10 de ta ley de septiembre de 1865"; y que "para conce- 
der o negar intervención a lo* aliáceas consulares, debe atender- 
se a dicha lev o ¿(tratado con la nación que represente el cónsul, 
restringiéndose la intervención de los que ordinariamente deben 
entender, tan sólo en los limites de las facultades exclusivas que 
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I>ertenezcan al albacea consular'; resolviéndose con consecuen- 
cia, que se diera a éste la intervención solicitada. 

Que tal decisión lia sido hasta el presente cumplida en el 
juicio, sin que los pronunciamientos de las instancias inferiores 
que motivan este recurso, contengan concepto o disposición algu- 
na expresa que autorice a pensar que, por la simple presunción 
de vacancia de la herencia de que se trata, se ha querido excluir 
o suprimir la intervención ya acordada y hasta entonces cumplida, 
del referido albacea. 

Que tal cesación no puede tampoco inducirse por implican- 
cia del nombramiento de curador de la herencia reputada vacan- 
te v de la jiairticipaeión dada al consejo de educación en el auto 
apelado, desde que esta doble circunstancia ya se tuvo en vista 
por dicha cámara en su recordado auto de fjs. 53; no pudiendo, 
en- consecuencia, sostenerse válidamente, que la resolución ape» 
lada sea contraria a derecho o privilegio alguno que haya sido 
fundado en la citada ley No. 163. a que hace referencia el pio- 
tocolo de 1889. como lo requiere el articulo 14 de la ley, Xo. 48. 

Que por lo que hace a la apelación del apoderado López Za- 
mora, debe tenerse presente que la misma cámara a quo tüvo 
ya en cuenta, en su resolución de fjs. 129 vta., la presentación 
de dicho apoderado después del vencimiento de los edictos, decla- 
rando que esta competencia tardía de los que se pretenden he- 
redero-, no obstaba a que se cumplieran las disposiciones de los 
artículos 3539 del código civil y 616 del código de procedimien- 
tos civiles de Santa Fe, reputando vacante la herencia, porque 
esta presunción no les priva de los derechos que pudieran asis- 
tirles y ello tiende simplemente a garantir la conservación del 
caudal sucesorio, según lo dispuesto en el antes citado artículo 
3542, del código civil. 

Que, por consiguiente, puede afirmarse que hay ya sobre el 
particular decisión ejecutoriada, la cual, por otra parte, lejos de 
agraviar al recurrente, deja explícitamente a salvo sus deechos 
en ¡a forma expresada. 

Por ello y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el seno* 
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procurador general, se confirma el auto de fjs. 174, en la parte 
que ha podido ser materia del recurso. 

Xotifiquese con el original y repuestos las fjs. ; devuélvanle. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



CAUSA XXVIII 



Criminal; contra Celcrmino Chaves, Sinecio Heredia, José 
María Peralta y otros, por homicidio ; robo y otros delitos. 

Sumario : i* la ley de amnistía. No. 4939, sancionada con mo- 
tivo de los sucesos ocurridos en la estación Pirovano, el día 
4 de febrero de 1905, no comprendió los delitos concurrentes 
o prticulares. conexos con los políticos o militares, es decir, 
los de homicidio, robo y otros perpetrados en aquella oca- 
sión. 

2°. Consentida la sentencia por el ministerio fiscal, el re- 
curso concedido a los reos no puede tener otro fin que el 
de resolver si procede la disminución de 4as penas impues- 
tas o la absolución. 

3*\ Las de presidio y penitenciaria impuestas en esta causa 
no infieren agravio a los apelantes. 

Caso : Lo explican las siguintes piezas : 



OK JUSTICIA DE LA NACION 313 

ir 

- 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 



U PUla, Noviembre 24 de ItJO. 

Vistos y resultando: Que los hechos delictuosos porque se 
ha acusado y condenado a los procesados, fueron perpetrados en 
la estación "Pirovano", el 6 de febrero de 1905, durante los actos 
de rebelión realizadas por las fuerzas militares subíevandas dos 
días antes en Bahía Branca, cooperando al movimiento revolu- 
cionario que estalló en la misma fecha, en diversos puntos del 
país. 

Constituían esas fuerzas, dice la acusación (el tribu- 
nal en esta porte hace suya la exposición fiscal, por encontrarla 
arreglada a las contancias de auto? ), aktdedor de aoo soldados 
pertenecientes a los primeros batallones de los regimientos 2 y 
6 de infantería de 4ínea, Jos cuales obedeciendo órdenes de un 
grupo de oficiales, en su mayoría subalternos, salieron de sus 
cuarteles en la noche del 4 del citado mes, dirigiéndose a la es- 
tación local del ferrocarril del Sud. donde se te hizo ocupar un 
tren que emprendió la marcha hacia la capital federal, ai la 
mañana del día siguiente por la linea de Genera) Umadrid. 

Acompañaban al demento militar, en el carácter de junta • 
civil revolucionaria/ algunos particulares, entre ellos los señoie» 
Ingeniero. Germán A. Kttrh, Cometió Baca, Inkrencio Arroyo, 
doctor Agustín Rocca y Alejandro Moreno. 

Después de varios contratiempos, llegó ta tmpa en la madru- 
gada del 6 de febrero, a tres IcHómetros próximamente de la 
estación "Pirovano". 

Desr*e ese punto fueron destacados un teniente y nn «ubte- 
niente con 60 hombres más o menos, para que re posesionaran 
de la estación y prepararan rancho paar las tropas, pero estos 
oficiales en vez de cumplir la orden recivMa y movidas probable- 
mente por informes recogidos en la misma estación, sobre la 
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aproximación de las fuerzas legales, tomaron rumbo a una exa- 
cta vecina, seguidos <le la mayor parte de las gentes. 

Poco después hacia igual cosa el jefe militar de los rebelde. 

Serian las diez de la mañana del dia 6 de febrero cuando lle- 
gó a "Ptrovano", el tren que había quedado detenido, conducen- 
do el resto de las fuerzas sublevadas. 

Ocurría esto en momento que los ciudadanos y oficiales di- 
rectores de! movimiento, re hallaban conturbados pe* .a visión 
clara de un inmediato y seguro desastre. 

La defección va indudable del jefe y de los dos ohciales, 
las noticias recividas del vecino pueblo de Bolívar, sobre el avan- 
ce del enemigo muy superior en número, eran motivos sobrados 
para llevar e! desaliento a sus ánimos. 

Había todavía más. v era la desconfianza harto justificada 
que debieron inspirarles los soldados bisoiio* que mandaban, so- 
bre cuyo espíritu v comportamiento¿ en una acción de guerra, 
no pddian tener seguridad alguna, tanto más. cuanto que ya se 
habían sentido manifestaciones desfavorables, respecto de algu- 
nas elases y soldados, que venían custodiados en los wagones 
con centinelas de vista. 

Inmediatamente de llegar el tren se dio orden de formar la 
tropa en el tinglado, poniéndose a su frente lo* tenientes Avellno 
Montero e Hipólito Yerniard. 

tos soldados fueron dispuesos en linea desplegados a .o 
largo del galpón, con frente a la vía férrea, formándose en la 
cabeza norte de aquel en martillo ocupado far la primera sec- 
ción de Va linca de la que era derecho, el sargento Smecio 
Hercdia. 

Unos veinte particulares reclutados por la fuerza en el 
trayecto de >de Bahía Blanca, ocuparon también un lugar en los 
rangos. 

Mientras la tropa adoptaba esta formación, en el anden de 
la estación, se reunían los oficiales y los miembros de la junta re- 
volucionaria, para deliberar sobre la actitud que debía tomarse 
en tan críticas circunstancias. 

Ixx únicos <nie no concurrieron a la deliberación, fueron los 



W JVSTICIA DK LA NACION 



315 



tenientes Montero y Verniard, quienes observando sin duda 
algo anormal en el espíritu de la gente que tenían bajo sus or- 
ones, contestaron al llamamiento de sus compañeros, diciendo 
que lío les era posible separarse de las filas en aquellos mo- 
mentos. 

Refiere un testigo presencial que la discusión fue nerviosa 
v ardiente* hubo pareceres opuestos. 

El elemento militar según testimonio, quería la lucha a to- 
do trance. Los civiles por el conrario, «msiderando fracasado 
el movimiento, estaban por la rendición. Prevaleció esta última 
opinión. (Midiéndose desarmar la tropa, poner a salvo los ofi- 
ciales jx>r ser ios más comprometidos y entregarse a las fuerzas 
del gobierno. 

Casi simultáneamente los oficiales que acababan de tomar 
parte en la deliberación, se dirigieron a la otra máquina para 
huir en dirección a Daireaux. 

En el andén de la estación y más o menos a la altura de la 
boletería u oficina del jefe t quedaron solamente los ciudadanos 
de la junta, decididos a esperar allí el final de la desgraciada 
aventura. 

El teniente Montero que permanecía con el de igual cíase 
Verniard. al frente de la tropa, tal vez al querer iniciar el des- 
arme acordado, según afirman algunos testigos, debió notar en 
las filas un movimiento extraño, pués otros testigos declararon 
que dió enérgicamente la voz de ¡firmes! 

En el acto desde la cabeza de la formación se alza la voz 
del sargento Heredia que gritó ¡viva la patria! ¡fuego! y un 
tiroteo desordenado se inició «obre la estación. 

Los dos oficiales mencionados son las primeras victimas. 
Ambos caen aJ borde de Ja zanja que se extiende delante del 
tinglado. Montero con el cráneo destrozado por una gran herida 
que debió causarle la muerte intantánea y Verniard, con dos o 
tres balazos que le dejaron no obstante con vida. 

No puede establecerse con entera certidumbre, si a consecuen- 
cia de estos primeros disparos hechos desde el tinglado fueron 
heridos otros revolucionarios. Lo que parece demostrado es, que 
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varios <lc los miembros de la junta, sobrecojidos por el brusco 
y temible ataque, buscaron mi salvación refugiándose en la lx>- 

leteria de la estación. 

Algunos decidiéndose rápida y aventuradamente emprendie- 
ron la fuga hacia el campo , pero en la boletería perma- 
necen Kurt y otros dominados por la ansiedad de su situación 
critica y «Icsesperada. Producida la agresión inicial, en el tin- 
gladlo se realiza un movimiento a la vez de dispersión y de 
ataque. 

El mayor número de los soldados y particulares que for- 
maban con estos, huyeron por detrás del galpón para esconderá 
en las zanjas y otras defensas vecinas, mientras que el resto, 
avanza en dos opuestas direcciones. 

Un grupo se corre rápidamente por *a retaguardia, hacia el 
lado del galpón cerrado que queda frente a la estación, hacienda 
fuego sobre esta y sobre la máquina que sale llevando a ios 
oficiales. 

Otro se adekmta por delante del tinglado y pasando en parte 
a través del jardín allí existente o por sus extremos, practica 
un movimiento envolvente del edificio de la estación encerrándo- 
lo por tres de sus costados en un estrecho semicírculo de fuego. 

Estos grupos van dirigidos por lo» sargentos Heredia, Ve- 
dernera y Peralta y por el cabo Sarranza. . . Fué probablemen- 
te en estos momentos, cuando el 4oMado Chaves, dándose cuen- 
ta que aún vivia el desgraciado Yerniard, se le acerca y lo 
ukúna de un tiro de mauser en ta cabeza. 

Knttetattto, las balas penetran en el interior de la bolete- 
ría, los ciudadanos refugiados en cHa se sienten acosados y 
perdidos. 

Mnrieron asi mismo en la aventura. Germán Curt, junto a 
la ventanilla de la boletería, con una herida grave en el cuello; 
lih cencío Arroyo, en el fnrgón que se encontraba en la primera 
vía. donde penetró probablemente en busca de sitio adecuado pa- 
ra su defensa, recibiendo en balazo en el vientre ; Agustín Rocca 
en la misma vía. pocos metros al norte del f-trgon. con varias 
heridas de fusil y una de arma blanca ; AJejandro Moreno, en el 
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andén frente a !a puerta de la sala de espera de señoras, con 
dos balazos; Cornelio Baca, también en el andén frente al jardín 
de la parte norte. 

Los soldados en seguida se entregaron al saqueo de las vic- 
timas, despojándolos de alhajas y otros objetos y probablemente 
del dinero que llevaban. 

Sucumbieron también los soldados; Martin Marticonna y 
Luis Carbajal y un peón de la estación; Esteban Tulla, que se 
había escondido en el mismo furgón, donde murió el señor 
Arroyo. 

Resultaron heridos el sargento Pedernera. el cabo Gossini 
y los soldados barragan. Germán Pratt. Horacio Priani, For- 
tunato Monzón, Bartolomé Irala y Segundo Kamirez. 

Partiendo del supuesto confirmado por los testimonios más 
verosímiles, fidedignos y numerosos, de que Jos ciudadanos de 
la junta revolucionaria no estaban armados de fusiles mauacr, 
como la tropa, pero disponían probablemente de rcvoJvers, se 
Hega a la conclusión que Carbajal, Tulla y Pedernera fueron 
heridos ¡K>r los mismos soldados, Priani y Barragán, por Jas 
pepenas de la junta v ios demás por unos u otros, en la lucha 
y con fusión producidas. 

inmediatamente después, llegó al lugar de los sucesos iuií. 
avanzada de las fuerzas del gobierno, a la cual se entregaron 
los soldados que alli estaban. 

Su jefe, el capitán Oscar Amadeo, encontró en el tinglado 
a los heridos y muertos en los puntos antes indicados, notando 
desde luego, que estos habían sido registrados y robados, pues 
presentaban los bolsillos de sus ropas vueltos hacia, fuera y tro- 
zos de cadenas de reloj arrancadas violentamente. 

<¿ue la requisitoria fiscal pide para los procesados sargentos 
Stnesio lieredia, la pena de veinticinco años de presidio, para 
José Maria Peralta la de diez años <le penitenciaria, para Celer- 
mino L. Chaves, la de veinticinco años de presidio, para Pablo 
Sarranza, Manuel F. Díaz, Paulino Machado, Miguel Cadenazzo 
Abdon Carrizola de diez años de penitenciaria y para Ciríaco 
González la de «res años ót prisión. 
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acatando en hipótesi, que los agresores fueron V» 
•ISSjg Presados, ésto, no hubieran hecho «no cumpUr con 
'•su deber de militares." 

Los piados, arguye la defensa, en esta instaba .¿tenum 
■ el derecho v el deber de levantarse contra sus jefes > la J«nta 
•1-olucio^ria. bajo cuyo gobierno se encontraban, para volver 

• teniente. Para llegar á este remed,o no hab.a otro remed,o que 
"la violencia en la forma que se emplea. 

•En necesario por otra parte obrar en conjunto y de manera 
, fi SSa porque los directores de la revolución, rn.ht.re. 
£g¡3& y'sJagregados.formaban un -nju™* 
•• reinta hombres, que si era inferior en numero a los >oldados 
en cambio, los prestigios y ascendientes del mando, de la 
"gerarquía y de la calidad de las personas. 

Que á su vez el señor fiscal de este tribunal encuentra que 1. 
nafa bra «delincuente» empleada por la acusacon para carmen- 
Ir ,„s soldados, que hicieron fuego sobre los <^^| 
Zñ de b iunta "es prematura e impropia porque la trop . lo 
Í£ veta S que J <lireeto.es V "Amiento ^ pro ^.,» 
•S ,„ la máquina, dejándoos a ellos, a mer^delataqu. 
"próximo de las tro,>as fieles al gob.erno que llegaban por dos 
puntos diferentes, tomándolos entre «los fuegos. 
"En los crímenes colectivos según el señor fiscal de esta CV 
Jra. no son los verdaderos culpables los ejecutores matena- 
•• e< de los excesos que se cometen, sino los que enardecen ta 
. u:Índv ta lanzan sin freno"... La muerte de ¡te 
-y civiles, no es un homicidio, es un acedente de la aventura 
•i trppa que hizo fuego no fué impulsada por el propósito * 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



319 



"matar con un interés propio, ni satisfaciendo una pasión per- 
sonal/' 

"Por otra parte la ley 4939. ha cubierto con el beneficio de 
"la amnistía a todos los que tomaron participación en los suce- 
"sos de Pirovano. sin dejar uno solo, como afirmaba el ministro 
•'del interior en la cámara de diputados al dictarse 4a ley." 
Y considerando: 

Que ante los términos de ley citada de amnistía, ante el giro 
de la discusión legislativa, la doctrina de los autores y la juris- 
prudencia nacional, es fuerza decidir que han sido expresamen- 
te excluidos de la amnistía, los delitos comunes, concurrentes o 
"particulares", como los llama el articulo 24 de la ley de críme- 
nes de 14 de Septiembre de 1863. cometidos durante el movi- 
miento revolucionario de 1905, en la estación Pirovano, cuya 
historia se acaba c bosquejar. 

En efecto, el primitivo proyecto del ejecutivo nacional esta- 
ba concebido en términos amplios. 

Se concedía amnistía "á los condenados ó procesados por dc- 
¡ites políticos y militares ó conexos con estos, es decir conexos 
con ambos. Diario de Sesiones 1905.) 

El Diputado Iriondo. con anterioridad al proyecto del poder 
ejecutivo había presentado otro concebirlo en los términos si- 
guientes: 

Concédese amnistía general a todas las personas civiles y mi- 
litan - que lian te¡iido participación en el movimiento revolucio- 
nario del 4 de febrero y en los actos anteriores y posteriores 
que con ellos se relacionan. 

ARTICULO 3. Exceptúase de lo establecido en las disposicio- 
nes precedentes. los autores de los delitos comunes. 

La comisión de la Cámara refundió estos dos proyectos en 
uno. concebido asi : 

Art. t.° Concédese amnistía general para los delitos políticos 
y militares, conexos con ellos, cometidos con anterioridad a la 
presente ley. cuyo artículo fué sancionado agregándose otros 
tomado de! proyecto del ]>oder ejecutivo, el cual establecía para 
e! gobierno la facultad de reincorporar al ejército, cuando ere- 
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vera conveniente a los jefes y oficiales dados de baja, compren- 
didos en el articulo i.° 

Informando al diputado OTarrel por la comisión decía: 

"En consecuencia lógica tic este modo de apreciar este pre- 
sepio, ha suprimido la comisión el articulo 2" del proyecto re- 
"mitido i>or el poder ejecutivo, porque si por el articulo i.\ tan- 
"to el proyecto de la comisión, como dd poder ejecutivo, s* 
"acuerda amnistía amplia y general, no solo por los delitos po- 
"litieos sinó también por loé militares conexos con aquellos, sur- 
"ge claramente que todos los militares — " 

Votaré, concluía el diputado Iriondo, por una amnistía leal. 
"sincera, sin condiciones, y sin más restricción que la que mar- 
aca la ley á los militares ó civiles que hayan sido reos de deli- 
to- comunes " 

"Se pretende, decía el diputado Gonnet. que sea el P, E. el 
"que tenga esa facultad de reincon><>rar. Un simple raciocinio 
demostrará á la cámara, que es inasible que el P; E. use de 
"la facultad que se pretende acordarle, sin injusticia sin arbitra- 
riedad notoria, poniendo en ]>eligro los efectos de esta ley tan 
"Itenélica. cuando es amplia, tan peligrosa cuando es restrin- 
"gida....' 

"l>ejemos de lado los delitos comunes, que como los de 
"Pirc.\ano y otros, están sometidos á la acción de los tribunales 
"ordinarios; quedan entonces los delitos políticos cometido-; 
"lM>r le? militares..." 

Se vé pué-. dados los antecedentes legislativos expuestos, que 
la redaecu 11 del artículo i.° no deja lugar á duda. Solo se han 
incluido en los beneficios de la amnhsía general amplia, los de- 
litos po'iticos y militares conexos con ellos, es decir con los po- 
lítico*, no ios delitos concurrentes ó particulares, conexos con 
lo; pe litio™, ó con los militares. 

Esta solución es muy puesta en razón. Las amnistías como 
dice Estrada, curso de derecho constitucional, "se aplican uni- 
damente a los delitos políticos, porque siendo los delitos comu- 
nes, un ultraje del derecho de un tercero, el estado, no tiene 
"derecho d*- <lejarlos impunes... "Con motivo de una insurrec- 
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"ción sé cometen delitos comunes, necesarios muchas veces para 
la consecución y feliz éxito del levantamiento. Asi, matar es un 
acto rep.obado, fuera del caso de guerra. Diñase, i*>r esto, que 
la pene de muerte, aplicada en. un caso extremo, por los jefes de 
la revolución para mantener la disciplina e impedir la desorga- 
nización d? los ejércitos, seria un delito común independiente 
de! delito político y como tal no seria comprendido en la amnis- 
tía que hubiera perdonado al segundo? 

Nadie lo sostendrá, porque los delitos comunes que se en- 
cuentran en este caso, son actos inseparables del delito político 
y la amnistía que borra el último, no puede excepetonár a los 
primeros. 

Esto no quiere decir, que el hecho de la revolución pueda 
cohonestar ni disimular la criminalidad de los delitos comunes, 
cometidos con ocasión de ello, pero innecesarios para conseguir 
su objeto. 

Garraud, tomo f. Droit Penal, dice: "Todos los crímenes 
ne derecho común, tales como saqueos, muertes o incendios, que 
estarían legitimados, si se produjesen en un estado de guerra 
regular, deben ser absorbidos por el delito político de rebelión, 
del cual son accidentes ; pero si en el curso de la insurrección, 
se cometen atentados contra las personas ó las propiedades, re- 
probados por el derecho de gentes, aun en un estado de guerra 
regular y que constituyen actos de barbarie odiosos o de banda- 
i'smo inútil, éstos serán siempre crímenes del derecho común..." 

La amnistía decretada |*>r delito político, se extienda a los 
delitos comunes que sean consumados en el momento de efec- 
tuarse aquéllos, con fin político, como medios para la defensa o 
el ataque, justificados por una imperiosa necesidad para conse- 
guir el fin que se projione el acto político, son consecuencia y 
¡>arte integrante de tad hecho. . 

Vice versa, aquellos hechos delictuosos que no son incluidos 
en esa necesidad, los atentados y ofensas cometidos contra la 
persona o .la propiedad, inspirados por pasiones privadas, eJ 
vdto, la venganza, la codicia, aunque sean realizados con oca- 
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sión de una insurrección, son y permanecen como delitos comu- 
nes, delitos distintos y separados de la lucha política y que no 
tienen efl carácter de ésta; todos estos hechos constituyen de- 
litos aparte y están excluido? de la indulgencia acordada para 
los delitos políticos. La Jucha jujlitica >no pone término o inte- 
rrupción al estado legad, cuyo quebrantamiento es una ofensa 
a la moral pública de todos los ciudadanos, que son reprobados 
[*>r las personas honestas de todos los partidos (Saluto - Comen- 
ti Códice de Procedena pénale, tomo 8. página 1603). 

Haciendo aplicación de los principios expuestos, es que Ja 
suprema corte dé justicia nacional, en algunos de los casos ci- 
tados por el señor fiscal de este tribunal, ha declarado "que to- 
dos aquéllos actos delictuosos que, aisladamente podrían dar lu- 
gar a una acción penal, cuando se cometen durante la rebelión 
y tienen por objeto producirla o continuarla deben tomarse como 
elementos fie ella. . . Que el delito de rebelión es un acto único 
o singular que no puede compararse con ninguno <le los delitos 
simpes, que la ley precisa y castiga, sino un acto complejo que 
1c producen los que se alzan públicamente y en abierta hostili- 
dad contra el gobierno de la nación, -teniendo por objeto des- 
truir la constitución. . . a ouyo efecto el empleo de medios vio- 
lentos y de procederes como los que enumera el ministerio fis- 
cal, como practicados por los procesados" (voladuras de puen- 
tes, destrucción de vías férreas, apoderamiento de ferrocarri- 
les y oficinas nacionales) "no son sino formas o manifestacio- 
nes del alzamiento, que constituye el delito mismi. o. como está 
corte lo ha dicto, elementos o circunstancias agravantes del de- 
lito (tomo 54, página 464). 

En este caso, citado j>or e! ministerio fiscal, la corte se- 
para claramente delitos que son jx>r sí la rebelión compleja en 
hechos y los heclws aislados y distintos de! derecho común, 
que no tienen con aquélla relación de causalidad, ni constituyen 
conexidad. 

"Ninguno de los actos a que -la acusación fiscal se refiere", 
dice Ja corte ( .considerando tercero) "son ajenos al delito poli- 
Seo de rebelión, y. i>or tanto, no pueden tomarse aisladamente" 
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(voladura de puentes, destrucción de vías férreas, apodera- 
miento de ferrocarriles y oficinas nacionales) "para porducir 
acciones diversas que pudieran tener otras penas que Jas esta- 
blecidas para dicho delito, lo que no sucedía en el caso que se 
registra en !a serie 2. tomo 12, página 121. en que la suprema 
corte negó al procesado la excarcelación bajo de fianza, por tra- 
tarse entonces de -delitos comunes, que consistían en haber co- 
metido o autorizado en dicha rebelión y las precedentes de 1870 
v 1873. gran número <le homicidios, siendo Jas víctimas unas ve- 
ces fusiladas, otras ejecutadas á cuchillo, por haK-r hecho azo- 
tar un considerable número de individuos, muriendo uno de ellos 
inmediatamente después y por dos saqueos generales en los 
pueblos de Gualeguay y La Paz " 

En el caso de San Vicente, también citado por el señor 
fiscal, fallado por este tribunal y confirmado por Ja suprema 
corte (tomo i>8, página 195». se ratifica la doctrisa expuesta. 

La muerte del señor Arturo LavaHc fué un resultado del 
acto sedicioso, consistente en la interrrupción con armas del 
coinicio; no se puede separar del delito i>olítico la circunstancia 
accidental que lo caracterizaba (considerando 4°. de sentencia 
del juez de sección, adoptado por la cámara). 

Pero en el caso sttb - judicc, los homicidios llevados a cabo 
en oficiales y miembros de la junta civil revolucionaria y, espe- 
cialmente, la muerte del teniente Yerman!, no son formas o ma- 
nifestaciones necesarias, tendientes a preparar o llevar a cabo 
t-1 acto de rebelión o necesarios para la consecución y feliz éxito 
fie la contrarebelión, que los procesados afirman haber tenido 
la intención de efectuar, contrarebelión que ha podido llevarse 
;■ cabo, defendiéndose Jos procesados sólo a fuerza de inercia, 
en d caso que «los revolucionarios hubieran pretendido seguir 
adelante en su empeño. Son aotos de "barbarie ¡nútiT. 

Dupin observaba al respecto y con sobrada razón, "que la 
bandera de la insurrección, semejante al pabeHón que cubre la 
mercancía, protegería la mezcla de todos los crímenes acceso- 
ríos, de todos las atrocidades, tales como las venganzas privadas, 
e' fusilamiento de prisioneros, el homicidio, las torturas, las mu- 
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tilaciones. todo quedaría de este modo excusado en nombre de 
la poética". 

I'or no haber bien percibido las diferencias apuntadas, es 
que el señor fiscal de esta cámara llega a la conclusión, de qué 
"la voz de mando del sargento lleredia es hasta meritoria, 
por que era el comienzo y el medio de volver del extravio en 
que los llevaban, por medio del engaño, para ponerse nuevamente 
bajo Jas órdenes de sus jefes legales, como lo hicieron. . /' 

Que resuelta asi la cuestión previa de la amnistía plantea- 
da por d ministerio fiscal en esta instancia y antes de examinar 
aisladamente el delito cometido por ca<la uno de los procesa- 
dos y la penalidad emergente, se hace necesario e! planteamiento 
de algunas cuestiones de carácter general aplicable á todos los 
Drboesados. 

En primer término, no aparece demostrado e:i autos que la 
descarga mandad-, ejecutar -por lleredia y los demás disparos 
subsiguientes, lo hayan sido en legítima defensa, á consecuencia 
de la actitud que éste, como igualmente Priani ( fojas 298 vuel- 
ta, Barragan (fojas 344), Monzón í fojas 1102), Leguin (fo- 
jas 2380), prestan a los miembros civiles de la junta, dcscargan- 
uo sus armas sobre la tropa, lo que dió lugar a que ésta los ata- 
cara, pues, semejante versión aparece, como acertadamente lo 
hace notar el ministerio púbilco en primera instancia, invero- 
símil a primera vista, pues, no es admisible, sin caer en el absur- 
do, que unos pocos ciudadanos como eran aquéllos* en las cir- 
cunstancias desesperadas en que se hallaban cuando ya habian 
decidido rendirse a las fuerzas legales, atacaran voluntaria e in- 
motivadamente a más de un centenar de soldados fuertemente 
añilados. 

Efl numerosos testimonios se hace la narración de los he- 
chos, sin mencionarse de ningún modo, esta pretendida agre- 
sión de los miembros de la junta. 

Pero hay más. Algunos la desautorizan completamente. 

A fojas 836. el sargento Sandobal. que se bailaba a alguna 
distancia de das filas en momentos de producirse el fuego, di- 
ce que. "a-1 regresar y presentarse á los oficiales del gobierno, 
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trató enseguida de averiguar la causa que había obligado á los 
mldados a hacer fuego, didándoles que era la orden dada por 
Heredia, pero que al dia siguiente los soldados obedeciendo no 
sabe qué instrucciones, cambiaron la narración de los hechos, di- 
ciendo que habían hecho fuego sobre las personas que estaban 
en la estación, por que éstos les habían hecho algunos disparos 
primeramente, y que esto no es razonable siquiera, en su opi- 
nión, en razón de que la gente que se encontraba en ella, estaba 
casi indefensa, dado el número de tropa armada que se halla- 
ba en el tinglado, la que alcanzada a ciento diez hombres, con 
una dotación de cien tiros cada uno". 

Otros su) Minen que las victimas "fueron heridos por los 
soldados", por ser éstos los únicos que hacían fuego (Baldovi- 
nos, fojas 18 vuelta, Rojos, fojas 923, RoiHán, fojas 945). 

Alejandro Wkcomb, fojas 1146, declara "que le consta qut 
tanto los señores que componían Ja junta, como los civttes que 
los acompañaban, no tenían armas de ninguna clase, y que en el 
anden, no se ha dado viva alguno, ni se ha hecho ningún 

disparo. 

Carmen* Ha, fojas 1222 vuelta, dice "que le consta por oí- 
dos de la tropa, que aquélla había dado muerte á los oficiales 
y civiles, sin que hubiera mediado provocación de ninguna clase 
y stilo por la orden de Heredia". • 

José Ignacio Castex, fojas 1768, manifiesta que "erando 
la tropa en $u lugar descanso, sintió nqa sola voz de ¡viva la 
patria! ¡apunten! ¡fuego! no sabiendo de quien partía, e inmedia- 
tamente sonó una descarga en el tinglado, no habiéndose aper- 
cibido <}ue antes de esta -voz de mando se hiciera fuego detf- 
de la estación, ni sintió que se lanzara el grito de ¡viva la revo- 
lución! desde el mismo punto". Tampoco es procedente la 
eximente de haber obrado en cumplimiento de un deber, ha- 
ciendo uso de medios, violentos, a fin de volver a las banderas 
legales, de las que habían sido sustraídos inconscientemente, 
por que aun aceptando que los procesados hubieran sido en- 
gañados, diciéndoseles que "iban á sofocar una huelga en la 
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capital federal", no era necesario el empleo "de la violencia 
para llegar a ese desiderátum. 

Hubiera bastado* -la resistencia pasiva, la defensa á base 
de inercia, porque como lleredia mismo lo reconoce (fojas 
855 vuelta), en el momento de negarse el teniene Montero 
a abandonar la tropa, para acudir a la reunión (es decir antes 
de la voz de mando), hacia su aparición la máquina del con- 
voy, que conducia las fuerzas del ejército legal, a una distancia 
de tres kilómetros, más o menos, marchando con lentitud. 

I'or otra parte, aun mando no se les comunicara a Ion 
procesados d resukado de la deliberación de los oficiales, 
vale decir, la resolución de entregarse a las fuerzas del go- 
bierno, circunstancia ésta que acepta la requisitoria fiscal, to- 
cios los soldados, incluyendo los sargentos, han podido ver la 
máquina que llevaba a los señores (¿irijano y Risgh cnarbola- 
da en ella una bandera blanca de parlamento, como asi mismo 
la que conducía el resto de los oficiales que habían tomado par- 
te en la deliberación "huyendo en dirección a Daircaux. . 

Sólo quedaban en el anden ¡os ciudadanos de la junta 
j los tenientes Montero y Yerniard. al frente de las tropas. 
No se concibe entonces el apresuramiento en sacrificar a es r 
tos pobres oficiales y miembros civiles de la junta, sinó en 
cumplimiento de un pacto preexistente, que no está legalmente 
justificad!» en autos, pero, «pie sin embargo puede inducirse de 
algunas manifestaciones. 

Anreliano Risgh* manifiesta, que "en la noch • del 6 de 
febrero, después del toque de silencio, estando acostado entre 
los -oblados, ayo que éstos conversaban en voz baja y habien- 
do puesto atención, pudo oir que decían que la matanza de- 
bían haberla hecho antes, allá donde nos repartieron la galleta 
y el queso, decían". 

El cabo Horacio Priani, fojas joy vuelta, «licc "cree que 
los solda<los havan obedecido a instigaciones de los sargentos 
lleredia, Pedcrriera y Peralta, y que esto piensa, por cuanto 
tstos dos últimos le manifestaron, como a toda la tropa, con 
posterioridad a los hechos, que los tres eran quienes habían 
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conquistólo la tropa, para darse vuelta contra ios oficiales". 

Hernán Pratt, fojas 215, dice que "no le consta si el he- 
cho fué convemdo antes de la consumación, pero que ha oido 
decir a varios soldados en el cuartel, "que los hechos produci- 
dos obedecían a un convenio celebrado entre los sargentos 
Hercdia, Pedernera y SandovaT. 

(Jue los procesados tienen derecho sin embargo a que se 
les compute la circunstancia atenuante del inciso 6, articulo 

83 del código penal. 

La misma acusación reconoce que los soldados "tenían el 
derecho de rebelarse contra los oficiales y ciudadanos que 
abusamk) de la dirKiplina militar, los comprometían en actos 
hostiles contra el gobierno de la nación, y que debieron sentir 
una sorda irritación contra los oficiales y particulares que va- 
liéndose del engaño y a la sombra de una subordinación a la 
que no tenían ya los primeros el menor derecho, los conducían 
como un rebaño, a quien sabe qué obscuro y estéril sacrificio". 

Los procesados manifiestan uniformemente qu<* al salir 
de Bahía Blanca, se les dijo que iban a sofocar una huelga en 
Buenos Aires. 

La requisitoria fiscal confiesa 'que es verosímil que esto 
sucediera, y que en presencia del peligro que podrían correr 
sus vidas y las serias responsabilidades en que se verían en- 
vueltos, debieran sentirse atemorizados y concebir inmediata, 
mente el intento de abandonar las filas, negándose a seguir 
adelante. . Los soldados, engañados antes de salir de Bahía 
Blanca, habían tenido un spccwten del modus operandi de los 
oficiales revolucionarios. Poco después de la una de la ma- 
ñana del 4 de Febrero, en momentos que el coronel José María 
Castro penetraba al cuartel para hacerse cargo del mando, en 
cumplimiento de órdenes superiores relacionadas con la rebe- 
lión, cuyo estallido se preveía, desde ta guardia del cuerpo se 
le hicieron varias descargas de mauser. . . 

Y antes de llegar a Pirovano el teniente y subteniente al 
mando de sesenta hombres, que fueron destacados para que se 
posesionaran de la estación, en vez de cumplir la operación en- 
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enmendada, tomaron nunbo a lina estancia vecina, seguidos 
de la mayor parte de la tropa, haciendo lo propio poco después 
el gefe militar de los rebeldes. 

Era natura! entonces, suponer que los soldados que fueron 
destacados a la estación, que conocían jx)r referencias del ca- 
mino, que tropas del gobierno nacional se aproximabam a su 
encuentro, que ya venían preparando un contramovimiento en 
ios wagones del convoy, donde se les tenía vigilados con cen- 
tinela de vista, ignorantes como lo estaban de la resolución 
de los oficiales y miembros de la junta civil de entregarse a las 
fuerzas legales., se encontraran en el estado de ánimo previs- 
to por el inciso 6 del articulo 83. "código penal, irritación o • 
furor, sin culpa del autor del delito, que no le ra hecho per- 
der del todo ki conciencia de lo que hace". 

Qjíc la penalidad aplicable al caso, es la establecida en la 
ley de reformas al código penal, sin que pueda poner óbice a 
esta conclusión el hecho de que el articulo 24 de da ley federal 
sobre crímenes, ordene castigar a los que se hayan hecho reos 
de delitos particulares, durante la relnslión o con ocasión de 
ella, con la pena mayor establecida para esos delitos. 

Una ley posterior a la federal, el articulo 231 del código 
penal, establece que los delitos comunes cometidos con moti- 
vo de la rebelión, serán castigados no ya con la pena mayor, 
sinó con la correspondiente, y es principio inconcuso en ma- 
teria penal, que cuando existan diversas penas al tiempo de la 
condena, debe aplicarse la más benigsia. 

Sinceto Heredia 

Está convicto. Confiesa que hizo cuatro disparos (exp. mi- 
litar, fijas 54 vta.*), ratificándose a fojas 1300. diciendo que los 
disparos fueron hechos "contra los individuos reclutados en el 
trayecto, los cuales en unión de algunos soldados, hacían fuego 
sobre la tropa". 

Pero estas manifestaciones aparecen inverosímiles. lia casi 
totalidad de los testigos examinados al respecto, afirman, cate- 
góricamente, que fué Heredia quien ordenó hacer fuego, o 
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manifiestan que la voz de mando partió de la cabeza de la for- 
mación, es decir, del lugar ocupado por él. 

Eduardo Briggeler (fs. 1053 vta.), Legizamón (fs. 1060), 
Mangini ( fs. 1083), y Bustos (fs. 1195), afirman que pora dar 
las voces de ftwá la patria! ¡fuego!. Ileredia "salió de las filas, 
colocándose frente a la sección en que se hallaba". 

Ramón González (fs. 78). Molina (fs. 1057). y Bustos 
(fs. 1195), manifiestan que Heredia "no solamente dio la orden 
de hacer fuego, sino que mandó preparar las armas, voz esta 
última que Airaguer (fs. 2 vta.), García (fs. 25), Priani (fo- 
jas 208 vta.). l'ratt (fs. 214 y 324) y Zafranno (fs. 1051 vta.), 
atribuyen al teniente Mantero y Gómez (fs. 14 vta.) y Zapata 
í* s - 35). a persona distinta de la que dió los de "¡viva la pa- 
tria! y ¡ fuego!". 

(Esquírel (fs. 1068), dice que la intervención tomada en 
esa emergencia por Heredia, le consta en razón de que él (el 
declarante), "se hallaba formado en la tercera hilera de la se- 
cunda fila de ki primera compañía, y por lo tanto, a una dis- 
tancia de un metro del paraje donde se hallaba ileredia". 

Irala, dice que conoció por la voz que era Heredia quien 
ordenaba hacer fuego (fs. 1798). 

Mas aún, como Jo hace notar la acusación fiscal, Heredia, 
iniciado el tiroteo, conservó su actitud de jefe de los soldados] 
prestando a la vez un concurso maiteria!. 

Pratt (fs. 214 vta.), dice "que le consta, por haberlo pre- 
senciado, que los soldados que tomaron parte en el. asalto a la 
estación, obedecían .las órdenes de Heredia, Pedernera, Peralta 
y Sandoral f y muy particularmente las del primero". 

Barragán (fs. 219 vta.) declara, que después de muertos 
los tenientes Verniard y Montero, .los soldados obedecían las 
órdenes de Heredia, Peralta y Pederuera. Según Britos (fojas 
1044;, mientras se hacia fuego encarnizadamente, "Heredia es- 
timulaba á los soldados en voz alta, diciéndoles: "Fíjense usté, 
oes como yo soy hombre, que en los momentos de peligro no 
tengo miedo. . 

•El teniente Carlos Smith Pedernera a fojas 1 181, que for- 
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maba parte de las fuerzas del gobierno llegadas primero al lu- 
gar de la horrible tragedia, dice que el sargento Hcredia. res- 
pondiendo a una pregunta, la de .si podía determinar dónde se 
hallaban los oficiales revolucionarios, le contestó en el tono sar- 
cástico: "; los oficiales?. . . ¡los hemos muerto a todos!... ¡no 
hemos dejado ninguno con vkla !...'" y como demostrara su 
asombro, los soldados que se encontraban alrededor de Here- 
dia le pasaban por la cara, casi poniéndole i*>r la nariz, espadas 
y revóJvers que habían pertenecido a los oficiales muertos y a 
los fugitivos. . 

Alejandro Roigh (fs. 49 vta.). manifiesta que, al retroce- 
der con la máquina en que había salido minutos antes, acompa- 
ñado por don Pedro Quijano, y antes de llegar a la estación, 
sintió gritos a la derecha, *'v¡ó a los soldados en completo desor- 
den, sin los oficiales, que gritaban: ¡alto!, apuntando con los 
fusiles. Rajó de la máquina y se encontró con Hcredia y varios 
otros, quienes le manifestaron que habían muerto á los oficiales 
y particulares, pero que a él no le harían nada. . ." 

Rodríguez, a fs. 899, "afirma que al entregarse a las fuer- 
zas legales, el procesa<k> se declaró responsable de lo ocurrido, 
y según Augusto Brunel, sobreviviente de la junta civil, oyó 
decir a Ileredia, que si se encontraba algunos civiles, había que 
degollarlos". 

Que de las declaraciones analizadas surge la responsabili- 
dad de Heredia, como autor principal de los homicidios lleva- 
dos a cabo en la estación Pirovano, al menos ¡x>r lo que res- 
pecta al teniente Montero, el que según las declaraciones de 
Jomes (fojas 15), Aízaguer (fs. 21 vta.), González ( f s. 78), 
Pratt ( fs. 214). Garatnuzza (fs. 909), Valdominico (fs. 916) y 
otros, cayó fulminado a la primera descarga (artículo 21. in- 
ciso 3 del código penal). 

Celcrmino L. Chaves 

Este procesado esta convicto y confeso de la muerte de! 
teniente Verniard, a quien ultimó de un balazo en la cabeza. 
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Verniard, que se encontraba junto con Montero, al frente 
de ia tropa, a! recibir la descarga ordenada por el sargento 
Heredia, cayó en la zanja que se extiende delante del tinglado 
de la estación, con dos o tres balazos, que lo dejaron, no obstan* 
te, con vida. 

A pesar de haber, en sus primeras declaraciones, negado su 
participación en los sucesos y en el horrible homicidio de Ver- 
niard a fojas 1147 vta., confiesa que, habiéndose la tropa re- 
plegado a reta¿ lardia. después de haber iniciado el fuego, re- 
trocedió junto con ella hasta muy próximo al tinglado de la es- 
tación, de donde después de haberse apaciguado el fuego, re- 
gresó adonde se había halladlo la tropa antes de iniciarse éste, 
viendo que en una zanja que había frente a! galpón se encon- 
traban caídos Jos tenientes Montero y Veniard, uniéndosele en 
ese instante el sargento Peralta que se dirigía a la estación, di- 
ci/adole (refiriéndose a Heredia): ¡esc está vivo, mátelo! Co- 
mo le hiciera presente que no era propio matarlo, porque quizá 
"estuviera herido levemente, le replicó con tono -mucho más fir- 
me: ¡mátelo a ese. . . ¡yo le ordeno! avocándole el fusil á una 
distancia de metro y medio o dos. Entonces, en vista de la si- 
tuación critica y obrando sin conciencia, disparó el fusil, el 
cual tenía en Ja posición de arma preparada, en dirección adon- 
de se encontraba tendido el teniente, yendo a herirlo en la cabe- 
za, notando que estalla vivo por las contorsiones que hacía, 

ZaJazar (fojas 1100 vta.), dice que cuando aun continuaba 
el tiroteo aislado, pudo ver un soldado ó cabo, "que posterior- 
mente supo se llamaba Chavez. que se aproximó al sitio donde 
estaba tendido o! teniente Veniard. boca abajo, quien trataba de 
incoq>orarse. diciéndole: ¿qué es lo que tiene el teniente Ver- 
niard?; recibiendo por toda contestación un quejido de dolor, 
en cuya circunstancia precisa el soldado Chaves le volvió á ha- 
blar, diciéndole: ¡no es nada?, aquí vas á pagar los hechos y 
l*>r hacer", y parándose junto al teniente herido ie descargó un 
tiro con su mauser en la cabeza ; que al recibir e! tiro, el cuerpo 
t'el teniente empezó a moverse haciendo contorsiones, quedando 
. exánime á los jxjcos anomentos, Enseguida de ultimar al oficial. 
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Chaves avanzó a la estación haciendo fuego con su mauscr". 

Octavio Gómez (fojas 185» declara que los tenientes Mon- 
tero y Vcrniard rodaron por tierra a los primeros disparos; que 
el último quedó con vida y que uno de los soldados al apro- 
ximarse a su cuerpo le aplicó un tiro de gracia en la cabeza, 
comprobando entonces su sospecha de que estaba vivo, por las 
contorsiones nerviosas que hizo al recibir el tiro. El declarante 
reconoció a Chaves, como el soldado herklor (fojas 9H4). 

Yaramuzzi a fojas 910. manifiesta que se guareció durante 
c! fuego, tras de unas bolsas de trigo del tinglado; que el teniente 
Vcrniard -había caído en una zanjita y a j>ocos pasos Montero; 
que en este instante. Chaves, que hacia rato hacia fuego sin cesar 
sobre la estación desde el tinglado, había echado rodilla en tie- 
rra al objeto 'indicado, a un metro y medio del sitio en que él 
(el declarante) se encontraba. Una vez que se ajwrcibió que 
Veniiard estala con vida, tendido boca abajo, salió del sitio 
en qtie estaba y. apuntándole a una distancia de un metro más 
o menos, le hizo un disparo de niauser, pegándole en la cabe- 
za, presenciando que el cuerpo de Yerniard principió a saltar 
con frecuencia y temblando constantemente, quedó inmóvil com- 
pletamente. . . 

El informe médico legal de fojas 595, establece que el des- 
dichado Vcrniard. recibió cuatro proyectiles de arma de fue- 
go, tres en el miembro superior derecho y otro en la cabeza 
que penetró por detrás del pabellón de la oreja izquierda y sa- 
lió por el lado Opuesto, causando un verdadero estrago de to- 
dos los huesos de la región afectada y determinando la muerte. 
L.a dirección de la bala, dice el informe, fué de atrás para ade- 
lante, de izquierda a derecha y de arriba a abajo, siendo por lo 
tanto necesario que el tirador se hallara por detás y a la iz- 
quierda del herido, en un plano superior o en el mismo, a condi- 
ción de tener la victima tendido en tierra con la cara vuelta 
hacia abajo. 

Que la eximente de violencia moral irresistible alegada en 
la confesión calificada, resulta improcedente porque, como lo 
hace notar acertadamente la requisitoria de prlhiera instancia. 
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(a) los testigos Gómez. Garamuzzi y Zalazar. no mencio- 
nan la intervención que se atribuye a Peralta, y es imposible* 
dádá la forrrta del hecho, que si esa intervención hubiera ocu- 
rrido tal como Chaves lo relata, pasara desapercibido para ellos 
la omitieron en sus declaraciones. 

(b) porque interrogado Zalazar, contestó á fojas 1607 
vuelta, que es ciento que el sargento José M. Peralta, se halla- 
ra a pocos metros del procesado, "pero que no ha visto, ni oído 
que el primero ordenara al segundo, que diera muerte a Ver- 
niard, ni que lo haya amenazado en ninguna forma". 

(c) ponqué Eugenio Ruiz ( fojas 8yo vuelta) a quien Cha- 
ves manifiesta haber referido el suceso, reproduce la relación 
que éste le hizo, en términos que concuerdan en su parte prin- 
cipal con !o expuesto por los testigos antedichos, v agrega que 
Ci procesado dijo también que en el caso de que se comprobase 
ti delito, declararía que habia dado muerte al teniente Yerniard, 
cumpliendo una orden de Peralta. . 

(d) porque el suboficial Cejas á fojas 1183. dice que en 
la narración que le hizo Chaves atribuyendo el delito a un sol- 
dado que no nombró, no se menciona la intervención de Peralta, 
ni de ningún otro individuo. 

(e) porque no hay en autos indicios siquiera que Chaves 
sea un sugeto timorato, pobre de espíritu o cuando menos un 
hombre prudente o apocado, sobre el cual una voluntad enér- 
gica puede ejercer imperio absoluto. 

(f) porque aún colocándose en la hipótesis de que fuera 
un espíritu pusilánime, no se concibe que fallándose con un 
mauser en la mano, en posición de arma preparada y dándose 
cuenta que no era propio matar al desgraciado teniente porque 
podía estar vivo, haya podido rendirse al peligro imaginario 
de ser muerto por Peralta. 

Vani temoris justa excusatio non cst (Celsus, ley 184, ré~ 
gulis jttrts). Para que Ja fuerza irresistible pueda valer como 
eximente de pena, es necesario que el temor del mal del que d 
agente se halla amenazado, sea causa fundada, de tal natura- 
leza que pueda producir en su espíritu, una impresión profun- 
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da, dada la edad, el sexo y la condición de !a persona amena- 
zada, ya que se debe juzgar humanamente los casos humanos 
y no exigir de una persona más firmeza de la que ella pueda 
tener, con relación aJ medio en que vive. 

"Tratándose de una persona de la calidad de Chaves, el 
femar del mal que pudiera causarle Peralta, no era bastante 
para obligarlo a hacer un acto siempre reprochable en un sol- 
dado, ultimar un enemigo inutilizado, reprobado por el dere- 
cho de gentes, aun en un estado de guerra regular, acto de 
vandalismo inútil. 

José María Peralta 

Preceptúa el inciso 6 del articulo 17, ley de reformas al 
código penal, que cuando en riña, pelea o agresión en que to- 
maran parte más de dos personas, resultare muerte o lesiones 
de las determinadas en los incisos 2 y 3, sin que constare quie- 
nes las cauSajrptl, se tendrán por autores a tocios los que ejer- 
cieron violencia sobre la persona del ofendido y ¡«e aplicara 
de tres a diez años de penitenciaria, en caso de muerte. 

Tal acontece con este procesado y con los siguientes : Sa- 
rranza. Diaz Caldenazzo y Machado. 

•Está convicto de haber disparado armas sobre los ciudada- 
nos revolucionarios, resultando la muerte de álglftlOS de ellos, 
sin que conste determinadamente si es autor individual de al- 
guno de ¡ellos. 

Prescindiendo de los cargos que contra él formulan los 
demás procesados; existe en primer término las declaraciones ya 
analizadas de Pratt (tojas 214 vuelta) y Barragan (fojas 21*) 
vuelta, en los que sé afirma categóricamente que durante la 
acción obedecían las órdenes de Peralta, Heredia y sargento 
l'edcrnera. procesado este último que. hasta el presente, ha 
evadido la acción de la ju^icia. 

A foja- 1166. dice Zalazar que después de 'a primera de- 
carga, toda la tropa dispersó en distintas direcciones y. un 
regular número de ella, lo hizo sobre la estación y entre ellos 
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Peralta y Pederncra. haciendo fuego en dirección a dicho 
punto. 

José Uhalde ( fojas 1312 vucka) afirma igualmente que vió 
a Peralta hacer fuego sobre la estación. Priaiii (fojas 210 
vuelta) señala la actitud dirigente y hostil del acusado al re-, 
greso de la máquina exploradora enviada por la junta en direc- 
ción a Bolívar, momentos antes del atentado. 

Pablo Sarranza 

José l'halde ( fojas 1312 vuelta) 'dice que vió al procesa- 
do avanzar sobre la elación y hacer puntería en dirección de 
\¿ misma. 

Ramón Peralta, hijo, manifiesta que se encontraba de 
centinela en la oficina del jefe custodiando los aparatos tele- 
gráficos, en el memento de iniciarse el fuego i fojas 832 vuelta), 
y que vió que la tropa avanzó sobre la estación formando un 
circulo a su alrededor y haciendo un fuego continuado; que en 
esas circunstancias pudo ver que uno de los civiles cayó heri- 
do en el amten -de lia misma y otro en la ¿ala de espera; que 
a» colocarse detrás de la estación, vió avanzar sobre la misma 
al cabo Pablo Sarranza, haciendo fuego con su fusil, dicíén- 
i'ole a él (al declarante), que se retirara de ese sitio, porque de 
lo contrario lo iba a matar, apuntándole con su arana, a lo que 
se vió obligado a decirle que sí lo hacia, que lo asegurara, 
porque de lo contrario haría otro Unto con él. bajando entonces 
e! cabo su -fusil, aprovechando esta circunstancia para alejarse 
de aquei s¡& yendo a caer en una zanja próxima, debido a 
haber tropezado con un alambre; desde cuyo sitio pudo ver 
nuevamente a Sarranza, que continuaba haciendo fuego sobre 
la estación y gritaba ¡viva la patria! ¡vivan las fuerzas legales! 

Posteriormente a fojas 954 vuelta, manifiesta que hallán- 
dose en la boletería ,de la estación, en la cual se hallaba tam- 
bién CorneÜo Baca. Germán A. Kurhr y Augusto Bruñe! 
v en momentos en que arreciaba el fuego. Baca y Kuhr 'e de- 
cían que porque no se ¡ba de allí a fin de ponerse a b;ien re- 
caudo; qtlé al poco tiempo, el cabo Sarranza pklióle que salte- 
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ra de allí si no quería ser muerto; saliendo en seguida, y que no 
había traspuesto bien los pies del dintel de la puerta que da 
a Ja calle, cuando sintió una detonación hecha jx>r Sarranza 
después de penetrar a la habitación, constándolo de consiguien- 
te que Sarranza dio muerte a Kuhr. 

Como lo hace notar acertadamente la acusación, estas dos 
declaraciones no concuerdan enteramente. ¡>ero coinciden en lo 
relativo a la actitud hostil del reo y al incidente con el testigo 
frente a la entrada de la sala de espera; siendo de advertir que 
median entre el testigo, y Sarranza. antecedentes de enemistad, 
según lo reconoce Sarranza misino en su declaración de fojas 
14 u y vuelta. 

SandovaJ a fojas 246, declara que desde el escondite don- 
de se hállala, una zanja en la parte sud de la estación, cerca 
del tanque, podia dominar perfectamente lo que ocurría en la 
estación, notando que tanto el sargento Peralta, como el cabo 
Sarranza. goleaban la puera de la saía de espera, con el pro- 
pósito sin duda de derribarla. !o que consiguieron oyendo en 
seguida varias detonaciones de mauser. hechas en el paraje 
indicado, sit|w>niendo como lo afirmaba el soldado Ramón Pe- 
ralta en el calabozo del batallón, donde se encontraba incomu- 
nicado, que ellos son sin duda alguna los que dieron muerte 
a Baca y Kuhr. 

Las declaraciones anotadas de Ramón Peralta, hijo, y San- 
doval. si carecen evidentemente de fuerza legal para probar 
que Sarranza y el sargento José María Peralta son los matado- 
res de los señores Maca y Kuhr. y no se puede, en consecuencia, 
establecer con entera precisión mediante ellas. Ja forma en que 
Sarranza contribuyó a la ¡>eri>ctración de los delitos investiga* 
dps, comprueban, no obstante, que hizo disparos de arma, y 
ejerció actos de violencia contra los ciudadanos revolucionarios, 
tomando una intervención que. no por ser indeterminada en sus 
detalles y efectos, escapa a las sanciones de la ley. 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



337 



Manuel Días 

Dice este procesado a fojas 1126, que, a poco rato de estar 
en formación, oyó de improviso la voz del sargento Hcredia 
que ordenaba hacer fuego, voz que fué obedecida por toda la 
tropa, haciendo varias descargas de fusilería en dirección a la 
estación, en cuyo paraje había un gran número de oficiales y 
de civiles. 

Hizo cinco disparos con su fusil, los tres primeros en la 
dirección indicada y los dos últimos sin dirección alguna y sin 
tener el propósito de hacerlos, pues se le escaparon al destrabar 
la aleta de seguridad para sacar las cápsulas. 

En seguida se dirigió a un pajonal que queda en dirección 
al galpón, con objeto de ocultarse allí, en cuyo paraje perma- 
neció escondido, hasta la llegada de los primeros soldados que 
venían del lado de Bolívar, pertenecientes a las fuerzas lega- 
les, y a fojas 1775 agrega, que los dos últimos tiros que se le 
escaparon fué cuando ya huía para ocultarse. Así mismo con- 
firma la versión de Mangini (fojas 1084 y 1104 vuelta), de 
Zarate (fojas 1399) y Huges (fojas 1194 vuelta), según las 
cuales fué uno de Jos que en las circunstancias y forma refe- 
ridas manifestaron haber hecho fuego en Pirovano. 

Miguel Cademizzo 

Este procesado está confeso. A fojas 855, declaró que a la 
primera descarga, siguió un tiroteo continuado, avanzando con- 
juntamente con los demás soletados, haciendo fuego sobre la 
estación y formando un semicírculo que envolvía a quclla; que 
en esas circunstancias la mayor parte de Jos oficiales que se ha- 
llaban en el anden huyeron en dirección aJ tren que se encon- 
traba a la altura dol tanque, con excepción -de los tenientes 
Montero y Verniard. a los que vió heridos a los primeros dis- 
paros; que los civiles que canqxusían la junta también se 
dispersaron, viendo caer heridos a dos de ellos, uno dentro 
de un furgón que estaba al frente de la estación principa! 
\* otro en e! centro de !a misma vía, a tres metros del furgón 
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(sin duda Arroyo y Baca), cuyos cuerpos fueron encontrados 
como se ha visto antes, en los puntos indicados por el procesado. 

A fojas 63, expediente militar agregado, se ratificó en la 
declaración que prestó ante el concejo de guerra que juzgó a 
los oficiales sublevados, diciendo que hizo diez tiros de fusil 
contra diohos oficiales y contra Jos particulares que los acom- 
pañaban. 

Paulino Machado 

Este procesado confiesa haber hecho tres disparos sobre 
la estación ( fojas <M7 >. P£ro aunque en la indagatoria de to- 
jas 1396, agrega que no hizo fuego contra persona determina- 
da, sino hacia la estación donde se encontraban los miembros 
de la junta y algunos oficiales, opina el tribunal que debe ser 
tenido por culpable, en las mismas condiciones de los anteriores. 

Por las consideraciones expuestas y concordantes de la 
sentencia apelada, se modifica con costas, imponiéndose a Si- 
necio Heredia. con arreglo a lo dispuesto en los artículos 17, 
inciso 1, capitulo 1, Delitos contra la vida, ley de reformas al 
código penal, artículo 21. inciso^ 231 y 83 inciso 6 del citado 
código penal, articulo 21, inciso 3, 231 y 83 inciso 6 del citado 
a Celermino L. Chaves en virtud de las mismas disposiciones, 
con exclusión del artículo 21 del código penal, la de quince 
años de presidio; a José María Peralta, Pablo Sarranza, Manuel 
j. Díaz, Miguel Cadenazzo y Paulino Machado, a mérito de 
lo dispuesto en el articulo 17. inciso 6. "disposiciones generales, 
ley de reformas del código penaJ, artículos 231 y 83, inciso 6 
del citado oódigo'\ la de tres años de penitenciaría. Déjase 
abierto el proceso por lo que respecta al prófugo sargento Pe- 
pernera, y iK>r lo que hace a Abdón Carrizo que ha fallecido, 
se declara no haber Jugar a pronunciamiento. 

En cuanto a! acusado Ciríaco González, cuyo pronuncia- 
miento ha omitido el inferior, teniendo en cuenta que este tri- 
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banal solí puede conocer en grado de apelación, vuelva al in- 
ferior para que subsane la deficiencia, pronunciándose al res- 
pecto. 

Marcelino Escalada. — Joaquín Ca- 
rrito. — Leónidas Zaivlla. 
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Buenos Alté* Abril 27 de 1912. 

Vistos y considerando: 

t Que esta corte en su auto de fojas 2327, por las razones 
en él expresadas y las expuestas por el señor fiscal de cámara, 
en desempeño de las funciones de procurador general, resolvió 
que era de competencia del juez federal de Bahía Manca el 
conocimiento de los delitos comunes de homicidio, robo y dis- 
paro de armas, imputados a los recurrentes y otros. 

Que determinada de esta suerte la naturaleza de los deli- 
tos aludidos y el juez que debía entender en el proceso, no 
obstante la ley 4939 que sólo se refirió a delitos políticos y 
militares, es inoj>ortuno un nuevo examen sobre el particular. 

Que. por otra parte, y aun cuando esas cuestiones no es- 
tuvieran ya juzgadas, no habría mérito para conceptuar que en 
e 1 sub judice los delitos perpetrados importan infracciones de 
carácter político o militares conexas,, comprendidos en la ley 
4930 (articulo 117, 120, 826 y 827 del código de justicia mili- 
tar), como se demuestra en la sentencia de fojas 2754 <te la 
cámara federal de La Plata y se desprende de la jurispru- 
dencia de este tribunal, establecida en casos anteriores (Fallos, 
tumi» 54, pág. 464. considerandos 3 y otros). ..... 

Que habiendo sido consentida por el ministerio fiscal la 

sentencia de fojas 2754. el recurso concedido a ios reos no pue- 
de tener otro fin que el de resolver si procede la disminución 
de las penas impuestas o la absolución, de acuerdo con la doc- 
trina que informa e! articulo 693 del código de procedimien- 
tos en lo criminal, y lo reiteradamente resuelto. 
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One .1 este respecto, la condena pronunciada no infiere 
agravio a los apelantes, dada la naturaleza del delito, sus cir- 
cunstancias y lo dispuesto en el articulo 17 de la ley 4189. 

Por ello, se la confirma, con costas. Xotifiquese con el ori- 
ginad y devuélvanse. 

A. Bermejo — Nicanor G. del Solar — 
M. P. Daract — D. E. Palacio — L. 

\ Loi'EZ C.\BAN ILLAS. 



CAUSA XXIX 



I>oña Victoria T. de Morena en autos con el concurso de 
Don Domingo Calmil. Recurso de hecho 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
ley 48 contra una resolución que declara corresponder el 
conocimiento de la causa a la jurisdicción ordinaria comer- 
cial y no a la civil, como lo pretendía el recurrente, sin 
haber invocado, por otra parte, el fuero federal. 

Caso: Resulta del siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos AÍCM» Abril 27 de 1912. 

¿yutos y Vistos: El recurso de hecho por apelación dene- 
gada, interpuesto por el apoderado de doña Victoria T. de Mo- 
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reno contra sentencia pronunciada por la cámara primera de 
apelaciones en lo civil de la capital en !os autos del concurso de 
(!on Domingo Cabra!. 

Y considerando: 

Que la excepción de incompetencia deducida a fs. 187 de 
los autos remitidos por vía de informe, se ha fundado en que el 
conocimiento de la causa correspondía a la jurisdicción comer- 
cial y no a la civil. 

Que el recurrente no ha planteado cuestión federal alguna 
cuya decisión pueda autorizar el recurso extraordinario pre- 
visto en el art 90 de la «ley núm. 1803 y 6 de la ley núm. 4055, 
desde que al deducir la declinatoria no se ha invocado el fuero 
tcderal, sino el fuero conüún (art. 15, ley núm. 48). 

Por e!lo", y de conformidad con !o expuesto y pedido por el 
señor procurador general, no ha lugar al recurso de queja 
deducido. Notifiquese y archívese, previa reposición del pa- 
pel, devolviéndose k>s expedientes remitidos por vía de infor- 
me con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Ca han illas. 



CAUSA XXX 

Carlos Díaz Viles, en el juicio sucesorio de don Eustaquio Días 
Vites y doña Josefa Cano de Días Vites. Recurso de hecho 

. 

Sumario: i°. Para la procedencia del recurso extraordinario 
del art. 14, ley 48, no basta citar un precepto constitucio- 
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na! ; se requiere que la decisión del pleito dependa de la 
inteligencia que se dé a la cláusula constitucional invocada. 

2*\ La interpretación y aplicación de la ley número 4^55» 
sobre impuestos a las herencias, no autorizan dicho re- 
curso. 

Caso : Resulta del siguiente : 

PALLO D« LA CORTE SUPREMA * U 



Buenos Aires. Abril 30 de IW2. 

Autos y vistos: El recurso de queja por apelación dene- 
gada, interpuesto por don Carlos Díaz Yélez contra sentencia 
de la cámara segunda dé apelaciones de la capital, en el inci- 
dente sobre entrega de legados, del juicio sucesorio de don Eus- 
taquio Díaz Yélezy su esposa. 

Y considerando: 

Que para fundar sil queja, el recurrente alega que. COJIJO 
la ha sostenido en la causa, la interpretación dada por el tribu- 
na! al art. 5 de la ley núm. 4855. viola el art. 19 de la constitu- 
ción, porque seje obliga a hacer lo que la ley no manda. 

Que con arreglo a lo reiteradamente resuelto por esta cor- 
te, para la procedencia del recurso extraordinario previsto en 
el art. 4S. no basta citar un precepto constitucional, como se 
ha hediO en los escritos de f>. 2¿2 y 251 de los autos remitidos 
|K>r via de informe, pues se requiere que la decisión del pleito, 
dependa de la inteligencia que se dé a la invocada cláusula 
constitucional. (Fallos, tomo 100. pág. 17). 

Qüe en el caso, la solución de la controversia judicial ha 

II En la misma lecha y en idéntico sentido se lalló el «curso interpuesto por dor 
E-memo Dlai Veltx co lo» referidos tutos. 
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dependido exclusivamente de la interpretación y aplicación da- 
da al art. 5 de la ley núni. 4855. 

Que como se ha observado con razón por la cámara segun- 
da de apelaciones al denegar el recurso, éste no procede cuando 
se trata de la inteligencia de una ley que no es general sino es- 
pecial para la capital y territorios nacionales. (Fallos, tomo 48, 
pág. 71 ; tomo 110. pág. 372 y otros;. 

•Por ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor procurador general, se declara bien denegado el re- 
curso. Repuesto el papel, archívese, devolviéndose los autos re- 
mitidos por via de informe, con testimonio de esta resolución., 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabaxillas. 



CAUSA XXXI 



Recurso extraordinario deducido de hecho por Perfecto P. 
Bustamante. en autos por infracción a la ley de farmacia 

Sumario : La ley núm. 4687 y el decreto que 4a reglamenta en 
lo que se refiere al expendio de específicos y a las multas 
impuestas a los infractores, no violan ningún derecho ni 
garantía consagrados |>or la constitución nacional. 



Caso: Lo explica el siguiente fallo: i 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aim, Mayo 2 dt 1912 

Y vistos : El recurso extraordinario deducido en la presen- 
te causa contra la sentencia de fs. 22, que confirma la resolución 
del departamento nacional de higiene, en la que se impone al 
recurrente, señor Perfecto P. Kustamante, una multa por in- 
fracción a la Jey y reglamento sobre ejercida de la farmacia. 
i 

Y considerando en cuanto a la procedencia del recurso: 

Que se ha puesto en cuestión la validez del decreto regla- 
mentario de la ley 4687, como contrario a !a constitución na- 
cional, defensa que no ha sitio admitida y que hace por lo tanto 
procedente el recurso de apelación concedido a fs. 25 y único 
que corresponde para ante esta corte, con arreglo a lo dispuesto 
por el art. 14 de i a ley núm. 48. 

Que por ilo que hace al de nulidad, conjuntamente inter- 
puesto con el de apelación en el escrito de fs. 24. no se encuen- 
tra autorizado por el citado articulo 14 de la ley 48 y 6 de la 
ley núm. 4055, como se ha declarado en repetidos fallos (tomo 
44. l>á«- ?S ; l>ág. 43 1 íp8 pág. 50 y otros). 1 

Pór y ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
c! señor procurador general, así se declara. 

Y considerando, en cuanto al fondo: 

Que en el escrito de fs. 20 presentado ante el inferior, el 
recurrente pide se deje sin electo la multa que se le ha impues- 
to, sosteniendo como fundamento del recurso, Que el poder eje- 
cutivo al reglamentar la ley 4'>87. no sólo altera sus disposicio- 
nes, sino que legisla sobre asuntos no comprendidos en ella, 
siendo uno de éstos el que establece la multa que se le ha im- 
puesto, lo que considera no ha podido hacerse sin violación de 
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lo que dispone el art. 29 de Ja constitución, invocando, además, 
en su favor, los artículos 18 y 28 de la misma. 

Que confirmando aquella resolución, el fallo del inferior 
se ha limitado a resolver como materia que corresponde tratar 
en el presente recurso extraordinario, que la multa reclamada 
está autorizada por la ley, como efectivamente lo está en el ar- 
ticulo 7, contra todos los que infrinjan sus disposiciones; que 

no hay, por lo tanto, violación del art. 18 de la constitución, no 
siendo además, exacto que la reglamentación a que se refiere el 
decreto de 18 de Septiembre de 1906, en lo referente al expen- 
dio de específicos, se aparte de ¡o dispuesto por la misma ley 
sobre ejercicio de la farmacia, desde que dicho expendio está 
comprendido en el art. 9. 

Que por otra parte, tanto la ley como la reglamentación 
que se ha dado por el poder ejecutivo en cuanto se refiere al 
expendio de específicos y la multa que se impone a los que la 
infrinjan, no altera ni viola los derechos y garantías constitu- 
cionales invocadas, pues, establecido por la primera la pena-I i- 
üad, no ocurre en el caso, el otorgamiento de facultades extra- 
ordinarias a que se refiere y prohibe el art. 29 de la constitu- 
ción nacional. 

Por ello, y de conformidad con lo pedido por el señor pro- 
curador general, se declara que la sentencia de fs. 22, en la 
parte que ha sido materia del recurso, no es contraria a las ga- 
lantias invocadas, y en su consecuencia, se la confirma. Noti- 
fíquese origina] y devuélvase, reponiéndose las fojas ante el 
inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



346 FAUOt M LA COtTT SUFUMA 



CAUSA XXXII 



Recurso extraordinario deducido de hecho en los autos Carlos 
Noltc contra Reinaldo I'erro, por cobro de pesos 

I 

Sumario ■ La negativa del fuero federal basada en la deficien- 
cia de la prueba ofrecida para establecer el hecho invocado 
como fundamento de dicho fuero, no da lugar al recurso 
extraordinario previsto en el art. 14 de la ley núm. 48. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 



DICTA M EN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Aires, Mino 16 de 1912 

Suprema edite: 

El demandado opuso en la estación oportuna la excepción 
de incompetencia de jurisdicción, fundándose en la distinta na- 
cionalidad de las partes, por lo que se amparaba en su derecho 
de llevar d pleito a la justicia federal, conforme al art. 2 inci- 
so 2 de la ley 48. Esta excepción fué rechazada en primera y se- 
gunda instancia, en razón de no haberse justificado el funda- 
mento de la incompetencia alegada. 

Resulta de lo expuesto, que no es procedente d recurso 
extraordinario deducido, atento que la única cuestión debatida 
ha versado sobre la apreciación de la prueba producida para 
justificar la diversa nacionalidad de las partes, y sobre este 
punto la corte suprema no puede rever la resolución de los tri- 
bunales inferiores, por tratarse de cuestiones de hechos ajenas 
a! referido recurso extraordinario. 



1 



DE JUSTICIA DE LA NACION 

No existiendo en el caso desconocimiento de un derecho o 
privilegio amparado en una cláusula de la constitución o de una 
ley o tratado del congreso, que es el único fundamento que pue- 
de motivar la apelación ante Y. E. de las sentencias de los tri- 
bunales inferiores (art. 14, ley 48), debe ser declarada impro- 
cedente esa apelación. 

Por lo expuesto y jurisprudencia de V. E. (fallos, t. 48, 
pág. 480; t. 101, pág. 156 y 421; t. III, pás. 94 y 318; t. 113, 
pág. 89), pido se declare mal concedido el recurso extraordina- 
rio y se ordene la devolución de los autos a la cámara de su 
procedencia. 

Julio Botet 




FALLO DK LA CORTE St PRKMA 

* 

Buenos Aires, Mayo 4 de »12 



Vistos y considerando : 

Que la sentencia apela<la de fs. 362, no ha desconocido que 
e! art. 2 de la ley núm. 48, concordante con el art. 100 <le la 
constitución, en que el demandado fundó su excepción, confieran 
al extranjero, en pleitos con nacionales, el privilegio del fuero 
federal. 

Que al denegar ese fuero, el tribunal, por su referencia a 
¡a sentencia del inferior, se ha basado en la deficiencia de la 
prueba ofrecida para establecer el hecho en que se apoyaba la 
excepción, observando que "ninguno de los deponentes, al con- 
testar la pregunta séptima (relativo a la nacionalidad de los 
demandados), da razón satisfactoria de su dicho, resultando 
completamente ineficaz la expresada prueba" (fs. 283). 

Que la prueba de un hecho, como el de que se trata, es 
ajena al recurso extraordinario previsto en el art. 6 de ti ley 
4055 y art. 14 de la ley 48 (faHos, t. 48, pág. 480; t. ioi, pá- 
gina 156 y 421 ; t. 113, pág- 89 y otros). 
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Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el se- 
ñor procurador general, se declara improcedente el recurso. No- 
tifíquese con el original y devuélvanse, reponiéndose los sellos 
ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



CAUSA XXXIII 



Recurso de hecho deducido por l-\ Soria Frcites en autos con 
L. E. Chapeauroüge, sobre nulidad 

Sumario: lis improcedente el recurso de apelación y nulidad 
fundado en que una cámara federal ha dictado sentencia 
con sólo tres de sus miembros, en vez de los cinco que 
componen el tribunal. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 



DICTAMEN' DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Msrto 7 de 1912 

Suprema corte: 

De la exposición que hace la parte recurrente al formular 
el presente recurso de hecho, se desprende que el fundamento 
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dictado sentencia en el juicio en que se deduce este recurso, 
consiste en que la excelentísima cámara federal de la capital ha 
dictado sentencia en el juicio en que se deduce este recurso 
son sólo tres de sus miembros, en lugar de hacerlo con los cinco 
miembros que prescribe el art. 4 de la ley 7055. Hasta men- 
cionar este fundamento para comprender que el recurso de ape- 
lación extraordinario no es procedente, dado que no reúne los 
requisitos del art. 14 de la ley 48 para tal efecto, por tratarse 
de una cuestión nueva, suscitada después del fallo que motiva 
Ja apelación, y que no ha podido ser materia de resolución por 
los tribunales inferiores, lo cual es indispensable para que V. E. 
entre a ejercer su jurisdicción de apelación. (Fallos, tomo 87» 
pág. ni ; tumo 108, pág. 265). 

Además de esta consideración que es por sí sola bastante 
para denegar el recurso, debo observar que se trata de una cues- 
tión que versa sobre el procedintíento de los juicios, lo cual es 
ajeno a la materia de que V. E. puede conocer. 

Por lo expuesto, y no siendo procedente el refcurso de nuli- 
dad en los términos de la apelación extraordinaria del art 14, 
ley 48, pido a V. E. se declare improcedente la queja deducida. 

Julio Botet. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Butnofi Airet. Mayo I! de 1912 

Autos vistos y considerando : 

Que el fundamento de los recursos deducidos directamente 
en el escrito de fs. 1. se hace consistir en la consideración de 
haberse fallado por .la cámara federal de apelaciones la causa 
que se expresa, con sólo tres de sus miembros, en vez de los cin- 
co que componen dicha cámara ; lo que se alega no ha podido 
hacerse, no obstante lo establecido por su reglamento. 
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Que, con arreglo a lo dispuesto por la ley núm. 4055, esta 
corte sólo conoce en última instancia por apelación y nulidad 
de las sentencias definitivas de 4as cámaras federales de apela- 
ción en los casos determinados por el art. 3, o bien en grado de 
apelación en los que se indican en el art. 6 de la misma ley, y 
14 de la número 48, en ninguna de los cuales se encuentra com- 
prendido lo que se ha referido. 

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el se- 
ñor procurador general, se declara bien denegados los recursos 
expresados. Notifíquese y archívese, previa reposición de las 
fojas. 

A. Bermejo — Nicanor G. del Solar — 
M. P. Dakact — D. E. Palacio — L. 
López Gabán illas. 



CAUSA XXXIV 



Ramón Alvarcz de Toledo contra la proiincia de Corrientes 
sobre expropiación. Incidente sobre retención de parte del 
precio. 

Sumario : Con arreglo a la doctrina que informa la disposición 
del art. 1425 y sus concordantes del cóidgo civil, corres- 
ponde la retención de parte del precio, en tanto no se 
afiance su restitución. 

Cato: Lo explica el fallo siguiente: 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Alret, Mayo II de 1812 

Y vistos: El incidente promovido en el otrosí del escrito 
de fojas 269, sobre retención de la parte de precio correspon- 
diente a la extensión menor del terreno, con relación a la que 
expresan los títulos. 

Y considerando: 

Que al aprobarse a fojas 250 la liquidación de fojas 222, 
se expresó que la provincia debía depositar el saldo, sin per- 
juicio del derecho de la misma para deducir las acciones que 
pudieran corresponderle respecto a la determinación de la su- 
j>erficie real del terreno expropiado y consiguiente reducción 
del precio y de sus intereses. 

Que esas acciones han sido deducidas a fojas 265, aseve- 
rándose, con los documentos de fojas 261 y 262, que faltan mil 
cuatrocientas setenta hectáreas, diez y nueve áreas y treinta y 
una centiáreas del terreno que expresan los títulos, y que sir- 
vió de base á la liquidación de fojas 222, lo que representa un 
excedente de noventa mil ochocientos un pesos, nueve centavos, 
moneda nacional, en el importe del precio depositado. 

Que como lo reconoce el expropiado, si resultase menos 
tierra debería restituir su importe proporcional, y es justo que 
las partes sean colocadas en igualdad de condiciones respecto a 
la seguridad del reintegro, por lo que debe mantenerse a pedi- 
do del expropiante el depósito judicial ordenado a requisición 
del expropiado. 

Que con arreglo á la doctrina que informa la disposición 
del art. 1425 y sus concordantes del código civil, corresponde la 
retención ordenada de parte del precio, en tanto no se afiance 
su restitución. 

Por estos fundamentos, no ha lugar, con costas, a le revo 



352 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

catoria solicitada, y manteniéndose el depósito que consta a fo- 
jas 254. líbrese cilicio al Manco de !a Nación Argentina, para 
que se entregue al expropiado, doctor don Ramón Alvarez de 
Toledo, el resto de lo depositado, que consta a fojas 231. o 
Nean, ciento diez y seis mil quinientos veintiún pesos con ochen- 
ta y nueve centavos moneda nacional. Notifiquese con el origi- 
nal y repóngase el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cara sillas. 



v 



CAUSA XXXV 



Manuel /\ Escobar contra el gobierno nacional, 
por escrituración 

Sumario: Se considera convenido el pacto comisorio en una 
compra-venta celebrada con el gobierno, si — con motivo 
de un decreto que expresa que los compradores deben es- 
, enturar dentro de un plazo ó de lo contrario se los tendrá 
jH>r desistidos, — un cuinprador solicita mayor término, 
que !e fué acordado y venció sin que se escriturara. 

taso: I-o explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERA!, 



Bueno» Aires. Agosto 23 de 1912 

Vistos y considerando : 

Que, dados los términos en que ha quedado planteada la li- 
tis y teniendo presente lo que dispone el art. 1204 del código 
civil, corresponde determinar sí las partes han estipulado el 
pacto comisorio respecto de la compra-venta del lote núm. 1 . 
manzana núm. 3, de los terrenos del puerto de la capital. 

Que noticiado de este decreto, el actor solicitó en Xovicm- 
a 1 gobierno nacional, en remate celebrado por los martilieros 
Funes, Lagos y Cía., los terrenos indicados», sin que se fijara 
plazo dentro del cual debería extenderse la escritura pública de 
transferencia del bien. Resulta igualmente, que en Octubre 21 
. <ic 1912, el P. E., en vista de haber informado el escribano de 
gobierno que la escrituración no se efectuaba por no haber 
concurrido los compradores a pesar de los reiterados avisos, 
dictó un decreto disponiendo que la escrituración se efectuase 
dentro del término de un mes, bajo apercibimiento de tener por 
desistidos a los interesados remisos. 

Que noticiado de este decreto el actor solicitó en Noviem- 
bre del mismo año, una prórroga de noventa días, reconociendo 
que a la sazón no estaba en condiciones de escriturar, prórroga 
que le fué concedida en Enero de 1903, venciendo el plazo nue. 
vamente fijado, sin que se presentase a los fines consiguientes, 
le que hizo recién tres años después, en 1906, en virtud de lo 
cual el P. E. desestimó ¡»a pedido de escriturar. 

Que la manifestación de voluntad del actor, de aceptar el 
pacto comisorio que Jijaba el gobierno en su decreto de 21 de 
Octubre de 1902, debe considerarse categórica, atenta la pre- 
sentación del mismo, que corre a fojas 14, de estos autos. El 
poder ejecutivo expresaba en el decreto referido, que, caso de 
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no presentarse los compradores a escriturar en el término de un 
mes, se les tendrá por desistido, y el doctor Escobar pedia, para 
hacerlo, un plazo de noventa días, que le fué acordado. Es de- 
cir, aceptaba expresamente, que se le tuviera por desistido si no 
concurría en el plazo por él solicitado. Debe tenerse esa solici- 
tud del actor como una manifestación categórica de voluntad 
en el sentido de estipular el pacto comisorio, porque no tiene 
otra explicación posible su presentación. En efecto, si al efec- 
tuarse el remate no se había fijado término para escriturar, e! 
actor no podía temer que se diera por rescindido el contrato 
por la sola virtud del decreto del P. E.. del mes de Octubre de 
1902. desde que hasta ese momento no se había establecido el 
pacto comisorio, y en ules condiciones el gobierno nacional sólo 
podía denla-Mar el cumplimiento del contrato. 

Por consiguiente, con haber guardado silencio dejaba a 
salvo sus derechos, desde que ese silencio no podía interpretar- 
se como aceptación del pacto, atento lo que dispone el código 
civil en su articulo 1204. I>e manera, pues, que al solicitar la 
"gracia" de una prórroga, fs. 00, que se le concedió, su situa- 
ción jurídica cambiada por su voluntad expresa, quedando des- 
de ese momento establecido el pacto comisorio, desde que a na. 
da podía responder su presentación, sino a proponer un término 
mayor, vencido el cual se tendría por rescindido el contrato. 
Que si bien en su solicitud recordada, el actor no ha dicho ter- 
minantemente, que consentía en estipular el pacto comisorio, 
étlo nada .significa, desde que como dice Uerena. tomo IV, pá- 
gina 310. comentando el art. 1204. las palabras "sino hubiere 
pacto expreso", no quiere decir que haya necesidad de valerse 
de términos sacramentales, pues lo que significan es que no se 
considera implícito en los contratos; que de cualquier manera 
que conste la voluntad de las partes, debe cumplirse. En el 
presente caso, esa voluntad ha sido manifestada de una manera 
categórica, como queda dicho, con Ja sola presentación corrien- 
te a fs. 000. atento los términos de la misma. Que siendo esto 
asi. y disponiendo el art. 1 197 del código civil, que las conven- 
ciones hechas en los contratos forman para las partes una regla 
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a la cual deben someterse como a la ley misma, cabe declarar la 
improcedencia de la acción deducida. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
fojas 63, debiendo abonarse las costas en el orden causado. No- 
tifiquese y devuélvase, debiendo reponer los sellos ante el in- 
ferior. 

■ 

Agustín Urdinarram. — Angel 
D. Rojas. — Angel Fcrreira 
Cortes. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Airo. Mayo II dt 1912. 

Y vistos: 

Por los fundamentos de la sentencia apelada de fojas 93, 
y considerando, además: 

Que la litis quedó efectivamente planteada como esa sen- 
tencia lo expresa, en el sentido de determinar si Jas partes ha- 
bian estipulado o no el pacto comisorio respecto de la compra- 
v enta del lote de terreno objeto de la demanda de escrituración. 

Que en efecto, en la contestación de fojas 53, se dice cla- 
ramente: "Con estos antecedentes, señor ju«, queda demostra- 
ilo que el actor aceptó la condición resolutoria, sometiéndose a 
los decretos que dictó, el poder ejecutivo nacional, a causa de 
ro haber comparecido a escriturar según lo afirma ©1 escribano 
de gobierno y no por otras causas", fojas 55 vta. 

Que si no dependía de la sola voluntad de una de las partes 
alterar las obligaciones de! contrato, pudieran serlo por el con- 
sentimiento de ambas, y es lo que importaba la manifestación 
del actor consignada en su escrito de 20 de Noviembre de 1902, 
corriente a fojas 14 del expediente administrativo de aquel año, 
registrado con el número 2950, letra C del ministerio de ha- 
cienda. 
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Que la resolución de 10 de Enero de 1903, cuya validez se 
impugna por el recurrente, se limitó a conceder al actor una 
prórroga de 90 días para escriturar, y es de notarse que esa 
concesión ampliada a tres años por el actor, invocada por ef 
mismo en su gestión de 1906 ( fojas 19) y reconocida por el 
poder ejecutivo en su decreto de 3 de Mayo del mismo año 
(foja 21), no trata de hacerse valer por el comprador, en el ca- 
so, como un derecho de que surjan obligaciones contra la na- 
ción, a la que se refiere el fallo que se cita del tomo 80. pági- 
na 211. l 

Por ello, se confirma la sentencia apelada, sin especial con- 
denación en costas, por haber tenido el actor razón probable 
para litigar. 

Notifiquese con el original y devuélvanse, reponiéndose los 
sellos ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G, del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabaxillas. 



CAUSA XXXVI 

José Alleva contra. la Compañía Francesa de Ferrocarriles de 
Santa Fe, sobre indemnización. Recurso extraordinario 

Sumario: So corresponde el fuero federal por razón de la 
materia, en un juicio en que las acciones deducidas y las 
excepciones opuestas se han fundado exclusivamente en 
el derecho común y en el que no aparece que exista dispo- 
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sición alguna de carácter federal que rija directa e inme- 
diatamente el derecho contravenido. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTA MKN" DEC SR. PROCIRADOR GKN'ERAL 

Buenos Aires, Octubre 10 de 1912. 

Suprema corte : 

La demanda interpuesta versa sobre el pago de la indemni- 
zación a que el actor se cree con derecho en razón del accidente 
sufrido estando al servicio de la Compañía Francesa de Ferroca- 
rriles de Santa Fe, cuyo derecho ampara en el artículo 156 
del código de comercio, que obliga al que tiene un dependiente 
o factor a su servicio, a indemnizarle del daño o pérdida que 
sufra. 

Como se ve, se trata de una acción civil emergente de un 
contrato de locación de servicios y fundadas en las prescripcio- 
nes de ta legislación común, que es la que acuerda al actor el 
derecho que reclama en la demanda ; conforme a ello, el pleito 
deberá ser juzgado con arreglo a la expresada legislación, 
siendo, por tanto, competentes para su conocimientos los tribu- 
nales ordinarios respectivos. 

La ley nacional de ferrocarriles no ha sido afectada en el 
caso, ni el actor hace derivar de alia ningún derecho, puesto 
que no invoca una violación a sus prescripciones, ni se apoya 
en las reglas que la misma establece, al fijar las obligaciones 
de las empresas, con relación a los particulares, que seria lo 
único que podría motivar la competencia de los tribunales fede- 
rales, con arreglo a lo dispuesto por el artículo 2°., inciso 10, 
de la ley 48, 

Por estas consideraciones, pido a V. E. se sirva confirmar 
la sentencia recurrida, en cuanto no hace lugar a la excepción 
de incompetencia suscitada por el demandado. 

Julio Botet. 
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Buenos Aires. Mayo 14 de 1912. 

VistOS y considerando: 

Que 5ég&ñ lo reiteradamente resuelto por esta corte, por 
aplicación <le lo dispuesto en el articulo -i. inciso io. de la 
lev número 48. adicional y correctiva de la de 16 de octubre de 
1862. que se cita por el recurrente, es necesario que el dere- 
cho que se pretende hacer valer en juicio, esté directa e inmé- 
ritamente fundado en la constitución, tratado o ley especial- 
mente regido por ellos, de suerte que su conocimiento corres- 
ponda a la jurisdicción privativa de la justicia federal í fallos 
tomo 55, pág. 114; tomo 65. pág. 115: resolución de 28 de di- 
uembre de 191 1. en la causa de Aicardi y Galuzzí contra Dick 
y Dates). 

Que en el caso sub - judicc. actor y demandado han fundado 
sus acciones y excepciones exclusivamente en el derecho co- 
mún: el primero en los artículos 8 y 156 del código de comei- 
cio y el si^undo en el articulo 1112 del código civil, sin qué 
aparezca que exista disposición alguna de carácter federal que 
rija directa c inmediatamente e\ derecho contravertido (fojas 
1* y 79) 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo expuesto 
y pedido por el procurador general, se confirma la sentencia 
de fojas 101 en lo relativo a la competencia que ha sido ma- 
teria de recurso. — Xotifiquese original y respuesto el papel, 
devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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CAUSA XXXVII 



Stramandinoli, R. contra la frovnicia de J tijuy, sobre cobro 
ejecutivo de pesos. Incidente sobre intereses 

Sumario: Satisfecha !a deuda en el acto del requerimiento, no 



se carguen intereses sobre i 
Caso: Resulta del siguiente fallo: 

KALLO DE LA 



Butnoi Alret, Mayo 21 de 1912. 



Y vistos el incidente promovido a fojas 26 sobre la liqui- 
dación corriente a fojas 23 ; 

Y considerando : 

Que carece de aplicación en el caso, el articulo 64 de la ley, 
de obras públicas, que se cita, porque no consta en autos con- 
trato alguno de construcción, regido por esa ley, ni por consi- 
guiente, la fecha desde que deberían contarse los treinta días 
a que ese artículo se refiere. 

Que no tratándose de un caso en que la ley o la conven- 
ción ha**an correr los intereses, éstos se deben desde el reque- 
rimiento judicial o extrajudicial por parte del acreedor, o sea. 
tratándose de un juicio, desde la notificación de la demanda 
( artículo 509. código civil). 
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Que satisfecha la deuda en el acto del requerimiento, co- 
mo consta a fojas 15 vuelta, no corresponde se carguen intere- 
ses sobre ella. 

Por estos fundamentos, no se hace lugar, con costas, al 
incidente promovido, dejándose sin efecto la liquidación de 
fojas 23. — Xotifiqucsc original y repóngase el papel. 

A. Bermejo — Nicanor G. del Solar — M. 
P. Daract — D. E. Palacio— L. López 
Cabanillas. 



NOTA 

En siete de mayo de 1912 se declaró mal concedido el 
iccurso de apelación, deducido en un juicio ejecutivo, porque 
no procede tal recurso en la- decisiones pronunciadas en juicios 
(te esta naturaleza. (Causa procurador fiscal contra Salazar y 

Leudesdorf, pút cobro de impuestos internos). 

En veintiuno de mayo de 1912 no se hizo lugar a un 
recurso extraordinario, deducido de hecho, porque fué inter- 
puesto ante la corte después de vencido el término legal. Art. 23! 
de la ley de procedimientos. (Causa Ricciotti dal Lago contra 
F. Alonso y S. A. Veronelli. sobre entrega de mercaderías). 

En i* cíe mayo no se hizo lugar a varios pedido de prueba 
y a diligencias solicitados en calidad de mejor proveer, porque 
íos primeros habían sido ya materia de la litis y respecto de los 
segundos incumbe exclusivamente a la corte el decretarlos, si 
creyere necesario antes de dictar sentencia; se denegó, tam- 
bién, los pdidos de informe in voce e informe en derecho, por- 
que el primero fué solicitado fuera de tiempo (articulo 50., 
ley 3375). y el segundo fué suprimido por la ley 3375- (Causa: 
Recurso de revisión en lo sautos Emilio Yillamayor contra la 
provincia de Buenos Aires, por reivindicación. 
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CAUSA XXXVIII 

Don Francisco A. Irizarri contra el ferrocarril central argentino, 

sobre daños y perjuicios 

Sumario : Xo constando que la empresa haya exigido oportu- 
namente que se procediera a comprobar el estado de la 
mercadería en la forma establecida |x>r el articulo 48 de 
Ja ífy -'873 y articulo 236 del reglamento respectivo, y 
justificado, por otra parte, que el actor cargó en forma los 
vagones y que éstos se cayeron en una estación de tránsito 
y permanecieron largo tiempo expuestos a la lluvia, corres- 
ponde Ja condenación de la empresa ix>r los daños y per- 
juicios causados. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JUEZ DE COMERCIO 

Buenos Aires, Agosto 4 de 1909 

\ i>tos para resolver estos autos; resulta: 

1". Don Francisco A. Irizarri, se presenta a fs. 2, enta- 
blando demanda contra la compañía de ferrocarril central ar- 
gentino, por falta de cumplimiento a un contrato de locación 
de servicios y por la suma de 2.000 pesos moneda nacional, que 
¡c reclama, como asimismo las costas y gastos del juicio. 

Acompaña la carta de porte, de fs. 1, con el fin de acredi- 
tar el servicio que solicitó de la empresa del ferrocarril para 
que le condujera desde la estación Saldini hasta esta capital, 
estación Palermo Pacífico. 33 fardos grandes de alfalfa, los que 
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lueron cargados en el vagón 1.2858, con el correspondiente pe- 
so de carga, manifestado en la carta de porte. 

Qíié con fecha 11 de Junio de 1008; fué despachada la car- 
ga¿ y después de 5 días, o sea el 16 del mismo mes. llegó el 
pasto a la estación l'altrmo Pacifico, en el más completo estado 
«le putrefacción, a causa de que pasó una noche a la intemperie, 
bajo una lluvia torrencial, por haberse volcado el vagón en la 
estación Aceval, y que por ese motivo se negó a recibirla el 
consignatario. 

Indica cómo ocurrieron los hechos que ocasionaron la 
pérdida de la carga y la falta de precaución de los empleados de 
la empresa, para evitar la pérdida total de los fardos de alfalfa. 

(Jne. habiéndose comunicado al consignatario lo ocurrido, 
y en presencia de los hechos producidos inició gestiones particu- 
lares en esta capital ante la gerencia del ferrocarril, pero sin 
. tener resultado sus reclamaciones. 

(Jue el abandono de sus ocupaciones por trasladarse a esta 
capital le ha ocasionado incalculables gastos, y todo para evitar 
un pleito. 

Manifiesta que, oportunamente, probará los hechos que 
deja expuestos, y termina indicando disposiciones del código 
de comercio, pidiendo se condene a la compañía demandada al 
pago de la Mima de ¿.000 pesos moneda nacional ,]x>r el valor 
de :a> mercaderías, los per juicios, gastos causados y costas del 
juicio. 

2» Don Manuel Tedin. en representación de la empresa 
dd ferrocarril, contesta a ís. 11 la demanda, pidiendo su recha- 
zo, coíl costas. Dice que los hechos que sirven de base a la ac- 
ción, no son exactos. Que el demandante reconoce que la carta 
de ]M>rtc es el título que le da derecho para instaurar la acción, 
y que es el verdadero contrato entre el cargador y la empresa. 
\ que no admite excepción alguna. Y bien, dice, según la carta 
de ¡*>rte que oportunamente acompañará, el transporte se hizo a 
tarifa especial, habiéndose convenido expresamente que el va- 
gón fuera cargado y acondicionado por el remitente, quedando, 
además, sujeto a la estipulación que establece el articulo 177 
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del código de comercio y además de esta cláusula general entre 
las empresas que contiene la carta de porte, se agregó el ma- 
nuscrito como observación especial, "cargado por el remitente, 
sin responsabilidad para la empresa", y a continuación la firma 
de Irizarri. 

Que es falso que el vagón sé haya volcado en la estación 
Aceval al hacer un cambio, y si se detuvo allí en esa estación, 
fué porque l«>s fardos se habian colocado tan mal. que habían 
forzado la lona que los eubria. cediendo ésta en uno de sus ex- 
tremos. |>or donde penetraba el agua. 

Que la empresa no ha dejado de emplear toda la diligen- 
cia y cuidado a que estaba obligada en el transporte, y que la 
empresa no es responsable ; pues si la carga no llegó en buenas 
condiciones, ha sido porque él remitente no la cargó como 

debía. 

Que. por otra parte, la suma de 2.000 pesos en que el de- 
mandante aprecia el valor de la mercadería, gastos, etc., es su- 
mamente exagerada, y sobre este punto dice que la empresa 
no admite otra responsabilidad que la que sea consecuencia 
directa e inmediata del transporte, de acuerdo con lo qué 
establece la ley respectiva. 

3°. Abierta la causa a prueba, se produjo la que indica el 
certificado corriente a fs. 35; y agregado el escrito de alegato 
de la parte demandada, único presentado, se dictó la providencia 
de autos para sentencia. 

r V, considerando que la cláusula de exención de res- 
ponsabilidad pactada por la empresa demandada es nula, de 
acuerdo con lo dispuesto en el art. ¿04 del código de comercio, 
J que la tarifa especial sólo se refiere a la aceptación de plazos 
más largos o de suministro de un mínimum de cargas, pero de 
ninguna manera a la exoneración de las resi>onsabilidades de la 
empresa, por deterioros o averias. 

2 o Considerando que el hecho de proceder el cargador a 
cargar por si mismo los vagones eximiría, sin duda, a la em- 
presa, de las consecuencias de un acondicionamiento deficiente, 
siempre que hubiera proporcionado los vagones y útiles nece- 
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sanos para el mejor transporte; pero que ello, fuera de la con- 
secuencia apuntada, no importaba autorizar la aplicación del 
articulo 177 del código de comercio, en cuanto a la presunción 
del daño CpniQ proveniente de vicio propio de los objetos trans- 
portados, si ello no se ha jactado y si no se trata de los objetos 
de fácil deterioro a que se refiere ese articulo. 

Qllff en el caso, la mercadería transportada eran tardos de 
pasto, que no son de fácil deterioro; que el actor ha justificado 
que había cargado en forma los vagones y que éstos se cayeron 
en una estación de tránsito y permanecieron largo tien^xj ex- 
puestos a la lluvia. 

Qué en estas condiciones, por presunción legal y de hecho, 
la empresa respondería de las averias producidas. 

Considerando, sin embargo, que el actor ha omitido, no 
sólo justificar el monto del perjuicio sufrido, sino aun el hecho 
de las averias, j>or cuyo motivo no e> posible atribuirle derecho 
a una indemnización cualquiera. 

Por ello y lo dispuesto en la ley !, tit. 14. part. 3. fallo no 
haciendo lugar a la demanda, sin costas, por encontrar mérito 
e! juzgado para eximir de ella> al vencido. 

Ricardo Seebm 
Ante mi: Germán C. Ramírez. 

ACUERDO DE LA CAMARA DE APELACIONES 

Bueno» Aire», Octubre O de 1910. 

Reunidos los señores vocales en la sala de acuerdos, y traí- 
dos para conocer los autos seguidos por don Francisco A. Iri- 
zarri, contra la compañía del ferrocarril central argentino, por 
daños y perjuicios, se practicó la insaculación que ordena el 
artículo 256 del código de procedimientos, resultando de ella, 
que debían votar en el orden siguiente: doctores Pérez, López 
Cabanülas, Saavedra, Esteves, Méndez. 
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Estudiados los autos, la cámara estableció la siguiente 
cuestión a resolver. 

¿Es justa la sentencia apelada? 

El doctor Pérez, dijo: Don Francisco Irizarri demanda al 
ferrocarril central argentino por daños y perjuicios causados 
en un transporte de pasto. 

El actor cargó en la estación Soldini una cantidad de far- 
dos de pasto, para ser transportados a la estación Palermo (Pa- 
cifico), y durante el viaje el vagón en que venia la carga tuvo 
que ser dejado en la estación Aceval, por su mal acondiciona- 
miento, pues cayeron tres o más fardos, y a causa de una lluvia 
se deterioró la carga, causando daños al cargador, según se 
prueba por lo declarado por los testigos cuyos testimonios co- 
rren a ís. 21 y siguientes. 

•La compañía demandada se defiende en que el actor acep- 
tó la condición que contiene la guia de fs. i : "Cargado por el 
remitente, sin res|x>nsabilidad para la empresa" ; pero esta cláu- 
sula es nula, como lo resuelve el juez, a quo, en su sentencia 
apelada, porque la nulidad establecida en los artículos 162 y 
204 del código de comercio, respecto del reglamento, estipula, 
ciones o convenciones que excluyen o limiten las responsabi- 
lidades impuestas a Jas empresas ferroviarias, es general y ab- 
soluta, y está fundada en que: "por el monopolio que las em- 
presas ejercen, no pueden los particulares que tienen necesidad 
de hacer transportar cargas hacer objeciones a los reglamentos 
particulares de transj>ortes, ni imponer cláusulas especiales en 
las cartas de porte". ( Informe de la comisión revisadora del 
código, presentado a la honorable cámara de diputados en 
Agosto de 1889). 

La cláusula manuscrita dt irresponsabilidad de la empre- 
sa demandada que se lee en las cartas de porte de fs. 1 y 31, 
no es la limitación de responsabilidad, que en determinados ca- 
sos puede convenirse entre el ferrocarril y el cargador, según 
c 1 art. 177 del código de comercio, ni el pasto enfardado es 
substancia que pueda comprenderse entre las que ese artículo 
enumera. Por consiguiente, la citada cláusula, en los términos 
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en que ha sido redactada, cae bajo la sanción de nulidad que 
establece el articulo 204 de dicho código. 

Probada como está por las cartas de porte, que el vagón 
número 12858 en que fueron cargados los treinta y tres fardos 
de pasto, fué desprendido del convoy y dejado en la estación 
Aceval, por haberse caído algunos de los fardos; que estando 
ahi llovió, y que la carga llegó á la estación Palermo ( ferroca- 
rril Patífico) en tal estado de averias, que fué abandonado por 
el consignatario y vendido por menos de lo que se paga la "pa- 
ja para cuna" (del expediente traído i\d cffectum videnti. re- 
sulta que los treinta y tres fardos «le pasto fueron vendidos en 
ochenta pesos moneda naeional. tojas 20. arrojando un saldo 
liquidó de cuarenta y cuatro pesos, veinte centavos (fs. 25). y 
presumiéndose que el pastó fué recibido en buen estado 1 ar- 
ticulo 172. código de comercio), la responsabilidad de la em- 
presa, en este caso no puede ser desconocida, y la circunstancia 
de que el actor no haya probado a cuanto asciende el importe 
de las averias sufridas, no puede ser obstáculo para la conde- 
nación de la empresa, porque su fijación debe ser deferida al 
juicio de peritos arbitrad* »res. 

Yuto. pues, negativamente y por que se revoque la senten- 
cia apehula y se resuelva en el sentido que dejo expresado. 

l'or análogas razones, los doctores: López Cabanillas. Saa- 
vedra. Hueves. Méndez, se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó este acuerdo, que firmaron los señores 
vocales, doctores: López Cabanillas, Esteves, Méndez. Saave- 
<;ra. 

Ante mi: Horacio Bouqutf. 

SENTENCIA 

Buenos Alrts. Octubre 13 de 1910 

Y visto-;: Por el mérito que ofrece el acuerdo que precede, 
se revoca la sentencia apelada, condenándose a la empresa del 
ferrocarril centra! argentino, a indemnizar al actor los daño> y 
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perjuicios que serán lijados por peritos, que las partes desig- 
naran ante el inferior. Repóngase los sellos y devuélvase. 

L. López Cabanillas- Carlos M. 

PÉREZ -MlOUEL ESTEVES — DlE- 

oo Saavedra-Ramon Méndez. 
Ante mi: Horacio Bouquet. 
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Bueno» Alrei. Junio 1.» de 1912. 

Vistos y considerando : 

Que la sentencia recurrida se ha limitado a la interpre- 
tación de las leyes del derecho común que en ella se citan y a 
declarar probados los hechos alegados y que han sido materia 
del pleito, con arreglo a los términos en que éste aparece 
trabado por la demanda de fojas 2 y su contestación de fo- 
jas 11. 

Que. por otra parte, no consta que la demandada haya 
exigido oportunamente que se procediera a comprobar el estado 
de la mercancía en la forma establecida por el articulo 48 de 
la lev 2873 y articulo 236 del Reglamento general de ferroca- 
rriles, y la consignación judicial a que se refiere el expediente 
agregado, tino lugar varios meses después de la fecha en 

pudo ésta efectuarse, con la circunstancia, además, de que 
no se dió intervención en el acto al cargador, o remitente, 
como lo dispone el articulo 229 del reglamento citado. 

Por ello, con confirma la sentencia apelada de fojas 68, en 
lo que ha podido ser materia de recurso. Notifiquese con el 
original y devuélvanse debiendo reponerse los sellos ante el 
inferior. 

A. Bermejo — Nicanor G. del Solar — M. 
P. Daract — D. E. Palacio 
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CAUSA XXXIX 

Don Camilo M. Fonronge y don Patricio Hátrington, solidé 
Unido se ¡es conceda la regenáa de la escribanía de marina 
de Bahía Báltica* 

Sumario: I o . Dé acuerdo con lo establecido en el articulo [84 
de la ley 1893, de organización de los tribunales de la 
Capital, aplicable i>or analogía a los juzgados federales de 
la República, un secretario de dichos juzgados no puede 
desempeñar la regencia dé una escribanía de marina. 

2". l/n escnl>ano que tiene a su cargo un registro pro- 
vincial de contratos, no puede, al mismo tiempo, tener .el 
régtetro nacional de marina. 

Buenos Aire» ti de Mayo 1912- 

Suprema corte: 

F.n e-te expediente corren agregadas dos solicitudes pre- 
sentadas al poder ejecutivo en las que <c pide la concesión del 
registro de marina de la ciudad Bahía Blanca, vacante por falle- 
cimiento de su titular, señor Maimó. La primera de ellas, sus- 
cripta por el señor Camilo Fonrougc. secretario del juzgado 
federal de esa ciudad, considero que no del>e ser tomada en 
cuenta, en atención a la prohibición que contiene el articulo 184 
de la lev 1893, de organización de los tribunales de la Capital, 
aplicable |*ir analogía a los juzgados federales de la República. 

La segunda solicitud ha sido presentada por el señor 
Patricio Eíarringtoiii quien manifiesta tener a su cargo un 
registro provincial de contratos, lo cual, en mi opinión, es 
un ofótáctrfó para la concesión del registro nacional de ma- 
lina. ]H»r cuanto seria someter a su titular a dos jurisdiccio- 
nes distintas, cada una de las cuales debe ejercer superin- 
tendencia sobre dicho funcionan. pidiendo ello originar con- 
flictos que conviene evitar. 

Cr*«\ por lo expuestos, que ninguno de los solicitantes 
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está en condiciones de obtener el registro de marina de Bahía 
Blanca. 

Julio Boiet. 

Buenos Aire*. Junio 6 de 1912. 

Con las conclusiones del precedente dictamen del señor 
procurador genera!, que esta corte considera arregladas a de- 
recho, devuélvase al Poder ejecutivo con el oficio de estilo. 

A. Kkrmejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 

■ 



CAUSA XL 



Ferrocarril Central Argentina, en autos con el fisco nacional, 
por cobro ejecutivo de pesos. Recurso de hecho 

Sumario: Xo tiene carácter de definitiva a los fines del recurso 
autorizado por e! articulo 14 de la ley número 48, una 
sentencia pronunciada en un juicio de apremio. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DITA M KN DEL SR. PROCl'R.YDOR GENERAL 

Suprema corte: 

La sentencia en un juicio de apremio como el de tjue se 
trata, no es recurrible en forma alguna, según lo tiene estable- 
cido el código de procedimientos federales, en su articulo 320: 
lo que, sin embargo, no da a esa sentencia el carácter de defi- 
nitiva, puesto que la misma disposición citada, pone como lí- 
mite a sus efectos, dejar a salvo el derecho de las partes en 
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ti apremio, para une puedan usarlo en juicio ordinario. sena- 
lando la disposición siguiente, articulo S zt), las garantías que 
puede exigir el que resulte deudor, de su acreedor, antes de 

hacer el pago. . 

No siendo, pues, definitiva tal sentencia, como la ue to- 
jas « que es la apelada extraordinariamente para ante Y. E. — 
ese 'recurso no encuadra dentro de lo prescripto en el articulo 
de la lev 48. dad.» que aquella 110 termina el pleito, sino 
(lúe por el contrario, abre el camino que la acción debe recorrer 
para SU solución legal, dentro leí procedimiento ordinario. 

En tal concepto no corresponde que este recurso prospe- 
re por lo que pido a V. E. Sé sirva, por la razón apuntada, 
declarar bien denegado el recurso de fojas 49. mandado de- . 
volver los autos al inferk.r. 

Julio Bote). 
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Bueno» Aire». Junio II de 1912. 

Autos y vistos : 

Él recurso d hecho entablado por 4a empresa del ferro- 
carril Central Argentino contra la resolución del juez federal 
del Rosario de Santa Fe. que a instancia del fisco nacional le 
manda abonar por la vía de apremio el impuesto de patente 
que adeuda por su propiciad del muelle Rivera. 

Y considerando: 

( )uc dicha resolución no hace cosa juzgada sobre el punto 
fallado, puesto que el articulo 320 de la ley de procedimientos 
federales y el auto del juez ordenando el pago, dejan a salvo 
el derecho invocado por la parte para hacerlo valer en juicio 
ordinario y repetir en su caso lo abonado ( Fallos, tomo 113, 
página 103)- 
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Que. con arreglo a lo dispuesto e nlos artículos 14, ley 48, 
y í>. ley 4055, sin que a ello se ponga lo decidido en el caso 
que se cita a fojas 5 vuelta de estos autos, el recurso extraor- 
dinario que esos artículos acuerdan, sólo procede contra sen- 
tencias definitivas (Fallos, tomo 107, página 308, y otros). 

Por ello y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor procurador general, se declara bien denegado el recurso. 

N'otitiqpese original y repuesto el papel, archívese, de- 
volviéndose los autos principales con testimonio de esta reso- 
lución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA XLI 

.Actuaciones iniciadas por el apoderado de los ferrocarriles del 
listado para que se extiendan en el registro que llera el 
secretario del juzgado federal de Santiago del Estero, las 
escrituras de transferencia, a favor de aquéllos, de terre- 
nos que ocupan las vías en dicha provincia. 

Sumario: E\ registro que los secretarios de los juzgados de sec- 
ción están autorizados a llevar, se refiere a las escrituras 
de poderes y a las de ventas y otras que emanen de actos 
judiciales. 

- 

Caso: Resulta de las piezas siguientes: 

ESCRITO 

• 

En mi carácter de apoderado de los ferrocarriles del Es- 
tado, solicito de usted me extienda en el registro nacional, 
las escrituras de transferencia que varias personas otorgarán 
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a fávor tic la empresa que represento, de terrenos j>or donde 
atraviesa su vía en e>ta provincia. 

Este pedido escrito obedece a que, habiéndome manifes- 
tado tisttá creer que estas escrituras no podía extenderlas 
en su registro por no ser de actos que pasan por el juzgado 
federal, me he dirigido a la oficina de asuntos legales comu- 
nicando esta contestación, y ella me ordena reiterar a usted el 
pedido, jMjr tratarse de escrituras de bienes del Estado nacio- 
nal, y por consiguiente, que deben ser hechas en el proto- 
colo del escribano nacional de la provincia donde están los 
bienes, no escapándose también la verdadera conveniencia de 
que los títulos de propiedad del Estado se archiven en los 
juzgados federales. Asi lo han entendido también los juzgados 
de Salta y Tucumán. que han ordenado a sus escribanos secre- 
tarios que labren las escritura* a que irte refiero en los proto- 
colos nacionales. 

DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL 

Buenoe Aires, Junio 8 de 1912 

Suprema corte: 

No considero procedente la solicitud en trámite, dado que 
los secretarios de los jueces federales no están autorizados 
para extender escrituras que no se refieran a actos pasados por 
ante dichos juzgados. Fuera de estos casos, dichos funcionarios 
no pueden ejercer las funciones de escribanos de registro 
como lo dispuso Y. E. en la resolución dictada con fecha 11 
de abril de 191 1, aceptando las consideraciones formuladas por 
el infrascripto, en el dictamen expedido en 10 de febrero 
del mismo año, con motivo de una petición formulada por 
el secretario del juzgado federal de Santiago del Estero. 



Julio Botct. 
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RESOLUCIÓN DE LA CORTE SUPREMA 

Bumos Aire», Junle 18 de it02 

Considerando : 

Que el registro que los secretarios de los juzgados fedé- 
rale:: vStán autorizados a llevar en la forma establecida en el 
artículo 9 o . del reglamento de 12 de octubre de 18(13. para 
esos juzgados, se refiere a las escrituras de poderes y a las 
de venta y otras que emanen de actos judiciales, con arreglo 
a lo dispuesto en los incisos i n . y 3".. articulo I o . de la ley 
número 42. y de con fon íidad co:i lo dictaminado por el señor 
procurador general, no ha lugar a lo solicitado y hágase saber. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



CAUSA XLII 

Contienda de competencia negativa entre el juez de sección de 
La Rioja y el de primera instancia de ¡a misma provincia, 
en una causa criminal por violación de la ley de seguridad 
social, nútnero 7029. 

Sumario: Corresponde a la justicia federal el conocimiento 
de una causa criminal basada en un hecho tendiente a 
impedir el funcionamiento de un ferrocarril de la nación. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 
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ANTECEDENTES 

lin Chamical. cabecera <lcl departamento, a diez días de 
enero de mil novecientos doce, se presentó el joven Bruno 
Agüero, en esta comisaria, y expuso: que el «lia de paro de los 
maquinistas y foguistas* etc.. se encontraba en la máquina nú- 
mero 6ú6 dirigida por el señor jefe de talleres, don Garlos 
[rün, y en e<os momentos se le acercaron los huelguista* 
el foguista Aguilar, quien le amenazó con malas palabras, que 
si tomaba trabajo lo baria trotar a trompadas y patadas; que 
estaba presente el pasa leña Díaz ; que después de esto todos 
los huelguistas lo llevaron a casa «le un Pelagio. donde le dijeron 
'que no salga, que no sea zonzo, y que si salia no sabia lo que 
le pagaría'*; que sin embargo de todas estas amenazas, se reti- 
ro de la pieza y fue a la máquina y tomó su puesto, acompa- 
ñando al señor Irun. con quien füerOñ a Chilecito y volvieron 
sin ninguna novedad; manifestó, además, que aunque los huel- 
guistas ' n castiguen él no abandonará el trabaj«». y esto pone 
en conocimiento de esta comisaría para que tome las medidas de 
salvaguardar las vidas de los ciudadanos. Con lo que termino 
la presente, firmando para constancia para ante mi y testigo 
i¡e actuación. 
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Buenos Aire», junio 22 de 19(2. 

Y vistos: U contienda de competencia negativa trabada 
entre el señor juez de sección de la provincia de La Rioja y el 
de primera instancia de la nrisma. para conocer en estos autos 
p. r infracción a la ley de seguridad social número 7029. 
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Y considerando: 
Que en el caso se trata, prima- facie, de un hecho tendiente 
a impedir el funcionamiento de un ferrocarril de la nación, 
obstruyendo el buen servicio de sus empleados. 

Que si bien es cierto que un ferrocarril de la nación no 
puede ser confundido con la nación misma, ni sus intereses con 
los del fisco, según lo resuelto e:i -1 fallo que se cita (tomo 
jo8. pág. 2<j8). no lo es menos que su regular funcionamiento 
afecta el orden nacional (pie el gobierno general está obligado 
a asegurar (Fallos, tomo 113. pág. 268, considerando 30.) 

l'or ello, oido el señor procurador general, se declara 
( pie esta causa corresponde al señor juez federal de U Rioja. 
a quien se remitirán los autos, dando al de primera instancia 
de la provincia el corresi>onde aviso. 

A. Bermejo. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. 1-opEz 
Caijanillas. 



CAUSA Xüll 



Moneada y Compañía, éíi aulos con la sociedad Puerto del 
Rosario, por cobro de pesos 

"sumario : 1". No procede el recurso del articulo 30., inciso 20. 
de la ley 4055. en una causa en que la suma reclamada 
sólo importa cuatro mil doscientos cincuenta y nueve pesos 

oro sellado. . 

v\ Invocada en el pleito la disposición de un articulo de 
la ley de aduana y desconocido el derecho «pie el apelante 
pretendía fundar én ella, procede el recurso del articulo 

14, ley 48. , 

V. 'La entrega de mercaderías sujetas al pago de de- 
rechos de importación no hace presumir el abono de éstos, 
toda vez que la disposición del articulo 16 de la ley de 
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aduana sólo ha querido asegurar la percepción recular de 
la renta. 

Caso: Lo explican la* piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL JVtZ FEDERAL 

Roiirio, Febrero 5 de !»I0. 

Vistos: 

Estos autos seguidos i*>r la sociedad Puerto del Rosario 
contra los señores Moneada y Compañía, sobre cobro de pesos. 

Resulta : 

En X de noviembre de upo don Modesto Cabrera, por la 
sociedad Puerto del Rosario, demandó a los señores Moneada 
y Compañía. ¡x>r cobro de la siuna de nueve mil seiscientos no- 
venta pesos sesenta y un centavos moneda nacional curso legal 
(S 9.690,61 m|n), procedente de permisos generales, enibar- . 
que- v pasavantes, especificados todos en los parciales y contra- 
liquidaciones qué acompañaba ( fojas 7 a 841. Pedia se les con- 
denara a pagar dicha suma, con intereses y costas. 

Corrido traslado, los demandados pidieron el rechazo con 
costas de la acción ( f s. 92) ; manifestaban haber abonado 
con anterioridad la cantidad reclamada, con excepción de 
cuarenta y ocho pe>os con veintisiete centavos moneda nacio- 
nal iS 48.27 mjn), que desde luego |>onían a disposición de la 
sociedad adora. Al mismo tiempo hacían notar que él poder 
presentado jxjr el señor Cabrera era insuficiente, y que no se 
acompañaba a la demanda el contrato Iwse de sus pretensiones. 

Abierta la causa a prueba, fojas 04, se produjo la que obra 
de fojas 07 a 21 i ; y previo el incidente de competencia resuelto 
por la excelentísima! cámara a fojas 220. entró a conocer en 
ti juicio el infrascripto. Con interioridad (fojas 233 a 240, ). 
ambas partes alegaron de bien probado, no luciéndolo el se- 
ñor fiscal, cuya per^neria quedó reconocióla a fojas 184 
Y corridos que fueron los demás trámites legales, el expediente 
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quedó en estado de sentencia, el dia tres de noviembre de 
1909. 

Y considerando: 

Pirmero. — Que las cuestiones previas promovidas por 
la parte demandada ( faita de personería y de presentación del 
contrato celebrado entre la sociedad actora y el gobierno na- 
cional), puede descartarse, supuesto que el poder de fojas i, 
es manifiestamente bastante, y que el contrato ha sido publi- 
cado oportunamente en forma oficial. 

Segundo. — Que entrando al fondo de! asunto, cabe plan- 
tear como sigue la cuestión debatida: 

Moneada y Compañía sostienen haber abonado la casi to- 
talidad de la deuda ($ 9.642.34 ni|n), pero no exhiben recibos 
que acrediten tal pago (fojas 118). Sus libros de comercio 
contienen la enunciación de haber sido pagados tres mil qui- 
nientos sesenta y seis pesos veintiún centavos oro, solamente 
(peritaje de fojas 201); y aun respecto de esta última suma, 
no aparecen comprobantes que apoyen el aserto de los libros. 
Los demandados no ofrecen, en realidad, otra constancia que 
ti hecho de haberse puesto en los parciales la orden de entre- 
gar la mercadería, por el actor; hecho del que derivan a su 
favor una presunción legal de pago. 

Tercero. — Que el alcance <le semejante presunción es nu- 
lo, si se toman en consideración los diversos elementos de crite- 
rio aportados por la sociedad Puerto del Rosario, quien a su 
vez exhibe libros de comercio en los que no figura como abona- 
da la deuda, Por una parte, el señor administrador de la aduana 
informa categóricamente a fojas 142, que pagos de tal gé- 
nero se docutrtentan invariablemente por medio de recibos, y 
esta aseveración resulta apoyada por el dicho de los testigos 
(David, fojas 121; Camerano, fojas 125; Podestá, fojas 128; 
Pasaron, fojas 131; Jones, fojas 135; Florentino, fojas 147; ' 
Helbling, fojas 151; Ochoa, fojas 194; Ramírez, fojas 197). 
Por otra parte, los mismos testigos afirman en su casi totali- 
dad que la sociedad del puerto acostumbraba a facilitar las 
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Operaciones del comercio, entregando en confianza las merca- 
derías sin exigir el abono previo de los derechos. Y por últi- 
mo, como el código de comercio impone a todo comerciante 
la obligación de conservar los comprobantes que justifiquen 
la exactitud de los asientos de sus libro* (artículos 67 y 68.. 
no hay razón alguna para suplir con presunciones una prueba 
que debe rendirse por escrito. 

Cuarto. — Que él carácter de ¿ocio solidario atribuido a 
non (iabric! Moneada en la sociedad Moneada y Compañía, 
resulta comprobado por los propios términos del poder de fo- 
jas 90. 

Quinto. — Que el incidente promovido a fojas 171, debo 
resolvere favorablemente a las pretcnsiones del actor, tanto 
|n>r hal>er consentido ambas partes en la producción de prueba 
con posterioridad al vencimiento del término, cuanto por no 
haber estado notificado aún el señor riscal de la apertura de 
dicho término, cuando surgió ese incidente (fojas 178). 

Sexto. — Que en consecuencia, procede hacer lugar a la 

acción deducida. 

Tor estas consideraciones — Fallo : Condenando a la so- 
ciedad Moneada y Compañía (y subsidiariamente al socio Ga- 
briel Moneada) a pagar a la sociedad Puerto del Rosario, 
dentro del tercero dia. la suma de nueve mil seiscientos no- 
venta pesos con sesenta y un centavos moneda nacional de 
curso legal, con sus intereses desde el dia de la demanda, con 
costas. Insértese, hágase saber y repóngase el sellado. 
• 

José de! Barco. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Parani Marzo 31 dt 1911. 

Vistos y considerando: 

Que i>or el recurso de apelación concedido a los demanda- 
dos y agravios expresados por éstos, la presente contienda ha 
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quedado limitada a la excepción de pago que opusieron cu su 
contestación a la demanda, y en mérito de la cual piden la re- 
vocación de la sentencia apelada de fojas 254. 

Que las funciones de representante del Estado y de ofi- 
cina pública del mismo atribuidos a la sociedad del Tuerto 
(¡el Rosario, por su contrato con la nación y reglamento que la 
iige para la explotación de dicho puerto, son de suyo legiti- 
mas, por estar autorizadas por la ley número 3885 y ser natu- 
ralmente esenciales a las operaciones cometidas al concesiona- 
iio que tomara a su cargo la explotación de aquel puerto. 

(jue el hecho de haberse entregado las mercaderías sin 
gago previo de los derechos i>ortuarios no puede producir el 
efecto, que ninguna ley le ha atribuido, de someter las rela- 
ciones de derecho creadas j>or aquellas operaciones al régimen 
de la ley común, sacándolas del especial que las gobierna — 
las leyes y reglamentos de aduana y de puertos. — Y así 
la personalidad jurídica que ejercita en la causa la sociedad 
del Tuerto del Rosario, no es la de comerciante, sino la más 
rrriba expresada de representante del Listado como oficina 
del mismo; y el crédito que cobra y actos que le han dado 
origen, deben ser juzgados con arreglo a la legislación espe- 
cial ya indicada. 

Que la presunción juris invocada por los demandados 
de haber pagado los derechos que se les cobran en razón del 
hecliQ de haberles sido entregadas, las mercaderías, carece de 
tundamento |x>r no estar declarada esa presunción en forma 
expresa, en las disposiciones legales citadas por aquéllos, ni 
por ningún otro precepto legal. La presunción juris es una 
creación de al ley que ésta declara y sanciona en forma expre- 
sa. Las personas y los jueces no pueden darla oída inducién- 
dola o deduciéndola de preceptos que no la declaran. Los in- 
vocados por los demandados y que los han inducido a soste- 
ner la referida presunción, versan sobre otro orden de relacio- 
nes, y no hacen a la liberación del deudor de derechos, a méri- 
to de la omisión en que se haya incurrido de percibirlos an- 
tes de ser entregadas las mercaderías. 
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Que es contrario y repugna al régimen aduanero y portua- 
rio que rige en la nación, el admitir y considerar como prueba 
a toda aquella otra que no sea la ordenada para cada caso. 
Y asi: el cobro y percibo de cada derecho sólo puede esti- 
marse como justificado y hacerse obligatorio para el estado, 
cuando él reviste la forma y documentación que le está es- 
pecialmente ordenada. Kn el presente caso esta documentación 
debió ser la estatuida por el articulo 181 de las ordenanzas; 
) no habiendo sido traída a la causa, la excepción de pago 
resulta infundada. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia recurrida 
en su parte concordante, y de acuerdo con lo dictaminado 
por el señor procurador fiscal, se la confirma en todas sus par- 
te-, con costas. Hágase saber y devuélvanse. 

Fortunato Calderón. — José Marco 
— R. Flores Vera. 
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Buenos Aires. Junio 27 de 191». 

Autos y vistos: 

Kl recurso de queja por apelación denegada interpuesto 
por Moneada y Compañía contra la sentencia pronunciada 
por la cámara federal de apelaciones del Paraná, en los autos 
seguidos por la empresa del puerto del Rosario contra aquéllos, 
sobre cobro de derechos. 

V considerando: 

Que debiendo liquidarse a oro los derechos de aduana, 
con arreglo al artículo xj de ia ley número 4933» c importan- 
do sólo 4259.25 pesos oro sellado la suma reclamada, no se- 
na de aplicación al caso lo dispuesto en el inciso 2 o . artícu- 
lo 3 o . de la ley 4055- 
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One respecto al recurso extraordinario previsto en el ar- 
ticulo 14 de la ley número 48, se declara procedente, en razón 
de halarse invocado por el apelante, en el pleito, la dispo- 
sición del artículo 16 de la ley de aduana y de haberse desco- 
nocido el derecho que pretendía fundar en ella (fojas 233, 
269 y 305 de los autos principales. 

(Jue en cuanto al fondo y careciendo en el Icaso de 
" objetó práctico el abrir una nueva instancia, es de observar 
<¿ue el articulo 16 citado, al disponer que los derechos de im- 
portación deben ser satisfechos al contado antes de la entrega 
de las mercaderías, sólo ha querido asegurar la percepción 
iegular de la renta. 

(Jue aun en el caso de que la entrega de las mercaderías 
hiciera presumir el pago de los derechos, esa presunción ha- 
bría sido desvirtuada por la prueba que el fallo de fojas 310 
reconoce ha rendido el actor y que es ajena, como punto le 
hecho, al recurso extraordinario interpuesto. 

Por ello, oido el señor procurador general, se confirma 
la sentencia de fojas 310 en la parte que ha podido ser materia 
de recurso. Notifiquese original y devuélvanse, reponiéndose 
los sellos ante el inferior. 

Nicanor G. del Solar. -M. P. Daract. 
-L. López Cabanillas. 



CAUSA XLIV 

Moneada y Coria en autos con la empresa Puerto del Rosario, 
por daños y perjuicios. Recurso de hecho 

Sumario: La sociedad anónima Puerto del Rosario, en su 
carácter de persona jurídica, no puede ser confundida 
con la nación a los efectos del recurso del artículo 3 .. 
inciso i ft -, de la ley 4055 que se refiere a las formalidades 
requeridas por la ley número 3952, tratándose de una de- 
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manda por daños y perjuicios procedentes de acto ilícito. 
( aso : Lo explican las piezas siguientes 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bucnot Alm, Junio 27 de 1912 

Autos y victos: El recurso de queja por apelación denega- 
da interpuesto por la sociedad Moneada y Goria. contra sen- 
tencia pronunciada por la cámara federal de apelaciones del 
Paraná, en k>s autos seguidos por aquélla contra la sociedad 
anónima del puerto del Rosario, por indemnización de daños 
y perjuicios. 

Y considerando: 

Qué demandada la sociedad anónima Puerto del Rosario, 
en su carácter de persona jurídica, por indemnización de daños 
y perjuicio* procedentes de acto ilícito, no podría ser confun- 
dida con la nación a los efectos del recurso «revisto en el in- 
ciso i", articulo 3 o . de la ley número 4055. qi e se refiere a las 
formalidades requeridas por la ley número $• de 6 de Oc- 
tubre de njoo. desde que, en todo ca>o. no se trataría de 
actos celebrados en el carácter de j>crso:ia jurídica, ni ésta po- 
dría ser res|K>nsabil¡zada i>or la comisión de actos ilícitos. 

Oue el caso que se cita, publicado en la página 197. tomo 
1 1 1 dé los fallos de esta corte, es distinto del actual, pirque 
en aquel, la nación era parte directamente interesada, desde 
<¡ue e! juicio tenia por objeto obtener la declaración judicial 
cié que el terreno cuestionado corre>i>ondia al dominio de la 
nación. 

Oue tampoco procede el recurso autorizado por el articu- 
la 14 de la ley número 48. desde que la sentencia apelada no 
contiene decisión contraria a derecho o privilegio alguno que 
el recurrente haya fundado en la constitución, ley especial o 
comisión ejercida en nombre de la autoridad nacional. Ha- 
biendo él actor fundado su derecho en el articulo 1109 del có- 
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digo civil y citado las ordenanzas de aduana, ley número 3885 
y contrato del puerto de 1902. únicamente en el sentido de que 
no autorizaban los procedimientos de la empresa que mo- 
tivaban la reclamación de daños y perjuicios (demanda de fo- 
jas 1). 

Que la resolución de esta corte, de 16 de octubre de 1906, 
se limitó a confirmar con costas la de la cámara de apelacio- 
nes en lo federal de Paraná, en la parte apelada, o sea. en 
cuanto declaraba que la empresa debía ocurrir ante el juzgado 
federal a hacer valer sus derechos, lo que en ningún mo- 
mento ha sido cuestionado ni desconocido. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
t! señor procurador general, se declara improcedente el recur- 
so. Xotifíquese con el original y repuesto el papel, archívese, 
devolviéndose los autos principales, con testimonio de esta 
resolución. 

A. Bermejo. — Xtcanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
L. López Cabanilias. 

NOTA 

Con fecha i°. de junio la suprema corte declaró bien 
denegado un recurso extraordinario deducido por don Faus- 
tino Da Rosa en autos con el doctor Alejandro Olivero, contra 
i»na sentencia denegatoria de un pedido para litigar en papel 
común, que se había fundado en la jurisprudencia de los tri- 
bunales ordinarios de la capital. 



En la misma fecha se declaró bien denegado un recurso 
extraordinario deducido por el Banco Nacional en liquida, 
ción, por haberse omitido al interponerse, los requisitos exi- 
gidos por el articvlo 15 de la ley de jurisdicción y competen* 
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cia de 1863. (El banco, al notificarse de la sentencia del su- 
perior tribunal se justicia de Santiago del Estero, se limitó a 
manifestar que apelaba para ante la suprema corte, y al pre- 
sentarse de hecho ante la misma, no precisó las disposiciones 
legales que se decía habian sido desconocidas). 



En seis de junio, se rechazó un recurso de queja deducido 
por don Leónidas Alvarez y otros, en autos con don Juan 
R. Será y otros, por tratarse de la interpretación y aplicación 
tic un articulo de la ley de procedimientos de la capital, in- 
corporado a la ley nacional de procedimientos, y por no con- 
cretarse cuáles eran las garantías constitucionales desconocidas. 



En once de junio se desestimó un recurso de queja in- 
terpuesto i>or don Antonio Pclufio en autos con don Emilio 
Echazú. |K>r tratarse de la interpretación y aplicación de las 
leyes procedimientos que rigen la substanciación de los juicios. 



En dieciocho de junio se declaró improcedente un recurso 
de queja deducido por don Lisardo Márquez y Márquez, en 
autos con la compañía Introductora de Buenos Aires, por 
violación de marca de fábrica. En la sentencia de primera ins- 
tancia, confirmada por sus fundamentos por la cámara fe- 
deral, se estableció "que la circunstancia de que el querellado 
usara su nombre en las estampillas secuestradas, no le eximia 
de responsabilidad, dado que no era necesario que se copie ín- 
tegramente una marca, bastando que se le copie en sus ca- 
racteres principales, y que la agregación del nombre del fabri- 
cante no era suficiente para excusar su responsabilidad". La 
corte suprema desestimó el recurso, por no haber desconocido 
la sentencia apelada el derecho a la propiedad del nombre o 
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comerciante a que se refiere el articulo 42 de la ley 3973, úni- 
co que se citó al interponer la queja. 



En junio 20 se dedaró improcedente el recurso de queja 
por apelación denegada interpuesto por don Antonio Canale y 
otros, en autos con Bianchi, Hengas y Compañía, sobre usur- 
pación de marca, por no haberse invocado en el pleito ai cues- 
tionado la inteligencia del articulo 57 de la ley 3973, en que 
el recurrente, para fundar el recurso extraordinario, alegó ha- 
ber invocado. 



CAUSA XLV 

Recurso extraordinario interpuesto por el ferrocarril Buenos 
Aires y Rosario, en autos con J. Cintioli, sobre indemnir 
saeión. 

Sumario: La corte suprema, en los recursos extraordinarios 
del articulo 14. ley número 48. no puede entrar en el exa- 
men de las pruebas rendidas en los juicios respectivos, al 
objeto de resolver si ellas han sido o no bien apreciadas. 
Una empresa de ferrocarril responde de los daños y perjui- 
cios por muerte de animales transportados, cuando la 
dirección general de vías de comunicación la hace res- 
ponsable a causa de haber infringido el artículo 345 del 
reglamento general de ferrocarriles. 

Caso: Resulta del fallo siguiente: 
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Buenos Aire». jWfo 13 de 1912. 

\ i>tos; los ile! recurso interpuesto ¡*>r la empresa del fe- 
rrocarril Buenos Aires y Rosario; contra sentencia de la ex- 
celentísima cámara de apelaciones en lo comercial de esta ca- 
pital, cri autos seguidos contra aquélla jx>r don José Cintioli, 
sobre indemnización de daños y perjuicios, y 

Considerando: 

Que e¡ recurrente invocó a fojas 168 el articulo 4** *' e ' a 
ley nacional de feroearriles y la falta de valor, en el caso, de 
la resolución de la dirección general de vias de comunicación 
< tojas 169 vuelta». 

"^'ñue las sentencias de primera y de segunda instancia adu- 
jeron, entre otros fundamentos, la referida resolución para ha- 
cer lugar, en parte, a la demanda ( fojas 182 a 183. y 216;. 

(Jue atento lo (pie precede, no puede dccir>e que la con- 
tienda se haya decidido exclusivamente con sujeción a las 
disjM»sicione> del derecho común y que sea ¡>or ello inadmi- 
sible el actual recurso extraordinario, como se sostiene en 
la memoria de fojas 225. 

(Jue en cuanto al fondo, el articulo 48 recordado esta- 
blece que las dudas que surjan sobre el precio y peso, insu- 
ficiencia del embalaje o cubierta de los bultos y estado de la 
mercadería, deben someterse a la resolución de la inspección 
gubernativa o a! julio de arbitradores, si no estuviere présen- 
le en la estación ningún inspector, y él remitente tío qtiwerá 
i.v/v"'/»* la inftrifencioit de la dirección de ferrocarriles 

Que, COíi arrecí., a 1<> dispuesto en el articulo 71 y si- 
guientes de ¡a misma ley. los agraviad.» por hechos u orni- 
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siones de las empresas ferroviarias, pueden ocurrir directa- 
mente a lá dirección general, y ésta, con audiencia de dichas 
empresas, debe ordenar investigaciones del modo y por los 
tiKdios <jue juzgue conveniente. 

Que así se ha procedido en el caso (fojas 105 sig.), 
siendo de observarse que la empresa no alegó en su defensa 
ante la dirección general de vías de comunicación, que se 
hubieran omitido las formalidades del citado artículo 48. sino 
que el reclamo =e había presentado fuera del término que se- 
ñala el articulo del código de comercio < fojas 107 vuel- 
ta); y lo propio hizo al contestar la demanda judicial (fo- 
jas 38). 

Que el tribunal <; quo, al interpretar y aplicar el articulo 
183 del código de comedio, en sentido desfavorable a la em- 
presa, no le ha desconocido derecho alguno fundado en las leyes 
especiales del congreso (artículos 14 y 15, ley número 48). 

Que la invalidez del dictamen de la dirección general, 
tuera de no haberse citado expresa y oportunamente pre- 
cepto legal para sustentarla, se hizo derivar de que é!. al apli- 
car el artículo 345 del reglamento, no se fundaba e:i las cons- 
tancias que Je servían de base (fojas 169 vuelta); y con 
arreglo a lo reiteradamente resuelto, esta corte, en los recur- 
sos extraordinarios del artículo 14. ley número 48, y 6".. ley 
número 4055, no puede entrar en el examen de las pruebas 
rendidas en los juicio* ¡espectivos. al objeto de resolver si 
ellas han sido o no bien apreciadas. 

Que en la sentencia apelada se dice: "De las actuacio- 
nes remitidas por el ministerio de obras públicas, resulta a 
fojas 115 que la dirección general de vías de comunicación 
hace responsable a la empresa de los daños y perjuicios, sien- 
do uno de los fundamentos. la mala formación de ¡os trenes, 
lo que ocasionó la muerte de los cerdos" (fojas 216). 

Que establecida esta causa de responsabilidad emergente 
(¡e la infracción al articulo 345 del reglamento general de fe- 
rrocarriles, es inoficioso ocuparse del punto de si dicha res- 
ponsabilidad surge también de haberse cargado en los vagones 
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un numero excesivo de animales, analizando al respecto la 
.aria de porte y los artículos pertinentes del mismo reglamento. 

Por estos fundamentos, se confirma la sentencia recurri- 
da (i) en la parte que ha podido ser materia de la apelación. 
Notifiquese con el original y devuélvase, debiendo los sellos 
reponerse ante el inferior. 

Nicanor G. del Solar.-M. P. Daract. 
- D. E. Palacio. - L. López Caba- 

NILLAS. 



CAUSA XLVI 

Alfonso A tul contra la provincia de Buenos Aires. Interdic- 
to de despojo 

Sumario : La circunstancia de que un propietario permita a 
los vecinos el paso por su terreno, no significa la trans- 
ferencia al estado de la posesión y dominio del camino. 
Las medidas ejecutadas por un gobierno de provincia, 
destruyendo alambrados en una propiedad particular y 
entregando un camino al sen-icio público, contra la vo- 
luntad del dueño, y sin adquirirlo previamente, imanan 
actOS de despojo, con arreglo a lo dispuesto en el articulo 
J4«>8 v concordantes del código civil. 

Caso: I.o explica el siguiente fallo: 



I, del Juez de l> Maneta <,ueeo.ider,aba á l« taprtw « -CJi. «P t 

pa W r • Joí* Ctatloll ta («tildad «.•«««•'■ J^^S^to^A^S 
m n. por coopto del precta d« ta. a*.*. m*rt». mi» taa tat«.mfc. d«ad« « di« 

de ta notMcaclóa de la dawuida. 
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Bueno* Aires, Julio 18 de 1912. 

Y vistos: 

Don Adolfo P. Duré, como representante de clon Alfonso 
Aust, se presentó exponiendo: 

Que su mandante es poseedor, a titulo de dueño, de la 
chacra número 1241. en el lugar denominado Sierras Bayas, 
partido de Olavarria. provincia de Buenos Aires. 

Que el año 1898 fué establecida en dicha chacra, la ac- 
tual estación ferroviaria, a mérito de un cesión del terreno ne- 
cesario para ello, hecha a favor de la empresa del ferrocarril 
del Sud. con el propósito de hacer llegar a las canteras exis- 
tentes en aquélla, los rieles que aun existen, para facilitar d 
transporte de los productos diversos de las mismas, hacia la 
red general de vías de la referida empresa. 

Que accediendo entonces a un pedido de la empresa, le 
fué acordado el derecho de acceso a la estación mencionada, 
mediante el paso señalado en el croquis A adjunto (fojas 2) 
con el número 6, atravesando el terreno que. rodeando el ce- 
dido, se reservó su mandante, y que está designado bajo el 
número 8 del croquis antes expresados. 

Oue posteriormente, el año 1905. <* e acuerdo wn <U» 
pedido privado de un vecino. Aust le permitió otro acceso a 
la misma estación, abriendo al efecto en el cerco de la chacra 
un paso que se señala en el croquis con el número 4. siendo ex- 
presamente convenido que debía colocarse una tranquera para 
uso exclusivo de ambos, aunque Ausf se reservaba el dere- 
cho de acordar igual permiso a otros vecinos. 

Que el año 1910. Aust mandó impedir temporariamente 
el paso por el punto número 4. porque así convenía a sus in- 
tereses y porque a ello le autorizaba el carácter precario de 
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iba permisos acordados verbalmente a algunos vecinos, hasta 
que en 191 1, mes de Abril, resolvió cerrar permanentemente 
dicha puerta, recibiendo por dio una notificación del inspector 
de caminos de la provincia, intimándole reabrirlo dentro del 
tercero día. 

Que reclamó formalmente ante la autoridad que impartía 
(AS órdenes, sin ser atendido; y procedió a la reapertura del 
paso número 4. valiéndose de la fuerza pública, por lo que 
formalizó dos protestas, que en copia acompaña, labradas 
i>or el e*criba-io público de < ílavarria. don Maximiano D. 
Córdoba. 

Que en mérito de lo expuesto y del derecho que invoca, 
demanda al gobierno de la provincia de Unenos Aires para 
que le restituya oj>ortnnaniente a su mandante, en la pose- 
sión despojada, y se le condene en costas, y reserva de pérdi- 
das e intereses que le corresponden. 

One acreditado el fuero de esta corte Miprema. sé orde- 
nó la citación de la provincia y el comparendo de las partes 
a juicio yerbal, que se verificó e! día 26 de septiembre de 
ron. en cuya acto el demandante reprodujo la demanda de 
fojás «) y el apoderado de la provincia demandada, expuso 
a su vez: 

Que los antecedentes de esta cuestión se encuentran en 
el expediente administrativo que acompaña, número 980 L. A. 
«,i 1. y de ello se doprende que el paso A de fojas 26 ha estado 
siempre librado al tránsito público, sin protesta ninguna de 

parte del demandante. 

Que hay dos compromisos escritos de dicho señor Aust. 
i-no con Ambrosio Goíbmbo y otro cotí la empresa del ferro- 
carril del Sud. obligándole a mantener expedito el paso por la 
mencionada tranquera C|ue comunica la calle de circunvala- 
ción de la estación con el camino general de Olavarria a Sie- 
rra- Hayas, lo cual era el resultado de un convenio libremente 
entallecido con Colomlio. y la condición impuesta por el ferro- 
carri' del Sud para construir un desvio solicitado por Aust, 
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como !o prueba la carta de fojas 20 del expediente acom- 
pañado. 

Que además, y sea cual fuere el alcance de estos conve- 
nios, el señor Aiíst no puede negar que i*>r el lugar indicado, 
letra A del plano de fojas 25 citado, y número 4 del que figu- 
ra a fojas 2 de los autos, han pasado efectivamente sin pro- 
teja de nadie los vecinos de ( )!avarría y los carros con carga 
para la estación, durante cuotro o cinco años consecutivos. 

Que todos estos hechos demuestran !a existencia de urf 
camino vecinal, sobre el cual tiene indiscutible posesión de 
hecho la municipalidad de Olavarria; y poto importa que se 
le llame paso o camino, pues el hecho que caracteriza como 
camino un lugar determinado, es el tránsito público permi- 
tido y realizado en él. 

Que a mérito de lo expue>to, solicitaba el rechazo de la 
demanda, con expresa condenación en costas. 

Que advertidas las partes que en esta audiencia podían 
f frecer la prueba que consideren convenir a su derecho* asi 
lo hicieron, alegando sobre su mérito una y otra de fojas 172 
a 183. con lo que se pusieron estos autos al despacho, y: 

Considerando: 

Que no se ha negado por !a demandada que el señor 
Alfonso Aust sea jx»seedor y propietario de la chacra número 
¡241. sita en Sierras Hayas, partido de Olavarria. y que al 
ceder o donar a la empresa del ferrocarril del Sud una» su- 
perficie determinada para construir una cstació.i de carga den- 
tro de dicha chacra, se re>ervó sus derechos de poseedor 
y propietario en una faja de tierra entre el camino y la calle 
que rodea a la referida estación. 

Que tampoco se ha negado que el paso señalado en el 
punto A del plano de fojas 2Í1. expediente agregado y nú- 
mero 4 de fojas 2 de los autos, fué acordado particularmente 
al señor .Vmbrosio Chombo, con las circunstancias menciona- 
das en el documento de fojas 61. que excluye desde luego 
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la (posibilidad de que dicho pasaje pudiera considerarse como 
camino público, siendo, por el contrario, de los expresamente 
reservados al dominio privado, según lo determina el artículo 
2348 del código civil. 

Que el señor Aust, al clausurar el paso de que se trata, 
podrá o no ser pasible de acciones civiles que el señor Colombo 
u otros entiendan que les corresponde instaurar, por viola- 
ción de los convenios que se mencionan: pero el gobierno de 
4a provincia no puede erigirse en juez de los mismos y pro- 
ceder a hacerlos efectivos por medio de la fuerza pública, co- 
mo lo ha hecho, según lo confiesa y consta, además, en los do- 
cumentos de fojas 45, expediente agregado, y 104. 107 y otras 
piezas de los autos principales. 

Que la circunstancia de haber el señor Aust permitido el 
paso a los vecinos de Sierras Bayas, por ten ¿no de su propie- 
dad, durante cuatro o cinco años, no puede entenderse como 
que transfirió al estado su posesión y dominio, según queda 
antes dicho. 

Que en tal virtud, los actos ejecutados por la policía de 
Olavarria, destruyendo los alambrados construidos por el se- 
ñor Aust en terreno de su propiedad, y entregando parte del 
mismo, contra su voluntad, al servicio público, sin adquirirlo 
previamente, importan actos de despojo, con arreglo a lo 
dispuesto en el articulo 2498 y concordantes del código civil, 
sin que pueda legalmente decirse que el hecho de haber per- 
mitido el tránsito de vecinos lo hiciera perder la posesión que 
tuvo siempre. 

Que en el supuesto de que las autoriddes de la provincia 
de Buenos Aires hayan usado de facultades conferidas por 
sus leyes locales, como se afirma, no pueden éstas entenderse 
ni ejercitarse con detrimento de las garantías consagradas 
por la constitución y las leyes comunes, respecto de la propie- 
dad privada. Fallos, tomo 95. pág. 102: tomo 114. pág. 413. y 
otros. 

Por ello, se declara que la provincia de Buenos Aires debe 
restituir a don Alfonso Aust. conforme a lo pedido en la de- 
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manda, la porción de terreno que se le ha tomado para camino 
público, y reserva de pérdidas e intereses que dicho señor Aust 
podrá reclamar de quien corresponda. Xotifiquese original y 
previa 'reposición de sellos, archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. Lopkz 
Cabanillas. 



CAUSA XLVII 

Criminal, contra Benito FUIanucra, por homicidio 

Sumario: Es justa la sentencia que condena a 18 años de pre- 
sidio al autor de un homicidio perpetrado con premedi- 
tación. , 

Caso: Lo explica el siguiente fallo: 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Btttnot AliN, Julio 25 át 1912. 

Vistos y considerando: 

Que el recurso de apelación acordado en la presente 
causa seguida contra Benito Villanueva y Manuel Garay. está 
limitado a la condenación del primero, por no haber sido inter- 
puesto en cuanto al segundo. 
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Que hay en autos elementos de prueba de los que resulta 
el homicidio' perpetrado en la persona de Gregorio Parías, en 
Kancul. en la noche del 14 de marzo de 1909. y la responsa- 
bilidad del procesado Villamieva, como único autor de este de- 
lito, cometido en las circunstancias relacionadas en las sen- 
tencias pronunciadas por el juez de la causa de tojas 87 y 
por la cámara federal de La Plata a fojas 114. 

Gite estas constancias del proceso, y especialmente la pro- 
pia confesión de \ illanueva a fojas 32, y las declaraciones de 
Alfredo García, fojas ir, y la madre de éste, fojas 13, de- 
muestran que aquél había premeditado el hecho, y que a este 
efecto se armó del revólver con el que agredió a Farias. pro- 
curando después de consumado el delito ocultar su responsa- 
bilidad al recomendar a García 'que np fuera a decir que 
él tenia revólver", a la vez que le pedia tansbién que le guarda- 
ra el que le había servido para cometer él delito. 

Que en tales condiciones es justa y arreglada a jo dispuesto 
por ci articulo 17. inciso 10.. capitulo 10. de la ley número 
4i8>>. la pena de presidio que se ha impuesto. 

Por ello y sitó fundamento, se confirma la sentencia 
apelada (V) dé fojas 114. con costas. Notifique original y 
devuélvase. 

A, Bermejo. — Nicanor G. pkl 
S«»l \r. — Sil. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Caban illas. 



(11 Li seatencla «pelada confirmóla del Juer Letrado de la Pampa que Impuso 
á Benito Villanuc»a la pena de 18 aAo» de presidio. 
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, CAUSA XLVIII 

¡tateman, Parsons y Bateman, contra el gobierno de la nación, 

par cobro de pesos 

.Sumario: Las reclamaciones administrativas no interrumpen 
la prescripción. La demora en el trámite de la gestión ad- 
ministrativa no constituye una de las dificultades de hecho 
a que se refiere el articulo 3980 del código civil, desde que 
puede activarse la resolución respectiva y demandarse en 
tiempo a la nación. 

Cdíq: Lo explica el fallo siguiente: 
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Buenos Airo, Julio 25 1912 

VUtos y considerando : 

Que el recurso concedido a fojas 401 vuelta lo ha sido 
de conformidad a lo dispuesto en el articulo 3% inciso 1 .. de 
la ley 4055, que atribuye a ésta corte jurisdicción |>ara co- 
nocer en última instancia por apelación y nulidad de las sen- 
tencias definitivas que fueran dictadas por las cámaras fe- 
derales e:i demandas contra la nación. 

Que la sentencia de fojas 499 tiene fuerza de definitiva, 
pues ha sido pronunciada resolviendo sohrc un recurso li- 
bremente interpuesto y tramitado en tal carácter, contra sen- 
tencia también definitiva, habiendo recaído uno y otro pro- 
nunciamiento, sobre la excej>c¡ón perentoria de prescripción 
destinada, no al mero ordenamiento del pleito, sino a di- 
rimir finalmente la contienda. 
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Ojie este carácter definitivo del fallo apelado no se des- 
naturaliza por 'a circunstancia de que. al revocarse el de pri- 
mera instancia, se haya ordenarlo también la devolución de 
los autos al inferior, para que se pronuncie sobre las demás 
defensas no consideradas por él, desde que la decisión de se- 
gundo grado se ha pronunciado siempre sobre el fondo de la 
cansa, la excepción perentoria ya recordada, y ell* afecta 
así, fundamentalmente, el resultado de la litis; pudiendo agre- 
garse, que la procedencia de la apelación en ca o semejante ar- 
moniza con los precedentes de la anticua legislación y ju- 
risprudencia de esta corte. - Ley 3. titulo 4. K C. y fallos, 
tomo 103, pág. 155- 

( >ue el procurador fiscal al contestar la demanda y oponer 
la prescripción (fojas 32), myocó como fundamentos legales 
de ésta lo dispuesto en los artículos 4032 y 4023 del código 
civil, y justamente desestimada por el juez federal esa excep- 
ción, por lo que Se refiere al primer articulo fué. no obstante, 
admitida en cuanto declaró haber transcurrido útilmente los 
diez años entre presentes lijados en dicho art. 4023. pata que 
se prescriba la acción personal que los demandantes ejercitan 
en estos autos, rechazando en tal concepto la demanda por ma- 
yor cantidad que la expresada en su fallo (fs. 442). sentencia 
que ha sido revocada por la de fs. 499- venida en apelación. 

Oue los actores, tanto en su gestión administrativa < expe- 
diente 4930. letra O, fojas 35), como en su demanda de fojas 
l * de los presentes autos, han reclamado simplemente el pago 
de honorarios que sostiene le son debidos por <» nación, en 
virlúd del contrato de treinta y uno de Julio de mil ochocientos 
ochenta y ocho, para la dirección é inspección de las obras do- 
miciliarias de desagüé a construirse en esta dudad, contrato 
que debía terminar en treinta y uno de Diciembre de mil ocho- 
cientos noventa v uno. pero de cuya ejecución final fueron se- 
parados por el decreto «leí poder ejecutivo de diez de Noviem- 
bre de dicho año mil ochocientos noventa y uno. reclamando 
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en consecuencia, por los diversos conceptos que expresa su de- 
manda, el pago de la cantidad total de un millón ciento cincuen- 
ta y tres mil doscientos setenta y tres pesos, más los intereses 
estipulados del cinco por ciento. 

Que demandándose asi el pago de una deuda considerada 
como exigióle, es la prescripción ordinaria del recordado artícu- 
lo 4023 la que únicamente puede aplicarse en el caso de autos, 
según que haya transcurrido o no sin interrupción legal, el 
lapso de tiempo respectivo. 

Que sea que se tome como punto de partida el treinta y uno 
de DÍciembre de mil ochocientos noventa y uno. fecha del ven- 
cimiento del contrato que ha dado causa a la demanda, o sea 
que se fije el dics a quo en el once de Enero de mil ochocientos 
noventa y dos, en que vencía el plazo dentro del cual el gobier- 
no debia abonar a liateman Parsons y Bateman su comisión 
por los trabajos del mes anterior, según lo recuerdan éstos, 
invocando la cláusula final de ese convenio, fojas 472 y 479. es 
indudable que desde una u otra fecha hasta el día treinta de 
lunio de mil novecientos cinco, en que interpusieran la deman- 
da de fojas 13. han transcurrido más de diez años, que deben 
icputarse corridos entre presentes, desde que en esta ciudad 
fué firmado el contrato, en ella ha sido ejecutado por los mis- 
mos demandantes, y no aparece que esta situación se hubiese 
modificado durante la larga gestión administrativa de que ins- 
truye el va recordado expediente 4 93'». »e' ra O ; a lo que se 
agrega, que en el ixxler con (pie el representante de los actores 
ha iniciado v seguido el presente juicio, se hace constar, expre- 
samente, «pie la razón social actora giraba tanto en Inglaterra 
como en esta capital, fojas 1, todo lo cual basta para tener co- 
mo cierta la presencia de los actores en el país, durante el lapso 

expresado. .. 1 

Que esta prescripción no ha sido interrumpida ni por el 
reclamo administrativo ya mencionado, ni por el compromiso 
arbitral de diez y ocho de Agosto de mil novecientos dos, m en 
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fin. por reconocimiento del derecho de los demandantes que se 
alegó a fojas 37 y ha sido admitido en el fallo apelado. 

Que por lo que hace a la primera de estas causales, debe 
decirTe que lo dispuesto en el art. 398". código civil, citado en 
su apovo. le es en absoluto contrario, asi e:i su letra como en su 
espíritu claramente fijado en la nota respetiva : deduciéndose 
de tal disposición, que ella se refiere a demanda judicial ínter- 
puesta ante los magistrados o tribunales del tercer poder, únicos 
a quienes es dado por la constitución y leyes orgánicas pertinen- 
tes (Constitución, artículos 94. 9» y 100: ley 48. articulo a; 
ley j 9 S2. articulo 1. y ley 4<>5?. artículos .1. I/V2/) entender 
v 'decidir en contiendas de carácter judicial, por cuya razón 
tma constante jurisprudencia de esta corte tiene establecido 
que la redamación administrativa carece, en principio, de los 
efectos legales consagrados por el articulo 3986, no pudiendo. 
¿n consecuencia, interrumpir ;a prescripción. (Fallos: tomo 
103, pág. 155: l» íl «- 403: ni. pág «?: 113. pág. 194 y 
otros). 

( Ule según se rec «noce en la demanda, el compromiso ar- 
bitral referido fue suscripto od referéndum, y sometido para 
mi sanción legislativa al honorable congreso. íuéle denegado 
por éste aquella aprobación, quedando asi inconcluso y sin 
efecto jurídico alguno el arbitraje proyectado, motivo que |*>r 
-i solo basta para que, sin lomar en cuenta las consideraciones 
que se Han aducido argumentando con el texto del articulo 
3988; pueda concluirse que la prescripción no ha sido en el 
presenté caso interrumpida de acuerdo con dicho articulo. 

Que i>or lo que hace al reconocimiento del derecho de los 
demandantes, corresponde declarar que. ni explícita ni implí- 
citamente, puede el -er inducido ni del decreto .le dos le Enero 
de mil novecientos dos ( fojas 291 del expediente 4936, letra O), 
ni .leí acta compromisoria de fojas 291, que han sido invocado, 
en su ápoyO; pues, precisamente en él se desconoce a los adóre- 
telo derecho a una suma mayor que la que alli se expresa, ne- 
gándole todo título a mayor indemnización. 
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Que. en efecto, ia simple lectura de esos documentos basta 
para convencer de que no existe expresión alguna de voluntad 
en el sentido que se pretende; y por lo que hace a confesión o 
reconocimiento tácito, correspondiendo a los jueces apreciar las 
circunstancias y antecedentes inductivos que se invoquen, debe 
;i este fin recordarse, en el caso, que habiendo comprendido e! 
¡eclanio administrativo de ios actores dos capítulos o concep- 
tos distintos, el uno referente a comisión, por inspecciones real- 
mente efectuadas j>or ellos hasta el diez de Noviembre de mil 
ochocientos noventa y uno. y el otro corres|x>ndicnte a comisión 
|>or obras que; según pretenden, si bien no se efectuaron, debie- 
ron ejecutarse hasta la finalización del contrato en treinta y 
uno ele Diciembre del mismo año de su separación, el decreto 
de dos de -Enero, que puso término a esa reclamación, después 
cíe analizar prolijamente el contrato y rebatir los fundamen- 
tos aducidos por los reclamantes en apoyo «le esta segunda 
pretcnsión; la desestimó en absoluto, desconociéndoles derecho 
alguno para exigir el pago de comisión por inspecciones q»c no 
>e habían llevado á cabo ni fué entendido que debían necesa- 
riamente ejecutarse durante dicho con to; resolviendo en 
cuanto al primer capitulo, que solamente pagara a los señores 
Batefnan, Parsons y I tateman el saldo resultante de la liqui- 
dación practicada i>or la dirección de obras de salubridad, en- 
tre la suma de cuatrocientos ochenta y tres mil cuatrocientos 
cuarenta y cuatro pesos con ochenta y nueve centavos, corres- 
pondiente a !a comisión debida a éstos |K>r los trabajos real- 
mente practicados y en la medida de su efectiva intervención 
en los ntismos. y la de cuatrocientos sesenta y ocho mil tres- 
cientos cuarenta y siete pesos con diez y nueve centavos, reci- 
bida i>or ellos, hasta esa fecha, más el imjwrte de dos mil ocho- 
cientas treinta y seis copias hehográlicas y dos cheques no pa- 
gados anteriormente, con <us respectivos intereses. 

Oiic no es, entonces, razonable deducir de una resolució i 
in tal concepto dictada, interpretaciones de asentimiento o tá- 
cita conformidad con el derecho a pretensiones que expresa- 
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menté se desestiman; y como el acta compromisoria también 
invocada por los demandantes, tampoco contiene expresión al- 
guna que pueda fundar interpretación de igual carácter, ha- 
biendo >ido, además, subscrita simplemente ad referendum, se- 
gún se ha dicho, es necesario concluir rechazando esta causal 
de interrupción. 

Finalmente, <jue tampoco es de admitirse que la demora en 
el trámite de la gestión administrativa ya mencionada, pueda 
constituir una de las dificultades de hecho a que se refiere el 
articuló 3980 del código civil, desde que los actores pudieran 
activar la resolución respectiva, o en todo caso, ocurrir en tiem- 
1*> hábil al honorable congreso, solicitando venia para demandar 
a la nación, o, después de sancionada la ley 3952* de seis de 
< íetubre de mil novecientos, entablar directamente su demanda, 
ya que los términos lijados en esa ley, hallábanse vencidos con 
exceso, i Fallos: tomo 109, pág. 403: 113, pág. 194, y otros). 

Por ello* se revoca la sentencia apelada de fojas 499. y se 
admite, en consecuencia, la prescripción opuesta por el repre- 
sentante de la nación, declarándose que ésta deberá pagar á los 
actores la suma que expresa el número segundo de la parte dis- 
positiva de la sentencia de fojas 442. ( 1 ) Xotifiquese original y 
devuélvanse, debiendo reponerse las fojas ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 




11 1 La Moteada del juez federal declaraba de legitimo abone, y a cargo dt la na- 
dan, la cantidad dt diez y ocho mil trescientos trei petos con ochenta y doa cen- 
tavo* moneda meto nal. con el inter6s convenido. 
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CAUSA XL1X 



Criminal contra Luis Xocera. por homicidio y heridas 

Sumario : Es justa la sentencia que condena a sufrir la pena de 
once años de presidio al autor de los delitos de homicidio 
y de heridas, cometidos sin intención dolosa, dado el estado 
de embriaguez en que se encontraba el procesado. 

Caso: Lo explica el fallo siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Ru« nos Aires, Julio 30 de 1912 

Vistos y considerando: 

-Que los delitos de homicidio de Pompeo Sléi y el de he- 
rida a Nicolás Albanesi. impetrados en la noche del 2 de No- 
viembre de 1909. resultan plenamente comprobados por las de- 
claraciones de los testigos, corrientes a fojas 3, 10 vta.. 15, 36, 
81 y 83, informes periciales de fojas 29 y 31, certificado de de- 
función de fojas 33 y demás diligencias del sumario de pre- 
\enc¡ón instruido por las autoridades policiales de San Anto- 
nio, jurisdicción de Rio Negro. 

Que estas constancias de la causa demuestran también, la 
íesponsabilidad en que ha incurrido el procesado Luis Xocera 
como autor de los hechos expresados. 

Que en cuanto a la calificación legal que corresponde a los 
mismos, hay en autos elementos suficientes de prueba que au. 
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torfzan para considerar la muerte de Mei y la herida de A»bá- 
nesi como delitos cometidos sin intención dolosa, dado el estado 
de embriaguez en que se encontraba el procesado al cometerlos, 
y la ausencia de toda prevención de ánimo de su parte, lo que 
induce una presunción contraria a la establecida por la ley en la 
ejecución de los hechos clasificados de delitos (art. 6, código 
penal ) ; presunción que autoriza la circunstancia de las buenas 
i elaciones de amistad que mantenían Mei y Nocera desde al- 
gunos años, el no haber tenido jamás diferencia alguna entre 
ellos y la perfecta armonía en que habían estado bebiendo la no- 
che del suceso en compañía de otras personas en la casa de ne- 
gocio de José Margarittini, según lo manifiesta el mismo Mei 
tu su declaración de fojas 19; agregando, en respuesta a las 
preguntas que se le hicieron en el mismo acto de su declaración, 
I rotada pocas horas antes de fallecer, que "no cree que el tiro 
que hizo Nocera hubiera sido dirigido a él, sino a cualquiera 
otra persona con quien discutiría", de todo lo que resulta, como 
se ha dicho, una prounción contraria a la voluntad crimina! 
del procesado en la ejecución de los hechos mencionados. 

Que. i*»r consiguiente, y si bien es indudable qué "el proce- 
sado es quien hirió a Tompeo Mei y Nicolás Albanesi", como 
lo expresa y reconoce la defensa en su escrito de fojas 12$, dada 
la falta de voluntad criminal y la perturbación de sus faculta- 
des en que se encontraba, como se reconoce también por la 
acu^aciOn fiscal a fojas 128 y por el señor procurador genera!, 
no estando probado que la embriaguez hubiera sido Completa, 
procede admitir en favor del procesado las circunstancias men- 
cionadas como atenuantes de los delitos cometidos, conforme a 
lo establecido en el artículo 83. inc. 1 y 3 ^ có di g° I*™ 1 - y 
graduar la pena dentro de los límites señalados por el artículo 
17, cap. 1. ¡nc. 1 de la ley 4189, con arreglo a las facultades que 
el mismo código penal deja al prudente arbitrio de los tribuna- 
les, cuando, como en el caso sub judice. concurren circunstan- 
cias atenuantes y agravantes (art. 53, código citado). 

Por ello y sus fundamentos, se confirma !a sentencia ape- 



DP JUSTICIA DE LA NACION 



403 



lada de fojas 130, con costas (i). Notifíquese original y de- 
vuélvanse los autos. 

A. Bermejo — Nicanor G. del Solar — 
D. E. Palacio — L. López Cabanillas. 

NOTAS: 

i°. — ¡Eli 6 de Julio de 1912, la corte falló declarando bien de- 
negado el recurso de hecho deducido por A. Ibarra en au- 
tos con S. Figueroa. El fallo se funda en que la resolución 
recurrida está basada en un articulo del código local de 
procedimientos, que el recurrentes lo considera' en pugna 
con el código civil, y tal cuestión no se ha planteado en el 
juicio, sino al promover el recurso. 

2°. — En 20 de Julio no se hizo lugar al recurso de queja dedu- 
cido en autos de J. Paura con P. Ghio, por cuanto la reso- 
lución recurrida se ha fundado en la interpretación y apli- 
cación del código civil, lo que no autoriza el recurso del 
artículo 6 de la ley 4055. 

3 .— En 27 de Julio de 191 2 se resolvió aprobar una liquidación 
formulada por peritos, en cumplimiento de la sentencia 
pronunciada por la corte en el juicio le Ismael Galindez 
(sus herederos contra la provincia de Santa Fe. por in- 
demnización. 



<l> La aenteacia apelada imputo á Luia Mocera la pena de once anos de prtaldio. 
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CAUSA L 

l 

Criminal, contra Mercedes /¡studiUo y Romualdo Fació 

por hurto 

Sumario: No corresponde a la justicia nacional el conocimien- 
to de una causa por hurto de encomiendas, cometido en 
wagones de un ferrocarril nacional. 

Casó: Resulta del siguiente: 



FAU.O DE fcÁ CORTE SUPREMA 

Butnot Aire», Agosto 1 de 1912 

Y vistos: 

Los de contienda negativa de competencia entre el juez fe- 
deral de Bell Ville y el de primera instancia y primera nomina- 
ción del crimen, de la ciudad de Córdoba, para conocer del pro 
ceso instaurado a Mercedes Astudillo y Romualdo Fació, por 
suponérseles autor y cómplice, respectivamente, en el hurto de 
encomiendas cometido en wagones del ferrocarril Central Ar- 
gentino, y 

Considerando : 

Que las circunstancias especiales de la causa, así como 
e! hecha de encontrarse personas detenidas sin juez que pro- 
siga las diligencias del sumario, determinan prescindir en este 
caso de los detalles de procedimiento notados por el señor 
procurador general, que de ser rigurosamente observados re- 
tardarían la secuela de dichas diligencias, a lo que debe agre- 
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garse que este funcionario indica la solución definitiva que 
corresponde dar a la contienda con arreglo a resoluciones que 
cita de esta corte suprema. 

Que el delito imputado a Astudillo y Fació no se halla 
comprendido entre los que afectan la seguridad y el tráfico, 
previstos en la ley general de ferrocarriles, ni puede decirse 
oue ha sido cometido en un lugar en que la nación tenga ab- 
soluta y exclusiva jurisdicción (Fallos, tomo 57, pág. 300; 
tomo 58, pág. 185 y tomo 81 , pág. 66). 

Que tampoco reúne alguna de las demás condiciones exi- 
gidas por el art. 30. de la ley de jurisdicción número 48, con- 
cordante con al art. 23 del código de procedimientos en lo cri- 
minal (Fallos, tomo 113. páginas 150 y 330). 

Por ello, oído el señor procurador general, se declara 
que el conocimiento de esta causa no corresponde a la justicia na- 
cional. En su consecuencia, renwtanse los autos al señor juez 
del crimen de la ciudad de Córdoba, dándole el aviso corres- 
pondiente al juez federal de Bell Villé. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabaxillas. 



CAUSA LI 

Doña Dolores Urquisa de Correa y otros, con Carlos Barlet, 
sobre reiv'mdicvción. Recurso de hecho 

Sumario: Es improcedente el recurso extraordinario del ar- 
tículo 14. ley número 48. cuando si bien la sentencia ape- 
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lada es contraria a derechos fundados en la constitución 
y leyes especiales del congreso, decide, al mismo tiempo, 
cuestiones comprendidas en la litis contestación, ajenas a 
aquél y que la corte suprema no puede rever, por tratarse 
de puntos de hecho y aplicación del derecho común. (En 
tal caso, carece de objeto práctico la apertura de! re- 
curso, toda vez que en esta parte es irrevocable la senten- 
cia apelada). 

taso: Resulta del siguiente: 



FALLO Dt LA CORTE SfPREMA 

Buenos Airo. A*o*to 3 de 1912. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que si bien en la presente causa se ha discutido y re- 
suelto en oportunidad una cuestión de carácter federal relati- 
va a la interpretación y aplicabilidad al caso de las prescrip- 
ciones del articulo "o. de la constitución y leyes nacionales nú- 
mero 48. articulo 40., y 927, articulo 20., siendo la resolución 
final apelada contraria a! derecho en ellas fundado por los re- 
currentes, es de advertir qué la sentencia aludida ha tomado 
también endienta y decidido igualmente en contra de éstos 
otras cuestiones comprendidas en la litis contestación y ex- 
trañas i>or completo al recurso extraordinario de que se trata ; 

Que. en efecto, según resulta del acuerdo de fojas 280, 2 o . 
cuerpo, de los autos enviados por vía de informe, la cámara 
sentenciadora ha rechazado definitivamente la demanda, tanto 
por no haber los actores solicitado previamente al juez del Ro- 
sario de Santa Fe, la posesión judicial de la herencia de con- 
formidad con lo dispuesto por el articulo 341 1, código civil, 
como también por no haber justificado los extremos legales de 
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la demanda reivindicatoría entablada, por haber caducado la 
acción con que solicitaron que "previamente sé declarase la 
nulidad de las enajenaciones hechas a Carlos Carinan por 
Viñas, como pretendido representante de Ciriaca Britos, así 
como de! poder invocado, si realmente tal poder existiera"; y 
finalmente; porque Bárlét había adquirido por prescripción de 
veinte años el expresado campo; 

Que para arribar a esta conclusión el tribunal a quo ana- 
lizó la prueba producida y aplicó las disposiciones del derecho 
común según la interpretación y alcance qu* en su sentir co- 
rrespondía darles; 

Que siendo esto así, carece en absoluto de objeto el abrir 
el recurso extraordinario interpuesto, desde que. concedido que 
fuere, e-I no tendría fin práctico alguno, puesto que la resolu- 
ción de la corte, aun siendo revocatoria en esa parte no impor- 
taría sino una mera declaración teórica y de innecesaria abs- 
tracción, es decir, sin alcance respecto del propósito útil con 
que el derecho acuerda estos remedios legales; y asi tendría 
ineludiblemente que suceder, puesto que el tribunal no podría 
rever la sentencia apelada, ni en lo referente a los hechos que 
ella declara probados o improbados, ni en lo relativo al de- 
recho común aplicado, es decir, que la demanda quedaría siem- 
pre perentoriamente desestimada a mérito de las otras defen- 
sas admitidas, independientes de las que se relacionan con el 
artículo 7 de la constitución nacional, por lo que el fallo revo- 
catorio de la corte sobre la materia federal de la controversia, 
no modificaría en lo más mínimum su conclusión afirmativa 
basada en los otros fundamentos irrevocables que bastan para 
decidir del caso. (Fallos: tomo 94, pág. 444; 104. pág. 239; 106, 
pág. 179; y 109, pág. 369). 

Y, finalmente, que no existiendo contienda de competen- 
cia trabada entre los jueces locales de Santa Fe y de Entre 
Ríos, esta corte hállase inhabilitada para pronunciarse sobre 
este particular, subsidiariamente alegado por los recurrentes al 
interponer su apelación, fojas 3 vta. 
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Por ello» oído el señor procurador general, se declara im- 
procedente el recurso extraordinario interpuesto contra la sen- 
tencia de la cámara provincial del Rosario de Santa Fe, a la 
que se devolverán los autos principales con testimonio de esta 
resolución. Archívese, previa notificación original y reposición 
del sellado. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA LII 



Criminal, contra Carlos S. Clarelles. por homicidio, contienda 

de competencia negativa 

Sumario: Corresj>onde a la justicia federal el conocimiento de 
una causa por homicidio cometido en el recinto de una 
escuela normal nacional, en provincia. 

Caso: Lo explican la.« siguientes piezas: 



DICTA M EN DEL Sr. PRiKTRADOk GENERAL 

Corte suprema: 

A V. E. corresponde dirimir la presente contienda de com- 
petencia, a mérito de lo que dispone el art. 9, inc. B, de la ley 

4055- 
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Justificado en estos autos de una manera indudable que el 
delito que ha originado este proceso fué cometido en el recinto 
de la escuela normal ü maestras de la ciudad de San Luis, la 
cual es de propiedad y de la dependencia del gobierno nacio- 
nal, corresponde el juzgamiento del hecho cometido, al juez de 
sección respectivo, con arreglo a lo que dispone el art. 67, 
inciso 27 de la constitución nacional, y art. 3, inc. 4 de la ley 48. 

La jurisprudencia de esta corte ¡suprema ha decidido que 
la circunstancia que determina el ejercicio de la jurisdicción 
exclusiva del gobierno nacional sobre los lugares adquiridos 
l>or compra o cesión en el territorio de las provincias,, es el 
destino dado a los mismos, según que su empleo esté compren- 
dido dentro de los que enumera la constitución nacional en el 
art. 67, inc. 27 citado. (Fallo, tomo 103, pág. 403). Con suje- 
ción a esta doctrina, que emana del texto de la disposición men- 
cionada, no puede dudarse que la escuela normal de maestros 
de San Luis, creada por el gobierno de la nación y sostenida 
con fondos de la misma, con arreglo al presupuesto general 
(anexo instrucción pública, inc. 9, item 89), tiene un destino 
que la coloca bajo la jurisdicción inmediata de las autorida- 
des federales con un propósito de utilidad nacional. 

El decreto invocado en estos autos por el cual la expresa- 
da escuela normal pasa a depender, en cuanto a su organiza- 
ción y funcionamiento, del consejo nacional de Educación, no 
la substrae a la jurisdicción del gobierno federal, en atención 
a que dicho organismo está subordinado al ministerio de jus- 
ticia é instrucción pública, con arreglo al art. 52 de la ley 1420, 
siendo de notar asimismo sobre este punto, que frente a las au- 
toridades provinciales, las escuelas dirigidas por el consejo de 
educación pertenecen al gobierno federal, y por consiguiente, 
están sometidas a la jurisdicción nacional conforme a los pre- 
ceptos que anteriormente he recordado. 

Por lo expuesto, pido a V. E. se sirva declarar la compe- 
tencia de! señor juez federal de San Luis para conocer en este 

prOCe5 ° Horacio R. Luneta. 
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Bueno» A¡r«t. Agosto 3 dt 1912 

Y vistos: Lós <le contienda de competencia negativa entre 
el juez federal y el del crimen de San Luis para conpeer del 
proceso que se instruye por homicidio a don Carlos Claveles 
ejecutado en el recinto (sala de la dirección) de la escuela 
normal nacional que funciona en la capital de dicha provincia. 

Y considerando: 
Que el establecimiento de la referencia es de propiedad de 
la nación, costeado con dineros de la misma y creado con fines 
de utilidad nacional, por lodo lo que debe considerárselo cóm- 
prundido en la disposición del articulo <>;. inciso 27 de la cons- 
titución. 

Que en este concepto, la jurisdicción nacional sobre dicho 
establecimiento, es absoluta y exclusiva, y en tal virtud, los 
crímenes de toda especie que se cometan dentro del mismo, 
son de conocimiento y competencia de la justicia federal (ar- 
ticulo 3, ¡lie. 4. ley núm. 48), sin que baste para desvirtuar 
lo dicho el fallo de esta corte suprema, tomo 53. pág. 254. q«« 
fué explicado en su alcance y significado por el del tomo 103. pa- 
gina 403, que. teniéndolo en cuenta en un caso semejante, re- 
solvió que: "es la destinación de los lugares, la construcción 
en ellos de fortalezas, arsenales, almacenes U otros estableci- 
mientos de utilidad nacional, lo que determina y justifica el 
ejercicio de la legislación exclusiva del congreso o sea la ju- 
risdicción de las autoridades federales". 

Que emanando dicha jurisdicción de la constitución y le- 
>es del congreso sobre el establec-miento indicado, no se pue- 
de decir que haya dejado de ser exclusiva y absoluta o que esté 
compartida, por el hecho de haberse encargado, por decreto 
de 21 de Diciembre de 1910. al consejo nacional de educación 
su organización y funcionamiento: i>or«|ue. aparte de que esto 
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se verifica bajo la autoridad del ministerio de instrucción pú- 
blica, el mismo consejo está subordinado a dicha autoridad, en- 
tre otras disposiciones, por la del articulo 52 de la ley número 
1420 y obra además en el caso, como autoridad nacional. 

Que como quiera que se aprecie la relativa autonomía del 
consejo nacional de educación, no lo seria para lo> casos en que 
en su ley orgánica se expresan (instrucción primaria y vigilan- 
cia de la enseñanza de !as escuelas normales de la capital, co- 
lonias y territorios nacionales), y no para otros que, como las 
escuelas normales mantenidas por la nación en las provincias, 
no están comprendidas en dicha ley. 

Por ello, y conforme con lo expuesto ypedido por el se- 
ñor procurador general, se declara de la competencia del juez 
federal el conocimiento de esta causa. Remítansele los autos, 
avisándose al juez local en la forma de estilo. Xotifiquese con 
el original 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solaq. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



CAUSA LUI 

Don Manuel Gacetín i hijo), sobre corrección disciplinaria. 

Recurso de hecho 

Sumario: i.° A los efectos de la procedencia del recurso ex- 
traordinario del artículo 14. ley 48, si bien no es indispen- 
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<able que el tribunal de última instancia se pronuncie ex- 
presamente sobre la inteligencia de la cláusula «le carácter 
federal cuestionada en el pleito, pues su silencio puede 
equivaler a una decisión contraria tácita, lo es si que ella 
bava sido expresamente invocada en la causa como funda- 
mento de un derecho, privilegio o exención. 

2 • Al planteamiento de una cuestión federal no bastan 
indicaciones generales o indeterminadas, y es extemporá- 
neo, cuando ésta se promueve al interponer el recurso para 
ante la corte suprema. 

Caso: Ifí explican las siguientes piezas: 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 



Suprema corte: 
El presente recurso ha sido interpuesto con motivó del 
arresto disciplinario decretado contra el apelante 
lentísima cámara de apelaciones en lo enroma de esta «gri, 
de cuya medida el interesado solicite, revocatona. y siend e 
esta denegada, dedujo el recurso extraordmano que acuerda 
el articulo 3,. inc. 3 del código de procedimientos respectivo 

Examinando las constancias del informe elevado a \ ... 
por la excelentísima cámara, observó que al pedir * ««gj 
a dicho tribunal, dejara sin efecto a corretón d 
¡nmuesta no se amparó en los privilegios constitucionales que 
abo a nvoca, y su pedido se basó exclusivamente en las expll- 

que^l peticionante consideraba — 
demostrar la falta de intención de causar un agravio al tribu 
mm párrafo final del escrito a continuación del pedimento 
, e forma su objeto, no tiene por fin hacer valer la mnmm dad 
parlamentaria de que el firmante se considera mvotido sino 
oue tiende a poner en conocimiento de la cámara que no aca- 
ará la o den le arresto, aun cuando sea denegada su solicitud. 
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porque no le es permitido renunciar al privilegio de que goza. 
De suerte que las razones en que se apoyaba el pedido de re- 
consideración, sólo se referían a la injusticia de la corrección 
disciplinaria impuesta, sin desconocer la atribución de que se 
había hecho uso al decretarla, la cual implícitamente quedó re- 
conocida, y sin que en forma alguna se suscitara una cuestión 
de carácter federal para impugnar !a resolución de que se que- 
jaba el apelante. 

Ahora bien, no habiendo sido invocados ante el tribunal 
inferior los privilegios de orden constitucional que se han 
alegado ante Y. E., dicho tribunal no pudo entrar a resolver 
sobre su existencia o inexistencia, porque en realidad en aque- 
lla instancia no formaban parte de las cuestiones que debían de- 
cidirse, y como consecuencia la cámara apoyó su denegatoria 
en razones que ninguna atingencia tienen con los privilegios 
parlamentarios. 

En atención a la falta de una decisión acerca de tales 
cuestiones, esta corte suprema no puede conocer en grado de 
;»l>clación de la resolución dictada, la que no está comprendida 
dentro de aquellas asignadas a la jurisdicción que le acuerdan 
los arts. 100 y 101 de la constitución. 

En efecto, la jurisdicción de apelación de V. E. subordina, 
da a las leyes que dicte el congreso, no puede ser ejercida sino 
en los casos taxativamente enumerados, y contra resoluciones 
en las que se apliquen cláusulas de la constitución, leyes o tra- 
tados del congreso, de las que sta corte suprema debe conocer 
como últinlo juez, por lo que es indispensable que se haya 
producido una resolución definitiva de un tribunal superior de 
la r^nública. que contenga una decisión acerca de algunos de 
aquellos puntos, para que sea procedente el recurso extraordi- 
nario previsto por los arts. 22, inc. 2 del código de procedi- 
mientos y 14 de la ley núm. 48. Estos artículos enumeran los 
casos en que puede apelarse a la corte suprema, y dicen que 
habrá lugar al recurso cuando se impugne la validez de una 
ley. decreto a autoridad de provincia, por ser repugnante a 
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la constitución, leyes o tratado, del congreso, y la decisión 
sea a favor de la disposición impugnada, o cuando se cuestione 
la inteligencia de una cláusula de la constitución, ley o tratado 
de! congre». v la decisión sea en contra del derecho, o privi- 
legio que se ampara en esa cláusula, de lo que se desprende 
«uc el requisito de la decisión del tribunal superior en contra 
de la validez de una cláusula constitucional o legal, o en con- 
tra del derecho privilegio que se ampara en dichas clausulas, 
es exigido indispensablemente, y mientras no exista esa decir 
sión la corte suprema .... puede conocer del recurso, por cuan- 
to si, jurisdicción de apelación sólo comienza una vez que otro 
tribunal ha resuelto la cuestión en debate, a fin de rever la de- 
cisión recaída y confirmarla o modificarla según corresponda 

e ° ^tuHsprudencia de V. E. sentando esta doctrina es 
abundante, y me limitare a citar los fallos n,ás reciente, en 
que uniformemente se ha establecido que el recurso extraordi- 
nario no es procedente cuando no se han puesto en cuestión 
durante el pleito la validez o inteligencia de las clausulas que 
..edén motivarlo, y que es extemporáneo el planteamiento de 
esas cuestiones al deducir el recurso. Fallos: tomo 76. pag. 6; , 

tomo .09. pág. vy. tomo lis. pag- 24; tomo .«WJ 
¿8.. Por lo expuesto pido a V. É. se sirva declarar bien dene- 
gado e'. recurso interpuesto. 

Horacio R. Lafréta. 

PALCO OH bA CoRTE SUPREMA 

Buenos Aire». Agotto 6 de 1912. 

Autos y vistos : El recurso de hecho por apelación denega- 
da interpuesto por el doctor don Manuel Gazcón (hijo) contra 
resolución pronunciada por la cámara de ablaciones en \o cri- 
minal y correccional de la capital, imponiéndose a aquel una 
corrección disciplinaria. 
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Y considerando: 

Que el doctor Uazcón funda su recurso en el articulo 22, 
inciso 2, caso 3 del código de procedimientos en lo criminal. 
Que según esa disposición que ha reproducido la del articulo 14 
de la ley de jurisdicción y competencia núm. 48. para la pro- 
cedencia dé ese recurso extraordinario, se requiere que en el 
pleito se haya cuestionado la inteligencia de alguna cláusula 
de la constitución nacional, tratado o ley del congreso, y que 
la decisión sea contraria al derecho fundado en ella. Que si 
bien no es indispen>al>le que el tribunal se haya pronunciado 
expresamente sobre la inteligencia de la cláusula de carácter 
icderal cuestionada en un pleito, pues su silencio puede equi- 
valer a una decisión contraria tácita, lo es sí que ella haya sido 
expresamente invocada en la causa como fundamento de un 
derecho, privilegio o exención (articulo 14. inciso 3. ley nú- 
mero 48). Que en los testimonios agregados, no consta que, 
para fundar el derecho que pretende, el recurrente haya invo- 
cado cláusula alguna de la constitución nacional, tratado o ley 
federal en circunstancias tales que la cámara de apelaciones 
en lo criminal hubiera podido pronunciarse sobre ella. Que si 
el recurrente consideraba que los artículos 1. 5, 8 y 105 de la 
constitución amparaban sus privilegios, debió hacerlos valer 
ante la cámara de apelaciones en su escrito de revocatoria para 
motivar el recurso extraordinario previsto en el ínc. 2, art. 22 
del código de procedimientos en lo criminal, teniendo en vista 
que no bastan al planteamiento de tina cuestión federal indi- 
caciones generales o indeterminadas. (Fallos: tomo 91, página 
199). Que esos artículos han sido alegados al interponer el 
recurso" para ante esta corte con posterioridad a la resolución 
apelada, o sea, extemporáneamente a los fines de aquél, se- 
gún lo reiteradamente establecido por la jurisprudencia. (Fa- 
llos: tomo 75, págs. 317, 183 y 404; "°4 ; pág- 146; tomt 
109. pág. 325 ; tomo 112, pág. 24; tomo 113, pág. 345; Y otros). 
Por estos fundamentos, y de confonmidad con lo dictaminado 
por el señor procurador general, se declara bien denegado el 
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fallos de la corte sume* a 



recurso y archívese, reponiéndose el papel, llágase saber por 
oficio a la cámara de apelaciones en lo criminal y correccional, 
con testimonio de esta resolución. 



A. Bf.rmf.jo — Nicanor G. del Solar — 
M. P. Daract — D. E. Palacio 



CAUSA L1V 



Don Gervasio J. ms contra el Banco Hipotecario Nacional, 
sobre devolución de pesos. Recurso de hecho 

Sumario: Cuestionada la inteligencia del articulo 57 >' °tros 
de la lev orgánica del Banco Hipotecario Nacional, proce- 
de el recurso del articulo 14. ley 48. contra la decisión 
contraria al derecho fundado en aquellos. 

Caso: L-> explican las siguientes piezas: 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOS GENERAL 

Suprema corte: 

Prescindiendo de la primera parte de la demanda enta- 
blada, relativa al c6.ni.uto de los intereses punitonos. la que 
ha sido resuelta con arreglo a la disposición del art 742 del 
código civil, es de tenerse en cuenta, á los efectos del recurso 
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promovido, que el actor sostuvo también, estar autorizado a 
abonar los intereses de su deuda, hasta el dia en que verificó 
el pago, de acuerdo con lo que dispone el art. 57 de la ley 1804. 
de creación del Banco Hipotecario Nacional, a lo que el de- 
mandado, sosteniendo una distinta, interpretación de dicho ar- 
ticulo, alegó que la deuda podia amortizarse en todo o en 
parte en cualquier momento, pero que los intereses del semes- 
tre debían abonarse integramente. 

El fallo de primera instancia decidió en favor de la inter- 
pretación dada \x>r el demandante, y la excelentísima cámara 
revocó la resolución aceptando la doctrina opuesta. 

Resulta, por consiguiente, que se ha puesto en cuestión 
la inteligencia de una ley del congreso, y que la decisión defi- 
nitiva del tribunal superior os contraria al derecho que se ampa- 
raba en dicha ley. la que ha sido materia de litigio, con lo que 
se reúnen los requisitos del art. 14. inc. 3 de la ley 48, para la 
procedencia del recurso extraordinario de apelación. 

En tal virtud, pido á V. E. se declare mal denegado el re- 
curso deducido para ante esta corte suprema. 

Julio Botet. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Agosto 10 de 1912. 

Autos y vistos, considerando: 

Que en el pleito seguido por don Gervasio J. Páez contra 
el Banco Hipotecario Nacional, sobre devolución de pesos, se 
ha cuestionado la inteligencia del art. 57 y otros de la ley or- 
gánica del banco, núm. 1804, habicnggse pronunciado decisión 
contraria al derecho que el recurrente pretendía fundar en 
aquéllos, lo que coloca el caso en las condiciones previstas en 
el inciso 3. artículo 14 de la ley núm. 48 y 6 de la ley núm. 4055. 
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De conformidad con lo dictaminado por el señor procu- 
rador general, se declara mal denegado el recurso, y encon- 
trándose el expediente ante esta corte; autos, y a la oficina por 
el término de diez dias comunes e improrrogables, a los efec- 
tos del articulo 8 de la ley 4053, señalándose los dias lunes y 
viernes para que los interesados concurran a la oficina a ser 
notificados. Repóngase el papel. 

A. Bermejo. — Sí. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



CAUSA LV 

Criminal, contra Antonio Gallo, por homicidio 

Sumario; Es justa la sentencia que condena a diez y siete años 
y medio de presidio y accesorios legales al autor de un 
homicidio perpetrado sin circunstancias atenuantes ni agra- 
vantes. 

Caso: Resulta del siguiente: 

FALT.o ni- !.A CORTÉ SUPREMA 

Bueno» Airtt, AgoHo 10 de 1912 

Victos y considerando: 

Que c*tá bien comprobado por las declaraciones de tes- 
tigos presenciales (fojas 3 a 10 y fojas 13 vuelta a 19) y la 
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eoniesión del procesado Antonio Gallo (fojas n a 13) ratifi- 
cada a fojas 21) vuelta y 30, que fué él quien hirió de dos pu- 
ñaladas a José Bottasso, de las que falleció pocas horas des- 
pués (informe médico de fojas 20). 

Que Gallo ha pretendido en esta instancia, lo mismo que 
en las dos anteriores, disculpar su acción, alegando que se 
encontraba en estado de ebriedad parcial o incompleta, porque 
cuando Bottasso le abonó en la mañana del dia veinticinco de 
diciembre de mil novecientos diez, el precio del trabajo que 
había ejecutado j>or cuenta de éste, se fué a beber a las fon- 
das -Tormo" y "Milano", encaminándose después al sitio donde 
cometió el hecho. 

Que no tan sólo se ha pretendido probar tal circunstan- 
cia (la ebriedad), sino al contrario, todos los testigos que pre- 
senciaron la escena desvirtúan aquélla con su dicho, corrobo- 
rada, además, por la manera y forma cómo se produjo ésta, 
según lo relatan y lo continua Gallo, en lo principal. 

Que tampoco puede aceptarse la otra atenuante invocada 
de un estado de irritación o furor (art. 83* inc - 6 « código pe- 
nal), por cuanto ni siquiera se ha intentado comprobarlo, y sin 
que tal estado se hubiera revelado antes ni después de ejecuta- 
do el hecho, en alguna forma que pudiese ser notado. Por el 
contrario, uno de los testigos. Juan Campano (fojas 8 y 9) 
afirma que Gallo le preguntó en e! mostrador del despacho de 
bebidas de la fonda de Torti Hermanos, si se encontraba Bot- 
tasso en la casa; y al contestarla que sí, penetró al salón come- 
dor, se detuvo un instante afirmado a la escalera del cinema- 
tógrafo (declaración de Francisco Catáneo a fojas 7 y 8), y 
desde alli se dirigió a la mesa donde la victima almorzaba con 
varias personas; y después de preguntarle si estaba almorzan- 
do y contestarle aquélla afirmativamente, le dijo que "no come- 
ría más", y con una mano le tapó los ojos al mismo tiempo que 
sacaba con la otra el cuchillo con que le dio de puñaladas (fo- 
jas 9), sentándose después de entregar e! arma, tranquilamen- 
te, en la silla abandonada por Bottasso. 
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Que la pequeña diferencia que tuvieron por la mañana 
sobre el pago del trabajó ejecutado por Gallo en la máquina 
trilladora de propiedad de Bottaso, terminó horas antes del 
suceso, recibiendo aquél su importe y retirándose, sin que nin- 
guno de los dos se hubiese dirigido una írase injuriosa; y 
aunque parece indudable que dicha diferencia determinó la 
acción de Gallo, debe advertirse que transcurrió un tiempo su- 
ficiente para que éste meditase su acción, pues no tan sólo 
hizo la diligencia de comprar el anna, sino que estuvo en dos 
fondas, según lo confiesa, antes de dirigirse a la de Torti Her- 
manos, donde encontró a Bottasso. 

Qué todo lo expuesto induce a afirmar que el crimen se 
cometió con premeditación; pero esta circunstancia no puede 
modificar la pena impuesta al procesado, aumentándola, por 
manto la sentencia no fué apelada por el ministerio fiscal; y 
según lo reiteradamente resuelto, con arreglo a la doctrina 
que informa el articulo 693 del código de procedimientos cri- 
minales. 

Por ello y fundamentos concordantes del fallo apelado, 
se lo confirma, con costas (1). Notiíiquese original y devuél- 
vanse. 

A. BERMEJO. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
CabanillaS. 



(I> La sentencia del |ue* letrado, con"rmada por U Cimera Federal, imponía al 
procesado 1» pena de di« y siete anos y medio de presidio y accesorios legales. 
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CAUSA LVI 



Don Josclin Huertjo contra el gobierno nacional, por daños 

v perjuicios 

Sumario: La restricción que contiene el articulo 4 de la ley 
3761, no es contraria a los artículos 14 y 28 de la consti- 
tución nacional. El congreso tiene amplios poderes para 
reglamentar la destilación de los alcoholes, y para adop- 
tar las más rigurosas medidas a los fines de impedir el 
fraude en el pago del respectivo imipuesto. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Alrct, Febrero 4 de 1907. 

Victos estos autos, de cuyo estudio resulta : 

Que don Joselin Huergo, sucesor de la razón social Joselin 
I luergo y Cía., se presentó instaurando demanda contra la nación, 
¡*>r cobro de una suma de dinero procedente de daños y perjui- 
cios sufridos a causa de los siguientes antecedentes: que hace 
muchos años que, dominado por la afición ¿? la industria viti- 
vinícola y después del ejercicio constante de wta industria y 
de los conocimientos prácticos que adquirió en la materia, se 
resolvió, en 1897, a instalar definitivamente una destilería de 
ginebra, cuya base principal era la columna rectificadora, con 
grandes sacrificios pecuniarios, estableciéndola conjuntamente 
con la fábrica de licores, en la calle de Belgrano 342, comple- 
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tan do, posteriormente, su establecimiento, en 1898. adicionán- 
dole una destilería de alcohol de maíz, que fundado asi su 
establecimiento al amparo de la constitución y sujeto a las 
leyes y reglamentos que Ib reblan, el h< morab!e congreso 
sancionó la ley número 3761, que fué reglamentada el 
mismo mes y ano por el poder ejecutivo; que esa ley 
contiene dos di>|*>siciones que afectan hondamente sus in- 
tereses: los artículos 4 y 7. el primero que prohibe que en las 
fábricas de gipebra puedan existir columnas rectificadoras o 
aparatos que sirvan para la rectificación del alcohol, y el se- 
gundo, que dispone que en las destilerías de alcoholes, o en lo- 
cales próximos a ellas, no se jxxlrá elaborar licores ni otras 
bebidas que tengan |»or base el alcohol y, posteriormente el 
poder ejecutivo dictó su decreto de fecha 5 de agosto, que fija 
el coeficiente de tolerancia máxima de impurezas para los al- 
coholes; que a raíz de dictada la ley 37C1, acudió al superior 
gobierno intentando, aunque sin resultado, un arreglo amistoso, 
por lo que acudió al congreso, y pendiente su despacho, se dic- 
tó la ley 3952, que a su juicio hacia innecesario aquel requisito; 
que competido a optar por el establecimiento que debía con- 
servar en trabajo, lo hizo, manifestando su preferencia jor el 
tie ginebra conjuntamente con el de licoreria. pero, él poder eje- 
cutivo, equiparando las fábricas de ginebras a las destilerías 
de alcohol puro, tampoco hizo lugar a ella, fundamento ¡>or el 
qué ocurrió a la justicia federal promoviendo los respectivos 
juicios, juicios que fueron resueltos por la suprema corte, de- 
clarando la necesidad de venia para demandar a la nación, la 
qué obtuvo* y a Stf amparo viene a ejercitar esta acción ]>or lo 
que respecta a la prohibición del articulo 4 de aquella ley. re- 
servando hacerlo oportunamente con el que se relaciona con la 
licoreria; que la sanción del articulo 4 recordada, produjo como 
consecuencia inevitable e inmediata, la clausura de la fábrica 
de ginebra, asi como la do todas las establecidas en el país, por 
no 5éf posible sin. el rectificador, continuar elaborando ese ar- 
ticulo en condiciones aptas para el consumo sacrificando asi 
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esa industria xóreciénte; la fabricáción de la ginebra, que com- 
petía ventajosamente con la .similar extranjera; que ese ar- 
ticulo es inconstitucional. i>or prohibir, en el hecho, una indus- 
tria licita y ser violatorio de los artículos 14. 18 y 17, que con- 
tra la inviolabilidad de la propiedad, de la que nadie puede 
Ser privado sin previa indemnización, y sin que la igualdad 
impere como lase del intfpuesto y de las cargas públicas; que, 
con ocasión de esa ley inconstitucional, su derecho a ser indem- 
nizado es evidente, sea que se la considere como un ataque a la 
libertad de industria, o como un ataque a la propiedad privada, 
sin previa indemnización; que la indemnización debe compren- 
der, en primer término el valor material de la fábrica clausu- 
rada, o mejor dicho, la diferencia entre su precio de costo y el 
valor que se obtuvo en su venta, que representa pesos 101.752.77 
moneda nacional ; y en segundo lugar debe figurar el lucro ce- 
sante, o sea lo que podia ganar con el ejercicio de su industria 
v la explotación del establecimiento industrial, que aproxima- 
damente y en equidad y justicia se aprecia en pesos 483-575 
moneda nacional, formando un total de pesos 585-327-77 mo- 
neda nacional ; que, en atención a los fundamentos expuestos 
solicita se condene a la nación por intermedio del poder ejecu- 
tivo, al pago de la expresada suma, con sus intereses, respecti- 
vos desde la fecha de la demanda y costas del juicio. 

Que el procurador fiscal pide el rechazo, con costas, de la 
acción deducida, a mérito de las siguientes consideraciones: 
que el fundamento sobre inconstitucionalidad del art. 4 de la 
ley 6761, carece de todo valor legal, y que si así no fuere, la 
suprema corte ya lo habia declarado en los diversos casos so- 
metidos a su consideración; que el derecho que se ejercita es 
insubsistente: primero, porque las personas jurídicas que ejer- 
cen funciones públicas no pueden ser pasibles de daños y per- 
juicios, sino únicamente por actos ilícitos, cosa que no sucede 
en el presente caso; segundo, porque ninguna persona puede 
tener derechos irrcvovablemente adquiridos contra una ley de 
orden público, motivo por el que no hay acción por los per- 
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juicios que se dicen sufridos por la ejecución de la ley recorda- 
da; y tercero, que aun en la suposición de la existencia de esos 
perjuicios, teniendo en cuenta que ellos tuvieron lugar el año 
1898, la acción se hallaría prescripta con arreglo a! artículo 
4037 del código civil, defehsa que la opone en cumplimiento 
de sus deberes oficiales; que, finalmente, y por vía de discu- 
sión, sostiene que, en todo caso, la única indemnización que 
correspondería abonar al gobierno sería- sólo por el daño efec- 
tivo, y no por las ganancias de que haya sido privado el dam- 
nificado, ron arreglo a la jurisprudencia que invoca, motivo 
jK»r él qué tacha de exagerada en alto grado la reclamación 
hecha. 

Que el actor, por los fundamentos expuestos en su escrito 
de fojas 19, solicita el rechazo de la prescripción opuesta, por 
estar ella legalmente interrumpida y no haber descuidad»» un solo 
instante el ejercicio del derecho que |x>:ie en uso. 

Que recibida la causa a prueba, con el resultado que ins- 
truye el certificado del señor secretario, de fs. 117. agregado a 
fojas 118 el alegato del demandante y a fojas 135 e! del de- 
mandadlo, y llamándose autos para definitiva, la causa se en- 
cuentra en estado de esc pronunciamiento. 

Y considerando: 

Que la primera cuestión a resolver, por razón de su na- 
turaleza y carácter prejudicial, es la relativa a la defensa de 
la prescripción opuesta por el demandado, regida por él ar- 
ticulo 4071 del código civil y no por el articulo 4057, como lo 
pretende el demandante, toda vez que en esta litis se ejercita 
üna acción de daños y perjuicios emergente de un cuasi delito 
o delito del derecho civil, como resulta de la propia manifesta- 
ción hecha en el escrito de demanda, y en tal caso, en mérito 
oe esa manifestación, resulta evidente que el término de la 
prescripción es el de un año. con sujeción al articulo 4071 re- 
cordado. 

Que de las propias constancias de autos, de la prueba ren- 
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dida tanto en este juicio como en el expediente agregado "para 
mejor proveer", resulta confprobada la aseveración del actor 
de no haber corrido dicho plazo de un año, a causa de haber 
sido interrumpido en diversas ocasiones por actos directos de- 
mostrativos de su decisión de ejercitar en todo momento esta 
acción de perjuicios, y de no haber incurrido, por tanto, en el 
olvido y abandono de su derecho, que es el fundamento, razón 
de >er y motivo legal de la institución de la prescripción. Y si 
bien el demandado pretende que sólo un acto o demanda pro- 
piamente judicial, y no los meramente administrativos, pue- 
den legalmente interrumpir la prescripción, tal doctrina, en el 
sub judtec, es inaceptable, porque el demandante no pudo ac- 
cionarse contra el gobierno de la nación sin cumplir formalida- 
des y exigencias de la ley y administrativas previas, y recién, 
después de haberlo hecho cor el resultado negativo que obtuvo, 
quedó habilitado para ejercer sus acciones judiciales, como 
efectivamente así lo hizo, luego de verificadas esas diligencias; 
\k>t lo que en tal caso le comprende el beneficio del articulo 
4014, del código civil. En mérito de estas razones, de verdade- 
ra equidad y justicia, el juzgado no acepta la prescripción 
opuesta por el ministerio público, motivo por el que correspon- 
de pronunciarse sobre el fondo de la reclamación deducida. 

Que don Joselin Huergo funda su derecho para reclamar 
de la nación daños y perjuicios, en la inconstitucionalidad del 
articulo 4 de la ley número 3761, que prohibe usar columnas 
rectificadoras en la elaboración del alcohol en toda fábrica de 
ginebra. Y, en efecto, si dicha disposición fuera constitucional, 
la reclamación seria desde luego improcedente desde que, se- 
gún lo indica el articulo 1 105 del código- citado, el que ejerce 
un derecho no está obligado a indemnizar aunque cause algún 
daño, y por tanto, dictando el congreso una ley constitucional 
y ejercitando correctamente la facultad de legislar que le con- 
fiere el articulo 36 de la constitución, no habría hecho acto que 
legalmente motivara una acción de perjuicios. Por consiguien- 
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te, en el presente caso menester es demostrar y resolver que la 
disposición referente a las columnas rectificadoras es incons- 
titucional para poder concluir en la existencia de la obligación 
de indemnizar. 

Que es evidente que el cprigréso nacional, con sujeción al 
articulo 67 de la constitución, tiene la facultad de legislar, pero 
esta facultad no es ilimitada, y se emprende que no debe 
serfoj puesto que la omnipotencia parlamentaria, como la de 
cualquier otro poder, i>odria llegar hasta la anulación de los 
derechos individuales y privados, es decir, de lo mismo para cu- 
ya seguridad y garantía ha sitio en último término creada la 
institución política y social del estado, como se hizo notar en 
la sentencia de fojas 125 del expediente agregado, aduciendo 
consideraciones que aquí serian superfluas repetir. ]>or estar 
allí expuestas con amplitud, y por cuya razón >c reproducen 
y quedan incorporadas a la presente resolución. 

Que la constitución ha reconocido derechos y garantías 
individuales legislados en sus artículos 14, 15 y 16, y >i bign 
esos derechos y garantías están sujetos a las leyes que regla- 
mentan su ejercicio, no es menos cierto, también, que esta fa- 
cultad de reglamentar que compete al congreso, no es ilimitada, 
sino que está restringida por la disposición del artículo 28 de 
la misma constitución. 

Por lo tanto, no pudiendo el congreso, en su reglamenta- 
ción, llegar hasta alterar y menos desconocer o suprimir los de- 
íechos reconocidos por la ley fundamental, en el caso sub- 
judice corresponde decidir si la disposición que prohibe el uso 
de columnas rectificadoras para la fabricación de ginebra im- 
porta o no una alteración o una supresión del ejercicio de di- 
cha industria, lo cual constituye una cuestión de hecho sujeta 
a la prueba de las partes. 

A este respecto, la prueba rendida por el actor, con ci- 
tación y bajo el contralor que su contra-parte pudo ejercitar, y 
sin qu¿ ésta haya producido prueba alguna en contrario, a 
juicio del juzgado importa la demostración de que esa dispo- 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



42T 



sición ha ultrapasado los limites de la reglamentación Consti- 
tucional, y ha llegado hasta suprimir la industria, conclusiones 
estas que resultan comprobadas por el informe de fojas 43 
vuelta y declaraciones contestes de los testigos Sepp, fojas 69, 
y Giorcelli, fojas 70 — respondiendo a preguntas del interro- 
gatorio de fojas 68 — concordante igualmente con la prestada 
a fojas 78 vuelta — de cuyas declaraciones e informe resulta 
que en la actualidad no existe en la república ninguna fá-* 
brica de ginebra destilada en ejercicio, siendo su causa, a jui- 
cio de los testigos, la legislación vigente sobre la fabricación 
de la ginebra, en cuanto prohibe el empleo de columnas rec- 
tificadoras. 

Ante el mérito de esta prueba, no contradicha, el juzgado 
no puede menos de llegar a la conclusión de que la reglamen- 
tación del honorable congreso ha sido violatoria de las ga- 
rantías constitucionales del ejercicio de las industrias licitas, 
con tanta más razón cuanto que según resulta de las constan- 
cias de los autos agregados y se estableció en la sentencia allí 
pronunciada, esa medida no fué impuesta ineludiblemente ni 
por necesidades de la higiene pública, ni por la de la percep- 
ción de la renta fiscal, lo cual le imprime un carácter aun 
más injustificado. Por todo esto, ello importa una reglamen- 
tación ilegal, y es de aplicación, entonces, lo dispuesto en los 
artículos U02 y 1 143 del código civil, en cuanto imponen la 
obligación de pagar daños y perjuicios, los cuales deben ser 
abonados al actor por el gobierno nacional, toda vez que se 
trata de un acto ilícito, en cuyo caso, según lo reconoce el mis- 
mo señor procurador fiscal, la persona jurídica responde por 
los actos de su representante. 

Que establecida la obligación de indemnizar, corresponde 
determinar el quántum o valor de los daños y perjuicios, en 
los cuales, según la expresa y clara disposición de los ar- 
tículos 553 y 1103 del código civil, están comprendidos e¡ 
perjuicio real sufrido y la ganancia que se ha dejado de per. 
cibir, damnnm emergens y luertun cesans, no siendo por tanto 
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exacta la teoría sostenida por aquel funcionario, de que sólo 
el primero está comprendido en la obligación de indemnizar. 

Que para apreciar el perjuicio y privación de ganancia 
realmente sufridos, es necesario tener también presente la 
disposición del articulo 554 del mismo código, según la que 
sólo se debe abonar los perjuicios que sean consecuencia ne- 
cesaria e inmediata del hecho productor o causante de la obli- 
gación de indemnizar y no los que constituyan una con>ecuen- 
cia meramente posible y aun probable, y también más ó menos 
lejana del expresado hechc. De estas premisas legales se des- 
prende que la apreciación judicial tiene cierta amplitud para 
juzgar y determinar la naturaleza de los perjuicios y según 
ella sea considerada, clasificar cuáles son los que entran en la 
categoría de consecuencia necesaria c inmediata del hecho ge- 
nerador de la obligación de indemnizar. 

Que, apreciando con este criterio y bajo estas restriccio- 
nes legales la prueba ofrecida por el demandante para deter- 
minar el quantum de los daños y perjuicios reclamados, y en 
ausencia de toda prueba por parte del demandado, entiende el 
juzgado que, si bien es verosímil y aun probable que la fá- 
brica de ginebra del señor lluergo hubiera seguido tralwjan- 
do en las condiciones en que lo hacia hasta que fué clausurada, 
no hay, sin embargo, una base suficientemente demostrativa 
para establecer y tener por comprobadas las ventas que había 
ludido efectuar y ganancias consecutivas a obtener, no reu- 
niendo, por tanto, este capítulo las condiciones requeridas para 
ser aceptado por el tribunal. Pero teniendo en cuenta que la 
fábrica de ginebra constituía realmente un capital del cual el 
actor se vió obligado a desprenderse en condiciones desventa- 
josas, privándose de su ulterior aprovechamiento, el juzgado 
considera ser de justicia se abone al actor el perjuicio con- 
sistente en la diferencia entre el precio de compra y el de 
venta de las maquinarias del establecimiento del señor Huer- 
go. el cual, según resulta de las constancias ilustrativas de 
autos y 110 ha sido desvirtuado por prueba en contrario, as- 
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cicnde a la cantidad de tiento iiil mil setecientos cincuenta y 
dos pesos con setenta y siete centavos moneda nacional. 

Por estos fundamentos, fallo: — Declarando que ci go- 
bierno nacional debe abonar a don Joselin lluergo la canti- 
dad de ciento un mil setecientos cincuenta y dos pesos con se- 
tenta centavos moneda nacional, como valor de toda indemni- 
zación por concepto de perjuicios que le ha causado la dis- 
posición contenida en el articulo cuarto de la ley número 3761. 
prohibitiva del uso de columnas rectificadoras en su fábrica 
de ginebra, y subsiguiente clausura de la misma, sin costas, 
l>or no haber mérito para imponerlas a! vencido. 

Notifíquese con eloriginal. repónganse los sellos y en su 
oportunidad archívese esta causa. — Agustín Urdinarrain. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Buenos Aire», Junio 27 de 1908 

Vistos y considerando: 

i°. Que el señor Joselin Huergo se ha presentado contra 
la nación? cobrando daños y perjuicios por haber el poder 
público héchole clausurar la fábrica de ginebra que tenía en 
la calle Hclgratio número 342. Dice que después de llenar todas 
las disposiciones reglamentarias, instaló una destilería de" gine- 
bra, a principios de 1897. y <\™ en 1898 campletó su estableci- 
miento adicionándole una destilería de alcohol de maíz. 

Que en dos de enero de 1899 se sancionó la ley número 
3761. la cual en el artícuto 4 prohibe en la fábrica de ginebra 
el uso de aparatos que sirven para la producción de alcohol, 
v en el articulo 7, que en las destilerías de alcohol se ela- 
boren otros licores que tengan por base el alcohol. 

El actor termina expresando que la ley citada le ha oca- 
sionado perjuicios por haberle obligado a cerrar su fábrica 
de ginebra y reclama por ello una indemnización, fundando su 
derecho en los artículos 14, 17 Y * 8 ,a constitución. 
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• 2 o . La cuestión sub-judice es substancialmente de dere- 
cho constitucional administrativo, y, desde luego, se observa 
que se encuentran frente a frente dos fundamentales princi- 
pios: de un lado, el derecho de reglamentación que correspon- 
de al poder público; de otro la libertad de trabajo y de indus- 
tria c inviolabilidad de la propiedad. Es indudable que el po- 
der público tiene amplia facultad reglamentaria sobre todas 
las industrias, pero también debe reconocerse que no podrá 
lesionar los derechos garantidos por la constitución. Termi- 
nantemente dice el articulo 28 : "Los principios, derechos y ga- 
rantías reconocidos no podrán ser alterados por las leyes que 
reglamenten su ejercicio". 

En nuestra jurisprudencia y en la extranjera se ha es- 
tablecido que no se debe indemnizar mando se ordens remo- 
ver establecimientos peligrosos para la salud pública, porque 
no se considera como derechos garantidos por la constitución 
lo que importa un riesgo para la vida, cuya seguridad es el fin 
principal de la organización del estado. La sentencia de la 
suprema corte que se registra en el tomo 31. página 273, 
juzgando la ley de la provincia de Buenos Aires, que retiró 
a los saladeros establecidos en Barracas la autorización para 
continuar en ese punto, declaró que tal disposición era válida 
ante la constitución, porque las barracas dañaban a la salud 
pública, contra la cual no hay derechos adquiridos. 

En el derecho administrativo francés se dividen en tres 
clases los establecimientos industriales: I o . fábricas de explo- 
sivos, mataderos; 2°. fraguas, hornos de fundición, fábricas 
de cloro; 3 . destilerías, fábricas de velas. Y este derecho 
sólo establece la facultad de retirar el permiso acordado sin 
indemnización, con relación a !a primera clase, cuando se con- 
sidera interesada la salud pública. (H. Barthelemy. 'Derecho 
administrativo", páginas 338 y 340. — A. Batbie, "Derecho 
público y administrativo". 2a. edición, tomo V, número 50J). 

La cámara de lo civil de esta capital ha reconocido en 
\arias sentencias el mismo principio, estableciendo que !a mu- 
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nicipalidaü debe indemnizar a los propkMnuS peí los per- 
juicios que les ocasione el cambio de nivel, si ya hubiesen he- 
cho sus edificios por el nivel dado anteriormente, no obstante 
el derecho que tiene la municipalidad para dar los niveles. (To- 
mo 129. pág. 43; 130, 5; 138, 259; 141, 341; 142, 34; 143. 
281; 146, 320; 147. 324; 149. 184)- 

En el derecho argentino la inviolabilad de la propiedad, 
es decir, todo lo que constituye el patrimonio de un hombre, 
como el trabajo y ejercicio de las industrias licitas, se encuen- 
tran terminantemente garantidos por los articulo 14 y 17 de la 
constitución. Las reglamentaciones que autoriza el artículo 14 
deberán, pues, hacerse, necesariamente, según lo prescribe el 
articulo 26, sin que menoscaben la existencio o el ejercicio 
de tales industrias. Que la fábrica de ginebra que tenia esta- 
blecida el señor Huergo era una industria licita, lo prueban 
las mismas reglamentaciones del poder público y el hecho per- 
manente del comercio de ginebra que se hace en la república. 
Por otra parte, la ley 3761, al prohibir el funcionamiento con- 
junto de las fábricas de ginebra con las de alcohol, fué bus- 
cando la mejor percepción del impuesto, no por razón de salud 
pública; de modo que los perjuicios que por tal causa ha su- 
frido el actor en su establecimiento, que fundó con arreglo 
a las leyes que a la -poca de su instalación regían, deben ser 
considerados comió parte del gasto que la nueva reglamenta- 
ción exigió para la mejor percepción del impuesto. Que la ley 
3761 fué lesiva para el derecho a la propiedad del actor, lo 
prueba acabadamente el hecho de que a consecuencia de ella 
se clausuraron todas las fábricas de ginebra que existían en 
la república, como lo certifica a fojas 43 vuelta la administra- 
ción de impuestos internos. 

3 o . El señor Huergo estima el perjuicio en su demanda 
en la suma de quinientos ochenta y tres mil trescientos veinte 
y siete pesos de curso legal, comprendidos en ella la pérdida 
en el costo de la fábrica y la privación de ganancias en el 
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tiempo corrido desde la promulgación de la ley 3761 hasta 
la época de la demanda. 

En el juicio seguido anteriormente, estimando estos he- 
chos, desechólos el tribunal como base generadora de los per- 
juicios que se cobran, atento a que el mismo actor afirmaba 
que el vendió su licoreria; que su licorería fué rematada en 
.ejecución, por falta de pago de! impuesto de alcoholes, y que 
su fábrica de ginebra desapareció con la enajenación vo- 
luntaria y la subasta de la licoreria y fábrica de alcoholes. 
Resulta ,asi, que la fábrica de ginebra desapareció en una 
parte por efecto de un acto voluntario y en otra mediante eje- 
cución por el pago de impuestos. 

En este segundo juicio, el actor prueba con el informe 
pericial de fojas 84. que el beneficio obtenido en la fabrica- 
ción de ginebra el año 1898. que fué el año anterior al de la 
clausura de la fábrica, alcanzó a cincuenta y cuatro mil diez 
j nueve pesos ; pero debiendo reducirse esta cantidad a cua- 
renta y tres mil quinientos veinte y un pesos, por las razones 
que expresa el actor, a fojas 11 de la demanda. Partiendo, 
pues, de esta cifra y teniendo en cuenta que la fábrica fué 
vendida en septiembre de 1901, según lo declara el actor y 
surge de las cartas de fojas 32 y 33, y testimonio de fojas 72, 
corresponde valorar el daño en el transcurso de este tiempo 
sobre la base del beneficio consignado. Asi. siendo la suma 
de cuarenta y tres mil quinientos veinte y un pesos, el bene- 
ficio de 1898' y calculando que igual éxito se hubiera obtenido 
hasta sqitiembre de 1901, resultaría un valor de ciento diez y 
seis mil cincuenta y seis pesos, que el tribunal estima equita- 
tivo fijar para la indemnización. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
que dictó el tribuna] en el juicio anteriormente instaurado sobre 
este mismo asunto, y de los que en igual carácter contiene 
la sentencia apelada, se confirma en general ésta, reformán- 
dola en cuanto a la cantidad; declarando que el gobierno de 
la nación debe payar al <efu»r J.xelin Muergo la cantidad de 
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ciento diez y seis inü cincuenta y seis pesos de curso legal, 
por toda indemnización, incluidos en ella los gastos judicia- 
les. Notifiquese, devuélvase y repónganse las fojas ante el 
inferior. 

Angel Fcncyra Cortés. — Angel 
D. Rojas. — Juan A. Garda. 

FAI.LO DK LA CORTE SVFRKMA 

Buenos Aires, Agosto 20 de 1912 

Vistos y considerando: 

Que en la sentencia apelada de fojas 173 no hay pronun- . 
ciamiento explícito sobre la excepción de prescripción, ni se 
ha manifestado nada al respecto en la memoria de fojas 191, 
presentada por el señor procurador ge:ieral ; y esta circunstan- 
cia debe estimarse corno un abandono de dicha excepción 
(Arg. Fallos, tomo 91, página 267). 

Que, según se expresa en la demanda, el presente juicio 
tieen por objeto conseguir la reparación de los perjuicios que 
el actor afirma le ha causado la aplicación del articulo 4 de 
la ley 3761, que en parte pertinente dispone: "en las fábricas 
de ginebra no podrán existir columnas rectificadoras o apa- 
ratos que sirvan para la fabricación de alcohol"; reserván- 
dose para otro juicio el ejercicio de los derechos que dice le 
ha desconocido el articulo 7 de la misma ley, con arreglo al 
cual "en las destilerías de alcoholes o en los locales próximos 
a ellas no se podrán elaborar licores ni otras bebidas que tea- 
gan por base el alcohol". 

Que dado sus términos, no puede admitirse que el citado 
articulo 4 haya suprimido de hecho la industria de fabricar 
ginebra, desconociendo derechos consagrados por el articu- 
lo 14 de la constitución nacional, pues el primero permite, al 
contrario, la elaboración de aquélla en alambiques simples y 
va hasta favorecerla con una disminución del impuesto, que se 
ha fijado en cincuenta centavos por cada litro que no exceda 



4?4 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

de 50" del alcoholímetro de Cay fctissac y en un peso arriba de 

esta graduación. . — , . 

Qué ad.niticn.lo como exacto qüe el alcohol producido en 
alambiques .imples contiene siempre un porcentaje de impu- 
rezas mayor que el tolerado en el decreto de 5 de agosto de 
„,„. ello no impediría el «so del alcohol sin "¡^J* 
vores «le la tolerancia de 0.500 por ciento, producido fuera 
de la fábrica de ginebra; y en todo caso sena la reglamenta- 
ción administrativa y no la ley misma la que hab,a venido a 
impedir su industria al actor. 

< )ue la restricción de que se trata no es contraria a lo, 
artículos .4 y 28 de la constitución nacional, porque, _ como 
se ha observado acertadamente, el congreso faene ampUos^po 
aeres para reglamentar I- destilación dejos alcoholes 196 L. b. 
60), y para adoptar las más rigurosas medulas a los finesde 
impedir el fraude en el pago del respectivo impuesto ( r»«k- 
ma „ _ State Aud Federal Control of persons and property, 

página 1089). . . 

Que con arreglo a este principio y en presencia de dispo- 
siciones constitucionales análogas Manualmente a gs nu- 
tras en lo concerniente a garantías individuales. Sí ha a q> 
ta.lo la constitucionalidad de leyes que. entre otros mucho, 
requisitos o restricciones a la libertad industrial exigen q£ 
1 , destiladores de alcohol presten una garant.a o ..anza ecc 
voo, establezcan las destilerías en inmuebles propio.,, hbr , 
Je todo grávame,, o presenten, en su defecto, el c^sen« 
escrito del propietario (secc. 3262) ; que no se destile en ca.^a, 
^ habitaciones ni en edificios donde se P^ca - 
veza u otros licores fomentados, vmagre. éter, o donde* re 
Sr, azúcares 6 jarabes, o se vendan 
cualquier clase, ni dentro de un radio de trooento, pie, de 
establecimientos ,le rectilícación isecc 3266 - Le c, de C L 

... ,o¿a. ¡uno .a-iW-8; abril 10— 18O9; junio o > ai 
julio 13-1860, julio .0 1 . and 

Tukcr-notes on the Kev. Stal of the L. S. \ol. I. pag. 004 
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y siguientes; Yol. II, pág. 435 V siguientes; Yol. III, pá- 
gina 546) ; habiéndose reconocido, asimismo, la facultad del 
poder legislativo para suprimir, en absoluto. jK>r razones de 
ctro orden, la fabricación y venta de licores, que no se han 
estimado industrias licitas, al igual de otras útiles ai progreso 
general e inofensivas para la salud y moralidad públicas. (123 
ü. S. 623; 137 U. S. 86). 

Que en general se deben indemnizar los perjuicios causa- 
dos a particulares por leyes que respondan a simples conve- 
niencias fiscales y no a motivos de higiene, como lo demues- 
tra satisfactoriamente el considerando 2". de la mencionada 
sentencia de fojas 173, (articulo 17. constitució.i nacional; 
Fallos de esta corle, tomo 3!, página 273, y tomo y8. pág. 52, 
considerando 8 o . ) 

Que en el caso sub judke, esos perjuicios, sin embargo, 
no pueden consistir, aún juzgados del punto de vista del de- 
lecho común, en la privación de utilidades a razón de cuarenta 
y tres mil quinientos veintiún pesos con setenta y cinco cen- 
tavos moneda nacional \yor año. o de un capital de cuatrocien- 
tos ochenta y tres mil quinientos setenta y cinco pesos moneda 
nacional (fojas 11), dado que la ley 3761 no ha impedido al 
actor la fabricación de ginebra, según queda dicho, ni es ra- 
zonable que tales utilidades se debieran o pudieran deberse 
precisamente a la coexistencia en el mismo lacal de la fábrica 
de ginebra y de las columnas rectificadoras; y en atención a 
cjiie, al instalar su fábrica, aquél mismo se sometió a la regla- 
mentación existente y a la que el congreso pudiera dictar en 
lo futuro, usando las facultades constitucionales que la de- 
manda no le niega, en lo concerniente a impuestos internos. 

Que si la nación estuviera en la necesidad de hacer in- 
demnizaciones por la disminución eme puedan sufrir los in- 
dustriales de sus utilidades futuras con* motivo de medidas 
reglamentarias, éstas serían a menudo imposibles o habría qir« 
establecer diferencias entre las fábricas, con arreglo a la fe- 
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cha ¡de su fundación, lo que, riuebrantaría leí principio de 
igualdad ante la ley. 

Que sea cual fuere el sentido y el alcance jurídico que 
déte darse al luemm sesans en la esfera del derecho común, 
es de tenerse en cuenta que el artículo 17 de la constitución 
nací, .na!, al ocuparse de las indemnizaciones en casos de expro- 
piación, se refiere a propiedades existentes, y lo mismo hace 
la ley general sobre la materia, número 189. que habla de bie- 
nes del dominio de particulares, ordena el abono de perjuicios 
que >ean consecuencia forzosa de la expropiación y excluye 
expresamente las ventaja* o ganancias hipotéticas (artículos 

1 v 16). ' 

Oue no hay tauqueo mérito para condenar a la nación al 
pago del valor" de las maquinarias y accesorios de la fábrica 
de ginebra, pues ellas no quedaron inutilizadas a consecuencia 
,¡,. la aplicación del articulo 4 de la ley 3761, desde que con 
posterioridad a la sanción de ésta se han empleado .en la pro- 
ducción de alcohol y han formado parte de las fábricas de 
licurc-ría v destilería I fojas 2 vuelta y siguiente del expedien- 
te administrativo; lujas 18 y vuelta del expediente jud.cial 

anterior, agregados). 

Vor estos fundamentos se revoca la sentencia apelada y 
se absuelve a la nación de la demanda de fojas cinco. — Us 
costas se alwnarán en el orden causado, atenta la naturaleza de 
las cuestiones debatidas. — Xotifiquese con el original y de- 
vuélvase, reponiéndose los sellos ante el inferior. 

A. Bermejo — Nicanor G. del Solar — M. 
P. Daract — D. E. Palacio — L. U>m 
Cabaxillas. 
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Don Pedro Alais [sus sucesores), contra el gobierno nacional 

sobre reivindicación 

Sumario: — Corresponde el rechazo de una demanda por 
reivindicación en la que el actor no ha acreditado el de- 
recho invocado, y negado por la parte demandada. 

Casó: Lo explican las siguientes piezas: , 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Diclembrt 12 dt 1907. 

Vistos estos autos, seguidos por los herederos de don 
Pedro Alais contra el gobierno de la nación, de cuyo estudio 

Resulta: 

Que don Honorio F. Luque, en representación de los 
herederos de don Pedro Alais, se presenta a fojas 20 enta- 
blando demanda contra el gobierno de la nación, sobre ex- 
propiación de unos terrenos, manifestando: que con motivo 
üe la expropiación que ordenó el honorable congreso para en- 
sanche del Riachuelo de Barracas, con arreglo a la ley núme- 
ro 1385, se presentó oportunamente al ministerio del interior, 
solicitando la expropiación de unos terrenos de propiedad de 
sus mandantes, situados en la orilla sud del Riachuelo; que 
corridos los trámites de práctica, el poder ejecutivo desestimó 
la solicitud estableciendo, que sus representados no habían 
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justificado el dominio de esas tierras, pues según los informes 
de las oficinas técnicas, ellas habían sido abandonadas para 
uso público desde 1829, y que en la escritura de división de 
condominio otorgada por los señores Alais y Cambacéres en 
1872 se establece que dicho terreno queda destinado al trán- 
sito público, sin adjudicarse a ninguno de los dos condó- 
minos, y solicitada reconsideración de esta resolución, no se 
hizo lugar a ella por el poder ejecutivo, quedando el caso com- 
prendido en los términos de la ley número 3952; que de los 
títulos que acompaña resulta justificado el dominio de sus 
mandantes a las tierras en cuestión, especialmente con la es- 
critura otorgada por las señoras Capdevila a don Pedro Alais, 
en agosto de 1854, por la que le venden las cuarenta varas 
linderas con el Riachuelo, que se habían reesrvado en la an- 
terior escritura de 31 de julio del mismo año y que estaban 
destinadas al tránsito público; que tanto la reserva de pro- 
piedad, primero, como su expresa transferencia, después, obe- 
decían a! hecho previsto en la legislación española, vigente en esa 
época, de que las riberas pertenecían a los dueños de las hereda- 
des inmediatas, aunque su uso fuera público; que igual principio 
prevaleció en el decreto de seis de noviembre de 1823, en la 
administración del general Rodríguez, en la provincia de Bue- 
nos Aires, y en otro de 22 de mayo de 1866; que igualmente 
se sujeta al mismo principio e 1 artículo 2639 del código civil 
al establecer que los propietarios limítrofes con los ríos o con 
canales dejarán una calle ó camino público de 35 metros, sin 
ninguna indemnización, cuyos términos importan reconocer el 
dominio de los particulares sobre las tierras de ribera; <\nt 
no es exacto lo aseverado por el poder ejecutivo de que en la 
escritura de división de condominio entre Alais y, Cambacéres, 
de 1872, se excluyera la fracción destinada a tránsito público, 
pues en ella se expresa que la fracción adjudicada a Alais lin- 
da después de las 40 varas destinadas a la ribera con el Ria- 
chuelo, y desde que la fracción linda con el Riachuelo, es 
natural que le quedaba también adjudicada la fracción co- 
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i respondiente de ribera. Termina pidiendo se declara que sus 
representados han justificado la propiedad de las tierras cuya 
expropiación solicitan y qué el poder ejecutivo está obligado a 
proceder a la expropiación de ellas con arreglo a la ley de la 
materia, con costas. , 

Que el señor procurador fiscal manifiesta: que los actores 
no son ni lian sido nunca propietarios de las tierras cuya ex- 
propiación pretenden, pues según resulta de sus propios tí- 
tulos, ese terreno estaba sirviendo de calle pública desde tiem- 
po inmemorial, siendo expresamente excluido por ta! razón 
en la compra que efectuó el señor Alais; que igual exclusión 
se hizo en la división de condominio entre Cambacérés y Alais, 
según resulta de la escritura respectiva, y fué por esa razón 
que en el decreto de 5 de diciembre de 1899, rechazaron las 
pretenciones de los actores en la gestión administrativa; que 
en consecuencia, el terreno cuya expropiación se pretende, ser- 
vía de calle pública desde setenta años atrás, y en tal carácter 
y por ser limítrofe con rio navegable, forma parte de los bie- 
nes públicos del estado, por lo que aun cuando no hubiera exis- 
tido la exclusión indicada, siempre resultaría que los deman- 
dantes no son propietarios de esos terrenos, pues aunque ex- 
presamente hubieran sido transferidos a ellos o al señor Alais, 
tal transferencia nada valdría por la inenajenabilidad de todo 
bien público; que aun en el supuesto de que hubieran sido pro- 
pietarios los actores, habrían perdido todo derecho, en virtud 
de la prescripción operada no una sino varias veces, de con- 
formidad a lo dispuesto en el articulo 3999 del código civil, y 
que aun cuando no fuera así, ningún derecho tendrían para 
pretender una indemnización por esos terrenos ante la disposi- 
ción terminante del artículo 2639 del citado código; — hace 
además presente dicho funcionario que el juicio no puede en 
rigor considerarse comprendido en los términos de ia ley nú- 
mero 3952, pues la resolución del poder -ejecutivo última es 
confirmatoria de una anterior, que se hallaba desde un año 
antes consentida y ejecutoriada administrativamente: — Se 
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remite a las constancias del expediente administrativo corres- 
pondiente, dando como ampliación de su defensa, por reprodu- 
cidas todas las constancias, y concluye pidiendo que en defini- 
tiva se rechac* la demanda instaurada, con expresa condena- 
ción en costas. 

Que recibida la causa a prueba para la justificación de los 
hechos controvertidos, con el resultado que determina el cer- 
tificado del señor secretario, de fojas 66, agregado a foja? 68 
y fojas 74 los escritos de las partes alegando sus méritos, y 
dictándose la providencia de Autos para definitiva, el expe- 
diente se encuentra en estado de ese pronunciamiento 

Y considerando: , 
Que según resulto de los títulos de propiedad de la parte 
actora, cuando los señores Alais Hermanos adquirieron en 
1854 el terreno cuya expropiación por el gobierno nacional y 
pago de precio correspondiente pretenden, éste estoba destinado 
al tránsito público, quedando comprendido, en su calidad de 
calle o «amino público, entre los bienes públicos, de conformi- 
dad a lo establecido en el articulo 2374. inciso 7 del código 
civil . 

Que cualquiera que sean las disposiciones de la antigua 
legislación española sobre los terrenos materia del presente jui- 
cio, habiendo estado ellos ocupados por calle o camino público 
cuando se sancionó el código civil de la nación, los derechos 
de propiedad o dominio que pudieran corresponder a los ex- 
I resados señores Alais quedaran ipso fado extinguidos, con su- 
jeción a lo establecido por el articulo 2638 del citado código, 
por tratarse de cosas que quedaban fuera del comercio, en su 
calidad de bienes públicos. Desde ese momento sólo había que- 
dado a los presuntos propietarios una acción personal para 
reclamar su valor, cuyo ejercicio, a los efectos de la prescrip- 
ción, estaría sometida a los términos establecidos en el articulo 
4057 del mismo código, términos que han vencido con exceso 
antes de la iniciación del presente juicio, contándolo desde la 
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sanción del código, |K>r aplicación de lo prevenido en su artícu- 
lo 4085. 

Que en la escritura de división de condominio pasada en- 
tre don Anionino Cambaceres y el causante de los actores, que- 
dó claramente excluida la fracción de terreno acupada por calle 
pública, de la que forma parte la extensión cuyo precio recla- 
man los señores Alais, según así resulta de la misma a fs. 9 
vuelta. La frase incidental de fs. 10 que dice: "lindando des- 
pués de las cuarenta varas destinadas a la ribera con e! Ria- 
chuelo", no es en manera alguna un obstáculo para la interpre- 
tación referida, por ser común en la fórmula general de las 
escrituras, al determinar los limites de un bien raíz, expresar 
que linda calle o camino público en medio con un bien o punto 
determinado, el que se toma como simple término de referen- 
cia. Esa exclusión indica claramente que los otorgantes no se 
consideraban con derecho a la fracción referida por ser del do- 
minio público. De todos modos, basándose forzosamente las 
pretensiones de los actores en esa división de condominio, y no 
habiendo sido objeto la fracción de terreno ocupada por calle 
pública, de esa división, cualquiera de los condominios indivi- 
dualmente carece de acción para reclamar una parte determi- 
nada de la cosa, o su valor, de conformidad a lo dispuesto en el 
artículo 2713 del código civil, careciendo por lo mismo de dere- 
cho los actores en la reclamación que interponen. 

Que en el testamento del causante de los actores corriente 
tn testimonio a fs. 5 y siguiente, en la cláusula cuarta del mis- 
mo, que comprende la manifestación de bienes, no figura la 
fracción de terreno cuyo precio se reclama, ni el resto del te- 
rreno que fuera materia de la división de condominio indicada 
en el considerando anterior, no obstante .ser en mucho poste- 
rior a esa división. Esa exclusión verosímilmente indica o pre- 
supone, o que el causante de los señores Alais no se consideraba 
con derecho alguno a esa fracción de terreno, o que habiendo 
enajenado el resto, si lo hizo, entendió enajenar al mismo tiem- 
po las acciones y derechos que sobre el mismo pudiera corres- 
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ponderle. En todo caso, constituyendo el titulo inmediato de 
adquisición del dominio que los actores invocan a los terrenos 
cuyo precio reclaman, en carácter de herederos de don Pedro 
Alais, ellos ningún derecho tienen en apoyo de sus pretensio- 
nes, desde que ni esos terrenos, ni acciones o derechos sobre 
ellos se encontraban comprendidos entre los bienes que SU cau- 
sante mandó fueran divididos por partes iguales entre sus he- 
rederos, por lo que es de aplicación lo dispuesto en el articulo 
3304 del código civil. 

Que resultando del testimonio de escritura de protocoliza- 
ción de testamento de fojas 5, que el causante de los señores 
Alais falleció el quince de Abril de 1897, el hecho de que exis- 
tan en este juicio menores interesados no es un obstáculo para 
la declaración pudicial de procedencia de la prescripción invo- 
cada por la parte demandada, y que indica en el conside- 
iando segundo, desde que ella se habia ya producido cuando 
ocurrió el fallecimiento de Alais, por haber transcurrido con 
exceso entre esta fecha y la de la sanción del código civil de la 
nación, los términos establecidos en el citado articulo 4057. 

Qué resultando de los propios términos de los documen- 
tos presentados por los actores su falta absoluta de derecho 
para iniciar este juicio, .corresponde sean a su cargo todas las 
costas del mismo. 

Por estos fundamentos, y no obstante lo dictaminado en 
contrario por el ministerio pupilar. fallo: Rechazando la de- 
manda interpuesta por don Pedro O. Alais y otros contra el 
poder ejecutivo ncatonal, y declarando que la nación no está 
obligada a expropiar la tierra que comprende esta litis, ni obli- 
gada a abonar, por tal concepto, a los mismos, suma alguna, 
con costas a los vencidos. 

Xotifiquesc con el original, repónganse los sellos y ejecu- 
toriada esta resolución archívese esta causa. 



Agustín Urdinarrain 
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SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Buenos Aires* Febrero 6 át 1911 

Vistos, resulla: 

I o . Que los herederos del señor Pedro Alais, diciéndose 
dueños de un terreno situado en la ribera sud del Riachuelo, 
demandan al gobierno nacional para que se le obligue, en 
razón de haberse comprendido dicho terreno en el ensanche del 
Riachuelo, a proceder a su expropiación con arreglo a la ley 
correspondiente. 

Habiendo negado el señor procurador fiscal que el terreno 
sea de propiedad de los actores, éstos apoyan su derecho en los 
siguientes titulos: 

Escritura pública de 31 de Julio de 1854, por la que los 
señoras Melchora y Pétroná Capdevila, con la venia de sus es- 
posos, venden a los señores Alais Hermanos un terreno lindero 
por el frente con el Riachuelo, teniendo en medio 40 varas de 
propiedad de las vendedoras, destinadas al tránsito público". 

La reserva de estas 40 varas se corrige en la siguiente es- 
critura de 23 de Agosto del mismo año. por la que se las otor- 
gan en venta a las compradoras, advirtiéndose que en parte es- 
tán sirviendo de vía pública. 

En 1872, el doctor Pedro Alais y el señor don Antonino C. 
Can>baceres. dueños de esa zona de tierras, dividen su condomi- 
nio y declaran verificada la división, libre de las 40 varas que 
han destinado al tránsito pt >licc. 

2 o . El señor procurad* r fiscal, al contestar a la demanda, 
expresa que el terreno de qv • se trata, hace más de 70 años que 
sirve de calle pública y que tos señores Alais no adquirieron la 
propiedad de él. 

Como se ha visto en la referencia de los titulos. los ven- . 
dedores reconocieron en 1854. qué el terreno por ellos destinado 
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antes al uso común, estaba en parte sirviendo de via pública, 
lo que se vuelve a constatar, con relación al todo, en la escri- 
tura de división ríe i8;¿. Derivase de aquí que Alais hermanos 
no recibieron la tradición del terreno, puesto (pie a !a época de 
su adquisición él estaba en el servicio público: no aparece que 
los compradores tunaran posesión posterior, ni verificado acu- 
de dominio para mantener un derecho de propiedad. 

I.a tradición es requerida por el art. 577 del código «vil. 
Siendo un hecho cierto que el terreno ha estad.» durante 
más de medio si,;'... sirviendo de via pública por voluntad de- 
clarada de sus dueños, el gobierno, que representa el interés 
común de la sociedad, puede legalmente mantener la continua- 
ción de tal estado de cosas. Para ello, el señor procurador fiscal 
invoca los artículos del código (pie rigen la prescripción para 
adquirir, y a mérito de lo que disponen "..-s arts. 4015 y 401''. 
resulta (pie ha quedado definitivamente aiectado e! terreno al 
>ervicio o dominio público. 

3". En el caso sub judicc bastaría la declaración contenida 
en la escritura de división de condominio, de 1872. para de- 
terminar el dominio público del terreno cuestionado, porque 
ella imiwrta el cumplimiento voluntario de !o dispuesto e:i el 
art 2639 de 1 código civil. Aunque no se haya extendido una 
escritura directa a favor del fisco, se ha hecho intencionadamen- 
te la entrega o abaldono del terreno para e! servicio público; 
de modo (pie habiéndose durante más de treinta años cuniph- 
dose tal servicio, la propiedad ha pasado a la comunidad que 
:epresenta el estado, no por >a sola inacción de '.os propietarios, 
sino por el ininterrumpido uso que la comunidad ha hecho. 

4 o Los actores citan las jurisprudencias de la suprema 
corte sobre el derecho de las provincias a las riberas de los 
rios navegables. Esto no debe entenderse, como ella misma lo 
declara, en negación del que corresponde al estado general para 
'.leñar los fines de la navegación, según lo dispuesto en el ar- 
ticulo 67. ¡he. 9 de la constitución Nacional. Resulta de esta 
jurisprudencia que ambas entidades, la nación y las provincias 
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tienen facultades concurrentes en las riberas de los ríos nave- 
gables, y bajo de tal carácter puede la nación en el presente 
caso, interesada por determinación de leyes especiales, oponerse 
al derecho que invocan los actores cualquiera que sea el que 
pudiera hacer valer la provincia de Buenos Aires. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada, se confirma; pero se resuelve, dada la naturaleza de 
las cuestiones ventiladas, que las costas de ambas instancias se 
l-aguen en el orden causado. 

Juan A. García. — Autjel Fe- 
rrara Cortes. — Daniel Coy- 
tia, 

1WI.LO PE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Agosto 20 de 1912 

Vistos y considerando : 

(Jue los actores diciéndose dueños de un área de tierra si- 
tuada sobre la margen süd del Riachuelo de liarracas, que les 
corresponde ¡>or herencia de su padre don Pedro Alais, mani- 
fiestan que habiéndoseles desconocido administrativamente tal 
derecho y negándoseles la expropiación que reclamaron, ocu- 
rren a la Justicia Federal demandando a la Nación para que 
<.n definitiva se declare justificada su propiedad sobre la tierra 
ce la referencia y que el poder ejecutivo nacional está obliga- 
do a proceder a su expropiación con arreglo a la ley de la 
materia. 

Que el procurador fiscal, contestando la demanda, niega 
que los actores ni su causante sean ni hayan sido propietarios 
del terreno que reclaman, el cual pertenece exclusivamente a la 
nación, que lo ha poseído como camino o calle pública por más 
de setenta años, hallándose así, amparado el dominio del es- 
tado por la prescripción muchas veces cumplida del artículo 
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3599 del código civil, y siendo por ello improcedente la ex- 
propiación demandada. 

Que trabada en tales términos la "itis, incumbía a los de- 
mandantes justificar el derecho de propiedad que invocan, y es- 
tudiada la prueba que con tal fin han presentado. corresixmde 
declarar que ella es en absoluto ineficaz. 

Que. en efecto, por los diversos testimonios de escritura:» 
públicas acompañadas á la demanda, consta que en julio y agosto 
de 1854. doña Me.ehora y doña Petrona Capdevila vendieron 
a los Añores Alais Hermanos, un terreno de su propiedad si- 
tuado sobre la ribera sud le» expresado Riachuelo, parte del 
cual, en una extensión de cuatrocientas cincuenta varas de 
frente a dicho río. por cuarenta de fondo, estaba ya sirviendo 
para el tránsito» público i fojas 13 y 16) ; como igualmente que 
transferida la tierra comprada por Alais Hermanos en septiem- 
bre del mismo año. a favor de don Antonino Cambaceres. éste 
declaró más tarde, en escritura pública (1871). que ese te- 
rreno y el saladero ¿n é! establecido, pertenecía en condominio 
a él y a don Pedro Alais ( fojas 9 vuelta). 

Qüe en 5 de diciembre de 1872. Caanbacerés y Alais otorgaron 
la escritura de división (le dicho condominio, y para el efecto, 
después ile expresar que el área del terreno a dividirse se com- 
ponía de cuatrocientas cincuenta varas de frente al Norte y 
tre>eienta>'varas de fondo al Sud. o sean trescientos ochenta y 
nueve metros, setenta centímetros, por doscientos cincuenta y 
nueve metros ochenta y nueve centímetros, libre de las cuarenta 
varas de rilnrra y que han destinado al tránsito público, y a fin 
de tomar cada uno la parte que le corrcsi>ondc. declaran: que 
corre>i>onde en absoluta propiedad y dominio al señor I'cdro 
Alais, la fracción que queda al costado Oeste y se compone de 
doscientas treinta y ocho varas de frente al Norte, o sean dos- 
cientos seis metros once centímetros, Mudando, después de las 
cuarenta varas destinadas a la ribera, con el Riachuelo, doscie» 
tas sesenta varas o sean doscientos veinticinco metros diez y 
Mis centímetro, por el costado Oeste, lindando con don Felipe 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



447 



Gumich. calle Industria, don Felipe Pétate y el señor Unzué, 
doscientas veinticinco varas o sean ciento noventa y cuatro me- 
tros ochenta y cinco centímetros en el fondo al Sud, lindando 
con los señores Unzué, y trescientas varas al costado Este, o 
*ean doscientos ochenta y cinco metros, setenta y ocho centí- 
metros, lindando con el resto del terreno que toma el señor 
Camhaccrés: formando una superficie de sesenta y seis mil. 
trescientas setenta y cinco varas cuadradas. 

Que, efectivamente, el área total encerrada dentro de los 
limites expresados, resulta, mas o menos igual a la superficie 
en varas cuadradas que indica la escritura como la parte asig- 
nada al señor Alais, siendo fácil comprobar que. si hubieran de- 

* bido computarse también como formando parte de la fracción 
de ella, <as nueve mil quinientas veinte varas cuadradas que 
forman el área de la zona de ribera, (238 x 40 varas, la super- 
ficie del terreno de este condominio habría sido aproximada- 
mente de setenta y cinco mil ochocientas noventa y cinco varas 
cuadradas, en vez de las que le atribuye expresamente el titu- 
le de fojas 8. 

Qre esta demostración matemática de la cantidad de tierra 
realmente adjudicada a esta parte, prueba acabadamente con la 
autoridad incontrastable de los números y cualesquiera que sean 
las causas del hecho, que a Alais no se le dió ni reconoció 
porción alguna de terreno dentro de las cuarenta varas de ri- 
bera ya destinadas al tránsito público; y por eso la extensión 
de fondo dada a su fracción, comprende solamente las doscien- 

• tas sesenta varas allí expresadas, que se cuentan después de 
las cuarenta varas ribereñas que completaban el fondo de te- 
rreno primitivo comprado por Alais Hermanos. 

Que, aparte de esto tampoco consta que Alais, en vida, 
después de la división de condominio, haya ejercitado ni prc 
tendido ejercer derecho alguno de dueño sobre el terreno de 
* ribera, no obstante de que mucho antes de su faUecimeinto, 
ocurrido en abril de 1897, habíase dictado la ley núm. 1385, 
de 26 de octubre de 1885. citada en la demanda, y otras igual- 
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mente relacionadas con el ensanche del Riachuelo sobre la mis- 
ma ribera sud lindera con su propiedad; como así mismo que. 
con posterioridad, el poder ejecutivo expidió diversos decreto* 
referentes a esa obra pública, ya sea convocando a los propieta- 
rios rebereños afectados por el ensanche, ya también nombran- 
do una comisión administradora de las obras respectivas y en- 
cargándola de la expropiación judicial de las fracciones de tie- 
rra sobre las cuales no se habían concluido arreglos privados 
con sus dueños. Decretos de 27 de abril de 1891, 24 de no- 
viembre de 1895. > f ütros - 

( )ue debiendo presumirse que Alais tuvo conocimiento opor- 
cuno de esas leyes y disposiciones de carácter público directa-, 
mente relacionadas con los terrenos situados sobre la ribera Sud 
de! Riachuelo, es lógico inducir que si a pesar de ello, nunca 
reclamó, ni promoví.» gestión alguna ante 'os poderes públicos 
o la comisión administradora de aquellas obras, para que en 
calidad de dueño de la faja de terreno comprendida en el en- 
sanche se le expropiara o indemnizara como correspondía, es 
porque en realidad no .se consideró tal dueño de esa tierra. 

Que la presunción de desapoderamiento o falta de derecho 
que tal y tan continuado silencio sugiere, se robustece y tiene 
ina mayor eficacia probatoria, en presencia de las constancias 
del testamento ológrafo del señor Alais, otorgado en noviembre 
de 1894. en el cual, no obstante la prolija relación de los bie- 
nes de su caudal hereditario, no hace mención alguna de tie- 
rras situadas en Barracas al Sud o sobre la ribera del Riachue- 
lo; y es indudable que si él no hubiese ya. en e¿a fecha, enaje- 
nado el área total de terreno que recibió en l a división del con- 
dominio con Cambacerés, o si por cualquier titulo se hubiese 
considerado todavía dueño de la fracción de cuarenta varas de 
ribera que reclamjan sus herederps, no habría dejado de men- 
cionar un bien tan valioso, al igual que lo hizo con los demás, 
aún de los de valor relativamente inferior, a fin de que se re- 
partieran de él aquéllos; y este silencio como el que observó 
hasta su fallecimiento, arguye poderosamente para inferir que 
no tenia derecho que trasmitir sobre esa parte. 
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Que, en consecuencia, no pudiendo una persona transferir 
*. otra mejor derecho ni más extenso que el que ella tenía, (ar- 
ticulo 3270, código civil), los herederos de Alais no han podido 
válidamente invocar este título para pretender derechos de due- 
ño sobre el bien que recaman; y siendo la justificación de tal 
derecho, la base substancial de la acción por ellas deducidas 
(Fallos,' tomo 28, página 188; 34 página 5). basta este solo 
fundajjiento para rechazar la demanda, abstracción hecha de 
toda consideración relativa a la prescripción opuesta por el 

procurador fiscal. 

En mérito de lo expuesto se confirma la sentencia apelada 
de fojas 120, sin especial condenación en costas. Notifiques* 
original y devuélvanse, debiendo reponerse las fojas ante el 
inferior. 

A. Bermejo — Nicanor G. del Solar — M. 
P. Daract — D. E. Palacio— L. López 
Cadanillas. 



